ÍNDICE 

DE US ÜÜSAS (MEMAS E\ EL THfl VIGÉSIMO, 2' SÉIIÍ 



AÑO 1 © « r5 

'CwHfirtMrtrwn 

causa cxm 

D. Niels C. Niclscn, contra D. Leopoldo Reiss j D. Juan Ercíiú ; 
tercería sobre propiedad de un UiHclo de lotería. 

Sumaria. — La posesión do una cosa mueble, que no se prueba 
ser do mala fe, establece a favor del poseedor la presunción de ser 
propietario de la misma • ■ ■ ■ 5 

CAUSA CXIV 

El Raneo Nacional, contra D. Jaime, D. Felipe y D. Martin 
Llavallol, por cobro de pesos ; sobre competencia. 

Sumario. — El couociniealo de las causas del Banco Nacional, 
contra vecinos do la Capital, corresponde al Juagado Federal de 
esta, aunque antes de la creación de este juzgado hubiesen sido 
iniciadas ante el Juez Federal de la Provincia de Buenos Aires. . ¿2 



472 



FALLOS DE LA SLTIlENA CORTE 



CAUSA CXV 

Bftflui 

A. Delor y C*, contra 1). Pedro Cartier; sobro danos y perjui- 
cios, 

Sutnario. — i* Declarada la falsificación de una marca de fá- 
brica, procede la acción por indemnización de los daños y per- 
juicios causado* por la falsilicacioii, 

2" Entro estos, so comprenden las costas causadas en el juicio 
quo tuvo que seguirse para hacer declarar la falsilicacion, .sin que 
fibslc <|uc en dicho juicio no se dictó Ja condenación en costas ... S4 



CAUSA CX VI 

D. Máximo Parfait , contra O Honoria Juárez ; sobre desalojo. 
Sumaria. — Contra Ja localaría que no paga los alquileres, pro- 
cede la acción 



CAUSA CXVII 

Don A. Jñrgensen, capitán de la barca noruega «Riga», contra 
Jos Sres. Shaw hermanos, por cobro de deles ; sobre infracción 
de la ley de sellos, 

Sumario*— Los autos sobre aplicación de la ley de sellos, 
son apelables. 

2" Es el Juez, y no la Dirección de Rentas» que debe resolver 
sobre el sello que corresponde y las multas que deben aplicarse 
respecto de los documentos que se presentan en juicio. 

3 ■ La presentación en juicio de una copia simple, reservando 
el documento original, importa una infracción de Ja ley de sellos, 
y somete al que Ja produce a las pena, que esta establece 33 



E>K ji sr«:u sacio* ai. 
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causa mm 

D. Eduardo Watker, contra D. Wellingtou Mercado y D. Lindor 
B. Sotomayor, por tercería do dominio; sobre competencia. 

Sumario. — La* demandas de (creerla pertenecen al conoci- 
miento del Juez de la ejecución 3R 

CAUSA CXIX 

D Par (ai t Damaud, contra la Compañía « La Piálenle • ; gobre 
entrega de un bauJ y daños y perjuicios. 

Sumario, — La responsabilidad de las empresas de transporte 
por las encomiendas que deben depositarse en el Hesginirdo, cesa 
a) hacerse dicho depósito 40 

CAUSA CXX 

Contienda de competencia entre el Juez de 1 1 Instancia del de- 
partamento del Sud de la Provincia ilu Buenos Aires, y el de I a 
Instancia de la Capital, en los aulos de la testamentaría de D» Ho- 
salía Figueroa de Uaudrñ. 

Sumario. — La mujer casada no tiene otro domicilio que el 
de su marido, y es el juez de este domicilio el competente para 
conocer en el juicio de su les ta mentaría 43 

CAUSA CXXI 

l>, Antonio P. de Sampaio, contra el Dr. íl. Manuel M. /avalla, 
D. Manuel Moura y D. Ernesto Piaggio; sobre nulidad de una 
transacción. 

Samaría* — El que no ba sido parle en el juicio, no tiene derc- 



FALLOS DE U 8UPRCVA ^ORTR 



cbo para pedir se declare la nulidad de «na transiccion en él 
celebrada por las parles * * * > ■ ■ ■ * * 



47 



CAUSA CXXIÍ 



U. Emilio Castellanos, conlra el Administrador de Aduana, I). 
José* Luis Amadeo, por abuso de autoridad ; sobre competencia. 

Sumario. — La acción deducida por abuso de autoridad come- 
tido dentro del reeinl» de una Aduana Nacional, es justiciable 
por los Tribunales Federales * 



D. Constantino Grand, conlra la Municipalidad de Buenos Aires; 
sobre interdicto. 
Sumario.— No procede el interdicto, cuando ha mediado una 



h Julián Orliz, contra Ü, Ernesto Carrere; sobre rescisión de 
un contrato de sociedad. 

Sumario. — U cláusula comisoria estipulada por la Talla de 
cumplimiento de cualquiera de las obligaciones de un contrato, 
da derecho para pedir su rescisión conlra aquel que Un incurrido 
en la falla - ■ 



CAUSA CXXIII 



convención sobre la posesión que se reclama 



54 



CAUSA CXXIV 



CAUSA CXXV 



Delor y O, contra Ferraría y Pauleili, por falsificación de marca 
de fábrica; sobre el auto de prueba. 
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Sumario. — El aulo concediendo 6 negando la prueba, es ina- 
P c ' a ''' e • G3 



CAUSA CXWI 

h. Diego T. Pustifi, capitán de la barca inglesa «Hypatia* con- 
tra el Cónsul inglés D. Ilenald Uridgett, por usurpación de auto- 
ridad ; sohrc competcneia. 

Sumario. — Los aclos verificados por uu Cónsul en su carácter 
de tal, y en virtud de un privilegio que se atribuye como Cónsul, 
no son justiciables por tos Jueces de Sección 06 

CAUSA cxxvir 

D. Edgardo Moreno, contra I). Constantino Glttiul y D Alejo 
Bagual; por cohro ejecutivo de pesos. 

Sumario. —Los honorarios de una pericia hecha para dos per- 
sonas, son tic eargo de cada una de estás, por milad 70 

causa cxxvm 

El Cónsul de Francia, solire nombramieulo de albacea dativo, 
en la testamentaría de D. Julio Artiz, fallecido en Córdoba. 

Sumario, — La Suprema Corte Federal no puede conocer por 
apelación de las resoluciones de ios tribunales inferiores de Pro- 
vmcia 7¡J 



CAUSA CXXIX 

Vicente Casares é hijos, contra J), Jorge Ñutía! : por cobro de 
lanchajes, 
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Sumaria. — 1* Los tirantes de fierro hasta una tonelada tic peso 
se consideran comprendidos en la linfa tlcl lanchaje del licrro en 
barras. 

2" ta facultad de lus capitanes ó consignatarios de buques, de 
imponer á los dueños Je ta carga los lancheros que deben efec- 
tuar la descarga, no implica dejar librada á estos la fijación del 
precio de dieba operación. 

3" En este caso, y á falta de convención con dichos lancheros, 
el precio que debe pagárseles es el corriente de plaza. 

4° El precio corríanlo de plaza respecto de los lanchajes y rieles 
es el que resulla de las operaciones y transacciones que se veri- 
fican en la Dolsa de Comercio ; y dicho resultado puede quedar 
acreditado con el inlorine de la Cámara sindical de la misma 75 

CAUSA CXXX 

D. Jacinto Figueroa, contra el Gobierno de la Provincia de 
Buenos Aires; sobre interdicto y competencia de jurisdicción. 

Sumario.— i* Las gestiones administrativas hechas ante el Go- 
jierno de Buenos Aires, para ohtener la propiedad de un terreno, 
no constituyen uu juicio que inhiba á la Corte Suprema Federal, 
para conocer en el interdicto que sobre el mismo terreno se de- 
duce por el interesado. 

i" Para que proceda un interdicto posesorio, es necesario que 
el actor tenga la posesión a titulo de propietario, desde un año, 
y sin los vicios de precaria, violenta ó clandestina 83 

CAUSA CXXX1 

D. Elíseo y D. Manuel Rodríguez, contra D. Esteban Peyrano; 
sobre cumplimiento de un contrato de locación. 

Sumario, — i a No puede ordenarse el cumplimiento de un 
contrato cuyas uases sustanciales se ignoran por completo. 
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% 1 La declaración ilc un solo testigo, no hncr prueba cu juicio. 
3 n La prueba corresponde ;il actor, cuando el demandado ne- 
gase los beclios alegados en la demanda . 813 

CAUSA CXXXII 

D. Julián Panel», contra D. Alcjti Reborcdo, Juez de Paz de la 
Sección t3 de la Capital Federal ; por infracción de la ley de elec- 
ciones. 

Sumiría. — 1" La inasistencia injustificada del Juez, de Paz k 
las reuniones de la Junta Calificadora, constituye una de las in- 
fracciones mas graves de la ley electoral. 

2" £1 juicio á que dá lugar las infracciones, es breve y suma- 
rio, j las parles deben concurrir al comparendo á que se les cita, 
con toda la prueba que deban producir 110 

CAUSA CXXXM 

El Dr. Juan Cardal I i do, contra I). Olto Rccke, Juez de Paz de 
la Sección 3 j de (a Capital Federal, por infracción á la Ley Elec- 
toral. 

Sumario. — l n Todos los miembros de Ja Junta Calificadora, 
creada por ta Ley de Elecciones, están sujetos á las mismas res- 
ponsabilidades. 

2 Ü En el juicio sumario y breve por infracción á la Ley Electo- 
ral, no son admisibles las cuestiones previas, siuó que todas ellas 
deben ventilarse en un misino acto. 

> Las infracciones á la Ley Electoral consisten en la ejecución 
de hecbos contrarios á sus disposiciones ó en la omisión ó falta di* 
cumplimiento de los deberes que ella impone. 

1" La inasistencia injustificada del Juez de Paz á las reuniones 
de la Junta Calificadora, constituye una de las infracciones más 
graves de la Ley Kluelural H4 
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CAUSA CXXXIV 

Los Síes. Bowcr y Honor ¿, contra la Provincia de liueno-; Aires; 
sobro escrituración de un contrato, rncidento sobre personería. 

Sumario. — Interponía I.* demanda á nombre propio, no es 
procedente la excepción de folla de personería 120 

CAUSA CXXXV 

lil Procurador Fiscal contra los Srcs. Darle y (> y J. Oliven, 
por adulteración de documentos públicos; incidente sobre regu- 
lación de honorarios. 

Sunutrio. — 61 auto que manda regular bunorarios, no es ape- 
lable .. . m 

CAUSA CXXXVI 

U. Remigio Perox, contra el Dr. Manuel M. /avalla y b Señora 
Petrona Candioli de Iriondo, por cobro depuso?; sobre infracción 
de la ley de sollos. 

Sumario. — 1" La feciia del documento determina la ley de 
impuesto de sellos que le es aplicable. 

3" Según la ley de 1870, Jos documentos sobre obligaciones que 
por razón de las personas luvicsen que ocurrir á la jurisdicción 
federal* debían ser otorgados en papel sellado nacional 1¿4 

CAUSA CXXXVII 

/ 

Los Srcs. Cámara Canto y Marliadu, contra IL Isidoro llegucra; 
por restitución de bienes v daños y perjuicios. Incideulc sobre 
delerln legal til el i In de pro| er lu demanda. 
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Sumario. — l* La esccpcion dilatoria de dclrrlo en el modo de 
proponer la demanda, debe fundarse en la omisión de los requi- 
sitos esenciales exigidos para la aíl misión de la demanda y que 

afectan su forma. 

2" No es necesario especificar la cosa ú cosas que se piden en 
las acciones generales de rendición ile cuentas, petición de liercn 
cia v otras semejantes. 

:í- Nn es requisito esencial la numenu-ion de tivs píiiTaf.'S ni h 
d^^nacion de la acción que se deduce, por su nombre jurídico. l¿7 

CAUSA r-xxxvni 

|>. Delfbr del Valle contra n. Miguel Auli, Juez de Vat de la Sec- 
ción a de la Capital de la República; por infracción de la Ley 
Electoral. 

Sumurto.— \* La Ley de Elecciones no dispone que lo jurisdic- 
ción que atribuye al Jücí Federal para los casos de infracción, cor- 
responde al mismo Juez que lia intervenido en la Junta Electoral. 

2 o Tratándose de la imposición de una pena, la causa corres- 
ponde al Juez de la jurisdicción penal. 

3° La inasistencia injustificada de) Jue* de Paz á las reuniones 
de la Junta Calificadora, constituye una de las infracciones mas 
graves de la Ley Electoral. 

4" Las infracciones á la Ley Electoral consisten en la ejecución 
do hechos conlrarios á sus disposiciones ó en la omisión ó falla de 
cumplimiento de los dehures que ella impone. 

fr> El Tuca: de Paa, para presidir la Junta Calificadora, no debe 
esperar el nombramiento ; basta que tenga conocimiento del nom- 
bramiento para que concurra ó presidirla l ** 

CArSA CL 

II. Juan Amno, cuntía ti. tiuilb rmo líauer; sobre nulidad de 
una venta. 
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NgtMl 

Swroiino. — i° Sepun las leyes anteriores al Código Civil, la 
prohibición ;t los padres de vender Jos bienes adventicios de sus 
hijos, no era bajo pena de nulidad de dichas venias. 

*» El hijo no lenia acción reivindicatoría contra los adquiren* 
tes de sus bienes adventicios vencidos por el padre sino después 
de la muerte de éste» de haber renunciado la herencia paterna y 
perseguido los bienes dejados por el padre 135 

CAUSA CU 

1). Edmundo buglaml, contra \a Comisión de las Obras de Salu- 
bridad, por cobro de < ubre-estadías ; sobre arreglo dol juicio. 

Sumir io. — La.s excepciones dilatorias no opuestas dentro del 
término Jijado por el articulo 92 de la ley de procedimientos, solo 
pueden proponerse contestando la demanda 14G 

CAUSA CLII 

D. José Hernández, contra los Sres. Barloen Hermanos; sobre 
indemnización de daños é intereses. 

Sumario. — i° La propiedad literaria está reconocida por la 
Constitución Nacional. 

2" En las producciones literarias impresas, se reputa como 
principal el producto literario cuando tiene mayor importancia 
que ei papel en que esté impreso. 

df El autor ó propietario de una obra literaria, tiene el derecho 
de percibir sus frutos y de prohibi r que otro los perciba - 

T" El que sin autorización ó consentimiento del propietario 
reimprime la obra literaria ron el prupésilo de lucrar ron daño de 
los derechos del autor, comete un delito. 

5-> lie todo delito se deriva laohligadvii de reparar el perjuicio 
que por él se btibiese cansado á otra persona, acordándose al 

Icelo acción rivil al datmiificado, independiente de laacciun cri- 
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PlftU* 

rainal, para obtener las indemnizaciones correspondientes, cuya 
estimación, lanío la ley civil como la penal, defieren al prudente 
arbitrio del Juez • • • ■ **** 

CAUSA CU» 

l>, Juan S. Usandivaras, contra los Sres. Fiorini y Ferrantí; 
por cobro de pesos. 

Sumario*— \° Comprobada la justicia de la demanda, debe 
mandarse |tagar lo que por ella se pide. 

¿" No existiendo en la sentencia de segunda instancia ninguno 
de los errores pre? islos por el articulo 3Üá de la Ley de Proce- 
dimientos, no puedo hacerse lugar á su rectificación 100 



CAUSA CUV 

El Dr. León Soldali, contra el Banco Muñoz, Rodriguen y O ; 
por cobro de pesos. Incidente sobre recusación. 

Sumario, — I" Para que la opinión manifestada, pueda ser 
causa de recusación, es necesario que sea emitida con motivo del 
pleito en que se quiera bacer valer la recusación. 

2 o Los Jueces Seccionales no pueden ser recusados sinó por 
las causas enumeradas en ía ley. $0 



CAUSA CLV 

Gandí lli y Moss contra 1). Kugeiiio Norteo, Capitán del vapor 
« Maleo Uruwo ■ ; sobre entrega de mercaderías. Incidente de 
prueba. 

Sumario. — No e* aplicable el articulo 11 de la ley de procedi- 
mientos, cuando se presentan en ul término probatorio documen- 
tos que tiendan á probar liedlos cuyo esclarecimiento el Juez lia 
considerado necesario cu el auto de prueba 



FALLOS Ufc LA SUPltBMA COHTK 



CAUSA CLVI 

Imputa' 

Don Mariano Walls contra la Municipalidad ilul líosnrio, por 
cobro Je pesos ; sobre competencia. 

Sumario.— • \° Los arlos de las municipalidades que afeclcn 
derechos porreólos y absolutos, de aquellos que la Administra- 
ción esta obligada á respetar, quedan sometidos completamente 
cu la contención que sobre ellos se produzca, á ta jurisdicción de 
los tribunales ordinarios, máxime cuando no haya tribunales es- 
peciales de lo contencioso-ailministrativo. 

2" La corporación municipal del Rosario, en materia de es- 
propiaciones, solo está autorizada para promover anto las autori- 
dades competentes las que sean necesarias á las obras publicas 
que baya de emprender. 

3 o La justicia nacional es competente para conocer en las cau- 
sas en que son partes una municipalidad argentina y un estran- 
^cro + i ■ ■ * 1 1 * # 1 1 • 1 1 m m ■ • i > • * 1 1 1 # 1 1 1 1 # • m 1 1 • m • • • < • ■ < • \ 78 

CAUSA CLV1I 

llecurso de queja interpuesto por los Dres. II, Martínez y V. 
Chas, en los autos conlra la Compañía Telefónica del llio déla 
Piala ^limitada), por cobro de honorarios. Incidente sobre papel 
sellado. 

Sumario. — I o La Dirección General de lientas solo interviene 
para resolver las dudas sobre la clase de papel sellado que corres- 
ponda, cuando ellas se susciten eslrajudictalineulc, al tiempo de 
otorgarse el documento que las motiva. 

í" Presentado en juicio urí documento, sote es competente para 
resolver las iludas sobre el sello que lia debido emplearse, el 
Juez que cui luzca de la causa. 

lí 1 Es apelable todo auto que cause gravamen irreparable- mi 
habinido disposición %mwi que deniegue el recurso. 
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4* La carta en que se manifiesta ta conformidad á una cuenla 
de honorarios, no está comprendida entre los documentos que 
deben cstendene en papel sellado * 182 



CAUSA GliVflá 

VA Dr. II. Federico Mejia T contra 1). Felipe Schwarx ; sobre 
servidumbre e indemnización de daños y perjuicios. 

Sumario. — La reparación de perjuicios es un accesorio y con- 
secuencia legal, de la negación de una servidumbre indebida. ... l(f f J 



CAUSA GLIX 

El Dr. Antonio M. Silva, vecino de la Capital, contra D. Josú 
Esteban Mansilla, vecino de la Provincia de Buenos Aires; sobre 
reivindicación de un campo. 

Sumario. — I" Reconocidos los hechos alegados en la demanda, 
es innecesaria la prueba de lo alirmado en ella. 

2° El que posee k nombre de otro, no puede invocar la pose- 
sión para adquirir la propiedad por prescripción. 

'A? El que pretende asi prescribir, debe reputarse poseedor de 
mala fiS y obligado á devolver los frutos percibidos desde el dia de 



CAUSA CLX 

liiiii J. V. Buslin contra Shaw Hermanos, sobre averias; en un 
ncidente sobre apelación de un laudo. 

Suuun in, — Kl reconocimiento y liquidación de ia averia, así 
comu la categoría » que esla pertenece, debe verificarse por pe- 
ritos arbitradores, y el laudo que estos dictaren, es inapelable. . . ¿IK 
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CAUSA CLXI 

Don José tiastaldi, con los señores A. líívoita, Carito ni y C\ 
sobre arbitraje; por nulidad del laudo. 

Sumario : I" La nulidad do un laudo de arbitros arbitrados?, 
no puede fundarse en supuestos vicios de procedimiento, no de- 
mostrándose que los árbitros procedieron dolosamente. 

2° Los árbitros y el tercero deben laudar formando tribunal, 
exceptuándose el caso en que las parles los hubiesen facultado 
para fallar < maguer non te acertamn m uuo i. 9áí 



AÑO 1 H H O 



CAUSA I 

Donjuán II, Risso, capitán de la barca t León ida», contra 
los señores Maleo Forrester y C- ; sobre cobro rtc osladlas. 

Sumario. — I' 1 I*ada la convención de deber el buque proceder 
hasta Punta de Lara, y al)i atracar al muelle, depósito ó pontón, 
según fuera ordenado por los agcnles de los Heladores, no puede 
considerarse al buque cuino lisio pitra principiar la descarga, sino 
después de 24 lio ras siguientes al aviso escrito del ra pilan de lia- 
her cumplido las órdenes que espresa dicha convención. 

i' J No habiendo temeridad en Ja demanda» no debe imponerse 
al ador el cargo de las costas , 237 
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CAUSA II 

Pipo». 

Don JoséBerisso y otros, contra la Provincia de Buenos Aires; 
sobre venia de terrenos, é ¡Jironstilucioualidad de Ja ley de 2 de 
Agosto de 1883. 

Sumario. — 1° La ley de 25 de Octubre de .870, de la Provincia 
de Buenos Aires, autorizando á la Municipalidad det Baradero para 
vender a los colonos establecidos en el ejido de dicho pueblo las 
áreas ocupadas por ellos, a razón de 300 $ m/c. ta cuadra, com- 
prendió los terrenos fiscales y no los que resultasen ser de propio* 
dad particular. 

8° Por estos últimos, los colonos no pueden exijir la entrega 
de las áreas ocupadas por el precio de la ley de 1870; y la ley de 
2 de Agosto de 1883, que ordenó su expropiación para venderlas á 
los colonos por el precio establecido en la misma, no afecta de- 
rechos adquiridos y no es repugnante á la Constitución 344 



CAUSA III 

Don Carlos liarla Escalada, contra la Municipalidad de la Capital 
Federal ; sobre espendio de billetes de lotería, restitución de inulta, 
y daños y perjuicios. 

Sumario. —1" El articulo 17 del Reglamento de la Municipa- 
lidad de Buenos Aires de 13 de Diciembre de 1882, prohibiendo 
el jncg» de loterías cstrañas ñ la Capital Federal es contrario a la 
ley del Congreso de 1° de Noviembre de 1882. sobre organización 
de la Municipalidad y alas leyes del mismo sobre patentes, dictadas 
en esc año y en los posteriores. 

2* La multa cobrada por espendib de billetes de lotería en 
virtud de dicho articulo, debe ser restituida, 

3° La acción por daños y perjuicios causados por el embargo de 
los billetes como consecuencia de la prohibición, no procede contra 
la Municipalidad. ■ ■•-.•.■».■.••••.•<■.•.■.•••••••••■•■*■.. 349 
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CAUSA IV 

l>f)ii Hemijio Itivas Encinas, cuiitni Don José Saladar, por in- 
fracción ile los artículos .15 y 4ti de la ley nacional penal ; so- 
bre incompetencia. 

Sumnrio. — La inlraccion de los artículos 45 y 4(i dé la ley 
penal nacional, no somete á sus autoras ít la jurisdicción federal, 
cuando resulta r|in> no lian sido comisionadns ¡íarioualcs, sino 
solo agentas provinciales. 95íi 



CAUSA V 

Don Amaranto Accvcy y oíros en recurso de lieclio contra los 
procedimientos del Juez do Sección tic la Capital ; sobre taclias 
en tas inscripciones electorales. 

Sumario. — El Tallo del Jaez de Sccccion sobre inscripción 6 
exclusión indebidas, es uapelable 202 



CAUSA VI 

El Dr. D. Eleodoro Lobos, contra la Junta Calificadora del De- 
partamento dcBclgrano, en la Provincia de San Luis; sobre nu- 
lidad de Ja inscripción é infracción de la ley de elecciones. 

Sumario— 4* La instalación de la Junta Calificadora en el lugar 
designado por el Poder Ejecutivo, consultando (a comodidad de los 
ciudadanos, es arreglada ú la ley de elecciones. 

2° No probados los liecbos en que se funda la acusación por 
infracion de la ley de elecciones, aquella debe ser rechazada con 
costas. 

3" El tallo del Juez de Sección en los reclamos sobre inscripción 
u exclusión indebidas, es inapelable. , ¿74 
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CAUSA VII 

Nicolás MihanovitJi y Compañía, contra el Capitán Don Luis 
Puzarellu y los .señores Don francisco Uisso y D<m .los¿ Travega ; 
sobre entrega de un dinero depositado. 

Sumario. — Reclamado un salarióle salvamento ante dos jueces, 
y convenido por las parles en el depósito de su importe para ser 
distribuido por el Juez que resulte competente, ninguno de aquellos 
puede resolver sobre su distribución, mientras no esté defmílala 
contienda de competencia -81 



CAUSA VIH 

La empresa del Fierro-Carril Dueños Aires y Rosario, contra 
Don José lluliiio Nunca ; por expropiación, solire pericia. 

StyMrio. — En los juicios de expropiación, no procede el nom- 
bramiento de lia tercer perito en discordia 



CAUSA IX 

Varios ciudadanos del Partido de Chacabuco, Provincia de 
Dueños Aires, contra el Juez de IV. y los titulares de la mesa ms- 
criptora ; por infracción de la ley de elecciones. 

Sumario. — La instalación de la mesa en el caucel de la Iglesia 
Parroquia); no constituye infracción á la ley de elecciones, desde 
i|ue conesc hecliono se ha obstruido la lilirciuscripiion en el lítí- 
jistro Chico * 288 



CAUSA X 



Don Manuel Marco, contra Don Pascual Gmiiaiú y Don Zacarías 
Tabeada, por interdicto do despojo ; sobre conclusión del juicio. 
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Pifinit 

Sumario. — U falla de concurrencia de las partes al juicio ver- 
nal, que se decreta en los interdictos, no autoriza al demandado 
para pedir que se dicte sentencia rechazando el interdicto. ■ - . - 294 



CAUSA XI 

Den Juan Shaw é hijos, contra Gandolfl y Moss t por cobro de 
pesos ; sobre pagos a oro. 

Simaría. - Las obligaciones contraídas á oro sellado de los 
Estados Unidos, deben ser clianceladas en diclia moneda, ó en bi- 
lletes de curso legal por su valor corriente en plaza. 



CAUSA XII 

Don Jorge Gowlaod é hijos, contra los señores Mallmann y C>, 
por cobro de pesos; sobre pago a oro. 

Sumario. — Las obligaciones contraidas á pesos Tuertes, deben 
ser chanccladas con billetes do curso legal por su valor corriente 
en plaza ,,,.»•»*•••••* 
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CAUSA XIII 

La Compañía fabricante de Singcr, contra Don Juan Shaw ; sobre 
usurpación de marca de fábrica. 

Sumario — i° La marca de fábrica que puede producir confu- 
sión perjudicial a los intereses del inventor, no puede usarse. 

<fr El uso de ella verificado en virtud do haber sido autorizado 
por la oficina correspondiente antes do ser rejislrada la marca del 
inventor, no constituye delito de falsificación. 

3« No es aplicable á las marcas cslrangcras lo dispuesto, res- 
pecto del plazo para su rejislro 



riE USMílA ÑAU 03 AI. 



189 



CAUSA XIV 

El Dr. D. Macario Torres, en recurso de hecho ; sobre exclu- 
sión del Registro Electoral. 

Sumario. — Los fallos del Juez de Sección sobre reclamos de 
exclusión 6 inscripción indebidas, son inafables 310 



CAFSA XV 

D. Julio Várela, contra el Gcfc de Policía, Coronel D. Francisco 
liosch, y el Comisario de Policía de la 1' Sección, Sr. Toranzo, 
por violación de domicilio y sustracción de dinero; sobre com- 
petencia. 

Sumario. — La violación de domicilio y la sustracción de di- 
nero, son delitos comunes que no caen bajo la jurisdicción de los 
Tribunales Federales 



CAUSA XVI 

La Empresa del Ferro-Carril Cenlral Argentino, contra Don 
AlaiiHin S. Hall y Don Máximo Amclong; sobro espropiacion. 

Sumario. — Puede expropiarse « I subsuelo, para construir un 
túnel en prolongación de una vía fórrea concedida por ley del 
Congreso, sin ser necesaria la espropiacion de todo el terreno 
hasta la superficie 



CAUSA XVII 

Criminal, contra Modesto Estrella y Ramón Segundo Echevar- 
riela ; por falsificado» de moneda. 
Sumario. — I" La coloración y plateado de monedas de cobre 
t, xx. 34 
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de cure© legal y la alteración en su tipo con el proposito de ha- 
cerlas aparecer como monedas de piala, constituye el delito de 
falsificación de moneda de piala. 

2« De b pena impuesta, debe deducirse todo el tiempo de pri- 
sión sufrida que esceda de seis meses. 

3» Cuando la pena Ajada por la ley como ininímun no está en 
proporción con el delito cometido, la Suprema Corte puede invitar 
al Poder Ejecutivo a ejercer el derecho de indulto que le acuerda 
la Constitución,. * * 



CAUSA XVIII 



Don Ismael Calindei, contra Don Adolfo Massol, por cobro de 
peso* ; sobre inhibitoria para conocer. 

Sumario. — La acción por cobro de pesos por cumplimiento de 
un contrato, debe deducirse anlc el jue* del lugar designado para 
la ejecución del mismo • * 

CAUSA XIX 



Contienda de competencia entre el Jura de fe Instancia en Mer- 
cedes (Proiiocia de Buenos Aires), y el de fe Instancia de la Ca- 
pital, para conocer en U testamentaria de D, Dauiel Campillo. 

Sumario. - La manifestación de la parte, hecha en instrumento 
público, sobre el lugar de su domicilio, debe ser preferida á la 
declaración de testigos 



CAUSA XX 



D. Tomás Zerain, contra D. José Tiseyra. por indemniiacion de 
danos y perjuicios \ sobre incompetencia. 
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$tmario,—U demanda sobre indemnización de perjuicios, 
deducida por un cstrangern contra ciudadanos argentinos, cor- 
respondí; á la Justicia Federal 



CAÜSA XXI 

D, Eugenio Ton, contra D. Rafael Nivcyro ; sobre rendición de 
cuentas y cobro de pesos. 

Sumario. — i» Las cuentas justificadas y no observadas, deben 
ser aprobadas. 

2° La ocupación de un campo, hecha con consentimiento del 
apoderado del propietario, sin mas obligación que la de cuidar 
Jos montes, no dá derecho a éste para cobrar arrendamientos, una 
fez que no se pruebe no haberse cumplido Ja obligación impuesta. 350 



CAUSA XXII 

D. Darío David, contra D. Cayetano y IJ» Sinforosa Carr.iza y 0. 
Bonifacio Quiroga; sobre reivindicación de un terreno. 

Sumario. — i- En la reivindicación de un terreno, es estremo 
indispensable probar la identidad del que se reclama con el que 
se pretende ser propio. 

2° No probándose aquella y probándose por los demandados la 
posesión treintenarja, en nombre propio, del que se les reivindica, 
la acción de reivindicación tiene que ser rechazada. 356 



CAUSA XXIII 

D. Alfredo, D. Arturo y D» Julia María Dcinarclii, contra I), 
Ambrosio Olmos, por cobro de pesos; sobre competencia. 

Sumario. — i° Las causas civiles entre vecinos de la Capital y 
vecinos de una Provincia, corresponden á la Justicia Federal. 
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2« La designación tlel lugar para el cumplimiento de la oblt- 
ffacíon, no modifica la vecindad tle las parles para electos del 
fuero federal * * 



CAUSA XMV 

El Dr. D. Joaquín M. Cullen, contra el Presidente del Concejo 
Deliberante de Buenos Aires, D. Gremio Torres, por infracción 
de la ley de elecciones; sobre validez del recurso de apelación. 

Sumario. — i° El recurso de apelación interpuesto esloinpo- 
ráneamcnle, no liene valor. 

2* Es eslemporátieo el recurso introducido al dia siguiente de 

vencido el término legal. 

3» El cargo puesto por un escribano, de habérsele proscnlado 
el escrito üe apelación el dia del vencimiento del término, sin cs- 
presar los motivos per qué no lo fue :i alguno de los Secretarios 
del Juzgado Federal, no liene valor legal * * 



CAUSA XXV 

El Dr. D. Martin II- rrera, conlra D, Pedro Arias, U. José Ma- 
nuel Avalos y D. Nicanor Giménez; por infracción de la ley de 
q lecciones. 

Sumario. - La interrupción del acto de inscripción en el Re- 
gistro Civico, importa una infracción prevista y penada por la h-y 
de I ti de Octubre de 1877 • 



CAUSA XXVI 

El Dr. D, Pedro C. Molina, contra D. llamón J. Irigoycn, Gen- 
Político del de¡artamehlo Tercero Abajo, de la Provincia de Cór- 
doba, y los miembros de la Junta Calificadora de dicho departa- 
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niciilo, I). Ciiyiauo Guevara, D. Ramón Carrau*a y 1). Miguel Ca- 
sas; sobre infracción de la ley de Elecciones. 

Sumario. — 1" La intervención del Gefe Polflico del departa- 
mento en el momento tic la inscripción en el Registro Cívico, 
requiriendo ú los ciudadanos por sus papeletas de enrolamiento, 
é imponiendo mullas ii mandando á la cárcel á los que no la lle- 
vaban consigo, constituye una infracción grave de la ley de Elec- 
ciones y debe ser penada. 

2 n También constituye infracción de dicha ley, id bocho de 
haberse instalado la Jimia Calificadora en el Juagado de Paz, en 
donde existe iglesia y atrio parroquial 392 

CAUSA XXVII 

La Junta Calificadora do la Parroquia de San Tolmo, en Buenos 
Aires, en recurso de hecho contra el Juez federal de la Capital ; 
sobro depuración del Registra Cívico. 

Smntirio. — I o Las sentencias de lo> Jueces Federales sobre los 
reclamos por inscripción <> exclusión indebida en el Kegistro Cí- 
vico, son inapelables. 

2° Con mas razón lo son las providencias dictadas para el cum- 
plimiento de aquellas. 

•i" La Junta Calificadora que es Juez inferior en dichos recla- 
mos, no puede recurrir de esas providencias MU 

CAUSA XXVII! 

Ü, Francisco D. Viñas, con Ira Ü. Hircos A. Itivero y 1). Samuel 
Pcrona, miembros titulares, y D. Manuel D. Homero, miembro 
suplente de la Junta Calificadora de la tercera sección electoral 
ilc la provincia de San Juan (Departamento de Concepción) ; sobre 
infracción de la Ley de Elecciones. 

SmtHtrtti. — La inasistencia de los miembros de Ja Junta Cali- 
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PjflM* 

ñcadora en el dia designado para instalarla, importa una infrac- 
ción prevista y penada por la ley nacional tle Elecciones 400 



CAUSA XXIX 

D. Francisco Gcrcz, contra los miembros de la Junta Inscrip- 
tora del Deparlamento de Robles, en la Provincia de Santiago, y 
el Intendente de Policía D. Mariano Maza ; |ior infracción déla 
Ley de Elecciones ; sobre recusación. 

Sumario, — Contra el auto que no liare lugar á Ja recusación 
por no ser de las especificadas por la ley ta causa en que si? fun- 
dó, no procedí' el recurso do apelación 409 

CAUSA XXX 

U, francisco Villanueva, contra D. Antón ino de la Fuente, Juez 
de Paz de Castro Barros, en Ja Provincia de la ttioja ; sobre in- 
fracción tle la Ley de Elecciones, 

Sumario, — La instalación de la mesa de inscripción cu el He- 
gisLro Cívico, hecha en el Juzgado de Paz, en vez de serlo en el 
atrio de la Iglesia Parroquial, constituye una infracción prevista 
y penada por la Ley de Elecciones 41 ¡J 



CAUSA XXXI 

D. Martin A. Herrera, contra 0. Anastasio Daez, I). Juan Novillo 
y D. Dernardino Bacz, miembros de la Junta Inacríptora del De- 
partamento Sumampa, distrito Ojo de Agua, en la Provincia de 
Santiago ; sobre infracción de Ja Ley de Elecciones, 

Sumario. — - 1 " Cualquier ciudadano, aunque no sea vecino del 
distrito electoral de la Junta acusada, tiene personería para denun- 
ciar las infracciones de la ley de Hecciones y pedir su castigo. 
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PlftDU 

2° La instalación do las mesas, hecha nó en «*| ¡Virio parroquial 
finó en el Juagado de Paz, constituye una infracción prevista y 
penada por la ley de elecciones - 418 

CAUSA mu 

D. Benedicto Orliz, contra D. Manuel S. Almada, D. Pedro Mal* 
donado y D. Juan L Suarcz, miembros de la Junta Inscriptora del 
Departamento Silipica 2", en la Provincia de Santiago ; por in frac- 
ción de la Ley de Elecciones. 

Sumario. — La instalación de la Junta Inscriptora en el Juz- 
gado de Paz, habiendo atrio parroquial, es una infracción prevista 
y penada por la Ley de Elecciones 421 

CAUSA XXXIII 

D. Juan Coronado, contra los Jueces de Paz de la 1G 1 y 18* 
Sección de la Capital, D. Miguel Mcndez y I). Juan Francisca 
Duarte y los miembros de la Junta Calificadora de la Parroquia 
de la Concepción, 5», José R. Patino, D. José % Fernandez y D. 
Joaquín Castellanos ; sobre infracción de la Ley de Elecciones. 

Sumario. — 1° La inasistencia injustificada del Juez de Paz u 
la instalación de la Junta Calificadora, constituyo una infracción 
prevista y penada por la Ley de Elecciones. 

2» Las pruebas de la defensa» una vez noli Picada la acusación y 
sus fundamentos, deben presentarse en el comparendo ordenado. 424 

CAUSA XXXIV 

U. Víctor M. Molina, lí. Arturo Richard y U. Manuel F. Ramos, 
miemiiros de la Junta Calificadora de la Parroquia de la Catedral 
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PtftWI 

ni Sud de Buenos Aires* en recurso contra los procedimientos del 
Juez Federal Dr. Tcdin ; «obre inscripción y csclusiou indebidas 
en el Registro Cívico* 

Sumario. —I a La Junta Calificadora no tiene personería para 
deducir recursos de las resoluciones del Juez Federal sohre iris- 
cripcion o csclusiou indebidas, que ella debe acatar y cumplir. 

3* La superintendencia de la Suprema Corte no la autoriza á 
rever los autos y procedimientos de los Jueces inferiores, que nu 
sean llevados a su conocí miento por los recursos establecidos por 
ta Scy, y deducidos en forma por quien tiene personería para ha- 



CAUSA XXXV 

Don Teófilo Meyer y C% contra Don J. Bruncngo y C% por folsU 
licaciiiii de marcado fábrica v subre personería. 

Suttmrio. — El certificado de la oficina de patentas, ile ser el 
actor el único agente del propietario de la marca cuya ralsi lira- 
non so persigue, basta para acreditar su personería , VM 

CAUSA XXXVI 

D. Cirios Casado, contra la Municipalidad del Rosario, por in- 
terdicto de obra nueva ; sobre incompetencia. 

Sumario. — i° Tara la competencia de los Tribunales Federa- 
les, por razón do las personas, es preciso que el derecho dispu- 
tado pertenezca á las partes originariamente. 

3° No bay temeridad en la parte que ha ocurrido á ellos con 
un iJerccJio que le pertenece por título de cesión do acciones. . . 43ÍÍ 



CAUSA XXXVII 



El Dr. I). Manuel Argaíiaráz y tí. llenedirto Orí», contra l». 
Napoleón Suarex, tí. José D. Suarez y 0. José A. Herrera, miem- 
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bros de la Junta Inscripto™ del Departamento de Lomio un la 
Provincia de Santiago ; por infracción de fa Ley do Elecciones. 

Sumario. — 1* La acción |ior ¡ti trace ion de la Ley de Eleccio- 
nes, es pública y puede ejercerla cualquier ciudadano aunque no 
sea vecino del jumto donde se ha cometido la infracción. 

¡f" KJ hecho de no haber la Junta Jnscriplora mandado retirar 
un grupo de gente armada que ha obstruido la inscripción, cae 
bajo la sanción penal de la Ley tic Alecciones. 

¡i" No es tacha admisible la de ser los testigos de opinión polí- 
tica contraria a la de los acusados 43t", 

CAUSA XXXVIII 

D. Ramón Lope*, contra D. Daniel Lascauo y I). Gregorio l)ia¡t, 
miembros de la Junta Calificadora de Atamísquo, Provincia de 
Santiago; sobro iidracciou d<< In Ley de Alecciones, 

Sumario. — El hecho de abrirse ia inscripción del Hegislro 
por uno solo de los miembros de la Junta Cal ¡Juradora, y de sus- 
cribirse por los demás en lugar distinto del de su reunión, y el de 
no concurrir á su instalación sin cansa justificada, constituyen 
infracciones de la Ley de Elecciones 440 

CAUSA XXXIX 

D. Julio Victorica y D. A. Iteboredo, en recurso de hecho; por 
apelación denegada de auto de prisión. 

Sumario. — La apelación del auto de prisión interpuesta en el 
efecto devolutivo, no impide la prosecución del sumario, y 110 
puede denegarse por tal causa. , 444 

CAUSA XL 

I). Juan Cruz Nomine, uez, centra J>. [Sorberlo Kunes t U. Manuel 
Acosta y b. Amadeo Segura, miembros de la Junta Calificadora de 
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SinU Rosa, Departamento de Junin en la Provincia de San Luís ; 
por infracción de I* Ley de Elecciones. 

Sumario. 'El rechazo de Fiscales por la mesa calificadora, y 
la inscripción indebida, no constituye infracción de la Ley de 
Elecciones • * 445 

CAUSA XLI 

D. Francisco Olivera, contra D. Pedro Arias y D. JoséM. Avales, 
por infracción de la Ley de Elecciones; sobre apelación. 

Sumario. — Les recursos no pueden interponerse por medio de 
telegramas ; y no existiendo ninguno pendiente, no procede el de 
apelación contra nn auto que no trae perjuicio • • ■ *5£ 



CAUSA XLtl 

Doña Boya Nuñei, en recurso de habrás corpto , ¡i favor de D. 
Nírasio Enrique. 

Sumario. — No corresponde á la Justicia Federal el recurso de 
habeat eorpu$ r cuando se trata de detención hecha por la auto- 
ridad local y respecto de personas que no Son empleados nacio- 
nales * 



CAUSA XLIII 

El Dr. D. José N. Lcncinas, en recurso de hiilmx coquis; á 
favor del Dr. D. Moisés Lucero. 

Sumario. - i° El haber sido nombrado en la lisLi de ahogados 
que deben ejercer las luncionesde Jueces Federales o Fiscales <uf 
hoc por impedimento du estos funcionarios» no importa el caso 
del desempeño de una comisión del (íobienio Nacional previsto 
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por el articulo 30 de ia ley de jurisdicción de los Tribunales Fe- 
aérales. 

** La Justicia Federal carece de jurisdicción para traer á ¡Ot- 
c.o los abusos de las autoridades locales 458 



CAUSA XLÍV 



Bmwj y Pcdrolii contra D. Manuel S. Várela, por fabricado» 
de marcado fábrica; m M defecto legal en el mudo de nropuner 
la demanda. ' 

.SnmaWo.-No procede la cscepcion de delecto legal en el 
modo de proponer la demanda, cuando esta contiene todos los 
requisitos que la ley determina 4t4 



CAUSA XLV 



0. Eduardo TiUbinel, centra D. Abral.au Leu.os ; sobre inter- 
dicto de retener. 

Sumario. -i;i arrendatario no puede entablar contra el sucesor 
del proletario que le pide el inmueble por cesación del arriendo 
el interdicto de retener, se proteste de haber tratado con el pro- 
pietario la venta de dicho inmueble . 
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Abmo de autoridad. — La acción deducida por el cometido dentro del 
recinto de una Aduana Nacional, es justiciable por los Tri- 
bunales Federales. Página 51. 

Acción, — La de cobro de pesos por cumplimiento de un contrato, 
debe deducirse ante el Juez del lugar designado para la eje* 
cucion del mismo. Página 338. 

Action de desalojo. — Procede contra el locador que no paga los al- 
quileres. Página 30. 

Acción reivindicatorío. — Véase Bienet adventicios. 

Acciones generales. — No es necesario especificar la cosa o cosas que 
se piden cu las acciones generales de rendición de cuentas, 
petición de herencia y oirás semejantes. Pagina 127. 

Acusación. —Véate l¿$ electoral. 

Aduana Nacional. — Véase Abuso de autoridad. 

Apelación. —Véase ílecurso de apelacimt . Auto de prisión. 

Arbitros. — Ellos j el tercero, deben laudar formando Tribunal, es- 
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eeptuindose el caso en que las partes tos hubiesen (acullá Jo 
pan fallar maguer non u actrUmtn m «tito» Pagina 222. 

4rrtm4MHCTif<w. — La ocupación de un campo, hecha con consenti- 
miento del apoderado del propietario, sin mas obligación 
que la de cuidar los montes, no dá derecho á éste para co- 
brar arrendamientos, una vez que no se pruebe no haberse 
cumplido la obligación impuesta. Página 350. 

Auto apelable.— Lo es» todo el que causa gravamen irreparable, no 
habiendo disposición alguna que deniegue el recurso. Pá- 
gina 183. 

Auto de prisión. —La apelación de él, interpuesta en el efecto devo- 
lutivo, no impide la prosecución del sumario y no puede 
denegarse por tal causa. Página 444. 

Auto inapelable. — Lo es, el que concede 6 niega la prueba. Pagina 03. 

Auto inapelable. — Véase Honorario!. 

Autor. — Véase Propiedad literaria. 

Auto* apelahk». - Lo son, los referentes á la aplicación de la lev de 
sellos. Pagina 32. 

Averia. — Su reconocimiento y liquidación, asi como la categoría á 
que pertenece, deben verificarse por perito» arhilradores ; y 
el laudo que estos dictasen, es inapelable. Pagina 218. 



Banco Nacional, — El conocimiento de sus causas contra vecinos de 
la Capital, corresponde al Juzgado Federal de esta, aunque 
antes de la creación de este Juzgado, hubiesen sido iniciadas 
ante el Jues Federal de la Provincia de Buenos Aires. Pá- 
gina 22. 

Bitnet adventicio». — Según las leyes anteriores al Código Civil, la 
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prohibición i los padre» de vender los bienes adventicios 
de sus hijos, do era bajo pena de nulidad de dichas ventas. 
Pagina 135. 

0i>nei adventi rioi.— Según la» leyes anteriores al Código Civil, el 
hijo no tenia acción reivindicatoría contra los adqutrenles 
de sus bienes adventicios vendidos por el padre, sino des- 
pués de la muerte de éste, después de haber renunciado la 
herencia paterna y de haber perseguido los tienes dejados 
por el padre. Pagina i35. 
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Capitones.- Su facultad o la de los consignatarios de buques, para 
imponer a los dueños do la carga los lancheros que deben 
efectuar la descarga, no implica dejar librada a estos ta 
fijación del precio de dicha operación. Pagina 75. 

C«rgo. — Kl puesto por un Escribano, de habérsele presentado el 
escrito de apelación, el dia del vencimiento del término, sin 
espresar los motivos por qué no lo fué & alguno de Jos Se- 
cretarios del Juzgado Federal, no tiene valor legal. Pá- 
gina 386. 

Carla. — Véase Popel wiíooo. 

Colonos «>i Bandera. — La ley de 25 de Octubre de 18TO de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, autorizando a la Municipalidad del 
tandero para vender á los colonos establecidos en el ejido 
de dicho pueblo, las áreas ocupadas por ellos, 4 razón de 
300 $ ra/c la cuadra, comprendió los terrenos fiscales, y no 
los que resultaren ser de propiedad particular. Pagina 344. 

Colonos del ¡tandero. — La ley de la Provincia de Buenos Aires de % 
de Agosto de 1883, que ordenó la expropiación de los ter- 
renos de propiedad particular para vendérselos k los colonos 
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por el precio establecido en la misma ley, no afreta dere- 
chos adquiridos v no es repugnante á ta Constitución. Pá- 
gina 244. 

ComjMeticia, — Reclamado un salario de salvamento anlc dos Jueces, 
y convenido por las partes el deposito de su importe, para 
ser distribuido por el Juez que resulte competente, ninguno 
de aquellos puede resolver sobre su distribución, mientras 
no esté definida la contienda de competencia, Pagina 381 . 

Consignatarios de biiqim — Véase : Capitanes. 

Cónsut. — Los actos verificados por un cónsul en su carácter de tal, y 
en virtud de un privilegio que se atribuye como cónsul, no 
son justiciables por lo» Jueces de Sección. Página G6. 

Contrato. — No puede ordenarse el cumplimiento ile aquel cuyos ba- 
ses se ignoran por completo. Página 85. 

Cmtratm i oro. - Véase Obligaciones. 

Contratos á pesos fuertes. — Véase Obligaciones. 

Cosa mueble. — Víase Posesión. 

Costas. — No deben imponerse al actor, ruando no hay temeridad en 
la demanda. Página 237. 

Costas. — Véase Temeridad. 

Cuentas. — Las justilicadas y no observadas, deben sur aprobadas. 
Página 350. 



I» 



Daños tf perjuicios.— La acción por los causados por el embargo de 
billetes de Jutería como consecuencia de una prohibición 
ilegal, no procede contra la Municipalidad. Página 249. 

baño* y iwrjuirios. — Véase Marca de fábrica. 

Defería en ta demanda. — K-ta escepcíon dilatoria ilebe fundarse cu 
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la omisión ile los requisitos esenciales exigidos para la aJ- 
mision de la demanda, y que afectan sa Turma. Página 12*. 

Defeeto rtt ta demanda. — N<> procede la escepcion de defecto legal en 
el mmlode proponer ta demanda, cuando esta ron li ene lodos 
los requisitos qur la ley determina. P.iyiua MYl. 

Delito. — Ib* Lodo delito so deriva la obligación ite reparar el perjuicio 
míe por él se hubiese causado á otra persona, acordándose 
al efecto acción civil al damnificado, independiente de la 
acción criminal, para obtener las indemnizaciones corres- 
pondientes, cuya estimación, tanto la ley civil como la 
penal, defieren al prudente arbitrio del Juez. Página 140. 

íh lttm comunc*. — Lo son, y no caen bajo la jurisdicción de los Tri- 
bunales Federales, la violación de domicilio y la sustracción 
dediueru. Página 319. 

Ih>mtutda. — No es requisito esencial la numeración de los párrafos, 
ni la denominación de la acción que se deduce, por SU nom- 
bre jurídico. Página 121. 

Demanda.— Comprobada su justicia, dehe mandarse pagarlo que por 
ella se pide. Página 100. 

itotitamla. — Reconocidos los hechos alega Jos en ella, es innecesaria 
su prueba. Página 198. 

Demanda. — Véase Defecto eu la demanda. 

Dererho* de autor. — Véase Propiedad literaria* 

Dirección tíenerat de Rentas. — Véase Papel sellado. 

Documentos. — Véase Prueba. 

Domicilio. — La manifestación de la parte, hecha en instrumento pú- 
blico, sobre el lugar de su domicilio, debe ser preferida á Ja 
declaración de testigos. Página 343. 
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Elecciones. — Víase Uy electoral. 

Empresas de trasportes. — Su responsabilidad por las encomiendas 
que deben depositarse cu el Resguardo, cesa al hacerse di- 
cho deposito. Pagina 40. 

Escepciones dilatoria!. — Solo pueden proponerse contestando la de - 
manda, las que no le hubieran sido dentro del termino fijado 
por el articulo 92 de la ley de procedimientos, ['agina 140. 

Espropiacim . — Puede espropiar.se el subsuelo, para construir un 
túnel en prolongación de una vía férrea concedida por ley 
del Gongrcso, sin ser necesaria la ospropiacion de todo el 
terreno basta la superficie. Pagina 323. 

Expropiación. — Véase Municipalidad M Rosario; Colonos del Ba* 
rodero ; Juicios de espropiacion. 

Estadías. — Dada la convención de deber el buque proseguir basta 
Punta de Lar a, y allí atracar al muelle, depósito ó pontón, 
según fuera ordenado por los agentes de los fletadores, no 
puede considerarse al buque como listo para principiar la 
descarga, sino después de ¿4 horas .siguientes al aviso escrito 
del Capitán, de haber cumplido las órdenes que espresa di- 
cha con vención. Página 43". 



F 

Falsificación de moneda. — La coloración y plateado de monedas de 
cobre de curso legal, y la alteración en su tipo con el pro- 
pósito de hacerlas aparecer corno monedas de plata, cons- 
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tituye el delito de falsificación de moneda de piala. Pá- 
gina 330. 

Falta (ti- personería. —Ha es procedente eslu estepClotl, citando ta 
Hcrnamla es interpuesto á nombre propio. Página 1áO. 

Frutos. - Véase Pretcription . 

Ftiern Federal. Para sus efectos, no modifica la vccíndiul de las 
liarles, la designación del lugjir |«ira v\ nimpli miento de l;i 
obligación. Página ¡HKt. 



H 

Habeos corpus. — No corresponde este recurso ó la Justicia Federal, 
cuando se traía de detención hecha por la autoridad local y 
respecto de personas que no son empleados nacionales. Pá- 
gina 45ti. 

Hateas corpm. — El haber sido nombrado en la lista de abogados que 
deben ejercer las funciones de Jueces Federales ó Fiscales 
flrf Aor por impedimento de estos funcionarios, no importa 
••I caso del desempeño de una comisión del Gobierno Nacio- 
nal previsto por el articulo 20 de la ley de jurisdicción de los 
Tribunales Federales. Pagina 458. 

Honorarios. — Los de una pericia hecha parados personas, sonde 
cargo de cada una de ellas per mitad, Página 70. 

Honorario*. -No es apelable el unto que manda regularlos. Pa- 
gina 122. 

I 

Impuesto de Sellos. — Vúaso Sellos. 

Indulto. — Cuando la pena fijada pur la ley como mínimum, no está 
en proporción con el delito cometido, la Suprema Corle 
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puede invitar al Poder Ejecutivo i ejercer el derecho de in- 
dulto que le acuerda la Constitución. Página 330. 

Interdicto. — No precede, cuando lia mediado una convención sobre 
la posesión que se reclama. Página 54. 

Interdicto. ~ Las gestiones administrativa* hechas ante <-l Gobierno 
de Dueños Aires, para obtener la propiedad de un terreno, 
no constituyen un juicio que inhiba á la Suprema Corle Fe- 
deral, para conocer en el interdicto que sobre el mismo ter* 
reno se deduce por el interesado. Página 83. 

Interdicto de retener. — El arrendatario no puede entablar contra 
el sucesor del propietario que le pide el inmueble por cesa- 
ción del arriendo, el interdicto de retener, so protesto de 
haber tratado con el propietario la venta de dicho inmueble. 
Página 460. 

Interdicto posesorio. — Para que proceda, es necesario que el actor 
tenga la posesión á titulo de propietario, desde un año, y 
sin los vicios de precaria, viólenla ó clandestina. Página 83. 

Interdicto*. — La falla de concurrencia de las partes al juicio verbal 
que se decreta en ellos, no autoriza al demandado para pe- 
dir que se dicte sentencia rechazando el interdicto. Pá- 
gina 294. 



.1 

Jueces de Sección. — No pueden ser recusados sino por las causas enu- 
meradas en la ley. Página 171. 

Jueces de Sección. — Véase Cónsul. 

Juicio.— Véase interdicto. 

Juicios de Mprofiííkioii.— En ellos, no procede el nombramiento de 

un perito en discordia. Página 286. 
Jurisdicción Federal. — No quedan sometidos á ella, lo* infractores 
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de los artículos 45 y 46 do ta ley penal nacional, cuando 
resultan que no han sido comisionado* nacionales, siuó solo 
agentes provinciales. Página 255. 

Justicia Federal — Corresponde a ella, la demanda sobre indemni- 
zación de perjuicio! deducida por un cstrangero contra ciu- 
dadanos argentinos. Página 340. 

Justicia Fedenü.- Corresponden á ella, las causas civiles entren- 
emos de la Capital y vecinos de una Provincia. Página 363. 

Justicia Federal— La Justicia Federal carece de jurisdicción para 
traer á juicio los abusos de las autoridades locales. Pá- 
gina 458. 

Justicia Federal. — Véase Municipalidad. 




Ijtnchages. — El precio corriente cu plaza respecto de los lanehages 
y fletes, os el que resulla de las operaciones y transacciones 
que so verifican en la Bolsa de Comercio ; y dicho resultado 
puede quedar acreditado con el informe de la Cámara Sin- 
dical de la misma. Página 75, 

hinchera*. — El precio que á falla de convención debe pagarse á los 
designados \m los capilunes ó consignatarios de buques, es 
el corrieule en plaza. Página 15. 

Ijwdo. - La nulidad del pronunciado por árbilros arbitradores, no 
punte (lindarse en supuestos vicios de procoílimienlo, no 
demostrándose que los arbitros procedieron dolosamente. 
Página 2ÍÍ. 

iaudo.— Véase Averia. 

h;j drsetto*. ~Ks el Jup* y né la IHreceiuu d« Rentas, quien debe 
rt-solver sobre oí sello que corresponde y las mullas que 
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deben aplicarse raspéelo de tos documento*; <|iie so pre*cii- 
lan cu juicio. Página 32. 

r¿g de ultot. — Importa una infracción de olla, y somete al que la 
produce á las ponas correspondientes, la prcscnlarion en 
juicio do una copia simple, reservando el documento origi- 
nal. Página 33. 

Ley de si lha, — Véase Atóos apelables. 

Ley electoral. — Constituyo una de las infj :n rionet mas graves do 
olla, ta inasistencia injustificada dol Juoi ilo Paz a las reu- 
niónos de la Junta Galifieadora. Paginas 110,115, 13t y 4Ü4. 

Uy ¡'lectora!. -Kt juicio á que dan lugar las infracciones ile ella, 
us breve y sumario, y las parles deben concurrir al compa- 
rendo á que so les rila, con toda la prueba que deban pro- 
ducir. Páginas 110 y 11 i. 

tsy electoral. — 1'oúm los miembros tle. la Junta Calificadora están 
sugelos á las mismas responsabilidades. Página 114. 

Uy electoral. — Las infracciones á ella consisten en la ejecución ile 
liedlos contrarios á sus disposiVioues ó en la omisión ó Talla 
do cumplimiento de los deberes que impone. Páginas 115 
y 131. 

Ley electoral. — No dispone que la jurisdicción que atribuye al Juez 
Federal, para los casos de pulían- ion, corresponde al mismo 
Juez que lia intervenido ou la Jimia Electoral. Página 131. 

Le¡f electoral — Tratándose de la imposición de una pena, la causa 
corresponde al Juez de la jurisdicción penal. Página 131. 

Utf Pectoral. — YA Juez de Paz, para presidir la Jimtn Calificadora, no 
debe esperar el nombramiento; basta que tenga conoci- 
miento dri nombramiento para «pie ocurra á presidirla. Pá- 
gina 131. 

Ley electoral — Kl fallo del Juez di- Sección sobre inscripción ó os- 
elusion indebidas, os inapelable. Páginas ¿Üí, 274, 3lfi 
y 402. 

Lea vtretorat. - Ks arreglada á ella, la instalación do la junta l^lili- 
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cadora en el lugar designado por el Poder Ejecutivo, con- 
sultando ta comodidad de lus ciudadanos. Página 274, 

electoral. — No probándose los hechos en que se funda la acusa- 
ción por infracciones de ella, aquella debe ser rechazada con 
cosias. Página 274. 

Uy electoral. — No constituyo infracción de ella, la instalación déla 
mesa en el cancel de la Iglesia Parroquial, desde que con 
ese hecho no se ha obstruido la libre inscripción en id llc- 
gistro Cívico. Página 288. 

Uy electoral. —Importa una infracción prevista y penada por ella, la 
interrupción del acto de inscripción en el Ucgislre Cívico. 
Página 380. 

b ff electoral. —Constituye una infracción grave de ella, y debe ser 
penada, la intervención del Core Político del departamento, 
en el momento de la inscripción, en el Registro Cívico, requi- 
riendo á los ciudadanos por sus papeletas de enrolamiento, 
c imponiendo mullas ó mandando á la cárcel á los que lio 
Ja llevaban consigo. Página 

tqf electoral.— Constituye una infracción da ella, el hecho do ha- 
berse instalado la Juola Calificador:) en e] Juzgado de Paz, 
en donde eiisle Iglesia y Atrio parroquia!. Páginas 302, 413, 
418 y 421. 

isij ekeloral. — Son inapelables las providencias dictadas para el 
cumplimiento de las sentencias de los Jueces Feo rales, sohre 
los reclamos sobre inscripción ó exclusión indebidas en el 
Registro Cívico. Página 402. 

l£tf electoral — U Junta Calificadora, que es Juez inferior en los re- 
clamos por inscripción ó esclusion indebidas, no puede re- 
currir de las sentencias que sobre iísos reclamos dicten los 
Jueces Federales. Páginas 402 y 427. 

Uy electoral. — Importa una infracción prevista y penada por i lla, la 
inasistencia de los miembros de la Junta Calificadora, en el 
día designado par» insudarla. Páginas lUC y 110. 
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fjy electoral, —Cualquier ciudadano, aunque no sea vecino del dis- 
Iritu electoral de la Junta acusada, tiene personería para 
denunciar las infracciones de la ley de elecciones y pedir su 
castigo. Páginas 418 y 430. 

Isy electoral. — Las pruebas de la defensa, en tas acusaciones por in- 
fracción k la ley electoral, una vez notificada la acusación y 
sus fundamentos, deben presentarse en el comparendo or- 
denado. Pinina 424. 

Lry electoral.— f^au bajo su sanción penal el hecho de no haberla 
Junta inscriptora mandado retirar un grupo de gente armada 
que lia obstruido la inscripción. Página 430. 

Uy electoral,— Constituye ¡"fracción á ella el hecho de abrirse la 
inscripción dd ílegtslro por uno solo de ios miembros de la 
Junta Calificadora ; de suscribirse por los demás, en lugar 
distinto del de su reunión. Página 440, 

Uy electoral. — No constituye iiilracdoii á ella, el rechazo de fiscales 
por la mesa calificadora, como tampoco la inscripción inde- 
bida. Página 445. 

Ley electoral, — Véase Tacha*. 

Loterías. — El artículo 17 del Reglamento de la Municipalidad de 
Buenos Aires de ittdc Diciembre de 188¿ prohibiendo el 
juego de loterías estraíias á la Capital Federal, es contrario 
á la ley del Congreso de I o de Noviembre de 1882 sobre 
organización de la Municipalidad, y a las leyes del mismo 
sobre patentes, dictadas en ese año y en los posteriores. 
Página 24<J. 

Loterías. — La multa cobrada por espemtio de billetes, en virtud del 
articulo 17 del Reglamento de la Municipalidad de Buenos 
Aires, debe ser restituida. Página ¿4'J. 

Laterías. — Véase Daños y perjuicio*. 
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Marra de fábrica. — Declarada su falsificación, procede la acción por 
indemnización de los daños y perjuicios causados por ella. 
Pagina 24. 

Marca de fábrica, — Enlrc Ion daños y perjuicios procedentes de su 
falsificación, se comprenden las costas causadas en el juicio 
que luvo que seguirse para hacer declarar aquella, sin que 
obsle que en dicho juicio no se dictó la condenación en cos- 
tas. Pagina ¿4. 

Marra de fábrica. — La que puede producir confusión perjudicial á 
los derechos del inventor, no puede usarse. Pagina 309. 

Marta de fábrica. — Su uso, en virtud de haher sido autorizado por 
la oficina correspondiente, antes de ser registrada por el 
inventor, no constituye delito de falsificación. Página 309. 

Marta de fábrica. — Véase Personería. 

Marcas estranyerm. — No es aplicable á ellas, lo dispuesto respecto 
del plazo para su registro. Página 309. 

Mujer catada. — No tiene otro domicilio que el de su marido, y es el 
Juez de este domicilio, el competente para conocer en el 
juicio de su testamentaria. Página 43. 

MitniriiHtlidad. — La Justicia Nacional es compéleme para conocer en 
las rausas en que son partes una municipal ¡Jad argentina y 
un eslrangero. Página 179. 

Municipalidad del ñotario.— En materia de espropiaciones, solo está 
autorizada para promover ante las autoridades competentes, 
las que sean necesarias á las obras públicas que haya de 
emprender. Página 110. 

Municipalidades. — Los arlos de ellas que afecten derechos perfectos 
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y absolutos, de aquellos que la administración está obligada 
á respetar, quedan sometidos completamente en la conten- 
ción que sobre ellos se produzca, á la jurisdicción de los 
Tribunales ordinarios, malhue cuando no haya Tribunales 
especíales de lo contencioso-adminislrativo. Página 178. 



X 



Nulidad de ¡ando. — Véase Lando. 



O 

Obligación*. — Las contraídas á oro sellado de los Estados Unidos, 
deben ser chanccladas cu dieba moneda, 6 en billetes de 
curso legal por su valor corriente en plaza. Página 298. 

Obligaciones, — Las contraidas á pesos fuertes, deben ser chanceladas 
con billetes de curso legal por su valor corriente en plaza. 
Página 30*. 



P 



Pacto eontwrio. — El estipulado por la falta de cumplimiento de cual- 
quiera de las obligaciones de mi coiilraLo, dá derecho para 
pedir su rescisión contra aquel que ha incurrido en la falla. 
Página 57. 

Papel sellado. - La Dirección General de lientas «do interviene para 
resolver las dudas sobre la clase de papel sellado que cor - 
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responda, ruando ellas se susciten eslrajudicialmente, al 
tiempo üe otorgarse el documento que las motiva. Pá- 
gina m. 

Papel sellado. — Presentado cu juicio un documento, solo es «umpe- 
Lciite para resolver las dudas sobre el sello que ha debido 
emplearse, el Juez que conoce de la causa. Página 182. 

Papel sellada. — La caria en que se manifiesta conformidad con una 
cuenta de honorarios no está comprendida entre los docu- 
mentos que deben estenderse en papel sellado. Página 183. 

Papel ¡vitada. — Véase Sellos. 

Pena. — De la impuesta, debe deducirse todo el tiempo de prisión 
sufrida que esceda de seis meses. Página 

Peritos artñtradores. — Véase Averia. 

Perjuicios. — Su reparación, es un accesorio y consecuencia legal de 
la negación de una servidumbre indebida. Página 189. 

Personería — Hasta para acreditarla, el certificado de la oficina de 
patentes dr ser el actor el único agente del propietario de 
la marca, ruja falsificación se persigue. Página ílil. 

Petición de herencia. — Véase Actinms generales. 

Poseedor de mala fe.— Véase Prescripción, 

Posesión.— La de una cosa mueble, que no se prueba ser de mala 
fé, establece á Tavor del poseedor la presunción de ser pro- 
pietario de la misma. Página 5. 

Posesión.— Véase Interdicto; Prescripción, 

Prescripción. — El que posee á nombre de otro, no pueile invocar la 
posesión para adquirir la propiedad por prescripción. Pá- 
gina \m. 

Presmpñon. — Kl quu pretende prescribir por medio de la posesión 
que lienc á nombre de olro, de Ih> reputarse poseednrde 
mala fé y obligado á devolver les frutos percibidos desde el 
■lia de la demanda. Página 108. 

Producciones literarias.- En las impresas, se repula como principal 
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el producto literario, cuando tiene mayor importancia que 
el papel en que está impreso. Página 148. 

Propiedad literaria. — El aulor ó propietario de una obra literaria , 
tiene el derecho de percibir sus frutos y de prohibir que 
• tro lo» perciba. Página 149. 

Propiedad literaria. — El que sin autorización ó consentimiento del 
propietario reimprime la obra literaria ron el propósito de 
lucrar con daño de los derechos del autor, comete un delito, 
Página 149. 

Propiedad literaria. — Eslá reconocida por la Constitución Nacional. 
Página 14$. 

Propiedad literaria. — Véase Deliio. 

Prueba. —Corresponde al actor, cuando el demandado negase los 
hechos alegados en ta demanda. Página 813. 

Prueba. — No es aplicable el articulo 11 de la ley de Procedí míenlos, 
cuando se presentan en el término probatorio documentos 
que tiendan á probar hechos cuyo esclarer i miento el Juez 
baya considerado necesario en el auto de prueba. Página 176. 



Rirtificacim de sentencia. — No existiendo l¡i sentencia de segunda 
instancia ninguno de los errores previstos por el articulo 2112 
de la ley de Procedí minios, no puede hacerse lugar á su 
rectificación. Página 101. 

Reeurw de apelación -No tiene valor el interpuesto estemporánea- 
mentc. Página 306. 

HecMtm de apelación. — Va eslrmporáueo el interpuesto al di» si- 
guiente de vencido el tármínu legal. Página Wa. 

Aeran» de apelación.. — No procedí-, contra vi auto qu liare Ingar 
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á la recusación, por no ser de las especificadas por la ley, 
la causa en que se fundó. Página MW. 
Reamo de apelado*.— Véase Caí yo. 

Recorto*. - Nu pueden interponerte por medio de telegramas. Pa- 
gina 454. 

WenfSrtfíon.-Para que la opinión manifestada, pueda ser causado 
ella, es necesario que sea emitida con motivo del pleito en 
que se quiera hacer valer la recusación. Pagina JTC). 

Recusación. — Véase Jueces Secciónala. 

ReirindicAcion.-E* la de un terreo, es eslremo indispensable, pro- 
Lar la identidad del que se reclama, con el que se pretende 
ser propio. Página 350. 

Reivindicación. -No probándose la identidad del terreno que se re- 
clama con el que se pretende ser propio, y probándose por 
el demandado la posesión ireinlenaria del reclamado, en 
nombre propio, la acción reivindicatoría tiene que ser rc- 
chaiada. Página 356. 

Rendirían de cumias. - Véase Amones genérale*. 

Responsabilidad. - Véase Empresa* de trasporte. 



H 



¿Wlos.~La fecha del documento determina la ley de impuesto de 
sellos que le es aplicable. Página 42*. 

Míos.-**™ la ley de 1879, los documentos sobre obligaciones que 
por ruíon de las personas tuviesen que ocurrir h la juris- 
dicción federal, debían ser otorgados en papel sellado na- 
cional. Página 125. 

Sentencia. - Véase Recüftcacion de sentencia. 
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Subsuelo. — Véa»c Expropiado». 

Supmnlfmkttait . — La de ta Suprema Corte no la autoriza á rever 
los nulos y procedimientos de las Jueves inferiores t\ue ntt 
sean llevados á su conocimiento por tos recursos establecidos 
por la lev y deducidos en forma par quien herir personería 
para hacerlo. Página 428, 

Suprema Corte — fio puede conocer por apelación de las resolucio- 
nes de los Tribunales inferiores de Provincia. Página "¡J, 
Sustracción tle tihuro.— Véase Itetitm eammes. 



T 



Tachas. — No son admisibles Jas do ser los testigos de opinión polí- 
tica contraria á la de los acusados. Página 436. 

Tarifa. — Se cousiderau comprendidos en la del lanchage del fierro 
en barras, los tirantes de Herró basta una tonelada de peso. 
Página 15. 

Tmeridad. — No la hay en la parle que lia ocurrido á los Tribunales 
Federales con un derecho que le pertenece por titulo de 
cesión de acciones. Página 433. 

Tenerías.— Su conocimiento corresponde al imi de la ejecución. 
Página 38. 

Testamentaria. — \éasu Mujer tasada. 

Testigo. — La declaración de uno solo, no hace prueba en juicio. Pá- 
gina 86. 

Transacción. — El que no ha sido parle cu el juicio, no tinne derecho 
para pedir se declare la nulidad de una transacción en el 
celebrada por las parles, Página 47. 

Tribunal?» Federales. — Vara su competencia, por razón de las perso- 
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na$, es preciso que el derecho disputado pertenezca a las 
partes originariamente. Pagina 433. 
Tribunales Federales. - Víase Atmm de mttoridad. 



V 

Vecindad. — Véase fWo Federal, 

Violación de domicilio. — Véase Delitos comunes. 
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6 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

RIN «el Jan Federal (ad hoe). 

Rosario, Enero 8 de 1685, 

Vistos» estos autos de tercería seguidos entre D. Niels NieU 
sen» D. Leopoldo Reiss y D. Juan Eretiú, sobre propiedad del 
billete mil quinientos treinta y ocho, de la lotería de esta Pro- 
vincia, premiado con diez mil pesos nacionales en la estraccion 
que tuvo lugar el 22 de Diciembre de 1883 ; y teniendo también 
á la vista la causa seguida ante este mismo Juzgado por don 
Leopoldo Reiss T contra D. Juan Ereñú, sobre devolución del 
mismo billete de lotería; 

Y resultando : 1* Que siendo D. Leopoldo Reiss, poseedor 
de ese billete, se presentó en la agencia de D. Juan Ereñú» el 
día 10 de Febrero de 1884, para cobrar el importe do ese billete 
premiado; entregándolo a ¿ate, quien se quedó con él, sin ha- 
berlo pagado, pretestando que, con anticipación se había pre- 
sentado B. Niels Xielsen, á prevenirle que era dueño de ese bi- 
llete y que so le habia perdido o le había sido robado, por lo 
que le babia pedido no lo pagase sin su conocimiento; 

2° Que en vista de esa resistencia de Ereñú á devolver á 
Beiss el billete de lotería que éste le habia entregado, éste úl- 
timo, con fecha 19 de Febrero de 1884, demandó ante este mis- 
mo Juzgado, al referido D. Juan Ereñú por la devolución de di- 
cho billete de lotería; demanda que, en el estado de prueba ha 
quedado suspendida hasta que la presente tercería, que á causa 
de ella ha deducido D. Niels Xielscn, quede terminada y fa- 
llada; 

3 o Que según lo dice D. Juan Ereñú, al contestar aquella 
demanda, en vez de apropiarse dicho billete de lotería y su im- 
porte, pues podía hacerlo desde que un depósito mayor de dos- 
cientos pesos solo se prueba por escrito, y tal género de prueba 
no existe en tal caso, depositó & su vez ese mismo billete en po- 
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der del Sr. V ice-Cónsul alemán, con el objeto de disipar la 
desconfianza del Sr, Reiss, y porque también el día mártes, 
(que debió ser el día H de Febrero, fecha del recibo otorgado 
por dicho Vice-Cónsul). recibió una comunicación de la Jefa- 
tura Política, eu la que se le ordenaba no devolviera el billete 
en cuestión, orden qno ofreció exhibir original ; 

4° Que según lo refiere D. Leopoldo Riess, al absolver unas 
posiciones en los autos principales, las cosas se pasaron de la 
manera siguiente : Que la primera vez en que se presentó con 
el billete número 1538 al Sr. Ereihi, éste le dijo que fuese al 
día siguiente para pagárselo porque la caja estaba cerrada ese 
día, quedándose Ereiiú con el billete, de lo que eso desconfió por 
que frecuentaba mucho la casa de la señora de Ereñú, comprán- 
dole ropas viejas y vendiéndole chucherías; que al día siguien- 
te fué á cobrar el billete, y Ereñú lo llevó solo adentro y le dijo: 
que le daba dos mil pesos fuertes y que se fuera, dándole por 
pretesto que otra persona, sin nombrarla, se había presentado 
diciendo que había perdido ese billete; que también le decia 
quo para que la gente no sepa que él babia sacado el billete, 
presentaría otra persona de otra parte para que lo cobrase, y 
que esa persona le daría la plata; á lo que contestó que él que- 
ría su plata, rehusando todas esas propuestas que le hacia Ere- 
ñu; que estas cosas ocurrieron el 10 de Febrero, Domingo, por 
la mañana; que al día siguiente fué á la casa del Sr. Shon, 
para ver si éste señor podía hacer que le pagase el billete, en- 
contrándolo en cama enfermo de un brazo; que el Sr. Shon le 
aconsejó volviese a ver á Ereiiú para que le pagase el billete ó 
se lo devolviese, encargándole le dijese, que un señor á quien 
había visto le aconsejaba dar ese paso de volverlo á ver; que 
en efecto siguió este consejo, á lo que Ereñú le contestó, que si 
no se mandaba mudar, lo mandaría á la cárcel á él y á su con- 
sejero, siendo de advertir que un hermano de Ereiiú, comisario 
en la Policía, era con quien amenazaba hacerlo llevar preso; 
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que habiendo referido ul Sr. Shon lo que le pasaba, éste lo 
mandó con su hijo Alfredo ú lo casa de Ereñú para reclamar el 
billete, y Ereñú contestó que no lo entregaba, ni lo pagaba, 
porque ya habia dado un recibo del billete á otra persona, aña- 
diéndole que, sin el acuerdo de su sócio Tbedy, no podía obrar 
de otra manera; que al día siguiente ó subsiguiente, como sub- 
dito alemán, acompañado del Sr. Shon, fué á casa del Vice- 
cónsul alemán, el Sr. Tietjen, buscando su intervención en este 
asunto; que entonces los tres vol vieron á la cusa de Ereñú; 
que habiéndose quedado en el patio, no presenció lo que pasó 
entre los Sres, Tietjen, Shon y Ereñú; que los dos primeros le 
dijeron después que Ereñú había quedado de entregar el billete 
el dia viérnes; que uno ó dos dias después, un vigilante lo tomó 
preso á la una ó dos de la tarde, diciéndole que tenia órden 
para aprenderlo; que le sacaron el reloj y el dinero poniéndolo 
sentado en un banco chico con centinela; que así estuvo hasta 
las ocho de la noche, en que lo largaron ; que antes de largarlo, 
como á las cinco, lo llamó aparte el comisario Ereñú dicién- 
dole, que por qué no arreglaba el asunto, que le darían cinco 
mil pesos, á lo que contestó que no aceptaba lo que se le pro- 
ponía, porque quería todo su billete ó toda su plata; que salió 
de la prisión bajo la fianza de Juan Trierse ; 

5 a Que en 28 de Marzo de 1884, se presentó D. Xiels Niel- 
seu, deduciendo contra D. Leopoldo Reíss, la presente tercería 
de dominio del referido billete número 1538 de la lotería ju- 
gada el 32 d? Diciembre de 1883; 

6° Que habiéndoso corrido traslado, por su órden, de la ter- 
cería al Sr. Ketss y al Sr, Ereñú, el primero pidió que se re- 
ebuzára esa tercería, con costas ; diciendo el segundo, que ha- 
biendo el tercerista Jíielsen advertídole que el billete en cues- 
tión se le había estraviado, dicho tercerista se habla presentado 
ante el Juez del Crimen, demandando á D. Leopoldo iíeiss; que 
no se había resistido á devolverá Beiss el billete que tenia de- 
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positado, eino hubiere Nielsen advertídole personalmente y por 
medio de la Policía que uo devolviese ese billete, concluyendo 
con pedir que esta causa se abriese ¿ prueba tramitándola 
hasta e! estado de definitiva, sin fallarla antes de haberse tei* 
minado la causa criminal; 

7 a Que abierta esta causa A prueba, se ha producido por 
parte del demandante Nielsen laque corre á fojas 37, 40, 41, 
42, 63 á 74, 94 y 166 á 109; y por parte del demandado Iteiss, 
la que se registra á fojas 6, 7, 18 á 24, 42 á 62, y 161 á 163 

Y considerando i 

Primero : Que en ul presente juicio de tercería, el actor don 
Niels Nielsen afirma y sostiene dos hechos, á saber: el primero, 
que ¿1 es el verdadero dueño del billete número 1538 al cual 
correspondió el premio mayor en la lotería que se jugó en esta 
ciudad el dia 22 de Diciembre de 1883; y el segundo, que ese 
billete so le ha estraviado ó le ha sido robado por D. Leopoldo 
Iteiss ; 

Segundo : Que, por su parte, oponiéndose á las pretcnsiones 
del tercerista D. Leopoldo Iteiss, poseedor del referido billete, 
afirma y sostiene que este le pertenece en propiedad por ha- 
berlo comprado á la administración de la loteria, en su carácter 
de vendedor de billetes, y haberse quedado con él, sin ven- 
derlo; 

Tercero : Que es un principio general de derecho, á la vez 
que un principio de razón y de seguridad social, que el onus 
probandi corresponde al actor, ó lo que es lo mismo, que el 
que debe innovar, es el que debe demostrar que su pretensión 
está bien probada, pues que, el que reclama alguna cosa en jus- 
ticia, quiere naturalmente innovar, desde que ataca ó bien la 
poseBion positiva de su adversario, sí se trata de un derecho 
real, ó bien, en materia personal, esa especie de posesión de aa 
libertad en que se encuentra colocado todo hombre, cuya suje- 
ción háoía otro no está demostrada; 
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Cuarto: Que si bien es igualmente un principio da derecho 
que, incumba probatio id qui dicit, non qui negat, hay sin em- 
bargo negaciones, que encerrando & au vez afirmativas, deben y 
pueden ser probadas; 

Quinto i Que por consiguiente, tanto el tercerista como el de- 
mandado, han estado en la obligación de probar respectiva- 
mente sos afirmaciones en la presente causa; 

Sexto : Que el tercerista D. Niela Nielsen, ha presentado co- 
mo únicas pruebas de haber comprado el billete número mil 
quinientos treinta y ocho en cuestión, y de ser su legitimo 
faeno, las declaraciones de los testigos D José Ereñu (foja 79), 
de ». Faustino Petrina (foja 77), de r. Juan Meuviellc (foja 80 
vuelta), de D. Antonio Bossí (foja 71), y de D. Tomás Hudson 
(foja 71); 

Séptimo: Que el testigo D. Faustino Fetrina declara que el 
tobado 23 de Diciembre, por la tarde, le dijo Nielsen que él 
poseía el billete, que se le habia estniviado ó se le había per- 
dido, y que le hiciera el favor de avisar al agente general de la 
administración que no lo abonara, para que él tomase sus me- 
didas; que esto lo avisó á Ereñú en el mismo día, y que éste, 
uno ó do» dios después, dió de esto cuenta a la administración. 

El testigo D. Juan Ereñú, declarando á su vez conforme con 
Fetrina, dice : que Fetrina le dió ese aviso en el mismo día en 
que se jugó la lotería, y que en el dia limes siguiente, Niel- 
sen le dijo que habia perdido el número, y que entonces fué á 
la administración y dió cuenta al administrador de este he- 
cho; pero el testigo D. Juan Henvielle, administrador de la 
lotería, declara: que, si bien es cierto que Ereñú, por encargo 
de Nielsen, le previno que no pagase el billete en cuestión sin 
antes darle aviso, esto sucedió unos veinte dias más ó menos 
después de ta ettmccion; añadiendo, al contestar & lasesta pre- 
gunta del interrogatorio de foja 76, que no es cierto que Niel- 
sen se presentase á la administración en los dias subsiguien- 
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sentado Heiss cobrando el premio mayor; 

Octavo: Que además de las resaltantes diferencias y contra- 
dicciones que resultan entre estas declaraciones de los testigos 
Ereñú y Petrina, con la prestada por el administrador Menvie- 
lle, los dos primeros testigos han sido tachados por la parte de 
Eeiss; el testigo Ereñü por ser parte en este juicio; y el testi- 
go Petriua por ser súcio de Ereñú ; siendo á todas luces legal la 
tacha puesta i D. Juan Ereñú, pues en la causa principal que 
ha motivado esta tercería él es el demandado pOT Keiss, en vir- 
tud de lo cual es también parte en la presente causa, no puede 
ser considerado como testigo hábil; que, estando comprobado 
también por los avisos impresos y no negados que corren á foja 
75, como también por la misma declaración prestada por el tes- 
tigo Petrina, que éste es socio de 1). Juan Ereñú y que tiene 
un interés en la venta de billetes que se hace en k agencia, 
debe también considerársete como testigo inhábil, ó al menos 
sospechoso de parcialidad, teniendo entonces que darse crédito, 
en los puntos espresados, al testigo Menvielle, quien, por otra 
parte, viene en este caso á asumir el carácter de testigo único 
que no hace fe" en juicio; 

[ Noveno; Que según lo afirma el testigo de Nielsen, D. An- 
tonio Bossi, á foja 71. el día veinte de Diciembre, dos dios an- 
tes de la estraccion, á las cuatro de la tarde vendió á Nielsen 
el billete número 1538, y según lo declara el otro testigo de 
Nielsen, D. Tomás Hndson, en el mismo di;» veinte de Diciembre 
y en la misma hora cuatro de la tarde, en momentos en que se 
encontraba herrando un caballo, pasó Nielsen por cerca de él 
para entrar á so casa, y preguntad te sobre compras de bille- 
te, le dijo que habia comprado uno mostrándole la punta del bi- 
llete en que estaba el número 1538, y que en el día sábado %% 
en que se jugó la lotería, le dijo Nielsen que lo habia perdido; 
Décimo : Que las declaraciones de estos dos testigos están en 
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completa contradicción con lo afirmada por el mismo tercerista 
Nielsen respecto del din en que compró ese billete, pues que en 
la esposioion que hizo en la Policía el día 12 de Febrero de 1894, 
■egun consta á foja 92 de estos autos» dicho tercerista afirmó 
que el billete en cuestión lo campró el día veinte y uno de Di- 
ciembre, debiendo jugarse la lotería al dia siguiente; no pud leu- 
do admitirse error en el testigo Rossi, ni en el tercerista Niel- 
sen al precisar la fecba de la compra-renta del billete, pues 
además de espresar claramente la fecha del mes, cada uno de 
ellos ha ratificado y precisado mejor esa fecha, diciendo Rossi: 
i dos dios antes de ta estraccion; y Nielson <quc la lotería de- 
bía jugarse al dia siguiente» ; llamando por su parte la aten- 
ción, la declaración del testigo Hudson respecto de dos hechos: 
el primero, que se hubiese fijado en la numeración de un bille- 
te de lotería aún no jugada y que no le pertenecía; y el segun- 
do, que al interrogar á Niel sen sobre compra de billetes de lo- 
tería, £ste no le hubiese dicho que además de esc número había 
comprado los otros cuatro billetes que á foja 171 coniiesa ha* 
ber comprado en la agencia; 

Undécimo; Que el mismo testigo Ü. Antonio Rossi, en su 
declaración de foja 71, entre otras cosas, dice; 1" Que en el 
mismo dia de la estraccion, sábado 22 de Diciembre, fué á ta 
agencia de Ereñú, y el suegro de éste revisándole su libreta, 
le hizo saber que él había vendido el premio mayor; 2" Que 
al dia siguiente, Domingo, se fué al CaTcarauá, en donde se en- 
contró con los Señores Thedy, Petrina y Ereñú, á los que dijo 
que habia ido allí creyendo que el número premiado lo babia 
vendido á un individuo de ese lugar, volviendo del Carcarañá 
á la tarde; y 3 a Que el mismo Domingo, en ta noche, en el 
café del Mercado, Ereñú te ordenó que se presentase el lunes á 
las nueve en la admiuistracion, y que habiéndolo hecho así, la 
administración lo suspendió en la venta de billetes por ignorar 
i quien había vendido el premio mayor. 
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Por su parte, el teBtigo D. Joan Ereñú, parte también en esta 
causa, á foja 79 declara, de una manera enteramente diversa 
respecto de todos estos puntos, cuando dice : Qoe en el mamo 
dia de la atracción (sábado 22 de Diciembre), salió A averiguar 
quién había vendido el billete premiado, hasta que se encontró 
con Rossi, quien le dijo que kahia vendido ese número pero que 
no sabia i quien, con cuyo motivo y por Órdcn de la empresa 
quitó d llossi tos billetes que éste tenia á venta devolviéndoselos 
al dia siguiente (Domingo), porque comprendió que Rossi igno- 
raba á quien habia vendido el billete. Mientras tanto, otro tes- 
tigo de Nielsen D, José Adamina, vendedor también de billetes, 
declara a foja 85 de una manera distinta á los dos anteriores, 
pnes dice: que al dia siguiente de la estraccion (Domingo) por 
la mañana oyó decir en el Mercado que quien habia vendido 
el billete era D. Antonio, napolitano; y que encontrándose con 
D. Juan Ereñú esa misma mañana le contó lo que acababa de 
saber, y que, caminando ambos reunidos, se encontraron en se- 
guida oon el dicho Antonio, el napolitano, á quien preguntaron 
por el hecho, y óate entonces les mostró su libreta en qoe tenia 
apuntado el número 1538 como vendido por él; 

Duodécimo: Que no puedo darse crédito, ni prestarse fe" á nin- 
guna de las oürmac iones de estos tres testigos que quedan es- 
presadas en el considerando anterior, porque las unas destru- 
yen á las otras; porque Ereñú, según la declaración de Rossi 
y la suya propia, debió saber el sábado, dia de la estraccion de 
la lotería, que ttossi habia vendido el billete premiado, pues se- 
ga n Rossi, el suegro de Ereüú, que aparece ser empleado en la 
agencia, lo'supo en ese mismo día y según el mismo ¿reñú, en- 
contrándose en ese mismo dia con Rossi supo por éste que él 
era quien habia vendido ese billete sin saber á quién, por lo que 
en ese mismo acto Ereñú le quitólos billetes que tenia atenta, 
los que devolvió al dia siguiente (Domingo); poTque, según 
Adamina, no fuó el sábado que Erenu supo que Rossi era el 
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que había Tendido el billete en cuestión, sinó el Domingo por 
la mañana; porque no han podido encontrarse juntos en esta 
ciudad, el Domingo por la mañana, £reñú T Rossi y Adamina, 
desde que, según lo afirma Rossi, en ese mismo dia Domingo 
se fué al Carearan á en donde encontró á Ereñú con Thedy y 
Pe trina; porque los trenes del ferro-carril Central Argentino 
en que debió ir Rossi, salen á las atete de la mañana; y Gnal- 
mente porque mal pudo ordenar Ereñú el Domingo a la noche 
que Rossi se presentase al din siguiente lunes en la adminis- 
tración, en donde en este último dia fué suspendido Rossi como 
vendedor de billetes, cuaudo, según el mismo Ereñú, al saber el 
Sábado por el mismo Rossi que éste era el que había rendido 
el billete número 4538, le quitó los billetes que tenia í venta, 
suspendiéndolo por tanto en esta, y devolviéndole el Domingo 
esos mismos billetes por estar convencido que Rossi ignoraba 
verdaderamente cuál era la persona á quien había vendido esc 
billete, lo que importaba rehabilitarlo de hecho para continuar 
en su ejercicio de vendedor de billetes de lotería; 

Décimo tercero : Que respecto de las tachas puestas por el 
tercerisra D. Niels Nielsen á los testigos Guillermo Schuster j 
JnanTrierse, de las declaraciones prestadas por Enrique y Harcy 
Dolí, resulta, al menos, que entre aquellos testigos y D. Leo- 
poldo Reiss existe una amistad íntima que los hace sospecho- 
sos de parcialidad, aun cuando las otras causas invocadas para 
esas tachas no hayan sido suficientemente probadas; 

Décimo cuarto : Que en cuanto á las tachas puestas por el 
mismo Nielsen á los testigos D. Roberto Shon, D. Enrique 
Muyer, D. Enriquo Schmitz, no solo no resultan justificadas 
en autos, sino que ni aun ha intentado probarlas; no pudiendo 
decirse con propiedad, que el testigo D. Roberto Shon tenga 
interés en esta causa, por el simple hecho de haber acompañado 
á Reiss á la casa del Sr. Vice-Cónsul alemán y á la agencia de 
Ereñú para la devolución del billete retenido por éste; 
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Décimo quinto ; Quo por su parte D. Leopoldo Reiss sos- 
tiene á su vez, que el billete premiado número 1538 lo turo en 
su poder el día 21 de Diciembre de 1883, víspera de la cstrac- 
cion de la lotería a que dicho billete pertenecía, ofreciéndolo 
en venti: que no habiéndolo vendido se quedó con él por su 
cuenta; que, habiendo salido premiado ese billete, no pudú en- 
contrarlo al principio, por no recordar donde lo babia guar- 
dado; que después fué hallado dentro de uno de los libros, 
llamado * Gartenlambe * (espediente principal) foja 40; que 
acostumbra vender, y que habiéndolo encontrado fué inmedia- 
tamente á cobrarlo al Sr. Ereñú, agente de dicha lotería; 

Décimo sesto i Quo los testigos D. Hermán Murset y doña 
Carolina Zinder, á foja 6, el primero, y á foja 61, la segunda, 
declaran uniformemente que en el dia vtémes 31 de Diciembre 
de 1883, el billetero D. Leopoldo Reiss le* ofreció en venta bi- 
lletes de la lotería que debía jugarse al dia siguiente, entre los 
que se contaba el número 1 538, que obtuvo después el pTemio 
mayor; que como queda dicho, la tacha puesta á este testigo 
por el tercerista Nielsen, de tener ínteres en esta causa, y por 
haber perjurado, no ha sido probada; que la tacha igualmente 
puesta ñor la parte de Nielsen y por D. Juan Ereñú al testigo 
Hermuu ¿furset, en sus respectivos alegatos, de ser vago j 
atorrante, por no tener domicilio fijo, no puede ser legalmente 
admitida, pues ese cambio frecuente de domicilio resulta de la 
misma movilidad anexa a su empico en los telégrafos de la Na- 
ción; 

Décimo séptimo : Que en el mismo sentido declaran los testi- 
gos D. Enrique Muyer á foja 44, y 1). Elias Niklison a foja 46 
aun cuando llama la atención, á pesar de las espiraciones da 
das por éste último, que ambos testigos se lijasen en la nume- 
ración de un billete de lotería aun no jugada y que por tanto 
nada de particular ó especial presenta ; sucediendo lo mismo 
con el testigo D. Manuel González, cuya declaración corre á fo- 
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ja 57; riendo esplicable esa atención prestada á ese billete, res- 
pecto de loa testigos D. Hermán Murset y D' Carolina Zinder, 
por haber comprado esta última á Reiss en presencia de Mur- 
set nn quinto del billete número mil quinientos treinta y nueve 
que también obtuvo premio como aproximación del 1538; 

Décimo octavo : Que los testigos 1). Roberto Shon, á foja 51 , 
D. Federico Foltzer, á foja 53, D. Pedro Schmitz, á foja 56, y 
D. Julio Flades, & foja 57, afirman uniformemente que en la 
tarde del día 22 de Diciembre de 1883, dia en que tuvo lugar 
la estraccion de la lotería en que obtuvo el premio mayor el bi- 
llete número 1538, D. Leopoldo Reías, que aparecía muy afli- 
gido, les dijo: Que él tenia el billete número 1538 que había 
obtenido el premio mayor, y que no podía encontrarlo por no 
recordar dónde lo babia guardado; declarando el testigo I). Her- 
nán Scbliejir, á foja 50, que esto mismo le contó D. Roberto 
Shon, en ese mismo dia ó en el dia siguiente; 

Décimo noveno : Que el testigo D. Cristian Harms, declarando 
al tenor del interrogatorio de foja 47, dice : Que es cierto que 
en Febrero compró á Reiss un diario ilustrado escrito en ale- 
mán; que» al hojear ese diario, se encontró dentro de él un bi- 
llete de lotería, del que se apoderó Reiss, ignorando si ese bi- 
llete era el número 1538, y sin Raber entonces que Reiss hubiera 
perdido tal billete ; 

Vigésimo : Que declarando al tenor del interrogatorio de fo- 
ja 40 loa testigos D. Roberto Shon y D. W. Tietjen, afirman: 
1° Que cuando el Sr. Shon se presentó, comisionado por D. Leo- 
poldo Reiss, á recabar de D. Juan Ereíiíi el billete número i 538, 
premiado en la estraccion del 22 de Diciembre, retenido por di~ 
cho Ereñú, éste contestó: que no podía hacer la entrega del 
billete, por haberle sirio entregado nó por Reiss sino por otra 
persona á quien había otorgado recibo t y lo que tendría que 
eligir de dicho Reiss au comisión de cobranza : 2? Que D. Juan 
Ereñú manifestó también en ese acto, que la persona de quien 
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había recibido el bilete ge encontraba ausente por el momento 
en Santa Fé, pero que regresaría el viernes 15 de Febrero, y 
que entonces devolvería el billete, arreglando lo relativo á la 
comisión de moranza; 3° Que momentos después de acaecido 
todo esto, Ercñú depositó el billete en cuestión, en la persona 
del testigo D. \V\ Tietjeu, como Vice-Cúnsul alemán, espre- 
sando en ese acto que la persona enjo nombre habia reservado 
y de la cual él habia recibido el billete, era e! Sr. 1). José 
Thedy; y 4 o Que en el mismo acto en que Ereñú hizo el depósito 
del billete de lotería, declaró a los dos testigos que no lo ha- 
bia entregado á Keiss porque el estivador Niel sen le habia di- 
cho, cinco 6 sets diáx después de la extracción en que aquel salió 
premiado, que el billete no debía pagarse poique creta haberlo 
tenido y haberlo perdido, sin asegurarlo; 

Vigésimo primero: Que las declaraciones de estos dos testi- 
gos, que por su posición social, por sus honorables anteceden- 
tes y por ser contestes, merecen fé y crédito, destruyen com- 
pletamente las aseveraciones hechas por D, Juan Ereñú respecto 
del día en que Niel sen Je hizo saber la pérdida del billete, de la 
persona que se lo entregó, y de las causas ó motivos por los 
cuales se negó á devolverlo á lleiss cuando éste exigió su deso- 
lación; 

Vigésimo segundo : Que según consta del informe de foja 87, 
espedido por el Vice- Cónsul alemán, uo es cierto que en el 
Yice-Consulado A su cargo, se haya recibido ninguna requisito- 
ria del gobierno alemán respecto de la persona de D, Leopoldo 
Keiss ; 

Vigésimo tercero : Que según resulta del informe de fojas 89 
A Wl, espedido por el departamento de Policía, si bien D. Leo- 
poldo líeis fué demandado ante el Comisario de la Segunda Sec- 
ción* por haber vendido un reloj que se decía robado, valor de 
cuatro á seis pesos, no se ha probado hasta ahora que realmente 
ese reloj hubiese sido robado; que siendo Tomisario de Or- 
t. xx 2 
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den», el 8r. Ereñn, empleo el mas nlto en la Policia f faé arres- 
tado Reiss por Tender prendas robadas, aplicándosele una mal- 
ta de seis pesos, sin que se pueda saber si este arresto fué ó nó 
motivado por la misma demanda á que se refiere este informe, 
pues para ninguno de Los dos hechos se lija fecha; siendo de 
notar, sin embargo, que el mismo Comisario de la Segunda Sec- 
ción y su Ayudante, según se dice en ese informe, recomiendan 
á Reiss como un hombre trabajador y de buena conducta; 

Vigésimo cuarto: Que según consta del informe de fojas 92 
i 03, espedido por el Departamento de Policía, el arresto que 
enfrió Reiss fuv á pedido de D. Niels Nielsen el dia i$ de Fe- 
brero de 1883, siendo arrestado Reiss el dia 13 y habiendo sa- 
lido en libertad el dia 13 del mismo mes ¡ que la causa de ese 
arresto fué haber asegurado Nielsen tener sospechas de que 
Reiss le habia robado el billete de lotería número 1538; y que 
atendiendo que la queja de Nielsen en la Policía tuvo lugar el 
dia doce de Febrero, no ha podido la Policía ordenar á D. Juan 
Ereñú, antes de esc dia doce, que no entregara á Reiss el bi- 
llete en cuestión ; 

Vigésimo quinto : Que según resulta del informe de foja ... 
espedido por el Sr, Juet de Primera Instancia en lo Comercial, 
Dr. D. Jacinto Fernandez, no se ha deducido propiamente por 
Nielsen uingnna acción criminal contra D. Leopoldo Reiss 
por robo del billete de loteria en cuestión, no encontrándose 
pendiente ninguna demanda criminal contra éste, ni por esa 
causa ni por otra; y que, por tanto, encontrándose conclusa 
la presente causa civil, ella puede ser resuelta definitivamente; 

Vigésimo sesto : Que la parte de Nielsen, en las preguntas 5 a t 
6* y 7 - de las pediciones que presentó y que corren á foja 160, 
establece como un hecho cierto, cu^a confesión se eiije á Reis, 
que éste, el dia veinte y uno de Diciembre de 1883, además de 
los números 1588 y 1539, tenia en venta lúas billetes, y que, 
cuando Reiss fué ñ vender billetes á la Sra. Zinder, tenia afjuet 
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los números 4538 y Í539, destruyendo así la misma parte de 
Nielsen todas sus afirmaciones anteriores; 

Vigésimo séptimo : Quede las consideraciones precedentes, 
resulta que el tercerista D. Niels Xielsen, no ha probado que 
él fuera el dueño del billete cuestionado, que lo hubiese 
perdido, y menos aún que D. Leopoldo Reiss se lo hubiese To- 
bado; 

Vigésimo octavo : Que aun cuando no pueda considerarse 
como plena prueba de la propiedad de Ueis en el billete en 
cuestión, las declaraciones de los testigos que ha presentado, 
en cuanto a Gruían que el día 21 de Diciembre de 1883, víspera 
de la estraccion de la lotería, vieron en poder de Reiss el bi- 
llete número mil quinientos treinta y ocho, las declaraciones de 
los testigos Shon y Foltzer, Schmitz, Flade y Sehlieper, exa- 
minadas en el considerando 18°, arrojan una fuertísima y 
vehemente presunción en favoT de la propiedad de Reiss en ese 
billete, por cuanto no es razonable ni verosímil suponer que 
Reiss supiese ó pudiese sospechar en el mismo dia de la estrac- 
cion de la loterta sino era suyo el billete 1538, une Nielsen o 
cualquiera otra persona, se creyese propietaria de dicho bille- 
te, y monos que aquel lo hubiese perdido y que lo reclamada: 
siéndole mucho mas fácil y menos discutible su propiedad, co- 
brarlo inmediatamente y no esperar cerca de dos meses ¡»ara ha- 
cer creer que lo había perdido y que recien lo encontraba; sien' 
do estas observaciones tanto mas ajustadas á los hechos, cuanto 
que la rotura de billetes de loteria hecha por Nielsen, según 
éste lo ¡íürnia, y el cambio de cauia y arrojo de papeles al patio 
que Kielsen invoca, como ocasión para que Reiss se apoderase 
del billete premiado, fueron según el mismo Nielson y sus tes- 
tigos, muy posteriores al dia de la estraccion de la loteria; 

Vigésimo noveno : Que además de esto, es lógico y razonable 
suponer que habiendo comprado Nielscu otros cuatro billetes de 
la misma lotería, ha debido guardar juntos con estos cuatro bi- 
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Uetea «1 que lleva el número 1538, que dice compró á Reiss, no 
siendo posible creer, que queriendo ocultar á su esposa la com- 
pra de billetes de lotería, tratase de hacerlo únicamente cou 
este billete y nó con loa cuatro que no se le perdieron, y de 
los cuales nno obtuvo el premio de diez pesos nacionales; 

Trigésimo: Que á falta de una prueba plena a la cual esta- 
ban obligados tanto el tercerista Nielsen, como su adversario 
Reiss, el Juez debe tomar en consideración para dictar su sen- 
tencia la calidad de los testigos, las presunciones lógicas y na- 
turales que anejan los Lechos y las presunciones de derecho; 

Trigésimo primero: Que los testigos Emique Dolí, Harey Dolí, 
Antonio Rossi, Tomás Hudson, Rita Montenegro y José Ada- 
mina, presentados poT Nielsen, además de las contrariedades en 
las declaraciones de la mayor \ arte de ellos que quedan exa- 
minadas, atendida su baja condición social y la dependencia en 
que algunos de estos testigos, respecto de otras personas, se en- 
cuentran, como sucede con los testigos Rossi, Montenegro y 
Adamina, que pueden ser suspendidas en sa profesión 6 ejerci- 
cio de vendedores de billetes por D. Juan Ereñú, una de las 
partes en este juicio, como ya tuvo lugar con el testigo Rossi, 
no puede ser iquiparado con los testigos D. Roberto Shon, D. 
Federico FoltzeT, D. Welcke Tietjen, D. Hermán Scblieper, Don 
Enrique Muyer, D. Hermán Murset, D* Carolina Zinder, Dou 
Julio Flade y D. Manuel Cilveti, que pertenecen, en su mayor 
parte, a una clase social distinguida y que todos ellos son in- 
dependientes; 

Trigésimo segundo: Que como queda diebo en el consideran- 
do 2ff\ las declaraciones contestes de los testigos Suon, Folt- 
ier, SchUeper, Schmitz y Flade, bacán fuertemente presumir 
que Reiss sea el verdadero propietario y tenedor del billete nú- 
mero 4538, en cuestión; 

Trigésimo tercero: Que según el artículo 2112 del Código 
Civil, la posesión de buena té de una cosa mueble, crea a fa- 
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vor del poseedor la presunción de tener la propiedad de ella, y 
el poder de repeler cualquiera acción reivindicatoría, si la cosa 
mueble poseída no hubiese sido robada ó perdida; disposición 
que ha sido aplicada por la SupTema Corte Federal, en la causa 
que se registra en la página 95, tomo 14, serie 2" de sus Fa- 
llos; 

Trigésimo cuarto ; Que la buena fé siempre se presume 
mientras no se pruebe lo contrario; sucediendo lo mismo con la 
legitimidad de la posesión de cosas muebles, de donde se ha 
originado el principio de que la posesión vale titulo; 

Trigésimo quinto : Que siendo D. Leopoldo Reiss el poseedor 
del biílet" de lotería, número 1538, motivo de la presente causa; 
no habiendo probado D. Niel* Nielsen ser él comprador de ese 
billete, ni que lo poseyó como propio, ni que lo perdió ó uue le 
fué robado, la posesión de Reiss no puede ser calificada de mala 
f¿ ni vicios;!, produciendo al contrario una presunción juris et 
de jure, de ser íste el legitimo propietario de dicho billete; 

Fallo definitivamente, no haciendo lugar á U presente terce- 
ría, con costas, y declaro que D. Leopoldo Reiss, como poseedor 
del billete de lotería número mil quinientos treinta y achoque 
obtuvo el premio mayor en la lotería de esta ciudad, denomina- 
da t Empresa de enagenaclon de tierras fiscules de la Provincia 
de Santa Fé», que se jugó el dia veinte y dos de Diciembre do 
mil ochocientos ochenta y tres, es el verdadero dueño de dicho 
billete. Notifiquese con el original y repónganse los sellos, 

Eugenio l'ercz* 

Vmtf 4c I* Saprn» C'*rle 

Buenos Airea, Setiembre 10 de 1885. 
Vistos; por sus fundamentos, se confirma, con costas» la 
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sentencia apelada do foja ciento setenta y tres ; y prévia repo- 
sición de sellos, devuélvanse. 

j. DOMINGUEZ- — i /LADISLAO FRIAS. — 
FEDERICO IDARGÜREN. 
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El Banco Nacional, contra />. Jaime, i), Felipe y li. Martin 
Liara iluf, por cobro de pesos : sobre competencia. 



Sumario, — El conocimiento de las causas del Banco Nacio- 
nal, contra recinos de la Capital, corresponde al Juzgado Fe- 
deral de esta, aunque antes de la creación de esto juzgado hu- 
biesen sido iniciadas unto el Juez Federal de la Provincia de 
Buenos Aires. 



Caso, — El Banco Nacional demandó en 1884, ante ol Jnez 
Federnl de la Capital, a los Sres. D. Jaime, D. Felipe y D. 
Martin Llarallol» por cobro do 22.158 pa, 26 es. fuertes oro, 
coinu saldo de lo que debia la casa Llavallot é hijos. 
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Los demandados, alegando que la misma demanda fué ini- 
ciada en 1878 ante el Juez Federal de la Provincia de Buenos 
Aires, declinaron de jurisdicción, pidiendo que se remitieran 
los autos á dicho Juez Federal, 

El Banco Nacional contestó quu después Je creado el Juz- 
gado Federal de la Capital, era esta, y nó el de la Provincia 
de Buenos Aires, el competente para conocer de las causas 
contra los vecinos de la Capital, y que por consiguiente, aun- 
que fuera cierta la aserción de los demandados, su escepcion 
era inadmisible. 

relie M Jues redera I 

Buenos Aires, Hayo 9 de 1885. 

Vistos: Atento lo os puesto en el presente escrito, déjase 
sin efecto la providencia de foja 12, y por las consideraciones 
aducidas en el escrito de foja H, no ha lugar a la excepción 
opuesta ú foja 9 y contéstese derechamente la demanda. 

Virgilio ¥. Tedm. 
falte de l» tappMii Ctrio 

Buenos Aires, Setiembre 15 de 1685, 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma, con costas, el auto 
apelado do foja veinte vuelta, y devuélvase previa reposición 
de sellos. 

J DOMINGUEZ. — ULADISLAO FRIAS. 
— FEDERICO WARGÚREH. 
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CAITNA CX f 



A, Delor y C, contra ÍK fr'ürn fartíer; sobre daños y per- 
juicios. 



Sumario. — i° Declarada la falsificación de vina marca de 
fábrica, procede la acción, por indemnización de los daños y 
perjuicios cansarles por la falsificación. 

2" Entre estos, se comprenden las costas causadas en el juicio 
que tuto que seguirse pura kaiser declarar ta falsificación, sin 
que obste que en dicho juicio no se dictó la condenación en 
costas. 



Caso. — I>. Pedro Cartier fué demandado ante los Tribuna- 
les Federales por los señores A. Delor y G\ por falsificación 
de la marca de fábrica del licor «Aperital»* 

Aunque absuelto en t 9 Instancia, ln Suprema Corte, por fallo 
de 5 de Diciembre de 1882 (1) declaró la falsificación, y con- 
denó a Cartier á pagar la multa de 25 pesos, y a" no poder usar 
en lo sucesivo de la marca que empleaba en el espendio de su 
licor. 

En Mayo de 1883, A. Delor y O, entablaron demanda con- 
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tra el misino CnrtitT para que fuera condenado á indemnizarles 
los perjuicios que se los habían causado á consecuencia de la 
falsificación. 

rail* M Juem Federal 

Buenos Airea, Enero 13 de 1885. 

Y vistos: estos autos seguidos por D. Feliz Soulie, por la 
casa de A. Dolor y C*, de Burdeos, contra I). Pedro Cartier, por 
indemnización de daños y perjuicios causados por falsiticacion 
del licor llamado «Aperital». 

Resulta: I" Que el representante de la casa de A. Delor y 
C*, de Burdeos, demanda ú D. Pedro Cartier, vecino de Chas- 
comús y jurisdicción de esta Provincia, por la suma de diez mil 
pesos fuertes en que estima los daños y perjuicios causados por 
la falsilieacion del «Aperital», cuya venta le esesclusiva y en 
cuya suma incluye los gastos cansados en el juicio principal 
en el que la Suprema Cortr de Justicia Nacional declaró la 
falsificación. 

£° Que contestando la demanda D. Gregorio Conde por Car- 
tier, opone que no es exacto qno éste huya vendido grandes 
cantidades de su « Aperital » ; que no se puede sostener lógica- 
mente tal cosa, desdi* que el demandante sostiene que el * Ape- 
rital)» de Cartier, es matísimo y de gusto detestable, puesto 
que si tal cosa fuera cierta, ese producto no hubiese tenido 
consumidores. Que no teniendo mas mercado que el de la plaza 
de Chascomús, donde f'artier vendió exclusivamente su Aperi- 
tal, no llegó la venta & mas de cinco ó seis mil pesos moneda 
corriente antigua de Buenos Aires. Que no se comprende enton- 
ces que el espeudio huya podido causar perjuicios dignos de 
mención i la fabricación de Delor y C\ aun cuando estos jus- 
tificasen, como deben hacerlo, que las ventas de Delor desalo- 
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jaban su producto del mercado ó lo desacreditaban con su mala 
calidad : lo que ha de probar para que se pueda creer que una 
cosa mala y que desacredita á otra, tenga sin embargo mas 
aceptación que esta, entre personas aficionadas & lo bueno. 
Agrega otras consideraciones y termina pidiendo ul rechazo 
déla demanda con costas, y opone al mismo tiempo, la excep- 
ción de prescripción. 

3 a Que á foja 36 fué recibida esta cansa á prueba, debiendo 
versar sobre la importancia de los perjuicios causados y de su 
valor aproximativo. 

4 a Que la prueba rendida por el actor, la constituye: pri- 
mero, la compulsa de los libros de So» lié, en la parte referente 
á ^introducción y venta de * Aperital»* que se halla de fojas 74 
á 82 inclusives ; segundo, la regulación do honorios y gastos 
en el juicio principal; tercero, las declaraciones de D. Luís TJ. 
Jaccard y de Antonio Garet, corrientes de fojas 54 á 50 in- 
clusive. 

Y considerando : \" Que la prueba rendida es insuficiente 
para terminar con exactitud la uvalucion de los daños y per- 
juicios, en cuyo caso y de conformidad á lo resuelto por la Su- 
prema Corte, en el fallo corriente á foja 29, tomo f>", serie 2* 
de sus Fallos, corresponde al prudente arbitrio del Juez la 
mencionada avaluación. 

4» Que para proceder a esa avalucion, el Juez puedo basarse 
sobre presunciones 6 inducción, Serie 2\ tomo 12, pág. 616 de 
los Fallos de la Suprema Corte. 

3* Que en cuanto a las costas, habiéndose producido como 
consecuencia necesaria, las que se ocasionen al demandante 
para hacer declarar su derecho, deben contarse entre los daños 
justificados como se encuentran en el presente caso. Serie i", 
tomo 0, pág. 5\ Fallos de la Suprema Corte. 

4 a Que es fuera de toda duda, que la indemnización pedida 
es excesiva, en cuyo caso corresponde al Juez moderar la avalúa- 
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clon : serie 2*, T. 6\ pftg. 29, Fallos de la Suprema Corte; y que 
es exagerada se desprende del dictamen de uno de los comer- 
ciantes presentados por el misino demandante, que asevera que 
en él caso de que, tanto los falsificadores como los dueños legí- 
timos, hubiesen puesto en circulación igual cantidad de su res- 
pectivo «Aperital», no podria estimarse el daño mas que en un 
veinte por ciento, lo que daria un resultado menor que la can- 
tidad que se reclama por indemnización, teniendo en cuenta la 
introducción y venta hecha por la casa de Delor en el año de 
Noviembre de 1882 á Octubre de 1883. 

5* Que ademas, es de tenerse en cuenta que á pesar de haberse 
alegado por et demandado que no habla vendido mas de seis 
mil pesos cíe la antigua moneda de Buenos Aires del «Aperital» 
falsificado, nada se ha establecido por el demandante en contra 
de esta aserción, ui se ha justificado tampoco que tuviese fá- 
brica ó establecimiento de alguna importancia, como para poder 
espender el bitter falsificado en tanta ó mayor cantidad que 
el legítimo introducido por la casa do Delor. 

6 o Que aunque se aceptara justificados los hechos preceden- 
tes, queduTia siempre que el mismo demandante ha convenido 
que la falsificación y espendio que se hacia del «Aperital» por 
Cartier, se hacia en Chascouiús y para esa localidad, lo que re- 
duce la competencia y por consiguiente los daños, á uno solo 
de los Departamentos de la Provincia en que han podido colo- 
carse 6 distribuirse los cuatro mil trescientos noventa cajones 
a que se refiere el representante de Delor. 

7* Que respecto de la excepción de prescripción opuesta por 
Cartier, ella no es procedente desde que se interrumpe por la 
demanda, como resulta eu el presente caso en que antes de 
vencerse el año, fué deducida la presente, como puede verse, 
compulsando lus fechas. 

Por estas consideraciones, debo fallar y fallo, condenando á 
D. Pedro Cartier á que pague i los diez dtns de ejecutoriada 
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esta sentencia, a los señores Belor y C', la cantidad de mil 
pesos moneda nacional como indemnización, las costas del jai- 
cío principal que á foja 100 aparecen estimadas en seiscientos 
noventa pesos moneda nacional y los derechos de regulación y 
sellos y costas que aparecen pagadas por Soulié ; como también 
condeno al demandado al pago de todas las costas del presente 
juicio. Hágase saber original y repónganse los sellos. 

Isidoro Albarracin 

¥mU& *e I» lu|nai C«r*« 

Buenos Airea, Setiembre 17 de 1885. 

Vistos, resulta : que los danos y perjuicios que la casa de 
Dclor y Compañía reclama de don Pedro Carikr, por haber 
éste falsificado la marca de comercio que dicha casa emplea en 
el «Aperital* que introduce y espende en cstu plaza, consisten: 

Primero. En los disminución de la venta dé dicho producto 
por habeTse espendido en grandes cantidades el falsificado. 

Segundo. Kn los costas del juicio que f or causa de la falsi- 
ficación tiene que seguir el demandante paTa hacer declarar sus 
derechos, 

Y considerando: Primer». Que no se ha comprobado la exis- 
tencia real de las comprendidas en el primer punto; pues no 
se ha producido prueba ulguna que demuestre haber disminuido 
la venta del producto legítimo por la competencia que le hi- 
ciera el falsificado, vendiéndose en grandes cantidades eu el 
mismo mercado. 

Segundo. Que esa competencia no ha podido tener lugar j 
pues, según resulta de autus, el c Aperital» falsificado solo 3« 
«pendía un corta c.mtidad en Chnscomús, donde no se había 
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introducido aun el legítimo, no pndiendo, poT consiguiente, 
perjudicar la venta.de este. 

Tercero. Que el juicio emitido por los testigos presentados 
por el demandante, de que la falsificación du una marca de co- 
mercio causa perjuicio, y de que este (¡según el uno de ellos, 
pues el otro manifiesta no poder apreciarlo) puede calcularse 
en un quince ó un veinte por ciento cuando el producto falsifi- 
cado se espende en tanta cantidad como el legítimo, no prueba 
que en el presente caso se haya sufrido perjuicio real alguno; 
pues ni el producto falsificado se lia espendido en igual canti- 
dad que el legítimo, ni ha habido concurrencia de ambos pro- 
ductos en el mismo mercado que pudiera perjudicar su venta, 

Cuarto. Qtte en cuanto á las comprendidas en el segundo 
punto, relativa* á las costas del juicio sobre falsificación, es 
justo que se satisfagan al demandante ; puca srm la consecuen- 
cia necesaria y directa de un delito y no se hallan, por consi- 
guiente, en el caso de las costas causadas en un pleito en que 
de buena fe* se sostienen derechos que se consideran legíti- 
mos. 

Quintó* Que el silencio de la Suprema Corte subre ellas, al 
declarar la falsificación le ta marca de comercio, no importa 
exonerar al demandado de la responsabilidad que le imponen 
tos artículos treinta y cinco de la ley sobre marcas de fábrica, 
y mil setenta y siete del Código Civil ; pues disponiéndose por 
el primero, que el damnificado puede reclamar daños y perjui- 
cios contra los autores y cooperadores al fraude, y por el segundo: 
que todo delito hace nacer la obligación de reparar el perjuicio 
que de él resultare á otra persona; y siendo un verdadero per- 
juicio las costas de un pleito motivado por un delito, no era 
necesaria declaración alguna de la Corte pura que esa obliga- 
ción subsistiese, y mucho ínéños, cuando el demandante se hu- 
biere reservado expresamente para otro juicio sus derechos 
por los daños y perjuicios, limitándose á pedir « ontra el denmn- 
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dado el máiimun di> la pena impuesta á los que adulteran 6 fal- 
sifican una marca de fábrica 6 de comercio. . 

Sexto. Que siendo usto así, el silencio de la Suprema Corte 
no importa otra cosa que dejar al damnificado espeditos sus 
derechos para pedir la reparación debida en el juicio corres- 
pondiente. 

Por estos fundamentos, se confirma la sentencia apelada de 
foja ciento diez y nueve, en cuanto condena al demandado á 
satisfacer como daños y perjuicios las costas del juicio sobre 
falsificación T seguido por el demandante para nacer declarar sus 
derechos, y so revoca en lo domas. Xotifíqnese con el original, 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

J. DOMINGUEZ. — L'LADISLAO FRIAS. 
— FEDERICO IUARGÜREEK. 



CAUSA tXVI 



i). Máximo Parfaüj contra IF fíonoria Juárez; xobre desalojo. 

Sumario, — Contraía beata rí.i que no paga los alquileres, 
procede la acción de desalojo. 



Cato. — Lo es plica el 
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F*ll» del Svnm *e ImIm 

Rosario, Muyo 22 de 1885. 

Vistos estos autos, iniciados por B. Máximo Parfait, contra 
D" Honoria Juárez, sobre desalojo de una casa de su propiedad, 
situada ei. 'a calle 25 de Diciembre, u° 6f, por falta de pago de 
los alquileres, 

Con lo espuesto en contestación por la demandada, negando 
la verdad del hecho, que sirve de base á la demanda, 

Y considerando; 1" Que de las posiciones de foja 24, decla- 
radas judicialmente por reconocidas en rebeldía de la demanda- 
da, cumo de las actuaciones corrientes ú foja 1 5, practicadas 
ante el Juzgado de Fax de la tercera sección de esta ciu 'ad j 
remitidas en copia por el de primera instancia de la segunda 
sección de esta circunscripción , resulta acreditado que la de- 
mandada se halla ocupando la casa mencionada, desde el 8 de 
Agosto del año próximo pasado, al precio de sesenta y cinco pe- 
sos moneda nacional por mes, no habiendo satisfecho hasta la 
fecha, por cuenta de esos alquileres, mas suma que la de cin- 
cuenta pesos de aquella moneda, abonados antes del 28 de No- 
viembre de dicho año. 

2° Que de su parte, no ha presentado ni ofrecido presentar 
justificación alguna que destruya el mérito de aquellos docu- 
mentos. 

Por tanto y de conformidad á U disposición del artículo Í579 
del Código Civil, se declara á la espresada D? Honoria Juárez 
en la obligación de desalojar la casa enunciada, en el término 
de los dias solicitados por el demandante, con costas. Noti- 
fíquese con el original y repóngase el papel. 



C, de ta Torre. 
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Buenos Aires, Setiembre 32 Je 1685 

Vistos: poi sus fundamentos, se confirma, con costas, el auto 
apelado de foja treinta; y devuélvase, previa reposición de se- 
llos. 

J. DOMINGUEZ. — «LADISLAO FBIAS. 
— FEDERICO IPABüCREN. 




CA1JNA CXVII 



4 

Don A. Jorgensen, capitán de la barca noruega contra 
los Sres. S/mw hermanos, por cobro d*> fleten ; sobre infrac- 
ción de la ley de sellos. 



Sumario.— i° Los autos sobre aplicación de la ley de sellos, 
son apelables. 

2? Es el Juez, y no la Dirección de lientas, que Bebe resolver 
sobre el sello que corresponde y las multas que deben aplicar -u 
respecto de los documentos que se presentan en juicio. 
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3 o La presentación en juicio de una copia simple, reservando 
el documento original, importa una infracción de la ley de se- 
llos, y somete al que la produce a las penas que esta esta- 
blece. 



Cáso. — El capitán Jórgensen, de la barca noruega «Riga», 
demandó por pago de fletes á los Sres. Shaw hermanos, acom- 
pañando una cópia de la carta de fletamento espedida en papel 
común por el corredor Christian. 

Por la nota de «no correspondes, puesta á esta copia por el 
Secretario, se pasaron los autos al Procurador Fiscal, quien ma- 
nifestó que el documento debió estenderse en sello de 10$ m/ n 
por foja, por no determinarse cantidad, y que debia reponerse 
este y aplicarse la multa establecida por el articule 33 de la ley 
de sellos. 

Falla 4*1 Juez Federal 

¡I líenos Aires, Junio 5 Jo 1885. 

De acuerdo con el precedente dictámen del Procurador Fiscal, 
abónese la multa que se determina por infracción a la ley de 
sellos, en el otorgamiento de los documentos de foja 1 á foja 9 
y do foja 8. Repóngase la foja. 

Tcdin. 

EL capitán Jórgcnscu alegó que el sello que correspondía al 
documento de fojas i á 3, era de cinco pesos, y nó de diez, 
como decia el Procurador Fiscal; que existiendo dudas, debia 
resolverlas la Dirección de lientas, según el artículo 43 de la 
ley; que no debió imponerse multa, por no corresponder á 
las copias, sino solo mandarse reponer el sello; y fundado en 

T. XX 3 
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estas razones, interpnso el recurso de revocatoria y apelación 
y nulidad m subsidium. 

VISTA DEL SEflOR PROCURADOR FISCAL 

Buenos Airea, Junio V dii 1885. 

Señor Juez : Antes de dictaminar sobre la serie de peticiones 
que formula el representante del capitán Jurgensen, en su es- 
crito de foja 22, di' no rectificar al menos las principales in- 
exactitudes de las muchas quo contiene dicho escrito. 

Dice el capitán Jorgcnsen, que la ley de sellos no es aplica- 
ble en todos los casos que se presenten en juicio simples co- 
pias ; pero esto no es cierto. 

Cuando se presentan esas copias por falta de los documen- 
tos originales, está bien; coma lo ha declarado la Suprema 
Corte en la Causa CXXI, séne2\ tomo 12, página 537. Mas 
cuando ellas son presentadas, no obstante de disponer de los 
originales, como resulta en el caso sttbjudiee y lo encontrara 
V. S. comprobado a foja 6 vuelta, de la traducción del con- 
trato de fletanicnto, entonces la citada loy es perfectamente 
aplicable. 

Aceptar la doctrina sentada por el capitán Jürgensen, impor- 
taría dejar burlada la ley de sellos por falla de medios para 
hacer efectiva su aplicación. Cnn reservar los documentos en 
que se baya infringido dicha ley y acompañar simples copias, 
quedaría impune la infracción y aquella seria completamente 
ilusoria. Esta es la jurisprudencia que pretende sentar el capi- 
tán Jürgensen; pero confio en el buen criterio de los encargados 
de aplicar las leyes y de velar por la fiel percepción de los im- 
puestos públicos, en que no logrará tal despropósito. 

Tampoco es cierto que en un caso análogo al presente, el del 
buque -María T» t contra los Sres. Rivolta, Curboni y C, el 
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Procurador Fiscal se haya espedido c» el sentido que indica ti 
capitán Jorgensen. 

En primer lugar, ninguna analogía hay cutre uno y oíto 
caso, y en segundo lugar, la vista fiscal no contiene las opinio- 
nes que se le atribuyen. 

En el caso del buque «Maria T> la copia fué pedida por el 
Juez de oficio, con calidad de para mejor proveer, siendo soli- 
citada i un tercero, ú sea á persona que tío era parte en el jui- 
cio. Mientras tanto, en el caso sub judice, la copia se presenta 
por una de las partes y demanda con ella á la otra, reserván- 
dose el original. 

Por aquella consideración y la de que, como causa determi- 
nante, que el Juez Federal de la ciudad del Rosario habia acep- 
tado ya bien ó mal, aquella copia en papel de actuación, no pu- 
dieudo V. S. rever los actos de dicho Juez, el Procurador 
Fiscal opinó debia también aceptarse esa copia» en la forma 
remitida. 

Viene luego la argumentación del capitán Jórgensen para 
demostrar que un contrato de lletamento es simplemente como 
el arrendamiento de una casa, y que por tanto, solo debe te- 
nerse en cuenta el valor de los lletes, ó sea el del alquiler men- 
sual. 

Ni la naturaleza de uno y otro bien es idéntica, ni ea igual la 
reglamentación de los contratos sobre ellos. Desde luego, aque- 
lla argumentación carece de fundamento y en nada puede afec- 
tar á la aplicación de la ley de sellos. Pero, aunque fuera idén- 
tico el arrendamiento de tierra a un contrato de Uetamcnto» 
tomando la materialidad de las palabras del articulo 1184 del 
Código de Comercio, ¿ quién le lia dicho al capitán Jorgensen 
que en el primer caso no tiene que pagar el impuesto de sellos 
y que para este pago solo dele atenderse al alquiler mensual, 
cuando en el contrato se estipulan obligaciones de mayor im- 
portancia que este? Si se alquila un terrean por un tanto men- 
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sual, con la obligación de hacer nn edificio, 6 de entregar una 
fuerte suma de dinero además del alquiler, es claro que el valor 
del sello no va á ser graduado solo por el alquiler sinó por el 
valor de todo lo estipulado en el contrato. 

Sobre todo, Señor Juez, en el contrato de foja 1 , no solo no 
hay cantidad determinada, pero ni aún base para determinarla, 
puesto que los fletes son distintos para la madera cargada bajo 
la cubierta y para la de sobre-cubierta, sin espresarse las can- 
tidades de una y otra. Luego, entonces, no ha podido conocerse 
el monto de eso contrato. 

Por lo espuesto, V. S. ae ha de servir mantener su auto de 
fecha 5 del corriente, no hacienda lugar á los recursos de repo- 
sición, apelación y nulidad, interpuestos por el capitán Jórgen- 
sen, porque no existen tales recursos para esta clase de inci- 
dentes* y mandar además se pase este espediente á la Dirección 
General de Rentas Nacionales para que resuelva laclase de sello 
que corresponde al coutrato de í'oja 1, para con esto proceder á 
la aplicación de la multa. 

Itavid /.avaha. 

F*lto 4cl J«m Federal 

Buenos Aires, Junio 27 Je 1885. 

Autos y vistos: Por las consideraciones aducidas por el Pro- 
curador Fiscal en su precedente dictámen, no ha lugar á los re- 
cursos de reposición, apelación y nulidad deducidos en el escrito 
de foja 29, y habiendo llegado el caso previsto por el artículo 13 
de la ley de sellos, remítase este espediente, con oficio, á la Di- 
rección General de Rentas, para que resuelva sobre el valor del 
sello que corresponde & cada foja del documento de fojas 1 á 3. 
Repóngase la foja, y notifíquese original. 

Tedm, 
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El capitán ocurrió a la Suprema Corte directamente. 

Falle ate la Suprema Carte 

Buenos Aire». Setiembre 22 de 1835, 

Vistos : trayendo gravamen irreparable el auto de foja veinte 
y siete vuelta, y no habiendo disposición alguna que lo declare 
inapelable, admítese el recurso interpuesto, 

Y considerando : 

Que la facultad que el artículo cuarenta y tres de la ley de 
papel sellado, confiere á la DiTeccion de Rentas, es para el caso 
de que haya dudas sobre la clase de papel sellado que corres- 
ponda, antes ó al tiempo del otorgamiento de los documentos; 

Que después de otorgados, siu que la Dirección de Rentas ha- 
ya sido consultada, no hay ya dudas sobre las cuales pueda re- 
caer la resolución de aquella oficina, quedando los que han in- 
tervenido en el acto, sujetos en su caso, á las responsabilidades 
que la ley imponga; 

Que, entonces, cuando los documentos se presentan en juicio, 
no corresponde ya á la Dirección de Rentas, sinó á los tribu- 
nales de justicia, la decisión de las cuestiones que se susciten 
acerca de la clase del papel en que se han estendido, y la apli- 
cación de las penas á que puede dar lugar la infracción de la 
ley de la materia ; 

Y, finalmente, que la resolución de que se ha recurrido, se 
funda en ana prescripción clara y terminante de la ley de papel 
sellado, que impone ta multa á que Ha sido condenado el ape- 
lante. 

Por estas consideraciones, se declara improcedente el recurso 
de nulidad interpuesto, fundado en el artículo cuarenta y tres 
de dicha ley, y se confirma el auto apelado de foja veinte y siete 
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vuelta; devolviéndose al Juzgado de su procedencia, junto con 
estas actuaciones, los autos tiaidos á la vista para mejor pro- 
veer, previa reposición de sellos. 



D. Eduardo Walker, contra D. WtUington Mercado y 0. Lindar 
B, Sotomayor, por tercería de dominio; sobre competencia. 



Sumario. — Las demandas do torcería pertenecen al cono- 
cimiento del Juez de la ejecución. 



Caso. — D. Eduardo Walker, esponiendo que en la ejecución 
seguida por el Dr. D. Wellington Mercado, contra el Dr. D. Lin- 
dor B. Sotomayor, ante el Juez de Provincia, se habia embar- 
gado una casa de su propiedad, dijo que deducía ta tercería 
correspondiente para que el Juez Federal ordenase el d«sem- 
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bargo, y la indemnización de perjuicios. 
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r*ll# del Ju*« de Seeelm 

Catamarca. Mayo 38 de 1865. 

Vista la anterior solicitud, y considerando : que la tercería de 
la referencia debe deducirse ante el Juez déla ejecución, que 
lo es, según aquella, el Civil de la Provincia; artículo 301 de la 
ley sobre Prucediniientos, y lo esplica mas clarameote el Escu- 
che, al tratar de las tercerías en el juicio ejecutivo : Por tanto, y 
de conformidad al artículo 3 o de la misma ley, se declara: que 
este Juzgado Federal es notoriamente incompetente para en- 
tender en la presente demanda ; debiendo, en consecuencia, ocur- 
rir el solicitante.ante quien corresponda. Hágase saber con el 
original, devuélvanse los títulos acompañados y archívese. 

J. Quiroga. 

VISTA DEL SEtiOA PROCURADOR CERERA L 

Buenos Aire», Setiembre 19 de 1885. 

Suprema Corte: 

Los fundamentos del auto recurrido son de toda evidencia y 
no necesitan ser robustecidos; bastará recordar, á mayor abun- 
damiento» la jurisprudencia establecida pot esta Corte en las 
causas XVI, T. 8, S. 2», pag. 178, y LIV, T. 10, S. pág. 81. 

Pido la confirmación. 

Eduardo Cosía. 
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Buenos Aires, Setiembre 34 de 1885. 

Vistos: Por sus fundamentos y de conformidad con el dicta- 
men del Señor Procurador General, se confirma, coa costas, el 
auto apelado de foja cinco vuelta, y repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

J. DOMINGUEZ. — V LADISLAO FRIAS.— 
FF.DLJUCO IRAIlüCllE>. 



CAUSA CXIX 



D. Parfait Darnaud, conlra la Compañía *La Mátense*; so- 
bre entrega de un baúl y daños ¡/ perjuicios. 



Sumario. — La responsabilidad de las empresas de transporte 
por las encomiendas que deben depositarle en el Resguardo, 
cesa al hacerse dicho depósito. 



Caso. — Lo explica el 
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MI» del Juca Federal 

Rueños Aires, Julio 14 de 1885. 

Vistos estos autos, de lo que resulta: I o Que en Marzo del 
corriente uño se presentó al Juzgado 1). Parfait Darnaud, es- 
poniendo que en el vapor «Apolo» de la Compañía t La Platease», 
le habiu sido remitido de Montevideo, el C de Febrero anterior, 
un baúl, en calidad do encomienda, comprendido en el mani- 
fiesto del buque, cuyo contenido estimaba en ciento noventa 
pesos moneda nacional, el cual no le había sido entregado, á 
pesar de sus reiterados reclamos, por lo que venia ¡i entablar 
formal demanda por Asa cantidad, con mas la suma de cincuen- 
ta pesos de igual moneda por dauus y perjuicios. 

2" Que la empresa demandada sostiene, en su defensa, que ella 
no tiene responsabilidad alguna por la pérdida déla balija en 
cuestión, pues fué troida el seis de Febrero por el vapor «Apolo», 
pero como no tcuia las llaves para hacerla abrir en el Res- 
guardo del Muelle de Pasageros, quedó allí depositada dándo- 
sete entrada en los libros de la oüeina. 
Á considerando: i" Que el documento de luja una, orna* 
nado de la Compañía demandada, comprueba que efectivamente 
recibió tibordq de sus buques y que. condujo á este puerto, en 
calidad de encomienda, uu baúl dirigido al demandante, el cual 
vino bajo manifiesto, 

2 o Que el informe corriente a" foja 2, espedido por el Res- 
guardo, establece la verdad de la defensa alegada por la em- 
presa, esto es, que el baúl reclamado llegó ú este puerto y fué 
entregado en las oüeinas del Resguardo para su revisacion, 
agregando dicha repartición, que en la misma fecha fué entre- 
gado ú la persona que presentó la llave pan* que se verilicase 
la indicada operación, lo que demuestra que si se ha perdido 
ba sido después de haber salido del pnder de aquella. 

t. xx 4 
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3* Que siendo el depósito en el Resguardo inevitable en 
cumplimiento de las disposiciones aduaneras y no habiendo 
?enido el baúl bajo conocimiento 6 carta de poTte, como se de- 
duce del hecho de no haberse presentado ni mencionado si 
quiera por el demandante , es indiscutible que la responsabi- 
lidad de la empresa terminó desde el momento que depositó 
la encomienda en las oficinas iiscales, como lo ha resuelto la 
Suprema Corte en la causa seguida por los Sres. Challe y Be- 
Non contra W, Sansón y C\ porque ios particulares no tienen 
el deber ni los medios de vígüar aquellas. 

4* Que délo espuesto se desprende lógicamente que tampoco 
le cabe responsabilidad alguna por daños y perjuicios proce- 
dentes de la pérdida. 

Por estos fundamentos, fallo absolviendo á la Compañía t La 
Píntense* de la demanda de foja tres. Notiííquese original. 

Virgilio M. Tedin. 

i «11* de l» liiprMM 

Uuenos Airea, Setiembre 24 de 1885. 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma, con costas, el auto 
apelado de foja veintiuna, y repuestos los sellos, devuélvanse. 

J. DÚHIKGUEZ. — ULADISLAO FRUS 
— FEDERICO 1BARGÚREN. 
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Contienda de competencia entre el Juez de /■ Instancia del de' 
parlamento del Sud de. la Provincia de ¡i nenas Aires, y el de 
/■ Instancia de la Capital , tm los autos de la testamentaría 
de tP ítosalia Fújueroa de Itaudrír. 



Sumario.— ha. mujer casada no tiene otro domicilio que et 
do su marido, y es el juez de este domicilio el competente pata 
conocer en el juicio de su testamentaría. 



Caso.^D. Roque Baudrix, vecino y domiciliado en la Capi- 
tal, pidió al Juez de 1* Instancia de esta, que formara contien- 
da de competencia al Juez de 1* instancia del departamento del 
Sud de la Provincia de Dueños Aires, que, á instancia de uu 
hijo del primer matrimonio de D a Rosalía Figueron, casada con 
el solicitante en segundas nupcias, y que había fallecido en 
Dolores, habia empezado á conocer en el juicio testamentario 
de la misma. 

El Juez de la Capital accedió al pedido, librandu el corres- 
pondiente exhorto. 

El Juez exborlado contestó lo siguiente: 

Federico García Alberdi, Juez de V Instancia en lo Civil y 
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Comercial, del departamento del Suri, Provincia do Buenos Ai- 
res, al de igual clase en turno de la Capital de La Nación, sa- 
lada y hace saber ; Que en los autos testamentarios de D* Ro- 
salía Figueroa, que tramitan por ¡inte este Juzgado, y oficina á 
cargo del Secretario autorizante; en contestación a su exhorto 
de fecha nueve dcf presente, pidiendo remitiera á ese Juzgado 
los antecedentes, referentes á este juicio, por ser V. S. el com- 
petente para entender en él. he dispuesto dirigir ú V. S. el pre- 
sente, á fin de hacerle saber la vista espedida por el St. Agente 
Fiscal, y ta resolución dictada por el Juzgado; lasque dicen 
así : Señor Juez : El Procurador Barragan, inicia el juicio do 
sncesion de D* Koáalía Figueroa y el Juzgado, á foja quince, lo 
da i>or iniciado en mérito de la partida de defunción de foja 
nueve. En el escrito presentado y que se transcribe en e! ex- 
horto de foja diez y nuevo, se reconoce que se inicia la testa- 
mentaría de D 1 Rosalía Figueroa ; pero que dicha testamenta- 
ria debia ser iniciada en la Capital de la República, ñor m allí 
el domicilio ó residencia del esposo de la cansante, Sr. Baudm. 
ante los términos Marón y precisos de nuestro Código Civil, ar- 
tículo 3284, y el G34 Código de Procedimientos, no puede soste- 
nerse que el juicio sucesorio de D a Rosalía, deba iniciarse en 
el domicilio del esposo y nú en el último domicilio de la cau- 
sante: la ley no ofrece duda efi el presente caso, no puede darse 
interpretación, á un punto que es completamente Maro: es el 
último domicilio del difunto, donde debe abrirse el juicio suce- 
sorio, aun para las demandas de partición y rendición do cuen- 
tas, artículo 328 1, iucisol , Código Civil. « La jurisdicción so- 
bre la sucesión corresponde á los jueces del lugav del último 
domicilio del difunto i. Está fuera de duda que el domicilio de 
la causante ha sido esta ciudad, foja 2. Se presenta tan senci- 
lla la cuestión, que UJo lo que se agregara seria para molestar 
la atención del Juzgado, por lo cual este Ministerio termina 
pidiendo á V. S. que se declare competente para el conocimiento 
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de este juicio. Debe reponerse el sello. Abril diez y sois do mil 
ochocientos ochenta y ciaeo. J. J. Afrarcz. «Dolores, Abril 
dieü y siete de mil ochocientos ochenta y cinco. Por los fun- 
damentos de la precedente vista fiscal, ue el infrascrito re- 
produce, declárese competente para entender en estos autos j 
hágase saber á sus efectos al Señor Juez exhortante, Repón- 
gase la foja. F. fiarcia Alberdi, Ante mí, H. L. Aparicio*. 
Dado y firmado en la sala de esle Juzgado á diez y siete de Abril 
de mil ochocientos ochenta y cinto. García ilberdi. Por 
mandato de S. Sv: it. L. Aparicio. 

El Juez de la Capital dio por form.ida la contienda y elevó 
los autos á la Suprema Corte, ú la cual también los elevó el 
Juez de I a Instancia de Dolores. 

VISTA DEL SESOIt PUOCUUDOIl GENERAL 

Dueños Aires. Setiembro H> de 1885, 

Suprema Corte: 

No es tan sencilla la cuestión como parece creerlo el Señor 
Agente Fiscal del Juzgado Civil de Dolores, en el dictamen que 
sirve de fundamento á la resolución dul mismo Juzgado. 

La acción se dirijo ¡i pedir ia liquidación de una testamenta- 
Tía que, se dice, debió ser iniciada ahora veinte y cinco años. 
El demandado contesta que no había absolutamente bienes que 
liquidar, ni antes, ni ahora. Lo primero que hay que investigar 
entonces, es ü existen ó no tales bienes, y es esta una simple 
cuestión ordinaria quu debo ventilarse siguiendo el fuero del 
demandado. 

Además, la mujer casada no tiene mas domicilio que el de su 
marido, y poco importa que la esposa del Sr. Baudrix hubiese 
fallecido en Dolores, si éste tenia el suyo en otra parte. 
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Observaré, por último, que veinte y cinco años atrás no exis- 
tían Tribunales en Dolores, y si la testamentaría en cuestión 
debió iniciarse, era en todo caso el Juez compútente el de esta 
Capital, 

Opiuo en consecuencia, en favor de la jurisdicción del mismo. 

Eduardo Costa. 

Fallo de la *u preña* C«rte 

Dii^no* Aire*. Setiembre 21 de 1885. 

Vista la contienda de competencia, sucitida entre el Juez do 
Primera Instancia de la Capital y el de igual clase del depar- 
tamento de Dolores, con motivo de haberse iniciado ante este 
último, por Don Narciso Burgas, el Juicio testamentario de 
Doña Rosalía l-'igucroa de Iíaudrix, y 

Considerando: 

Primero; Que el Juez de I'riiuera Instancia de Dolores Tun- 
da su competencia en que la sonora de Jiaudrix tenia allí su do- 
micilio, lo cual no aparece comprobado en autos, sinó por el 
hecho de haber fallecido en aquella localidad; 

Segundo; Que dicha sonora era casada en segundas nupcias 
con Don Ttoque Baudrix, cuyo domicilio, antes y después de que 
ella falleciera, era la ciudad de Buenos Aires, Capital de la Re- 
pública, donde lo consumí hasta el presente; 

Tercero: Que con arreglo a lo dispuesto por el artículo no- 
venta, incido noveno del ' ódigo Civil, la mujer casada no tiene 
otro domicilio que el de su marido, aun cuando so halle en otro 
lugar con licencia suya, y por consiguiente, el de la señora de 
Baudrix era la ciudad de Buenos Aires, el cual no ha podido 
cambiarse por el hecho de haber fallecido en Dolores, donde se 
encontraba accidentalmente. 
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Poi estos fundamentos, y de conformidad a los artículos no- 
venta, inciso noveno, y tres mil doscientos ochenta y cuatro del 
Código Civil, y á lo pedido por el señor Procurador General en 
su precedente díctámen, se declara: Que el juez competente 
pura conucer en el juicio testamentario de Doña liosalía Figuc- 
roa de Baudrix, es el de la Capital de la República. Pasénsele 
los autos y hágase saber por oficio esta resolución al Juez de 
Primera Instancia del departamento do Dolores, 

J. DOMINGUEZ. — ULAW5LA0 FRIAS. 
— FEDERICO IB AUGUREN. 



CAUSA OXXI 



i). Antonio í\ ét Sampaio. contra ei Dr. IK Manuel .tf. Za- 
vatta, D, Manuel lloara »/ />. Ernesto Piaggio ¡ sobre nu- 
lidad de una transacción. 

Sumario,— VA que no ha sido parte en el juicio, no tiene 
derecho para pi;dir se declare ta nulidad do una transacción 
en 61 celebrada por las portes* 
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Tízío. — En los autos seguidos poi D, Manuel Moura, contra 
el Dr, D. Manuel M. Zavalla, sobro devolución de tierras, ve- 
nido en apelación del Juzgado Federal de Santa Fe. convinie- 
ron ambas partes en transar este asunto bajo las bases si- 
guientes : 

i" D t Manuel Honra renuncia á favor del Dr. D. Manuel M, 
Zavalla todo derecho que pudiera corrcspouderle respecto al 
área de tres leguas y ochocientos sesenta y seis milésimos que 
faltan en el campo denominado t I,a Loma de Colastiné », que 
fué adjudicada e¡i su totalidad, á cuenta de un crédito hipote- 
cario, á 1). Antonio Pintos Humpaío, cadente del espresado Don 
Manuel Maura; renuncia así mismo á toda acción personal ó 
real que pudiera correspondcrle, .sea respecto a las tierras dadas 
al Dr. Zavalla romo indemnización por el Gobierno de Santa 
Fé, á consecuencia de la venta hecha por éste de Ins 3 leguas 
y 8G6 milésimos de otra, arriba espresados, por indemnización 
de perjuicios ó por cualquier otra sansa que se relacione con 
los derechos ejercidas por I). Manuel Moura en la presente 
causa. 

Ksta renuncia la hace D. Manuel Moura en favor del Dr. Don 
Manuel Zavalla en atención á las prestaciones que á su favor 
so estipulan en la cláusula siguiente: 

9 o El Dr. Zar. lia abonará á D. Manuel Moura, al aprobarse 
esta transacción, la suma de cincuenta y nueve mil ochocientos 
setenta tj cinco pesos moneda nacional, en la forma siguiente: 
ocho mil (8,000) pesos m 'n en dinero efectivo y el Testo en 
pagarés á seis y doce meses. Estos pagarés serán estendidos y 
firmados por I). Gregorio Torres á favor D. Lorenzo Garrido 
y Manuel Moura. 

3 o Si los pagarés no fuesen abonados á su vencimiento, esta 
transacción quedará sin efecto y el Dr. Zavalla perderá la su- 
ma entregada en efectivo. 

4* D> Lorenzo Garrido, sucesor de D. Antonio P. Sampaio, 
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acepta igualmente esta transacción, en la parte que pudiera 
corresponderle, y en prueba de su conformidad lirma este 
escrito el Dr. D. Serafín Alvares, como su apoderado, según el 

poder que exhibe, 

5" Mediante la presente transacción queda extinguida toda 
acción ó reclamo que de cualquier naturaleza ó por cualquier 
causa hubiese existido hasta la fecha, entre I>. Manuel M. Za- 
Tulla v 1). Manuel Moura. 

6* Las costas del juicio serán abonadas por las partes en el 
órden eams&da*. — Sé*#i Atvarez, Gregorio Torres, tfanuel 
Maura, Alfredo Encina. 

Con fecha do Junio la Suprema forte aprobó la precedente 
transacción, citando por error el nombre de D. Antonio P. $am- 
paio en lugar del nombre de Garrido. 

En la misma fecha aprobó igualmente la celebrada por Er- 
nesto Piaggio, por una parte, y Alfredo Encina en representa- 
ción de D. Manuel M. Zabila, por la otra, cuyas bases son las 
siguiente?: 

Art. 1*. — D. Manuel M. /avalla, una vez aprobada esta 
transacción, entregará ¡i 1>. Ernesto riaggb» la fracción de 
campo que ocupa en el parage denominado * La Loma de Co- 
lastiné» y que se compone de tres leguas y sietecientos sesenta 
y cuatro milésimos de otra, según se espTesa en el escrito de 
ampliación, corriente A fojas,., cuya fracción corresponde á Don 
Ernesto Piaggio por compra que de ella hizo á D. Manuel 
Moura. 

Art. 2\ — Mediante la entrega que espresa en el artículo 
anterior, renuncia ú todo reclamo ó acción por indemnización ó 
perjuicios, arrendamientos ó cualquier otra causa, que pudiera 
tener contra el Dr. ü. Manuel M. Zavalla. — Ernesto Piaggio, 
A. Encina. 

D, Antonio P. de Sampaio, diciendo haber llegado 4 su no- 
ticia la aprobación de las transacciones anteriores, y alegando 
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que Garrido no estaba facultado para aceptarla, y que ella en- 
volvía una cábala para hacer un lucro indebido, pidió se deelarára 
sin efecto por no haber intervenido en la misma, y porque él 
no la aceptaba. 

Sustanciada esta petición con las partea que intervinieron 
en el juicio, se dicto el siguiente 

Falla 4e I» Suprma Carie 

Bticnoi Aires, Setiembre 94 de 1685 

Vistos on el acuerdo ; y considerando : Que solo han interve- 
nido como porte en este juicio, invocando derechos propios, 
Don Manuel Moura, demandante, y el Frebístero Don Manuel 
María Zavalla, demandado, entre quienes se lia celebrada la 
transacción de foja seiscientas setenta, figurando en ella inci- 
dí' n Luí monte Don Lorenzo Garrido, que se decia cesiona- 
rio 6 sucesor de las derechos de Don Antonio Pinto de Sam- 
paio. 

Que esta circunstancia ha dado lugar á que en el auto apro- 
batario do la transacción se pusiera equivocadamente el nom- 
bre de Sampaiu por el de Garrido. 

Que este error no importa reconocerle personería en un juicio 
en que no ha intervenido ui por sí, ni por apoderado. 

Que la nulidad, que al pedir la reposición del auto de foja 
seiscientos setenta y una vuelta, alega Sampaio contra dicha 
transacción, fundado en que la escritura de venta, hecha á fa- 
vor de Moura de las terrenos que éste reclama de Zavalla, y 
la de cesión otorgada á favor de Garrido, son simuladas, seria 
materia de un otro juicio, que no puede promoverse originaria- 
mente ante la Suprema Corte, 

Por estos fundamentos, no ha lugar, con costas, á loque Sam- 
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pai, solicita, y satisfechos estas í «puestos los "" os > deTBél - 
Tftnse, como está maudado. 

j. DOllIüGCEZ. — ■ ü LADISLAO FRIAS.— 
FEDERICO IBARGÚREH. 



f) Emilio Cotidiano*, contra el Admirador de Aduana, 
l). José m Amadeo, por abuso de autoridad; sobre com- 
petencia. 

Snmar.o.-L» acción decida por abuso de autoridad co- 
metido dentro del recinto de una Aduana Nacional, es just.- 
ciable por los Tribunales Federales. 



C<uo - En 20 de Mayo de 1S85. «e presentó al JuzgadoFe- 
dcial del Crimen de la Capital, I). Emilio Castellanos, espo- 
sado: ,oe con motivo de un despacho de mercader a. de a 
casa Honorf. que se hallaba demorado, y por el cual .ns.st.6 
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furias Teces con el Administrador do Aduana, D. José Luis 
Amadeo, éste, el dia 15 del citado mes, en que el capónente le 
manifestó que recurriría en queja ante el Sr. Ministro de Ha- 
cienda, prorrumpió en gritos, llamó las ordenanzas, y les dió 
la úrden de espulsarlo de la cusa, cometiendo asi el delito de 
abuso de autoridad previsto y penado por la ley criminal fe- 
deral. 

Por tal Taíon, entabló contra el acusación p¡ua que fuera 
condenado al máximum de la pena, y á las costas del juicio. 

£1 Sr. Amadeo opuso la excepción de incompetencia, fundán- 
dose en que el acto que motivaba la demanda era un neto ad- 
ministrativo ejercido, en virtud del decreto de 6 de Marzo de 
1882, por haber el actor faltado A los respetos que le debia como 
á funcionario público, cuyo acto solo podia ser sometido a) jui- 
cio de la Dirección General de Rentas, con arreglo á la ley de 18 
de Octubre de 1877. 

Castellanos contestó que el Decreto de 1882, no faculta al 
Administrador de Aduana para espulsar á nadie de las oficinas; 
y que la Dirección General de lientas, si tenia por la ley de 1877 
la facultad de suspender ó remover A los empicados que no cum- 
pliesen con su deber, no la tenia para entender en las cansas 
contenciosas contra los mismos. . 

Falla del Juez Federal 

Buenos Aires, Junio 20 de 1885. 

Y vistos estos autos, en lo relativo a la excepción de incom- 
petencia de jurisdicción, opuesta pnr el demandado; y conside- 
rando : Que según resulta de la exposición de la demanda, el 
hecbo que la motiva ha tenido lugnt dentro del recinto de la 
Aduana de la Capital, donde el Gobierno Nacional tiene abso- 
luta y esetusi va jurisdicción, lo que hace que el caso corresponda 
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¿los Jueces de Sección, de acuerdo al artículo 3 o , inciso 4°, de la 
ley sobre Jurisdicción y Competencia de los Tribunales Nacio- 
nales. 

Por estas consideraciones, fallo, no haciendo lugar á la excep- 
ción deducida, debiendo eu su consecuencia, contestar el de- 
mandudo derechamente la demanda, dentro del término legal. 
Repóngase el sello. 

Andrés ('garriza. 

VISTA H£L SESüH PROCURADOR GENERAL 

Hílenos Aires, Setiembre 21 de 1885. 

Suprema C orte : 

La excepción deducida por el Sr. Administrador Amadeo, ca- 
rece de fundamento. 

Con razón observa el demandante que en los artos de lodo 
empleado público hay dos elementos, ó mas propiamente en re- 
lación al presente caso, dos responsabilidades distintas; una 
para con sus superiores, otra ante la ley. 

Ks el deber del gefe de una administración amonestar, sus- 
pender, ó remover ú los empicados que de él dependen, siem- 
pre que el mejor servicio público lo exija; pero sus atribuciones 
no van mas allá. 

SÍ un empleado hiere ¡rábidamente intereses particulares, 
ó Infiere ofensa inmerecida á las personas, es por ello justicia- 
ble, unte los jueces naturales, sin perjuicio de su responsabili- 
dad para con sus superiores. 

Es esto elemental, y una de \&a garantías que mus recomien- 
da la excelencia de nuestras instituciones. 

Estoy por la confirmación de la seuteucia recurrida. 

Eduardo Costa. 
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Bueno* Aire», Setiembre S6 de 1885. 

Vistos: por sus f andamentos y de conformidad con lo espues- 
to y pedido por el Señor Procurador General, se confirma, con 
costas, el auto apelado de foja catorce vuelta; y previa reposi- 
ción de sellos, devuélvase. 

J. DOMINGUEZ. — U LADISLAO FRIAS. 
— FEDERICO IB AUGUREN. 
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CAUSA CXIIII 



D. CostantinoGrand, cor Ira la Municipalidad de Buenos A tres; 

sobre interdicto. 



Sumario. — No procede el interdicto, cuando ha mediado una 
convención sobro la posesión que se reclama. 



Caso. — D. Octavio licllini, por 1). Costantino (¿raud, des- 
pués de haber reclamado contra L>. Felipe Schwarz el levanta- 
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miento de un conducto en terrenos de su propiedad, contiguos 
á loa mataderos públicos, lo reclamó contra la Municipalidad, 
que lo mantenía para desagüe de líquidos de los mataderos. 

Después de un comparendo en que se convino en suspender 
los procedimientos, y de una inspección ocular, á instancia de 
Orand* se dictó á foja 41 un auto intimando á la Municipali- 
dad para que se abstuviera de ejercer actos de dominio sobre el 
terreno. 

El Procurador Municipal pidió se dejara sin efecto la inti- 
mación por haber convenido con Grand en la venta del terreno 
al precio que estimaran los peritos nombrado* por las partes, y 
por haberse avaluado en 200 ¿ m u la indemnización por la 
ocupación del terreno basta su escrituración ; que el precio del 
terreno había sido eslimado en cincuenta centavos moneda na- 
cional el metro cuadrado, y la Intendencia había ordenado se 
procediera á la escrituración, la que era resistida por Grand, 
porque pretendía 80 centavos m/ n por cada metro cuadrado. 

Falle «el Juca Vnlcnl 

Menos Aire*, Mayo 13 de 1885 

Vistos y considerando: 

I o Que por la cláusula C" del convenio celebrado entre D. Oc- 
tano Bellini, en representación de Grand, y la Municipalidad, 
aceptada también por Iíaguat, se estableció que los peritos 
nombrados determinaría?! la indemnización que aquella debia 
pagar por la ocupación que lia hecho del terreno desde el 16 de 
Agosto de 188Í, hasta la fecha en que tenga lugar ta escritu- 
ración; 

2" (¿ue en cumplimiento de la referida cláusula, los Señores 
Quirno Costa y Moreno lijaron el importe de esa indemnización 
e ¡ la cantidad de doscientos pesos moneda nacional, para Grand 
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y Baguat, según consta en la diligencia que obra a foja cin- 
cuenta; 

3 o Que es una regla de derecho apoyada en preceptos positi- 
vos de nuestras leyes, que las convenciones legalmente celebra- 
das deben ejecutarse siempre de buena fé, y obligan no solo á 
lo que se espresa en ellas sitió á todas las consecuencias que la 
equidad, el uso ó la ley les atribuyen según su naturaleza; 

4 o Que según este principio, el acto contenido en la referida 
cláusula 6', no puede interpretarse de otro modo que como una 
confirmación de la ocupación hecha por la Municipalidad de 
los terrenos que debía eapropiar, conviniéndola eu una verda- 
dera posesión con título legítimo, pues de no ser :isí se babria 
fijado un alquiler periódico por la ocupación; 

5 o Que no consta ni se ha alejado siquiera, que la Municipa- 
lidad haya puesto obstáculo ni entorpecimiento de ninguna cla- 
se, para llevar á debido efecto la escrituración, resultando, por 
el contrario, de la misma exposición hedía pOT üellini, que es de 
parte de éste únicamente de donde nace la resistencia á cum- 
plir lo resuelto por los peritos; 

6" Que aunque no fuera esto así, la no escrituración de la 
Municipalidad, podrá acaso dar derecho á Grand á exigir in- 
demnizaciones por el tiempu que se le haya privado indebida- 
mente del precio del bien apropiado, pero de ninguna manera 
para modilicar por su sola voluntad mi acto bilateral, como es 
la convención que acordó á la Municipalidad la posesión del 
terreno, mediante la indemnización de doscientos pesos nacio- 
nales. 

Por estos fundamentos y concordantes del escrito de foja 52, 
y de acuerdo con lo dispuesto en la ley 2 a , titulo 22, partida 3\ 
el Juzgado resuelve revocar por contraria imperio el auto de 
foja M vuelta. Repónganselos sellos. 



Virgilio M. Tedm. 
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MI* de I* tfuprem tone 

liueiioa Aires, Octubre 1* de 1885. 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma, con costas, el 
auto apelado de foja sesenta y dos vuelta; y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

J. DOMINGUEZ. — l'LADISLAO FlllAS. — 
FEDERICO nuuctiiKN, 



CAE KA gJXX IV 



D. Julián Ortiz, contra I). Ernesto farra?: sobre rescisión de 

un contrato de sociedad. 



Sumario. — La cláusula comisoria estipulada por la falta de 
cumplimiento do cualquiera dr las obligaciones de un contrato, 
da derecho para pedir su rescisión contra a*iuel <jue ha iueiir- 
rido en la falta. 



Caso.— En (i do Diciembre de 1882, P f Julián Ortizy Don 
Ernesto Carrete celebraron un contrato, en virtud del cual, el 

T. XX % 
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primero admitía al segundo como socio en las utilidades que 
produjera >u establecimiento de labranza, situado en el Partido 
Genera! Rodríguez. 

Carrére tomaba á su cargo la obligación de sembrar todo el 
terreno, compuesto próximamente de sesenta cuadras, siendo 
de su cuenta los gastos de la limpieza y cosecha. 

(Miz proporcionada toda la semilla de alfalfa necesaria, y 
pagaria la mitad de los gastos de labranza y de los que se ori- 
ginasen para enfardelar, conducir y vender el pasto; siendo de 
cuenta de Givüfera todos los gastos de cualquiera otra siembra 
que se luciera. 

Ürtiz entregaría por el momento, veinte cuadras, que es lo 
que ocupaba la alfalfa sembrada, y una vez que se desocupara 
el resto del terreno, que se encontraba arreudado, lo entrega- 
ría á Carrére, quien debería, por lo menos, sembrar de alfalfa, 
el primer año de recibirlo, la mitad, y el resto el año siguiente. 

Carrére pondría todos los medios necesarios para la con- 
servación y engrandecimiento del establecimiento, cuidando 
de sus cercos, abonando la tierra, y haciendo lo conveniente 
para la mayor producción, como asimismo, cuidar de las po- 
blaciones y animales de Ortiz, como del asen de las habitacio- 
nes, jardín y quinta. 

Ortiz daria todos los materiales necesarios para el trabajo, 
como ser máquinas, caballos y demás útiles, los que le serian 
devueltos al finalizar el contrato, y adelantaría los fondos que 
creyera necesarios para el pago de peones y demás gastos en 
los primeros tiempos, basta iiue Carrére se hubiera munido 
de fondos. 

La venta de los productos la baria Ortiz, por sí misino ú 
por corredor, >eyun mejor conviniere ú los intereses sociales. 

Carrero debería practicar cualquier trabajo que hubiera ne- 
cesidad de hacer, y qu<> no fuera de los convenidos, sin per- 
juicio de nubrav su ¡infurte d Orliz. 
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Las utilidades se dividirían por partos iguales; y el contrato 
duraría el término de cuatro años, á contar desde su fecha. 

Seria causa de nulidad, la falta de cumplimiento de cual- 
quiera de las cláusulas establecidas, fin perjuicio de la acción 
de daños que competiera á la parte perjudkiada. 

En 30 de Junio de 1884, D, Julián Ortiz demandó contra 
D. Ernesto Carrero la rescisión del contrato anterior, la indem- 
nización de los perjuicios y el pago de costas, por las razones 
que se espresa en los resultandos del siguiente 

rallo del «lúes federal 

üiu-iio* Aires. Abril 2;i de 1885. 

Y vistos estos autos seguidos por D, Julián Ortiz contra 
D. Krnesto Carrüre, sobre Teseision de un contrato y demás 
deducido. 

Resulta : Que en seis de Diciembre da mil ochocientos 
ochenta y dos, 1). Krnesto Carrero firmó un contrato de socie- 
dad de capital ó industria para la osplotacion de sementeras 
de alfalfa con ]>. Julián Ortiz, en el que se obligaba, entre 
otras cosas espresas, hacer la limpieza de los alfalfares á su 
costa, abonarlos para su mayor producción y se comprometía 
igualmente á que los frutos ó cosechas del establee i mentó fue- 
sen vendidos por el Sr, Ortiz ó por corredor. El Sr. Ortiz, 
alegando que se ha fallado á todas estas condiciones y además 
que ha habido pérdidas de fardos dé pasto por ignorancia de 
Carrore eu su acondicionamiento, daños cansados á las semen- 
teras por haber trabajado en ella con carros y animales cuando 
se hallaban empapadas por las lluvias y haber dejado abiertas 
las tranqueras y por "I abandono que su socio hacia del negocio 
para entregarse á fiestas y orgías; finalmente, que no ha po- 
dido ba>ta ahora obtener que le rinda eueut is, y en vista de 
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este alecto y <!e conformidad al ¡irtíeulo diez del contrato que 
corre á foja dos, solicita la rescisión, con mas los danos y per- 
juicios que se le huyan ocasionado. 

2" Que corrido traslado ai demandado* el Sr, Cairere niega 
que hubiera habido falta de limpieza ó cuidado, que se hubiera 
dejado de abonar las sementeras y si no se había hecho de una 
manera completa había -ido por falta de instrumentos de la- 
branza ú fondos* que debia suministrar Ortíz. Confiesa que es 
verdad haber rendido pasto ser» y verde, pero que lo había 
rerihcido por autorización verbal ó escrita del Sr. Ortiz. Niega 
que sea cierto que se perdieron fardos de alf.ilfa por su impe- 
ricia v dice que esto se produjo por la arción de las lluvias. 
NiegU igualmente que se hubiesen hecho trabajos c<m carros y 
caballos de-pucs de las lluvias, y que si bien es cierto que se 
han introducido anímales por eslar abiertas las tranqueras, 
esto era inevitable porque servían de salida á los peone*; alir- 
ma haberle rendido cuentas y nie^a. por último, todo cuanto se 
retiere á 80 mala conducta, inhabilidad ú itnpericia. 

3" Que en este estado, se recibió la causa & prueba al tenor 
de los puntos contenidos en el auto de foja G3 vuelta, habién- 
dose rendidu pnr el actor la que espresa el certiticado de foja 
180; y por parte de Carrero, la que espresa ese misino certiti- 
cado y la agregada de foja 1H8 á fuja 255. 

Y considerando; I* Que á estar á los términos esplícitos de 
la cláusula diez del contrato de foja % es indudable que habría 
lugar á la arción de rescisión deducida, desde que no se hubie- 
ran cumplido cualquiera de las cláusulas de ese contrato, que 
viene á ser una ley entre los central antes (art. 1 197, C. Civil). 

2" Que en la contestación á la demanda, Car rere dice que es 
ver ilad que ha vendido pasto seco y fresco y aunque alega que 
lo ha hecho eou aul< rízaciou escrita ú verbal, era á cargo de él 
ul justificar esas autorizaciones y no lo ha hecho, por lo que 
de cnnfoimídad al arlímtln St> de la Ley de Knj ni- ¡amiento. 
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debe tenérsele por confuso en esta partu, desde que por otra, 
los testigos Simón Santillau, foja 121; Juan M. Písaos, foja 122; 
M.tria lrisarre, foja 123; Juan Lescurot, foja 125; José Gar- 
eiandía, fuj:i 126; Cárloá tersóla, foja 127; Vi -i. -rio Alrarez, 
foja 128; Juan Loza, foja 1311. y Kortuuatu OiMiupo, foja 130, 
declaran uniformemente que Carrero les lia vendido á ellos 
mismos y cobrado su importe, -dn que impuite para atenuar 
esta prueba, que Carrere lia pretendido que osas venías han 
sido hechas con autorización ó hau sido ratificadas, según se 
despreode de la cuenta de foja 171, pues esa cuenta no lia sido 
reconocida, ni se ha probado que hubiese habido rendición de 
cui-ntns. 

3 rt Que cuanto queda dicho sobre renta indebida de pisto 
seco ó fresco, es aplicable á tu falta de cumplimiento á las cláu- 
sulas segunda y quinta del contrato de foja 2, sobre abono y 
limpieza de las sementeras, pues habiéndose confesado en la 
contestación :! la demanda que si tu» «-e halda cumplido con esas 
opera- iones ó trabajos en toda su ptmitud era debido á que no 
se le suministraron por Ortiz íos fondos ó herramientas nece- 
sarios, era á cargo de Carrero haber justificado esa resistencia 
departe de Ortiz ó ta obligación de éste de suministrarlos; 
pues lejos de presumirse por la cláusula sexta del contrato Je 
foja 2, Ortiz solo estaba obligado á adelantar fondos hasta pri- 
mera cosecha, pues no de otra matu ra puede entenderse que 
adelantaría esos fondos «hasta que C rrexe se haya munido» 
(de ellos); y resulta que la falta de .bono y de limpieza es cou 
posterioridad á las primeras ventas ó cosechas, y e» cuanto A 
la limpieza, es mas esplícito el tenor de la cláusula segunda, que 
dice que los gastos deben ser á cargo di CarríTe. Debe, por lo 
tanto, dársele por confeso, de conformidad al articulo ochenta 
y seis de la Ley citada y con mayoría razón, -i se atiendo á las 
declaraciones de los testigos Francia : Nolta, foja 101; Nicolás 
Camaleri, foja 100; Domingo Protto, foja 107; Lofetíao lienzo, 
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leja 109; Fidel Echeverría, foja 1 10, y Francisco Bonzo, foja 
112, que declaran que no se hizo ta limpieza que esas semen- 
teras necesitaban. 

i a Que habiéndose afirmado por la parte de Carrero que ha- 
bí.» rendido cuentas, era á su cargo probarlo y nada ha inten- 
tado al respecto, pues las cifras y partidas del papel de foja 171 
no pueden estimarse romo tal cuenta y lian sido desconocidas. 

5 o Que sobre inhabilidad, impericia ó abandono no se ha 
negado por Carrcir que sea cierto que se perdió pastu enfarde- 
lado, ni que hubiera daño de animales jht estar abiertas las 
tranqueras, ni que se hubiese osplotadn el potrero destinado á 
los animales de lahrnnza, tomando animales de otros vecinos á 
pastar; y las excepciones y escusas que alega, ñolas ha probado, 
como era de su deber, mientras que es una obligación que el 
socio industrial debe prestar sus servicios de conformidad á 
las obligaciones de hacer (a r fíenlo I708, Código Civil y tra- 
tándose de un perito agricultor, debía haberse hecho cargo do 
todos estos hechos y cumplirlos romo fué la intención de las 
partes (artículo G2r> del ini-nio Código), pues du otra manera 
se danin por no cumplidas y pueden por consiguiente autorizar 
la rescisión. 

Por estas consideraciones, las concordantes del escrito de 
alegato de foja 2(15, y íW conformidad al articulo mil sete- 
cientos nueve del Código Civil, f.illu declarando rescindida la 
Sociedad á que se reliere el contrato de foja dos, por culpa del 
socio Carrere, eon las consecuencias legales del acto, con costas. 
Notífíquese con el original y respúngause los sellos. 



Isidoro Alharracin. 
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rail* ele 1» Kuprana 4'orie 

Buenos Aire*. Octubre I* de ltí86. 

Vistos; Por sus fundamentos, se conlirmu, con eo.slas, la sen- 
tencia apelada de foja trescie utos trece; y repuestos los sellos, 
deFuéWase, 

J. DOMINGUEZ. — UI.AMSLAO FRIAS. — 
FE DEDICO WARGÍIIEN. 



CAUSA o: XV 



Helor y f\ contra Ferraría y Paotetti, por falsificación de 
marca de fábrica; sobre el auto de prueba. 



Sumario. — El auto concediendo ó negiiido la prueba, es- 
inapelable. 



Casti. — Kn 11 do Enero <Iu 1S8Í, Délo, y C\ demandaron á 
Ferraría y Paoletti, por facilitación de marea de fábrica. 
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A petición de It.s actores, se dió por contestada en rebeldía 
la demanda. 

En seguida, habiendo pedido aquellos que se recibiera la 
causa á prueba, el Juez no hizo lugar, y reclamado el auto, 
manifestando los actores que les convenía se abriera á prueba 
la causa, se dictó el siguiente: 

F«1U del Jura Federal 

Buenas Aires, Julio 10 de 1885. 

Resultando de las actuaciones del proceso, que demandados 
los señores Ferraría y Paoletti se les acusó rebeldía por el de- 
mandante, á foja ochenta y dos sobre lo que recayó el auto de 
foja ochenta y dos vuelta, embargándola las veinte y cuatro 
horas que previene el artículo doce de la Ley de Procedimien- 
tos para que contestara la demanda, y que á solicitud del 
mismo demandante se proveyó el auto d<- foja noventa y una, 
dándose por contestado el traslado en rebeldía de los citados 
Ferraría y Paoletti. Y considerando: l a qne por el tenor literal 
He los artículos doce y ciento ochenta y tres de la ley de Pro- 
cedimientos, es rebelde en el juicio todo el que deja vencer un 
término judicial, sin hacer uso de su derecho, con solo el tér- 
mino adicional de veinte y cuatro horas que concede la misma 
ley, por equidad, y que para dar lujjar al procedimiento en re- 
beldía basta que haya sido acusada una sola vez; y 2° que si 
bien en este caso es el actor mismo el que solícita se dé audien- 
cia para la prueba ni demandado rebelde, siendo esto contra- 
rio al artículo ciento noventa y uno de la ley de Procedimientos, 
y de órden público las disposiciones de esta ley, no está on la 
mano de ninguna de las partes alterarlas, ni bajo la conside- 
ración de conveniencia del que no ha sido causa de la rebeldía, 
mucho mas, cuando para evitar inconvenientes de que se 
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qoeja ha podido no acusar la rebeldía, limitándose á pedir nue- 
ras citaciones al demandado» p:ira obtener sn comparendo. Por 
estos fundamentos, y de a -uerdo al artículo ciento noventa y 
uno, no ha lugar a la rt-vocatoria solicitada del auto de foja 
nótenla y nueve Tiielta. Repóngase los sellos. 

Andrés Ugarriza. 

Fall* *« la lavreai C*rt* 

Bueno» Aire». Octubre 1* de 1885 

Vistos: de acuerdo on lo prescrito por los artículos dos- 
cientos cinco y doscientos siete de la ley de enjuiciamiento, se 
declara improcedente el Tecurso de apelación interpuesto j y de- 
Tufltanse los autos, préria reposición de sellos. 

J. DOMlltfiUEZ. — «LADISLAO FRIAS. 
— FEDERICO IBARGCíIEK. 
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D, Diego T. Mustia, capitán de la barca inglesa *Hypatia* 
contra el Cónsul inglés í). Henald Itridgett, por usurpación 
de autoridad; sobre competencia. 



Sumario. — Los actos verificados por un Cónsul en su carác- 
ter do tal, y en virtud de un privilegio que se atribuye como 
Cónsul, no son justiciables por los Juecees de Sección. 



Caso. — En 10 de Junio de 1885, se presentó ni Jusfrado don 
Diego T. llustin/capitan de la barca <Hypatia>, de matrícula 
inglesa, esponiendo: Que en el puerto de Hruuswiek (K. V. de 
América i, conehavó al marinero Enrique Vinet, norte-america- 
no; y que hallándose con su buque en este puerto de Buenos 
Aires, tuvo desacuerdos con dicho individuo, relativos a* su sa- 
lario y conducta, por lo que esperaba que lo demandase ante 
el Juez Federal para reconvenirlo ; pero que lejos de suceder 
así, fué sorprendido por una citación del Cónsul inglés, á lin 
de que compareciera á contestar una demanda que le liabia 
interpuesto el susodicho marinero, sobre cobro <!-■ salario-;. Ob- 
servó el espolíente, que ól no era iugiés de nacionalidad; y 
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agregó: que el Cónsul constituyó, para que entendiera en la de- 
manda del marinero, una corte naval inglesa» compuesta de él 
mismo como presidente, del capitán Gordon y del comerciante 
C, H. Krnbbo; que en cumplimiento do la citación, ocurrió 
ante esta Corte y en presencia de mucha gente, hizo presente 
que no reconocía autoridad en e¡ Cónsul para intervenir y 
resolver en asuntos sobre sueldos de marineros, ni para nin- 
gún género de cuestión contenciosa, y que protestaba contra 
la usurpación que aquel hacia de las funciones del Juez Federal 
argentino; que la espresada corte «rival lo condenó á pagar la 
suma de 362 3 oro por sueldos y gastos de mantención del ma- 
rinero y además las costas del jui¿io, asignándose ella misma 
un honorario de £ tí con 4 chelines, ó seau S nacioualcs 31 .25, 
según todo se enuncia en la sentencia que en cópia simple y 
traducida acompañó ; que id Cónsul mandú copiaren el libro 
diario de su buque, el cual presentó al Consulado en cumpli- 
miento de su deber, la espresada sentencia de la corte naval, de- 
jándoselo en pésima condición. 

Dijo, que la Suprema Corte ha resuelto, que ni aun por con- 
trato entre partes se puede investir de jurisdicción i un Cón- 
sul para conocer y eutender en cuestiones de sueldos de los ma- 
riueros de los buques de la matrícula de la nación de dicho 
Cónsul (página 10i, tomo XII, serie 2\ Fallos); que el Cónsul 
inglés, Hridget, ha cometido el delito definido por el articulo 
381 , del Código Poiul. que trata de !a usurpación de autoridad, 
castigado en el artículo 382, hallándose comprendido además, 
en el inciso 3° de aquel artículo (381), por ser una especie de 
empleado público en el Fstado; pues ejerce sus funciones á 
merced del exequátur que espide el Gobierno y que le puede 
casar, hallándose sometido, en lo relativo á ellas, á la vez que 
á las leyes inglesas, á las argentinas, como son los tratados ce- 
lebrados con Inglaterra, y al derecho internacional. 

Sostuvo la jurisdicción del Juzgado en el caso, p»r tratarse 
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de un delito cometido por el individuo á pretesto de ser Cón- 
sul j 116 de privilegios ó exenciones inherentes á Éste en su ca- 
rácter público (Fallos, página 190, tomo X, 2* serie). 

En consecuencia, entabló acusación criminal contra D. Rc- 
nald Bridgett, por el delito de usurpación de autoridad y á la 
vez injuria á Ja soberauía argentina, cometido en su daño ; y 
pidió q.ue se le aplicara el correspondiente castigo, con mas 
las costas procesales, reservándose para otro juicio su acción 
civil de daños y perjuicios. 

Fello del Jufi Federal 

Bueno» Aires, Junio ÍO de 1885. 

No correspondiendo el conocimiento de esta causa al Juzgado 
Federal, según lo dispone el artículo 7" de la Ley sobre Justi- 
cia Nacional, de Octubre diez y seis de mil ochocientos sesenta 
y dos, ocúrrase donde corresponda. 

UgarrizQ. 

VISTA DEL SESOIt PltOCl IUDOR GESEHAL 

Unenos Aire». Setiembre 13 de 1885. 

Suprema Corte: 

La acción deducida contra el Cónsul inglés Don R. Brid- 
gett. no versa, á mi juicio, sobre sus negocios particulares. 

El Sr, Cónsul se lia creído invertido de la facultad o privile- 
gio de ejercer jurisdicción sobre las naves de su nación surtas 
en aguas argentinas, en materia de salarios, y es esta, así, una 
cuestión de privilegio. 



Dfc JUSTICIA NACIONAL «¿ 

Este privilegio de que han gozado, y gozan aún los Cón- 
sules en algunas naciones, es una excepción a la soberanía, y 
solo puede ser ejercida en virtud de estipulación internacional 
espresa. 

No es esta la oportunidad de investigar si entTe nosotros los 
Cónsules tienen ó nó tal privilegio; paréeme, empero, induda- 
ble que el hecho de ejercerlo el Sr. Bridgett en este caso, no 
importa un neíjncio particular sujo, sino la inteligencia y apli- 
cación, buena ó mala, de un der.-cho de que ha juzgado estar 
investido, por los tratados 6 por la ley de las naciones, 

l'idc, por lo espuesto, la eoniirmacion de la sentencia recur- 
rida, 

Eduardo Costa. 



rail» d* l« Bupre»» Carie 

Buenos Aires. Ociubn- 1' de 1885. 

Vistos: No versando la demanda interpuesta por el capitán 
Bustin, contra el Cónsul inglés Btidgett, sobre negocios parti- 
culares de éste, sino sobre actos oliciales que en su carácter de 
Cónsul se ba creído con facultad de ejercer ; y atento lo espues- 
to y pedido por el Señor Procurador fieneral en su precedente 
vista, se eotiüruia, con costas» el auto apelado de foja siete, y sa- 
tisfechas estas y repuestos los sellos, devuélvanse. 

J. DOMINGUEZ. — ULADISLAO FRIAS. 
— FEDERICO iRARGthEN. 
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CAUNA IIXVII 



ih Edgardo Moreno, contra I). Constantino Grand y D. Alejo 
líagnat: por cobm ejecutivo de pesos. 



Sumario. — Los hon orarios de una pericia hecha para dos 
persona^ son do cargo de c¡ida una de estas, por mitad. 



Caso. — En despediente de la Municipalidad con Grand y 
Bagual, sobre expropiación de terrenos contiguos á los mata- 
deros públicos, Grand nombró perito tasador ¡i don Edgardo 
Moreno, adhiriéndose á este nombramiento don Alejo llagnat, 
por los terri nos de su pertenencia. 

Moreno presentó su cuenta de honorarios que con citación 
de Grand y Bagual fueron regulados en 500 pesos moneda na- 
cional, 

En seguida, pidió so intímala al representante de los señorea 
Grand y lia^nat el pago. 

La ejecución fin' seguida ron el representante do Grand, que 
opuso la excepción de ta inhabilidad del título» por no ser éste 
deudor de toda la suma regulada, sin»'* do la mítui!. 
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Moreno contestó que Ilagnat no había tenido intervención 
alguna en su comisión, pura la que fué nombrado por Graud, y 
que por consiguiente, éste debía todu la suma cobrada. 

rail» del Jwi Federal 

Bucnoa Airea, Julio 3 de 1885. 

Y" vistos: Por ios fundamentos aducidos en el precedente es- 
crito, y teniendo presente además que el ejecutado Grand, que 
fué quien designó por su parte como arbitro al Ingeniero Mo- 
reno, es el deudor directo por los honorarios de éste en desem- 
peño de su cometido, nn ha lugar i la excepción opuesta en el 
escrito de foja \ 13. Kn consecuencia, llévesela ejecución ade- 
lante hasta hacerse efectivo pago al acreedor de oapital, inte- 
reses j costas, 

Virgilio M. Tedin, 

Palle de 1» MupreM» Certe 

Buenos Aires. Octubre G dü 188ó. 

■ 

Vistos y considerando : 

Primero: Que don Constantino Uraud, por medio de su apo- 
derado don Octavio Jícllini, nombró perito tasador de los ter- 
renos |de su propiedad al Ingeniero don Edgardo Moreno, 
adhiriéndole A Gsífi nombramiento don Alejo liugnat, por los 
que le pertenecían, según todo ello consta del acta corriente & 
foja diez y OCltO de los autos traídos para mejor proveer; 
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Segundo: Que, por consiguiente, ambos están obligados al 
pago de los honorarios que el perito Teclamn, como lo ha reco- 
nocido éste mismo en sus escritos de fojas una y nueve; 

Tercero : Que no siendo solidaria la obligación, no puede eje- 
cutarse á uno solo do los deudores por la totalidad dy la deuda, 
sinó á cada uno por la parte que le corresponde en proporción 
al terreno avaluado. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
foja cuarenta y nuerc vuelta, en cuanto mauda pagar todo el ho- 
norario á don Constantino Grand; debiendo, en su consecuen- 
cia, llevarse adelante la ejecución tan üoIq por la parte que á 
éste le corresponde; y repuestos los sellos, devuélvanse con los 
autos tTaidos. 

i. DOMINGUEZ. — l LADISLAO FRIAS. — 
FEDERICO 1BARGLKEN. 
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El Cónsul de /'randa, sobre nombramiento de atbacea dativo t 
en la testamentaria de //. Julio Artiz. fulleado en Córdoba, 



Sumario. — l*n Suprema <<»rtc Federal no puede conocer por 
apelación de las resoluciones de los tribunales inferiores de 
Provincia. 



Caso.— Habiendo fallecido en Córdoba el ciudadano fraucés 
U. Julio Artiz, sin testamento y herederos residentes en et país, 
el Cónsul de Francia en Iludios Aires nombró á un señor Flan- 
din para intervenir en el juicio, y éste se presentó ante el juez 
de ia sucesión, pidiendo se le diera intervención. 

El juez no hizo lugar al pedido por no estar legalmente com- 
probada la representación del Sr. Flandin, ni el derecho de su 
representado pura intervenir en el juicio. 

El Cónsul de Francia, fundándose en el decreto de i9 de No- 
viembre de Í8ü2, y en la ley dcl8Ü5, sobre intervención de los 
Cónsules estrangeros en las sucesiones de los ciudadanos de su 
nación, pidió á la Suprema Corte que declarase nula la provi- 
dencia del Juez de Primera instancia de Córdoba, y mandara 
reconocer al Sr, Flandin en calidad de curador de la testamen- 
taría Artiz, 

t. xx * 
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VISTA DEL SESOíI PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Setiembre 25 de 1885. 

Supretna Corte; 

El Señor Cónsul de Francia ocurre equivocadamente á V. E., 
así por la naturaleza del juicio universal de sucesión, de com- 
petencia exclusiva de las justicias locales, como por cuanto esta 
Corte no puede conocer por apelación de las resoluciones de los 
Tribunales de Provincia. 

Sírvase V. E. así declararlo, 

Eduardo Costa. 

WmKm «e 1» ttuprem» Corte 

Huímos Aires, Ottttbre C de 188Tj. 

Vistos en el acuerdo: X« pudiendo la Suprema Corte cono- 
cer de las resoluciones d io¿ Jueces de Provincia, sinó en ios 
casos previstos por el artículo catorce de la Ley de catorce de 
Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres; y atento lo es- 
puesto y pedido por el Señor Procurador Oeiieral en su prece- 
dente vista, hágase saber al Señor Cónsul de Francia, para que 
liaga valer sus derechos ante <iuien corresponda, y archívese. 

J. DOMINGUEZ. — i: LADISLAO FRIAS. 
— FEDERICO ibarcChetí. 
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CAUSA « XXIX 



Vicente Casares ? hijos, contra ú, Jonja Suttal ; por mitro de 

lanchajes. 



Sumario. — \" Los tirante* de fierro hasta una tonelada de 
pt-so se consideran comprendidos eu la tarifa del lanchaje del 
(ierro en barras. 

2" La facultad de los catatanes ó consignatarios de Duques, 
de imponer á los dueños de la carga los lancheros que deben 
efectuar la descarga, no implica dejar librada á estos la fijaciou 
del predo de dicha operación. 

3 o Ku este caso, y ti falta de convención con dichos lancheros, 
el precio que debe pagárseles es el corriente de plaza. 

A n El precio corriente de plaza respecto de los lanchajes y 
iletes es el que resulta de las operaciones y transacciones que 
se Teritican en la Itolsa de íomercio; y dicho resultado puede 
quedar acreditado con el informe de la t ámara sindical de la 
misma. 



Caso. —Lo reliere el siguiente 

fr «lio del Juez Federal 

Vistos estos autos, seguidos por los Sres. V. Casares 6 hijos 
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contra D, Jorge Xuttal, por cobro de la suma de diez mil se- 
senta pesos moneda coi rífente. 

Resulta: i» Que los demandantes se presentaron al Juzga- 
do manifestando que Nuttal, Lu adeudaba la suma espresada 
procedente de la descarga que como empresarios de transporto, 
habian hecho on sus lanchas y carros, de tres mil doscientos 
ocho tirantes de lierro con doscientos sesenta y cinco toncadas 
de peso, venidas A su consignación en el vapor «Richard fon- 
den», importando dicha operación la suma de treinta y siete 
mil ochocientos noventa y cinco pesos, á cuenta de la cual ha- 
bian recibido veinte y siete mil ochocientos treinta y cuatro ; y 
como resultaron infructuosas todas las diligencias hechas para 
su cobro, se veían obligados á deducir termal demanda para 
que se condeno á Nuttal, al pago del saldo con los intereses 
y las costas del juicio. 

2» Que el demandado contestó á foja 25 el traslado que le 
fué conferido, después de resuelto el incidente sobre falta de 
personería en los actores y defecto legal en el modo de propo- 
ner la demanda, reüriéndosc au:e todo á su escrito de foja 14 
en el cual espone, que el año 72 recibió por el vapor «Bonita» 
una partida de fierro en barras en forma de tirantes, por cuya 
descarga los Sres. Casares le pasare» una cuenta exagerada; 
que con este precedente, al llegarle la nueva remesa del mismo 
artículo por «lUcard Cobdeu», se vio con los Sres. Casares y 
les manifestó que otros empresarios de transporte se habian 
ofrecido para desembarcarla y ponerla en su destino, por i 10 
pesos la tonelada, único precio que siempre se le habia cobrado, 
esceptuando el caso del «Bonita»; que si ellos lo Inician por el 
mismo precio estaba dispuesto á preferirlos, no aceptando con- 
venio alguna de otra manera, y no habiéndose aquellos ave- 
nido, contrató la descarga con los Sres. J. y B. Uaray, con cuyo 
motivo les pasó la carta presentada á foja 8 ; agregando, en el 
escrito de foja 25: que prevaliéndose los demandantes de una 
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curta ausencia que tuvo el mismo dia en la fecha de la cinta 
referida y negándose ú dar la orden ú los lancheros (¡arar, eje- 
cutaron el transporte de los tirantes por ni y ante sí, sin su 
conocimiento y contra su es [trisa voluntad ; que á su regreso, 
los Síes. Casaros le presentaron la cuenta del transporte con 
los pronos que ellos pretendían, la que se negó i reconocer 
devolviéndola eon la ñuta cotí forme á pagar ciento diez pesos por 
tonelada, precio i invenido con (iuray, y pagándoles por saldo de 
cuenta corriente abrazando toda negociación pendiente incluso 
el transpitrte de dichos tirantes á ese precio, veinte y siete mi! 
ochocientos treinta y cuatro ; qm* de la misma cuenta deduce 
que los tirantes transportados fueron .'120K, loque era incierto, 
pues dichos Señores Soto habían entregado en la obra del Laza- 
reto M un ieipal, á donde iban destinados, tres mil doscientos tres, 
por lo que se veía en el caso de entablar coutrademanda por 
el precio de los cinco tirantes avaluados á cinco mil pesos m/r, ó 
su devolución, habiendo presente al mismo tiempo que dichos 
tirantes fueron expresamente encargados para otro Lazareto, 
asi es que cuando llegue el caso de colócanos, la comisión en* 
cargada de la obra podrá hacerle responsable por los daños y 
perjuicios, los que desde luego protestaba contra los ttres. Ca- 
sares. 

3* Cjue estos contestaron la coutrademauda, manifestando 
que la cuenta presentada á foja 22, por ci demandado, tenia 
una partida que les abonaba eu cuenta, por el tonelaje y acar- 
reos de las 205 toneladas de tierra, que era el peso total de to- 
dos tos tirantes, lo que importaba confesar haberlos recibido, 
desde que los incluye utre lo> que condujeron los carros, asi 
es que mal pedia pretender que so los pagasen; pero como no 
tenían el hábito de eludir >.i responsabilidad no tenían incon- 
veniente eu constituirse responsables por el importe de los 
cinco tirantes, si á la terminación de las obras del Lazareto 
resultasen fallantes, responsabilidad que no habia de tener 




78 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



inconveniente en aceptar la comisión de la obra, de modo que 
la contra demanda no tenia ninguna razón de ser. 

4 o Que la causa fué recibida á prueba para que su justifique 
los puntos indicados por la Suprema Curte, en el auto de foja 
62, que dejó sin afecto la sentencia de foja H por haber omi- 
tido este trámite, habiéndose producido la que corre agregada 
de foja... á foja... 

Y considerando: i* Que en la esoepoion de falta de perso- 
nería opuesta por el demandado, que dio* ocasión al auto de 
foja 18 vuelta, propiamente se discutió la falta de acción ú de- 
recho de los demandantes para cobrar ;i Xuttul lanchaje y 
acarreo, aun no habiendo mediado relaci ones contractuales 
entre ambos, pues en este hecho se fundaba el desconocimiento 
de su personería para promover el presente juicio, quedando 
definitivamente resuelto con la fuerza obli-atoria de la cosa 
juzgada y consentida para ambas partes, que aunque Nuttul 
no contrató con los Sres. Casares la descarga de sus tirantes, 
habiéndola efectuado estos, aquel estaba obligado á abonar lo 
que fuese la justa remuneración del servicio prestado, de modo 
que la cuestión á resolver queda reducida á üjar cuál sea ella, 
segua los antecedentes acumulados en autos. 

2° Que adornas, aunque dicho auto no hubiese delinido ia 
posición de ios demandantes, estableciendo claramente su de- 
recho para entablar acción, no por eso su alterarían los términos 
de la cuestión, pues el demandado no ha desconocido que aque- 
llos efectuaron la descarga procediendo por mandato 6 arreglo 
con los consignatarios del vapor que trajo la mercadería, ha- 
biendo limitado ámbas partes la discusión al precio que corres- 
pondía pagar por lanchaje y acorreos, exijiondo lus lancheros 
los precios indicados en la cuenta de foja i f y el dueño de ía 
carga el abonado en la cuenta de foja 22. 

3* Que para mayor abundamiento se ha justificado, de acuer- 
do con lo resuelto por la Suprema Corte en el primero y según- 
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do punto del auto do foja 02, que los tirantes en cuestión tí- 
nieron consignados á Nuttal, bajo el conocimiento do foja iOi 
remitido por la Aduana, el cual contiene la cláusula de que la 
descarga en el puerto de Buenos Aires se hará por el capitán 
6 agente del buque por cuenta y riego de los dueños de la mer- 
cadería, y que en virtud de dicha cláusula los Srcs. Woodgate 
Hermanos, agentes del «lüclmrd < obdem, rehusaron en confor- 
midad á Nuttal para que él efectuara la descarga por sus pro- 
pios lancheros (v. contestación de foja 1 il vuelta), y dieron 
orden escrita ;í < "asares é hijos para que la verificaran, según 
consta de la comunicación cuya traducción obra á foja Ui 
circunstancia que hace iuecesaria la demostración de que esa 
es la práctica comercial del puerto al respecto, como también 
de que Nuttal se opuso á que los ¡Srcs. Casarca hicieran la 
descarga (tercero y cuarto punto del auto citado). 

4° Que el hecho de tener el capitán ó agentes dnt buque 
mayor la facultad de imponer á los dueños ó consignatarios de 
la carga, los lancheros que deben efectuar la descarga, por ra- 
zones do brevedad ó mayor seguridad ó por exigencia de las 
Compañías aseguradora, no implica dejar librado al arbitrio 
oc lusivo del lanchero la hjucioii de los precios con que se ha 
de retribuir dicha operación , pues en ese sentido seria una 
cláusula odiosa do interpretación restrictiva, debiendo, por lo 
tanto, entenderse que en ausencia de convenciones, han que- 
rido someterse al precio corriente de plaza, se *un lo que esta- 
blece él inciso 6" del artículo 290 del Código de Comercio. 

5" Que seguu el artículo 207 del Código citado, el resultado 
de las operaciones y transacciones que so verifican en la Bolsa 
de Comercio determina el precio corriente de las mercaderías, 
fletes etc., asi es que las informaciones de este cuerpo pueden 
considerarse como uno de los elementos mas importantes para 
determinar el lanchaje que según el uso comercial se acos- 
tumbraba pagar por tirantes de ficno, en condiciones iguales á 
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las de Nuttal, y asi lo ha establecido la jurisprudencia de la 
Suprema Corte, admitiendo dichas informaciones como prueba 
fehaciente, con las limitaciones ó modilicaeiout que permiten 
los demás eleuie.itos de convii cion. 

6 o Que de los informes por la cumUion nombrada por la Cá- 
mara Sindical de la Dolsa, a efecto de evacuar el solicitado por 
este Juzgado, á pedido de la misma parte actnra, á dicha repar- 
tición, se desprende que el precio corriente de lanchaje para 
tirautes de fierro que no escediesen de una tonelada, era de 
cincuenta j cinco pesos m c la tonelada, con el diez por ciento 
de descuento, precio que es conforme con e! de la Tarifa vi- 
gente á la época de la descarga que motiva esta cuestión. 

7° Que las cuentas del lanchajes cobradas por las casas de 
José y Bernardo Gara j, foja 37, 5 Cario* Guerrero y O, f*«ja 38, 
en el ano 1872, y la de los mismos (jaray, úr foja 39, pertene- 
cientes al ano 71, demuestran que esc precio se aplicaba á los 
tirantes de lierro, aun cuando su peso escediera de unas dos to- 
neladas. 

8 J Que el demandado ha comprobado tmnbieu por la decla- 
ración do los mismos lancharos Caray, que la descarga preci- 
samente de los tirantes origen de este juicio, fué contratado con 
ellos al precio de cincuenta pesos moneda corriente el lanchaje 
y sesenta el carretaje hasta el sitio donde debían ser coloca- 
dos, precios que guarda conformidad con el que indica como 
de uso corriente en plaza, la (amara Sindical, y el que arrojan 
las cuentas presentadas á fojas 37, 38 y 30. 

9 1 Que á los demandantes no les es permitido alegar que 
ese contrato no era un acto serio, núes cousta de autos, por su 
propia confesiony por las cartas de foja 8 y fuja7S>, que Nuttal 
ge opuso decididamente y cu tiempo oportuno para evitar 
cuestiones á que ellos desembarcasen los tirantes por cuanto 
nó querian sugetarse al precio regular de Tarifa y habían con- 
tratado la descarga con los Sres. Garay, y requiriendo tanto 



BE JUSTICIA NACIONAL 



de los demandantes como do los agentes del buque la órdon ne- 
cesario pura que les fuera permitida á estos dichas operación. 

10. Que do ese hecho, comprobado con elementos suminis- 
trados pur los mismos demandantes, Huyen dos conclusiones im- 
portantes: la primera es, qué habiendo lancheros á quienes hace 
cuenta el precio de cincuenta pesos sin rebaja por tonelada para 
el lanchaje de tirantes de tierro, ese ilebia ser el precio de plaza, 
pues nó es verosímil que los dueños de carga busquen los lan- 
cheros que cobran más caro, y la segunda es, que si á pesar do 
la resistencia de Xuttal para que los Sres, Casares hicieran la 
descarga, y de su pedido para que delegaran sus derechos de 
lancheros de los agentes del «Richard Cobden" en los Sres. 
Garay, persistieron en hacerla, tácitamente se sometieron á 
aceptar el precio que estos cobraban. 

11. l¿uo admitiendo, como lo sostienen los demandantes, que 
los precios de la Tarifa solo son aplicables al tierro en barras, 
ningún r.cto comercial ni convecional determina hasta qué peso 
comprende esta categoría, y entonces debe notarse por lo menos 
á lo que indican los informes recogidos por la Cámara de Co- 
mercio, que considera comprendidas en la Tarifa de ->5 pesos 
moneda corriente los tirantes hasta de una tonelada; pero como 
el número de los descargados por Cacares é hijos era de 3208, con 
un peso de2C5 toneladas, resulta que por término medio cada 
tirante no alcanzaba á dos quintales, habiendo algunos que solo 
tenían un quintal según lo reconocen cu su alegato, lo que des- 
de luego Lace resaltar la falta de equidad por parte de aquellos 
en equipararlos para los efectos del cobro del lanchaje y nó 
ú tirantes ó barras de tierro. 

12. Que la contraileruamin no tiene razón de ser, desde que 
los Sres. Casares han asumido la responsabilidad para con la 
comisión encargada de la obra del Lazareto Municipal, por el 
importe ile los cinco tirantes de fierro que la motivan, para el 
caso de resultar efectivamente faltautes. 
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13. Que además* este hecho no ha sido debidamente com- 
probado por Xuttal, pues de los tres testigos presentados á eso 
efecto» Esteres $aguí, y Calderón y Uclgrauo, no dicen do qué 
manera le consta, y 1). Juan Aldao, que turo conocimiento por 
una nota det encargado de la obra, siendo muy probable que 
por el mismo conducto lo supieron los otros miembros de la 
Comisión, de suerte que toda la comprobaciou queda reducida 
á la manifestación de una sola persona. 

Por estos fundamentos, fallo absolviendo á l). Jorge Nnttal 
déla demanda de fuja... y ¡i lo> Srrs, ('asares é hijos de la cou- 
trademanda, debiendo cada parte pagar sus costas. 

Vt'rfjilia M. Tcdtn. 

Falto le la Nuprena Carta 

Buenos Aires, Octubre ti de 1885. 

Vistos: Por sus fundamentos, y considerando en cnanto á 
la apelación sobre las costas, que los demandante? lian tenido 
razón para oponerse á la eontradeuianda, se continua la sen- 
tencia apelada de foja doscientos veinte y siete; y previa repo- 
sición de sellOB, devuélvanse. 

J. ÍJOMIMjL'EZ . - — ■ ULADISLAO FRIAS. 
— FEDERICO IBAIWiCRES. 
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/). Jacinta Ftgueroa, contra el tiobierno tic la Provincia de 
Ituenos Aires; sobre interdicto y competencia de jurisdic- 
ción. 



Sumario. — i'' Las gestiones administrativas hechas ante el 
ííobiernu de Buenos Aires, para obtener la propiedad de un 
terreno» no constituyen un juicio que inhiba A la Corte Su- 
prema Federal, para conocer en el interdicto que sobre el mis- 
mo terreno se deduce por el interesado. 

& Para que proceda un interdicto posesorio, es necesario que 
el actor tenga la posesión á título do propietario, desde un año, 
y sin los vicios de precaria, violenta ó clandestina. 



Caso, — Se comprende leyendo el siguiente 

rail* 4e I» Suprema Vmrtr 

Bueno» Airea, Octubre 17 de 1885. 

Visto el interdicto de retener la posesión, deducido por Don 
Jacinto Figueroa, contra el Gobierno de la Provincia de Búa- 
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nos Aires, y las excepciones opuestas por éste, y considera mío, 
en cuanto A la de incompetencia : que las gestiones hechas por 
el demandante ante dicho Gobierno, para obtener del mismo la 
adjudicación en propiedad del eseedente dv los lotes de terre- 
nos que vendió a sus causantes, no constituya un juicio rail i- 
cado ante dicho Gobierno, que inhiba á la Suprema Corte de 
conocer en el interdicto posesorio; pues, á parte de ser comple- 
tamente estarnas á este juicio, no importan otra cosa que sim- 
ples reclamaciones del comprador ai vendedor, indi>pensablcs 
para hacer valer después en juicio sus derechos. 

Por esto, la Suprema Corte se declara competente para cono- 
cer en el interdicto posesorio. 

Y considerando, en cuanto al fondo de la cuestión : 
Primero. Que el demandante no ha poseído á título de pro- 
pietario el sobrante de los terrenos podidos por el Gobierno á 
sus cedentes; pues el mismo así lo reconoce, cuando al denun- 
ciar dicho sobrante, el eatorce de Abril de mil ochocientos ochen- 
ta y cuatro, dice, ¡t foja siete del espediente acompañado: que no 
se considera dueüo legítimo del aumento que en su terrenos se 
encuentra ; 

Segundo, Que con arredn á lu dispuesto por el artículo dos 
mil cuatrocientos ochenta del Código Civil, la posesión para 
dar derechu á las acciones posesorias no debe ser precaria, sino 
á titulo de propietario; 

Tercero. Que es igualmente eligido por el artículo dos mil 
cuatrocientos setenta y tres del mismo < úiligo, j ara poder enta- 
blar en juicio acciones posesorias, que el poseedor de la cosa 
haya tenido la posesión de ella por el tiempo de nn ano, cuando 
menos, sin los vicios de ser precaria, violenta ó clandestina ; y 
de los autos acompañados, resulta que el demandante no ha lle- 
nado este requisito; pues consta uel informe del ingeniero, cor- 
riente a foja nueve de dichos autos, que el diez y ocho de Marzo 
de mil ochocientos ochenta y cuatro, solicitó recien la ubica- 
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cion del terreno, para tomar posesión de él, y con fecha cuatro 
de Marzo de rail ochocientos ochenta y cinco, se lo ordenó el 
desalojo d*l sobrante de dicho terreno, por no haber el Gobier- 
no bocho lugar á la pretensión, iniciada el catorce de Abril de 
mil ochocientos ochenta y cuatro, de que se le adjudicase en 
propiedad. 

Por estos fundament os, se declara no haber lugar, con costas, 
al interdicto posesorio deducido por Don Jacinto Figueroa, y sa- 
tisfechas estas y repletos los sellos, archívense. Notifiques* 
con el original. 

J. BOHIRGUEZ. — ILAMSLAO FRIAS.— 
FEDERICO lUARGCHEPf. 
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ü. Elíseo y IK Manuel liodrújuez, mitra IK Esteban Peyrano; 
sobre cumplimiento cíe un contrato de locación. 



Sumario.— 'M* He puede ordenarse el cumplimiento de un 
contrato cuyas bases sustanciales se ignoran por completo. 
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2 o La declaración de un solo testigo, no lince prueba en juicio. 
3 o La prueba corresponde al actor, cuando ol demandado 
negase los hechos alegados en la demanda. 



Caso, — Se encuentra suficientemente esplicado en los si- 
guientes fallos. 

m 

Falla 4el Jum d* tteetion 

Cordobi. Noviembre 23 de 1884. 

I 

Vistos estos autos, promovidos por los Sres. D. Eliseo y don 
Manuel Rodríguez contra D. Esteban Pejiano, para que les 
cumpla un contrato de arrendamiento de la Estaucia de cSinsa- 
cati», que tenían celebrado; de cuyos autos resulta lo siguiente: 

Lo demandantes dicen que en 10 de Mayo del 8!J, quedo 
concluido y perfeccionado el contrato de locación referido, 
ajustándose con Peyrano todas las bases y condiciones que se 
enuncian en Ja demanda, y en presencia del Dr. D. Abraham 
Silteyra; que el mismo día en que debían tirniar el contrato, 
tuvo necesidad de ausentarle el Sr. Peyrano, y no habiéndose 
podido estender por el Escribano en hora competente, lo veri- 
ficó al siguiente dia, habiendu dejado orden el demandado á su 
apoderado especial Dr. Silveyra, para que suscribiese á su 
nombre; que la escritura se redactó en el protocolo, pero antes 
de ta hora designada para firmarla, recibió el Dr. Silveyra 
órden telegráfica para no hacerlo. En consecuencia, piden se 
obligue ú Feyrauo al cumplimiento del contrato. 
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El representante de Peyrano. contesta que jamás celebró 
contrato alguno con los Síés> Kodrigucz, si bien habló del 
arriendo de «Sinsacatis con los Srcs. Rodríguez y la forma 
en que lo realizaría, pero sin convenir en cosa alguna; mani- 
festándoles que en caso de Iterarlo á efecto, les comunicaría 
desde el Rosario, por intermedio del Dr. Silveyra, pues quería 
consultar á personas de su confianza. 

La causase recibió á prueba, y vamos ¡í examinar lo perti- 
nente de ella. — Kl Dr. Silveyra reliere & f, 63, contestando á la 
sesta pregunta, que Peyrano quiso conferirle un mandato 
facultativo para que estableciese las bases del convenio, y que 
01 no lo aceptó por las razones que empresa; que tínicamente 
aceptaría la facultad de firmar el contrato en escritura pública 
ó privada, declarando al Si. Peyrano que si él mismo no hacía 
el convenio por el apuro que tenía de marcharse, se limitaría 
á celebrar un convenio ad referendum, y después que fuese 
aprobado en el Rosario, lo firmaría ti declarante aquí, 

En ini estudio, agrega, se reunieron los dos Sres. Rodríguez 
(1). Manuel y 1). Kliseo), con el Sr. Peyrano (D. Esteban), y en 
mi presencia acordaron las bases del contrato: pedí á don 
Manuel Rodrigues lo hiciera redactar por D. Kliseo, y les indi- 
qué que hecho esto se reuniesen los cuatro en mi presencia 
para que l"dos se hiciesen cargo de la redacción, y así en efecto 
i-e verificó. 

V después de espresar, en contestación A la segunda pre- 
gunta, que quedó concluido el referido contrato de arrenda- 
miento, dice á la tercera: otte quedó est rilo solo en borrador }/ 
sin firmarse, ¡mr haberse convenido t¡ne se redujera it escritura 
pública al día siguiente del en >fitc se concluyó verfmlmcnte 
dicho convenio, consignándose en herrador. 

VA Dr. Silveyra, responde a la cuarta pregunta, que 61 mandó 
dicho borrador al Sr. Escribano UaUegos, para que lo redujera 
á escritura pública, y según cree, lu mandó por conducto del 
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joven Manuel Rodríguez, hijo del interesado D. Manuel; 
debiendo firmar el declarante como apoderado de Peyrano, la 
escritura pública del contrato estipulado. 

Por último, espresa que no se lirmó la escritura por haber 
recibido orden de Feyrano para suspender momentáneamente el 
contrato de arrendamiento; y como le hablase al mismo tiem- 
po del proyecto de vender la misma estancia, se dirigió á él in- 
mediatamente diciéndole que era peligroso celebrar contrato de 
venta después del convenio de arrendamiento concluido verbal- 
mente, pues consideraba este último obligatorio, pudiendo suce- 
der que se encontrase en situado:: de no poder cumplir uno de 
los dos; que el consejo disgustó á Peyrano, y le revocó el poder. 

Loa telegramas que en copia ha presentado la encina del Cen- 
tral Argentino á solicitud de íob Sres. Rodríguez, y que corren 
á fs. 54, 55 y 56, son los que dirigía el Sr. Peyrano al Dr. Sil- 
veyra, en la correspondencia que venimos relacionando. En 
el i° se dice: suspenda momentáneamente arrendamiento; en el 
2 o , suspenda arrendamiento; y en el 3% no comprometa esta- 
blecimiento. 

Examinemos ahora las posiciones absueltas por el señor 
Peyrano á fs. 71 vuelta y 72. La segunda se encuentra redac- 
tada en estos términos : Como es cierto que hallándose el absol* 
vente en esta ciudad, en el mes de Mayo del año pasado, se 
reunió con los demandantes en casa del Dr. Silveyra, estando 
presente su hermano D. Manuel Peyrano, y acordaron allí las 
diferentes bases delcontTato de arriendo de la espresada estan- 
cia de «Sinsacati», á cuya posición contesta D. Estevan que 
es cierto, pero que tiene que dar las siguientes explicaciones: 
que estaban reunidos en casa del Dr. Silveyra, y éste quedó en 
combinar con los Rodríguez las bases del contrato para remi- 
tírselas al absol vente al Rosario, á íin de que hiciese las obser- 
vaciones qne le pareciesen convenientes, bases que hasta hoy 
no ha recibido. 
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Niega las posiciones cuarta y quinta, en las que se afirma 
que en la oportunidad indicada, dejaron concluido el contrato 
de arrendamiento por escrito; y que no lo firmaron en la tarde 
del ÍQ de Mayo por falta de tiempo y de papel sellado para 
ponerlo en limpio. 

Ka la quinta, se afirma que en virtud del inconveniente indi- 
cado, quedaron convenidos que el contrato acordado se esten- 
dería en escritura pública, y la firmaría al siguiente el doctor 
Silveyra, como apoderado de Peyrano, a lu que contestó úste que 
se refería á lo que tenía dicho, puesto que las bases tenían que 
remitírsete al Kusario para su aprobación* 

Conlicsa las posiciones sesta y sétima, sobre las órdenes 
telegráficas para que se suspendiese el arrendamiento, refirién- 
dose siempre á lo que tenía consignado en la contestación á la 
segunda pregunta, 

A la octava, sobre reiteración de la misma órden de sus- 
pensión, dice ignorarla; y niega la novena, referente al con- 
sejo del Dr. Silveyra para que no comprometiera la estan- 
cia, por ser obligatorio el contrato de arriendo que tenía cele- 
brado. 

El Sr. Escribano Gallegos, á fs. 40 vuelta, respondiendo á las 
preguntas 10 a y 1 1" del interrogatorio, dice: que el jóveu Manuel 
Rodríguez le presentó el contrato privado de que habla la pre- 
gunta, manifestándole, según creia, que el Dr. Silveyra se lo 
remitía para que lo redujera á escritura pública; que en efecto 
se estendió en el protocolo y no se lirmóal siguiente dia, por- 
que se te avisó de la órden para suspender Ja suscripción de la 
escritura, sin recordar si fué el Dr. Silveyra ú otra persona 
quien le dió dicho aviso. 

La copia testimoniada de dicha escritura, corre á f. 57 y 
lleva la fecha de 11 de M iyo del 83. 

Se registra también A f. 00 el poder otorgado por Peyrano á 
favor del Dr. Sil voy ra, en el cual le faculta para que Ürmecon- 
t. xx 7 
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tratos de arriendo de la estancia de «Sinsacati», si llega el caso 
de darse en arrendamiento. 

II 

¿Resulta probado ulguu acto jurídico, por los antecedentes 
que acaban de relacionarse? 

El Dr. SÜveyra aJirma que Peyrano mismo acordó con los Ro- 
dríguez las bases del contrato» que se redactaron en borrador y 
se aprobaron, sin que se firmase; conviuiendo los interesados 
en que se redujese d escritura pública al siguiente día, y sus- 
cribiese el Dr. Silveyra como apoderado de Peyrano, porque éste 
se i ¡sentaba esa misma tarde. 

El bouador se mandó al Escribano Gallegos con el jóven 
D. Manuel Rodríguez, según crée dicho doctor; la escritura se 
estendió en el protocolo, pero no se firmó por la órden de sns- 
peusion que se comunicó al Dr. Silveyra. Enuncia con repeti- 
ción este señor, que existía un convento verbaímente concluido 
y obligatorio. 

D. Esteban Peyrano, categóricamente interpelado para que 
diga como es cierto que acordó con los Rodrigue? las bases del 
contrato de arriendo, respondió que es cierto i pero agrega que 
las bases debia combinarlas con los Rodríguez el Dr. Silveyra y 
remitirlas para su aprobación. 

Aquí so nota una contradicción flagrante, palpitante. Sí es 
verdad que Peyrano acordó la bases indicadas, no puede ser 
cierto que el Dr. Silveyra quedaba encargado de hacerlo. Si la 
posición es cierta, como se confiesa, no admite explicación ó 
modificación que la destruya en su base, en su esencia. 

Si el Dr. Silveyra, después de la ausencia de Peyrano, iba 
recién á convenir las bases del contrato, la posición es falsa, 
porque el fundamento esencial en que reposa es la convención 
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celebrada por el mismo Peyrano antes de partir para elJRosatio; 
y en tal caso, debió negar y no confesar, como lo ha hecho. 

La jurisprudencia condenó siempre y uniformemente toda 
contestación evasiva, incoherente y sobre todo, contradictoria, 
y la estima como confesión. (Artículo 115, Ley de Procedi- 
mientos.— «¿ríe 2 a , toino l, pagina 483, Fallas de ta Suprema 
Curte. — Manresa , Ley de Enjuiciamiento Civil, tomo II t 
pagina 223.— Ooyenu, Febrero Reformado, tomo IV. «De la 
Confesión»). 

Adema* de esto, Peyrano, en su* telegramas repetidos» dice al 
Dr. Silveyra: suspenda arrendamiento; tw comprometa estable- 
cimiento; conceptos que no admiten esplicacion razonable, si 
nada había hecho, si no existía convención alguna, si el doctor 
Silveyra estaba soto facultado para formular bases y remitirlas 
á Peyrano para su aprobación. En tal caso, debía limitarse á 
decir: Suspenda bases do contrato, son ya innecesarias, porgue 
he resuelto vender la estancia. 

Pero la prisa en ordenar, inmediatamente de salir de Córdo- 
ba, que suspenda arrendamiento, que no s« comprometa esta- 
blecimiento, denota ante el buen sentido que Peyrano dejó algo 
hecho antes de retirarse, y que ese alf/o iba á llevarse á efecto. 

So se puede suspender lo que aun no se ha principiado, ni 
está en vía de ejecución. Era imposible, sin una infidencia y 
deslealtad que estremece, que el Dr. Silveyra comprometiera el 
establecimiento, si su misión su limitaba i formular bases para 
someterlas a la deliberación de su poderdante. 

Los telegramas, pues, y el apuro de Peyrano, nos conducen i 
una inducción muy verosímil, apoyada en el buen sentido, de 
que las bases del contrato estaban acordadas, y solo faltaba la 
escritura pública que debia lirmar el Sr. Silveyra el dia i I de 
Mayo, ó sea el siguiente al de la partida de Peyrano. En tal 
situación, se esplica la órden de suspender arrendamiento, de 
no comprometer establecimiento; 6 lo que tanto vale, do no 
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filmar la escritura pública, que fué lo que hizo el Dr. Sitveyra. 

Conviene recordar, por otra parte, que el apoderado de Pey- 
rano mandó las bases convenidas al Escribano Gallegos, para 
que estendiese la escritura pública, y que éste la redactó en 
efecto. Ahora bien : ¿ puede creerse que el Dr. Silveyra, facul- 
tado solo para firmar escrituras de arriendo, después que Pcy- 
rano hubiese aprobado las bases de la locación, cargase con la 
responsabilidad de faltar á su mandato, ordenando el otorga- 
miento de la escritura pública sobre bases no acordadas por 
Peyranoy aun desconocidas é ignoradas del mismo? ¿Puede 
admitirse un fraude de esta naturaleza, una infidelidad tal, 
cuando no hay precedente en autos que la autorice, y antes 
bien, lo rechaza la inteligencia y discreción reconocidas del 
Dr. Silveyra? 

Es preciso concluir, entonces, que hubo una convención en- 
tre Peyrano y los Rodríguez, sobre el arriendo de la estancia do 
«Sinsacati», celebrada verbalmente y consignada por escrito, 
aunque sin firmarse, la cual se mando reducir á escritura pú- 
blica por el apoderado de Peyrano (rntdus mintsíer de don 
Esteban y como si éste mismo hubiese mandado efectuar el 
acto. Artículo Troplong, Mandato 516. ZachaTÍa?, §755. 
Qui mandat ipse fecísst videtur), y quedó sin suscribirsu, por 
la orden de suspensión mencionada tantas Teces. 



III 



Después del prolijo examen que se ha hecho de la prueba 
producida, tenemos constatada la convención enunciada sobre 
el arriendo de la estancia f SinsacatU: empero, ¿esta obliga- 
ción es ol contrato de locación legislado en nuestro Código? 
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La dilucidación de esta proposición nos lleva ú esclarece! los 
dos tópicos siguientes: \ ú ¿el contrato de (locación) arrenda- 
miento, debe redactarse en alguna forma especial, 6 no hay 
forma establecida y pueden los interesados elegir libremente 
la que mas sea de su agrado? 2° Cuando los interesados con- 
vienen en hacer constatar sus convenciones en escritura públi- 
ca 6 en otra t tase de instrumento, ¿existe el contrato 6 s«* baila 
perfecto, antes que se observe la formalidad convenida? 

Examinemos en primeT lugar si la ley lia establecido alguna 
forma especial para la perfección del contrato de locación. El 
artículo 1494 dice: el contrato de locación queda concluido por 
el mutuo consentimiento de las partes; y en el corr ilativo 
con este, se agrega: La locación de servicios es im contrato 
consensuad aunque el servicio hubiese de ser hecho en cosa que 
una de tas partes debe entregar... El artículo i 140, que se rela- 
ciona con los citados y consagra la distinción histórica y jurí- 
dica entre contratos consensúales y reales, esplica así )a 
naturaleza de los primeros: Los contratos consensúales, sin 
perjuicio de lo que se dispusiere sobre las formas de los contra- 
tos, quedan concluidos para producir sus efectos propios, desde 
que las paTtes hubiesen recíprocamente manifestado su consen- 
timiento. En estos principios axiomáticos no se ha introducido 
novedad alguna; continúa intacta la legislación que nos ha 
precedido y que estaba encarnada en los habitantes de la socie- 
dad argentina. 

El contrato de locación, según el derecho romano, pertenecía 
á los consensúales, perfeccionándose, en consecuencia, por solo 
el consentimiento sobre los requisitos esenciales que lo consti- 
tuyen, y sin que se exigiese escritura, prestación de alguna 
cosa ú otra formalidad. (1- i* í 2', título H, libro 19, 
Digesto. — Constituciones de Justiniano, proemio del tí- 
tulo XXV, libro 3. — Vinnio, Comentario á dicho párrafo pre- 
liminar.— Yarukünig, Comentario de Derecho Romano privado 
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tomo II, libro 3°, capítulo I.— Mainz, § 215 de ta cuarta ili- 
ción, nota 2V — Mackeldey, Derecho Romano, del contrato de 
arrendamiento» § 374, traducción de 1). Kduardn Gómez Santa 
Maria), 

En derecho español sucedía lo mismo; era por su naturaleza 
consensúa! el contrato de arrendamiento, y principiaba á pro- 
ducir todos los efectos civiles, siempre que constase el consen- 
timiento de las partes. (Ley 2 a , título \ III. pagina 5, — 
Gutiérrez Fernandez, Códigos fundamentales, tomo IV, pá- 
gina 39t, segunda edición. — Ortiz de ZHñiga, Jurisprudencia 
Civil, tomo!, parto 1", libro 5", título II.— Alvares, Institu- 
ciones, párrafo 10 . 

La tendencia espiritualista del í'ódigo francés, llevada hasta 
la exageración eu otras materias, no podía apartarse del dere- 
cho común, y por esto prescribe el artículo 1714 que puede 
arrendarse v por escrito ó vcrOalmente. Mareadé, comentando 
este articulo, tomo VI, dice: que no se hace ntra cosa que enun- 
ciar un principio de derecho común que existiría siempre aun 
cuando dicho artículo no se hubiese escrito; y toda especie de 
arrendamiento como toda convención cualquiera, puede desde 
el momento que un texto especial no se opone, contraerse 
verbalmente ó por escrito, en virtud de hs principios gene- 
rales. 

También espresa Mareadé, en el número I* del comentario 
citado, que los autores estaban de acuerdo con que el artículo 
referido se aplica á toda especie de arrendamiento* ya de mue- 
bles, ya do inmuebles, ya de servicios, ya de cosas ; y á la ver- 
dad existe completa conformidad sobre la doctrina que acabo 
de consignar y alcance atribuido al artículo 1714. 

Troplong, después de transcribir este artículo, agrega: «Nada 
mas conveniente, sin duda, que conservar esta regia de todos tos 
tiempos... y nosotros decimos purs, que el contrato de arren- 
damiento ya se aplique á las cosas ó á heredades ruraias, ya se 
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aplique á mueblet, es un contrato puramente consensuad y que 
puede formarse por escrito ó verbalmente. Los actos que se 
otoTgao en escritura privada ó ante Escribano, son redactados 
así para servir tle prueba al contrato.» (Arrendamiento, tomo I, 
números 102 y 103; Duranton, tomo XVII, números \1 y i8; 
Duvergier, tomo J, número 47; Aubry et Kau, § 363; Merlin, 
Repertorio, palabía «Arrendamiento», párrafo O, número i°; 
Zacharia\ párrafo 363, texto y nota A'). 

El codificador, en presencia de estos antecedentes que acabo 
de mencionar ligeramente, ha establecido que el contrato de lo- 
cación (fueda concluido por el mutuo consentimiento de los inte- 
resados; que es un contrato consensúa!)* por consiguiente, surte 
tos efectos propios del contrato desde que el vínculo jurídico se 
ha producido por la manifestación reciproca del consentimiento. 
Son los mismos principios del derecho común, según los juris- 
consultos citados: es la regla de todos los tiempos que no nece- 
sitaba escribirle, y que debe regir el contrato de locación y 
toda convención de igual naturaleza, siempre que no haya un 
texto <\ ue se oponga & su imperio. 

Sí el legislador queria apartarse de la tradición científica, 
no debió consignar que la locación quedaba concluida por el 
mutuo consentimiento de los contrayentes, porque con seme- 
jante prescripción producía una confirmación elocuente: su 
solo silencio habría importado la subsistencia del axioma uni- 
versal sobre la perfección de los contratos consensúales. 



IV 

Sin embargo, examinemos cuidadosamente si hay algún texto 
espreso que exija otra formalidad para la perfección del con- 
troto de arrendamiento; y es tanto mas oportuna esta investi- 
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gacion, cuanto que en el artículo i 140 ya citado, se ha preve- 
nido que Ioh contratos consensuóles, sin perjuicio de lo queso 
dispone sobre las formas de los contratos, quedan concluidos 
para producir sus efectos propios, desde que las partes hubiesen 
manifestado su consentimiento recíproco. 

En el capítulo indicado no se encuentra artículo alguno que 
pueda ser aplicable al arrendamiento es conveniente, sin em- 
bargo, hacer mérito del artículo 1 1Si que contiene en sus dife- 
rentes incisos una prolija enunciación de los ::ctos, convenciones 
o contratos que deben estenderse en escritura pública, bajo pena 
de nulidad. El inciso 13 somete a\ la formalidad indicada los 
contratos que tuviesen por objeto la trasmisión de inmuebles en 
propiedad ó usufructo, ó alguna obligación ó gravóme» sobre 
los mismos, ó traspaso de derechos reales sobre inmuebles de 
otro. 

Ahora bien, en la locación no se trata de la trasmisión de 
inmuebles en propiedad ó usufructo, ni de otros derechos 
reales ni gravámen alguno que los afecte; y sí únicamente del 
uso y goce de una cosa, permaneciendo intacta la propiedad y 
posesión en el locador, sin que por el arrendamiento sufra des- 
membración ó gravamen alguno. (Artículos 1493 y 2462, inciso 
i°, Código Civil; Thiers, números 213 y siguientes, 285 y 
siguientes; Aubry et Rau, § 203). De consiguiente, el inciso 
citado no puede referirse al contrato de arrendamiento. 

Esto no obstante, las palabras del inciso, alguna obligación 
ó gravámen sobre los mismos, pudieren motivar alguna duda 
sobre si la exigencia de la escritura pública se estiende también 
á las obligaciones que van á cumplirse en un inmueble, aun 
cuando no se adquiera derecho alguno real. 

El Dr. Segovia, en la not:i al artículo citado, se hace caTgo 
de la cláusula indicada y la interpreta así; cLas pabras obliga- 
ción ó gravamen sobre inmuebles, significan los derechos reales 
sobre ello»,)* (Artículo 2305, sobre usufructo... sobre uso y 
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habitación... sobre servidumbre,. . sobre hipoteca,., sobre an- 
ticresis... sobre compromiso). 

La redacri.,11 de este número es mucho mas perfecta en Frei- 
tas, que dice así: * Artículo IÍ12ÍL — Deben ser hechos en escri- 
tura pública, bajo pena de nulidad, 1°: todus los contratos que 
no sean celebrados en pública subasta, y tuvieren por objeto 
traaferir el dominio de inmuebles, ó constituir derechos reales 

sobre inmuebles » Y efectivamente, se nota á primera vista 

la impropiedad de la redacción del inciso precitado, al emplear 
como sinónimas las palabras obligación 6 gravamen sobre 
bienes raíces, pues b obligación e* eminentemente personal, es 
un vínculo que estrecha la voluntad de dos ó mas personas sobre 
un interés jurídico, y no afecta A la cosa, por mas que se refiera 
& ella y sea su objeto final. 

La mejor confirmación de este principio incontestable sobre 
la naturaleza de la obligación, la encontramos en nuestro artí- 
culo 497, extractado de los artículos 867 y 868 del proyecto de 
Freitas, y en plena conformidad A lo establecido en derecho 
romano. «No hay obligación que corresponda á derechos reales. 
A todo derecho personal corresponde una obligación», sanciona 
el artículo referido. De donde se infiere que es imposible, 
segun lo estatuido en el Código, que haya obligación que grave 
ó afecte los inmuebles, ó que constituya derechos reales sobre 
los mismos, y por lo tanto, la palabra obligación Úgravámen no 
puede ser interpretada en otTo sentido que el que le ha atri- 
buido el Dr. Segovia, no obstante la evidente impropiedad con 
que se ha empleado, impropiedad en que no incurrió el doctor 
Freitas, como se haheclm notaT. 

La imperfección de la redacción de nuestro inciso, á causado 
la agregación de la palabra obligación, se debe día trascripción 
que hizo el codificador del artículo 1003, número! del Pro- 
yecto de Código Es panol, comentado por el Dr, Goyenu, en cuyo 
número se prescribe que deben redactarse en escritura pública, 
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« los contratos que tengan por objeto la trasmisión de bienes 
inmuebles en propiedad ó en usufructo, ó alguna obligación ó 
gravámen sobre los mismos. 

El Dr. Goyena, sin embargo, al comentar dicho artículo le 
atribuye el mismo alcance que ri Dr. Segovin. pues dice : «Es 
el mismo artículo 1411 Sardo, 808 Vnud y todos los Códigos, 
incluso el patrio, pues que al tratar de hipotecas, exigen la 
inscripción 6 toma de razou en el oficio ó registro público do las 
mismas...» Se ve t pnes que so refiere í los derechos reales 
como la hipoteca, y de ninguna manera al vínculo enteramente 
personal que crea la obligación. 

Empero, en el Proyecto de Código para España, se esplica la 
inserción de aquella voz, porque en el artículo 1025, á imitación 
del Código Francés, se dividen las obligaciones en personales y 
reales, defamándolas en esta forma en los artículos 1026 y 1027: 
«Obligación personal, es la que solamente liga á las personas 
que la contraen y á todos sus herederos.» « Es real la obliga- 
ción que afecta á la cosa, y obra contra cualquier poseedor de 
ella.» 

Colocados los redactores del Proyecto de Código en esta posi- 
ción, aunque erróuea, pudieron consignar como sinónimas las 
palabras obligación ó gravámen, porque en concepto de ellos 
existen obligaciones reales que afectan la cosa y que importan 
un gravámen sobre la misma, y por esto menciona el doctor 
Goyena. en el comentario del artículo 1027 *obrc las obligacio- 
nes reales, todas las modificaciones y desmembraciones de la 
propiedad, como laH servidumbres, prenda, hipoteca, etc.. etc. 

El codificador Argentino, que coo tanta ratón combatió la 
distinción indicada, en la interesante nota al articulo 497 ya 
citado, y restableció el axioma de que todo derecho personal 
corresponde á una obligación, y no hay obligación que corres- 
ponda á derechos reales, debió proceder con el discernimiento 
que lo hizo el Dr. Freitas, en los artículos 867 y 868, y no 
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copiar el número I o del articulo 1003 del Proyecto de Código 
Español, con la inserción de la palabra tuntas Teces recordada, 
y que ha ocasionado la discusiou procedente. 

Antes de abandonar tan interesante materia, convendría 
quizá prevenir )a observación que podría hacerse, fundada en 
la parte final del artículo 1494, que dice: «Todo lo dispuesto 
sobre el precio, consentimiento y demás requisito* esenciales 
do la compra-venta, es aplicable al contrato de locación»; y 
como en la venta de inmuebles 6 trasmisión de derechos reales 
se requiere escritura pública, igual exigencia debe aplicarse al 
arrendamiento de bienes raices. 

Ante todo, debe fijarse bien el sentido de las palabras trans- 
criptas. El Dr. Segovia, al ocuparse de ellas, se expresa así: 
«Es muy absoluto (como está redactado) y debe entenderse en 
lo que fuera aplicable* y mientras no exista en el presente título 
disposición en contrario... Adviértase, continúa t que los requi- 
sitos esenciales de la compra-venta, sou tres únicamente: con- 
sentimiento (esencial siempre á todo contrato), cosa y precio ». 

El Dr. Frcitas, con aquella precisión cientílica, sin descuidar 
el método, que forma de su grande obra un admirable conjunto, 
y la redacción misma, nos Tevela en el artículo 2289, que no es 
arbitraria la interpretación dada por el Dr. Segovia, «Las dis- 
posiciones del capítulo II de este libro, dice, sobre los requisi- 
tos esenciales déla compra y venta, rigen la locación en todo lo 
que fuera aplicable, no habiendo en este capítulo disposición en 
contrarío. > 

Este es el común sentir de los tratadistas, y no puede ser 
otro el significado de nuestro artículo, porque existiendo dife- 
rencias esenciales entre la compra y la locación, es imposible 
que todo lo dispuesto en la primera sobre los requisitos esen- 
ciales, sea absolutamente aplicable á la segunda. Mientras 
tanto, como las analogías entre uno y otro contrato son tan 
numerosas, es natural que en lo aplicable rijan las mismas 
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reglas, es decir, cuando la analogía 6 Afinidad subsista. {Main*. 
Curso de Derecho Romano, cuarta edición, tomo II, § 215 y 
nota 2*; Aubry et Bau, § 363; Murcndó, sobre los artículos 
1714 a 1716, número 4°; Duranton, tomo XVIF, mímete tó; 
Merlin, Repertorio, voz i arrendamiento >. $ 9 o , numero I o ), 

Establecido el verdadero significado de ]a cláusula que nna- 
liiamos, Testa ver si es aplicable á la locación la formalidad 
mencionada para la cuaje une ion de inmuebles. Queda ya esta- 
blecido que el artículo 1184 se reitere solo á la propiedad y 
derechos reales: y como en el arrendamiento no se trata de 
trasmisiones de tal naturaleza, sino del vínculo personal que 
emana de un contrato que en nada altera los derechos de pro- 
piedad y posesión, resulta que no es aplicable \ la locación la 
regla que contiene el enunciado artículo. 

Por otra partp, el artículo que analizamos se refiere á lo dis- 
puesto sobre precio, consentimiento y demás requisitos esen- 
ciales de la compra- venta en general, ó como decia el ductor 
Segó vía en la nota citada, al consentimiento, cosa y precio que 
son los elementos esenciales de dicho contrato. Y hien, si 
analizamos cuidadosamente lo dispuesto en el título de la com- 
pra-venta, respecto á los enunciados requisitos, nada encontra- 
mos que nos haga presumir la necesidad de la escritura pública 
como forma esencial del contrato. 

V 

Dilucidada la primera proposición, sobre si nuestro Código ha 
establecido alguna forma especial para la perfección del con- 
trato de arrendamiento, corresponde tratar de la segunda, d 
sabor: Si cuando los interesados convienen en hacer constar 
sus convenciones en escritura pública ó en otra clase de instru- 
mento, se pnede decir perfecto el contrato, antes que se observe 
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la formalidad convenida, Este es otro punto importante y digno 
de ser tomado en consideración. 

La doctrina de los jurisconsulto* se manifiesta con claridad 
sobro la materia. Pueden los contratantes estipular una forma- 
lidad especial, como el otorgamiento de escritura pública, para 
la constatación y prueba del contrato que estaba ya perfecto, ó 
como forma del mismo, quedando en suspenso su perfección 
hasta que se haya llenado ¡a formalidad requerida. En el pri- 
mer caso, la convención está completa, es obligatoria y nadie 
puede arrepentirse aunque la escritura no se estienda. Mas en 
el segundo, todo permanece en suspenso, dependiente de la 
forma que las partes han querido dar á su convención. Esta 
reviste el carácter de un proyecto, cuya perfección depende del 
cumplimiento del acto convenido. 

Me limitaré, por la premura del tiempo, á citar solo algunas 
de tantas opiniones autorizadas» 

Los señores Aubry et Knu, en el párrafo 343 y nota 21, apo- 
yados en la enseñanza de respetabilísimos autores y fallos de 
los Tribunales, resumen así la doctrina en el caso propuesto: *La 
cláusula por la cual las partes declaran su intención de hacer 
convertir en acto notariada la convención que se contiene en un 
documento privada, y aun de hacer constatar por escrito una 
convención puramente verbal, no hace depender la formación y 
eficacia del contrato de estas formalidades, á menos que no re- 
sulte claramente de las términos de esta declaración ó de las 
circunstancias, que tal ha sido la intención de las partes. > 

«Cláusulas de esta naturaleza, dice en la nota citada, deben 
en general ser consideradas, como que tienen únicamente por 
objeto asegurar ta prueba de la convención á la cual dichas 
cláusulas se refieren. (l>othier, número II, Exposición de 
motivos; Locré , Legislación, tomo X£V, página 142 y 
siguientes, número 5 o j Me rilo, Repertorio, voz venta, § 1*, 
artículo 3", número 7 o ; Xoullier, tomo VIII, número 140; 
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Duranton, tomoX, número 87 y 16, nota 36; Troptong, De la 
venia, tomo I, número 19; Zacarías , § 343, testo y nota 7*). 

Toollier, en la parte citada, con el magisterio y claridad que 
le son peculiares, dice también: cEs un principio incontestable 
que el soto consentimiento basta para la perfección de los con- 
tratos consensúales, y que no es necesario redactarlos por escri- 
to, á menos que las partes..... no hayan espresamente 

convenido formalizar escritura pública, con ta intención que el 
contrato no quedará perfecto y conchudo hasta que el acto haya 
recibido su forma entera y legal; porque entonces, aunque de 
acuerdo sobre todos tas puntos, cada parte puede desistir hasta 
ta perfección del acto: Datur pentlcntie loetts. Esta decisión de 
la ley 17 del Código De fide instrumentarían, repetida en las 
Instituciones uV Justiniauo, en el título de compra-venta...,. * 

«Pero la convención de que el acto se otorgará ante un 
notario, no hace por si misma depender de este acto ta perfección 
del contrato; es necesario que aparezca claramente, que la in- 
tención de las partes al hacer esta convención, ha sido hacer 
depender su obligación de ta perfección del acto. Esto mismo 
atestigua Pothier, al número II...» 

Como se vé, en nada discrepa de los jurisconsultos antes cita- 
dos. «La clausula de elevar á escritura pública lo que se ha 
pactado, no basta por sí sola para dejar en suspenso el conve- 
nio, para que se repute un simple proyecto.» En completa con- 
formidad se expresaron Tortalis y Troplong, en los lugares 
citados: *Lt escritura no se requiero en la venta sinó como 
prueba, dice el último..., y no existe otra excepción que cuando 
se ha convenido, como condición suspensiva, que el acto será 
redactado por escrito, y ta escritura no se ha otort/ado para 
darle su perfección. La distinción de Justiniauo subsiste en 
nuestro derecho, con toda la fuerza que ella impera en la sana 
razón.» 

«Cuando dos interesados, prosigue, celebran un acto eu ins- 
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truniento privado, pero contienen cu que se elevará i una 
forma auténtica, el acto bajo tinua privada, como lo dice Por- 
talis en la exposición de motivos de la venía, ho es por esto un 
simple proyecto. Se promete solamente agregar una forma man 
auténtica; pero el fondo del contrato permanece siempre inde- 
pendiente de esta forma,.. 

Se ha juzgado constantemente que era obligatoria una ven- 
ta privada, aun cuaudo en el acto se hubiese reherrado hacer 
redactar sus acuerdos en acto público, y que esta reserva no se 
hubiese realizado jamas. La redacción de una venta privada 
en contrato público, no puede ser reputada esencial sinó cuan- 
do las partes han declarado (pie hasta que se oerifi(¡ue dicha 
redacción, su primer acto quedarla en los términos de un sim- 
ple proyecto.* 

Troploog, apreciando justamente los elevados conceptos de 
Portalis, agrega: Tal es el espíritu del Código y los ma- 
gistrados que quieran permanecer fieles al pensamiento de la 
ley y á la fuerza de los principios, deberán apresurarse a 
adoptar la doctrina de )í. de l'ortalis, que será su mejor 
guia. 

Se hace innecesario continuar en esta exposición de princi- 
pios, pues la jurisprudencia nos marca con claridad satisfacto- 
ria, que la cláusula, en virtud de la cual se comprometen a 
elevar á escritura pública la convención contraída, no importa 
dejarla en suspenso, en el estado de proyecto, ¡í no ser que esto 
resulte claramente de la intención do los contratantes ; y que 
en otro casu, la convención está perfecta y surte sus efectos 
legales, aun cuando la cláusula especial no se hay a cumplido, 
porque su estipulación ha tenido por objeto la mejor y mas 
fácil comprobación del contrato. 

El Codificador Dr. Velez Sarsfleld, aceptó en toda su plenitud 
la jurisprudencia enunciada; y una prueba elocuente de ello t 
nos suministra la nota al artículo ii8U ^ue luego examinare- 
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mas, «La cláusula, dice, por la cual la* partes convengan en 
consignar sus convenciones en un acto bajo forma privada, ó 
de que consten por escritura pública, no hace depender la exis- 
tencia de ellas del cumplimiento de estas formalidades, en los 
contratos en que las leyes no los exijen. 

Una cláusula de esta naturaleza, debe en general ser consi- 
derada como que soto tiene el objeto de aseaurar la prueba de 
la convención, á la cual se refiere Troplong. (De ta venta, núme- 
ro 19; Toullier, tomo VIH, número 140; Aubryet Rau, párrafo 
343, nota 21. 

Esta anotación es de suma importancia para la aplicación del 
artículo 1186, al cual se refiere; pero hallándose éste íntima- 
mente ligado al anterior, que le precede, debemos mencionarlo 
también para la debida claridad. En el artículo 1195, se había 
dispuesto que los contratos que debiendo ser hechos por escri- 
tura pública» no quedarán concluidos como tales contratos, 
mientras la escritura pública no se baile firmada; pero queda* 
darán concluidos como contratos en que lus partes se han obli- 
gado á bacer escritura pública. 

A continuación se encuentra el ya citado, cu jo tenor es el 
siguiente: c£l artículo anterior no tendrá efecto cuando las 
partes hubiesen declarado en el instrumento particular, que el 
contrato no valdrá sin la escritura pública*. 

La nota del Codiücador y la letra de este artículo, nos llevan 
á la consecuencia de que la inserción simple de la cláusula de 
eetender escritura pública en los contratos en que la ley no la 
eiije, no impide su perfección; y en los que se eiije instru- 
mento público como forma del mismo, deja subsistente una 
obligación de hacer, si bien el contrato, como tal, no queda 
concluido. Pero si la cláusula no es simplemente de elevar lo 
convenido á escritura pública, slaó que el contrato no valdrá 
sin la escritura, entonces en el primer caso propuesto, no existe 
convención alguna perfecta, sino* un proyecto quo depende de la 
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realización de la cláusula; y en el segundo, no queda ni la obli- 
gación de hacer escritura. 

Podría parecer á primera vista que existo alguna antinomia 
entre el 1 i 8*5 y anotación citada, con el artículo 975; pero esta 
apariencia se desvanece muy luego. * En los casos (espresa dicho 
artículo en que la expresión por escrito fuese oclusivamente 
ordenada 6 convenida.) no puede ser suplida por ninguna otra 
prueba, aunque las partes se hayan obligado ú hacerlo por 
escrito en un tiempo determinado, y se haya impuesto cual- 
quier pena; el acto y la convención sobre la pena, son de 
ningún efecto. » 

La disposición del articulo tendrá lugar cuando la forma 
escrita fuese esclusivamcnle mnrcnidtt, y por consiguiente, han 
querido los interesados que no valga en otra forma; que esta 
sea escluswa para su perfección; y en tal caso, lejos de chocar 
con el 1186, se advierte una plens conformidad, porque ambos 
contienen resoluciones análogas; es decir, que las partes, en lo 
que es de su resorte, están en su perfecto derecho para pactar 
que no se produzca el vínculo jurídico hasta que la convención 
se redacte por escrito ó se haga escritura pública ó privada, pues 
nada hay que pueda sobreponerse a esta voluntad fundada en la 
ley. 

Esclarecida la doctrina jurídica en la forma que acabo de 
espouerla, descendamos á su aplicación recordando brevísima- 
mentc los antecedentes que quedan relacionados. Los señores 
Rodríguez, en las preguntas 3 a y ( J* del interrogatorio de fojas 
■i í y 45, y posición quinta del de f. 70, y el Dr. Silveyra en su 
informe, afirman que después de convenir en las bases del con- 
trato y consignarlas por escrito, se acordó reducirlas al día 
siguiente á escritura pública, debiendo firmar el Dr. Silveyra 
¿como apoderado de Peyrauo, porque éste se marchó al Rosario 
a tarde misma cu que se ajustaron las bases. 

Esto acuerdo de reducir las bases á escritura pública, no 

T. XXXI H 
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llevaba la cláusula de que la convención celebrada quedaba en 
suspenso basta que se firmase la escritura, ni existe otro ante- 
cedente que retejase semejante intención en los contratantes. 
Aparece, por el contrario, que lodo queda arreglado y perfecto, 
y solo se procuraba una mayor solemnidad y constancia feha- 
ciente. El Dr. Silveyra asegura que la contención quedó con- 
cluida; y los mismos telegramas del Sr. Peyrano ordenando la 
suspensión del arrendamiento, patentizan que á su juicio el con- 
trato no quedó en suspenso, porque no se manda suspender lo 
mi¿mo que está suspendido, que no existe aun, que puede, 
cuando mas, ser un proyecto que no liga en manera alguna. 

Kn su mérito, y omitiendo otras consideraciones, fallo, defini- 
tivamente juzgando : que I). Esteban Peyrano debe cumplir el 
contrato de arrendamiento de la estancia de «Sinsacati», cele- 
brado con los Srcs. D, Manuel y D. Elíseo Rodríguez, y cuyas 
bases se encuentran consignadas en la escritura que quedó sin 
firmarse y corre ú fojas 57, 58 y 59, sin especial condenación. 
Repónganse los sellos y bagase saber con el original. 

Itafael fiaran. 
EmUm de la Suprema Corte 

Bucnoa Aires, Octubre 20 de 1885 

Vistos, resulta : Que la prueba producida por los Señores 
Rodríguez, para demostrar que concluyeron un contrato de 
arrendamiento de la linca de Kinsacati con Don Esteran Pey- 
Tano, bajo las bases que se espresan eu la demanda, consiste 
en la declaración del Doctor Silveyra, corriente á foja «sesenta 
y dos vuelta, en la del escribano Gallegos, de foja cuarenta y 
nueve vuelta, en las copias déla escritura de locación, sin fir- 
ma de las partes, eatendida por éste á foja cincuenta y siete, 
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on los telegramas de fojas cincuenta y cuatro, cincuenta y cinco 
y cincuenta y seis, y en las posiciones absueltas á foja seten- 
ta y uno. 

Y considerando : Primero : Que el único testigo que depone 
sobre el hecho de haber quedado concluido en su presencia un 
contrato de arrendamiento de la estancia de Sinsacati, entre 
los Señores Rodríguez y Don Estovan Teyrano, es el Doctor Sil- 
veyra, contestando á la segunda y sesta preguntas del inter- 
rogatorio de foja cuarenta y cuatro. 

Segundo: Que el escribano Gallegos nada dice que pueda 
corroborar lo declarado por Silveyra, pues depone sobre he- 
chos enteramente diversos, cuales son : el haberle presentado 
el jóven Manuel Rodríguez un contrato privado de arrenda- 
miento, manifestándole, según creía, que se lo remitía el Doc- 
tor Silveyra para que lo redujera á escritura pública, y que 
estando esta estendida en su protocolo, se le diju, no recuerda 
por quien, que se habia recibido úrdeu de Peyrauo de suspen- 
der la suscripción de ella : hechos de los cuales en manera al- 
guna puede deducirse que ese contrato privado, sin firma alguna* 
presentado al escribano por un tercero, fuese concluido por Don 
Estévan Pcyrano. 

Tercero : Qne tampoco prueban este hecho los telegramas de 
fojas cincuenta y cuatro, cincuenta y cinco y cincuenta y seis, 
dirigidos al Doctor Silveyra; pues la espresion de suspender 
arrendamiento, que se emplea en los dos primeros, después de 
avisarle que ha salido comprador de la finca, y ias de no 
comprometer establecimiento, que ae emplea en el último, lejos 
de poderse tomar como un reconocimiento implícito de haber 
quedado concluido dicho contrato, demuestran, por el contra- 
rio, queso trataba de un contrato no concluido, de un contrato 
poi el cual nada se ha comprometido todavía ; pues de otro modo 
no se le mandaría suspender, ni se prevendría no comprometer 
el establecimiento. 
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Cuarto : Quo á esta conclusión no se opone lo declarado por 
Peyrano al absolver la segunda pregunta de las posiciones de 
foja setenta, coando dice : Que Sílveyra quedó encargado de com- 
binar con los Rodríguez las bases del contrato y remitírselas al 
Rosario, para hacerles las observaciones que creyese convenien- 
tes ; porque, si bien es cierto que en tal caso no era necesario 
prevenirle que suspendiese el arrendamiento, puesto que este 
no se llevaría a cabo sin su aprobación próvía, esa prevención no 
era inútil desde que con ella se evitaba al apoderado las moles- 
tias de discutir y acordar inútilmente bases que de ningún modo 
se aceptarían por haber resucito vender el establecimiento que 

debía arrendarse. 

Quinto: Que en las posiciones citadas no hay, como se esta- 
blece en la sentencia, una confesión categórica de haberse 
celebrado dicho contrato; pues interrogado Peyrano: c eómo 
. es cierto que hallándose en esta ciudad en el mes do Mayo del 
c año pasado, so reunió con los demandantes en casa del Doctor 
c fiilveyra, estando presente su hermano Don Manuel Peyrano.y 
« acordaron allí las bases de arriendo de la espresada están- 
. cia de Sinsacati », — contestó: « que es cierto ; pero que tic- 
* ne que dar las siguientes esplicadones : que estaban reunidos 
i en la casa del Señor Silvejrn; que entóneos úste quedó en com- 
« binar con los Rodríguez las bases del contrato para remitírselas 
« al absolvente al Rosario, á fin de quo hiciere las observaciones 
«que creyese convenientes: bases que hasta hoy no ha reci- 
« bido». 

Ksta contestación responde á las dos partes contenidas en la 
pregunta, que se han presentado en globo al interrogado, y se 
vé con toda claridad que las respuestas afirmativas se relieren á 
la primera parte, esto es: que es cierto que se reunió con los 
Rodríguez en casa de Silveyra; y la esplicacion que dá en so- 
seguida, se refiere á la segunda, esto es : que Silveyra quedó en 
combinar con aquellos las bases del arriendo de Sinsacati. 
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No hay, pues, en esta respuesta, m contradicción, ni confe- 
sión alguna de haber quedado concluido dicho contrato. 

Seíto ■ Qtta sobre este hecho no existe en autos otra prueba, 
mm «sulta de lo espuesto en los considerandos anteriores, 
a „ la declaración del Doctor Silveyra, la cual es insuficiente 
pata probar la acción deducida: 

Primero. Porque es singular, y según los términos de la ley 
treinta y cuatro, Título diez y seis, Partida tercera, ningún 
pleito se puede probar por un solo testigo. MMéWW W* * ea 
orne bueno r honrado^ — y 

Scqmvh. Poique éste testigo nada dice, ni ha sido interroga- 
do sobre cuáles fueron las bases del intrato, siendo de notarse 
que el documento privado en que, según se afirma, estaban es- 
critas, no se ha presentado en autos, y lo que es mas particular 
todavía, no se ha preguntado al tetigo si las consignada por el 
escribano Gallegos en el borrador de escritura pública presenta- 
do á foja cuarenta y tres vuelta son las mismas que se acorda- 
ron e su presencia; resultando de aquí que han quedado 
completamente desconocidas por no existir prueba alguna que 
las demuestre, y que, por consiguiente, no puede ordené el 
cumplimiento de un contrato cuyas bases sustanciales se ignoran 

por completo. . T 

Por estos fundamentos y con arreglo á lo dispuesto r oHa Ley 
primera, Título catorce, Partida tercera, se revoca la sentencia 
apelada de foja treinta y dos, y se absuelve, en su consecuen- 
da, de la demandad Don Esteban Peyrano. Xotifíquese con el 
original, y repuestos los sellos, devuélvanse. 
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D. Julián Panelo, contra D. A lejo lleborcdo, Juez tic Vuz de la 
Sección 48 de la Capital Federal; por infracción de la ley de 
elecciones. 



Sumario. — i" La inasistencia injustificada del Juez de Paz 
á las reuniones de la Junta Calificadora, constituye uua dr las 
infracciones mas graves de la ley electoral* 

2 o El juicio a que da lugar las infracciones» es breve y suma- 
rio, y las partes deben concurrir al comparendo i que se les cita, 
con toda la prueba que deban producir. 



Caso. — Está suficientemente espuesto en d siguiente 

F»ll© del Juez Federal 

Buenos Aires, Octubre 8 de 188o. 

Vista esta causa iniciada por el Dr. U. Julián Panelo, en uso 
del derecho que le acuerda e) artículo 71 de la Ley de Klcc- 
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ciernes, contra el Juez de Paz de la Parroquia del Socorro, por 
infracción á la misma ley. 

Resulta del acta acompañada: Primero, Que el Domingo 
cuatro del corriente, primer día señalado puraque tonga lugar 
la inscripción en el Registro Cívico Nacional, de los vecinos 
de dicha Parroquia, ú La liora designada por la Ley solo so pro- 
sentaron en el atrio de la Iglesia Parroquial, el titular D. J. 
M. Estrada y el su pie uto D. Xicasio Repeto» no habiendo com- 
parecido el Juez do Paz que debía integrar la mesa y hacer en- 
trega de los Registros y boletos necesarios. 

Segundo. Que requerido ósto en su domicilio aun después de 
pasados algunos minutos de la hora, por intermedio del Comi- 
sario de la Sección, hizo contestar que había mandado aviso, 
el cual no fué recibido por dichos señores, ni por el Cura Pár- 
roco, sin espresar su contenido, lo quo dio lugar lí que los miem- 
bros concurrentes de la Junta levantaran el arta acompañada, 
resolviendo retirarse, dando por resultado que en dicho dia no se 
verificara inscripciou en esa parroquia. 

Y considerando: V Que el artículo G9 do la Ley de Eleccio- 
nes do iC de Octubre de 1877, establece, en general, penas para 
las infracciones de la misma ley que no tengan en olla una pe- 
nalidad especial, ya sean cometidas por los ciudadanos llama- 
dos al ejercicio del sufragio ó por los funcionarios públicos 
encargados de hacer funcionar su mecanismo. 

2° Que en los túrmiuos de La Ley y según los principios ge- 
nerales del derecho común sobro los actos ilícitos, se encuen- 
tran igualmente comprendidas las infracciones que consistan 
en la ejecución de hechos contrarios á sus disposiciones y las 
que consistan en la omisión ú falta de cumplimiento de los de- 
beres que ella impone, como lo ha declarado la Corte Suprema 
en la causa criminal seguida contra los señores Dr. IX Juan La- 
grafia y otros, por infracción a la Ley do Elecciones (T. 9 o , S. 
1', Pág. 3U de los Fallos de tu Suprema Corté). 
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3° Que siendo esencial la presencia del Juez de Paz, para la 
constitución de la mesa calificadora, atento lo que dispone el 
artículo 3" de la Ley de Elecciones, de tal modo que su ausencia 
ha dado por resultado obstruir uno de los actos primordiales 
mas importantes del ciudadano, para el ejercicio de sus derechos 
políticos J no puede ponerse en duda que su inasistencia cons- 
tituye una de las mas graves infracciones que caen bnjo la 
sanción penal del articulo 01 K justificando la aplicación del 
máximum de la pena que él establece. 

-t" Que como lo ha establecido con alta moralidad y sabidu- 
ría la Suprema Corte en el fallo que se ha citado, es de vital 
importancia mantener la pureza del sufragio, que sirve de base 
á la forma representativa de gobierno, sancionada por la Cons- 
titución Nacional, y reprimir todo lo que de cualquier manera 
pueda contribuir á alterarla, dando al pueblo representantes 
que no sean los que él ha tenido la voluntad de elegir, ñ cuyo 
resultado, sin duda, se llegaría si quedase establecido que pue- 
de depender de la voluntad de un individuo ó funcionario omiso 
ú negligente obstruir los actos preparativos esenciales para el 
ejercicio del sufragio. 

5° Que la única causal alegada por el demandado, consistente 
en enfermedad, para escusar la infracción á la Ley Electoral, 
de que se le acusa, es de todo punto inadmisible: I o porque no 
ha sido comprobada legalmente, pues ul certificado médico que 
so ha presentado y corre agregado ú foja 6, carece de toda 
autenticidad, siendo impertinente el reconocimiento solicitado, 
porque dada la naturaleza brev y sumaria de este juicio la 
parte ha debido comparecer á él con pruebas fehacientes, como 
se dispuso en el auto recaído en la acusación, y por consiguiente, 
acompañado del médico que lo asistió para hacer constatar el 
hecho en forma auténtica ; 2" porque aun reconociéndole au- 
tenticidad, dicho certificado se limita á espresar que el Doctor 
Santillan, que lo otorga, asistió al acusado el día -i del corriente, 
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sin determinar !a clase de enfermedad ó su gravedad, y si esta 
la imposibilitaba ó nú pura asistir ú la formación de la Junta 
Calificadora, descubriéndose á la simple lectura do él; por sus 
términos equívocos, que ha sido espedido por complacencia. 

6" Que aun en la hipótesis dt* haber estado realmente impo- 
sibilitado para asistir personalmente al acto, de su propia con- 
fesiou resulta que su enfermedad le permitía estar en pié y en 
el pleno goce de sus facultades, de manera que debió oportu- 
namente comunicar su inhabilidad al suplente que le dá la Ley 
Orgánica do los Tribunales, para que éste procediese a reem- 
plazarlo en la presidencia de la Junta Calificadora, omisión que 
también lo coloca bajo la sanción penal de la ley. 

7 o Que por lo demás, !a falsedad do la causal alegada ha que- 
dado evidenciada por la propia confesión del acusado, recono- 
ciendo esplícitamente que el dia anterior y el posterior al de la 
inscripción ha estado en la calle, sin impedimento alguno, y que 
el mismo dia do !a inscripción lia estado en pié en los balcones 
do su casa y antes de ello atendiendo las visitas de los mismos 
testigos que han declarado en esta causa. 

Por estos fundamentos y con arreglo a lo dispuesto en el 
artículo 09 déla Ley de Elecciones, fallo imponiendo á D* Alejo 
Ileborcdo, la multa de quinientos pesos moneda nacional, con 
destino al fondo de las Escuelas Comunes de la Capital, de 
acuerdo al artículo 70 de la Ley Electoral, debiendo notificarse 
esta sentencia original & las partes y al Presidente del Consejo 
Nacional de Educación. 

Andrés l '{/arriza. 
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Vulto de I* Suprena C*r«t> 

Buenos Airea, Octubre 21 de 1885. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma, con costas, el auto 
apelado do foja trece vuelta, y devuélvanse. 

I. DOMINGUEZ. — l LADISLAO FRIAS. 
— FEDERICO IBARGÚRES. 



CAUSA 1 XXX 111 



El Dr. Juan Varballido contra I>. Olio Hecke, Juez da faz 
de la Sección de la Capital federal, por infracción á la 
ley Electoral. 



Sumario. — i Q Todos los miembros de la Junta Cali ficad ora, 
creada por la Ley de Elecciones, están sujetos á las mismas res- 
ponsabilidades. 

2 1 En el juicio sumario y breve por infracción á la Ley Electo- 
ral, no son admisibles las cuestiones prévias, sino que todas ellas 
deben ventilarse en un mismo acto. 
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3* Las infracciones á la Ley Electoral consisten cu la ejecu- 
ción de hechos contraríos á sus disposiciones 6 en la omisión 6 
falta de cumplimiento de los deberes que ella impone. 

1" La inasistencia injustificada del Juez de Paz á las reunio- 
nes do la Junta Calificadora, constituye una de las infraccio- 
nes más graves de la Ley Electoral. 



raso. — Se encuentra esplicado en el siguiente 

Fallo del Juec Federal 

Buenos Arca, Oclubrc 8 de 1885, 

Vista esta causa iniciada por el Dr. I). Juan Carballido, 
vecino de la Parroquia de San Nicolás, contra el Juez de Paz do 
la 3" Sección, D. Otlo E. líecke, de la que resulta : 

1° Que el dia 4 del corriente mes á la hora señalada para 
instalar la mesa inscriptora de la Parroquia de San Nicolás, 
solamente concurrieron los titulares Dr. D. Cárlos Novillo 
Cáceres y I>. Miguel C. Victorica, y los suplentes Dr. Julio 
Puyrredon y ü. Enrique Mosquera, no habiéndose presentado 
el Juez de Paz, D. ütto E. Recke, ¿ instalar la mesa y á entre- 
gar los registros y boletas necesarias. 

2" Que para escusar su falta, el citado Juez de Paz dirigió al 
Comisario al servicio de la mesa una esquela manifestándole, 
queco habiéndoselo podido entregar los registros y boletas por 
razones que no eran del caso mencionar, como Presidente de la 
Junta Calificadora le comunicaba que ese dia no se instalaría 
dicha Junta, no habiendo, por lo tanto, inscripción. 

3° Que ála una del mismo dia el citado Juez de Paz se pre- 
sentó al recinto en que se había instalado la Junta Calificadora, 
increpando el proceder de ésta por haberse instalado y diciendo, 
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al mismo tiempo, que no había recibido los registros y boletas, 
por no haber estado eu su domicilio cuando so tas lloraron. 

4" Que al contestar, o ti el juicio verbal, los cargo» formulados 
en la acusación, el Juez de Paz lia declinado la jurisdicción de 
este Juzgado, por cuanto la ley únicamente se la acuerda en los 
casos de infracciones cometida» por los ciudadanos calificadores 
y nú contra el Juez de Paz, que en el urden de sus funciones no 
depende sino del P. E. que le había nombrado, siendo íí esto 
en todo caso, á quien, establecida la culpabilidad, correspon- 
dería proceder y nú al Juzgado; y 

Considerando: V 1 Que el Juez de Paz forma parte de la Junta 
Calificadora, según el artículo 3" de la Ley de Elecciones, es- 
tando, por consiguiente, en lo que respecta al desempeño de esta 
función especial, sujeto á las mismas responsabilidades que lo* 
demás miembros de la misma Junta, pues tanto unos como 
otros derivan sus funciones da los preceptos de la misma ley. 

2" Que este punto lia sido resuelto ya por la Suprema Corte 
de Justicia, eu la causa 91, T. í>\ Sério I* de sus Fallos, en 
cuya causa fueron comprendidos en igual término el Juez de 
Paz y dcmas]funcionarios que según el artículo lí) do la Ley 
Electoral de 180IÍ, debían componer las asambleas primarias, no 
obstante que todos ellos eran funcionarios públicos que para el 
acto electoral asumían toda<? las responsabilidades inherentes 
á la misión que les acordaba la ley. 

3 Q Que habiéndose limitado la defensa á impugnar la juris- 
dicción del Juez, sin entrar ú negar los boches asuverados por 
la acusación, deben ser estos reputados como ciertos, de acuerdo 
ú la disposición del artículo 86 de la Ley Nacional de Pro- 
cedimientos, pues, tratándose de un juicio breve y sumario, 
según lo determinad art culo 71 de la Ley de Elecciones, no son 
admisibles las cuestiones previas, sino* que todas ellos deben 
ventilarse en un mismo acto, como se desprende del procedi- 
miento marcado en el título 29 de la Ley de Enjuiciamiento, 
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habiéndose ordenado, en tal virtud, en el anto recaído en la acu- 
sación, que las partes concurrieran al comparendo con todas 
sus pruebas, para en él dejar sustanciados todos los puntos 
tanto de forma como de fondo. 

A n Que tal procedimiento es el único compatible con los pro- 
pósitos evidentes do la ley, de hacer efectivas las responsabili- 
dades establecidas para los casos de infracciones a la misma, 
pues si hubiera do admitirse las articulaciones dilatorias, dados 
los términos precisos para la ejecución de todos los actos pre- 
paratorios de la elección, resultaría que nunca podría en época 
oportuna proveerse un remedio contra aquellos recursos calcu- 
lados para burlar el derecho primordial de los ciudadanos, esto 
es, el sufragio libre y verdadero. 

&■ Que el artículo Cí> de la Ley de Elecciones de 16 de 
Octubre de 1877, establece en general penas para las infrac- 
ciones de la misma ley, que no tengan en ella una penalidad 
especial, ya sean cometidas por los ciudadanos llamados al ejer- 
cicio del sufragio ó por los funcionarios publicados encargados 
de hacer funcionar su mecanismo. 

6* Que en los términos de la ley, y según los principios gene- 
rales del derecho común sobre los actos ilícitos, se encuentran 
igualmente comprendidas lus infracciones que consisten en la 
ejecución do hechos contrarios á sus disposiciones, y los que 
consisten en la omisión ó falta de cumplimiento de los deberes 
que en ella impone, como lo ha declarado la Corte Suprema, en 
la causa citada. 

7" Que sieiido esencial la presencia del Juez de l*az para la 
constitución de la Junta Calificadora, atento lo que dispone el 
articulo & do la Ley de Elecciones, de tul modo que su ausencia 
ha dado por resultado obstruir uno de los autos primordiales mas 
importantes del ciudadano, para el ejercicio de sus derechos 
políticos, no puede ponerse en duda que su inasistencia consti- 
tuye una de las mas graves infracciones que caen bajo la san- 
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cioa penal del artículo 60, justilicando la aplicación del máxi- 
mon de la pena que el establece. 

8^ Que, como lo ha establecido cou alta moralidad y sabidu- 
ría la Suprema Corto on el fallo que se lia citado, es de vital 
importancia mantener la pureza del sufragio, que sirve de liase á 
la forma representativa de gobierno sancionada por Ja Constitu- 
ción Nacional, y suprimir todo lo quo de cualquier manera pue- 
da contribuir á alterarla, dando al pueblo representantes que 
no sean los que ¿1 ha tenido la voluntad de elegir, ú cuyo resul- 
tado sin duda se llegaría, si quedase establecido que puede 
depender do la voluntad de un individuo ó funcionario omiso ó 
negligente, obstruir los actos preparatorios esenciales para el 
ejercicio del sufragio. 

9° Que la causa, alegada por el Juez de Paz de la tercera sec- 
ción, de no haberlo sido entregadas las boletas y registros, no 
es bastante para escusar su falta de concurrencia al local de la 
inscripción, aun suponiendo que la nó entrega no debiera serle 
imputable a aquel funcionario, por cuanto, con registros ó sin 
ellos, su deber era concurrir á la mesa y con los demás miem- 
bros adoptar las detenniu aciones convenientes, bien obvias en 
esto caso, pues habría podido reclamarse á la Intendencia Mu- 
nicipal la remisión do los registros y boletas, si es que se 
consideraban necesarias para el acto. 

10. Que do las constancias de autos, resulta, por lo contrario, 
quo el hecho de no haber recibido las boletas, debe ser imputa- 
ble al Juez de Faz, ya sea que se tome en cuenta el contenido 
de su esquela dirigida al Comisario Obligado, en la que negán- 
dose a dar las razones de no tener en su poder dicho registro y 
asumiendo facultades que solo correspondían á la Junta, revela 
un propósito manifiesto de impedir con su ausencia la inscrip- 
ción, ú quo únicamente se tome en cousideraciou lo manifes- 
tado ante la misma Junta Inscripto™, pues conociendo de ante- 
mano que debia presentar los registros y bolelas y sabiendo 
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que liabia sido solicitado con esos papelea en su domicilio, sl 
deber oía haber puesto todo el empeño necesario para obte- 
nerlos. 

Por estos fundamentos, fallo: condonando al Juez de Paz de 
la tercera sección, 1>. Otto E. Kecke, al pago de una multa de 
500 pesos mu, con destino al fondo de las Escuelas Comunes de 
la Capital. 

Notifíqucse esta sentencia con el original á las partes y al 
presidente del Consejo Nacional de Educación, 

Andrés ¡'{¡arriza. 

Fallo de la Suprema C«rte 

Dueños Aires, Oclabre 3\ ilc 1885. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma, con costas, el auto 
apelado do foja diez vuelta; y devuélvanse. 

J. DOMINGUEZ, — U LADISLAO FRIAS. 
— FEDERICO MURGÚREN, 
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CAUSA CXXXV 



Los Sres. fíoiver y Ifonoré, contra la Vror-itma de Hítenos Ai' 
res; sobre escrituración de un contrato. Incidente sobre per- 
sonería. 



Sumario. — Interpuesta la demanda á nombre propio, no es 
procedente la eicepciou de falta de personería. 



Caso. — D. Francisco Bower, por sí y en representación de 
D. Enrique Honoré. espuso: que en 27 de Febrero de 1S8i ha- 
hian contratado con el Gobierno de la Provincia do Buenos 
Aires la construcción de 1200 á 1500 kilómetros de ferro-carril, 
estableciéndose en dicho contrato, que una vez aprobadas por 
la Legislatura las bases acordadas, serian reducidas á escritura 
pública; que el F. E. habia negado la escrituración, alegando 
que habia vetado la aprobación de la Legislatura ; y que no 
teniendo derecho el P. K. para usar del veto en este caso, en- 
tablaban demanda contra la Provincia de Rueños Aires, para 
quo se ordene & su Gobierno la escrituración estipulada en el 
contrato, dentro de tercero día, bajo apercibimiento de tenerso 
por cumplida con la inserción de diebo contrato en el Tegistro 
competente ó de hacerlo la Corte en su rebeldía, con costas. 

Acompañó el poder d ido por llouorú á Dower, facultándolo. 
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entre otras cosas, para que lleve adelante basta su completa 
terminación el contrato celebrado cun el Gobierno de la Provin- 
cia de Buenos Aíre* sobre ferro-carril. 

El Asesor de Gobierno de la Provincia de Buenos Airea, sin 
contestar la demanda, dedujo excepción dilatoria de falta de 
personería en los demandantes. Dijo, que Bower no había jus- 
tiJicado la representación de llouoré ; que en el proyecto de 
contrato invocado en la demanda, Ilonoré y Bower se habían 
comprometido á nombre de una sociedad anónima y uo habían 
exhibido poder ik- semejante sociedad ; que se les iba á eligir 
cuando se hubieran aprobado las bases del contrato. 

Contestando la excepción, dijo Bower que no habían tratado 
con el Gobierno de Buenos Aires á nomino de ninguna socie- 
dad anónima determinada por su objeto, porque dependiendo 
la sociedad del contrato mismo, no podría formarse ni desig- 
narse con un nombre, sino para la ejecución de las obras, es- 
tando garantido el P. E., contratuüte, con el fuerte depósito que 
Bower y limón: hicieron y aquel aceptó. 



Vistos : Kegistrúndose ¡1 foja primera la escritura del poder 
conferido por Don Enrique Honoré á Bou Francisco Bower; y 
teniendo presente que la demanda contra el Gobierno déla Pro- 
vincia de Buenos Aires, ha sido interpuesta por dichos Señores 
a nombre propio, no lia lugar á la excepción de falta de perso- 
nería opuesta por el representante de la referida Provincia, y 
conteste derechamente al traslado conferido dentro del término 



Fallo de Im Nupre 



Cferte 



Unenos Aires, Octubre 21 de 1885. 



legal. 



I. ü. GOhOSTlAGA. 



J. DOMINGUEZ. — 



T, XXI 
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El Procurador Fiscal contra fas Señor® teíe y \f QU- 
veri, por adultemciim de documentos públicos ; incidente sobre 
regulación de honorarios. 

Sumario. — El auto que manda regular honorario*, no es 
apelable. 

Caso, — En los autos promovidos por et Procurador Fiscal 
contra los señores Darte y C 1 y J. Oliven, por adulteración 
do documentos públicos, el Juzgado designo ¡l los calígrafos don 
Adolfo Aldao y don Enrique Hoyo para que practicaran el exa- 
men pericial de los documentos. 

Pendiente el juicio, dichos calígrafos pidieron la regulación 
de sus honorarios, y el Juzgado nombró quien debia regularlos. 

El Procurador üscal pidió revocatoria y apeló un subsidio. 

Falla del «!«•« V e«>r»l 

buenos Aires, Agoslo U de 1885. 

Vistos y considerando: i* l¿uc es práctica constante admitir 
solicitudes de regulación de honorarios, aun cuando las causas 
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respectivas no este» terminadas, siempre que haya cesado en 
ellas la intervención de las personas t|ue los lian devengado. 

2" Que este temperamento no se opone á la disposición que 
cita el Procurador Fiscal en su vista de f. ÜOt, pues ello tenia 
por objeto amparar los derechos de los Escribanos Secretarios, 
cuando por la ley les era permitido cobrar custas. 

3" Que con respecto á los peritos, defensores de auseutes y 
demás funcionarios uno se citan en la disposición espresada, 
para que los honorarios que les correspondiesen pudiesen ser 
incluidos en la cuenta de costas a que en Ja misma disposición 
se hace referencia, sería necesario, como formalidad prévia, que 
fuesen regulados, porque de otra manera no podrían ser inclui- 
dos en dicha cuenta. 

4" Quo el secreto del sumario que la ley prescribe, se man- 
tendrá practicándose por el regulador la operación que se le 
encomiende, teniendo t-ni solo á la vista los documentos en 
que lus calígrafos han venlicado sus perioias. 

5" Que esta misma resolución fué dictada en un caso idén- 
tico al presi-nte, en los espedientes seguidos contra (Inlly y O, 
José >'ib<?iro y A. del Castillo, siendo consentida por el Procu- 
rador Fiscal. 

Por estas consideraciones, no ha lugar ala revocatoria solici- 
tada por ti Procurador Fiscal, del auto de Toja l!>8 vta.» decla- 
rándose que el perito nombrado por ese auto, don Antonio 
Ziuny, una vez que acepte el cargo en forma, so constituirá en la 
Secretaría y en presencia del Secretario procederá al desem- 
peño de su cometido, facilitándosele los documentos que al 
efecto le sean necesarios; y se concede en relación el recurso 
interpuesto para ante la Suprema Corte, donde se llorarán los 
autos, cu la forma de estilo. llágase saber notilicándosc con el 
original, 

Andrea ('{/arriza. 
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iallo de I* Supm» Carto 

IJubíios Aires, Oclubre 24 de 1885. 

Vistos: No causando perjuicio alguno Alas partes la mera re- 
gulación de los honorarios de los calígrafos, ordenada poT el auto 
apelado de foja ciento noventa y ocho vuelta, se declara impro- 
cedente el recurso interpuesto. En consecuencia, devuélvanse 
los autos al Juzgado de su procedencia. 

J. B. COROSTlAGA — J. DOMINGUEZ. — 
ri.AhtSJ.AO FRIAS. — FEDERICO IPAR- 
GÚltEN. 



CAUSA tVXXVI 



D> fíemigio Verez, contra el ¡ir. Manuel M, ¿avalla y la Señora 
Vetrona Candioti de Hondo, por cobro de pesos; sobre infrac- 
ción de la ietj de xeilos. 



Sumario. — i ° La fecha del documento determina U ley de 
impuesto de sellos que le es aplicable. 
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2* Según la ley de 1879, los documentos sobre obligaciones 
que por razón de las personas tuviesen que ocurrir & la juris- 
dicción federal, debían ser otorgadas en papel sellado nacional. 



Caso. - D. ltemigio Pérez se presentó al Juzgado de Sección 
del Ei ario con un pagaré á sn órden lirniado por Manuel M. 
Znvalla, S. de Iriondo y Petrona G, de Candiotj, y estendido 
en papel sellado provincial de Santa Vi\ con fecha de Enero 20 
de 1880. 

Pérez repuso el sello, y acreditando el fuero federal por la 
distinta nacionalidad de las partes, pidió el reconocimiento de 
las firmas. 

El Fiscal pidió la aplicación de la multa por no estar el 
documento estetidido en papel sellado nacional. 

Fall* del Juez 4c ttcerUm 

Rosario. Abril 10 de 1885. 

De conformidad á lo pedido por el Procurador Fiscal y re- 
suelto por este Juzgado en el caso análogo al presente que se 
registra en las autos seguidos por D. Pedro López con D. Cár- 
los Lanza, á mérito, ademas, del reconocimiento practicado A 
foja...., se declaran los interesados en este juicio incursos en 
la multa de ley por la falta do papel sellado nacional en el 
documento de foja... y en obligación de agregar su valor en se- 
llos a estos autos, en (Ormino de tercero dia. 

Por lo que respecta al Dr. D. Simón de Iriondo, no estando 
roconocida su firma en el predicho documento de foja..., vuelvan 
estos autos al Procurador Fiscal, á fui de que solicite á su res- 
pecto lo que corresponda. Repóngase el papel. 

Torre. 
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Fall* de I* Suprema Corte 

Ruemos Aiifs, Oc1ahre27 do 1885. 

Vistos*. Atento lo dispuesto por el artículo tercero, inciso 
segundo de la Ley de trece de Setiembre do mil ochocientos 
setenta y nueve, que es la aplicable al caso en cuestión, vista 
la fecha del documento presentado ; y de conformidad con lo 
resuelto por esta Suprema Corte en la causa cunto cuarenta, 
inserta en el tomo catorce, serie segunda, página seiscientos 
treinta y seis de sus fallos, se confirma el auto apelado de 
foja catorce, y prévia reposición de sellos, devuélvanse. 

J. D. GOROSTIAGA,— J. DOMPíGtEZ.— 
1" LADISLAO FRÍAS. — FEDERICO IUAR- 
ClRE\. 
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I.os Sres. Cámara Canta y Wat-hada, contra U. Isidoro Re- 
guera; por restitución de bienes y ¡taños ¡/ perjuicios, inci- 
dente sobre defecto legal en el modo de proponer ta demanda. 



Sumario. — | La es< i epdou dilatoria de defecto en el modo 
de proponer la d enviuda, dol>e fundarse en la omisión de los 
requisitos esenciato* eligidos pura la admisión de la demanda 
y que afectan su forma. 

2™ No es uccesario especificar la cosa ú cosas que se piden en 
las acciones generales de rendición de cuentas, petición *'e he- 
rencia y otras semejantes. 

3 J No es riquisito esencial la numeración de los párrafos, 
ni la denominación de la acción que se deduce, por su nombre 
jurídico. 



Casa. — En Marzo de 1885, D. Federico Hato, por D.José de 
la Cámara Canto y 1). José Luis Machado, espuso : que en 1878 
habían celebrado con 1). Antonio Pujol un contrato de arren- 
damiento sobre campos y haciendas, siendo su fiador D. Isidoro 
Iíeguera; que después de haber abonado los arrendamientos 
habían convenido TL-rbulmente en rescindir el contrato de ar- 
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rendamiento con un año do anticipación, estipulándose las 
bases que debían posteriormente ser reducidas i escritura pú- 
blica. 

Que Reguera, sin el consentimiento de Pujol ni do Cámara 
Cante, socio principal capitalista, procedió ú nombrar un tri- 
bunal de árbítros arbitradorea ¡ que en la escritura de com- 
promiso no aparece el poder que Cámara Cauto debió dar a su 
socio Machado para constituir en Arbitros la cuestión do res- 
cisión del contrato. 

Que los arbitros procedieron irregularmentc, y á pesar de 
la protesta de Machado, dieron sn laudo en virtud del cual 
Reguera, abusando de la fuerza, tomó posesión del estableci- 
miento, procediendo en seguida como propietario. 

Pidieron que el Juzgado pusiera coto á los avances de D. 
Isidoro Reguera, ordenándole que vuelva todo á su estado pri- 
mitivo, á tin de que, examinados los serios daños y perjuicios 
que ha causado su arbitrario proceder, pueda deducir la acción 
que corresponda. 

Acompañó con la demanda el poder especial, el contrato de 
arrendamiento, la escritra de compromiso, la protesta de Ma- 
chado ante los drbitros, una carta de Reguera á Machado, y 
un telegrama de Machado á Rato. 

£1 demandado opuso la escepcion dilatoria de defecto legal 
en el modo de proponer la demanda. 

Fallo ¿el Jateas de ««reían 

Corriente», Jfaiiio 1* de 1685. 

X vistos: Considerando; 1" Que la excepción dilatoria de 
defecto legal en el modo de proponer la demanda, debe fun- 
darse en que se haya omitida al deducir esta, algunos de los 
requisitos que la ley eiije para que sea admisible, es decir, 
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aquellos requisitos esenciales que afectan á la forma ó al modo 
y nó al fondo de la demanda ; y examinado atentamente la que 
ha deducido el apoderado Vrats y Argento contiene los requi- 
sitos exigidos por la ley ; 

2° Que si bien no determina con precisión la cosa que pide, 
es porque las leyes lo autorizan a proponer demanda general 
sobre herencia, cuentas ú otros casos semejantes (Ley 4, tít. % 
lib. 4, R. C. y Leyes 26 y 31, tít. 2, 1\ 3 a ); y en tales casos, 
no siendo posible e^pecilicur la cosa 6 cosas que pide, basta 
decir, como lo ha hecho el demandante al tinal de su escrito 
do demanda, que pide le restituya los intereses pertenecientes 
á su representado, y que se le responsabilice por los daños y 
perjuicios; 

3 o Que los demás requisitos esenciales para ser admisible 
una demanda, se encuentran llenados en la que ha deducido 
Trata y Argento, pues se relacionan los hechos en que se funda 
con la sujiciente claridad, y aunque do estén numerados los 
párrafos, esta omisión no bastaría para fundar la excepción 
deducida, por no ser esto requisito escencial. So espone tam- 
bién él titulo ó causa en que funda su demanda, lo que es sufi- 
ciente para quo el demandado y el Juez puedan, estudiando los 
hechos espuestos, conocer la clase de acción que se ha entablado, 
no siendo de ningún modo necesario que el demandante la 
nombre coa el nombro que la designa el derecho (Caravantes 
tom. 2, pág. 15, n* 450). Así, la ley 31, título 2, Partida 3% 
dice que cuando se demanda por deshonra ú daño que le hayan 
hecho en su persona 6 en sus cosas, como si le quitasen sos cosas 
por fuerza, ó sus bestias ó sus ganados, debe decir el demanda- 
dor el fecho como pasó e demostrándolo asi al Juez debele ser 
cabida su demanda. Que aunque se admitiese que la demanda 
tiene algunos conceptos impropios ú mal espresados, esto no 
bastaría para fundar la excepción de libelo oscuro 6 defecto 
legal en el modo de proponerla demanda, desdu que contiene 
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todos los requisitos esenciales sobre la cosa, causa y relación 
do los hechos con la suücicnte claridad, de modo que se puede 
llegar á conocer la clase de acción que se lia entablado j lo que 
se pide. Por estos fundamentos, no so hace lugar á la excepción 
dilatoria deducida por la parte de Reguera; en su consecuen- 
cia, contéstese derechamente la demanda en el término legal. 
Hágase saber con el original y repóngase. 



Vistos: por sus fundamentos, se confirma el auto apelado de 
foja cincuenta y cinco, con costas, y prfvía reposición de sellos, 
devuélvanse. 



Oirías Lima. 



Fallo de 1m Suprema Corle 



Buenos Aires, Octubre Tt ilo 1885. 



J, n. GOnOSTIAGA. — J. nOMISCÜEZ. 
— -LXADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
IDARGCREÜ. 
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CALMA (WWUI 



Don Delfor del Valle mitra Ikm Mitjuet Ault, Juez th Paz de 
la Secciono* de la Capital de la Itepúbíica; ¡mr infrac- 
ción de la Ley Electoral. 



Sumario, — i" La Ley do Elecciones no dispone que la juris- 
dicción que ¡itri'niy* 1 ;il Juez 1'edoral para los rusos de infrac- 
ción, correponde al mismo Juez que lia intervenido en la Junta 
Electoral. 

2" Tratándose de la imposición de una pena, la causa cor- 
responde al Juez do la jurisdicción penal. 

3 n La inasistencia injustificada del Juez de Paz á las reu- 
niones de la Junta Calificadora, constituyo una de las infraccio- 
nes mas graves de la Ley Electoral. 

4" Las infracciones á la Ley LKctoral consisten en la ejecu- 
ción de hechos contrarios á sus disposiciones ú en la omisión ó 
falta do cumplimiento de los deberes que ella impone. 

5" El Juez de Paz, para presidir la Junta Calificadora, no 
debe esperar el nombramiento; basta que tenga conocimiento 
del nombramiento para que Concurra íi presidirla. 



Caso. — Se halla suficientemente esplicado en el siguieuto 
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Futí* «1*1 Juez Federal 



Buenos Aires. Octubre 8 de 188-5. 

Y vistos estos autos iniciados por acusación de don IMfor 
Del Valle contra el .luez de Paz de l¡i Sección 6 a , Don Miguel 
Auli, por infracción u" la Ley de Ek-ccionos consistente en ha- 
berse negado este funcionario á concurrir, el Domiugo A del 
corriente, al atrio de 1» Iglesia de San 3liguel á instalar la 
Junta Calificadora, oidas las partes en juicio verbal ; Y consi- 
derando : 

t° Que fundada la acusación en la, falta de asistencia del 
Juez de Paz demandado, se ha opuesto por éste último la 
falta de jurisdicción pitra entender en este caso por cuanto 
la Ley atribuye la facultad de entender en asunto de esta na- 
turaleza al Juez Federal de la Capital, que para este caso debe 
ser el Dr. Tedin que formó parte de la Junta Electoral, despren- 
diéndose de los preceptos claros de la materia, que es al Juez 
Federal que intervino en dicha .Junta á quien le confiere juris- 
dicción para conocer en todos los rasos de acusación por ella 
previstos, y que con respecto á la demanda, misma carece de 
fundamento, por cuanto al señor Auli no le fué comunicado su 
nombramiento para presidir la mesa en calidad de Juez de Paz 
de la 6" Sección. 

2 o Que la declinatoria opuesta carece de fundamento legal, 
no disponiéndose en ninguno de los Capítulos de la Ley do 
Elecciones, que la jurisdicción atribuida por la misma para los 
casos de infracción corresponde al mismo Juez Federal que ha 
intervenido en la Junta creada por su artículo 3", y por el con- 
trario, al designar el artículo 3 n de la Ley de Octubre 18 de 
1881, al Juez Federal mas antiguo para componer la Junta 
Electoral, manifiesta claramente que para esto acto no debe 
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atenderse á la jurisdicción respectiva de cada uno de los jueces, 
sinú únicamente a su antigüedad. 

a* Que siendo el objeto de la demanda propuesta contra el 
Juez de Paz obtener la imposición de una pena, corresponde la 
causa á la jurisdicción penal que ejerce este juzgado por la Ley 
de su creación de 20 de Octubre de 1882 y decreto reglamen- 
tario del 27 del mismo. 

4 o Que con respecto al motivo propuesto por el Juez de Paz 
paTa escusar su falta de asistencia, nn es fundado, por cuanto 
habiendo tenido conocimiento anticipado de haber sido desig- 
nado para presidir la Mesa de San Miguel, no era necesario ni 
debia esperar un nombramiento, y en todo caso seria su deber, si 
tenia dudas al respecto, obtener las informaciones necesarias, 
pues el derecho de los ciudadanos confiado ú la rectitud de los 
miembros que componen las Mesas Calificadoras reviste una im- 
portancia tul que no escusa la indolencia por parte de los 
funcionarios encargad 'le hacerlo efectivo. 

5 o Que el articulo 69 de la Ley de Elecciones de 10 de Octubie 
de 1877, establece en general penas para las infracciones de la 
misma Ley, que no tengan en ella una penalidad especial, ya 
sean cometidas pot los ciudadanos llamados al ejercicio del su- 
fragio, ó por los funcionarios públicos encargados de hacer fun- 
cionar el mecanismo. 

6" Que eu los términos de la ley y según los principios ge- 
nerales del derecho común sobre los actos ilícitos, se encuentran 
igualmente comprendidas las infracciones que consisten en la 
ejecución de hechos contrarios á sus disposii iones y las que 
consisten en la omisión ú falta de cumplimiento de los deberes 
que ella impone, como lo ha declarado la Corte Suprema, en la 
causa criminal seguida contra los señores doctor don Juan La- 
grana y otros, por infracción á la Ley de Elecciones (T. 0", Serie 
1*. pág. 314 de los Fallos de la Suprema Corte). 

7" Que siendo esencial la presencia del Juez de Paz para la 
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constitución de la Junta Califica Jora, atento lo que dispone el 
articulo 3 o de la Ley de Elecciones, de tal modo que su ausen- 
cia ha dado por resultado destruir uno de los actos primordia- 
les mas importantes del ciudadano para el ejercicio de sus 
derechos políticos, no puede ponerse en duda que su inasisten- 
cia constituye una délas mas graves infracciones que caen bajo 
la sanción penal del artículo 69, justificando la aplicación del 
máximun de la pena que 61 establece. 

8 o Que como lo ha establecido con alta moralidad y sabidu- 
ría la Suprema Corte, en el fallo que se lia rilado, es de vital im- 
portancia mantener la pureza del sufragio, que sirve de base A 
la forma representativa de Gobierno sancionada por la Consti- 
tucion Nacional y reprimir todo Lo que de cualquier manera 
pueda contribuir á alterarla, dando al pueblo representantes 
que no sean los que él lia tenido la voluntad de elegir, A cuyo 
resultado, sin duda, se llegaría si quedase establecida que puude 
depender de la voluntad de un individuo ú funcionario omiso ú 
negligente obstruirlos actos preparatorios esenciales para el 
ejercicio del sufragio. 

Por estos fundamentos y con arreglo d lo dispuesto en el ar- 
ticulo G9 de la Lev de Elecciones, fallo imponiendo á don Mi- 
guel Auti la multa de quinientos pesos moneda nacional, con 
destino al fondo de las escuelas comunes de la Capital, de 
acuerdo al artículo TU de la Ley Electoral, debiendo notificarse 
esta sentencia con el original á las partes y al Presidente del 
Consejo Nacional de Educación. 

Andrés Vgarrisa, 

Falla «le la SJuprea» Carie 

finónos Aires. Octubre 27 do 1885. 
Tistos: Por sus fundamentos, y confesándose por el acusado, 
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en la acta de foja cinco» que tenia conocimiento del decreto fe- 
cha dos del corriente mes de Octubre, publicado en los diarios 
el tres del mismo, poT el cual se dispone que al Juez de Paz de 
la sesta Sección corresponde presidir la Junta Calificadora do 
la inscripción en el líegístro Cívico, en la Parroquia de San 
Miguel, se confirma, con costas, el auto apelado de foja nueve 
vuelta, y devuélvase. 

J. ÜOMIXGltX — L'LADISLAO FRIAS, 
— FEDEIUCCHÜA11GCHEN. 



CAUSA IL 



llon Juan Á rzeno. contra lion Guillermo liaucr : sobre nulidad 

de una venia. 



Sumario. — \ n Según las leyes anteriores al Código Civil, 
la prohibición á ios padres de vender los bienes adventicios de 
sus hijos, no era bajo pena de nulidad de dichas ventas. 

9" El hijo no tenia acción reivindicatoría contra los adqm* 
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rentes de sus bienes adventicios vendidos por el pudre sinó 
después de k muerte de éste, de haber renunciado la herencia 
paterna y perseguido los bienes dejados por el padre. 



Vaso. -- Se encuentra esplicado en el siguiente 

r«ll* de! Juez de tftrctcn 

Kosario. Marco ~ de 1881. 

Vistos : Don Juan Arzeno demanda á" Don Guillermo Bauer, 
solicitando la nulidad de la venta de un molino y demás acce- 
sorios, que le hizo su tinado padre Don Andrés Arzeno. De los 
autos resulta lo siguiente ; 

Don Andrés Arzeno contrajo matrimonio con Doña Angela 
Cuestas, en 23 de Mayo de 1850. No se ha justificado nada 
sobre los capitales que los cónyuges introdujeran al matrimo- 
nio; existiendo completa ignorancia al respecto, 

En 30 du Enero de 1808 falleció la esposa, quedando dos 
hijos menores, de su matrimonio. El uno de ellos, el deman- 
dante, nació en 8 de Junio de 1857. 

Después del fallecimiento du aquella, ni hasta hoy, se hi- 
cieron inventarios ni partición ; quedando el cónyuge sobre- 
miente en posesión de un molino á vapor en la Colonia San 
Cárlos ; el cual es el motivo de esta cuestión. 

En 10 de Octubre de 1864, durante ese matrimonio, aparece 
por la escritura de foja IG, que el marido compró á su solo 
nombre, un terreno en la Colonia San Carlos, con lo en él edi- 
ficado, de cien varas de frente por 200 de fondo, en la suma de 
500 S bolivianos. En ese terreno es que el comprador Arzeno 
erigió el molino en cuestión; finca que ét mismo vendió en 2ti 



DE JISTICIA NACI OKA L 137 

de Mayo de 1869, es decir, nño y cuatro meses después del 
fallecimiento de su esposa, ú Don Guillermo Hnmmler y Don 
Guillermo Bauer, si indo éste el demandado, en 8000 boli- 
vianos, pagaderos en cuatro años, con él interés anua] de diez 
por ciento, y por anualidades de des mil pesos; dando garan- 
tía los compradores por la primera anualidad, y quedando para 
las demiís obligada toda la linca objeto del contrato, consis- 
tente en una casa, molino y demás relativo. Y como uno de 
los compradores, Hummler, hubiese trabajado para esa linca, 
se obligaba con motivo del contrato de compra- venta, á no 
reclamar remuneración ¡ilyuna á Arzeno. 

Este contrato fué cumplido cu todas sus p¡irtes, recibién- 
dose el comprador de la cosa, y abonando su precio. 

En Mayo 7 de 1873, ya casado Arzeno en segundas nupcias, 
fué declarado en quiebra, en cuyo estado ^e baila hasta el pre- 
sente, domiciliado en otra República. El estadu que presentó, 
según lo ospresn el demandado sin contradicción, daba un actiro 
de 22 801 $ 80 centavos, y un pasivo de 54.425 g £5 centavos. 
La quiebra se retrotrajo al 22 de Abril de 1872, 

En 23 de Diciembre de 1 87 i , se hizo verificáeíon de créditos, 
reconociéndose d su segunda esposa el suyo por 18.375$ boli- 
vianos, y varios miles mas á otros acreedores, según el acta do 
reconocimiento de ft ja 3Í). 

En Junio 2 de 1882, el boy demandante Arzeno, se presentó 
en el concurso como apoderado de la segunda esposa de su pa- 
dre; mas nú por sí por derechos que tuviese de su propia 
madre. 

Aún se tramita el espediente de quiebra de Don Andrés Ar- 
zeno. 

Dados estos antecedentes, en Julio 23 del año pasado de 1883, 
se presenta ante este Tribunal Don Juan D. Arzeno, hijo de 
aquel, en demanda contra Don Guillermo Uauer, uno de los 
compradores del molino y casa vendidos por su padre, pidiendo 
T. xx 10 
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se declare de ningún valor ni efecto legal dicha enagenacion» 
aún respecto de la porción quo pudiera en ella corresponder 
al vendedor Don Andrés Aneuo al nacerse la liquidación do 

la sociedad conyugal. 

El demandado, calificando de injusta y temeraria la demanda 
y acompañando los títulos de compra de esa tinca, cuyo pago 
La verificado, pide sea ella rechazada. 

Y considerando: 1° Que si bien por la doctrina y por las 
leyes i\ título 3, libro 3, Tuero iícal, y i« y 3*, título 4, li- 
bro 10, Novísima Recopilación, se reputan bienes gananciales 
partióles por mitad entre los cónyuges, los quo ambos 6 cual- 
quiera de ellos adquiriese durante el matrimonio por un título 
común, lucrativo ú oneroso; disuelta la sociedad conyugal, solo 
pueden reputarse gananciales efectivos el remanente del 
acerbo común, después de extraerse los capitales respectivos 
de los consortes aportados al matrimonio, y las dudas comu- 
nes ; 

W Que en el caso suh judicc, no hay medio do saberse los 
líquidos gananciales que hubieran quedado, por cuanto, 
como lo dice el mismo demandante, esa sociedad conyugal no 
se ha liquidado hasta huy después de disuelta por la muerte 
hace catorce años, sin que al menos hubiese existido una capi- 
tulación matrimonial por la que conste los haberes respectivos 
de los cónyuges ; no habiéndose tampoco probado nada al 
respecto, ui sobre las deudas comunes que hubiesen quedado 
y debieran deducirse de los bienes existentes al fallecimiento 
de la cónyuge ; siendo, por tanto, á falta de esos conocimientos, 
totalmente aventurado afirmar que el molino que quedó y se 
vendió por el esposo sobreviviente, fuese en todo ó en parte de 
su valor, gananciales efectivos y partibles entre £1 y la suce- 
sión de la madre. Y pites, muy bien pudo hacerse esa enage- 
nacion; ya para respunder á deudas comunes, ya, tal vez, por 
premiosas urgencias para el sustento de la misma familia ; 
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siendo de ningún momento en sentido contrario, lo 
alega que la venta fuese abonab.j con intereses i diversos y 
aún largos plazos, pues esos valores, teniendo intereses, y aún 
sin tenorios, eran negociables, pudicndo así responder á ur- 
gencias del momento ; 

3" Que no puede reputarse en ningún coucqito como prueba 
bastante do esos estreñios, la que lia rendido el demandante, 
con los testigos ; Don Mariano Yclazquez, quien declara: que 
i la muerte de la primera esposa de Arzeno un 18G8, so le 
consideraba como un Jiombre iW regular fortuna, sin estarcí 
declarante interiorizado en sus negocia, sabiendo solo por 
referencias que eia dueño de un molino; y que había oído 
decir que estaba faii-n de fortuna: de Don Francisco II. Anco- 
lias, quien espolie: que había oido que eradueño de un molino 
hace mucho tiempo, que el año Í87Ü ó 1871 (la esposa murió 
en 1808), conoció á Arzeno al frente do un almacén fuerte, cu 
casa de la Señora Josefa L¡. do Costa (época en que estaba va 
casado en segundas nupcias con una Señora de buena fortuna), 
creyendo que la casa giraban nombre de Arzeno: de Don 
Manuel Parida, que declara: que ¡í Arzeno se le conocía á la 
muerte de su esposa como de regular fortuna y dueño de un 
molino íi \upor en la Colonia .San Carlos; que le consta que 
en esa época tenía una deuda en que el mismo declarante Jimio 
por su finado hermano Don Luis Panua, siendo ella ú favor de 
Gessler, y chistándole también que fué pagada por Arzeno sin 
recordar la fecha. Esto prueba, como se vé, ya por su indeter- 
minación respecto de valores, ya por no ser de ciencia propia, 
ya porque de cierto solo se declara por un testigo del propio 
demandante, que tenía la sociedad una deuda que pagó Ar- 
zeno, debiendo además pagar á Hummler su trabajo sinú se 
realizase la venta: está muy ¡ojos de justilirar que el molino 
Tendido sea un líquido ganancial ¡ y pues el almacén que se 
conoció á Arzeno en tiempos dispues cuando ya era casado en 
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segundas nupcias con una mujer pudiente, en nada comprueba 
su verdadera situación á la muerte de su primera esposa; ha- 
biendo, á pesar del segundo matrimonio y de ese buen estado 
ostensible, sido entonces declarado en quiebra en una fuerte 
suma, A que se agrega en el sentido de la equidad, la notable 
circunstancia de qae si aun en el supuesto de pagadas la deu- 
das matrimoniales y salvadas las necesidades del sosten de la 
familia, hubiese podido quedar algo liquido, el demandante 
habría sido solo dueño de la coaita parte de esc pequeño rema- 
nente üi poté tico, riñiendo sin embargo á U>s eaioíce años ú 
pedir la nulidad absoluta de la venta del iodo; sin haber tam- 
poco tenido ú bien figurar como acreedor en ningún sentido en 
el concurso formado en años después, á su padre, mientras asu- 
mía en él la representación sola de la segunda esposa de aquel; 

4 8 Que además de lo dicho, la ley 21, título i 3, Partida 5*, 
que rije el caso, por la época en que se produjeron los hechos 
jurídicos de este pleito, no favorece tampoco la acción de nu- 
lidad deducida; 

í° Porque la prohibición que hace ella al padre de enagenar 
los bienes de los hijos, se. refiere a" los bienes que ellos han 
apartado, t¡ue ¡ton wt/os propiamente, <¡ue los han de parte 
de SU madre: mientras que no puede decirse que el molino sea 
un bien apartado del demandante, que le pertenezca exclusi- 
vamente, aún cu la hipótesis que pudiera conceptuarse nn 
ganancial por las razones dichas ; 

2* Porque poniéndose la ley en el caso de la enagenacion 
que prohibe de esos bienes apartada, fincarían por ende obli- 
gado* (i empeñados al (¡jo los bienes del pudre, después de su 
muerte, fasta que recibiese entrega delito* de aquellos yue el 
padre le oviese enajenado ó mal metido : de que resulta, que 
Son los bienes del padre después de su muerte {viviendo aun 
Arzeno), los que quedarían obligados al hijo por esos sus bienes 
apartados que hubiera vendido; 
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3° Porque si bien la ronma ley dice: E si por aventura en 
los bienes del padre non se podtese entregar, porque fuesen 
tan pocos, que no comphesen, ó que los oviese el padre em- 
itaryados, ó mal parados en alguna manera, entonce pueden 
demandar sus bienes á quien qitier los falten, i debiendo co- 
brar; — esta disposición no procede, porque presupone al pa- 
dre muerto, lo que no ha ocurrido, aún cuando se baile in-o>- 
vento, del cual estado no se ha probado que le sea imposible 
salir; y porque, romo se ha dicho, siempre supone la enaje- 
nación do un bien propio apartada del hijo, y nú de una exis- 
tencia que pudiera desaparecer en la liquidación social: 

4 o Porque, además, lii misma ley aun iü c;isos supuestos, 
limita su alcance diciendo: E esto se entiende, ruando no qui- 
siesen heredar, sin Haber parte en tos bienes del padre; no 
habiendo el hijo demandante hecho esa renuncia para do 
algunu manera buscar un apoyo legal ; siéndole entonces de 
estricta aplicación las palabras con que la Uy dispone para el 
caso contrario, á saber: Cu sif/uisiesen heredar en ellos (conio 
se supone a falta de renuncia) entonce non podrían demandar 
los bienes propios ú aquellos á quien los oviese el padre ena- 
jenado según es dicho: porque todos los pleitos (con I ral os) 
derechos que el padre ariete fecho serian Imadas de guardar, 
é de non venir contra elfax, después que fnrxeu herederos ; 

De todo lo que re-ulta, que no habiéndose renunciado la 
herencia, ni acreditados que el molino debiera resultar como 
un ganancial efectivo si se hubiese practicado la liquidación 
social, en curo hipotético remanente habría tenido solo la 
cuarta parte el qn? demanda; no siendo, por tanto, el bien do 
que se trata suyo ni menos apartado, y habiéndose hecho de- 
rechamente bajo legal forma el contrato de renta del molino, 
)a demanda de nulidad can ee de anuyo legal en la citada ley 
24, título 13, Partida 5', que rige el caso. Y pues, además, 
según la glosa 5* que á ella hace Gregorio L>>pez, el padre, á 
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inversa del tutor, podía vender los Monos del hijo sin previa 
autorización judicial. 

Considerando i 5" Que tampoco tiene apoyo en alguna in- 
terpretación contrariado los tratadistas del Derecho Español, 
pues tOjos de ello, todos coulirman la que ataba de darse á esa 
ley. Kntre otros, Escrieh, á las palabras bienes adren! icios, 
dice : «Kl padre puede enageiiar los bienes del peculio adven- 
ticio del hijo, mientras tiene su administración, sin que sea 
necesaria al intento la intervención del Juez: Gregorio López 
en la glosa 5\ ley 24, título 13, L'artidu 5* >. V no habiéndose 
probado que no hubiese causa justa para la cnugeuacion, no 
hay fundamento para venir contra illa. 

* Mas, si los enhenaren sin justa causa, continúa Kscrich, 
tiene derecho el hijo íi sacar su importe de los bienes propios 
del padre en cano de sobreririrle, como que Je oslan tácita- 
mente hipotecados ; y no siendo esto-; bastantes para el payo 
(loque solo se sabría después de la muerte del padre), puedo 
repetirlos de cualquiera que lo* tenga, si renunciare la heren- 
cia paterna, pues aceptándola no podrá demandarlos, porque 
como heredero estará obligado al cumplimiento de todos los 
contratos legítimo del difunto: ley 24, titulo 1H, Partida 5'». 
Como se vé, siempre se presupone la muerte del padre y la 
renuncia de la herencia, para repetir contra tercero poseedor 
de los bienes cnagenados. 

Como Kscrich, do la Serna y Moni al van comentan la ley, á 
página 5M, tomo i° t edición 1870, tratando del peculio ad- 
venticio, en eslos términos : t En este el hijo tiene la propie- 
dad, y el padre el usufructo, la obligación de defenderlo en 
juicio y fuera de él, la de restituirle íntegro al hijo que se 
casa, la prohibición de enagenar los bienes en que consiste: 
ley 24, título 13, Partida 5\ Sin embargo (añaden en la nota)i 
mediando justa causa, puede el padre proceder á la enageua- 
cion de los bíeues del hijo; Gregorio López, glosa ó - , á esta 
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ley. El requisito indispensable del decreto judicial, previo el 
oportuno espediente y venta en pública subasta para las ena- 
geuaciones de los bienes Taiccs de los huérfanos, hechas por 
los tutores y guard adores, no comprende al padre, adminis- 
trador legítimo do los del hijo constituid* bajo su patria po- 
testad, al cual la ley atribuye diversa eun>iderae¡on y consti- 
tuyen respecto á él una disposición especial en la U\ título líl, 
Partida 6*; sin relevarle por ello de la ohligacimv de conservar 
y restituir iV su tiempo el peculio al menor, y de resarcirle de 
los perjuicios que éste justifique haber sufrido por menoscabo 
ó cnagenacion de aquel, sin una de las justas causas, consti- 
tuyendo al efecto hipoteca legal en los bienes del padre, y 
entendiendo la responsabilidad, en su caso, á los onagenados, 
cuando no concurre la circunstancia de heredero (sentencia del 
Tribunal Supremo, de 13 de Febrero de lSüí ... 

* Por otra, de Diciembre ;10 del mismo año, se deolarú tam- 
bién, que, según la ley 2Í, título Í3, Partida 5\ los padres no 
catán autorizados para la cnagenacion d^ los bienes de sus 
hijos, sin que los suyos queden hipotecados á la seguridad de 
lo vendido y al resarcimiento de los daños y peí juicios, Mus, 
si la cnagenacion se verifica, no pueden los hijos hacer uso de 
la acción de dominio, ctmtra un tercer poseedor, al menos que 
no justiüquen que el caudal hereditario de los padres no es 
bastante para el pago de los bienes vendidos, y aun en este 
caso, renunciando espresamente la herencia ». (Sentencia de 1 A 
de Febrero de I8ÍÍ7); 

6 o Que, como se vé, por los términos de la ley, por la doctrina 
de los comentaristas, por la jurisprudencia do los Tribunales 
donde esa ley rije, por la que se desprendo do los fallos de la 
Suprema Corte mencionados por la p;irte demandada, por bis 
circunstancias del caso que se han hecho notar, y por la defi- 
ciencia de la prueba de los estremos legales qnc debía produ- 
cir el demandante, no procede en ningún sentido la acción de 
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nulidad deducida contra un tercer adguirente del inmueble, á 
titulo oneroso. 

Por estos fundamentos, no ha lugar í la demanda. Notifi- 
quéis original, y repónganse los sellos. 

Fenelon Zuviria, 

Cnllo de I* Stipren» C orle 

Buenos Aires, Noviembre H de 1885 

Vistos y considerando : 

Primero. Que la nulidad de la venta del inmueble, cuya 
reivindicación so solicita, se funda principalmente en que, te- 
niendo el demandante una parte pro indiviso en él por he- 
rencia materna, no ha podido el padre venderlo válidamente, 
por estarlo prohibido enajenar los bienes adventicios de sus 
hijos. 

Segundo. Que la ley veinte y cuatro, titulo trece, partida 
quinta, que establece esa prodición, no declara, sin embargo, 
la nulidad de la venta; untes, por el contrario, dispone termi- 
nantemente que, si el padre la efcctu.ise, quedaran hipoteca- 
dos sus bienes á favor del hijo para pagarse con ellos, y solo 
en el caso de no Ser estos bastantes para su pago, acuerda al 
hijo acción reivindic iioriu contra el tercer poseedor de sus 
bienes adventicios, y esto, si renunciare la herencia pate na. 

Tercero. Que no pudieudo, según lo dispone la ley catorce, 
título seis, partida sesta, aceptarse ni repudiarse una herencia 
sinó después de la muerte del causante de la sucesión, se sigue 
que el hijo no puede ejercitar dicha acción viviendo el padre, 
que enajenó sus bienes adventicios. 

Cuarto. Que esta conclusión se halla confirmada por la mis- 
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ma ley veinte y cuatro, cuando difiere el ejercicio de la acción 
hipotecaria acordada al hijo soljre los bienes del padre, para 
después de la muer le de este, en estas testiialcs palabras: 
* linearían obligada é empeñados al Ojo los bienes del padre 
t después de su muerte, ecctera. » 

Quinto. Que no habiendo, en el presente caso, muerto el 
padre del demandante, ni eumplídose por éste su condición de 
ejecutar primero lo» bienes de aquel para pagarse con ellos, 
la acción reivindicatoría deducida directamente contra el com- 
prador de los bienes adventicios, es improcedente. 

Por estos fundamentos, y los concordantes espuestos por el 
juez a fftio, sí? confirma con costas la sentencia apelada de foja 
noventa y siete. Notiffqueso con el original, y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

1. B» GOnOSTUGA. — J. DOMINGUEZ. 
— ULADISLAO FniAS. — FEDEIi; O 

WARGOBEH. 
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Don Edmundo Englantl, nutra la Comisión de las Obras da 
Salubridad, por cobro de sobreestad tas ; sobre arreglo dc¿ 
juteio. 

Sumario. — Las excepciones dilatorias no opuestos dentro 
del término lijado \\oz el artículo 92 de la ley de procedimien- 
tos, solo pueden proponerse contentando la demanda. 

Caso. — Don Edmundo England, capitán del buque Selenc, 
demandó á la Comisión de Ulmis de Salubridad, por sobrcesta- 
díis. 

No habiendo contestado el traslado la Comisión, se le acusó 
rebeldía y se le intimú que lo evacuara dentro de 2i horas. 

El demandado opuso la excepción de falta de arraigo, por ser 
el demandante estrangero ño domiciliado. 

Falle *el Jvn redera! 

Buenos Aires, Julio M de 1885. 

Vistos, para resolver sobre la excepción dilatoria de arraigo 
del juicio, deducida en el escrito de foja 14. 
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T considerando : t* Que dicha excepción estií cspresamouto 
autorizada por o) artículo 74 de )a ley Nacional de Enjuicia- 
miento, contra el estruugero no domiciliado; 

2 o Que el domicilio m el país, que exime de la obligación de 
prestar la lianza de arraigo, uo es el que resulta de un contrato 
especial ú ejecutarse aquí, pues de otra manera no tendría 
Tazo» de ser la precitada excepción, siuó el que define el artí- 
culo 8í> del Código Civil, diciendo que es el lugar donde tiene 
una persona establecido el asiente, principal de su residencia y 
de sus negocios; 

3 a Que el Juzgado no puede admitir lu discusión sobre si la 
ley que obliga al estraugero no domiciliado en tales condicio- 
nes á arraigar el juicio, es 6 nú odiosa; que al Juez nunca le 
es permitido juzgar del valor intrínseco ú de la equidad de la 
ley (Iíegla XV del Código de Comercio); 

.4" Que teniendo la parle demandada derecho para contestar 
dentro do 2t liaras du acusada la rebeldía, según lo dispone el 
artículo 12 de la ley de Enjuiciamiento, aunque esta le haya 
sido acusada después de vencido el término dé emplazamiento, 
claro es que lo tiene para oponer excepciones, pues esle sub- 
siste mientras no se haya declarado decaído aquel, puesto que, 
como lo establece el artículo 75, pueden alegarse las excepcio- 
nes no propuestas como artículo próviu, contestando la de- 
maná;. 

Por estos fundamentos, fallo admitiendo la excepción de 
arraigo del juicio, deducido en el escrito foja 11. 

Virgilio Tvttin. 

Fallo d« I» Kuprcma Carie 

Inicuos Aires. Nviembra 1-1 de 1885. 
Vistos : habiendo el demandudo opuesto la excepción dila- 
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toria de arraigo, como artículo previo; y considerando que 
ella ha sido deducida fuera del término de nueve dias que 
fija el artículo setenta y dos de la ley de Procedimientos, pa- 
sadas los cuales solo puede proponerse contestando la demanda, 
según lo dispone el articulo setenta x cinco de la misma, se 
revoca el auto apelado de foja veinte y tres, y repuestos los se- 
llos, devuélvase. 

J. B. COtlOSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. 
— ULAUIüLAO FBIAS. — FEDERICO 
IBARGÚREX. 



CAUSA 1LII 



Don José Hernández, contra losSres. ftarbieri Hermanos; sobre 
indemnización de daños * l intereses. 



Sumario. — 1 ft La propiedad literaria está reconocida por la 
Constitución Nacional. 

$° En las producciones literarias impresas, se reputa como 
principal el producto literario cuando tiene mayor importancia 
que el papel en que esté impreso. 
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3 o El autor 6 propietario de una obra literaria, tiene el de- 
recho de percibir sus frutos y de prohibir que otra loa perciba. 

4* El que sin autorizaron ó consentimiento del propietario 
reimprime la obra literaria con el propósito de lucrar con daño 
de los derechos del autor, comete un delito. 

5 o De todo delito se deriva la obligación du reparar el per- 
juicio que por él se hubiese causado á otra persona, acordán- 
dose al efecto acción civil al damnificado, independiente de la 
acción criminal, para obtener las indemnizaciones correspon- 
diente*, cuya estimación, tanto la ley civil como la penal, de- 
fieren al prudente arbitrio del Juez. 



Caso - Se halla esplicado en el siguiente t 

r*llo del Jn*« ile EleceiM 

Buenos Ares, .Noviembre 5 de 1884. 

Vistos estos autos, promovidos por D. José Hernández con- 
tra la casa impresora que gira en e^ta plaza bajo el nombre 
de José Barbieri y hermanos, para que se le condene al pago 
de la suma de diez mil pesos moneda nacional por vía de in- 
demnización de daños y perjuicios causados por violación de 
la propiedad literaria. 

Resulta : \ v Que el demandante funda su acción, en que la 
referida casa, que tiene su domicilio en la calle de Cuyo nú- 
mero 79, ha estado csplotando, desde hace mucho tiempo, sin 
su consentimiento, el libro de que es autor titulado tta vuelta 
de Martin Fierro », estableciendo la competencia en el precio 
con las ediciones verdaderas, al grado de tenerla exclusiva en 
la venta por mayor a causa de su menor precio; que los da- 
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mandados, no solamente le han cansado perjuicio material con 
la venta del libro fraudulentamente impreso, que estima b¡ijo 
juramento en ta suma fieman dada, si nú que le han perjudicado 
también como autor, dando á la publicidad un libro mal im- 
preso, truncos los versos, peor corregidos y valiéndose de cli- 
chés falsiiicados de ninguna importancia; 

T Que Iiarbieri hermanos han ulegado en su defensa que el 
día treinta y uno de Diciembre de mil ochocientos ochenta y 
dos, se presentó en su establecimiento una persona pidiéndoles 
precio y condiciones para la reimpresión de la obra titulada 
f La vuelta de Martin Fierro », y no conviniéndole la suma 
pedida por una impresión mejor que el original que llevó, le 
manifestaron que con un tipo viejo podrían mod i tirarlo, pro- 
posición que fué aceptada, firmando un contrato para la impre- 
sión dedos mil ejemplares con tipo usado y en papel do diario, 
al precin de diez mil pesos moneda corriente; que esa persona, 
llamada José Hernández, esfco es, del mismo nombre y apellido 
del demandante, les manifestó que en la actualidad no nece- 
sitaba la edición, y que le bastaría lirmar un contrato que le 
garantiera la nú variación del precio, y si la llegaba á nece- 
sitar untes de un año, les daría aviso; que al poco tiempo les 
comunicó que podían empezar el trabajo, y así lo hicieron, 
cuando fué decretado el embarco de Ja edición por el Señor 
Juez de lo Civil en momentos en que debían entregarla d su 
cliente; que siempre tuvieron ul Hernández con quien con- 
trataron, por el verdadero autor de la obra, pues su nombre, su 
apellido y los términos en que so espresaba eran demasiados 
claros para que hubiesen podido dudar, no habiendo tenido 
nunca la idea que se trat.iba de una impresión fraudulenta, 
pues no conocían al Hernando/ demandante; que no hay acción de 
perjuicios contra ellos porque la m^ute de la ley no es castigar 
el hecho de la impresión, siuú la impresión verificada por dolo 
6 fraude con intención de procurarse un beneficio ilícito, & lo 
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que deben agregar que no se veudiú un solo ejemplar de la 
impresión que hicierou, pues se embargaron los mil novecientos 
y tantos tirados; 

3" Que la causa fue recibida á prueba, por auto de foja 38 
vuelta, para que se justifique el número de ediciones no auto- 
rizadas que hayan sido hechas por los demandados y el número 
de ejemplares de que se componía cada tina, la utilidad proba- 
ble que habría dejado cada edición, y la buena fé de los de- 
mandados, habiéndose producido la que corre agregada en estos 
autos, bajo el certificado de foja i 09. 

Y considerando: 

Primero : Que es un hecho fuera de toda duda y discusión, 
comprobado por el secuestro efectuado por mandato judicial 
en poder de los demandados, de mil novecientos templares de 
la obra titulada * La vuelta de Martin Fierro >, que estos han 
efectuado una edleion ú reimpresión de Ja citada obra en nú- 
mero de dos mil ejemplares próximamente, á la cual pertenece 
el ejemplar de foja 40, señalado bajo el número cuatro. 

Segundo: Que se halla igualmente comprobado por medio de 
los ejemplares señalados con los nú nitros uno y dos, fojas 4Ü y 
47, que la misma obra ha sido reimpresa dos veces mas, pues 
las diferencias que se notan en la composición tipográfica de 
cada uno de ellos, revela, á no dejar la mas leve duda, según 
lo demuestra el informe pericial de foja 88, que cada uno per- 
tenece á ediciones difeutes; siendo una de las cuestiones que 
el Juzgado debe decidir, sí ambas emanan de la misma imprenta 
por donde se ha hecho el tiraje de la edición sorprendida y 
secuestrada por el demandante. 

Tercero : Que los peritos Coni, Casavalle y líossi que espi- 
dieron el informe aludido, establecen, después de un minucioso 
estudio y según sus conocimientos en la materia, su opinión 
Afirmativa en este sentido, fundándose, primero : en que los 
ejemplares número uno y dos están compuestos con el tipo del 
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número nueve, perfectamente idéntico ai número cuatro, que 
como se ba dicho pertenece á la edición secuestrada en poder 
de Barbieri; segundo: en que son exactamente iguales los 
grabados 6 viñetas ea los mismos, y por último, en que se 
encuentran las mismas faltas ó defectos de fundición en las 
letras R O, de la palabra Fierro del título principal de la obra, 
circunstancias claramente perceptibles aún paTa el que no es 
perito en el arte de imprimir, y que, por lo (lemas, tampoco lian 
sido desconocidas por los demandados. 

Cuarto: Que si bien estos han pretendido csplicnrlas, tra- 
tando de demostrar, respecto de la primera, por medio del in- 
forme pedido á dos peritos (téase foja 1(53), que es corriente 
que distintas imprentas tengan tipos absolutamente iguales ; 
y respecto de las dos últimas, que las viñetas de las láminas 
y titulo de la obra le fueron entregados por un tercero, ya 
usados, los elementos de convicción acumulados con tal propó- 
sito están muy lejos de ofreen un resultado plausible, ni cons- 
tituir prueba jurídica capaz de destruir ó desvirtuar comple- 
tamente las conclusiones del informe antes citado. En efecto, 
los peritos Buffet y Rodrigues, designados por la parte de 
Barbieri hermanos, eselusivainente, establecen que no existen 
en el país siuó tres casas que reciben tipos de Europa en gran- 
des cantidades, y dos que también pueden fundirlas en el 
país, concluyendo, que es posible que varias imprentas se sur- 
tan de la misma casa, y tengan por lo tanto iguales cuerpos 
de tipos y ojo; peroá parte de que estos son hechos que no 
pertenecen al dominio de la apreciación pericial y que por con- 
siguiente han debido ser comprobados por otros medios; que 
los peritos no dicen de qué manera les eousta que efect iva- 
mente no hay mas que tres casas introductoras de tipos de 
imprenta, y que tampoco lian prestado el juramento de ley 
antes de declarar, su conclusión no pasa de una posibilidad 
hipotética ; tudavíft mas alejada de la probabilidad si se tiene 
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presente que las mismas casas reciben ó pueden recibir tipos 
de distintos tamaños, de tal suerte que aunque varias impren- 
tas se surtan de una misma casa, pueden tomar tipos diferen- 
tes, según el gusto, el uso, conveniencia 6 necesidad do cada 
una. 

Quinto: Que si fuese tau corriente que en distintas impren- 
tas tengan tipos absolutamente iguales como ío pretenden los 
demandados, fácil les habría sido demostrar el hecho, recur- 
riendo en este caso á la pericia, por ser efectivamente de su 
resorte, para establecer que existen en esta ciudad imprentas 
que tengan tipo* absolutamente iguales á los empleados en la 
impresión del ejemplar de foja 49 ^ número cuatro), pues abun- 
dan los elementos de confrontación, no solamente en las quince 
ó veinte publicaciones diarias, siuó en multitud de obras que 
se editan anualmente en esta capital, debiendo considerarse su 
ausencia como una vehemente presunción contraria al propó- 
sito de los demandados. 

Sesto: Que entre tanto, los mismos peritos de Jlarbieri es- 
tablecen, en su informe de foja 1Ü3, que no puede asegurarse 
que los ejemplares de las tres ediciones en cuestión hayan sido 
impresos en una misma imprenta, pero que el tipo de su impre- 
sión es exactamente igual, siendo innegable que el señalado 
con el número tres, procede de otra imprenta, forma de espre- 
sion que deja traslucir perceptiblemente su creencia afirmativa 
sobre la cuestión propuesta en la primera pregunta, ya que 
esta ha sido formulada de una tuauera especiosa, á no permi- 
tirles que la espresaran categóricamente como lo lian hecho 
los peritos líossi, Casa val le y Con i. 

Sétimo; Que por loque respecta ú la completa identidad 
de las viñetas en los ejemplares número uno, dos y cuatro y al 
hecho de encontrarse en ellos las mismas fallas ó defectos de 
fundición en las letras lí y ü del título principal de la obra, 
que es la prueba mas coiiduyeute de la identidad de su orí- 

t. xi a 
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gen, como también lo afirman los peritos Coni, Casavalle y 
Rossi, la única defensa de los demandados consiste en que 
aquellas, como el título, les fué entregado por el supuesto Her- 
nández que contrato la edición sorprendida, lo que impone al 
Juzgado la necesidad de estudiar, no solamente las pruebas 
producidas en su apoyo* sinó la verosimilitud del hecho, con 
arreglo á los demás antecedentes quo obran en autos. 

Octavo: Que tres son los testigos presentados por Itarbieri 
hermanos para demostrar ese hecho, ¡i sabor : Mantero (foja i 54 
vuelta), Gnsi (foja 1G5) y Itargas (foja lOíi), pero admitiendo 
en hipótesis la ver Jad de 01, no es una prueba concluyente de 
que Iiarbíeri hermanos no hayan empleado ion referidos clichés 
en otras ediciones, tanto mas cuanto que ninguno de los tes- 
tigos determina en qué fecha los entregó el supuesto Hernán- 
dez, sobre cuyo punto guardan absoluto silencio los demanda- 
dos. Agrégase á estoque los tres testigos han sido dependientes 
ó empleados de la casa, lo que lo* hace sospechosos de compla- 
cencia, demostrándose fácilmente la falsedad en que ha 
incurrido el testigo Mantero al contestar la cuarta pregunta 
del interrogatorio de foja Uíí, pues afirma que José Hernán- 
dez llevó las viñetas, y que la del título «Martin Fierro » era 
de plomo en pedazos, cuando en seguida manifiesta que no co- 
cía al mismo José Hernández, resultando ser la referida viñeta 
de una sola pieza de plomo clavada en madera, como se descu- 
bre al simple examen ; y por último, que aún cierto el hecho 
tal como lo refieren los testigos, es de ninguna importancia 
mientras no se pruebe acabadamente que el supuesto Hernán- 
dez intervino seriamente en el acto, y nú para inducir en los 
empleados subalternos una creencia equivocada acerca de su 
personalidad en vista de la naturaleza del acto que se untaba 
de llevar á cabo. 

Noveno: Que desde luego llama la atención que en el con- 
trato presentado por Uarbieri tfoja 140) no se haya dicho una 
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palabra «cerca de la obligación por p¡ll t , M Hmuta 4í 
entregar lo» clichés, circuuslaucia m s ¡„ iaií deblí ^ 
en el precio de la edición, y que una casa impresora de la ¡uv 
portauca de la de Barbicri bomauas h BWew necesitado que 
m tercero le suministre el título biea insiguiiicaulc por cierto, 
del punto do vi sl a del arto tipogrúüco do la obra quo debía 
reimprimir. 

Mimo: Que este cliché no ha aidó presentado ni secues- 
trado junto con los demás, habiéndose ocupado dftfl lo, deman- 
dada, esforzándose en demostrar que iiguro entre Jos que 
sum.mstro el supuesto Hernández, ton solu después uno lo, 
perito, demostraron, apoyándose en él. ta identidad de origen 
<Ie las tres ediciones tos reconocida en autos. 

tntióamo: Que las precedentes consideraciones imponen al 
.Juzgado la convicción afirmativa acerca de la cnestiou debatida 
esto es, que esas tres ediciones han sido hcc.ua en la casa de 
¿faroicn lierraunos. 

Ihtodécimo : Que en premia de la conclusión que precede 
¡■ contrato de foja 140 presentado por dicho, señores para ius- 
ihca, - su conducta pierde toda eficacia, desde que aparecen 
comprometidos como autores de otras dos ediciones clandes- 
tinas pero aunque así no fuera, es absolutamente de ningún 
valor legal para justilicar su buena té, pues siendo un docu- 
mento privado, su fecha cierta, con relación á terceros es la do 
mi presentación cu juicio, c „ virtud de lo dispuesto en el «tí- 
calo 1035 delCodigu Civil, la coa! es posterior n. embargo 
de la edición sorprendida en la imprenta de Barbierí herma- 
nos. 

Mamotwero: Que de consiguiente, es cscusado tomaren 
coimderacion la prueba rendida para justilicar la autenticidad 
de Ja firma puesta al pié de él, ó lo que es Jo mismo, la existen- 
era de un real ú supuestamente titulado José Hernández, desde 
que en virtud de una presunción de la ley que no admite prue- 
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ba en contrario, venia ú pesar sobre dicho contrato indudable- 
mente la taclia de simulación como escrito ex post fado. 

Décimocmrlu ; Que esta conclusión puramente legal, se 
convierte en certidumbre en presencia del hecho de no haber 
sido presentado el Hernández tirmaute del contrato á asumir 
la responsabilidad que le corresponde en el juicio, á pesar de 
haber estado presente y en relación inmediata con lo* deman- 
dados cuando se inició, según se desprende de su escrito de 
foja 25, en el cual dicen que después de comunicarles Her- 
nández que podiini empezar <*1 trabajo, vino el embargo en 
momento en que debian entregarle la edición hecha, habién- 
dose alegado por primera ve/, su ausencia recién en Julio del 
presente año (véase foja 121 ). 

Décimoquinto Qaeel hecho mismo de la ausencia de Her- 
nández no está perfectamente comprobado, pues de los dos 
testigos presentados á este efecto no merece fé alguna Saugui- 
netti, en rista de la incertidumbre que demuestra sobre el orí- 
gen de su conocimiento, &0 sabiendo si es á él ó á SU cuñado ú 
quien escribió desde Montevideo avisando su partida, de la 
que ninguna noticia tuvo antes el testigo á pesar de que Her- 
nández le dejó en su casa á su propia esposa, quedando de con- 
siguiente singular la declaración de Castiglione» quien por otra 
parte nodúuna razón satisfactoria de su dicho. 

liécímosexto: Que eu el presente caso concurren además las 
siguientes presunciones, que por ser de naturaleza acumula* 
Uva coadyuvan á demostrar que el contrato en cuestión no es 
sinú un acto supuesto déquo se ha echado man»' para eludir la 
responsabilidad en que incurría la casa impresora, y son, el 
hecho de haber negado iiarbieri, ó por lo ruónos manifestado 
ignorar que existieran en su imprenta ejemplares de la obra 
falsificada, momentos antes de embargarse los mil novecientos 
que se encontraron allí i declaraciones del Escribano Pérez, 
foja 107 vuelta, y del olicial de Justicia, foja 109) ; la omisión 
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del nombre la imprenta ([tic hizo el tiraje de la edición se- 
cuestrada; la ausencia de garantía eta un ••«•ittr.it ■» celebrado 
con persona desconocida ; la fecba treinta y uno de Diciembre 
puesta en et contrato exhibido para evitar al antidotarlo todo 
error posible entro esa fecha y la del dia en que se vendiü el 
sello, desde que seguramente habrá sido vendido antes del 
último dia del año de su vigencia ; y por último, el becho muy 
inverosímil de que ni los hermanos líarbieri, impresores y 
editores de obra, ni ninguno de ios empleados de su casa, entre 
los que liguran pcríodisias, notíderos, tipógrafos, etc. no co- 
nocieran al verdadero José- Hernández, librero y autor de obras 
impresas en el país de manera que el Juzgado no puedo menos 
de aceptar y declarar plenamente probado el hecho de que las 
señores líarbieri hermanos han impreso por su cuenta tres 
ediciones el and es t idus del libro titulado: t La Vuelta de Mar- 
tin Fierro », 
Considerando, en cuanto al derecho: 

Décimo xvfitimú ; Que la propiedad literaria á favor del autor 
ó los que de 01 tienen su derecho estií espresa mente reconocida 
por la Constitución Nacional (artículo 17), durante el término 
que la ley señala, lo r ¡ n 1 • la coloca, en ausencia de leyes espe- 
cíales que reglamenten su ejercicio, bajo el amparo de las le- 
yes generales que rigen el dominio de las t osas, pautándose 
como principal el producto literario impreso y accesorio id pa- 
pel (artículo 21135 del Código Civil). 

Décimo octavo : Que en tal virtud, el autor ú propietario de 
una obra literaria tiene* no solamente el derecho de servirse de 
ella, gozarla y de percibir sus frutos, si nú de prohibir que 
otro se sirva ó los perciba, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 2513 del Código Civil, lo que coloca este hecho, lle- 
vado á cabo sin autorización ó consentimiento del propietario, 
en la categoría de acto iluito, constituyendo un delito, cuando 
se ha ejecutado á sabiendas, con el propósito de lucrar con 
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daño de los derechos del autor, según el artículo 1072 del 
Código citado, principio consagrado por el Código Penal es- 
presamente en cuanto á la propiedad literaria se reitere, al es- 
tablecer, en su artículo 312, que el que publicase una producción 
literaria sin consentimiento de su autor sufrirá una multa de 
veinte y cinco á quinientos posos fuertes si no hubiese espen- 
dido ningún ejemplar, duplicándose la multa en caso contrario, 
sin perjuicio del comiso. 

Décimo noveno : Que es un principio de derecho espresa- 
mente consignado culos artículos 1077 del Código Civil y 08 
del Código Pena!, que de todo delito deriva una obligación de 
reparar el perjuicio que por él se hubiese causado á otra per- 
sona, acordándose al efecto acción civil al damnificado, inde- 
pendiente de la acción criminal (artículo 1006 Código Civil) 
para obtener las indemnizaciones correspondientes, cuya esti- 
mación, tanto la ley civil (artículo (083 como la penal (arti- 
culo 140) defieren al prudente arbitrio del Juez. 

Considerando A este respecto : 

Vigésimo: Que el perjuicio sufrido por Hernández como 
consecuencia inmediata y directa de la impresión fraudulenta 
do su obra en condiciones de poderse ofrecer al público á un 
precio inferior al do la edición legítima, consiste lógicamente 
en la paralización de la venta de esta, comn consecuencia de ta 
ventajosa competencia hecha por las ediciones no autorizadas, 
hecho cumprobailo por las declaraciones de los testigos l'ru- 
dent, foja 102 vnelta, Chaves, foja 103 vuelta, del Mazo, 
foja 105, Igon, foja lüO, todos de profesión libreros, que te- 
nían en venta la edición auténtica, y por consiguiente, en 
aptitud de apreciar la inüuencia que podía tener la competen- 
cia á ese artículo. 

Vigésimo primero: Que si bien no consta el número de 
ejemplares de que se componían las dos ediciones impresas 
antes, de la que fue" secuestrada es verosímil que lo fuera del 
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mismo número que esta, á lo que so agrega que, según lo lia 
declarado el testigo señor Ooni impresor autorizado de la obra, 
soto ha quedado sin ser retirada de su casa la quinta edición 
compuesta de cuatro mil ejemplares, de mudo que puede esti- 
marse prudentemente que la competencia hecha por las edicio- 
nes de íiarbieri hermanos ha sido ¡tesos cuatro mil ejemplares, 
puesto que la tercera edición de dos mil no se dió al público. 

Vigésimo segundo ; Que las declaraciones de los libreros antes 
mencionados y otros que es inútil citar, demuestran que el 
precio corriente de la obra en cuestión en las ventas hechas pnr 
mayor ha variado entre diez y quince pesos moneda corriente 
de Buenos Aires por ejemplar, de manera qoe puede aceptarse 
como equitativo el de doce pesos, que representa próximamente 
el termino medio. 

Vigésimo torrvro: í»ue es justo tener en cuenta también y 
agregar al cálculo de los perjuicios el interés correspondiente 
al valor de los cuatro mil ejemplares almacenados en la im- 
prenta do Coni, puesto que la competencia le privó á Hernán- 
dez de percibirlo desde hace tres años, cuando menos, á ta tasa 
que el Barí' ■ de la Provincia cobra ¿ sus deudores, romo tam- 
bién los gastos que haya tenido que hacer para llegar á descu- 
brir los autores de la falsificación y las distas del proceso. 

Por estos fundamentos y demás consideraciones concordan- 
tes del alegato de foja fallo condenando á los demandados 
José Barbieri hermanos al pago á favor de Uou .José Hernán- 
dez de ta suma de tres mil pesos mouedi nacional en que el 
Juzgado fija, en cumplimiento de la facultad legal de que se 
ha hecho mérito y con arreglo d las consideraciones preceden- 
tes, la reparación de los perjuicios que le han causado con las 
ediciones fraudulentas de su obra a La Vuellu de Martin Fier- 
ro*, y además las costas del juicio. 



Virgilio \t. Tednu 



leo 



FALLOS DE LA SUPREMA COIITE 



tallo *le I» «uprntu» Corte 

Bar nos A i ros, Noviembre í-l d* 1 1885 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma ron costas, la 
sentencia apelada de foja doscientos treinta y seis; y previa 
reposición de sellos, devuélvanse. 

■ 

I. DOMINGUEZ. — «LADISLAO FRIAS. 
— FEDERICO II1ARGÚ11ES. — SAL- 
VADOR MARIA DEL CARRIL. 



Don Juan S. tsandwaras. ron tro tos Señores Fiorini y Frr- 
ranti; por cobro de pesos, 



Sumario. — 1" Comprobada la justicia de la demanda, debe 
mandarse payar lo que por ella se pide, 
2 rt No existiendo en la sentencia de segunda instancia nin- 
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guno de los errores previstos por el nrtícnln 232 de la Ley de 
Procedimientos, no puede hacerse lugar á su rectificación. 



/Viso. — Se encuentra suticicntemeulc osplicado en los si- 
guientes fallos: 

Fallo del Juez «le Kecrlon 

Y vistos: en cuanto á los hechos, resulta lo siguiente : J*o« 
Javier Csandivaras se presentó contri Fiorini y Ferrunti, con 
una cuenta y con contrato privado, fojas 1 a 3, firmada por los 
espresados, cobrando al segundo el valor de aquella, dos mil 
setecientos ochenta pesos con cincuenta y un centavos fuertes, 
papel de curso legal, procedentes de maderas suministradas para 
la construcción del puente sobre el rio Salí, y además los inte- 
reses desde la fecha de la demanda, con las costas del juicio. 

Contestando Fiorini y Fcrranti. espuso. que era verdad 
que debía por tal causa á Usandivaras, pero que solo le reco- 
nocía la cantidad de un mil setecientos cuarenta y dos pesos 
con veinte y ocho centavos, de la moneda espresada, lo que 
estaba dispuesto á pagar, foja 13 vuelta. Abierta la cansa á 
prueba, Usandivaras pidió se recabara informe de la inspec- 
ción técnica de las obras de la prolongación del Ferro-Carril 
Central Norte, el que evacuado corre á foja 20, y espresa, 
com? lo pidió el demandante, la cantidad de metros cúbicos 
de madera ocupadas en la construcción de dicho puente. Tam- 
bién presentó posiciones foja, 24. lasque fueron absueltas por 
el demandado, fojas 22 á 23, 

La parte demandada ha producido la prueba pericial que corre 
de fojas 74 á 78 eu el informe que dos ingenieros nombrados 
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por las partes han dado sobre el cubo relativo y el absoluto do 
metros de madera empleados en el puente. 

Para mejor proveer, el Juzgado desiguó al ingeniero muni- 
cipal Señor Roque á efecto de quo revisase la exactitud de 
aquella operación, quo fué contradicha por Usandívaras, y 
su informe so lée do fojas 71 á 72. 

Después el Juzgado, ron la misma calidad, requirió de uno 
de los ingOníerus que trazaron el dicho informe, y de otros 
mas, por haber faltado el que le acompañó cu U primer ope- 
ración, le i n formar ¡ni sobre la cubatura de madera empleada 
en pilotes y soleras, operación que habian omitido los prime- 
ros, y resulta del informe de frja 82 ojie es imposible esa 
medición. 

Por último, el Juzgado pidió en igual calidad, informe sobre 
el mismo punto á la oüeina técnica del Ferro-Carril, que antes 
había informado, y el resultado corre de fojas 83 á 85. 

DERECHO 

Considerando : i" Que toda la diferencia, según los alegatos 
en el curso de la causa, entre ambos litigantes, ha consistido 
en areriguar la que hay entre el cubo de madera que la Nación 
pagó á Fiorini y Ferranti por la coustruccion del puente, sin 
deducción de espacios vacíos entre madero y madero, y el que 
resulta neto deducidos osos espacios. Lo primero, pretendía 
Usandivaras; Fiorini y Ferranti, sostenían lo segundo. 

2 o Que el Juzgado decide y resuelve la cuestión en favor del 
demandado, pues que el contrato celebrado por éste con la 
Nación en nada puede afectar sus derechos por estar en pugna 
con los de Usand ¡varas, que no fué parte en él ; debiendo regir 
en el caso únicamente lo prescrito en el artículo 20 del contrato. 

3 o Que el Juzgado estima como la operación mas exacta, por 
su claridad, método y razo na miento, lo ejecutado por el Inge- 
niero Koqué, y ostá por sus conclusiones, en lo relativo á la 
medida de la madera de tablazón y tablestacas. 
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\* Que en relación á la medida de pilotes y mieras, no ha- 
biendo podido ser medidos por los ingenieros, como se ha dicho, 
debe ser estimada, según el único dato que se üfreee, y que 
tiene el sello do la autenticidad de su origen, cual es el que 
resulta del informe de Toja ítá, 

Por estos fundamentos, declaro :qtie Fiorini y Fcrranti deben 
pagar y les ordeno que paguen á Don Javier l'sandivaras, dentro 
de diez dias, el valor de la madera, según el contrato, que re- 
sulta de los dos expresados informes en el penúltimo y último 
considerando, y además los intereses correspondientes, según 
cobra el Banco Nacional, desde el día de la demanda hasta el 
del efectivo pago, y únicamente subre la suma que resultare 
deber, fuera de los mil setecientos cuarenta y dos pesos, veinte 
y ocho centavos fuertes de curso legal que lia reconocido deber 
el demandado y puesto á disposición del demandante. Así lo 
resuelvo definitivamente juzgando, eji mi despacho, cu Tucu- 
man, á veinte y tres de Agosto de mil ochocientos ochenta y 
cuatro. Hágase saber original, reponiéndose el papel. — líc- 
ni(fHi) Val leja. 

La Suprema Corte, para mejor proveer, mandó pasar los autos 
al Departamento de lngeuierus, á linde que, tomaudi por base 
la sentencia de foja 85 vuelta, hiciera la liquidación en n.etros 
cúbicos de la madera á que ella se ruliere. 

Uu>inos Aires, Julio 30 de 188b, 

Exma. Suprema forte: 

Según la sentencia del Señor Juez de Sección de foja 85 
vuelta, en el tercer considerando, se establece : < fjue el Juzgado 
* estima como la operación mas exacta por su claridad, mé- 
« todo y razonamiento t la ejecutada por el Ingeniera Hoqué 
< tj está por sus concias tunes en lo relativo á la medida de la 
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« matlera de tablazón y tablestacas *: y en el 4 a : *Quc en 
« relación á ta medida de pilotes y soleras, no habiendo 
■ podido Ser medidos por las Ingenieros, como se ka dicho, 
t debe ser estimado, según el anteo dalo <¡ue se ofrect y que 
« tiene el sello de la autenticidad de su origen, cual estique 
t resulla del informe de foja s:i*. 

Por Jos fundamentos, en las consideraciones, su declara : 
c (Jue Fiorini y Ferranti debe payar y le ordeno <¡ue pxrptc 

* á Don, Javier isandiraras, dentro de diez días, el t>atorde 

* la madera, según el contrato, pe resulte de hs dos espre- 
i sados informes en el penúltimo y último considerando ele, » 

Do m nuera que. cumpliendo lo ordenado por V. E., resulta 
que el cubo total de la madera de que se trata, es de 774 me- 
tros cúbicos 213 milésimos de metro cubico, que se componen 
de los elementos siguientes: 

Tablazón y tablestacas (Informe Boqué). 

Cubatura de la tablazón. , 307 m 533 

Tablestacas 84 118 

Total metros cúbicos. 391.651 



Pilotes y soleras (informe Candiani). 



40 pilotes de 7<"50 X n, 225 x 0-225 — 


15.187 


40 




ti 75x0 225x0 225 — 


13,009 


40 




6 OüxO 225x0 225;= 


12.150 


23!) 




6 52x0 225 x 225 = 


78.8H8 






5 00x0 225x0 225= 


180.478 


6 




7 75x0 225x0 225 = 


2.354 


3 




00 x 225 x 245= 


1.3G7 


151 




4 50x0 25 xO 25 = 


42.4(19 


Solera 




1.200 x 25 xO 12 


3G.O0O 






Total metros cúbicos 


382.502 
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Son trescientos ochenta y dos tnelros cúbicos y quinientos 
sesenta y dos milésimos de metió cúbico, observando que hay 
una pequeña diferencia en las cifras decimales, por error en 
la multiplicación en el informe del Ingeniero Candiani, que he 
creido deber salvar al hacer la cubicación ordenada. 

ltesumieudo resulta : 

Cubicación, tablazón? tablestacas (Roqté). :19I.G51 
Pilotes y coleras (Camiiani) 382.5152 

Total metros cúbicos 77Í.21 ¡J 

Son en total setecientos setenta y cuatro metros cúbicos, 
mas doscientos trece milésimos de metro- eúbu'o. 

(¡MLLERMO WlUTE. 

t. E. ftusiñol, 

SecreUriu, 



Fallo de Im Huprrm» t'arfr 

Bikiios Aíf«, Nttvioiiibrc aíti d<¿ 18tiy. 

Y vistos, resulta: que Don Javier S. l'sandi varas reclama 
de los Señores Fiorini y Ferranti el pago de dos mil seteciputos 
oebenta pesos, cincuenta y un centavos fuertes de curso legal, 
saldo del importo de mil trescientos cuarenta y dos metros Clí- 
nicos, setecientos cuarenta y tres milésimos de madera, que, 
según la cuenta de foja tres, les ha suministrado, con arreglo 
al contrato de foja primera, para la construcción del puente 
del rio Salí. 

Los demandados .solo reconocen deber mil setecientos cua- 
renta y dos pesos, veinte y ocho centavos fuertes de curso le- 
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gal. Dicen : qtic de la primera partida de la cuenta presentada 
deben deducirse doscientos catorce pesos con treinta centavos, 
y de la segunda, ochocientos treinta y tres pesos noventa y tres 
centavos, poT cuanto por dicha cuenta se cobra un número lie- 
y" de metros cúbicos que los entregados realmente; que 
hecha la deducción de las cantidades indicadas, están dis- 
puestos á pagar en el acto el saldo de mil setecientos cuarenta 
y dos pesos veinte y ocho centavos (¡ue resulta, y que por con- 
siguiente, debe rechazarse la demanda, con costas, por la ftftts 
petitian en que ha incurrido el demandante. 

Y considerando : Primera: Que según el informe del inge- 
niero Tessi, que corre á foja veinte, la cantidad de madera que 
la Nación ha pagado á los Señores Fiorini y l-'erranti por la 
construcción del puente sobre el rio Salí, con arreglo á la 
liquidación verificada el cinco de Abril de mil ochocientos 
ochenta y tres y aceptada por los empresarios, asciende á mil 
trescientos cuarenta y dos metros cúbicos con setecientos cua- 
renta y siete milésimos, y además treinta y seis tablones 
renovados en la parte vieja del puente, sin cubicar» al precio 
de cuatro pesos fuertes. 

Sc/jundo: tjue si bien este perito agrega oficiosamente en su 
informe, que la cantidad espresada no representa el verdadero 
cubo de madera empleada en ul puente, por cuanto al hacerse 
la cubicación no se han descontado los espacios que hay entre 
los tablones del piso, palizada etcétera, esta aseveración esta 
desautorizada y contradicha por la cuenta ú informe del Oefo 
de la Oficina de Inspección Técnica, Don Emilio Candiani, 
corriente de fojas ochenta y tres a ochenta y cinco. 

Tercero : Que en esta cuenta se consigua prolija y detalla- 
damente la cubicación exacta de cada una de las diferentes 
piezas de madera, que ha entrado en la construcción de dicho 
puente, y resulta evidentemente demostrado que en los mil 
trescientas cuarenta y dos metros cúbicos, setecientos cuarenta 
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y siete milésimos que arroja, no se ha comprendido claro al- 
guno, y que, por consiguiente, es de todo punto inexacta la 
afirmación del ingeniero Tcssi, 

Cuarto: Que los informes periciales de fojas cuarenta y 
siete, setenta, setenta seis vuelta y setenta y odio, nada prue- 
ban contraía exactitud de la cnenía mencionada; porque no 
habiendo estos perit* cubicado sino la madera de la tablazón 
del piso y de las tablestacas, su operación sido probaría que 
las tablestacas y la tablazón del piso tienen el número de me- 
tros cúbicos que indican ; pero cu manera alguna puede dedu- 
cirse de aquí que la totalidad de la madera empleada en la 
construcción del puente, no sea la que espresa la cuenta de- 
tallada del (Jefe de la Oficina de Inspección Técnica. 

{tilinto; Que siendo esto así, y estando conforme con diclia 
cuenta la cantidad de madera cuyo pago reclama el deman- 
dante, no hay razón alguna para cxouemi ;i los demandados 
de una parte de él. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
foja ochenta y cinco vuelta, y se condena, en su consecuencia, 
á los Señores liorini y i'erranti al pago de la cantidad deman- 
dada y sus intereses, á estilo de Banco, desde la fecha de la 
demanda. Notifíquese con el original, y devuélvanse, previa 
reposición de sellos. 

J. DOMÍNGUEZ. — LLADISLAO FltlAS 
— FEDERICO IDARCCREN. 

La parte de Fioriui y ferranti pidió rectificación de la sen- 
tencia. 

At'TO DE LA SIThEMA COHTE 

Huenus Aires. Hilero 28 de I88<j. 
l'or la demanda de foja cuatro, Usandivarus reclama el saldo 
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de dos mi! setecientos ochenta pesos cincuenta y un centavos, 
que arroja á su favor la cuenta de foja tres. 

Los demandados Fiorini y Ferranti soto reconocen deber mil 
setecientos cuarenta y ocho pesos veinte y ocho centavos por 
el saldo del precio de la madera que aquel les suministró para 
la construcción del puente en el rio Salí. 

El Juez a quo declara en su sentencia : que Fiorini y Fer- 
ranti deben pagar á V>aml ¡varas, en el término de dio/, dias, el 
valor de la madera que resulte de los dos informes á que se 
refieren el penúltimo y último considerando. 

En el primero de estos, el Juez aceptó como concluyente 
el informe de foja setenta, en lo relativo á la medida de la 
madera de tablazón y tablestacas, y en el segundo, acepta el 
de foja ochenta y tres, en cuanto á la medida de pilota y so- 
leras. 

Los demandados, considerándole pff aviados por esta reso- 
lución, apelaron de ella, y sustanciado el recurso, resultó: que 
Don Segundo V.^eiu apoderado de los apelantes, se había 
presentado a nombro del apelado Usandi varas, espresando 
agravios por éste, y que éste, fundado eu que aquellos no ha- 
bían espresado agravios, pedíase declarase desierto el recurso, 
6, en caso contrario, se reformase la sentencia, condenando 
simplemente a los demandados al pago de la cantidad recla- 
mada, con costas. 

En vista de esto y de la e=plicaciou de los apelantes, la Su- 
prema Corte pasó los autos ai Departamento de Ingenieros 
para que en vista de la senteneia y de los informes á que se 
refería, hiciera la liquidat ion de la madera que por ella so 
mandaba pagar; pues sin esto, no era posible conocer el valur 
á que esta ascendía. 

La liquidación se practicó á foja ciento veinte y siete, y de 
ella resulta que la mader.i quu Fiorini y Ferranti deben pagar 
á Usandivaras, según lo resuelto por el Juez a quo, asciende 
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á setecientos setenta y cuatro metros cúbicos doscientos trece 

Ahora bien, el valor de esta madera ¿os loque dele darse 
pago del sabio qm- polaina l'saiidi varas en su demanda? 
Así es de suponerse por los términos de !¿i sentencia, y así 
lo lian comprendido los demandado* al inferpuncr contra ella 
el recurso do apelación ; pues se les cundan iba, según la liqui- 
dación practicada en secunda instancia, á pagar una cantidad 
considerablemente mayor que la reclamada por el mism o de- 
mandante, 

Así lo ha comprendido también esto ;il pi 11 ir que se declarase 
desierto <■! recurso, ó, 1*11 caso contrario, se reforme la sen- 
tencia, condenando simplemente á ios demandados al pago de 
la cantidad reclamada. 

La Suprema Corte no podía con linuar una sentencia seme- 
jante. 

Si, contra la iulcltgt-ueia que le han dad" las partes, so su- 
pono .¡no por olla s. lo se na querido establecer la cantidad 
tota) de la madera empleada «n la construcción del puente, 
sería necesario, para conocer el saldo que debe abonarse á 
Üsaudivaras, deducir del valor «le dicha madera las suma* que 
t iorini y l'Vrraiiti tienen dadas á cuenta, y como el monto de 
estas, st'gun la ouenii' do f<'ja Ir , escede 00 mucho al valor 
de los solé lentos setenta y cuatro metros que resultan de la 
sentencia, los demandad*», ¿utr su reconocen deudores de mil 
setecientos y tantos pesos, resultarían acreedores por una 
cantidad considerable, que habrían pagado demás ya cuya de- 
volu ion muirían derciio. 

ím este caso tampoco podía el Tribunal confirmarla, ni darla 
por «'oiiseutida prevaliéndose del error maní tiesto á que lian 
sido inducidas las partes por la sentencia misma. 

Por estn os (¡lie la Suprema Curto la ha revocado, man- 

ti 

dando pag.ir solamente los do-, mil setecientos ochenta pesos 
t. 12 
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cincuenta y un centavos j sus intereses, á estilo de Banco, 
desde la fecha de la demanda ; pueá es esta la suma que se pide 
lior el actor y la que los demandados adeudan, según resulta 
plenamente comprobada en los autos. 

Por lo demás, uo existiendo en la sentencia de segunda ins- 
tancia ningún error de los previstos por el artículo doscientos 
treinta y dos de la Ley de Procedimientos, uo lia lugar a la 
rectificación uue se solicita, y devuélvanse los autos, previa re- 
posición de sellos, como está ordenado. 

J DOMISGL'EZ. — ■ TLADISLAO FIUAS. 
— FEDERICO iBAttGClVE?». 



«'Al-Mi CI-.IV 



ffl Doctor León Soldatt, contra el flanea Muñoz, ttodriguez 
y C; por cobro de pesos. Incidente sobre recusación. 



Sumario.— i* Para que la opinión manifestada, pueda ser 
causa de recusación, es necesario que sea emitida con mofcifO 
del pleito en que se quiera hacer valer la recusación. 



DE JUSTICIA ISAnONAt. 171 

2" Los Jueces Seccionales no pueden ser recusados síuó por 
las L-ausas enumeradas en la ley. 



Caso. -!n 7 de Julio de ÍKrtt> el Dr. Ü. Luon Sol. latí. ea¿ 
traugero, demandó ;il Danco Muñoz, itoríriguz, y <*■ por devo- 
lución da 4«0<> | m/n oro que habla depositado en dicho Banco 
él, y su hijo D. Alberto rédenle á n¡ favur, según dos docu- 
mentos que aeonjpañó i la demanda. 

Kl Juez de Sección so declaré impedido por haber emitido 
opinión sobre el falto del Juez de I" Instancia <?n causa idén- 
tica ala presenta y designó en su lugar al Juez ad hoe Dr. D. 
Próspero García. 

Este Juez y sucesivamente los Jueces ad hoc, Dres. Ángel 
O. Padilla, D, Javier Frías, D. Serrando ViailOj se declararon 
impedidos por distintas causas 

Fué nombrado él Juez mi /me Dr. D, José Antonio Olmos 
que confirió traslado de la demanda. 

El Gerente del J iauco lo recusó, fundándose en 0,110 como 
letrado, ei Juez mi hnr había emitido opinión innumerables 
veces que las obligaciones estipuladas a ore debían chance- 
la rse en billetes por su equivalente. 

Que ademas en discusiones que él mismo había tenido con el 
eitado Sr. Jip*z, te había manifestado opiniones, llegando á 
asegurarle que el Banco perdería todas las cuestiones análogas 
& la promovida por el Dr. Soldati. 

tfue de esto ofrecía prueba de testigos, fundando la recu- 
sación en el artículo 43, inciso », de la lev de Procedimientos. 

Conferido tra-lado, el Dr. Soldati contesto que debía recha- 
zarse la recusación. 

Dijo que el inciso 9, artículo iíí citado, se refiere á la opi- 
nión emitida en el pleito, y no ¡i la opiniun emitida en general, 
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siendo esto tan distinto, que él falto de los Jueces no importa 

manifestación de opinión p;¡ra lns casos idénticos (tullo de 

la Suprema Corte, Serie í\ tomo V, página 8G,. 

• 

rail» del Jun de flcnion 

Tin* ii ni ¡tu. y etit'inljrtí 1 ele 1885, 

Vistos los hechos aducidos por i l demandado para que el 
suscrito se decían- inhibido de cOnocet en este juicio ; hechos 
que. á la vez, importan aún recusación. 

Kcsulta : que en efecto, el suscrito ha emitido opinión en 
general, sobre el curso forzoso, su alcance y sus efectos, lo 
que hac¿ innecesario reciliir á prueba este incidente para la 
justilicacion de tal circunstancia, como ^e propone el deman- 
dado. 

Que en la discusión (no discusiones) ó conversación á que 
sé hace referencia, y que tuvo lugar meses antea de iniciarse 
ti presente juicio, el suscrito se limitó rt manifestar igual 
opiuiun á la que queda ospresida. 

Que es inmoto que el suscrito le haya anunciado al di - 
mandado Señor Rodríguez, qué pérdérlá ("das ¡as capitanes 
análogas, como dice; inexactitud mayor aún, si 6) se refiere, 
como parece, á dicha opiuiun. relacionándola con este litigio, 
puesto que él aún no existía ni tampoco sabía el Swsí*tÍ0 que 
SoMatí tuTicra cuentas con el Hinco Muñoz, Rodríguez y Í>. 

Y considerando: 1* Que el haber emitido opi :iod, en el sen- 
tido indicado, no puede constituir una causal de recusación, 
pues, de lo contrario resultarían impedidos l MÍOS los Jueces y 
letrados desde que los unos, en cuestiones como ia del cura» 
forzoso, resuelven casos análogos y los otros opinan, con mu- 
cha frecuencia, ya en juicios, como letrados, va fuera de ellos 
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impedimento que vendría á hacer ilusoria la administración 
de justicia. 

2" Que aún bajo el supuesto de que el suscrito hubiese opi- 
nado, como se dice, en ¡.'1 autillo de que Rodríguez perdería 
todfjs los pleitos análogos lo que no es exacto), ello no daría 
tampoco lugar á una causa de recusación, desde que por la 
ley i s necesario que se haya opinado en el pleito de que se 
trata, como hh n cía ámenlo lo establece el inciso 7", artí- 
culo 43. dé la Ley Nacional dé L^rocedimieiitos. cuando dice: 
« Sí tiendo Jués hubiese manifestado su Opinión sobre et 
pleito mites de proferirse sentencia» etc, » 

3" Que el suscrito no ha manifestado opinión, ron vista de 
autos, ni como Juez, ni como simple letrado, en el presente 
juicio. 

4* Que el inciso fl" del artículo citado, que el demandado 
invoca como disposición l-gal para fundar su solicitud, no es 
aplicable al presente caso, pues, Id dice testualmente ; «Haber 
sido el Juez, defensor di> ¡iI^uíh. de !«s litigantes, ú emitido 
dictamen en el pleito como letrado . .. Kl suscrito, pues, no ha 
sillo defensor de ninguno de los litigantes, ni como letrado ba 
emitido opinión en él presente juicio en el sentido considerado, 
como lo requbre el inciso citado. 

5" Que el lucho de manifestar opinión, aun en el carácter 
de Juez, sobre cuestiones análogas á aquellas en que se co- 
noce i onio tal, no es bastante para crear una causal de recu- 
sación, por no ser esa opinión, como queda dicho, en el pleito 
de que se conoce, según tas dis posiciones legales citadas, y 
como lo ha consagrado la jurisprudencia constante establecida 
por la Suprema í orte Nacional. (Víase: tomo I*, série 1\ pág. 
157 y tomo 5", páginas K7 y 103 de la misma série, Fallos de 
la Suprema <*orte Nacional). 

ti" Que los Jueces Seccionales solo pueden ser recusados por 
las causas que la ley enumera (artículo 31, título 3°, Ley Na- 
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cional citada, y trmo I o , séric 1\ páginas J 00 y 2ítt de. dichos 
Fallos); y asi no pueden serlo sinú di' acuerdo con las señala- 
das en el artículo 43 ya citado, 

7* Que las causas de recusación contenidas en dicho arlículo, 
son restrictivas y eschtyentes de toda otra ra usa. cualquiera 
que sea su naturaleza ó gravedad. 

8' « Que no es p rroitido crear nuevas causas de recusación , 
por indurcíones ú analogías, pues la Ley se ha propuesto di ti- 
cuitar las recusaciones, cu eh-equio <!<• la buena administra- 
ción de justicia y de lus litigantes ... (Tomo h'\ séric 1*, páp. 
1ÍK1 ya citad- 1 . 

0? Que para mayor abundamiento: M faifa de un Juez en 
un caso, no importa, para los casos idénticos, la manifestarían 
de su opinión ¡tara uup pueda constituir en estas, una causa 
ti'tjal de recusación. (Tomo 5", série l\ pág. 8ÍJ, dichos Fallos), 
lo que con Jimia, una vez mas, td requisito de opinar en el 
pleito mismo de que se trate, para que pueda alegarse ú fun- 
darse la recusar i un. 

1Ü' V que, lina Uñente, * 1.a Lev de Prendimientos Nario- 
nales, lia reglado, por disposiciones especiales, la materia de 
recusación de los Jueces de Sección. . . » y que «esas disposi- 
ciones han modificado las leyes culmines M.bre recusación, las 
que, por consiguiente, no pindén *er alegadas ni tener apli- 
cación en lo nacional (Tomo 10. 2* serie, jiá^ 118 de los 
Fallos). 

Fu mériti* de tales antecedentes, el suscrito considera de 
todo punto infundada, destituida de has.- legal é inadmisible 
la recusación que so deduce en la anterior solicitud de l)ori 
Meliton Kndrigueí, como (¿érente del espresadu Fstaldeci- 
mieuto. 

[ uti"lad<i en lo espío sto, y de m lo'idu ■•••>; las disposiciones 
contenidas en los artículos 32 y !Í7 de ta Ley de Procedimien- 
tos Nacionales, no ha lugar, con Cestas, á la recusación ititer- 
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puesta, y el demandado conteste di-recliumente el traslado 
pendiente de la demanda de foja 3. 
llágase saber y repónganse los sellos. 

José Á. Olmos. 



Fallo o> lo Suprema Cor** 

nu.'nos Aire». Noviembre S6 de 1885. 

Tistes : por sus fundamentos, se conlirma ron costas, el auto 
apelado de foja diez, y nueve, y devuélvanse, debiendo man- 
darse reponer los sellos por el Juez de Sección. 

j. n r.miosTLAGA — j. dosiísguei. — 

FEDERICO llUllGtnES. 
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Üatulolfi tj Moss contra Ihm fatpufa \fartm. tupí/un d*t vttJW 
* Maten flfcusso»; xubrr ntn-nja tlr tnéreádeñas, hmtknte 
de ¡trucha. 



Sumario. — No es apltcaMe el mUmh I! *K- la ley de pro- 
cedimientos, ruando se presentan en el tVrwiiio pronatorÍQ do- 
cumentos pe tiendan á proeiií hechos cuyo esclarecimiento 
él Jiu-s*. luí considerado tíeeosaríe en unto de ; ru^bu. 



f Vrto. - < ¡atul^Uí y Moss demandaron al Capitán del \ttif<» 
ttrttzzft. para la entroL' i di» k iíMl l.oN-is «ii- ama, que él men- 
cionado lnujtH* había cargado ya el puerto de Genova ;í !a con- 
signación de ello-; en s it naje de Octtiore do )MKí, 

El apoderado del ra pitan encestando demanda, «sostuvo 
que debía halarse entablado en «i'-aova. y agregó c(ue los 
conocimientos presentados se r*f riau á otro viajo d<-i Mateo 
fíruSZO que el que motivó sn presencia en Muchos Aires 
al tiempo en que se entabló ¡a demando» y qUO en uso-, cono- 
cimientos se decía qne las rueroaderias serían entregadas des- 
pués de la fcii/ llegada de] íopOT ol pnertn de Buenos Aires: 
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que esto tío sucedió, porque el buque no llegó á -ste puerto 
por no haber permitido las autoridades su entrada. 

i;i Juez abrid la causa á prueba para que se justílicára entro 
Otras cosas, que la carga fué devuelta al puerto su salida. 

La píirte demandada pidió ténniu" exsraofdiuñrio para que 
sa lo remitieran por el armador del Mtttm ttruzzo, residente 
«n Genova, los tíoenmentos JuattfioatiToá del retorno «le la 
r-argi, 

I.iis demandantes se npusi<nm. parque « I demandado no ha- 
tía pifeseiifcada ÍOS documentos enn la contestación á la deman- 
da ni los había enmielado un «día 



I Hilo del J«M>x IVUrruI 

Ruenof Airt's. Agosto U de 1*<-V 

Vistos : atento lo pedido en el escrito de foja 20 y lo espuesto 
por esta parte -n cnanto il primer punto de dicho e-crito 
que reconoce como cierto el hecho míe ¡tllí se m uriana, lo que 
lince rnneee-arin sn justíliea -ion d:*da la conformidad de las 
parte- á su respecto; y considerando en cnanto al segundo 
p.'dido: que 61 ti'-nde á justificar ono do los puntos lijados en 
el auto do prueba, y que i-u la petición de foja Hi se bao He- 
nado lus requisitos exigidos por el artículo 95 en sus incisos 
1" v Séde la Ley Nacional ile Enjuiciamiento, se acuerda el 
término extraordinario de tres mese para la presentación de 
tos documentos que se jiidbaii en el -egundo punto del escrito 
de foja Hi, debiendo el demandado culi arreglo al inciso se- 
gundo del articulo citado, otorgar lianza por la suma de qui- 
ntent a pesos m u pura responder á las costas. V>tifíqucse c oí 
el original. 

Yirtjiho 1/. 't'nim. 
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Fallo de 1» Svprewa Corte 

Buenos Airt's, Noviembre 38 do 1885. 

Vistos: siendo los documentos que se intenta producir con 
el objeto de justificar un hecho, cuyo esclarecimiento consi- 
dera el Juez necesario al fijarlo en el auto de prueba^ y no 
siendo por lo tanto aplicable la disposición d<4 artículo once 
de la ley de Procedimientos, se coniirma el auto apelado do 
foja treinta y tres, cou costas, y repuestos los sellos, devuél- 
vase. 

J. H. GOROSTiAGA. — J. DOMINGUEZ. 
— ILAIHSLAO FlUAS. FEDERICO 
JUAtlGtnES. 
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¡km Mañana Watts contra la Htiniciftalidtul tlct iiosario, por 
cobro de ¡mus: sobre competencia. 



Sumario. — \* Los actos de las municipalidades que afec- 
ten derechos perfectos y absolutos, de aquellos quo la Adini- 
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nistracion está obligada á respetar, puedan sometidos comple- 
tamente en la contención que sobre ellos se produzca, á la 
jurisdicción di- b«s tribunales ordinarios, máiime cuando nu 
haya tribunales especiales de lo contencioso-administrativo, 

2" La corpuraciun municipal drl líosario, en materia de ex- 
propiaciones, solo esto* autorizada para promover ante la> au- 
toridades com pétenles las que sean necesarias á Us obras 
públic ts que haya de emprender. 

.'i' La justicia incluía! es competente para conociT <-\\ lis 
causas en que son partes una municipalidad argentina y un 
estr aligero. 



Caso. - Se halla esplicado en el 

rail» del Jue* de fteceion 

Rosario. Mayo 1S da 1885. 

Vistos e>tos autos iniciados por Don Mariano Walls contra la 
Municipalidad di- esta ciudad por cobro del valor de uu tur- 
reno que espresa Le tiene ocupado aquella por vía de espropia- 
cion, en lo relativo especialmente al artículo sobre incompe- 
t enría de este Juzgado, promovido y fundado por la corporación 
■iemandada, en la circunstancia de tratarse en el caso, do actos 
llevados á cabo por ella, no como persona jurídica, sinó en su 
carácter de Poder público, cuyo juzga miento ó revisión no 
compete á la justicia nacional, y de haber obrado ademas en 
virtud de leyes y ordenanzas locales y para fines igualmente 
locales. 

Con lo espuesto cu contestación por el demandante. 
Y considerando : 1" Que si bien es cierto que en lo puro y 
simplemente administrativo, la corporación municipal, tiene 
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por las leyes de su creación y organización, facultades propias 
y completas para hacer cumplir sus mandatos y reglamentas 
sin sujeción ni revisión de otro poder, toda ve? que pase do 
esos límites y afecte con sus actos un derecho perfecto y 
absoluto, de aquellos que la administración está coligada ú 
respetar, lo mismo que Cuando obra contratando, queda sume- 
tida completamente en la contención que sobre e!lo se pru- 
duzca, á la jurisdicción de los Tribunales judiciales ordinarios, 
máxime no existiendo como no existen en esta rrovincia, tri- 
bunales especiales de lo contcnciosu-administrativo, 

2" Que en materia de expropiación, ninguna facultad le está 
deferida por ta ley tic su creación de 2"* de Diciembre de 1H5H; 
y tanto por su nueva ley orgánica de í¡0 de Octubre di,- I8S"2 
(artículo 31), Como por las ordenanzas que se lia dad" á sí 
misma (véase la de 13 de Junio de 187.1, articule solo 
está autorizada para promover ante las autoridades competen- 
tes las que sean necesarias á las obras públicas que haya de 
emprender, y d<- ninguna manera á ejecutarlas ¿llevarlas á 
cabo por sí, ni menos á avocarse U apreciación del valor de los 
terrenos expropiado-;, 

3 J Que debe reputar e por consiguiente, que e-a apreciación 
como todos los incidentes del juicio de expropiación, entran en 
id derecho común, del mismo molo que cualquier otra acción 
civil de cuya naturaleza es esencialmente la deducida, y se 
hallan sometidos á los Tribunales ordinarios de Ju.ticia, sin 
que baste en manera alguna ¡i desaforarlos, la circunstancia de 
que el demandante ni impugna la ocupación v.l hedía de sus 
terrenos ni la expropiación misma que de ello pretende ha- 
cerse, y se limite á litigar sobre su precio. 

A° Que respecto especial ment" á la jurisdicción nacional en 
el caso, en oposición á la de los Tribunales do Justicia locales 
á los cuates parece querer referirse el demandado, no obstante 
que de sus conclusiones debiera deducirse que entiende que es 
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solo ú ta jurisdicción administrativa que corresponde conocer 
del casu, dt'be observarse que se lia acreditado debidamente 
la calidad ús estrungem del demandante, que es bastante á 
Iqe efectos del fuero, dada la calidad de la corporación de- 
mandada, con arreglo á l<is artículos 2 o , inciso 2, y 9' de la 
ley nacional de jurisdicción. 

5" l^ue no es de aplicación por consiguiente al presente, 
alentó el considerando anterior, lu resuelto por la Suprema 
C'OTtfl en el raso que se invoca por el demandado (Causa t'XV, 
tumo IX. serie i". Fallos de la Suprema Corle). 

L*or tanto, se derla ra n-> haber logar ti la escepcion dedu- 
cida y en obligación á ia corporación municipal demandada, 
de contestar directamente la demanda dentro de) término 
legal. Noíifíqucsc original y repóngase el papel. 

€. S. de iu Torn\ 

Fallo tlr I» *ii|irrm» t'ortt» 

Bu«*m>» Aih'í. Ncn brv 28 de IfSRV 

Vistos: por sus fundamentos, y no habiendo mérito para la 
condenación en costas, se confirma ei auto de foja veinte y tres 
vuelta, y repuestos !o> sello* devuélvase. 

.i. ií. <;onr»STtAr.A. j, nnwisciEZ. — 

ULAD1SLAO FltlAS. -- FEDERICO IBAIl- 

gIhes. 
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Recurso de queja interpuesto por los tires, ti. Martínez y Y. 
Chas, en tos autos contra la Compafna Telefónica del tifa de 
la Mata (limitada), por cobro de honorarios. Incidente sobre 
papel sellado. 

Sumario. — l n La Dirección General de lientas solo inter- 
viene para resolver las dudas sobre la dase de papel sellado 
que corresponda, cuando ellas se susciten estrajudicialmeule, 
al tiempo de otorgarse el documento que las motiva. 

2" Presentado en juicio un documento, solo es competente 
para resolver las dudas sobre el sello que ha debido emplearse, 
el Juez que conozca de ta causa. 

3 o Es apelable todo auto que cause gravámen irreparable no 
habiendo disposición alguna que deniegue el recurso. 

4 o La carta en que se maniliesta la conformidnd á una cuenta 
de honorarios, no esta comprendida entre los <l<rcumentos que 
deben estenderse en papel sellado. 



Caso. — Loa doctores Chas y Martínez ocurrieron en queja 
ante la forte Suprema, por habérseles denegado por el Juez 
Federal Dr. Tedin Ins recursos de nulidad y apelación inter- 
puestos en un incidente sobre papel sellado, en Jos autos que 
habían iniciado contra la Compañía Telefónica del Kio de la 
Plata (Limitada) por cobro de honorarios. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



183 



La Suprema Cor tu pidió informe y ol Juez Federal lo eracuó 
diciendo: 

Buenos Airea, Julio U de 1885. 

Excelentísimo Señor : 

En cumplimiento del mandato do V. E, tengo el honor de 
informar lo siguiente: 

Los doctores don Vicente Chas y don Enrique Martínez se 
presentaron al Juzgado entablando demanda contra la Com- 
pañía Telefónica del Rio de ta Plata, limitada, por cobro de pe- 
sos, acompañando á ella un documento, ai cual se Je puso por 
Secretaría la nota de « No corresponde », pasándose el espe- 
diente en vista, al Procurador Fiscal para que dictaminase lo 
que correspondía acerca de dicha nota. El Procurador Fiscal 
manifestó que con arreglo al artículo i3 do la ley de papel se- 
llado, correspondía á la Dirección Ueneral de Rentas, resolver 
en los casos de duda, sobre la clase de sello que corresponde á 
un acto ó documento y pidió que el espediente so pasase ¡i esa 
Repartición á los efectos de la citada Ley. Por auto do foja 7 
so mandó pasar el espediente á la Dirección (¡encral de Rentas 
á los efectos indicados por el Procurador Fiscal. 

La Dirección de Rentas resolvió, lo que se transcribe a con- 
tinuación ; 

Hayo m de 1885. 

Estableciendo el artículo 43 do la Ley de Sellos que la Di- 
rección de Rentas resuelva sobro las dudas que su susciten 
respecto al sello que corresponda á un acto ó documento, 
y teniendo presente que de las actuaciones del espediente 
acompañado no aparece la duda á que se refiere el artículo 
citado, puesto que solo existe la nota de no corresponde, 
puesta por el Actuario en Ja Corte, que corre áíuja \, laque no 
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ha sitio contradicha por la parte ni por el Ministerio Fiscal p ir 
cuya causa no lia llegudo aún la oportunidad de pronunciarse 
«obre el sello que corresponde á la carta acompañada ; en con- 
secuencia resut'lve devolver este espediente al señor Juez doc- 
tor Tedin con la nota de esfilo Smaviá. 
El Juzgado dictó el siguiente auto: 

Buenos Air* 1 *, .Mayo 23 de 1885. 

Vuelva el espediente al Procurador Fiscal para que alentó, 
lo resuelto por la Dirección General de lientas dictamino lo que- 
corresponda» sobre la nota de *Xo corresponde * puesta al do- 
cumentó de foja 1, Repóngase la foja. — Tedin. 

El Procurador riscal se espidió en la vbta conferida ma- 
nifestando: que en la carta de f. i el representante de la 
Compañía Telefónica, Rio de la Plata, manifestó estar con- 
forme con una cuenta por valor de seis mil pesos fuertes oro 
por honorarios de los doctores Chus y Martínez; que este con- 
forme importa el reconocimiento de una obligación que de- 
bió cstenderse en papel sellado con arreglo al articulo i" de la 
Ley la materia; que el sello que correspondía ¡i la inferida 
caria es el que representa el medio por ciento del valor total 
de la obligación, en razón de que cu ella no s-.* designa plazo ; y 
pide en consecuencia al Juzgado impunga 1.. t uuíta que esta- 
blece el articulo 33 de la citada Ley, 

Al pié de este dictamen se dietó el siguiente auto: 

£ íliienris Aires, Junio ó da 1885. 

De acuerdo con el precedente dictamen del Procurador Fis- 
cal, abónese la multa que so determina por infracción á la 
Ley do uellos en el otorgamiento del documento de f. 1. Repón- 
gase la foja. — Tedin. 
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Notiíicados de este auto los doctores Chas y Martínez, so 
perotó con poder de estos, don Martin García deduciendo los 
recursos de nulidad y apelación contra la resolución que les 
impone el pago de la multa, alegando que el Juzgado la había 
dictado con evidente falta de jurisdicción, y que la únic* auto- 
Tidad competente para el caso era la Dirección General de lien- 
tas; que el Juzgado antes de dictar el auto recurrido debió oir 
á sus representados para que en caso de no estar conforme con 
la iufraedon de !a multa, resolviera la Dirección de lientas. 

Uido el Procurador Fiscal se espidió - en lns siguientes tér- 
minos: « Kl representante de los doctores Chas y Martínez 
pretenden desvirtuar por completo la sustauciacion de los in- 
cidentes relativos á.la aplicación de la Ley de Sellos, interpo- 
niendo los recursos de nulidad y apelación para ante la Suprema 
Corte de ta resolución de V. S. imponiendo multa por violación 
á la citada Ley. La Ley de papel Mellado hasta el año de 1882 
inclusive, decia; que cuando se suscite duda sobre la clase de 
sello que corresponda á uu acto ó documento, la autoridad anto 
quien tramite el asunto, la decidirá con audiencia verbal ó es- 
crita del Ministro Fiscal, y su decisión será inapelable. La Su- 
prema Corte, de conformidad áesta prescripción, ha establecido 
en sus fallos. (Serie I', tomo 0\ página 510; Serie 2«, tomo 1% 
página Í2:i) que los autos relativos á las multas por violación 
á la ley de papel sellado, son inapelables, y que el espíritu de 
esa ley, es terminar sumariamente en una sola instancia, las 
cuestiones que se promuevan sobre el pago de este impuesto, 
no existiendo por tanto recurso alguno, de los autos que pro- 
nunciuse al respecto el Juez inferior. Es desde el año 1883, que 
la mencionada ley ha establecido que en caso de duda sobre 
la clase de papel sellado, que corresponda ú un acto ó docu- 
mento, será la Dirección Ceueral de lientas en la Capital la 
que la resuelva, prescripción que debe interpretarse y ha sido 
ya interpretada por esa Dirección, cu el espediente caratulado, 

T. XXI Ja 
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Tonnesen, Dt. C. contra Shaw linos, por cobro de líeles; que la 
facultad de esa repartición se limita á señalar el tanto 6 cuanto 
que corresponda á la multa impuesta por el Juez, pero de nin- 
guna manera, á negarle á este el derecho para imponer tales 
multas, cuando encuenda que ha sido violada la ley. Tal in- 
terpretación se Ualla en perfecta armonía, no solo con la juris- 
prudencia establecida pm- la Suprema Corte, sinú también con 
la mente de la ley de la materia, pues no puede suponerse por 
un momento, que haya querido hacer un juicio ordinario, en 
cada uno de los casos de su infracción. De lo espuoto Huye en- 
tonces, que son improcedentes los recursos deducidos por el re- 
presentante de los doctóresete y Martínez, y como aquellos 
son los únicos que aparecen en el escrito de foja J9, nu obs- 
tante la acumulación que en ¿l se hace de las disposiciones de 
la ley de procedimientos nacionales y algunas de las de papel 
sellado, debo limitarme á pedir á Y. S. el rechazo de tales re- 
cursos, prescindiendo de los argumentos de fondo que no los 
considero mejor fundados. — David Zacatín. 
El Juzgado dictó el siguiente auto: 



inicuos Aires* junio 30 da 1085, 

Autos y fistos. Por las consideraciones del precedente dicta- 
men del Procurador Fiscal, no ha lugar á ninguno de los recur- 
sos deducidos;en el escrito de f. 19. Uepúngase la foja. - Vir- 
gilio )í. Tedm. 

Ks cuanto tongo que informar con motivo del recurso di- 
recto llevado ante V. K. 

Virgilio !/. Tcdtn. 
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r»il« úr In Suprema Corle 

Buiínos Airw. Diciembre L* de 1885. 

Vistos los autos traídos para mejor proveer, y lo alegado 
para fundar los recurso* dé nulidad y apelación deducidos 
directamente contra el auto de foja diez y seis vuelta. 

Y considerando en cuanto al primero : 

Pnmero: Que la Dirección (Jen eral de lientas solo inter- 
viene para resolver la* dudas sobre ta clase do papel que cor- 
responda, cuando ellus se susciten cstrajudicialmente al tiempo 
de otorgarse el documento qno las motiva, según duramente 
se vé por la parte primera del artículo cuarenta y tres de la Jcy 
de papel sellado, 

Seyunth: Que una vez otorgado el documento y sometido á 
juicio, cesa la intervención di- aquella, y solo es competente 
para resolrer las dudas sobre el sello que ha debido em- 
plearse, el Juez que conozca do la causa. 

Tercero: Que por consiguiente, el recurso de nulidad fun- 
dado en la incompetencia de éste para decidir dicha duda, es 
improcedente. 

Cuarto: <»ue t en cuanto álo apelación, el juez a (¡uo ha 
debido concederla con arreglo á lo dispuesto por el artículo 
doscientos sesenta y seis de Ja Ley de Procedimientos; pues el 
auto que la motiva, causa gravamen irreparable y no csiste 
disposición alguna que le deniegue el recurso. 

Quinto: Que por dicho auto se condena á los recurrentes al 
pago do la multa proscripta por el artículo treinta y tres do la 
ley de papel sellado, por cuanto !a obligación á que se refiere 
la carta de foja primera, ha debido estenderse en el sello que 
determina el artículo segundo, inciso tercero de !a misma ley. 

Sesto: Que las cartas en que como las de toja primera, se li- 
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mita el remitente ¡í manifestar su conformidad á una cuenta 
de honorarios pasada por los demandantes, no se hallan com- 
prendidas en el artículo primero de la lej citada; pues no ha- 
biendo existido acuerdo ú contrato previo por escrito, lijando el 
valor de la obligación, no puede exigirse que ellos se escriban 
desde luego en el papel sellado que determina la escala de 
valores establecida por dicho artículo. 

Por este fundamento se reroca el auto apelado de foja diez 
y seis vuelta, y se declara que los demandantes solo están obli- 
gados á reponer el papel de la carta de foja primera con el 
sello que determina el artículo diez de la ley de papel sellado, 
y devuélvanse previa rcp&ieton de sellos. Notifíquese con el 
original. 



I. D. GOROSTIAGA. — L'LADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO 1DARGÚREN. 
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CAUSA CLYIII 



El Doctor Don Federico Mejia contra Don Felipe Schicarz ; 
sobre servidumbre f indemnización de daños y perjuicios. 



Sumario. — La reparación de perjuicios es un accesorio y 
consecuencia lega), de la negación de una servidumbre inde- 
bida. 



Caso. — Se encuentra sulicicutemenlc esplicado en el 

Fallo del Juw 4» 0rrrl«n 

Buenos Airas. Abril 4 de 18&L 

Vistos estos autos, de los que resulta : 1* Que en el mes de 
Noviembre del año de \ 881, se presentó al Juzgado de Sec- 
ción, á cargo entonces del Señor Juez Dr. Albarracin, el Procu* 
rador D, Cirios Silreira, en representación del Dr, D. Fede- 
rico Mejia, esponiendo : 

Que éste era propietario do un terreno contiguo al cual Don 
Felipe Schwarz tenia una gran fábrica de guano artiQcia! que 
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elaboraba can los residuos y sangre de los mataderos públicos ; 
que como á este no lo era posible aprovechar todas las sustan- 
cias #e que se vale para su fabricación, una vez producida esta, 
la parte inútil en completo estado de descomposición la derra- 
maba cu un terreno que con tal objeto tenia arrendado, pero 
como entre este y ía fábrica existía el terreno do su represen- 
tado, no podían vaciarse los residuos sin pasar por él j que con 
tal objeto Schwarz se había permitido construir en el terreno 
de llejia un acueducto subterráneo por donde pasaban al arren- 
dado loa residuos de la fábrica, constituyendo así una verdadera 
servidumbre sobre el predio de aquel ; pero nu era esto solo, pues 
la gran cantidad de residuos que diariamente desaguan en el 
terreno arrendado al Dr, Quesada, lo había inundado totalmente 
y como seguía aumentándose el desagüe, había rebosado este j 
principiado á inundar je el de llejia; hecho que importa otra 
nueva servidumbre, diferente de la primera, sin derecuo para 
ninguna de las dos ¡ que fundado en eítos antecedentes, deducía 
contra D, Felipe Schwarz la acción uegatoría que le acuerdan 
los artículos 45, 40 y i7 Dé las accíonvs reates del Código Civil, 
para que se le condene oportunamente al pago de una cantidad, 
que se estimará por peritos, por ul uso indebido de la propiedad 
con la destrucción del acueducto á su esta y reparación de los 
daños y perjuicios y costas del juicio. 

2* Que el demandado incurrió en rebeldía de contestar el 
traslado conferido á foja ... según si declara por el auto de 
foja 52 vuelta; pero posteriormente (á foja 831 se presentó 
á su nombre Don Agustín Roverano manifestando que exa- 
minando el espediente encontraba que se estaba siguiendo 
un juicio nulo, por cuanto la demanda se dirijia personal- 
mente contra Don Felipe Schwarz y nó contra la sociedad 
que esplota el establecimiento de guano artificial; que di- 
cho establecimiento no era de aquel sinó de la sociedad 
Schwarz y Hermanos, siendo ella quien ha arrendado el terreno 
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del Señor Qucsada, quien lia formado el establecimiento y 
quien lia hecho el acueducto en el terreno que indebidamente 
pretende el demandante sur de su propiedad j que aunque con 
lo expuesto podia terminar su escrito, debiasin embargo demos- 
trar que aquel no tiene ningún derecho para demandar i la 
sociedad por el acueducto en cuestión, pues cuando aquella ne- 
cesitó de esas obras para arrojar las aguas á terrenos que tenía 
arrendados y quedaban traslinderos al establecimiento, soli- 
citó del Señor Mejía (hoy drand) el permiso para llevar las 
aguas por su terreno, pero habiendo aquel exigido una indem- 
nización oxajerada, la sociedad se presentó á la Municipalidad 
pidiendo permiso para construir ese acueducto por la calle Pata- 
gones, que aunque le obligaba á hacer trabajos mayores, pues 
era mayor la distancia a" recorrer, en cambio no tendría que 
pagar indemnización alguna; que la Corporación Municipal, 
comprendiendo todas las ventajas que reporta esta ciudad con 
el desarrollo de esa industria; y también que la concesión del 
acueducto por la ettilfi no perjudicaba intereses de terceros ni 
municipales, concedió el permiso para su construcción; que en 
vista de lo espuesto, pedíase intimara Alírand, que sustituyó 
en el juicio i Mejia, si insiste en seguir el juicio contra Schwarz 
y en caso afirmativo, se reciba la causa á prueba, no habiendo 
hecho lugar el Juzgado á la principal (auto de foja 46), en vista 
de haberse dado ya por contestada la demanda. 

3" Que el Juzgado, para mejor proveer, invitó a las partes 
Aun comparendo verbal, el que celebrado el dia 5 de Junio 
del uño próximo pasadn, según instruye el acta de foja 93, dió 
por resultado que se cambiasen bu siguientes proposiciones; 
por parte del representante del demandante, que si la parte 
de Schwarz comprueba en debida forma que la Municipa- 
lidad de la capital le ha acordado autorización bastante para 
la construcción del acueducto que motiva esta gestión, y que 
la misma corporación ha declarado calle pública el terreno 
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en que aquel se encuentra, retiraría su gestión; y por parte de 
Koverauo, representante di* Scluvarz, que estaba conformeen 
que se librase oficio a) Señor Intendente Municipal para escla- 
recer esos pontos* j si resultaba no ser exacta la autoriza- 
ción y declaración mencionadas y que las obras están cons- 
truidas en terreno de 'irand, m< representados no pondrían 
inconveniente en tratar de celebrar una transacción con el 
objeto de abonar las indemnizaciones á que legalmente estu- 
viesen obligados. 

4" Que librado él oficio de acuerdo con el precedente con- 
venio, informo la Municipalidad á foja 96: I* que esta Cor- 
poración tenia proyectada una calle de veinte varas de ancho, 
la cual pasaría por la manga en terrenos de Mtjia y Que- 
sada, tomándola en toda su longitud ; 2' «¿fue en el mes de 
Mayo de 1878, la Municipalidad concedió renniso i los con- 
tratistas Je la limpieza de los córrale?, Señor SchwarU para 
la colocación del caño de desagüe á que se refiere el oficio, 
agregando que era indudable que este permiso concedido cesa 
una vez vencido el contrato del Señor Scbwarz con la Munici- 
palidad y también una vez que e^ta no pagó el arrendamiento 
que antes pagaba por el uso de Ja manga. 

5 o Que convocadas nuevamente las partes á juicio verba!, 
á virtud de lo pedido en el escrito de foja 102, se celebra sin 
que pudieran venir á ningún avenimiento, pidiendo el letrado 
del demandante se hiciera constar en este acto que el canal de 
desagüe á que se r-fien- el infirme municipal no es el canal 
subterráneo materia de esta cuestión, que pasa por terreno 
ántes de Mejia, que figura en él plano agregado bajo la deno- 
minación de manga; y que el permiso que obtuvieron los Se- 
ñores Schwarz de la Municipalidad no se refiere al endueto 
que pasa por dicha manga. 

6° Que en virtud de lo dispuesto en el artículo *8tí de la 
ley nacioual de procedimientos, el Juzgado recibió la causa á 
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prueba, para que se justifique ; i" el título, en virtud de) cual 
Schwarz ha construido el acueducto de que se trata; 2" que 
este pasa por el terreno del demandante ; 3" que ha sido inun- 
dado coa los residuos de la fábrica de Schwarz j Jp la ¿poca 
en que empezaron osas servidumbres ¡ habiéndose producido 
la que corre de foja 189 á foja.., 

Y considerando : 1* Que la rebeldía en que incurrió D. Fe- 
lipe Schwarz, de contestar el traslado que 1c fué conferido de la 
demanda, autoriza á estimar como reconocida la verdad de todos 
los hechos establecidos en ella, en conformidad ú lo dispuesto er* 
el artículo 80 y 185 de )a ley nacional de enjuiciamiento y la 
reiterada jurisprudencia de la Suprema Córtc, en sus diversos 
fallos. 

2 o Que si bien ha podido obsevarse contra el auto de foja 52 
que dió por evacuado el traslado de la demanda, el haberse dic- 
tado antes de acordarse el término de veinte y cuatro horas á 
que .se refiere el artículo 12 de la lev citada, el vicio de que pudo 
adolecer á causa de esa omisión, quedó <ir«te luego su lisa nado 
en primer lugar» por el eonsentiniknto del citado auto, en se- 
gundo lugar, porque á pesar de la rebeldía presentó el escrito de 
foja 83, que importa una contestación á la demanda, y para darle 
la mayor amplitud al ejercicio de su derecho de defensa se in- 
vitó al demandado al juicio verbal de que instruye el acta de 
foja tí3 y por último, se recibió la causa á prueba para que se 
justifique los hechos alegado* por él, que probados, constituirían 
defensa legítima de sus procedimientos. 

3" Que en cuanto á la falta de personalidad de Don Felipe 
Schwarz para intervenir en este juicio, su representado se ha 
limitado á manifestarla fundándose en que no es él sin 6 la so- 
ciedad Schwarz y Hermán «s la dueña de la fábrica de guano 
artificial, sin haber exhibido el contrato de sociedad que de- 
muestre la verdad de su aserción; pero admitiendo que dicha 
fábrica pertenezca efectivamente á la sociedad que indica, ni ha 
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insinuado si quiera que carezca de facultades para administrar 
y de consiguiente, representar á la sociedad, derecho y obliga- 
ción inherente á cada súcio, á menos de existir restricción ú limi- 
tación espresa, según lo determina el artículo Í67í> del Código 
Civil y 473 del Código de Comercio. 

A° Que por otra parte, la obligación de contestar la demanda 
Don Felipe Schwarz, aun en la hipótesis de ser la sociedad la 
que construyó el acueducto, no es sinó una consecuencia de la 
solidaridad establecida por la lev (arts. 202 y 25* para socie- 
dades como la de Schwarz y Hermanos que tienen el carácter 
de colectivas. 

h* Que loa actos de los mismos socios, conlirman esta inteli- 
gencia de la ley, pues no solamente Don Felipe Schwartz ha en- 
trado á discutir por medio de m representante el fondo de la 
cuestión propuesta, alegando defensas tendentes á eximir de 
responsabilidad á la sociedad, sinó que citado para absolver las 
posiciones del pliego de foja 1 12, envió á su hermano Mauricio 
Schwarzel otro miembro de la razón social Schwarz y Her- 
manos, quien aceptó absolverlas, como parte interesada en 
el juicio. 

O" Que el demandante ilejia, hoy su sucesor Grand, ha jus- 
tificado sus derechos de dominio absoluto, sin restricción de 
ninguna clase, sobre el terreno que en el plano adjunto figura 
con el nombre manga en el terreno de Mejia y Quesada, por 
medio del título de propiedad que en copia auténtica corro á 
foja 36. 

7° Que en la inspección ocular practicada por el Juzgado 
sobre el terrreno, el dia primero de Diciembre del año próximo 
pasado, se constató que de los mataderos públicos sale un caño 
por el que corren los residuos de la matanza y las aguas servi- 
das de la limpieza de los mismos, el cual, á partir de la parte 
estertor del muro de circunvalación, se bifurca en dos, pudiendo 
echarse por uno ú otro las corrientes por medio de una com- 
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puerta de fierro; que uno de los caños pasa por el costado de la 
fábrica de guano artificia) y se dirije á terrenos donde se derra- 
man los residuos que arrastra de los mataderos, siendo esto 
construido con autorización municipal y el segundo, que es 
cubierto, se dirije al centro de la fábrica y saliendo por el lado 
opuesto recorre una parte del terreno llamado manga, al cos- 
tado del cerco, en una estesion de cuarenta á cincuenta metros 
próximamente» siendo esta parte úuicamente lo que constituye 
la servidumbre que motiva la cuestión sub-jutlice. 

8° Que Schwarz no ha presentado título alguno que auto- 
rice la construcción de esto caño, é implícitamente ha recono- 
cido que su emplazamiento en el sitio y ostensión que ocupa 
el terreno de Mejia, proviene de la errada creencia de que aquel 
era una vía pública bajo la denominación de calle de Patago- 
nes, error perfectamente demostrado por el informe de la Muni- 
cipalidad corriente á foja... donde consta que dicha calle en ese 
paraje no pasa de un proyecto que requería paTa su realización 
la expropiación ú otros trámites indispensables aún no efectua- 
dos. 

9° ue dicho acueducto, en las condiciones en que se encuen- 
tra, constituye evidentemente una servidumbre sobre el predio 
del demandante, según los términos del artículo 2970 del Códi- 
go Civil, sin que se haya comprobado sn establecimiento por 
alguno de los modos reconocidos en el derecho ; lo que basta 
para declarar procede ate, probados como se hallan por el de- 
mandante sus derechos de posesión y dominio, la acción nega- 
toria deducida á efecto de restablecer la libertad del fundo, 
atento lo que prescribo el artículo 2805 del mismo Código. 

10" Que la referida acción tiene además por objeto accesorio 
la reparación do los perjuicios que el ejercicio anterior a la ser- 
vidumbre hubiese causado al dueño del fundo sirviente, que es 
uno de los puntos comprendidos en la demanda; pero como no 
se ha discutido en este juicio su existencia ni la prueba lia po- 
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dido Tersar sobre el quantum, no habiendo tampoco en autos 
elementos de ninguna clase para que el Juzgado pudiera esti- 
marlo acertadamente, debe reservarse la prueba de su existen- 
cia y la determinación de su importancia para otro juicio, de 
acnerdo con lo prescrito en el artículo 15 de la Ley de Procedi- 
mientos. 

11" Que debiendo figurar en este capitulo las consecuencias 
inmediatas y directas del uso indebido del fundo con la coloca- 
ción del acueducto, ó lo que es lo mismo, del ejercicio de la ser- 
vidumbre, bajóla denominación de reparación de los daños y 
perjuicios que ese hecho hubiere causado, su gestión escluyo 
la del pago de cualquier otra suma á título de arrendamiento 
por el uso del terreno, y es por eso que la ley espresaniente ha 
limitado los efectos accesorios de la acción negatoria á los men- 
cionados en el artículo 2083, Código Civil, 

Por estos fundamentos y en Tista de la limitación espresa 
respecto de la demanda hecha por el actor en el acto de la ins- 
pección ocular, fallo condenando á Don Felipe Üchwarz, á que 
en el término de diez dias levante cJ acueducto que partiendo 
del centro de la fábrica de guano artificial recorre una parte 
del terreno del demandante, en toda la ostensión que ocupa en 
dicho terreno, debiendo dejarlo en las mismas condiciones que 
se encontraba ántesde su establecimiento, al pago de los daücs 
y perjuicios que haya causado al dueño del terreno la existencia 
de dicho acueducto, desde el dia que la Municipalidad dejó de 
pagar arrendamiento por él, cuya importancia deberá lijarse en 
otro juicio, y al de las costas del presente. 



Virgilio Tediiu 
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Fulla de Ih Suprema Corte. 

Buenos Aires, Diciembre 1* de 1885 

Vistos : Resultando que el demandante Don Constantino 
Orand desistió á foja ciento setenta y cinco y ciento setenta y 
siett'dc la apelación interpuesta por él; 

Que el demandado Don Felipe Schwarz se conforme, á foja 
ciento sesenta y seis, con la parte de la sentencia del Juez de 
Sección, que lo condena al levantamiento, en el término de dies 
dias, del acueducto establecido en terreno del demandante; 

Que el punto apelado por él, viene a quedar asi reducido a la 
condenación de daños y perjuicios, y costas del juicio, que con- 
tiene también dicha sentencia. 

Y considerando, que la reparación de perjuicios es un acce- 
sorio y consecuencia legal de la negación de una servidumbre 
indebida, según lo dispuesto por el artículo dos mil ochocientos 
tres del Código Civil; se coiilinna con costas, por sus funda- 
mentos, la sentencia de foja ciento cincuenta y una, en la parle 
apelada. Devuélvase, por tanto, los autos, previa satisfaccoin de 
costas y reposición de sellos. 

J, B. CoaO&TlACA. — J. DOMINGUEZ. 
— U.AMM.AO FH1AS. — fEUEMCO 
IBAlUÍÚnES. 
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£/Wr. (híojií'o J/. Sí/tía, vecino de la Capital, contra Don Jom 
Esteban Mantilla, vecino de la Provincia de lineaos Aires: 
sobrs reivindicación de un cavtpo. 



Sumario. ~ i° Reconocidos los liedlos alegado» en la de- 
manda, es innecesaria la prueba de lo afirmado en ella. 

2" El que posee a* nombre de otro, no puede invocar la po- 
sesión para adquirir la propiedad por prescripción. 

3 o El que pretende así prescribir, daho reputarse poseedor 
de mala fe* y obligado á devolver los frutos percibidos desde 
el dia de la demanda. 



Caso. — Se encuentra esplieado en el siguiente fallo pro- 
nunciado por el juez ad /toe Dr. ¿Lachado, por estar impedido 
el titular Dr. Albarraciu. 

Fallu del Jues de Sección 

Buenos Aires, Diciembre M do 1883. 

T vistos: los autos seguidos por el Ur. don Antonio 31. 
Silva contra don , losé Esteban Mansilla, sobru reivindicación 
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de un campo ubicado en el partido del Duradero, habiéndose 
presentado esponiendo: 

1" Que según las escrituras acompañadas constaba que doña 
Irene, dona Antonia, doña Pilar Mena y otras ie vendieron las 
acciones hereditarias que pudieran tener en la testamentaria 
de don José y de doña Florencia Troncoso. 

2" Que entre los bienes lineados al fallecimiento de don José 
y doña Florencia se encuentran los campos ubicados en el par- 
tido del Duradero, con frente ú la Canuda Honda, que compren- 
den la merced que en i de Julio de lüi3 hizo don (íeronimo 
Luis de Cabrera á don Juan dt- Soria y Mcdrauo. 

3 o Une esos campos fueron deslindados por el agrimensor 
Sourdcaux, para los herederos de don Isidru Troncoso, cuya 
operación fue aprobada judicialmente, 

¥ Que esos campos son los mismos que don Isidro Tron- 
cóse dejó en herencia á sus hijos, ^apresando que estaban en 
litigio. 

5° Que el litigio sobre esos campos se siguió por don Isidoro 
y posteriormente por su hijo don José, basta 1807, en que se 
dictó sentencia en su favor, 

0" Que esos campos, que fueron ganados por don José Tron- 
cóse, los dejó á sus hijos (como lo espresa en su testamento), 
entro los que se encuentra doña Florencia, quien los arrendó á 
don Domingo Elias Muiñoz. 

V Que para probar él título hereditario acompaña la decla- 
ratoria en que consta que los Muñas (sus eedentes) son legíti- 
mos herederos de doña Florencia Troncoso ; y para demostrar que 
esta es hija legítima de don José, basta el testamento citado, 
así como para probar que don José es hijo de don Isidro está la 
memoria testamentaria y la hijuela que se encuentra en el es- 
pediente testamentario de éste último. 

8° Quo como dueño de esos derechos rescindió el contrato 
cek-brado por doña Florencia Troncoso con don Domingo Ktias 
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Muiñoz y tomó posesión de ellos encontrándose, entro otros in- 
trusos, á don José Esteban Jlansilla, que pretende resistir el 
desalojo, pidiendo se le condene á su devolución, con mas los 
frutos devengados y las costas del juicio. 

Corrido traslado de lo demanda se presentí) á f. 17 don Pe- 
dro OpoitOt en representación de don José Estiban Munsilla, 
contestándola y espouiendo: 

1° Que no debe, ni tiene para qu¿ desconocer la historia de 
dos siglos que liace el demandante, aunque la encuentra defi- 
ciente; que acepta esa historia como verdadera, con la siguiente 
escepcion : que es falso que don Domingo K. Muiñoz como loca- 
dor de doña Florencia Troncóse poseyera el campo que su re- 
presentado posee , 

2" Que por cierta que fuera esa larga historia, la acción que 
pudo tener Silva no podría ejercerla, pues su representado ha 
adquirido el dominio del campo por prescripción. 

Que el arca de campo poseída por Mansilla es de tres mil 
Taras de frente por cuatro mil de fondo, lindando por el frente 
con K. Laplacete, por el fondo con Muiñoz y Kigueroa, por el 
Este con Castello Iturriaga y por el otro costado con don V. 
Maldonado ; mientras quo el campo medido por Sourdenu* so 
compone de i 0.000 varas de frente a la Cañada Honda por 
15.000 de fondo. 

4* Quo tanto la areaposeida por Mansilla, como la área dada 
por Muiñoz ó doña Florencia Troneoso, se encuentran dentro 
de la merced adquirida por don Sebastian Machado; pero en 
distintos rumbos, ocupando Muiñoz .n estremo y el otro Mau- 
s illa, habiendo una dilatada estension de terreno entre ambos. 

5" Que dou Juan de Dios Mansilla. padre del demandado, 
entró en posesión del campo referido, hace DO anos, y que ha- 
biendo fallecido hace 40 años, el demandado lo continuó pose- 
yendo . 

6 f> Que ya sea se considere unida la posesión de don Juan de 
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Dios á la de su representado, ya se considere la de éste sola- 
mente, habría adquirido el campo | or prescripción, pues lo 
ha poseído él solo, por mas de cuarenta años. 

7 o Que ya sea míe la cuestión deba juzgarse por la lejisla- 
cion anterior á la vigencia del Código Civil, bajo la cual so 
produjeron los hechos, ó por la que este estallece, en ambos 
casos, la posesión de treinta años basta para adquirir el domi- 
nio, según la ley 21, título 211, Partida 3", y artículos 4015 y 
iOIC del Código Civil. 

8" Que en sukousecuencia, el demandante ha perdido todo su 
derecho al campl reclamado, y dele absolverse á su represen- 
tado, con espetwl condenación en costas. 

líecilida la e;iusa á prueba, se lijó para la testimonial, por el 
auto de f. 21, ios puntos siguientes : si eu el arrendamiento quo 
Muiñoz hizo ú la Troncoso estala comprendida el área poseída 
por Mausilla, asi como subre la estension y límites de dñ*ho ar- 
rendamiento ; sobre la estension y límites del área que Man- 
silla dice haber adquirido por prescripción; y si entre el campo 
arrendado por Mu i hoz y el poseído por Mu ns illa Uabia una es 
tensión ó xana que los dividiera. 

Las cuestiones que él Juzgado debe resolver, son las si- 
guientes: 

1" ¿na demostrado el demandante que el campo reclamado 
le pertenece? 

2" Caso afirmativo; ¿lia probado el demandado la excepción 
de prescripción alegada? 

Primera cuestión. — Con relación á lo¿ hechos en que funda 
su demanda dé reivindicación el Ur Silva, han sido aceptados 
en su totalidad por el demundado al contestar la demanda, y 
siendo do tal importancia debemos transcribir las palabras 
para darle su verdadero alcance. Hice: <« 0¡ee esa larga histo- 
ria que llamo de dos siglos, porque eu aquella lejana úpoca vi- 
vió el primitivo dueño de una dilatadísima ostensión de campo, 
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don Sebastian Machado, hasta quien se remonta hoy ti Dr. 
Silva, puede l". S. darla par tramada con las siguientes ex- 
cepciones : 

ti" Es falso que don Domingo E. Muiñoz fuese locador de 
doña Florencia Troncoso, dul úrea de campo que mi represen- 
tado posee. 

<r 2 o El Dr. Silva no puede ejercer en justicia acción alguna 
contra mi representado por haber adquirido éste el dominio del 
campo por prescripción «. 

Y este reconocimiento so encuentra continuado, § IV del 
alegato de bien probado, cuando dice: « l*or lo tanto, al contes- 
tar la demanda, cumplí con el deber de manifestar a V. S. que 
podia dar por cierta toda esa larga historia de dos siglos atrás 
que hacia el ductor ¡Silva de fittthm y pleitos de contratos de loca- 
ción ; pues, por mi parte, hubiera sido iiixetisatez negaría; 
aparte de que no tenia objeto, y aunque hubiera tenido alguno, 
no la hubiera negado siendo cierto, porque mi representado no 
se alimenta de lo ajeno ». Quedan pues reconocidos por propia 
confesión, sin necesidad de exauiiminar los títulos y pruebas 
producidas en la estación oportuna, los hechos siguientes que 
debemos lijar con precisión : 

I o Que cutre los bienes lineados de doña Florencia y don 
José Troncoso, que forma el patrimonio de sus eedentes, los 
Menas, se encuentran los campos ubicados en el llaradero, con 
frente á la Cañada Honda, y que comprenden la merced de 
Koria y Medrauo. 

2" Que esa merced sirvió de base al agrimensor Sourdeaus 
para la mensura que hizo en 1857, para los herederos de don 
Isidro Troncoso. 

■) 1 Que esos campos fueron dejados en lilis por don Isidro 
Tronroso. 

4° Que su hijo d<ui José Troncoso siguió ese pleito con los 
fian Martin, hasta que obtuvo sentencia favorable en 1808. 
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5° Que la merced de Soria y Medrano comprende todos los 
campos con frente d la fámula Honda, entre los que se en- 
cuentra el poseído por Mansilla; negando, es verdad, que lo 
hubiesen jamás poseído causantes de Silva. 

Reconocidos estos hechos por el demandado, «o podía con- 
tradecirlos en adelante, y e! pleito tenía que aceptarse bajo 
la base (le ser verdad lo afirmado en la demanda. 

Pero se podria decir, que tratándose do campos, cuyo domi- 
nio pertenece al Estado provincial, en caso de carecer de dueño 
legítimo, el Juzgado no podria aceptar como verdad el hecho 
de la propiedad de ellos, por la sola y única confesión del de- 
mandado, debiendo en tal caso entrará eliminar los títulos, re- 
chazando la demanda de reivindicación, caso de no demostrarse 
la propiedad de los campos reclamados. 

Además de que la justicia federal no procede de oficio, y 
siguiendo esc principio reconocido, jamás podria á otras perso- 
nas que las que litigan ante sus tribunales; además de esa 
circunstancia que impediría al Juzgado entrar en esas averi- 
guaciones, existe ta muy principal, de que lo decidido en un 
juicio entre dos personas, jamás afectan los derechos que los 
terceros pudieran tener. Así que, reconocida la propiedad del 
demandante, sin haberla justificado bastaría para que el Juez 
hiciera entregar la cosa litigada al reconocido propietario, sin 
perjuicio de que éste a su vez fuera desposeído por el verdadero 
dueño, que la reclamara con títulos. 

Resuelta afirmativamente la primera cuestión para el deman- 
dante, á quien se le reconoce la propiedad de toda la úrea se- 
ñalada en la merced de Soria y Medrano, con las excepciones 
de no haber poseído jamás la parte que tenia Mansilla, afir- 
mando que, por el contrario, éste ha adquirido esa porción de 
campo habiéndola 1 poseído por mas de treinta años, veamos la 
escepcion. 

Seaunda cuestión. — Cuando el Juzgado fijó los puntos sobre 
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que debia Tersar la testimonial, comprendió la alirmacion bo- 
cha por el demandante, de que su arrendatario Muiííoz había 
poseído el campo recamado, excluyendo asi en la posesión ale- 
gada por Mansilla. Pero la falta de prueba de esta afirmación 
no podia perjudicar su derecho general reconocido á toda la 
área del campo, como sucesor de los que adquirieron la merced 
de Soria y Medrano. Tampoco perjudicaba esos derechos, la 
falta de determinación do los límites y ostensión del campo 
arrendado por Muiííoz, demostración que hubiera sido necesaria 
si el demandado se hubiese limitado á negar los hechos alega- 
dos; pero no había tal necesidad desde que el mismo Mansilla 
se convertía de reo en actor, al deducir la escopcion de prescrip- 
ción de dominio de la cosa poseída, y tener obligación de de- 
mostrarla. 

La cuustiou quedaba lijada en estos términos : 

Mansilla reconocía que la merced de Soria y Medrano adqui- 
rida por los causantes do Silva, abrasaba toda la est envión de 
terreno poseida poríl; pero reconociendo esc hecho negaba 
que el campo por él ocupado, lo hubiera sido por los causantes 
de Silva, afirmando que había pre>oripto esa área que deter- 
minaba dentro de los límites lijados en la contestación. 

Los demás puntos fijados por el Juzgado sobre que dcbia 
versar la prueba, eran supU-turios, c >u el objeto de que las partes 
pudieran demostrar sus alirmaciones, facilitando la resolución 
del asunto; pero sin ser esenciales, desde que existía la escep» 
ciou de prescripción, que correspondía á toda la cuestión. 

La excepmntt? ftrestripcitw. — La excepción de prescrip- 
ción debe estudiarle bajo todas sus faces, para averiguar si el 
demandado Mansilla ha adquirido el dominio de! campo cues- 
tionado. 

La prescripción como título para adquirir el dominio do las 
cosas, fundada en la posesión tranquila y nú interrumpida, pú- 
blica y a título de dueño, por el tiempo determinado por la ley» 
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debe ser acompañada de nquellus circunstancias que son eor- 
rclativas ¡i la posesión de la co.tamhma que se quiere prescri- 
bir. Tratándolo de un campo, como en el caso sub~judice, son 
circunstancias correlativas esenciales, ¡os límites del campo 
que se pretende adquirir, y la ostensión en que lo hubiere po- 
seído, pues la [hkcsiou que n« determinase estas condiciones, 
no serviría de título bástente para hacer adquirir la propiedad, 
que se dice tener, desde que no hay límites que la separen de 
las demás. 

Y así tu comprendió el Juzgado cuando exijiú al demandado 
demostrase el área y límites de la posesión invocada; y como 
pretendía unir la posesión que alirmalja haber tenido, á la de 
su padre, se le exigió igualmente que demostrase el área y lí- 
mites de la posesión que pretendía unir ¡i la suya, 

I. {miles del campo. - 111 interrogatorio fíe f. 78 presentado 
por el demandado, llena todas esas exigencias; p^ro para ma- 
yor claridad debemos estudiar separadamente cada una dé las 
condiciones de la prescripción alegada. La segunda pregunta 
tiene por objeto lijar la ostensión y limites del campo poseído. 
— Veamos loque dicen los testigo*. — Benito Pasos, á foja 01, 
dice, que sabe vive allí don .losé Esteban Mancilla, ignorando 
el área que posea y no conociendo los linderos; Dominga K. 
Muñoz, foja I3fi, ignora; BlasJéreS, Toja 159, ignora; Domingo 
Frumento, foja 1 61 1 Compadre del demandado, ignora, igual- 
mente; Ignacio Díaz, foja \G% ignora; -Juan Llaquin, socio 
interesado en el éxito del asunto, á foja 16.1 vuelta, ignora el 
arca, sabiendo quu el campo linda con los nombrados en la pre- 
gunta; Ignacio l'ereyra, foja 110, ignora; Emilio Oarmoua, 
foja 168, ha oído decir tiene los linderos espresados; Fer- 
mín líossel, foja 190, ignora; Agustín Acuña, foja 199, sa- 
be esa era la arca del campo, porque lo ha oído decir, y que esos 
son los linderos, porque los ha presenciado; Victoriano Ca- 
mafio. foja 201 ignora; Julián Sala*. foja203, ignora. 



FALLOS DK LA SUPREMA Cí HTK 



Tenemos, pues, que para determinar el área y linderos del 
campo que el demandado pretende adquirir por prescripción, 
no hay sinÓ Juan Llaquin, foja 163, socio de éste, que ig- 
norando el área, conoce únicamente que los linderos son los 
nombrados en la pregunta. Emilio Caí mona, que oyó decir te- 
nia esos linderos, Agustín Acuna, foja 199, oyó decir esa era 
la área, y respecto de los linderos, que son los que espTesn la 
pregunta. 

No hay dos testigos que depongan de ciencia propia sobre este 
punto, quedando asi sin base toda demostración que se quiera 
hacer. 

La posesión de una área de campo determinada, posesión 
sobre la que no se dan los medios necesarios para una determi- 
nación aproximada ó equitativa, es algo que escopa á la apre- 
ciación del magistrado, y subre la que no se puede decidir sin 
gTave peligro de equivocación ó de injusticia» y en caso de duda, 
debe siempre restringirse á su mas estrechos límites, porque 
la prescrip ion es por sí sola una limitación al derecho recono- 
cido, ó que se crcia abandonado. 

Tl es tan difícil determinar las grandes áreas de campo que 
se quieren prescribir, que sin tener límites naturales» como 
arroyos, montes ú otras señales, que los limiten como los mo- 
jones de los campos linderos, es casi imposible determinar con 
certidumbre la esten*ion de un campo poseído por otro, ni aún 
el mismo poseedor podrá hacer esa determinación, desde que 
no haya tenido ocasión de hacer una mensura estrajudicial, 
para fijar los límites de su posesión. En efecto; ¿cómo conocer 
las distancias de grandes áreas de campo sin previa medición? 

Así, pues, el que quiera adquirir por prescripción un campo 
que no está limitado naturalmente, debe medirlo aunque sea 
estrajudicialmente, ó fijar los linderos de los campos que lo 
rodean, y que le dan una ubicación determinada. En el caso 
sub judien los linderos qut- se indican no sirven para determi- 
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nur el área poseída, porque no existan mojones, sino puestos de 
arrendatarios ó de ocupantes del mismo campo, que se encuen- 
tran en análoga posición que el demandado. 

Del examen que se acaba de hacer resulta que no hay bate 
para prescribir uua úrea lija y determinada de campo. 

t'oaexion lie Juan th'ih'as lUanstíla. ■■- La cuarta pregunta del 
interrogatorio de foja 78, tiene por objeto demostrar qne don 
Juan de Dios Mansilla, padre del demandado, poseyó para sí el 
campo reclamado, por mas de uU años continuos y que su liijo 
don José Kstébau ha continuado en (lidia posesión. 

Tratándose de la posesión de don Juan de Dios que pretende 
unirse á la que actualmente tiene su bijo, es necesario averi- 
guar cuál era, y si es exactamente la misma que afirma tener 
el demandado, para que la unión pueda efectuarse. 

Kmiiio Cannuua, foja lliK, lVrtiiin Iíosse), foja 170, Agus- 
tín Acuña, foja 11)!), Uta* tJeres, foja 18'J, Ignacio Díaz, fo- 
ja 162, Ignacio Pcreyra, foja IflU, Julián Salas, á foja 203, 
testigos toilos presentados por el demandado, declaran á la pri- 
mera pregunta del interrogatorio de foja 150 do repreguntas; 
que la población que tuvo don Juan de Dios Mansilla es la que 
tieue al presente doña Flora Carmona, demostrando así de una 
manera evidente, que aquella posesión fué perdida por don 
Juan de Dios y que no es La que tieue anual me uto su hijo don 
José Esteban. Después de una demostración tan categórica, 
que hace imposible la unión de las dos posesiones, que son dis- 
tintas, habiéndose perdido la primera desde quu otro la tieue 
al presente, parece innecesario averiguar cuáles eran los lí- 
mites de aquella posesión, y ü la ha continuado su hijo, ¿por 
qué no podía continuarla desde que son distintos? 

Es por lo tanto innecesario examinar lo quo contestan los 
testigos á la 5" pregunta del interrogatorio de foja 78, desti- 
nada á averiguar si el demandado continuó en la posesión de su 
padre. Esos testigos, sin evidente contradicción, no pueden de- 
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clarar que esa posesión fué continuada por el demandado, cuando 
todos reconocen qu« son diversas I» que éste tiene y la que 
tenia don Juan de Dios. 

Es imposible la unión que se pretende nacer en tales condi- 
ciones. 

Posesión del demandado. — La sesta pregunta del interro- 
gatorio presentado por el demandado, tiene ñor objeto demos- 
trar la propia posesión que se atribuye durante 40 anos. 

Esta pregunta contiene dos afirmaciones imposibles de con- 
ciliar, dadas las declaraciones en el sentido que las dejamos 
examinadas. 

En efecto; la primara afirmación es que don .José E. Man- 
süla continué en la posesión que su padre tenía; la segunda, que 
esa continuación fué ¡tur el término de 40 uu;s próximamente. 
Y como todos los testigos lian declarado que la posesión que te- 
nia don Juan de Dius, es la que tiene al presente dona Flura 
Carmona, esa continuación se hace imposible, como queda di- 
cho, comprometiendo la verdad de la secunda aíixmaciun, si los 
testigos no la csplicáran de una manera satisfactoria. 

Debe observarse, que estando las preguntas t\ 5* y G* del 
interrogatorio de foja TH, formuladas de una manera tal quo 
todas traen eousigu la utirmacion de babor continuado el de- 
mandado en la posesión de su padre, no ban dejado, tal vez, bas- 
tante libertad á los testigos para deponer lo que supieron sobro 
ambas posesiones separadamente, viéndose el Juzgado obligado 
a estudiarlas con mayor cuidado, para separar tres bechos di- 
versos englobados sin necesidad. 

Examinemos las declaraciones : Ileuito Pasos, foja Oí , solo sa- 
be que el demandado reside allí quince años; Ventura llartinez, 
foja i í7, que la dueña de esos campos, la señora de San Martin, 
permitió establecerse á don Juan de Dios y que su liijo continuó 
en la posesión, sin que pueda determinar m Os la misma, ni lijar 
el tiempo que Ha estado: llias Gteres, foja 159, que hace como 
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50 años A que entró á poseer el campo, ignorando si su hijo ha 
continuado en su posesión, y que éste hace mas de 30 años liá 
qiu' ocupa el lugar domle está, ignorando si á título de dueño ú 
nú; Ignacio Díaz, áfoja 1í»2 l ignora si don Juan de Dios entró 
ú poseer el campo de que se trata, pero sabe que su hijo ha 
continuado en ia posesión del padre, sin designar por qué tiempo 
y contradiciéndose, pues, no se esptica, cómo ignorando si don 
Juan de Dios poseía ó nú el campo en cuestión, sube que su 
hijo lia continuado en una posesión que ¿1 mismo dice ignorar 
la tuviera. Y esta contradicción es mas palpable, si se tiene 
presente, que éste testigo, repreguntado al tenor del interroga- 
torio de repreguntas, presentado por el demandante á foja 150, 
declara que la posesión, que tenia don Juan de Dios es la misma 
que tiene al presente doña l lora Carmena. Si es verdad que 
esta tiene la posesión es falso que la tenga don José Esteban, á 
menos que ambos posean el mismo campo. Kste testigo aiinna. 
que couociú al demandado en donde está disde untes de 1854. 
Juan Llaquiu, á foja 103 vuelta, es testigo de oídas y su de- 
claración no tiene importancia legal ; Ignacio l'ereyra, foja 
100, solo sabe que el demandado entró A poseer desde 1856, 
mas ó menos, creyendo que p.»seia por los señores Vela; Kini- 
lio Cannona, ú foja 168, ignora si don Juan de Dios entró á 
poseer el campo en cuestión, y á continuación uiirma que el 
demandado continuó en esa posesión que ignoraba tuviera, 
contradiciéndose palpablemente, pues, ha dicho que la pose- 
sión que tenia don Juan de Dios la tiene al presente doña Flora 
Carmena. Agrega, que el demandado entró á poseer hacen 
treinta y tantos años, ignorando si lo hacia comu dueño; Agus- 
tín Acuna, á foja 199, solo sabe que hace muchos años posee el 
demandado el campo que ocupa; Victoriano Camaño, foja 201, 
que en 1848 conoció á don Juan de Dios en un puestito en el 
campo que ocupa el demandado y que después del fallecimiento 
do aquel, don José Esteban entró á ocupar la población de su 
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padre. Nótese que este testigo ha dielio que don Juan de Dios 
tenia un puestito en el campo que ocupa su hijo, y es á este 
puestito que se refiere entró A poseer el demandado; no deter- 
mina ni dice si lo poseía á nombre propio; Julián Salas, á fo- 
ja 203, que hoce como cuarenta años ha que conoció á don 
Joan de Dios en el puesto que hoy ocupa Flora Carmena, y 
como 30 ha que don José Esteban está en la posesión que hoy 
ocupa, sin determinar si Ja tenía para sí ó para otro. 

üebe observarse en esta parte, que la pregunta ti*, correlativa 
de la 5*. contiene una aJirniacion completamente falsa, que 
comprometería la d claracion de los testigos que respondían 
afirmativamente y que compromete seriamente al demandado, 
quien no ha podHo ignorar un hecho en el que ha interve- 
nido, Se puede considerar que el demandado lia intentado pro- 
bar una falsedad, pues refiriéndose á la época en que falleció su 
padre, dice en la 5" pregunta : c si snbi 1 que a la muerte de don 
Juan de Dios continuó su hijo en la posesión que aquel tenia i ; 
y en laC: «si hacen como 40 ano.- á que después de su muerte 
ha continuado un esa posesión». Mientras que consta de la par- 
tida que corre ratificada a foja 102, que don Juan de Dios fa- 
lleció en Agosto de 1800, es decir, hace 14 años; consta igual- 
mente que su hijo don José Estiban conocía la verdad de este 
hecho, pues ha intervenido en los inventarios que se hicieron 
de los bienes de su padre, en 1870, según se acredita por el do- 
cumento que corre d foja 215. Y como pretende unir ambas po- 
sesiones, no podría haberla tenido pnr mas tiempo que los 14 
años, si fuera cierta su afirmación. 

De los testigos examinados solo (i eres» Carmona y Salas, de- 
ponen sobre la posesión de mas de 30 años que se atribuye al 
demandado; pero ninguno de ellos sabe lijar los límites de esa 
posesión, ni determinar si ella era tenida como señor y dueño. 

Y esa í «certidumbre sobre el ánimo con que poseía el campo 
es mas grave aún si se tiene presente que los testigos presen- 
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tados par el mismo demandado, declaran, unos, que la pose- 
sión la creían ¡¡ nombre de Vela, y otros, a nombre de San 
Martin. 

Pero lo que quita cualquier valor que pudiera darse á lo de- 
clarado por estos testigos, es la propia confesión del deman- 
dado, que establece de una manera categórica, que la posea ion 
que dice tener, no fue á título de dominio, y como señor y 
dueño, confesando igualmente que ha sido interrumpida en Í8Gí). 

Kn efecto; contestando á la ír» pregunta de las posiciones de 
foja que dice : «diga como es cierto que en 1800 don Ju- 
lio Jardel t« mú posesión do los campos de que se (rata (es de- 
cir, de los litigados), por los derechos de don Camilo Sonrbé, y 
con ese motivo el obsolvente se fué sil Huí gado á participarlo A 
su suegni doña Juana Rodrigues, y á pedirle poder, como lo 
obtuvo de aquella señora para defenderlos como de propiedad 
de ella, que se decia heredera de don Camilo Sourbfc* j> j y con- 
testa categóricamente á esta pregunta, diciendo que es cierto, 
coanto en ella se espresa. 

Y agrava mas esa respuesta, la dada en la misma foja, res- 
pondiendo ála 12* posición, concebida en estos términos: «diga 
y conÜesecumo es cierto que el absolvente hizo en 1872, r.ute el 
Escribano don Enrique Alcobendas, en Huenos Aires, un con- 
trato de iguala, y apoderó á don Jorge Pintos para que defen- 
diera esos campos como de la propiedad de su suegra, cuyo 
i'ontratn fué hecho por la autorización que ella le habia dado, 
según el poder que le habia otorgado-. Contestando:! esta pre- 
gunta, la conlleva como cierta en todas sus partes, A la posi- 
ción 30, contesta de una manera que no deja la menor duda 
que entró á poseer el campo á nombre de su suegra. 

De adonde resulta, de una manera evidente, que la posesión 
que invoca no ha sido á título de dueño, y se es (raña sobre 
manera que reconociendo como verdadero este hecho de tanta 
importancia, hubiera alegado y tratado de demostrar lo con- 
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trnrio, con el objeto de prescribir para aí el campo poseído á 
nombre de otro. Hay una evidente contradicción entre la con- 
testación a la demanda, lo alegado sobre la prneba producida, 
el interrogatorio de foja 78, y la contestación a las posicio- 
nes. En aquellos tros escritos afirma, que ha poseH* el campo 
cuestionado á nombre propio, como señor y dueño, y que lia 
adquirido su dominio, mientras que en las posiciones reconoce 
que lo ha poseído A nombre de su suegra, que lo tiene por de 
propiedad de esta, y que lia hecho gestiones en favor de sus de- 
rechos. 

Falta así una de las condiciones esenciales para la adqui- 
sición del dominio; porque cualquiera que son el tiempo porque 
se posea una cosa no llegará jamás á adquirirse por prescrip- 
ción, si no se la tiene como señor y dm-ño. En el caso sub 
judice, el demandado poseyendo á nombre de su suegra, no 
ha podido oponer la excepción de prescripción para adquirir el 
dominio du la cosa poseída. 

Y aunque no se considerara su declaración, que asume un 
valor inapreciable respecto a" la clase de posesión que ha te- 
nido, y considerándola únicamente bajo el punto do vista del 
hecho reconocido como verdadero, du que Don .Julio Jardel 
tomó posesión del campo en cuestión en 1869, resultaría re- 
conocida la interTupi iou que liabia sufrido, no teniendo basta 
el presente sino U años, en el supuesto de que la hubiera 
continuado desde esa fecba sin interrupción, tiempo insufi- 
ciente para adquirir el dominio sin tíulo. 

Derecho aplicable al caso. — Habiéndose alegado la pres- 
cripción treintenaria para adquirir sin título la cosa poseída, 
y remontándose por consiguiente la época en que la prescrip- 
ción comenzó A correr á hechos que principiaron á producirse 
antes de la vigencia del Código Civil, el caso debe ser juzgado 
con arreglo á la antigua legislación, y solo cuando se exigiera 
mayoT tiempo que el tijadu en las nuevas leyes quedarán cu ni- 
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plidas, desde que hubiere pasado el tiempo designado por las 
nueras leyes, según lo espresa el artículo 4051 del Código 
Civil. 

Pero en una y otra lejislacion la prescripción sin título re- 
quiere el mismo tiempo de 30 años, y debe tener la posesión 
las condiciones de ser pública, pacífica, no interrumpida y Ber á 
título de dueño. Sobre todo, la última condición es do tal ma- 
nera esencial, que teniendo todos los demás caracteres indi- 
cados, será completamente ineficaz, si no lia sido ¡í titulo de 
señor y dueño. 

Tanto las leyes 21 y 27, título 29, partida 3*, como los artí- 
culos 4015 y 4016 del Código Civil, eligen como condición de 
adquisición del dominiu el ánimo de tener la cosa para sí. 

t Treinta años continuadamente ó dende arriba seyendo 
algún orne tenedor de la cosa, por cual manera quier que 
oviese la tenencia, que non le moviesen pleitos sobre ella en 
todo este tiempo, ganarla y á maguer puede la cosa furtada ó 
forzada ó robada», dice la ley 21 citada, y para comprender 
que la tenencia debía ser ¡í título de dueño y con ánimo de 
adquirir el dominio, nos bastará ir al fundamento y origen de 
esa ley, que so encuentra en la lejislacion Romana, como en el 
de casi todas las leyes de partida. En efecto, la ley 8 del 
Código siquis empitona t § 3, diea: *los bienes raices se pres- 
criben por 30 año?: el que de buena fé poseyese una cosa de 
esta especie por dicho tiempo ó nías, creyendo que era suya, 
la adquiere en propiedad ». Lo que la ley 27 tradujo : * Otrosí, 
cuando alguno fuere tenedor á buena fé de alguna cosa raiz, 
por treinta años ó mas, cuidando que era suya ú la oviera 
por alguna razón derecha: que la pueda ganar por este tiempo 
e ampararse por el contra lodos cuantos gelá quisieren de- 
mandar ». 

De estas dos maneras de espresarse en la nueva ley, nacía 
la duda, sobre si era necesario poseer de buena fé para adqui- 
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rir el dominio de la cosa ó si este se adquiría aunque la cosa 
fuera hurtada ú robada ; pero al que estudh cotí deten i míe uto 
el texto déla ley no puede escaparse la observación de que la 
segunda parte transcrita se refiere ai caso de desposesion, 
diindole acción pnra que pued.i demandar la cosa donde quiera 
que hi encuentre, á menos que estuviera en poder del verda- 
dero dueño j mientras que en el caso en que la posesión no 
fuera de buena fé, no tiene dereclio para reclamarla en juicio, 
sino cuando el poseedor la hubiera hurtado ó robado, !Si la 
buena fé no es necesaria para adquirir el dominio, lo es para 
reclamar la cosa una vez que su la ha perdido. Pero en todos los 
casos de posesión para adquirir, se necesita como condición 
precisa el ánimo de tenerla para sí y nú para otro. Y este ánimo 
ó voluntad no existe, como se ha visto. 

También es condición indispensable para que la prescripción 
sirva para adquirir el dominio, el que la posesión sea continua 
y no interrumpida, pues bastará que sen interrumpida para 
que so pierda. 

•r Destas ase la ganancia que orne comienza desfacer por 
tiempo, e piérdese, por desamparar la cosa, ó por perder la 
tenencia de ella, ante que sea compiído el tiempo porque lo 
puede ganar, de manera que maguer la cobre después ileso, 
non puede ayuntar el tiempn pasado, con el que es de venir, 
ni á contarlo en uno para poderla ganar por tiempo *, dice la 
Ley 29, Título y Partida citados, 

Y como queda demostrado por propia confesión del deman- 
dado, que en 186í) tomó posesión del campo cuestionado Don 
Julio Jardel, aquel perdió el tiempo porque la podía ganar, ni 
puede contarlo en uno. con el tiempo que ha seguido después. 

Además de esa interrupción confesada, los testigos que han 
declarado al tenor de ía pregunta 7" del interrogatorio de 
foja 78 afirman que el campo de que se trata ha estado siem- 
pre en cuestión, debiendo tenerse en cuenta esta afirmación» 
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y desecharse lo que los demás dicen, que jamás [oyeron decir 
que la posesión fué interrumpida. Porque siendo una prueba 
negativa la que necesariamente debe producirse, para demos- 
trar la no interrupción, debe acceder ft una afirmación cate- 
górica. 

Así, cuando 20 testigos dicen que no han visto interrumpir 
la posesión, y dos afirman lo contrario, se debe dar crédito á 
la alirmaeion fine demuestra el hecho positivo, descebando la 
esposicion de los que no lo vieren. 

Hesul laudo del eximen que in extenso acaba de hacerse : 
l n que el demandado ha aceptado y reconocido como ciertos 
todos los hechos referidos en la demanda, con las excepciones 
que qu.ulan consignadas ; 2' que ese reconocimiento hace in- 
necesaria la prueba de lo afirmado en ella; 3 o que la excep- 
ción deducida para rechazar la acción de reivindicación, ha 
sido la de prescripción de treinta unos á título de dueño ; i' y 
que la excepción imponía al demandado la obligación de demos- 
trarla, convirtiéndose de reo en actor; 5" que con ese objeto 
se presentó el ínterrogaturio de foja 78, a cuyo tenor han de- 
clarado todos los testigos presentados; 6 fl que en dicho in- 
terrogatorio se intentaba probar un hecho falso y conocido del 
mismo demandado, como era el que después do muerto su pa- 
dre había continuado en la posesión que éste tenía, habiendo 
estado en ella por mas de 40 años, cuando consta en una escri- 
tura pública que falleció en 1 869 y consta igualmente de un 
documento auténtico, que corre á foja 215, que el mismo de- 
mandado intervino en los inventarios y tasaciones que se hi- 
cieron en 1870, después de ta muerte de su padre, de todos los 
bienes que habfa dejado; 7 a que el mismo demandado ha 
tratado de probar otro hecho falso, como es el de que poseyó el 
campo á nombre propio y como señor y dueño, cuando de su 
propia confesión resulta que lo posee & nombre de su suegra ; 
8* que aun sin considerar esas declaracions no se habría de- 
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mostrado que la posesión alegad a reúna las condiciones nece- 
sarias para adquirir la cosa por prescripción; ¡r que no se 
han determinado ni la estension del campo quC se quiere pres- 
cribir ni los límites lijos dentro de los cuales pudiera decirse 
lo ha posüido, ni se lia prohado que estuviera bajo cerco t toda la 
ostensión que se dice adquirida ¡ JO" que de todos los testigos 
nombrados solo tres deponen sobre la posesión de mas de 30 
años, ignorando si la tenia para sí ó para otro, y aunque en 
estos casos se debe suponer que el poseedor tiene la cosa para 
sí, ¡i menos que no se pruebe lo contrario, esa ignorancia eu 
los testigos deja subsistente la afirmación de dos de los otros, 
que creen poseía ka cosa para otros, tí lo que se agrega la mis- 
ma confesión del demandado, que así lo establece; M" que 
aun en el supuesto de que esas declaraciones pudieran te- 
ner algún valor, haciendo abstracción de la misma confe- 
sión del demandado, la posesión habría sido interrumpida 
el año !8G'J en que tomó posesión del mismo campo Don Julio 
Jardo! , según lo lia confesado el demandado, habiendo perdido 
con la interrupción todo el tiempo ganado anteriormente; 12" 
que la posesión no ha sido tenida en los términos exigidos por 
la ley desde que mas de dos testigos decía mu que esos cam- 
pos han estado siempre litigados; 13" que no habiéndose de- 
mostrada la estension y limites de la posesión que se dicj tenía 
el padre del demandado, no es posible. que puedan unirse ambas 
posesiones; Í4" que, por el contrario, ha quedado demostrado 
por la declaración de los mismos testigos presentados por el 
demandado, que ta posesión que tenia Don Juan de Dios Mansílla 
la tiene al presente D a Flora Carmena, lo que demuestra que 
no puede tenerla, ni es la inicua que tiene el demandado; 15° 
que no habiéndose presentado lítulo alguno para adquirir la 
cosa por la prescripción ordinaria, esta no puede discutirse, ni 
hay objeto en examinar si ha podido tener lugar; porque en 
todo caso habría gestionado á nombre de su suegra, que es la 
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propietaria de esos campos, ó tiene derechos según su afir- 
mación ; Í0" que necesitándose por el derecho para adquirir 
la cosa por prescripción sin título, una posesión tranquila, pú- 
blica, á título de dueño, por el término de treinta anos, no se 
ha llenado ninguna de estas condiciones, según queda demos- 
trado; 17 ,J que e* inútil averiguar la ostensión dul campo ar- 
rendado por Muñoz, y si estaba comprendido en él la área 
reclamada por Silva, desde que la posesión alegada por el de- 
mandólo rio llena las condiciones para ta adquisición, pues sí 
la> hubiera llenado habría sido necesario estudiar la prueba 
rendida con aquel objeto, para determinar cuál de ellas de- 
hiera considerarse bastante; 18' que hnblcnd» pretendido 
prescribir para sí un campo que poseía a nombre de otru, Iny 
notoria mala fé en semejante prKensiou, y debe imponérsele 
la pena correspondiente ¡i los que litigan con temeridad ; ií)' 1 
que se debe reputar como poseedor de mala té solo desde el 
momento que se dedujo la demanda, porque desde ese entonces 
lo lia reconocido al demandado dueño del campo, alegando que 
había adquirido los derechos de dueño por la prescripción, no 
debiendo hacer suyos los frutos percibidos desde esa época. 

Por estas consideraciones, fallo, declarando: que el deman- 
dado Don José K. Mansilla no ha probado la excepción de pres- 
cripción treintenaria alegada, condenándolo á la devolución del 
campo reclamado por el demandante, con mas los frutos perci- 
bidos desde la di manda y pago de las costas del juicio; — y por 
esta mi sentencia definitiva, que deberá notificarse con el ori- 
ginal, así lo ordeno y mando, en la capital de la República, á 
treinta y uno de Diciembre de i 88a. Repónganse los sellos. ' 



./. O. Machado. 
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Fallo de la AwprcM» Corte 

Buenos Ares, Uiricmbro 3 de 1885. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma, con costas, la sen- 
tencia apelada de foja cuatrocientos cuarenta y siete ; y re- 
puestos los sellos, devuclvanse. 

J, 11. COROST1ACA. — J. OOM1KGVEZ. 
— l'I.A MSLAO FHIAB. — FEDERICO 
1 BARCO RES. 



CALMA C'L.l 



Hvn J. F. Hustiu contra Shan- Mermante, sobre averias ; en un 
incidente sobre apelación de un laudo. 



Sumario. — El reconocimiento y liquidación de U uveríu, asi 
como la categoría a que esta pertenece, debe verilicarse por pe- 
ritos arbitradores, y el laudo que estos dictaren, es inapelable. 
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Vasa. — El rnpitan del buque inglés * Htpathia », Don J. 1*. 
liustin, se presentó al Juagado denunciando que su buque había 
sufrido cu viaje á este puerto considerables averías; y que de- 
biendo concurrir al pago de ellas los Señorea Shaw hermanos 
para quienes el buque habia traído carga, pedia que se les citase 
á estos á liii de que pudiera constituirse el tribunal arbitral que 
debía clasilicar y avaluar las averias. Shaw hermanos se opu- 
sieron á este pedido snsteniendo que no era el caso de nombrar 
peritos arbitrad ores por cuanto las averias sufridas por el bu- 
que no eran comunes sínó á cargo esclusivo de éste; pero el 
juez ordenó el nombramiento de peritos arbitradores de acuer- 
do con el artículo 1496 del Código de Comercio, que libra á 
ellos la t uestiou de decidir si las averías son coinuues ó parti- 
culares. En cumplimiento de esta resolución, se constituyó el 
Tribunal ; el cual, cumplido los triíinites del caso, dictó su lau- 
do declarando que las averías eran gruesas y liquidándolas á 
porrateo. 

Notificado el laudo, Shaw hermanos apelaron ante el Juez 
Federal ; y éste les admitió el recurso mandándoles espresar 
agravios. 

Kl capitán Bustin pidió reposición del auto del Juez, ape- 
lando en subsidio para ante V, Ey, fundado en que, tratándose 
de un caso de arbitraje forzoso (art. 1496. Cód. Coro.) para cuya 
decisión se requerían conocimientos especiales, el auto que lo 
resuelve es inapelable. {Página 74, tomo 8", série Í\ fallos; 
articulo 83tí, Ley de Enjuiciamiento Española de 1855; Código 
de Procedencia de Buenos Aires, artículo 808. 

Corrido traslado, lo evacuaron los demandados sosteniendo 
la procedencia del recurso que habían interpuesto, de confor- 
midad con la ley 4, título 21, libro 4, Recopilación Castellana, 
aplicable al caso según el artículo 374 de la Ley de Procedi- 
mientos, 

De todos modos, agref-an, el laudo sería apelable en la parte 
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que determina la naturaleza de las averías, porque esta es una 
cuestión de derecho, para cuja resolución tiene mas pericia el 
Juzgado. En consecuencia, pidieron que se mantuviera el auto 
admitiendo el recurso, y que condenándose en las costas al 
capitán Bustiu no se le concediera la apelación que subsidiaria- 
mente había interpuesto. 
Se dictó después el siguiente : 

AUTO DEL JUEZ FEDERAL 

Buenos Aires, Setiembre 1* de 1885. 

Vistos y considerando : Primero. Que el único recurso de- 
ducido poi los Señores Shaw hermanos, contra el laudo de los 
Arbitros arbitradores corriente á foja 147 es el de apelación 
por considerarlo del todo agraviare á sus derechos. 

Segundo, Que esto importa someter al conocimiento del 
Juzgado el fondo de las cuestiones ventiladas ante el Tribu- 
nal Arbitral y decididas por él en la forma que espresa el 
laudo citado. 

Tercero. Que estas cuestiones son de aquellas que por man- 
dato espreso de la ley (art. 1406 del Código dtj Comercio) son 
del resorte escluBivo de los peritos arbitradores, quienes no 
solamente deben reconocer y liquidar la avería, sino determi- 
nar á qué categoría pertenece, según ha sido resuelto en el 
auto ejecutoriado de foja 45, de donde se deduce que en ta- 
les casos la apelación es improcedente, pues de admitirla re- 
sultaría que en definitiva son los Jueces de derecho quienes 
vendrían á resolverlas, contrariamente á los motivos y propó- 
sitos de la disposición legal citada. 

Cuarto. Que esta doctrina ba sido admitida por la Corte 
Suprema en el caso de la Compañía Rio de la Plata, propietaria 
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del vapor «Guaraní» contra el capitón Watson, de la barca 
< Ziwers of Moutríel • sobre averias (tomo 8", 1* S., piginu 94). 

Por estas consideraciones, se deja sin efecto el auto de foja 
150 vuelta y devuélvase al interesado el alegato presentado. 
Notiffquese original. 

Virgilio M. Tedin. 

Falto de la Mugiré»» Carie 

Rueños Airea, Diciembre 3 Je 1885. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma, ron costas» el 
auto apelado de foja ciento sesenta y cuatro vuelta, y devuél- 
vanse, prévia reposición de sellos» 

J. U. GÜROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. 
— I LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
IPAHCÍBEN. 
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Ifon José Haslaldi, ron los Sres, A. Hivoíta, farbnni tf ('** 
sobre arbitraje: por nulidad del laudo. 

Sumario: \ a La nulidad de un laudo de arbitros arbitrn- 
dores, no puede fundarse en supuestos tícíos de procedimiento* 
no demostrándose que los árlitros procedieron dolosamente. 

2" Los arbitros y el tercero deben laudar formando tribu- 
nal, exceptuándose el caso en que las partes los hubiesen fa- 
cultado para fallar « maguer non xe acertasxen m una». 

Caso. — Se halla esplicado en el siguiente 

F*ll« riel Jufi Petera! 

Buenos Aire*. Febrero « de 1885. 

Vistos estos a ii t^s para resolver sobre recurso de nulidad 
deducido por los Sres. Itivulta, Carboni y C" contra el lambí 
arbitral de foja 92. 

RESULTA : 

\° Que con motiro de di íicu Hades que se suscitaron entre 
estos señores y el capitán del buque Italiano Origine, Don 
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.José Gastaldi, sobre cumplimiento de contrato de fletamento. 
ambas partes celebraron la transacción que corre á fojas 2 y 3 t 
por la cual entre otras cosas convinieron en someter ¿ árbitros 
todas las cuestiones referentes al viage del buque al Puerto 
de Reconquista (cláusula 5'), cuyo cargo fué conferido por la 
misma cláusula á los Señores Don José María Palma $ Don 
Simón üastaldi, con la obligación y facultad de nombrar un 
tercero en discordia y en caso de no poder arribar á hacer este 
nombramiento, facultando á Don Tomás Xnceti para verili- 
carlo. 

3" Que como bases del arbítrago y para evitar toda duda 
acerca del carácter de los arbitros, se es lab lució ademas ; que el 
arbitrage sería inapelable, no podiendo ocurrirse á ningún 
tribunal bajo ninguna forma: que la parte condenada poT el 
fallo arbitral estaTÍa obligada á pagar por sí o su íiador, al 
contado» el monto líquido en que fuese condenada por el fallo 
arbitral, dándose mutuamente por garantía, los Señores Rifolta, 
Carboni y O 4 Don Manuel Canevaro, y el Capitán Gastaldi á 
Don Tomás Pietrauera ¡ y por último, que los árbitros nombra- 
dos eran arbitradores componedores amigablemente y debían 
espedirse en el plazo de 30 dias, acordándose igual plazo al 
tercero para fallar en definitiva en caso de discordia. 

3 o Que después de varias prórogas del término solicitadas 
por los árbitros y acordadas sin dificultad por las partes, según 
consta a fojas 10 y 11, 12 y 14, 18 y 19, hasta el 30 de Abril 
de I8&I, presentaron estos sus alegatos fojas 20 y 31 con los 
cargos que mútnamente se hacían y los arbitros procedieron a 
laudar ; pero resultando estar en disidencia pidiéronle acuerdo 
con lo convenido en el arreglo de foja 2, a Don Tomás Noceti 
el nombramiento del tercero, indicándole á ese objeto á los 
Sres. Don Angel Bianchi y Don Bartolomé Vialo, según consto 
á foja 36. 

4 o Que ciñen días después les dirigió Noceti la corta de foja 



224 FALLOS HE LA SUPREMA GOltTE 

38 renunciando la misión que los interesados le habían con- 
ferido, á causa de verse acosado por ellos para que el nom- 
bramiento recayera en persona de sa elección, datando desde 
este momento la intervención que se dio al Juzgado en este 
asunto con el escrito de foja 40 presentado por loa árbUros 
para que se hiciera judicialmente el nombramiento del tercero 
con declaración de que el término de 30 dias acordado á este 
para fallar empezaría á correr desde su aceptación del cargo. 

5° Qn- convocada» las partes ñ juicio verbal convinieron en 
deferir al Juzgado el nombramiento del tercero y en que el 
término para laudar empezará a correr en la forma solicitada, 
siendo designado en el mismo acto Don Ricardo Murray, se- 
gún lo comprueba el acta corriente á foja 40. 

O" Que después de nombrado el tercero y después de haber 
entregado su laudo el Arbitro Gastaldi renunció el cargo por 
tener que ausentarse urgentemente para la Asunción <iel Para- 
guay, designando en seguida los Sres. Rivolta, Carbnni y C 
su reemplazante en la persona del Doctor Don Remigio Les- 
cano (foja 65). 

7 a Que de los documentos acompañados a fojas 70 y 71 re- 
sulta que este fue citado por el tercero para cambiar espira- 
ciones, primero, y sin entrar á emitir opinión acerca de las 
facultades que podía tener, y después, para presenciar la publi- 
cación del fallo que dicho tercero había pronunciado dentro 
del término concedido at efecto, á cuyo acto el Doctor Lescano 
se negó a concurrir por las razones que esplica en su memo- 
rándum de foja 83. 

8° Que notificadas Jas partes del laudo de foja ... dictado 
por el tercero con la adhesión del árbitro Señor Palma, los Se- 
ñores Rivolta, Carboni y C", ocurrieron al Juzgado con el es- 
crito de foja 108 diciendo de nulidad del referido pronuncia- 
miento, fundándola: i a en que el compromiso de foja 2 se ha 
estendido en docume: privado; 2 a en que en el mismo no se 
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ha estipulado una multa; 3 o que el árbitro Palma no ha pres- 
tado juramento al aceptar el cargo; 4" que éste así como d 
tareero se negaron á conferenciar con el Arbitro Doctor Les* 
cano, tomando el Señor Murniy intervención directa como 
Juez antes de manirestur.se la discordia entre los arbitros ; 5* 
que el pronunciamiento era extemporáneo por no haberse espe- 
rado la manifestación ordenada en la providencia de foja 74; 
6° en que se bu pronunciado por el terrero sin que existiera 
discordia y en ausencia motivada y perfectamente justificada 
de uno de los urbit radares. 

Y considerando: 1" Que los términos daros y precisos en 
que está concebido el documento de foja 2 demuestran que los 
contrayente-; lian querido someter la resolución de sus dife- 
rencias, nacidas con ocasión del lletamento de la barca itrít/itic, 
al juicio de amigables componedores, con presciudenda com- 
ida de las formalidades y trámites de Ins juicios regulares. 

W Qfffl tratándose de un juicio cuja naturaleza lo hacía de 
la competencia de los Tribunales Federales, si los interesados 
hubiesen buscado el amparo de la justicia para su decisión, y 
que de consiguiente, solo ante ellos pueden interponerse los 
recursos que la lej permite de la resolución de los arbitros, 
la* reglas de ese arbitramiento no pueden ser otras que lasque 
tienen un carácter de generalidad para toda la Nación y no 
las que solo rigen en la Provincia que las ha dictado, porque 
de lo contrario se quebraría la unidad de procedimiento y 
jurisprudencia ante ios Tribunales del mismo origen. 

3" Que no estando reglamentado el juicio de amigables com- 
ponedores y fijados los procedimientos y requisitos esenciales 
para su validez, por la ley del Congreso, debe buscare en las 
leyes preexistentes á la de 14 do Setiembre de 1863, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 374 de la misma, la solución 
de las cuestiones no previstas en ellas, ó sea en la legislación 
Española que nos ha dado las regías de procedimientos en los 
t. xü. ie 
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juicios ordinarios y hasta que se dictaron las leyes nacionales. 

4 o Que aunque no se dé ¡i estas leyes otro valor que el de 
doctrina jurídica sobre íu naturaleza del juicio de amigables 
componedores y condiciones de su existencia, sus preceptos 
sirven para espliear la intención que bajo este punto de vista 
ha guiado á los contrayentes al prescindir, de mutuo acuerdo, 
de la intervención de los jueces ordinarios en el arreglo de 
sus dificultades en sus relaciones contractuales, lo que debe 
prevalecer, á pesar de cualquiera omisión, mientras no enlata 
ley espresa que contraríe esa doctrina. 

5" Que uj* liay disposición alguna de las antiguas leyes de 
procedimientos que establezca como requisito esencial para ta 
validez del compromiso, cuando de jueces arbitradores se 
trata, que sea hecbo de escritura pública, estando por el con- 
trario dispuesto en la ley 23, título 4, partida 3 ( , y por el 
artículo 801 del Código de Procedimientos de la Capital, que 
pueda hacerse por mano de Escribano Público ó por carta que 
sea sellada con los sellos de los compromitentes, ó sea docu- 
mento privado, á lia de que no surja después ninguna duda, 
dice la ley citada, lo que claramente indica que la forma es- 
crita solo es exigida como un medio de prueba y no como una 
solemnidad esencial al acto, siendo á este respecto uniforme 
la opinión de los prácticos y comentadores de la ley cilada, 
llegando ú sostener Gregorio López que aun puede probarse 
el compromiso por testigos. (Véase Halaver, Manual de Pro- 
cedimientos, n" 88). 

0" Que en idéntico caso se encuentra la omisión del jura- 
mento de uno de los arbitros al tiempo de aceptar el cargo, 
pues ni las leyes de Partida ni las de la Recopilación lo esta- 
blecen explícitamente y menos aun con el carácter de un re- 
quisito esencial, y si bien es cierto que en la práctica se ob- 
serva esta formalidad, tal circunstancia no basta para invalidar 
el juicio arbitral, pites tas prácticas eu ningún cuso pueden 
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llegar á tener efecto penal, puesto que los jueces no pueden 
declarar otras nulidades en los actos jurídicos que aquellas 
que la ley expresamente establece, según lo prescribe el arti- 
culo 1037 del Código Civil. 

7 o Que, consecuente con este principio, la Corte Suprema lia 
ha incorporado á su jurisprudencia la doctrina establecida en 
el caso que se registra en la página 36, tomo % segunda serie 
de sus fallos, en la que se declaró que conteniendo el compro- 
miso, el nombre y vecindad de las partes, el asunto some- 
tido á iob arbitros y los nombres de estos, únicos requisitos 
esenciales, cuya falta podría hacer vicioso el compromiso, la 
omisión del juramento y la falta do antecedentes referentes 
á la cuestión no eran causa de nulidad. 

8" Que por lo que respecta á la falta de una multa destinada 
á asegurar la ejecución del laudo, si bien es cierto que su exis- 
tencia está indicada como uno de los elementos que debe ron- 
tener el compromiso, ninguna ley la impone como un requisito 
esencial para su validez y la del laudo ; antes bien, de sus mis- 
mos términos se desprende lo contrario, pues deja librado á la 
voluntad de las partes el cumplir el laudo, á pesar de la falta 
de multa, haciéndolo ejecutable si no fuese reclamado dentro 
de diez días. 

9° Que estando destinada la multa solamente á asegurar la 
renunciado los recursos, su acción no podía es tenderse mas 
allá de la clausula que le es correlativa, teniéndose esta por no 
puesta cuando aquella no exista, máxime cuando ninguna ley 
explícitamente ha puñado la omisión de esc requisito con la 
nulidad de todo el juicio, siendo por esta razón que el Código 
de Procedimientos vigente ante los Tribunales Nacionales de 
ta Capital, que invucan en su apoyo los Señores Hivotta, Car- 
bón] y C\ solo ha hecho esencial la multa destinada i\ asegurar 
el cumplimiento de los actos indispensables para la realización 
del compromiso que no existía en la legislación antigua, y me- 
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ramente potestativa la que se refiere á la renuncia de los re- 
cursos. 

10° Que seg-un el artículo 808 del mismo Código, el recurso 
de nulidad, único que acuerda contra las sentencias de los 
amigables componedora, solo puede fundarse en haber fallado 
éstos fuera del término ú sobre pinitos no comprometidos, lo 
que prueba una vez mas que ni el juramento ni la multa para 
el que se alce del fallo arbitral son considerados rumo requi- 
sitos esenciales cuya ausencia sea susceptible de vicios de 
nulidad del laudo. 

11" Que es un principio indiscutible del dereclio, consa- 
grado en numerosas decisiones de los Tribunales, que los ami- 
gables componedores no están sujetos ¿ formalidades de nin- 
guna especie en sus procedimientos para laudar, de manera 
que bajo este punto de vista carece de fundamento la nulidad 
alegada, cualquiera que fuesen \r>$ hechos alegados con referen- 
cia á los procedimientos observados por los arbitros. 

12° Quo concretando el estudio á los hechos alegados como 
causa de nulidad del juicio, no es tampoco exacto que no haya 
existido discordia cuando el tercero pronunció su laudo, pues 
consta de autos, según se ha visto en la relación hecha de los 
antecedentes de este juicio, que dentro del término señalado los 
Arbitros Palma yCiastaMi dieron su laudo en disidencia, siendo 
el de éste último ii que corre ¡í fu ja 77, por lo que ambas 
partes convinieron en dejar al Juzgado el nombramiento del 
tercero, en vista de la renuncia hecha por 1> n Tomás Noccü 
de la facultad que por el compromiso 1c hubUin acordado de 
designarlo. 

13° Que el nombramiento hecho posteriormente en la per- 
sona del Doctor Leseano para reemplazar al arbitro Señor Gas- 
taldi que renunció, en manera alguna podía ni debía tener el 
efecto de anular todo lo actuado con anterioridad, hasta el 
cstremo de darse por no pronunciado un laudo escrito y firma? 
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do en tiempo hábil por quien tenía mandato y capacidad legal 
para hacerlo, di* manera que rl Doctor Lescano debió tomar 
las cosas y ei juicio en el estado en que se hallaban, concur- 
riendo en mi misiun á los actos ulteriores á que hubiere lugar, 
siendo esta también la inteligencia que han dado las partes á 
su nombramiento, desde que ninguna observación hicieron en 
contrarío en tiempo oportuno. 

14" Que de consiguiente, el tercero Señor Murray ha proce- 
dido legalmente prescindiendo de las opiniones del ¡írhitro 
Lejano, pir«sto que éste no tenía misión de laudar por haberlo 
hecho en debida forma su prnle^sor, limitándose ¡í rilarlo para 
oir y presenciar la publicación de su laudo, como consta en el 
acta de foja.... 

Por estos fundamentos y concordantes del escrito de foja 
J23, fallí) no haciendo lugar á la nulidad alegada á foja 108, 
con costas. Notifíquese original. 



Vistos: por los fundamentos consignado-» un los conside- 
randos primero ¡i noveno de la sentencia recurrida; y consi- 
derando, además : 

Primero: Que según la ley winte y tres, título cuatro, partida 
tercera, los arhitradores son « alvedriadores c comunales ami- 

* gos, que son escogidos para librar las contiendas . , . en ct(td~ 
c ifttier manera que eths tuviesen por bien . . . : han poder de 
c nyr ks razones de amas las partes, e de avenirlas en cual 

* manera asistieren * : lo que demuestra que sobro supuestos 
vicios del procedimiento, no puede fundarse la nulidad de su 
fallo, no demostrándose que procedieron dolosamente ; 



\ injilio U. Tcdin. 



rallo «le I* Muprema Corle 



lltiunos Aires. Diciembre 5 dü 
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Segundo: Que esto es conforme con las resoluciones de esta 
Corte, en la causa cuarta, tomo siete, página treinta y seis ; y 
cuarenta y cuatro, tomo trece, página trescientos setenta y 
uno, de la segunda serie de sus Fallos ; 

Tercero; Que la discordia de los primaros arbilradorcs es un 
heclio comprobado á foja treinta y seis de autos, y motivó el 
nombramiento y la intervención del tercero que debía diri- 
mirla : por lo que no es arreglada la pretensión del arbitrador 
Doctor Lescano, de que se considerase aquel hecho como no 
ocurrido, y retrogradase la causa ¡i su principio ; 

Cuarto: Que es, por lo tanto, arreglada la solución que con- 
tiene el considerando undécimo tercero de la sentencia recur- 
rida ; pues lo contrario importaría dejar en manos de una de 
las partes ó de su arbitro, mediante la renuncia de éste, alar- 
gar indefinidamente la causa, y diferir y aún lt;icer imposible 
el pronunciamiento del laudo, haciendo extinguir la jurisdic- 
ción arbitral por el vencimiento del término; 

Quinto: Que, si bien es cierto que según la ley treiutaydos, 
título cuatro, partida tercera, los árbitros y el tercero deben 
laudar, formando tribunal, la misma ley esceptúa el caso en 
que las partes les hubiesen facultado para fallar maguer tion 
se acertassen todos en uno ; 

Sesto: Que, en este caso se colocaron los ronipromiteutes 
en el artículo quinto del compromiso de foja dos, en que con- 
vienen no ocurrir ante los Tribunales ordinarios bajo ninguna 
forma, y se hacen responsables del fallo de los arbitros ó su 
tercero en discordia, empleando la conjunción disyuntiva para 
esplicar sin duda que, dada la discordia, bastaría paTa diri- 
mirla y hacer sentencia el fallo del tercero nombrado á tal fin ; 
lo que confirman tas mismas partes en el hecho de acordar á 
dicho tercero (y no á los arbitros reunidos con él) el término 
de treinta días para fallar en definitiva ; 

Séptimo: Que esta misma inteligencia se halla corroborada 
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por el acta de foja cuarenta y mi ere vuelta, en que acordar 0:1 
las parles la fórmula del nombramiento del tercero por haber 
ocurrido ra la discordia, difiriendo en el Juzgado el nombra- 
miento del arbitro que hablé de resolver coma tercera ; sin 
indicar ni remotamente que debía reunirse con lo* otros dis- 
cordantes. Por estos fundamentos y los demás concordantes 
de la sentencia recurrida, se confirma esta, sin costas. De- 
vuúkiuse en consecuencia los untos, prévía reposición de 
sellos. Notifíquese con el original 

J. DOMINGUEZ. — "LADISLAO CHIAS. 
t'EDEItiCO IltAIlGÍHEtt. — ANTONIO E. 
MALAVER. — ISAAC P. ARECO. (Kil 

disidencia). 



DISIDENCIA 



Ante los términos bien esplíritos y terminantes del compro- 
miso, que es el contrato que liga á las partes, y con sujeción al 
cual lian querido derimir sus diferencias y los hechos que se 
hun producido, no hay en tal concepto necesidad de ir á bus- 
car en otras fuentes razones para atenuar, mudilicar ó espli- 
car lo que, por otra parte, aparece esplicado por sí mismo. 

Las partes han constituido un tribunal arbitral amigable, 
compuesto de tres personas, no debiendo intervenir el tercero 
de los arbitros sino en el caso previsto de la discordia. 

La renuncia del arbitro Gasuldi antes de prenunciarse el 
laudo traía aparejada la extinción de su jurisdicción, con ar- 
reglo ¡i la ley treinta, título cuarto, partida tercera, y hazla 
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por lo mismo indispensable, de acuerdo con el compromiso, el 
nombramiento de otra Arbitro que reemplazara á aquel. 

Si las partes no hubiese entendido que la renuncia dc(¡as- 
talili entrañaba tu extinción de sus facultades como juea, el 
nombramiento del Doctor Lescano para reemplazarle no habría 
tenido lugar, porque habría sido de todo punto inútil. 

Producido este hecho de acuerdo con el compromiso, es evi- 
dente que el nuevo Juc?. tenia el deber de estudiar el asunto y 
determinarlo segim su leal saber y entender (ley veinte y 
fctes, título cuarto, partida tercera), sin sentirse ligado en 
manera alguna por la opinión que hubiese formad u al respecto 
su predecesor, teniendo esta consideración ameba mayor lati- 
tud en esta clase de tribunales 9$ los que la equidad bien 
entendida y la conciencia recta de los jueces suplen el cono- 
cimiento de las formas y ritualidades del derecho. 

Precisamente porque estn.s tribunales de amigables compo- 
nedores no están sujetos á las formas legales del procedi- 
miento (ley veinte y tres, citada), no se puede sostener en 
mí concepto que el Doctor Uescano ha interpretado incorrec- 
tamente su misión al pretender que el tercero no estaba lla- 
mado á intervenir sinó después de producida ta discordia entro 
aquel (el Doctor Lescano, y Palma). 

En los tribunales de hecho, como el arbitraje de que nos 
ocupamos, tos hechos que se producen son los que deben te- 
nerse en cuenta y nú el derecho, jue es inaplicable. 

Así, dije al principio, que en loa términos bien esplfeitosy 
terminantes del compromiso y en los hechos producidos debía 
buscarse la solución del asunto. 

Según el compromiso, las diferencias f/uedan sometidas ó los 
arbitros, ambas partes so hacen responsables del fallo de tos 
Arbitros ó su tercero en discordia, los arbitros nombrados son 
árbitros ttrbitradores, componedores amif/ahlemcnte y estos 
deben espedirse o tnudar dentro del término. Las partes es- 
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presa y terminan te monto lian manifestado su voluntad de 
sujetarse al fallo de tos arbitros ú de su tercero en discordia. 

Por manera que es de todu punto incuestionable que se^uu 
los términos esplícitos del compromiso, la intervención y el 
fallo del tercero requería dos circunstancias previas, sin cuya 
realización no podría tener lugar; cuáb-s son: primero el fallo 
de los arbitros, y segundo que ese fallo fuese en disidencia. 
¿Ha tenido lugar ese fallo? 

Indudablemente nú; puesto que el Doctor Lescano afirma 
que ni ha estudiado el asunto, y los otros árbitros yol Juez 
a t¡UQ sostienen que no tenia para qué estudiarlo si su misión, 
según ellos la entienden, se reducía á asistir á la publicación 
del laudo del tercero. 

Si la opinión que babia emitido Gustaldi antes de su renun- 
cia ninguna eficacia tiene, pendiente «orno estaba el Juicio, tra- 
tándose de funciones meramente personales y de conciencia 
y nú sujetas en manera alguna á las formas esternas del pro- 
cedimiento, si por otra parte, el Doctor Lescano 110 ha estu- 
diado ni emitido opinión alguna sobr.- el asunto, según resultn, 
es de toda evidencia que la resolución del tercero es inmotivada 
y extemporánea en presencia de los términos del compromiso 
y la adhesión á ella de) arbitro Palma ninguna fuérzale presta, 
porque habiéndose apartado ambos arbitros del compromiso 
celebrado previamente por las partes, 110 han procedido como 
jueces de avenencia y la resolución pronunciada no es, por con- 
siguiente, el laudo á que las partes han querido someterse y 
que debía poner término A sus diferencias* 

Existiendo una violación ltagrante del compromiso, la reso- 
lución es insanablemente nula porque los avenidores t no han 
€ poderío de librar los pleitos sinun en las maneras que las 
■< partes gelo otorgaren » t según la ley veinte y tres, título cuarto, 
partida tercera. Esto mismo lo repite la ley treinta y dos, del 
mismo título y partida. 
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La resistencia del árbitro Doctor Lesearlo á eojicurrir al lla- 
mamiento del tercero para oír el fallo de éste, no constituyo 
una rebeldía, puesto que la funda en razones atendibles que no 
han podido ser refutadas en presencia de los términos del 
compromiso, y en ningun caso esa resistencia por si sota podría 
constituir la rebeldía del iírbitro, sí se tiene presente lo que 
dispone Ja ley veinte y nueve, título cuarto, partida tercera, 
para los casos en que los avenidores ahomjun el pleito. 

Si la renuncia del Arbitro Oastaldt extinguía su jurisdicción, 
según la ley treinta, título cuarto, paitida tercera y Kscrichc 
página seiscientos cincuenta y ocho, tomo primero; si dicho 
arbitro así lo entendía y en consecuencia pedia que se designase 
la persona que debia reemplazarle, foja sesenta y una vuelta, en 
en el cargo; si las partes lo entendieron del mismo mudo y en 
consecuencia tuvo lugar el uonibrainienlo del arbitro Doctor 
Lesean o y se le mandó llenar su cometido previa aceptación 
del cargo, todo lo que ha tenido lugar ; es evidente que en pre- 
sencia de estos antecedentes aparece visiblemente irrito y nnfa 
el procedimiento de Palma y Murray al prescindir de su 
colega el Doctor Lescauo, considerando innecesaria su inter- 
vención por haber opinado antes de renunciar el arbitro íías- 
taldi. 

Esta opinión que no decide la cuestión ó pone término al 
asunto, no puede llamarse laudo, dada la acepción jurídica 
de la palabra, ni en presencia di¡ los términos del compromiso, 
porque no era esc árbitro por sí solo el llamado n decidir el 
asunto, & lo que debe agregarse que la renuncia qno hizo del 
cargo extinguió su jurisdicción, según ta citada ley veinte y 
tres, título cuarto, partida tercera, y Kscriche edición refor- 
mada de Vera y Caravantes, tomo primero, página seiscientos 
cincuenta y ocho, y precisamente por no haberse estipulado en 
el compromiso (ley veinte y ocho, título cuarto, partida ter- 
cera), que faltando alguno podrán los otros proceder en el 
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pleito, fué que se nombró al Doctor Lesea no parí reemplazar 
al renuncíame. 

Basta pues ta demostración de une Palma y Murray se han 
apartado de los términos did compromiso pnra fund.ir la nuli- 
dad del laudo, Si este vicio deque adolece resolución es 
como lo reputo llagraute, me parece innecesario descender á 
las demás cuestiones que se han propuesto. 



Isaac /'. Áreco. 
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pleito, fué que se nombró al Doctor Lesearlo pan reemplazar 
al renunciante. 

Basta pues la demostración de que Palma y Murray se lian 
apartado de los términos di'! compromiso para fund ir la nuli- 
dad del laudo. Si este vicio de que adolece t;il resolución es 
como lo reputo flagrante, me parece innecesario descender á 
las demás cuestiones que se han propuesto. 



Isaac P. .Ireco. 




* \ I Si I 



IhinanlL Itisxn. capitán de (a barra *U>omda» t contra los 
Señores Mateo Forrester y f"; sobre cobro de estadías* 

Sumario. — \° Dada la convención de deber ul buquo pro- 
ceder ha^ta Punta de Lura, y allí atracar al muelle, depósito 
ó pontón, según fuera ordenado por los agentes de los fletado- 
res, no puedt considerarse ni buque como listo para priucipjar 
la descarga, si nú después de 24 horas siguientes^) aviso es- 
crito de) capitán de haber cumplido las órdenes que espresa 
dicha convención. 

2 a No habiendo temeridad en la demanda, no debe imponerse 
al actor el cargo de las costas. 
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Está referido en el siguiente 



F*ll* «1*1 Juez d# Secelwn 

Duchos Airea, Julio 31 de IR&r 

Vistos estos ñutos de los cuales resulta: 

Primero, Que en 11 de Abril de 4885 los Sres. Bruma lier- 
manos, agentes del buque italiano «León ida* celebraron en 
New Castle sobre el Tyne, un contrato de iletameuto con los 
señores J. Soliden y en virtual de! cual debia recibirá su 
bordo un completo cargamento de cemento en cuscos y condu- 
cido hasta Punta de Lara (Knsenada de líurragan) y allí entre- 
garlo el mismo dia ó de noche si fuese requerido, siempre á 
Üote al costado de tos buques, vapores o lanchan ó de un mue- 
lle ú en un depósito, buque ó pontón, según fuese ordenado por 
los agentes de los Uetadores, mediante el pago de Hete de 27 
chelines por tonelada de veinte quintales, l cargados en Punta 
de Lara, sobre lacantidnd entregada, ó sobre la cantidad del 
conocimiento, sin pe*ar, á opción del consignatario, 

Segundo. Que en el mismo contrato ^e estipuló que el carga- 
mento sería descargado, permití cu dolo el tiempo, por término 
medio á razón de cuarenta toneladas por cada dia de trabajo, 
debiendo pagarse á razón de cuatro peniques por tonelada de 
registro por cada dia de demora» excepto el caso de suspensión 
de trabajo de la tripulación, heladas, inundaciones, ú otras cau- 
sas inevitables que pudieran impedir la entrega de la carga, 
acordándose al capitán del buque derecho de retención sobre 
el cargamento por Hete y demoras. 

Tercero. Que en Octubre del misino año 83 se presentó at 
Juzgado don Juan B. líisso, capitán del Leonida, por medio del 
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Procurador VonwUler, manifestando: Que su buque habla en- 
trado at Puerto de ta Ensenada el 17 de Julio y quedó IMo el 
18, pudicmlu por Jo tanto principiarse la descarga al din si- 
guiente; que sin embargo, lus consignatarios dejaron el buque 
cargado basta el 3 de Agosto, en que recién mandaron descar- 
gar por medio de embarcaciones menores, continuándose esta 
operación en los días 7, 8, 10 y 15, en cuyo tiempo entregaron 
1840 barricas, esto es, próximamente la mitad del .'argumento 
que se componía de 4500; que el 9.7 de Agosto por la noebe, 
después de haber descargado todo ese día, avisó el capitán sus- 
pendieran la descarga para lastrar, operación que efectuó por 
la mañana, continuándose la descarga á lastres p. in., la cual 
quedó concluida recién el 1" de Setiembre, de modo que des- 
contando loa dias de estadía que corresponden d los consigna- 
tarios, que con arreglo al contrato son 17 T uno de lastre y lus 
declarados inhábiles por la Prefectura Marítima, quedan 20 
dias corridos de sobre estadías, las ijue á razón de 4 peniques 
por tonelada de registro sobre las 425 que acusa el contrato de 
fleíamentu, hacen la cantidad de 134 libras esterlinas, once 
chelines y ocho peniques, equivalentes á (¡72 S "Vh uro con t 97 
"Vín P or cuja suma venia á interponer firmal demanda contra 
los señores Mateo Forester y C\ consignatarios de la carga, 

para que se les condene á su pago con intereses y la* costas del 
. . . * 

JUICIO. 

Cuarto* Que los demandados contestaron a foja 39 el tras- 
lado que les Ium conferido, ludiendo su absolución de la de- 
manda con espresa condenación en costas al actor, fundándose 
en que como el misino actor lo reconoce, ellos mismos tenían 
derecho para hacer atracar el buque al muelle de Punta de 
Lita, pretendiendo aquel, sin embargo, sacar deducciones des- 
autorizadas de la posibilidad de descargar en otra parte, para 
concluir que habían estado obligados á hacer eso que (1 llama 
posible y nú aquello que lo faculta el Contrato de Uetamento; 
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que después <le firmar el Capitán las órdenes pora la descarga 
del cheonida», les participó á principios del mes de Agosto 
que no había podido atracar al muelle por la poca agua que 
había allí y que sería preciso alijar el buque para salvar las 
estadías, con cuyo motivo mandaron lauchas é hicieron sacar 
i 400 barricas cemento para que pudiese hai erlo; mas habiendo 
averiguado por el Ferro-Carril de Buenos Aires y Enhenada, 
que repetidas reces podia haber atracado el buque al muelle, 
formularon la protesta acompañada con el escrito de demanda, 
para echar sobre el Capitán la responsabilidad que le tocaba 
por haber perdido las oportunidades que tuvo parn atracar, 
comunicándoles aquel mismo dia que se habían concluido las 
estadías ¡que podia» justilicar que el buque pudo atracar al 
muelle dos días después do haber llegado á Tunta de Lara, 
pues según el rnnociiuionto lirmado \>m el c¡ipttun calaba cuan- 
do mas M '/ ; piés y en las fechas indicadas había ifl y 20 i iés 
de agua al lado del muelle, donde en un solo dia pudo haber 
descargado lo bastante para tener el buque siempre ti tinte. 

Quinto, Que la causa fué recibida á prueba por auto de foja 
42 para que se justifique si pudo ú nó el buque atracar al mue- 
lle de Punta de I-ara después de su llegada y después que fué 
alijado; en que" días tuvo suficiente agua para hacerlo y porqué 
no lo hizo, así como todos l«*s demás hechos pertinentes á la 
cuestión, habiéndose producido en el término legal por parte 
del actor, ks informes de fojas Oi vuelta, 05 y iK> vuelta, es- 
pedidos por la Aduana de la Capital y el de foja 75 vuelta por 
la Administración del Ferro-Carril á la K use nada; y por parte 
de los demandados la planilla de foja 53. que demuestra el es- 
tado de la mart a en Tunta de I.ara desde el IHde Julio hasta 
el 15 de Agosto y el informe de! Administrador del Ferro-Carril 
antes mencionado, corriente á foja 55 vuelta. 

Y Considerando: Í" Que según lo espresa el artículo 200 del 
Código de Comercio, las convenciones legalmente celebradas son 
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la lev nara los centran ites. debiendo ejecutarse do buena fí sea 
cual fuere su denominación, obligando no soto :í loque se es- 
presa en ellas sinó á todas las consecuencias que la equidad, el 
uso ó la ley atribuyen a la obligación, seguir su naturaleza, 

tjite según lo establece el contrato de 11 uta mentó presen- 
tado por el autor y aceptado con su traducción por los demanda- 
dos, el buque leonkia debía proceder basta L'unla de Lara, y 
:illt atracar al muelle, depósito, buque ú pontón, xoyun te fmre 
ordenado por loa ayt'iiH'S tle (os ftrtadtuvs, do donde inmedia- 
tamente se desprende que el buque no podia considerarse listo 
para dar principio a* la descarga, siuú después de las 24 boras 
siguientes al aviso dado por escrito por el Capitán de haber 
cumplido las órdenes á este respecto, como lo espresa el contrato 
referido; 

3' 1 Que siendo un derecho acordado á los agentes de los fleta- 
dores» que en esto caso son les mismos consignatarios de la 
carga, el de hacer atracar el buque al muelle de Tunta de Lara, 
para efectuar la descarga, no puedo inferirse de la posibilidad 
de hacerlo en otra pai te por mediu do lanchas, que sea esta una 
obligación inherente al contrato, ó en otros termino-* t que los 
consignatario* estuvieren sometidos ú ta necesidad jurídica de 
hacerlo, máxime cuando, según el mismo demandante lo reco- 
noce, la descarga fuera del muelle á más de ser menos rápida 
o ra mas costosa. 

A" Que el hecho de haberse esfraido por medio de binchas an- 
tes de llegar al muelle una parto del cargamento, no justilica 
la interpretación que sostiene el «'apitan para concluir que desde 
ese momento debían principiar á contarse los días parala des- 
carga pües el informe du la Aduana, corriente á fujalj5, espresa 
que lo que se permitió el 18 do .Julio fué el alije de ta leonida 
y trasbordo de una parte de su cargamento, lo que no podia 
tener otro propósito que disminuir el calado del buque para 
que pudiera atracar 1 muelle, i onforme á lo dispuesto por los 

T !ÍX. * 1/ 
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consignatarios tic La carga, romo lo efectuó en seguida que el 
enpitan creyó cotüceiíiente hacerlo, siendo este hecho la mejor 
prueba de la intención de las partes al practicar dicha opera- 
ción; 

5° Que cu la protesta fui nuil ai ta por los los señores M. For- 
rester y C", tic que Ha acompañado eójíia el demandante á foja 
9, se establece, sin qne ésto lo baya contradicho en parte al- 
guna, que tan pronto como llegó el buque á Punta de tara 
dieron órden al Capital! para que en la primera ocasión favo- 
rable atracase al muelle; 

G* Que el prolijo estado corriente ú foja 53, levantado por la 
empresa del Ferro -Carril á la En senada sobre el estado de la 
marca en Punta de L:ira desde el 18 de Julio hasta el 15 de 
Agosto de 1883, demuestra que en los dias 20, 21 , 2|, 
hubieron cutre 10 y 21 pies de agua, es decir, nías de 5 y ' , 
dul calado que <!á ¡il buque el conocimiento, según los deman- 
dados, y el informe de foja 5tf vuelta establece asertivamente 
que en los dos últimos de los indicados dias pedia atracar al 
muelle en ese punto", cualquier buque calando 17 piés y f*, 
pues había habido agua suficiente. 

7" IJue también r^ulta de Lo informado por dicha empresa ¡i 
foja 75 vuelta, que n» - s obligatorio á los buques de ultramar 
toma* para remolque el voporcitn de l¡i misma, quedando ¿vo- 
luntad délos Capitanes servirse ñ nó de él según lo encuentre 
conveniente. 

8' l¿ue estas circunstancias comprueban acabadamente que 
el buque Leoilida no atracó en tiempo oportuno al muelle que 
se le había designado, por h-. lios del Capitán, sin que por 
parte de éste se haya producido prueba alguna que justifique 
su proceder, lo que lo quita todo derecho para cobrar sobre 
estadías por la demora sufrida, pues es un principio de derecho 
universal que ú nadie le e^ licito sacar provecho de su propia 
falta en sus relaciones edntraefcualss. 
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9*0110 teniendo los Consignatarios dé la caiga, por el con- 
tra lo d u llet amento, diez y *¡ete di as para la descarga y liü Rién- 
dose efectuado esta operación, una vez atracado ti limpie ¡il 
maulle, en menos de ¡a mitad ¡le esc tiempo, es evidente que si 
el eapilan hubiese aprovechado las marcas altas de tos dias 24 y 
25 de .Julio para hacerlo, la descarga habría quedado concluida 
aún antes de que hubiesen transcurrido aquellos, aun eonüín- 
dulos desde el dia siguiente ;«l de >u entrada al puerto. 

Por estos fundamentos, fallo absolviendo ú los señores M. 
Forrester y O de la demanda de foja ... imponiendo al actor 
el pago de las costas caucadas. Notifique^ original. 

Virgilio M, Tedin. 

rallo de Ir Nuprfmn t orí* 

Buenos Aires, Enero 14 da 1886. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma la sentencia ape- 
lada de foja ciento una, menos en la parte en que condena al 
Capitán líisso al pago de tas rostas, debiendo las de primera y 
de segunda instancia payarse en el orden en que se han cau- 
sado, por considerar la Corte que no ha habido temeridad en 
el demandante. Repuestos los sellos, devuélvase. 

i. II. GOHOSTUGA. II-AÜ1SLA0 FJUAS. 
- FEÜEIlICo iHAUCtllEN. 
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//. JoséBerwoy oíittí, contra ta ProvMcia de Huevos Aires; 
sobre venta de terrenos, * : inctmstiturtoMtttdnd de ta le;/ de 9 
de Atfostode / vv.í. 

Sumaria. - I L¿ liy dr ^ de Utubiede 1»7U, de la Pro- 
vincia de Bueiios Aires autorizando A la MunMiíuliflad del 
Botadero para vender & los colonos estábleciUos ep el ejido de 
ilii-ho puf blo la* áreas ocupadas por ellos, á razón de :K)0 ¿> "» «' 
la citadtai coinprendíü les terrenos JímkiIi*, y n<> h» une re 
aultasen ser de propiedad pniUculaT. 

2 U l*or esto* últimos, los colonos no pueden exigir la entrega 
de las áreas ocupadas por ul precio de la ley de 1870; y la ley 
de 2 de Agosto de 1883, que ordenó su expropiación pata ven- 
darlas á los colonos por el pf ecíg establecido en la misma, no 
afecta derecho» adquiridos y no es repugnante á la Coustitu- 

CÍOil. 



Vaso, — ¡4c halla referido en i-l siguiente 

frailo de Iti *«•!»■•<• ni» Cor Ir 

Baenos Aire*. t:iUíro US d¡> l&ftí 
Vistos; resulta: »¿ue l"s coloiu'S de la-* partid muI-I-Mo del 
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pueblo ilel llaradero demandan » la Provincia de Dueños Aires, 
porque les es tienda la corre a pendiente escritura pública de 
venta íe los terrenos que actualmente ocupan, á razón de tres- 
cientos pesos moneda corriente la cuadra cuadrada, según se 
estableció por ley de veinticinco de Octubre de mil ochocien- 
tos setenta, ó en su defecto, se la condene á la indemnización de 
daños y perjuicios por la inejecución de sus compromisos, decla- 
rándose, inconstitucional la ley del dos de Agosto del ochenta y 
tres, que !o< priva de derechos tufrfjjurides, garantidos por la 
Constitución Nacional. 

lino e*ta demanda se funda en i[ne dichos colonos entraron 
á ocupar la tierra que hoy redimían, bajo la promesa hecha por 
la mumcipiilidad de que les seria dmiada, ú wudída por un 
precio mas bajo que el lijado por las leyes entóneos vigentes. 

Que el i'odt-r Ejecutivo y la Legislatura de la Provincia con- 
lirtuaron esas promesas, y se dictó, en su consecuencia, la ley 
de Octubre del retenía, lijando el precio y demás condiciones 
de la venta. 

Que dicha ley, dictada en favor esclusivo de los colono^ que 
hubieran ocupado y poblado l is tierrns y preseuládosc en tiem- 
po ¡i la Municipalidad aceptando las eondiciones de la venta, 
importaba una excepción en su favor, hecha para responder á 
la promesa que hizo suya la Provincia, hiendo indudable, di- 
cen, que i'sa promesa creó una obligación respecto del promi- 
tente y un derecho en favor de los que la aceptaron, que les 
daba acción para exigir el cumplimiento de lo ofrecido ó la in- 
demnización correspondiente. 

Que la ley del ochenta y tres mandando expropiar los terre- 
nos déla colonia que resultaran ser de propiedad particular, 
para venderlas A los colonos por el precio de la expropiación, 
era repugnante tí la Constitución Nacional en cuanto ¡ilteraba 
\oí derechos adquiridos por estos con arreglo á la ley del ano 
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setenta, y que por consiguiente lio podia tener efecto alguno 
respecto de ellos. 

Que la Provincia demandada niega los hechos en que se 
funda la demanda y sostiene: que ni la municipalidad del Ha- 
radero. ni el Gobernador de la Provincia, contrajeron compro- 
miso alguno con los demandantes ; que estos entraron á ocupar 
las tierras que se cuestionan, con pleno conocimiento de que 
estaban en litigio y sin que la Municipalidad les hubiese pro- 
metido cosa alguna, y que en el supuesto de que hubiese existido 
alguna promesa de donación ó de venta, ella no podia st-r sino á 
condición de que los terrenos resultasen fiscales, y no habiendo 
resoltado serlo, á nada estaba obligada ta Provincia; que por 
lo mismo, la ley del ochenta y tres no afectaba derechos adqui- 
ridos j no podia por consiguiente, objetarse su constitucíona- 
lidad. 

Y oonsíderendo: Pnmíro. Quede los informes de foja ciento 
tres vuelta y ciento treinta y siete vuelta, y de las declaracio- 
nes de foja ciento diez y ocho y ciento diez y nueve de los tes- 
tigos presentados por los demandantes, resulta que estos en- 
traron á ocupar los terrenos de la parte Sud-Kste de la colonia, 
sin promesa ni compromiso alguno por parte de la* autoridades 
locales y con prévio conocimiento de que se hallaban en liti- 
gio desde muchos ¡iñus atrás con particulares que los reclama- 
ban como propios. 

Segunda. Que la ley du veinticinco de Octubre de mil ocho- 
cientos setenta autorizando á la municipalidad dul Bañadero á 
vender á los colonos establecidos ha>ta esa fecha en el ejido de 
dicho pueblo las áreas que estuviesen ocúpalas y robladas, por 
el precio de trescientos pesos moneda corriente, la cuadra cua- 
drada de ciento cincuenta varas por costado, tampoco es un 
compromiso contraído por la Provincia A favor de los deman- 
dantes, porque no podiendo la Legislatura ordenar la venta de 
terrenos de propiedad privada sin expropiación previa, dii ha 
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ley solo lia podido referirse ¡i los terrenos Fiscales, no comprea- 
diéndose, por consiguiente, en elfos losqi'e su bailaban en liti- 
gio, sino en cuanto resultasen ser de propiedad pública. 

Tercero. t¿ue así lo cu ni prendió el GóbietiiO ni ordenar, 
en cumplimiento del artículo cuarto de la ley citada, la men- 
sura, deslinde y entrega ú los colonos de los terrenos conocida- 
mente de propiedad lUcal. suspendiendo Indo procedimiento 
respecto délos litigiosos. Y asi lo comprendieran también los 
mismos demandantes al aceptar esta suspensión respecto de 
ellos sin exigir, durante el litigio, la entrega en propiedad de 
los que ocupaban y sobre los males versaba este, limitándose 
á presentar.se ante la municipalidad solicitando su compra, 
para no perder, si resultaban liseales, el beneficio que acordaba 
á los colo;;ns la mencionada ley. 

Citarlo. Que no habiéndose cumplido e^ta condición, pues 
por sentencia pronunciada A año setenta y nueve se declararon 
de propiedad particular, ningún dereelio tienen los demandan- 
tes, según lo dispuesto por el articulo quinientos cuarenta y 
odio del f odigo Civil, para exigir la entrega de dichos terrenos 
con arreglo á las condiciones establecidas por la ley de Octubre 
de mil ochocientos setenta; pues esta ley, en tanto podía obli- 
gar á la Provincia, en cuanto lus terrenos cuestionados resul- 
tasen ser de propiedad publica. 

Quinto, Que la .solicitud de foja primera del espediente agre- 
gado, presentada al líobernador de Ja Provincia dos años des- 
pués de haberse declarado de propiedad privada los terrenos 
referidos, demuestra que los mismos demandantes nunca se 
creyeron con derechos adquiridos sobre ellos, pues se dirijen 
al Hubieron, no haciendo valer un derecho, ni reclamando el 
cumplimiento fie una obligación, siuó implorando su protección 
y amparo para ser mantenidos en la posesión que hasta en- 
tonces habían tenido de una manera precaria. 

Sasto. Qué por lo mismo, la ley del ochenta y tres ordenando 
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ta expropiación pura vender por el precio de esta á lo^ deman- 
dantes loa terrenos expropiados, no afecta derechos adqui- 
ridos y por consiguiente, no es repugnante á la Constitución. 

Por estos f andamentos, la Suprema Corte, falla: absolviendo 
A la Provincia de lineaos Aires, de la demanda interpuesta 
contra ella por los colonos fine ocupan la parte Sud-Kste del 
pueblo del Uaradero, sin espi cial condenación en costas por no 
encontrar mérito bastante para elk». Notifiques^ con el origi- 
nal, devuélvase á la municipalidad de dicho pueblo tus docu- 
mentos de foja Oloilto treinta y tres, ciento treinta y cuatro y 
ciento treinta y cinco, dejando en autos la debida constancia, y 
repuestos los sellos, archívese. 

j. n. r.nunsTiAUA. --J. noMi\r.m. 

-t LADISLAO FRIAS. FfcOBftlCO 
1IIVH(HUE>. 
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D. Cáelas María Escalada, ron (tu ht Municipalidad de ¡a 
Capital ¡ 'alera f : ¿obre esprndm de fu Meten de lotería, resíi- 
tttcimt de inulta. y dañas y perjuicios. 

Sumario. \" VA ¿rífenlo IT del Reglamento de la Muni- 
cipalidad da Buenos Aires de 13 tli; Diciembre de 18X2 prohi- 
ble rulo el juego de loterías estriñas \ la Capital Federal, es 
contrario á la ley did Congreso ''e I" de Noviembre de 1882, so- 
bre organización de la Municipalidad y íi I;is leyes del misino 
sobre patentes, dictadas en ese año y en los posteriores. 

2" Fia mtil ta cobrada por espendio de billetes de lotería en 
virtud de dicho artículo, debe ser restituida. 

¡V 1 La acción por daños y perjuicios causados por el embargo 
do los billetes como consecuencia de la prohibición, no protede 
contra la Municipalidad, 



G aso. — Kstá referido en el siguiente: 

rallo del Juez Federal 

Buenos Aire», Noviembre 39 de 1R85. 

Y vistos estos autos iniciados por demanda de don Carlos 
María Ksealada contra la Municipalidad de la Capital, al ob- 
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jeto do que no se le impida la venta de billetes de la lotería de 
San Luis, de que se dice propietario en virtud de las escrituras 
de fojas 2 á 11, con que arompbña su demanda, le sea devuelta 
la multa que la Municipalidad le hizo imponer pur el Juez de 
Paz de la Catedral al Norte, y para que sea obligada á indem- 
nizarle los perjuicios causados pur estos procedimientos, loa 
que avalúa en la cantidad de catorce mil Cuarenta y un pesos 
con cuarenta y cuatro centavos ¡fuertes; habiendo el deman- 
dante ampliado después, á fuja 77, su demanda, denunciando 
nuevos actos Je violencia de j arte de la Municipalidad, los que 
detallados en la escritura de proLsta acompañada, á foja 73, 
consisten en que, durante la prosecución de e^te juicio y des- 
pués de haber í-ido obligado por la Dirección de lientas á pa- 
gar la patento que acompaña á foja 71, de dos mil pesos 
moneda nacional, en conformidad á la ley de Patentes de 30 
de Octubre de 1 88*2 ; en cumplimiento de una orden escrita del 
señor Presidente de la Municipalidad al .Jefe de Policía, fué 
asaltado y allanad*» su domicilio el día 15 de Marzo de 1883, 
para secuestrar !os libros y billetes de lotería deque es agente, 
viéndose obligado á ceder A la fuerza, llevándose ¡i efecto el 
allanamiento de su domicilio y secuestro de los libros talona- 
rios pertenecientes á la Lotería de San Luis, ú pesar do habe r 
exhibido su patente. Cuyos nuevos perjuicios avalúa en treinta 
mil pesos nacionales y ¡i mas dos mil pesos nacionales al mes, 
mientras que el Presidente de la Municipalidad no le restituya 
los libros y demás secuestrado. 

Considerando: Primero. Que la demanda que se fonda en los 
hechos espresados ha sido contestada sosteniéndose la facul- 
tad de la municipal id ;id para impedir en el Municipio de la Ca- 
pital la circulación de todo otro billete que no pertenezca á las 
loterías autorizadas por la misma, estando en vigor las leyes 
prohibitivas anteriores á la federal i zaciou de la Ciudad de líue- 
nos Aires, ratificadas después por el artículo 17 del líegla. 
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mentó du Diciembre líl y Ordenanza de Agosto 7 (lo 1882, 
prohibiciones que autorizan á la Municipalidad A proceder rou- 
trn los infractores por medio de lo imposición de las corres- 
pon^ ientes multas y allanamientos de los domicilios de los 
infractores, en virtud de las atribuciones que le confieren tos 
artículos 17 y 2" de la ley orgánica de 1805 y 43, H inciso 30¿ 
18 inciso » y 52 inciso 18, «le la nueva ley orgánica do 1882. 

Segundo, l¿ue establecida la cuestión en los términos que 
la colocan la demanda y contestación, queda reducida á una 
cuestión de puM derecho, no bulliéndose negado por la defensa 
los hechos que deduce la acusación, relativos á la imposición 
de multas allanamiento del domicilio y secuestro de los libros 
(alónanos, siendo del caso úuir-nmente resolver, si la ciretila- 
cion y espendiodc billetes pertenecientes íi loterías no autori- 
zadas por la Municipalidad están prohibidas por las leyes 
vigentes en Su Capital, si .-ntra en Us atribuciones de la Mu- 
nicipalidad proceder «-ti la forma que lo ha hecho en el caso 
sub judien de la lotería de San Luís, y para el caso negativo, s¡ 
los procedimiento'; empleado* lian irrogado perjuicios que de- 
ban ser reparados por la Municipalidad al demandante Kscu- 
lada, y cuál sea el alcance ó importancia de estos perjurios. 

Tercero. Que con respecto a* las dos primeras cuestiones, es 
evidente que, cualesquiera que huyan sido las disposiciones 
prohibitivas de las loterías vigentes en el MnuLipio de Unenos 
Aires, al tiempo de su ftderali^iciou, ellas han sid i modificadas 
por leyes posteriores del Congreso, muy especialmente por los 
artículos 44, inciso 8", 05 incido 18 de la Ley Orgánica de 1882 y 
Ley de Patentes, cuyas disposiciones, no podrían de manera al- 
guna :irmouÍ2arse con la prohibición absoluta de toda lotería 
< ,r que quiso hacer un principio fundamental la Constitu- 
ción de la Provincia de Buenos Aires. Siendo, por otra parte, 
inadmisible lo uleyudo por la Municipalidad, de que leyes, 
que hacen de bis lotería- en general una fuente de recursos 
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para el Erario, no importen la libertad y franquicia industrial 
en la materia; sino, ñor el contrario, sean leyes restrictivas y 
prohibitivas en sí mismas que, lejos de derogar, en este punto, 
las prohibiciones anteriores, las robustezcan y confirmen, pues 
á estar ¡i estas deducciones no podría menos que concluirse que 
las leyes de Aduana imr orlan una prohibición del comer- 
cio. 

Cuarto. Que en presencia de leyes esplícitas de) Congreso 
que suponen que la lotería es una industria lícita, no es posi- 
ble admitir la facultad de la Municipalidad do autorizarlas ó 
prohibirlas, ni menos proceder á la imposición de multas y 
allanamiento de domicilio; mucho meaos, ruando tas atríbu- 
f iones que le confiere la Ley Orgánica para imponer multas y 
efectuar visitas domiciliarias es sol-- en casos especiales de su 
resorte, especialmente designados en ta misma ley, y las visitas 
domiciliarias autorizadas en los casos de hijiene y salud pública 
están muy lejos de tener el alcance del allanamiento del domi- 
cilio garantido por la Constitución. 

Quinto, Que en el procedimiento observado por el Juez de 
Pan de la I' Sección de la Capital, al imponer la multa de 
cuatro mil pesos de ta antigua moneda de Rueños Aires, según 
se instruye en la cópia agregada á foja 12, no habiéndose ob- 
servado forma alguna de juicio, no habiendo sido citado ni 
oído Escalada, debo tenerse rumo un acto de la Municipalidad 
á cuya requUirinn so procedió sin mas trámite. 

Serta. Que con relaciona los perjuicios cuya indemnización 
se reclama, no procediendo estos, en caso de existir, de un con- 
trato, no pueden tener otro orfjen que los actos ejecutados por 
funcionarios de la Municipalidad fuera de los límites de su 
mandato, los que en ningún caso obligarían á la Municipali- 
dad, según los principios establecidos por los artículos Sí» y í.'i 
del Código Civil relativos á las personas jurídicas, 

Sétimo, (¡lie la doctrina consignada en las disposiciones an- 
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tenores m encuentra espíícitamentL' eonsigmiUil cu el artículo 
70 de la Ley Orgánica de 1882, cotí aplicación especial á los ac- 
tos de los funcionarios municipales. 

Por estos fundamentos: fallo, declarando que don Carlos María 
Escalada lia fundado su demanda contra la Municipalidad de la 
Capital, en cuanto á lo que solicita, le sea devuelta la multa 
impuesta, á requisición de acuella, por el Juez de Paz do la 
1* Sección, ru>r venta de billetes de La Lotería de Sun Luis y 
los libros secuestrados por la Policía en su escritorio y á que Le 
sea permitido espender libremente los billetes de la espresada 
Lotería, no habiéndolo hecho en cuanto solicita de l.< misma, 
la indemnización de daños y perjuicios; y en su consecuencia, 
condénase a la Municipalidad de la Capital Ú la devolución á 
ion Carlos María Escalada del valor equivalente u¡ moneda na- 
cional, ú cuatro mil pesos do la antena moneda de Buenos Ai- 
res, monto de la espresada mulla, la de los libros secuestrados, 
debiendo en adelante abstenerse de impedir el libre espetadlo de 
la Lotería de San Luis sin especial condenación en costas; 
quedando Ubre de ía demanda contra ella en cuanto á la indem- 
nización de perjuirios; há-rasc saber, notificándose -'on eíori- 
yínal ( y repónganse los sello?. 

imln's I parriza. 

t ullo de» la Sia|trriiin l'ortt* 

ItUflQOi Aires. Eneré £3 ( le 1HN1. 

Vistos eu apelación los autos seguidos por don José María 
Escalada, empresario de la Lotería de Beneficencia de San 
Luis, contra hi Municipalidad do ta Capital, sobre devolución 
de una mulla é indemnización di- daño», y p'-rjujeios : 



Y considerando: Primero. Que si bien el juego de Lotería 
estaba prohibido por leyes Provincia tes vigentes antes de la 
federüluacion de t:i ciudadj tic líucnos Aire*, id lia sido permi- 
tido implícitamente por leyes posteriores sancionadas por el 
Congreso ; pio's por la Ley Orgánica de la Municipalidad, del 
primero de Noviembre de mil ochocientos ochenta y dos, se au- 
torizó la lotería de líeneliceueia de la Capital, y por las leyes 
de patentes del mismo año y de los subsiguientes, se cstable- 
L-iú un impuesto á los empresarios y expendedores de billetes, 
ya fuesen estos de lotería* del país o estrangerns. 

Segundo. Que después de estas leyes, la Municipalidad solo 
ba podido reglamentar dicho juego, con arreglo á lo dispuesto 
por el artículo dos mil sesenta y nueve del Código Civil, y no 
prohibirla absolutamente, c<uuo lo ha lieelto por el ai título diez 
y siete del reglamento de trece de Licieutbre de mil ochocien- 
tos ochenta y dos. 

Tercero. Que la multa impuesta a In alada y el embargo de 
sus billetes no se justifican por el hecho di- no haber aquel com- 
probado su carácter de empresario de la lotería de San Luis con 
la leyó decreto gubernativo de concesión, presentando sola- 
mente las escrituras de transferem-ia hecha por el (oncesíona- 
río de agüellas; pues no existe ley ni ordenanza alguna munici- 
pal que exija determinada clase de documentos para espeuder 
billetes en calidad de empresario. 

Cuarto. Que, esto no otilante, la amon de d;iuos y perjui- 
cios deducida por Kscalada, no es procedente en el presente 
caso; pues por el artículo cuarenta y tres del Código Civil se 
dispone terminantemente que no se puede ejercer contra las 
personas jurídicas acciones criminales ó civiles por indemni- 
zación de danos, aunque sus miembros cu común ó sus admi- 
nistradores indebidamente hubiesen cometido delitos que re- 
dunden en benelicio de ellos. 

Por estos fundamentos y ios concordantes es puestos por el 



DE JUSTICIA NACIOKAli SÍ55 

juez « quo, se continua l;i sentencia apelada de foja ciento seis, 
sin especial condenación en costas, y demolíanse, previa rcpo- 
siciou de sellos. 

J DOMINGUEZ. — I-LADISLAO fílUS. 
FEIlEMCOIBAKCCllEN. 



It. Homitjio Hipas lutcina*, contra li. .fasr Salaz»?, ¡tor infrac- 
ción de Imarticulm í:> y íO tic ¡a ley nacional peimí; w- 
brc incompetencia. 



Samaría. — La infracción de los artículos i"* y Í<¡ di- la ler 
penal nacional, no somete á sus autores A la jurisdicción fede- 
ral, cuando resulta que. no han sido euinisíouados nacionales, 
siuú solo agentes provinciales. 



Vaso. — En 8 de Mayo de IKK5, se presentó ul Juzgado 
D«« R^lttígto líivas Encinas, es poniendo: ijuc eneout rún- 
dese el día 21) de Marzo presidiendo, en su carácter de Juez de 
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\" Instancia, la asamblea electoral fine recibía los sufragios 
luirá 1» elección Je un Diputado á la Legislatura Provincial, 
se presentó el capitán de la guarnición nacional, U, José Sa- 
ladar, y sin motivo alguno, asaltó violentamente ron tropa 
armada el recinto, dispersó al pueblo que sufragaba tranqui- 
lamente, y arrancando al querellante de su asiento de Pre- 
sidi-nte, lo constituyó cu prisión, y lo remitió custodiado por 
dos soldados armados á uno de los calabozos de la cárcel pú- 
blica, donde por urden «VI mismo Capitán fin- vejado por el 
registro violento en su persona, para sustraerle los papeles 
que tenia en lo™ bolsillo; debiendo mencionarse como una 
circunstancia agravante que Sal a zar daba á sus soldados en 
voz alta la urden de que < to mataran á ta primero palabra de 
protesta que pronunciara». 

Agrega, que el capitán Salazar si- encuentra al servicio de 
la S'ation y manda fuerzas nacionales, habiendo hecho uso de 
eílas para cometer los hechos de que se le ucu»a, sin eihíbir 
ni invocar órdem-s de su superior en el servirlo militar, ni de 
otra autoridad, sinó que, al contrario, él mismo ton Tesaba 
proceder de propia inspiración, al espresarse en alta voz con 
las siguientes palabras : « Aquí mando yó ». 

Sostuvo que id hecho de su prUion constituye un delito pre- 
visto y penado por las leyes, de abuso de fuerza nacional, en 
violación de las garantías que acuerda el ai líenlo IX de la 
Constitución y los artículos i5 y 40 de la l.cy IVnal de 1863. 
MI artículo IH citado prescribe que nadie puede ser arrestado 
sitió en virtud de úrdeu escrita de autoridad competente. El 
artículo -i5 de l;i fc*Jf J^tunl castiga con pena de prisión di- 
seis á diez y ocho meses ú con ana multa de trescientos á 
ochocientos pesos ó con una y otra, conjuntamente, al que nu 
siendo autoridad competente librase úrden d<- prisión ó arresto, 
ú aún siéndolo, omitiera espedirla por escrito. Hl artículo .(ti 
de la misma ley, lija la pena de prisión de uno á y,.j s meses, 
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tí de una multa do cincuenta ¡í trescientos pesos fuertes, al que 
ejecute tino prisión ú arresto sin órden escrita de su superior. 

titilo drl Jufk IVdrrnl 

Hioja. Junio O ile 1885. 

Autos y vjsla la demanda interpuesta por I>. Remigio Ilivas 
Encinas, «obre prhion ilegal cji-euinda por el capitán do Guar- 
dias Nació nales I). José Su lazar, y de la que resulta : i' que el 
Sr. líivas futida .su querella en fine, estando presidiendo como 
Jue*/ de I 1 Instancia de esta ciudad la mesa receptora de vo- 
tos para un Diputado ¿i la Honorable Cámara dé Representan- 
tes de la Provincia, el capitán de Guardias Nacionales al ser- 
vicio de la Nación, en el cuerpo de linea que guarnece el 
principal, con violación del artículo 18 de la f 'nns litación Na- 
cional y de los artículos 4ü y M\ de la Ley Penal de Justicia 
Nacional, lo arrancó con fuerza armada, sin causa ni motivo 
é invocando su propia autoridad, del recinto en que ejercía su 
minislcrjn, sometiéndolo á prisión en la cárcel pública, en el 
calabozo de bis criminales, en donde lo hizo sufrir groseros 
vejámenes (Esposicíon de foja-; 1 J á (> : M; t' que pasada en vista 
al Sr. Fiscal, éste solicita la inhibición del Juzgado para co- 
nocer en la causa, fundado en los artículos 100 y 101 de la 
Constitución Nacional y en el tercero de la ley de. jurisdicción 
y competencia de los Tribunales de la Nación. Imposiciones de 
fojas 7 á li). 

Y considerando ; i" <íuc es un principio de derecho que la 
Constitución Nacional, al abolir todo fuero personal ha dero- 
gado tos privilegios acordados á los militares por las Ordenan- 
zas del Ejército, en cuanto á los delitos comunes cometidos en 
acto de servicio. (Fallo de la Suprema Corte, causa 23, tomo 5", 
2 a série). 

T XX. 1S 
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2° Que el delito que se imputa á el capitán Solazar, como 
ejecutado en aetu de servicio, siendo por su naturaleza común, 
y no estantío además definido y penado en las Ordenanzas del 
Kjéreito, corresponde so conocí miento ú tos Tribu nales Na- 
cionales 6 provinciales, según la forma y circunstancias que 
hayan concurrido en su perpetración. 

3" Que por el articulo 1 01 y 105 de la Cim^titucion Nacional 
las provincias conservan todo el poder no delegado al Gobierno 
Federal, sedan sus propias instituciones locales, se rigen por 
ollas, eligen sus Gobernadores, sus Legislaturas y demás fun- 
cionarios de provincia, sin intervención del Gobierno Federal. 

4° Que según resulta de la esposicion del querella ule. el 
asalto violento con fuerza armada ejecutado por el capitán 
Salazar á los comicios electorales de la capital, para la elección 
de un Diputado á la Legislatura, apresando al Presidente de 
la mesa, que pi>r la ley electoral ejercía dicha función como 
magistrado (artículo 4"), constituye el delito común de rebe- 
lión ó sedición, definida y penado en el título 1", párrafos t* y 
2 U , libro 2% del Proyecto del Código Penal redactado por el 
Dr. Tejedor y adoptado provisoriamente como Ley Penal en hi 
provincia. 

5" Que no constando por las publicaciones oíiciales que la 
provincia esté intervenida por los Poderes Nacionales, la inter- 
vención de la fama nacional en el régimen interno de ella, 
es un atentado contra sus instituciones, que corresponde á sus 
podcTes públicos reprimirlos, en la forma y con los medios que 
sus leyes estatuyen. 

(V' Que además, el artículo 10 de ley de la provincia de 21 de 
Diciembre de 1877, atribuye al Juez del Crimen el conoci- 
miento de las causas que se instruyan á los Jefes, Comandan- 
tes ú elídales de linea que atentaren de cualquier manera 
contra Ja libertad electoral (artículo 5*). 

7 o Que en el presente caso, aún suponiendo que hubiera sido 
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procedente el recurso de Rabea* Corpus , para el efecto de co- 
nocer y juzgar el delito de prisión ilegal que se impuU al 
acusado «alazar, dudas las circunstancias que han concur- 
rido en la perpetración del hecho, según las constancias de 
autos, debe reputarse dicha prisión como un incidente de ¡a 
causa principal ; por cuanto no podría ésta dividirse en su 
continencia sin graves peligros de resoluciones contradicto- 
rias. 

8" Que la violación del derecho de seguridad personal acor- 
dado por el articulo 18 de la Tonstituciou á los habitantes de 
la República, no basta para someter el conocimiento de cada 
caso á la Justicia Federal, porque siendo la jurisdicción de 
los Tribunales federales restrictiva en materia criminal, está 
limitada á los casos espesamente determinados en el artículo 
3 e de la Ley de Jurisdicción y competencia de los Tribunales. 

9* Que además, el querellante, lejos de comprobar la proce- 
dencia del recurso de Habas Corpus, que podría babor servi- 
do de fundamento á la querella criminal que ha intentado, 
por prisión ilegal, ha demostrado con su esposiciou de fojas i 
á 6, que ella se efectuó como uua consecuencia del asalto á 
mano armada que se llevaba al coinicio electoral por el acu- 
sado, y que, por lo mismo, corresponde su conocimiento ú los 
Tribunales de la provincia, como un incidente ó circunstancia 
agravante de la causa principal. Por estos fundamentos, se 
declara que este Juzgado carece de jurisdicción y es incom- 
petente para entender en esta causa. En su consecuencia, 
ocurra esta parte donde corresponda. Repónganse los sellos y 
notifíquese con el original. 



Martfaifueo Molina 



2fi0 



FALLOS f»E U SLHtEMA CORTE 



VISTA [JKL SHÑOti l'l OCITtAlKJlt (thXEUAL 

Suprema Corte : 

La sentencia del Juzgado de Seivimi abunda en fundamentos 
que colocan su incompetencia fuera de cuestión. 

Los hechos culpables de que se nace caigo al enjutan Sala- 
zar, el asalto violento á ta mesa formada para las elecciones 
provinciales, la prisión del ciudadano «me la presidía, cons- 
tituyen delitos comunes, cuyo juzgamiento corresponde á los 
jueces naturales del lugar en que >e han cometido. Abolido el 
fuero personal, oportunamente observa el Sr. .luez de Sección, 
poco importa el carácter del acusado. ÉHdfl 1:1 '-on firmar ion de 
la sentencia recurrida. 

Eduardo Costa, 

La Suprema Corte, para mejor proveer, pidió informe al Éo- 
1 1 < ¿ Ejecutivo >obr.- si el « apii ni Salaiar era - leía) ilel ejér- 
cito de línea, y sí en Jlano de desempeñaba alguna comi- 
sión al mando de fuerzas de línea en la ciudad de la líioja. 

INFOHSIE I1FJ. MJMSTEItt ' HE LA ÜI EllllA 

Hítenos Airoí. N'jVKiutiiv ; t >W 18H5, 

.1/ timmOi Señor t'rvsideiitr de ta Skpiwm Corte (te Justi- 
cia Federal. 

Tengo el honor do comunicar á V. K. que de Jo infurmado 
por el listado Mayor ííeneral dtl Ejército, con referencia al 
Capitán José Saladar, resulta que este oficial no pertenece al 
ejército de línea, ni lia ejercido comisión nacional alguna en la 
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Itioja; y que estando al servicio fie aquella provincia rocibió 
par orden del s r. 'i'ibernador la fuerza que éste pidió ú la 
olicina de Knganebe t para guardar el úrden el día de Marzo; 
siendo e.sle mismo olieial quien devolvió después esa fuerza al 
cuartel. 

Dejando asi contestada la nota de V. K. por la que pedía 
estos dato?, me es satisfactorio saludarle con mi consideración 
distinguida. 

Dios guarde á Y. I!. 

Peliegrini. 

Van» «Ir Ih *it|»i nun lurtt» 

IIihiiü» Aires, Kiirhi áJ de 

Vistos y considcran-l'»: que del informe do foja treinta y 
dos del Ministerio de la í.lmtrra resulta que el acusado José 
Salazar no pertenec*' al ep'reitu d>- linea, ni ha de^uapenadu 
comisión alguna nacional en la Jítuja sin ó qm* era ájente del 
Gobierno de aquella Vroviiwia cuando c"ine'i'p t-l delinque .se 
le imputa. 

<¿ue los hechos por los cuales se le acusa, son mi atentado 
contraías leyés de la misma provincia, y corresponde, por lo 
tanto, á sus autoridades el juicio y castigo dtd culpable, en 
virtud de Jas facultades qm* la Constitución acuerda á las 
Provincias para el ejenieio de sus instituciones, 

Y que si bien compele á los Tribunales d- la Nación el co- 
nocimiento de las causas por enmenes i'-nti íi !"- m el terri- 
torio de las provincias, en violación de las leyes nacionales, y 
el acusador sostiene que dicho Salazar ha infringido los artí- 
euW cuarenta y cinco y cuarenta y seis de la ley pon il nació* 
nal, estas disposiciones se refieren á autoridades ó ajenies na- 
cionales, según la Corle lo ha declarado en casos análogos, 
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especialmente en la causa doce, tomo sétimo, segunda serie, pá- 
gina sesenta y cuatro, de sns fallos. 

Por estos fundamentos y loa concordantes de la sentencia 
apelada, di- acuerdo con lo pedido por el Sentir L'rocurfcdoF 6e- 
neral, confírmase divha sen ten fia; y previa reposición de sellos, 
devuélvanse 

J. ÜOmmVEl. - -ÜLADIBLAO FBI A 6. 
— FEDERICO UJAROÜREK. 



CAUSA \ 



U. Amaranto Acevetf y airas, en remeso de hecho contra fas 
¡irncedimientns del Juez de Sen-ion de la Capital; sotffii 
tachas en tas tusen ¡tetones electorales. 



Sitmartu. — VA fallo 'leí .Juez de Sección sobre inscripción ú 
cxvluüion indebidas, es inapelable. 



( aso. — D. Amaranto Acevey y otros, presentaron ú la Su- 
prema Corte el siguiente recurso de queja : 
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Rueños Aires. Enero 19 ilo 18Tfí, 

lúrcetenii&iuifi Supr&M Corté de JMtMa*. 

Los ciudadanos rjiie suscriben, vecinos de la Parroquia de 
Sun Juan l^ángelista, tínte % E. respetuosamente espoliemos: 
t nit*. citados unte el J uez Fc<í» ral Ihr. Tedin con omisión de 

> wv i 

la forma do ntaeinn establecida en ti artículo fi2 de la ley fe- 
deral dé Procedimientos, pues conslnudo nuestro domicilio en 
el Padrón Electoral, que fué remitid" sí ese .Juzgado, no podía 
hacerse aquella como si se tratara «le personas Cuja residencia 
se ignora ó ftreiau ellas inri crias, comparecimos, sin embargo, 
el 16 del presente mes, para hacer acto de obediencia y poder 
deducir ¡os recursos quo ta ley nos acordaba. 

Una voz presentes en el salón del Juzgad", espusimos por 
medio de nuestros abogados los doctores don Juan A. García, 
don Víctor M. Molina, D. Alfonso Uttrao, Di Jesús M. del 
( ampo. li. Carlos ltasavilbaso, D. Nicolás Casarino, etc. etc. ; 
que considerábamos incompetente al Juez de Sección que vio- 
lando las disposiciones esprosas del artículo it de la ley electo- 
ral se avocaba originariamente el conocimiento de una causa, 
de que solo debía conocer en apelación, puesto que no habíamos 
sido tachado* ante la Junta, Gujws solicitudes confirmábamos. 

El Juez no solo se negú á lomar nota de esta excepción ele- 
wcutal, procediendo como si fuese competente, sinó que coartó 
el derecho de defensa, imponiendo silencio á nuestros aboga- 
dos y ordenando su arresto porque protestaban contra este 
arbitrario proceder. 

Apelamos verbalmente y no hizo tampoco logar á este re- 
curso, lln sn nn-rit'., ocurrimos á % K. dé lo-eho, amparándonos 
de lo dispuesto cu los artículos <¡" J 1" dfi la ley sobre juris- 
dicciun y competencia de los Tribunales Nacionales, interpo- 



2*H 



FALLOS DE LA SUPREMA «HITE 



niendo el recurso de apelación sobre la incompetencia del Juez 
de Sección y pedimos a V. E. que admitido dicho recurso se 
sirva pedir en el dia informe ai Juez inferior, ordenándole "sus- 
penda todo procedimiento mi ulteriore. 
Será justicia. 

Otrosí decimos. Que solicitamos con el mayor respeto la es- 
cusa c ion del Excelentísimo miembro de esta Corte } Br. Dr. D. 
Benjamín (lorostiaga, por el interés moral que como uno de los 
candidatos á la finura Presidencia tiene en la decisión de este 
litigio, en el que se va a ventilar una cuestión electoral de tras- 
cendencia, la qin* puede privar el voto ú varios millares de ciu- 
dadanos afiliados á un parí ido antagónico á aquel que lo recu- 
noec como uno de sus jefes. 

Será también justicio, etc. 

AITO DE LA SUPREMA CORTE 

líuenus Airea. Enero Ül de 1888. 

Informe el Juez de la causa, y constituyan los firmantes de 
este escrito domicilio legal en el acto de la notificación. 

Irías. 

INFORME DEL JLEZ FEDERAL 

Ru-no;. Aires, Ern-ro 2¿ ilu 1&$>. 

Excelentísimo Señor. 

Con fecha treinta y t;uo Diciembre ppdo. se presentaran 
ante este Juzgado don Esteban Cesta y otros vecinos de la l'ar- 
roquia de San Juan Evangelista, manifestando que h a b ¡endose 
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ntgudu la Junta Calificadora do dicha l'arrorjuia á escucharlos 
sobre un pliego de tachas que presentaron ante ella é impedir- 
les la entrada al recinto de ella, ocurrían á este Juzgado para 
riñe eu vista de ta negativa de la Junta avocase el conocimiento 
de la causa, procediendo ú la citación de los tachados. Kl Juz- 
gado proveyó lo siguiente: 

Humios Aires tnVt.*mbre M J" lNHÚ. 

i'or presentado; informe la Junta Calificadora dentro de 
veinticuatro lloras luijo apercibimiento, librándose sin mas tra- 
mite oficio por intermedio d«- la poliaia. 

K'iiin. 

La Junta Calificadora Baftidií el informe siguiente: 

■ 

'Señor Juez Mcml: 

YA qui- suscribe, Juez de Ba? de la Parroquia de Han Juan 
Evangelista y el Presidente de la Junta d*> reclamos de la mis- 
ma, hace presente ú V. S. que se me ha entripado un oficio en 
mi carácter de Presidente de cHfli pero como han caducado ya 
las funciones de dicha Junta, según el artículo doc* 1 de la ley 
electoral y por consiguiente, im se reúne más no puede evacuar 
ese informe porque no represento la Junta, que es quien está 
llamada por la ley á darla; romo Juez de Paz debo decir á V. S. 
que en los diarias Stut'Atnvrtm y liberal se han publicado 
avisos durante los treinta dias y desde que se cerní el líejistro 
Cívico, designando el local, dia y hora en que funcionaba la 
Junta y ante esta puedo asegurar a V. &. que no >e han presen- 
tado las personas que se espresan en el o Ib io ni han presen- 
tado tachas de ningún género durante ei término lijado por la 
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ley. La Junta ha funcionado con toda regularidad, asi es que 
los que han recurrido ante V, S. lian tenido tiempo suficiente- 
mente hábil para interponer ante aquella el juicio de tachas, en 
vez de ocurrir ante V. S. pretendiendo que avoque un juicio 
para el cual carece de jurisdicción, desde que no ha habido 
juicio ni sentencia en primera instancia, único cuso en que Y. S. 
está llamado ¿entender en apelación, de acuerdo con el artí- 
culo U de la ley electoral. 

Insisto en manifestar á V. S, que es una invención, un es- 
tratagema la queja que motiva la reclamación, puesto que 
uno de los mismos recurrentes el Sr. 1). Emilio H. Calan- 
dra, miembro de la Junta, ha lirniado de perfecta conformi- 
dad el padmn dtíiniüvo que se ha remitido á \ . S,, om-- si 
hubiera habido algún reí lanío de parlo del partido Uochistti 
que representa habría protestado haciendo constatar la nega- 
tiva de la .1 unta ó se hubiera logado á ürmiir, y desde que 
nada ha hecho es prueba evidente de que los señores recla- 
mantes no han ocurrido ante la Junta, única habilitada por la 
ley para conocer en el juicio de taclias. 

Kn vista de este informe y de una nula de don Kmilio Ií. Ca- 
landra, en la que manifiesta lo siguiente: Habiéndose presen- 
tado los ci mía llanos don Ksleban Costa y don .luán Ctrera con 
un pliego de tachas, -*Av fué presentado al .lúe?, de l'uz por in- 
termedio del ordenanza del Juzgado, pues por orden de aquel 
no se permitía la entrada al recinto de persona que no estuviera 
vinculada al partido Juan>ta, La mayoría du la Junta, ale- 
gando hallarse ocupada, lo que no era cierto, resolvió devolver 
los pliegos á pesar du mis protestas y de demostrar que nos 
encontrábamos reunidos para ello. A pesar de haber e-perudo 
hasta las tres de la tarde, los señores Costa y Ctrera, no lo- 
graran ser oídos. l!l resultado fué, pues, que ese día un se re- 
cibieron tachas. Kl Juzgado dicto la siguiente resolución: 
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Buenos A¡rn S . EnCrO tí di' 188(1. 

Resultando del precedente informe: r <¿»o la Junta Califi- 
cadora de la Parroquia de ¿San Juan Evangelista se considera 

1 ¡suelta cuino juri de í;i« Ij;»s desde qne espiraron los treinta 
ü\tsú contar desde el dia siguiente ú la clausurada la inserip- 
cioi. neg&ndose por lo tanto a conocer en los reclamos dedu- 
cidos ,-or ínserípion nub bida. 2" Que entretanto, es de pública 

noturietnd y lo aíiraia además el weal de la misma Junta dou 
EmÍÜO I!. '.i!.iiidri, cu el escrito de leja..., que el rejistro dtí 
esa l'arruquiu faé |-u b¡ t« :»*Jo reeíéo el dia 25 de Mclembre, 
desde cuya fecta deben contarse los treinta dius para las ta- 
chas, atento lo qui prescribe el urtteulo 12 y en general, el 
espíritu fie la lev elec. -ral, desde que dicha publicación se hace 
coa el objeto de que 1- ciudadanos estén habilitados para 
practicar sus reclamos por inscripción ó exclusión indebida, 
de cuyo derecho serian privada si se bu Id ere de aceptar la 
tórrida interpretación que le ■ J -* ei 'ucz de Va¿ informante, 
habiendo además resoluciones del 1». i-i el sentido indicado. 
Que este proceder de la Junta importa combinar las inscrip- 
ciones tachadas de falsas ó fraudulentas, lo que «6 corrobora 
por el hecho de haber remitido ya á este Juzgado la. ripias 
del rcgislroáque se reliere el artículo 13 de ta ley electora;, 
quedando pur eonsiiiuii jil» 1 los ciudadanos habilitados para in- 
terponer el recurso de apelaeíon ante este Juzgado, pues no 
puede admitirse que por medio de una rebeldía intencional .se 
prive á ¡os ciudadanos de un derecho que la ley les reconoce 
espresamente y que es ejercitado dentro de los términos que la 
ley señala, tjue el Juzgado está en el deber de adoptar medidas 
cnérjicas para coivteuer el abuso escandaloso de aquellas Jun- 
tas que, alzándose contra los preceptos de la ley, tratan de 
obstruir la función electoral en la amplitud y libertad con que 
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cada ciudadano tiene e-t derecho do ejercerla. Por esto, el Juz- 
gado resuelve que se cite por edictos en d»s diaria :í los ta- 
chantes y tachados á que se reliare el presente relamo, para ta 
audiencia de dia IC del corriente á las doce, bajo aporcibí- 
miento á los inasistentes de ser jungados en rebeldía. 

Tcitiii. 

Kl dia para que estaban citados los tachados >e recibió una 
nota en el Juzgad", de la Junta Calificadora, apoyando una pe- 
tición presentada ante tila por varios individuos, promoviendo 
contienda de competencia y haciendo soya dicha cuestión, lo 
que motivó ta siguiente resolución : 

Buenos Airo. Enero Iftúa 1886. 

>"o siendo procedente lu contienda de competencia en nin- 
gún sistema de procedimientos bien organizado entreoí infe- 
rior y el superior que conoce en definitiva, siendo menos admisi- 
ble aun que la Junta de Calificadora, que cu el caso ocurrente 
procede como Tribunal Inferior, se permita juagar los proce- 
dimientos de aquel, contéstesele que sa abstenga de dar curso 
y apoyar pet i' iones de la naturaleza de lasque ha remitido á 
eírfe Juzgado, bajo apercibimiento, 

» 

fedin. 

Celebrad» el juicio verbal con ¡as personas que Metieron á 
la audiencia, se pronunció la siguiente sentencia; 
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Hílenos Aire». Enero I'mI'' IHWí. 

Autos y vistos: Considerando i° i»uc tle Jos individuos cita- 
dos en los Métm qtte corred en los diarios acompañados, han 
comparecido á la toidioneia en el día y liora señalados, los seño- 
res Di Nicandro Panletti. &. Joan Silva. 1). Maximino Rendon, 
D. ¿iiafl Jaounone, l>. Eduardo V.-lez, D, JuanSicardo, D. Do- 
mingo Jim-vio. 1». Antonio Gbigliasa, 1». Pedro Alvarcz, I), Bar- 
tolomé Degnssa, 1). Jerónimo de Ferrán. D, Jerónimo Kaecio, 
[). Juan More!. t?r. SUc*las Casariuo, D. L. J. Murel, I). Salva- 
dor rililK'rti, I». Fermín i Iglesias, D. Luh Méndez, U, Manuel 
José Baeii habiéndose retirado todas las demás personas cita- 
das, prévia declaración del letrado que se presentó patrocinán- 
dola. l>r. 1». rúrlus Ilasavílbaoo, de haber él mismo ordená- 
doles que se retiren por desconocer la iurisdiceion de este 
Juzgado; 

2" Que iL-p" to de lo> ipn n» han rompareeido al juicio ó 
que se lian retirado da él antes de que el Juzgado los hubiore 
llamado ó hubiese determínalo lu conveniente para su pruec- 
cusion en nueva audiencia, se lia lian ni el va -o de ser senlen- 
fiados en rebeldía^ >egun se dispuso en los edictos de citación. 
Que el principio que rige en id procedimiento nacional es que 
el demandad» en un juicio debe contestar confesando ó negando 
los hecho* establecidos en la demanda, pudiendo su silencio 
estimarse como un reconocimiento de la verdad de ellos; 

¡V 1 Que ron mas razón, debe considerarse como una confesión 
de los hechos la no comparencia al juicio, pues esto constituye 
una verdadera rebeldía, que autoriza á fallar el caso sin mas 
pruebas, según lo dispone el articulo I 83 de la ley nacional de 
enjuiciamiento, siendo de mas estríela aplicación t-ste principio 
cuando se trata de juicios breves y sumarios. Que para compro- 
lar, en general, el fraude llevado fi cabo en la inscripción efee- 
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tuada en la Parroquia de San Juan Evangelista, en la cual 
aparecen t"5í> ciudadanos ariieutinos Je» aptitud legal para 
ejercer el sufragio, basta mencionar qu<- el prolij.i padrón otieinl 
levantado por la Policía, ^olo presento en la sección 20, dentro 
déla cual está comprendida dicha Parroquia, setecientos veíale 
y tres ciudadanos argentinos de ¡a edad de doce años para arriba 
ú la época en que se formó en el año 1881, que estarían actual- 
mente en aptitud de ejercer el sufrajíaj 

-i" Que resulta además, que en la Parroquia de San Juan 
Evangelista, que según es de pública notoriedad es una d- la> 
menos pobladas del Municipio por las i-ondieioues de su suelo, 
*iui* lo constituyen bañados y terrenos anegadizos donde predo- 
mina notablemente A elemento estruugero, en ochenta matiza- • 
ñas pobladas al-unas de ollas ron >olo algunas casillas de 
madera aparecen inscriptos mil setecientos cincuenta y seis 
ríndanos, mientras que en la Parroquia de la Concepción con 
ciento treinta manzanas densamente pobladas, predominando 
en ellas, como también ea de publica notoriedad, la población 
nacional, Sido tb-nemit trescientos inscriptos; 

5" Que el Juzgado no puede dejar de hacer constar que mu- 
chos de los ciudadanos citados que persistieron en su propósito 
de permanecer en la audiencia hasta que fueran llamados, lian 
conseguido levantar fácilmente sus tachas presentando tos docu- 
mentos y testimonios conducentes at efecto, lo que induce á 
suponer que aquellos qio- han desertado del juicio no tenían 
medio alguno de comprobar la legalidad de su inscripción; 

0" l¿ue tratándose de actos que so n-lieren á la calidad del 
individuo, como al estado civil, por ejemplo. la prueba no in- 
cumbe al que la niega, según lo enseñan todos los prácticos, 
siuú al que pretende fundar su derecho en ella, por cuyo mo- 
tivo no es necesaria la presentación de pruebas contra el ta- 
chado que ha incurrido en rebeldía de concurrir á defenderse 
aljuieio; 
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Por estas consideraciones y teniendo presente, en Cnanto á la 
declinatoria de jurisdicción y la recusación, que la primera y» 
ha sido resuelta negativamente en este mismo juicio, y que la 
segunda nu está fundada cu ninguna ile las Causales que enu- 
mera el artículo í.j de la ley nacional de enjuiciamiento, por 
fluyo motivo e* improcedente, el Juzgadu resuelve no hacer 
lugar á la tacha deducida contra 1>. Maximino líendon, lí. Juan 
Yacubonc, D. L'duardu Velez, p, Juan Sicardo, LK Domingo Uuc- 
cio, i). Antonio ühigliasa, I>. Pedro Alvarezo. 1>. Bartolomé Dc- 
grosa, D. Jerónimo Def erran, 1», Jerónimo Fació, 1*. .luán 
More), Dr. 1). Nicolás Casar i no, 1>. José Murcl. 1). Salvador 
Filihrrtt. I*. Fenuin Iglesias y 1». Luis Mrodez, declarando 
que estos están bien inscriptos y admite la tacha contra todos 
los demás individuos que figuran en el edicto acompañado, de- 
biendo en consecuencia ser borrados del reji^lro cívico d*' la 
Parroquia de San Juan Evangelista, á tuy^ Lfeet<» se romuui- 
« ará porolieioá la Junta Calilo-adora, < «n reiuMuu del edicto. 

I irtftittt Tedin, 

Con fecho veintiuno de Enero se presentaron varios ciudu- 
dadanos vecinos de San Juan Evangelista interponiendo el re- 
curso di* apelación contra la sentencia que los mandó borrar 
del líejistro Cívico y que desecho la declinatoria tic jurisdic- 
ción, proveyendo el Juzgado lo siguiente; 

Unenos Aires, Enero 21 de 

Kn vista de la di-pucstoeu el artículo diez de la Ley de Elec- 
ciones Nacionales, no há lugar y agregúese sin mas trámite. 
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Como son numerosos los reclamos de igual naturaleza al pre- 
sente que se han traído á este Juzgado, se ñau ampliado ú va- 
riado las consideraciones que ha tenido presente para establecer 
su jurisdicción para conocer de ¿UPS, pudiendo citarse cutre 
otros los siguientes: 

i¿ue el alzamiento di- la Junta Calificadora contra los pre- 
ceptos de la ley para impedir la acción de la Justicia Nacional 
encargada en último resorte de purificar Iws líejistros de los 
fraudes cometidos, declarándose disuelt .s y negándose á oír a 
los ciudadanía en los ruciamos deducidos por inclusión ó ex- 
clusión indebida, como si ellas mismas fuesen cómplices cu él 
fraude, implica una continuación de ta el a si licúe km, pues el 
resultado inmediato de ese proceder es que los individuos ta- 
chados figuran en el registro que sirve de liase al acto electoral, 
(¿ue la falta de cumplimiento por parte de las Juntas á sus de- 
beres, las constituiría en jueces únicos y absolutes de la ins- 
cripción, tfue no es posible admitir que el silencio de la ley en 
tales casos deba de paralizar la acción de los tribunales na- 
cionales á quienes ella ha confiado tan delicada misión, cuando 
sus preceptos y su espíritu bien claramente demuestra al hacer 
inapelable en esta materia las resoluciones de los jueces de 
Sección, que se hallan investidos de todas las facultades nece- 
sarias para hacer cumplir sus mandatos prescindiendo de su- 
tilezas ó artimañas que puedan poner en juego los partidos polí- 
ticos para impelir que se establezca la verdad del sufragio á 
cuyo objeto se encaminan sus disposiciones, ''royendo inútil 
eitar^otras enusideraciones dejo así cumplido el mandato de 
V. I!; sobre el informe ordenado. 



Vírífüio .V. Tpdin, 
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rallo de l« ««preiu» Corle (I) 

Büírtós Aires, Eijipíó 2fi dfl lNMi. 

\ ¡üt<is cu i-| acuerdo: l'or loque resulta del informe que 
antecede, y dispon iéndose por id artículo diez déla ley N'acionnl 
de Ekcciottes, que el fallo del Juez de Seceion en los redamos 
.sobre inscribí ion ó exclusión indebidas, es inapelable, su de- 
clara bien denegado el recurso interpuesto pura ante esta Corte; 
y remítanse ¿Mas actuaciones al Jm-z de Seirioii para que tas 
a g regué a s u $ a n t eeed e n l e s . 

J. iHWtSÜlE/.. - I I AtiISU» HllAS, 
FEDEItlCii lU.VIÍUCllEN. 



I U'ii il rt'sotai'ion ivi'ayi'i en twiirsos di- ttcdto interpuestos ¡ior ye- 
rmos iris<*r¡|>m.s o ti las |i.ht<m| ma « V<>inrn.U y d" U Catedral al Stld, 
lachados por ijiM-ni^m iml-lul <. 
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El íh\ IL Eleodnro Loba, amtra ht Junta t-tilifiendur» dtl 

D^mtríáménto de Uélgfan&, m la Pmmneia de San Litis; 
snhrc nulidad dr Ui ijtscriftcian é mfmcekn dé /" ftij de 
elecciones. 



SintmritK - 1" La instalación de la Junta calificadora en el 
lugar designado por el l'odcr Ejecutivo, consultando d eonio- 
didad de los ciudadanos, es arreglada ú la ley de elecciones. 

2" Xa probados los Hechos eti <|iic se funda la acusación por 
infracción déla ley de elecciones, aquella debe ser rechazada 
con costas. 

3" El fallo del Juez de Sección en los reclamos sobre ias- 
Oíípciori ú esdusion indebidas, es iuapeUtoSe* 



Caso. — V.n 7 de Octubre de I8K5, se presentó ante el Juez 
Fcdural el Di*, 1L Kleoiloro Lobas ¡icompaíiaudo dos bub-tas de 
inscripción del Departamento lk-lgrano, ai usando á los miem- 
bros de la Junta calificado™ 1). Pedro Fcnuindi-z y 1>, Timoteo 
Astudilloy al Juez de Alzada del partido d«- Nugolí D; Yicto- 
iauo Astudillo, que la había presidido, por infracción á la ley 
de elecciones. Dijo: 
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Queja junta habia debido instalarse en la capital f M de- 
partamonto Belgrano, (jue es Nugolí. 

t¿ue sin embargo, se babia instalado en el paraje denominado 
Matiantiates, como resultaba de las búlelas adjuntas, <jue no 
perteneec al partido de NoflQÜ sinu al de SocOSCOrá. 

(¿ue si se pretendía no haberse podido instalar en Nogolí 
porque no liay parroquia, debió entonces reunirse en el asiento 
del .Juzgado de Alzada que e* el {hrisiitb'ro donde reside* el 
Juez Astudille. 

Que habiendo sido li-cha la inscripción el i de Octubre en 
Manantiales, se liabia infringido la ley de elecciones y se babia 
lioeho una inscripción nula. 

Pidió se declarara nula li citada inscripción y se condenara 
á los acusados ni ma simún de la multa qué impone la ley. 

frailo del Ju» i'e«U'r«l 

Sari Luí:*, 2»> do niiubre de 1KH5. 

Y vistos: la denuncia formulada por el Ur, I). Kleoduro Lo- 
bos contra la Junta calificadora del departamento Belgrano, 
por infracción do la Ley Nacional de Alecciones de 10 de Oc- 
tubre de 1877, lo que resulta do autos, con lo demás deducido 
y alegado por las partes en el juicio verbal decretado, y con- 
-idi-ramlii: 1 tjue la acusación no lia si-ñalado BCto alguno 
de la Junta Calificadora que importe un falseamiento de la Ley 
de ntecciones. en cuanto ¡i fraudes, imposiciones ó violencias 
de que ella se hubiese servido para impedir ó coartar á los 
Ciudadanos el pleno ejercicio de sus derechos políticos en la 
insiTÍprion deque se trata, concretándola por el contrario, á 
los términos de la denuncia y ampliación de la misma, de fojas 
;i y K del espediente, esto es, á que la Junta inscriptora del 
departamento Belgrano no se ha instalado en el local desig- 
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nado por el artículo A" de dicha léyj y ú que ha sitio ella presi- 
dida por una autoridad estraua é incompetente. 

2° Que ha habido libertad para inscribirse en el Registro 
Cívico de la citada sección electoral y legalidad en el acto, 
como asi justifica lo primero el silencio guardado al respecto 
por el denunciante, y reconocen lo segundo los misinos intere- 
sados, por el hecho do haber concurrido tí solicitar y obtener 
sus boletas respectivas, que corren en autos, según ton razón 
lo ha observado el representante de tos imputados en el juicio 
verbal dei (lia 23, No se lia entablado tampoco por los ciu- 
dadanos inscriptos protesta ni reclamo de ningún genero ante 
la Junta Calificadora* con motivo de la infracción denunciada, 
como parece ser el alcance de la ley, de que las primeras ges- 
tiones por irregularidades cometidas por tus miembros, deban 
deducirse contra ellos allí, en el lugar mismo donde están 
ejerciendo sus funcione s oficiales. Esta omisión do parte suya 
y de la acusación, continua ln que se acaba de seutar. de haber 
existido libertad y legalidad en la inscripción de Socoseúnt. 

3" Que en dicha audiencia, el defensor negó la existencia de 
la violación de la ley, en que se funda la demanda ; y remi- 
tiéndose á los precedentes yú prácticas consuetudinarias sobre 
el punto ó partido del departamento Belgrano, habilitado para 
la inscripción cívica y elecciones, recordó y sostuvo que Jas de 
187(iy 1884 para Diputados al Congreso, la apertura del pri- 
mer Registro cívico, poniendo en videncia la ley de 10 de Oc- 
tubre de 1877, y su renovación en IKHI y la elección de elec- 
tores para Presidente y Vicepresidente de la República en 
Abril de 1880, lo mismo qne las elecciones provinciales para 
Diputados ií la Legislatura y Electores de Gobernador desdo 8 
anos atrás, se habiau hecho en Sttcoxcorá. Manifestó además, 
que no era cierto que el Juez de Alzada de Nogolí 1), Víctor 
Astudillo hubiera presidido en ese carácter la Junta Califica- 
dora del partido Socoicorá, pues (pie de los documentos que 
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prcseiitaba y van agregada á rojas 47, 48 y 40, consta que ora 
miembro suplente de la misma y como tal f ortuO parte de ella 
el primer domingo tío inscripción, á falla del propietario D. 
Juan Astudillu, de conformidad con ni artículo ít\ inciso S 1 do 
la Ley de Ktccc iones, dejando de hacerlo en el segundo, por 
haber tomado el último su puesto. Kstas aseveraciones, he- 
días por la defensa, no li ni .sido negadas ni aceptadas por la 
acusación cu el acto de la audiencia, y deben tic consiguiente, 
estimarse, p¿r analogía, en el sentido que espresa la disposi- 
ción del artículo 8(í de ía ley Nacional de Procedimientos. 

4" Qae á los fíobiernus de las Provincias Ies está recomen- 
dada por la ley la convocatoria de los ciudadanos para que 
concurran ú ineribirso en el líegUtro Cívico Nacional (artículo 
2\ inciso 2"), y el de San Luis espidió ¡1 (al objeto el decreto 
de 4 de Setiembre próximo pasado que en cópia legalizada 
corre A foja ;i:¡. designando en él para l is nucre secciones elec- 
torales que tiene la Provincia, los puntos en que con arreglo 
al artúmío +' de la ley citada, debía abrirse el Begistro, con 
excepción del Departamento ISelgrano, para el que se deter- 
minó como local de inscripción, el Juzgado de Paz del partido 
de Socoscont pnr no haber parroquia ni juzgado territorial 
superior, 

5* Que el Poder Ejecutivo da la Provincia, coadyuvando ni 
propósito de la ley, que consiste principalmente en rodear el 
acto de la inscripción, base del derecho electoral y del sistema 
político que nos rige, de todas las garantías necesarias, y poner 
al alcance de los ciudadanos los medios fáciles de habilitarse 
para el libre ejercicio del sufragio, y consultando á tal intento 
la abreviación dfl las distancias y la mayor comodidad para los 
mismos, en armonía con la indicación contenida en el artículo 
"ti do las n Disposiciones transitorias », lijó comí punto cén- 
trico y el mas accesible para el pueblo ol partido de SoroscQw. 
cuyo Juzgado de Paz tiene asiento en la residencia misma del 
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funcionario que lo sirve, que el lugar denominado Manantiales, 
por no existir en ese ni un ninguno de los utros partidos del 
Departamento, una casa fiscal ú ofícina pública destinada para 
el despacho. 

6 o Que este procedimiento es ajustado ¡i la prescripción del 
artículo 4*. el cual establece que en defecto de Iglesia parro- 
quial, las Juntas calificadora* deberán reunirse y funcionar 
en el Juzgado de Taz o territorial superior, no dándose á esto, 
por s^rlo, prelado» sobre aquel, La nota del Poder Ejecutivo 
de foja 25 dice, ademas, que el partido de lielgrano tiene un 
Jut'zdePaz y otro de Alzada, todos respectivamente de igual 
categoría, sin que exista en el Departamento, un Juez territo- 
rial superior, al que estén subordinados los demás, y con- 
cuerda al propio tiempo con lo adverado por la defensa, en 
cuanto á que D. Víctor Astudillo integrú la mesa calificadora 
el primer Domingo de inscripción , en su calidad de suplente y 
no como Juez de Alzada del partido de Aoí/g/Í. 

7° Que admitiendo que exista parroquia en el departamento 
BelgranO como lo ha informado el Sr. Vicario Foráneo {foja 30 
vuelta) y lo ha sostenido la parte acusadora en el juicio verbal, 
siendo legítima ¿innegable la facultad acordada á los Gober- 
nadores de Provincia para convocar al pueblo á inscribirse en 
el Registro Cívico, la tienen también, de consiguiente, para 
determinar los lugares, en que deban instalarse las Juntas ca- 
lificadoras, con sujeción al texto y al espíritu del artículo A" 
de la ley, desde que no se lia dictado todavía la disposición 
reglamentaria que previene c) artículo 70. Tan es así, que 
equiparando, en esta parte, ¡a ley adicional de elecciones del 
diez y ocho de Octubre de 1881, ó mejor dicho, atribuyendo 
su artículo 2" al Poder Kjectiva Nacional, en la í'iipital de la 
República, las mismas funciones que á los Gobiernos de Pro- 
vincia, por lo que respecta á la convocatoria y designación del 
sitio público para la inscripción, en uno de los varios decretos 
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dictados por el primero, publicados por la piensa, ha dispuesto 
que por no encontrarse la Iglesia parroquial do San Juan 
Evangelista en condiciones adecuadas para la inscripción, pues 
que no ofrece comodidad suficiente, la Junta falilicadora de 
dicha parroquia, funcionaría cu el Juzgado de Paz de la 20* 
Keccion, lo que se ha verificado sin inconveniente ni recla- 
mación de ninguna de las fracciones públicas en ludia, con- 
siderando esa disposición arreglada a la ley. En la causa CXI 
que registra ta série 2", título II. página 107 di- los Fallos, la 
Suprema Cotte, en un caso análogo, estableció: que el haber 
instalado la Junta f'alilicadora en el Juzgado de Alzadas del 
departamento, en vez de hacerlo en la parroquia, no constituye 
una violación de la ley de v lección os desde que esta misma 
autoriza por su artículo 4" hacer 'o uno en defecto de lo otro, 
designando per el misino hecho el Juzgado de Taz ú territorial 
superior como un lugar hábil para hacer la inscripción de los 
ciudadanos. 

8" Que si en las infracciones di* la Ley Nacional de K lec- 
ciones, la falta de intención culpable exime de pena á los im- 
putados, y que no probándose los hechos en que se funda una 
acción, el acusado debe ser nbsmlto. con costas al acusador, 
cuino lo ha resuelto la Suprema Corte de Justicia (Fallos de la 
serie 2 a , tomo 0", páginas 371 y í*75), con igual fundamento 
procede la aplicación de estos principios en el caso mtft jttdicc, 
por cnanto, según se encuentra establecido en los anteriores 
considerandos, la presente denuncia es inmotivada, desdo que 
no ha justificado, como era de su resorte, los hechos que lo 
sirven de base ni el ánimo doloso ni delincuente de los ins- 
criplores. 

Por estas consideraciones y las concordantes de la vista 
fiscal, no ha lugar con costas, ú la acusación promovida; y en 
su consecuencia se declara que la inscripción en el Registro 
Cívico practicada por la Junta Calificador» del partido de Su- 
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cotcorá es arreglada á la Ley Nacional de Elecciones do 16 <lo 
Octubre de 1877, dejándose á salvo los derechos do la parto 
demandada, para indemnizarse de los perjuicios que con esto 
motivo alega habérsele inferido. Devuélvanse las boletas y 
demás documentos presentados ad effectum videndt, previa 
constancia en autos. Notifíqueso con el original y archívese. 

£. Migues. 

Fallo de In Suprema forte» 

Kacnus Aires, Enero ^ de 1886. 

Vistos: por sus fundamentos, y siendo inapelable el fallo 
del Juez de Sección en los reclamos sobre inscripción ó esclu- 
sion indebidas, conforme á lo dispuesto por el artículo diez de 
la Ley Nacional de Elecciones, se confirma la sentencia apelada 
de foja cincuenta, en cuanto por ella se absuelve ú tos deman- 
dados de las penas requeridas por infracciones de la misma 
Ley de Elecciones, debiendo las costas de primera y segunda 
instancia pagarse en el orden en que han sido cansadas por 
no considerarle temeraria la demanda; y devuélvase, 

J. O. üO HOSTIA f.A. — J. DOHirtCtEZ. — 
t LADISLAO E-MAS. — FEDE1UCO IBAK- 

GÚAEM. 
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C* AL'MA VII 



fticolá* Mihanovich y Vampafiia, rontm el Capitán Hon Litis 
t'izzaretlo 1/ tos Señóte* Don Francisco líisso tj íhm José. 
Trmwja; sobre entrega de un dinero depositado. 



Sumario. — Iteclamado un salario do ¡salvamento ante dos 
jueces, y convenido por Jas partes en el depósito de su importo 
para ser distribuido por el Juez que resulto competente, nin- 
guno de aquellos puede resolver sobro su distribución, mien- 
tras no esté delinida la contienda de competencia. 



Caso. — Nicolás MihanoTich y Codemandaron ante el Juez do 
Sección de la Provincia de Buenos Aires al Capitán de ta barca 
« Natate Gallino » don Luis Pizzarello, por el salvataje del bu- 
que y cargamento. 

Kl Capitán Pízzarello opuso la excepción do incompetencia, 
invocando el artículo H71 del Código de Comercio, pues el bu- 
que no navegaba con destino á puerto de la Provincia de Bue- 
nos Aires, y liabia sido conducido después do salvado al puerto 
de la Capital de la República; y porque los señores Francisco 
Bisso y José Turega, lo habían demandado ante el Juez Fede- 
ral do la Capital. 
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Sustanciada la excepción, el Juzgado de Sección falló ftfali- 
rándose competente, 

Apelado el fallo por el Capitán Pizzarello fui concedido el 
recurso en relación. 

En este estado, Mihanovieh y C, el Capitán Pizzarello, y Enri- 
que Amaja por Francisco líisso y Jusé Travega, se presentan 
al Juez de Sección conviniendo un lo siguiente: Establecer 
en la suma de seis mil pesos nacionales el importe del salario 
de salvamento y gastos, debiendo responder esa suma á los de- 
rechos que alegaban Mihanovieh y C* como á los que alegaban 
ltisso y Travega ante el Juzgado del doctor Tedin, repután- 
dose unos y otros los tínicos salvadores; que hecho el depósito de 
esa suma á la orden del Juzgado, se levanta riau los embargos 
pendientes; que el Capitán Pizzarello y Jos señores Jtíssoy Tra- 
vega no ontendian reconocer competencia en el Juzgad u par.i 
conocer del salvamento, cuyo punto sería decidido como corres- 
ponde, debiendo entenderse que los fondos están á la órdeu del 
Juez que resulte competente ; que Mihanovirh y C* por su parte, 
no entiende desconocer la jurisdicción del Juzgado de Sección ; 
que el Capitán Pizzarello retira el recurso de apelación inter- 
puesto, á liu de evitar los perjuicios de la demora, y queda com- 
pletamente excluido de toda intervención en este juicio y en el 
que puedan seguir los que pretenden el salario de salvamento. 

liütificado el convenio, Mihanovicli y O pidieron que se les 
entregara el depósito, por considerarse los únicos dueños de él 
como precio del salvamento. 

Corrido traslado, el representante de Ilisso y Travega, sin re- 
conocer la competencia del Juzgado de Sección, contestó que el 
depósito estaba á la orden del juez que resultara competente, y 
que esto aún no se había resuelto; que debia rechazarse la peti- 
ción de Mihanovieh con costas. 

El Capitán Pizzarello espuso ; que habla tenido conocimiento 
que Mihanovieh y C* solicitaban la entrega del depósito, y que 
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como esa petición era contraria ú lo convenido, pues to dejaría 
deudor de una de la* partes, pedia su rechazo. 

Fallo del Jitea *i ftecclm 

Buenos Aires. Noviembre IB de 18H1. 

Vistos estos autos cit el incidente promovido por Jlisso y 
Travega, ú fnjn I2íi f deduciendo excepción de no parte y de in- 
competencia del juzgado, y el escrito do foja 134. 

Y considerando: I a Que Ja solicitud de foja 134 no responde, 
ni por su forma ni por su fondo á ninguno de lo» recursos crea- 
dos por derecho, y deja ó aparenta dejar al arbitrio;! que se re- 
fiere. 

2" Que A pesar del testo literal del escrito do foja 124 en 
que se contesta la demandado foja 1 1 0, se vé por su fondo y 
petición formal, qne se deducen las excepciones de no parte y 
la de incompetencia, en virtud de la transacción de foja 86, y 
asimismo lo entiende y ratifican en el escrito de foja 134. 

3" Que a virtud del pago por oblación y consignación aceptado 
en la transacción do foja 8(í, se concluyó con ella el juicio de 
sal val ¡ije, que solo puede existir entre los salvadores y los sal- 
vados;)' no quedó mas á resolver que el de la preferencia 6 
distribución del dinero consignado como precio del salvamento 
entre los únicos que pretenden derecho A él según dicho acto 
de foja 86. 

4" Que cualesquiera que sean los términos del acto de foja 80, 
el Juez de la consignación es este Juzgado y ante él deben de- 
ducirse las excepciones para disputar derechos al dinero oblado, 
incluso la de incompetencia, de conformidad al artículo 45 de 
la ley de Procedimientos Nacionales; y así es de comprenderse 
en este caso desde que la cosa oblada locstA en este Juzgado, 
y no puede salir de él sin que se reconozca otra competencia. 
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5 o Quo esto mismo se desprende del contexto de Ja transac- 
ción de foja 86 t pnes aunque es verdad que la parte de Uisso y 
Travega desconocen competencia en el Juzgado, lo hacen solo 
en la inteligencia de que no es competente en el juicio de salva- 
taje que concluyó según los precedentes considera mi os, pero de 
ninguna manera niega A este Juzgado competencia para enten- 
der en la oblación y la aceptan; debiendo tenerse en cuenta 
además que esta es siempre válida aunque Tnese incompetente 
(art. 950, Cód. de Coito;). 

0° Que según la mencionada transacción de foja 86 Bisso y 
Travega declaran tener ínteres en Ja oblación en concurrencia 
con Mihanovieh y O y por tanto son partes directas í interesa- 
das en esta cuestión, lo que justiliea la necesidad do oírles en 
este juicio como se ordenó por él auto de foja 115, y aunque así 
no fuera, la excepción do no ¡mi te no es una de las dilatorias 
que admite la Ley de Procedimientos en el articulo 73, según 
repetidas declaraciones de la Suprema Corte, y entre ellas las 
sentencias corrientes en las pajinas 158 y 317 del tomo Í3 de 
la Serie 2 a de sus Fallos. 

Por estas consideraciones y concórdano s del escrito de foja 
140, fallo, no haciendo lugar ;i las excepciones, y ordeno quo 
se conteste derechamente el traslado que se les din por el auto 
de foja 115, con costas; notifíquese con el original y repón- 
ganse los sellos. 

Isidoro Albarracin. 
WmUm de la Suprema Corle 

Bueno» Airea, Enero Jüd« IKWi. 

Vistos y considerando r Primero, Que según resulta del 
convenio de foja ochenta y seis, la cuestión entre Mibunovicliy 
compañía y Bisso y Travega sobre mejor derecho a la cantidad 
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depositada por el Capitán Pizzarello en el Banco de Italia y 
liio de la risita, como importe de loa gastos y salario do salva- 
mento de la barca italiana c X atole Gnllino* se dejó pendiente 
para que fuese resuelta por el Juez que resultase competente 
para conocer del juicio que sobre salvatajc del buque y carga 
se había promovido por Biaso y Travega ante el Juez de Sec- 
ción de la Capital, y por M iban avien y compañía ante el Juez 
Federal do la Provincia de Buenos Aires contra el citado eapi- 
tan Pizzarcílo; 

Segundo. Que Ja contienda es de competencia, iniciada, aunque 
i; > en debida forma, antes de dicho convenio por el Juez do 
Sección de lo Provincia, seguu se vé por la contestación del 
Juez de la Capital corriente ú foja cincuenta y tres, se promovió 
por este con arreglo a dereelioá foja ciento cincuenta y cinco; 

Tercero. Qne diclia contienda se halla pendiente aun; pues 
si bien el Juez de la Provincia dictó el auto de foja ciento se- 
senta y ocho defendiendo su jurisdicción, no consta que aquella 
haya sido definitivamente resuelta; 

Cuarto, (¿ue sieudo condición establecida por el convenio 
citado, el que ella se resolviera previamente; pues la cantidad 
consignada por Pizzarcílo lo estaba á la órden del Juez que re- 
sultase competente para que éste la entregase al que jtistiücasc 
mejor derecho, el Juez a (/no, cuya competencia era negada, no 
lia podido dictar resoluciones que alteren ó dejen sin efecto lo 
convenido por las partea; 

Por estos fundamentos se revoca el auto apelado de foja 
ciento sesenta y cinco, debiendo, en su consecuencia, el inferior 
abstenerse de hacer innovación alguna en la causa, mientras no 
sea resuelta definitivamente la contienda de competencia. Xo- 
tifíquesecon e! original, y devuélvanse prévia reposición de 
sellos. 

1. DOMINGUEZ. — , (¡LADISLAO FRIAS. 
— FEDERICO lÜUuaiíO. 
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C'AlJttA VIII 



La Empresa del t*erro~Carrit llucnos Aires y HosartO, contra 
IK José Httfhto i\ttrtez; por expropiación, sobre pericia. 



Sumario. — En los juicios de expropiación, no procede el 
nombramiento de mi tercer perito en discordia. 



Caso. — La Empresa del yerro-Carril Buenos Aires y Rosa- 
rio demnndú por expropiación á í). losé Rufino Xuiiez. 

Convocados á juicio verbal, se nombró un perito por cada 
parte. 

Se trató del nombramiento de un tercero en discordia, y la 
Empresa se opuso ñ él, fundándose en el artículo 6 de la ley 
de expropiación. 

Los dos peritos expidieron su dictamen en discordia. 

Fallo del Inei federal 

Bacnos Aires, Mayo 30 de 1683. 



Ténganse presentes los precedentes dictámenes; y en aten- 
ción á la disconformidad ó discordia, y ¿í que la parte de la 
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Empresa se lia resistido á convenirse en el nombramiento de 
tercero, y de conformidad al articula fi2 de la ley de Enjui- 
ciamiento, nómbrase al Agrimensor y maestro mayor 1). Wen- 
ceslao Castellanos, cuya aceptación se comete» como tercero. 

Albarracin. 

I rtüo de la Kupremft forte 

Buenos Aires, Enero 30 1»« 1880. 

Vistos: siendo el Juzgado de Sección ú la Corte Suprema 
en su caso, las autoridades llamadas á decidir la diferencia (¡uo 
se suscite entre los interesados en el juicio de expropiación 
procediendo verbal y sumariamente, y con el mérito de los 
informes de peritos, que las partes nombren para apoyar sir 
pretensión, según lo dispuesto por el artículo sexto de la ley 
do trece de Setiembre de mil ochocientos sesenta y seis, se 
revoca el auto apelado de foja veinte y seis, y previa reposi- 
ción de sellos devuélvanse. 

J. H. GORGSTiAGA. — J. DOMINGUEZ. 
— LLAÜISUO FMlS. — FEDERICO 
IBARCtiftEH. 
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CAUSA IX 



Vario$ ciudadanos del Partido de Chapalateo, Provincia de 
lineaos Aires, contra etJttez de Paz y los titulares de ta mesa 
mscriptora; par infracción de, ta fe;/ de elecciones. 



Sumario, — La instalación de la mesa en el cancel de la 
Iglesia parroquial, no constituye infracción ála ley de eleccio- 
nes, desde que con ose hecho no se ha obstruido la libre ins- 
cripción en el Uejistro Cívico. 



Caso. — Varios ciudadanos del Partido do Cbacabuco, Pro- 
vincia de Buenos Aires, constituyendo como apoderado al Dr. 
D. Gregorio García Vieyra, acusaron en U de Octubre último, 
ante el Juez Federal de la Provincia de Buenos Aires, al Juez 
de Paz D» Anacleto Domínguez y á los titulares de la mesa 
inscriptora D. Kicardo Rivademar y D. Ciríaco Cano, poT in- 
fracción de la ley nacional de elecciones, fundándose: I" en que 
habían cerrado la inscripción del dia 11 de Octubre antes de 
las 3 p. m., como lo hizo constatar D. Honorio Lima con ei re- 
loj del Telégrafo y la presencia de don Fernando Gonzalo, 
Vice Presidente del Club Gorostinguista y dos estran ¡reres ; 
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En que habían negado ¡í los Gorosthiguistas y jiiaristas 
suscribir el acto de clausura; 

3 o En que su negaron á inscribir ul ciudadano D, Eustaquio 
Itoinero, por el hecho de ser rengo ; 

i° Kn que se negaron á entregar la boleta ú algunos de los 
inscriptos, como ]>. Filemou Moreno, D. Antonio Coria, y 1). 
Eustaquio Zarate i 

5 o En que el Presidente de la mesa ordenó que entraran al 
recinto uno ú uno, y poco después admitió en grupo á seis ro- 
chistas; 

G° En que proferia palabras de amenaza contra los que no 
eran de su partido político, como sucedió con D. Lucas Pc- 
reyra, I). Rosario Fer reirá y D. Manuel Ramírez; 

7* En que la mesa se instaló no en el atrio de la Iglesia, sinó 
adentro, estando la puerta cerrada una hoja y no habiéndoles 
permitido presenciar el acto. 

Pidieron se impusiera á los acusados la pena que la ley es- 
tablece. 

Falla del Juez Federal 

La Plata, 

Vistos estos autos de acusación seguidos por el Doctor Gre- 
gorio García Vieyra en representación de los señores Sixto 
CadeTago, Andrés de Vera, Juan Morris, Martin Silva, Lúeas 
Pereira, Honorio Lima, Rosario Ferreira, Manuel Arce y Ale- 
jandro Fernandez, vecinos del Partido de f hacabnco de la Pro- 
vincia de Rueños Aires, contra Jos señores Anaeleto Doiningugr, 
Ricardo fíivademnr y Ciríaco Cano, miembros déla Junta Ca- 
lificadora, de aquel partido, 

Y considerando: 1" Que si bien es verdad que el Dr. García 
Vieyra fué interpelado para que asumiese las responsabilidades 
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del juicio, cerno acusador particular y so resistió ¡i hacerlo* no 
se le luí negado que tuviese delegación ú poder do sus repre- 
sentados, ni se ha negado tampoco ú esquivar las responsabi- 
lidades como tal procurador, ni aún habría polillo hacerlo con 
relación a las cosías desde que goi ley y jurisprudencia de los 
Tribunales Federales, Jos procuradores responden siempre de 
ellas» aunque no estén ospensndos ; 

2" Que la exijencia de parte de los demandados para que el 
Dr. Vierta asumiese la responsabilidad del juicio, importa mas 
que una articulación soutc personería, la pretensión de que se 
arraigue el juicio, lo que no puede acordarse, sino estableciendo 
que los demandantes, no tienen domicilio en el país art. 7Í, ley 
de I". ó que la acción que -e persigue está fundada en es- 
critura pública, ó cu prueba fehaciente (inciso 3", art. 75 de la 
misma ley), y ninguno de osles puntos se ha alegado ni menos 
probado ; 

8* Que es verdad que de lo*; caicos ó capítulos de acusación 
deducidos por el Dr. (¡arcia Vieyra, el que se relie re á la nega- 
tiva de la Junta Calificadora pava inscribir á I). Eustaquio 
Homero está contradicho por su inscripción en el mismo dia, 
según resulta del líejistro Cívico exhibido; y aunque así no 
fuera, los reclamos sobre inscripción ú exclusión indebida, tie- 
nen recursos marcados por la ley el etoral citada, en su artículo 
9\ y son funciones privativas de la .Inula, en su carácter de 
Tribunal, que pueden ser revisadas y correjidas solo por apela- 
ción y no por corrección, ante los Jueces Federales y on el tér- 
mino marcado por la ley; 

•i° Que iguales consideraciones son aplicables al hecho acu- 
sado de que el Presidente de la mesa, hubiese injuriado ó pro- 
ferido palabras ofensivas contra los que concurrían ;1 cal jil- 
earse tanto porque la Junta no es responsable de ellas como 
persona jurídica y los ofendidos tienen derecho personal y pri- 
vado, para pedir su reparación contra el que las profiriere. 
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como por cnanto la intervención que se acuerda al Juzgado cu 
estos actos electorales, es al solo cfe'-lo de corregir y reprimir 
la obstrucción que pueda producirse para aproximarse ¡i las jun- 
tas i inscribirse, hecha por los miembros do la misma en su 
carácter de taks. 

5 ft Que habiéndose al- gado por los acusadores, que la Junta 
había cerrado el líejistrn n n tes do las tres p. m„ era su justi- 
ficación á cargo de !<>s mismos; y no solo no lo han verificarlo, 
si nó que el testimonio que invocaban de 1). Honorio Leiva, de 
que no eran las tres de la tarde por el reloj del Telégrafo, re- 
sulta desvirtuado por el Jefe de la Üflciim del mismo telégrafo 
en que se tí quo la (J lie ¡n a estaba cerrada y no pudo consul- 
tarse ese reloj en tal momcí lo; y sí se halla comprobado ade- 
más, por los testigos jíodolío Klizaldc, Francisco Iíravo. Cecilio 
Cravcs y Valentín Alcon, que la junta cerró ta inserí pe ion mas 
bien después que «utos ríe las tres de ta tarde, según la hora 
meridiana de los releje* que en escaño >*e consultaron. 

6 o Qüe se ha confesado, sin embargo, por los acusados, que 
la mesase instaló cu el caucel de h Iglesia que se sostiene por 
los mismos acusados ser parte del atrio; pero independiente- 
mente, de que según lo tiene consignado este juzgado en su 
sentencia contra la Junta Calificadora del partido de Lomas do 
Zamora, de que por atrio *=o entiende únicamente el área ó es- 
pacio descubierto, ó plazoleta que antecede, á la entrada al 
temido parroquial y que por tanto no puede confundirse con el 
cancel que está dentro del templo; hay qu • turnar en conside- 
ración que según el artículo 10 de la ley de elecciones vigente, 
los actos electorales tanto en l.i inscripción como en ta vota- 
ción, deben practicarse en el atrio de la iglesia Parroquial y 
se han practicado, y en su defecto, en tus pt>r tales del Juzgado 
Territorial Superior, debiendo la mesa ó mesas receptoras de 
rotos estar colocadas en lugar accesible, designándose un es- 
pacio conveniente y de aquí se desprende que aun cuando el 
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cancel no fucrn paite de la Iglesia y no fuera sagrado y por 
tanto inhabilitado para funciones de carácter político, condi- 
ciones que no pudo dudar el legislador argentino; con todo, 
hay que convenir en que el cancel no puede llamarse accesible 
en el sentido de la ley, ni equipararse ú los portales de los juz- 
gados, desde que no presentan acceso ó entrada libre siuó por 
uno de sus costados y se Lace posibln entonces que se burle ta 
fiscalización do los partidos, ú conocimiento de los inscriptos 
que pudieran introducirse por los otros costados. 

T t¿uc se lia alegado que en esta forma, ó sea en el cancel 
del templo, se lian practicado allí las inscripciones anteriores v 
que así se ha procedido igualmente en algunas Parroquias de la 
Capital de la líepúbliea, loque no ha sido contradicho por los 
acusadores, é importan circunstancias atenuantes que el Juez 
debe tener en cuenta. 

Por estas consideraciones y de conformidad al artículo G9 de 
la ley de Elecciones Nacionales, fallo condenando como condeno 
al Presidente de la Junta, Dr. Anacleto Domínguez, á pagar la 
multa de cien pesos moneda nacional, y á los vocales titulares, 
D. Ricardo Rivademnr y I>. Ciríaco Cano, á la de cincuenta 
pesos moneda nacional, lodo ú favor del Consejo General de 
Educación de la Provincia de Buenos Aires, debiendo hacerse 
saber esta resolución al referido Consejo de Educación, una vez 
consentida ó ejecutoriada la presente sentencia; sin costas. No- 
tifiquen original. 

Isidoro Albarracm. 
rallo de la ftupren» Corle 

IJueno* Aires, Enero 30 do lSSfi. 

Vistos, y considerando: Primero, Que por el artículo cuatro 
de la ley nacional de elecciones vigente solo se exige que las 
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Juntas Calificadoras so reúnan en la parroquia y en su defecto, 
en el Juzgado de Paz ó territorial superior; 

Segundo, Que por consiguiente, la Junta demandada no lia 
infrinjido las disposiciones do rstn ley al reunirse en el cancel 
do la iglesia parroquial y nú en el atrio do la misma, desde 
que con este hecho no se ha obstruido la libre inscripción en 
el Rejistro Cívico; 

Tercero. Que siendo esto así, y no li abundoso comprobado en 
autos los dcmíis hechos en que se funda la acusación, no hay 
razón para imponer á dicha Junta las multas que la citada ley 
establece contra sus inl'ractores. 

Por estos fnnd amen tus, si- revoca la sentencia apelada de 
foja y se absuelve, en su consecuencia, a la Junta demandada 
y devuélvanse, previa reposición do sellos. 

J. IHIHIVU E/,. — L' LADISLAO FUIAS. — 
FEDERICO IBARCtREN. 



FALLOS PE LA SUPREMA CORTE 



I). Manuel Marco, contra fi. Pascual Huiñazú y 0, Zacarías 
Taboada, por interdicto de despojo; sobre concias ion del 
juicio. 



Sumario. — La falta de concurrencia de lus partes al juicio 
verbal, que se decreta cu los interdictos, no autoriza al de- 
mandado para pedir que se dicte sentencia rechazando el in- 
terdicto. 



Caso. — En 9 de Junio de Í88t, se presentó al Juzgado D. 
José Auriol, por el Presbítero D. Manuel Marco, denunciando 
que D. Pascual Gumazú y Ü. Zacarías Taboada lo habían des- 
pojado violentamente do la posesión que tenia su representado 
desdo Noviembre de 1883, de un fundo de su propiedad situado 
en Lujan, y pidió que previa justificación de la posesión en 
que estaba y del despojo llevado á cabo, ftieTa 1). Manuel Marco 
repuesto eu aquella y se condenara á los despojantes al pago 
de costas y devolución de frutos. En el mismo escrito en que 
dedujo la acción, pidió que se librara oficio al Juez de Paz del 
Departamento de Lujan para que citara á diversos testigos ; 
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y al de San Rufa?!, para que hiciera reconocer por sus Arman- 
tes ríos cartas que acompaña. 

Acreditada la competencia del Juzgado, éste convocó á las 
partea á juicio verbal, y mandó* librar los oficios pedidos por 
el demandante. 

El juicio verbal decretado dcbia verificarse el 26 de Julio, 
y no tuvo lugar, siu que aparezca en autos constancia de la 
causa que impidiera su realización; y con fecha 6 de Agosto 
presentaron los demandados escrito, pidiendo que se dictara 
la sentencia, no haciendo lugar á las pretensiones del de- 
mandante. 

rallo **l Jufi de «lereloii 

Slcmloza, Setiembre 3 do 18*1. 

Visto el presente incidente promovido por los demandados 
& fojas 42 y 44, solicitando que con prescindeneia do la au- 
diencia decretada á foja 26 vuelta, que no ha tenido lugar aún, 
y desechándose la prueba testimonial ofrecida por el deman- 
dante, se llamen autos y se pronuncie sentencia un este juicio, 
fundándose para ello : 1", en la falta de comparencia de aquel 
el día designado para aquella audiencia ; y 2 o , en que las prue- 
bas ofrecidas no pueden legítimamente, con arreglo al artículo 
333 de la Ley de Procedimientos, ser recibidas fuera de dicha 
audiencia. 

Con lo espuesto en contestación por el demandante. 

Y considerando: I' Que si el juicio verbal ú que los deman- 
dados se rcUereii no ha tenido efectivamento lugar el día se- 
ñalado para su verificación, ha nacido ello no soto de la falta 
de comparencia del demandante sinú también y principalmente 
de la do los propios demandados, con cuya asistencia habría 
aquel podido realizarlo tal vez, 
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2* Que dado este antecedente y atenta además la disposición 
del artículo 12 de la Ley do Procedimientos, qac prescribe por 
regla general la preña acusación de una rebeldía y e! des- 
pacho de ésta con término de veinte y cuatTO horas para que 
se tenga por decaido cualquier derecho de que los litigantes 
hayan dejado de usar, no puede absolutamente decretarse sin 
mas trámite la caducidad de la acción del demandante, que 
tal importa en este caso la petición de los demandados. 

3° Que por otra parte, aunque los artículos 332 y 333 de la 
Ley de Procedimientos disponen que presentada la demanda en 
el interdicto de recobrar, el jaez mandará citar a las partes ú 
juicio verbal con intervalo de tros dias y que en ese juicio re- 
cibirá las pruebas que aquellas ofrezcan, elío no escluye la 
admisión fuera de esa audiencia de cualquier diligencia proba- 
toria que, ya por razón do los testigos, si de prueba testimonial 
se trata, ya por cualquier otra causa, tenga que hacerse fuera 
del lugar del juicio, como no importa tampoco que la citación 
do las partes baya de hacerse fatal y perentoriamente con el 
intervalo enunciado do tres dias, si los demandados, por ejem- 
plo, se encuentran fuera del lugar del juicio. 

\° Que de otra suerte, y fuera del caso de que las pruebas 
puedan producirse en el lugnr del juicio, resultaría el peligro 
de una indefensión completa para el demandante 6 el deman- 
dada, según los casos, y quedarían eludidos por completo los 
beneiieios de la acción posesoria, para el primero. 

5 U Finalmente, que los decretos de fojas 32 vuelta y 39 
vuelta, ordenando la recepción por los Jueces de Paz de San 
Uafael y Lujan de los testimonios ofrecidos en los escritos de 
fojas 32 y 39, lian quedado y se hallan consentidos por la parte 
del Sr. Taboada, que notificado de ellos nada ha objetado en 
oportunidad, pudiendo dacirse otro tanto del Sr. fruiñnzú, en 
relación, al menos, álos testigos de San Rafael. 

Por tanto : no ha lugar á lo pedido por los demandados ; y en 
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su lugar y eí loa efectos de la audiencia ya decretada, señá- 
lanse las doce del din siguiente hábil al de la última notifica- 
ción á las partes, y líbrese por Secretaría, previa citación con- 
traria, Ja providencia solicitada por el demandante al Juez de 
Paz de Lujan, con emplazamiento de tres dius paTa su dilijen- 
ciamiento, Notifíquese con el original y repóngase el papel. 

€. & de la Torre. 

Felle de I» RiipnMi Verle 

fltienos Aires. Febrero i de 188fi 

Vistos: por sus fundamentos, se conlirma con costas el auto 
apelado do foja cincuenta y seis vuelta ; y previa reposición do 
sellos, devuélvanse. 

J. B. GOIVOSTIAGA — J, DOMINGUEZ. — 
n.AOlSLAO ITUAS. — FEDERICO ID AU- 
GUREN. 
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CAUSA XI 



IK Juan Sftaw é hijos, contra (iamlolfi y Mm % por cobro de 
(tesos ; sobre payos á oro. 



Sumario. — Las obligaciones contraidas ú oro sellado de los 
Estados Unidos, deben ser ch aneciadas en dicha moneda, ó en 
billetes de curso legal por su valor corriente en plaza. 



Caso. — Se halla enunciado en el 

Buenos Area. Ahrit Sí de 1885, 

Vistos estos autos seguidos por loa Sres. Juan Shaw é 
liijos contra los Sres. Oandolfi y Moss, por cobro de pesos. 

RESU.TA : 

i* Que en nueve de Febrero del corriente ano se presentó 
al Juzgado D» Carlos García Quino, en representación de la 
casa de D. Juan Shaw é hijos, manifestando que los Sres. 
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Gaudolfi y Moss, comerciantes tic esta plaza, adeudaban A aque- 
llos la cantidad de tres mil ciento cincuenta pesos oro sellado 
de los Estados Unidos ó su equivalente en moneda nacional de 
oro sellado, que asciendo á tres mil doscientos sesenta y cuatro 
pesos con veinte y cinco centavos, procedente de flete de mer- 
cancías consignadas a ellos, venidas en la goleta Iteííran L. 
Foronsed t de que es agente la casa demandante; quü esta pasó 
su cuenta a las demandados en la forma que espresa la de 
foja 5, en 16 de Uicminbre del año próximo pasado, sin que se 
suscitara por su parte observación alguna, y habiendo trans- 
currido mas de un mes exigieron su pago, pretendiendo estos 
entóneos prevalerse del dicreto del Gobierno Nacional auto- 
rizando la inconversion de los billetes del Banco Nacional y 
pagar en dichos billetes á la par - por lo que venia á deducir 
formal demanda para que en oportunidad se Ies condene al 
pago do la suma expresada con oro sellado, sus intereses y las 
costas. 

2 o Que corrido traslado de la demanda, los Sres. Gandolfi 
y Moss contestaron, á foja 15, que la temeridad de la acción 
instaurada resultaba de los propios términos de la demanda 
en la quo so reproducía la cuenta que Ies pasó la casa de D. 
Juan Shaw é hijos, en 16 de Diciembre de 1884, y se reconocía 
que los demandados no habían desconocido la obligación prin- 
cipal de pagarles las sumas que le adeudan por déte de la 
barca Foromed; que después que pasaron los demandantes 
la cuenta de foja 5 dejaron transcurrir veinte y tantos días 
sin presentarse á exigir su pago y sin que por su parte hu- 
biesen incurrido en mora, pero una vez dictado el decreto del 
Gobierno Nacional de fecha 8 de Enero se presentaron exi- 
giendo el pago y rechazaron el que quisieron hacerles, de 
acuerdo con su propia cuenta, en los billetes que dicho decreto 
declaraba de curso legal en toda la República. 

Y considerando : I o Que no hay hechos controvertidos que 
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haga» necesario el trámite de la prueba, pues toda la cuestión 
esta reducida á determinar cuál debe ser el equivalente legal 
eu el caso suh jttdice de la cantidad de tres mil ciento cincuenta 
pesos oro de los Estados Unidos p¡na solventar la obligación 
que los demandados explícitamente reconocen ú favor de la 
parte actor a por ilutes del buque Foronsetl. 

2° Que el conocimiento presentado á foja 3, único título 
existente para reglarlas obligaciones recíprocas de las partes, 
establece que el Hele deberá ser pagado en pesos uro de los 
Estados Unidos, ó su equivalente, el cual no puede ser otro que 
el de la moneda nacional ú legal del lugar del cumplimiento 
do la obligaron, sobre cuyo punto ambas partes están confor- 
mes, según lo demuestran sus propios actos en cuanto lijan el 
equivalente de loa 3150 pesos uro de los listados Unidos en la 
cantidad de tres mil doscientos sesenta y cuatro pesos con 
veinte y cinco centavos de la moneda nacional de la República 
Argentina, de modo que propiamente la cuestión está reducida 
á resolver si los demandados están obligados á pagar esa equi- 
valencia en oro sellado ó en billetes de curso legal, y eu -este 
último caso, si los billetes deben ser entregados y recibidos 
por su valor escrito ó por el que les dá el mercado con relación 
al peso de oro. 

3 o Que según las estipulaciones del conocimiento, que es la 
ley á la cual las partes han entendido someterse, la obligación 
de los demandados consiste en entregar una suaia determinada 
de monedas estrangeras de oro que no *. .. de curso legal en la 
República, pudleado ser sustituida á voluntad del deudor por 
el valor equivalente de monedas legales del país. 

4" (¿ue según el artículo til" del Código Civil, si por el acto 
por el cual se ha constituido la obligación se hubiese esti- 
pulado dar moneda que no sea de curso legal en la República, 
la obligación debe considerarle como de dar cantidades de co- 
sas, en cuyo caso los deudores solo pueden cumplirla entre- 
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gando una cantidad correspondiente de la misma especie j 
calidad, ó su valor según el precio corriente en el lugar y dia 
del vencimiento de la obligación, según tos artículos 007 y 008 
del Código citado, 

5" Que A la época en que bis consignatarios del buque Fo- 
ronxed pasaron ta cuenta del importe de bis Heles ú los deman- 
dados, la iiiflf .Mllbneda legal obligatoria que podía tomarse 
como tipo para lijar el valor corriente de los pesos de oro de 
los Estados Unidos y para chance (¡ir todo contrato ú obligación 
con traída dentro ó fuera del país, tic acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 5" de la ley del Congreso de 5 de Noviembre de 
ISHi er¡i el peso de oro de un gramo y seis mil ciento veinte 
y nueve diez milésimos de gramos, ó el peso de plata de 2u 
gramos creado por el artículo (" d * la ley citada. 

&' Que los billetes de lían cu no ten tan cntñiiccs el carácter 
de moneda que les lia querido dar el decreto del Poder Ejecu- 
tivo, de fecha 9 de Enero del corriente año, baciúiubdos de recibo 
obligatorio p<>r su valor ocriti»: no siendo sinó títulos de 
crédito representativo de los tipos monetarios antes mencio- 
nados, puesto que su emisión estaba subordinada ¡i la esensial 
condición de ser convertibles al portador y a la vista en las 
monedas determinadas por la ley nacional, según lo establece, 
ta ley de creación del lía neo Nacional de fecha cinco de No- 
viembre de 1872, de modo que la reducción hecha en la cuenta 
de foja 5. de ios tres mil ciento cincuenta pesos oro sellado de 
los Estados Unidos á 32(J4 pesos 25 centavos de Ja moneda 
nacional, mi pueden legalmente referirse Binó á la única moneda 
de oro ó plata de curso fnrzoso en la Nación. 

7" Que do las consideraciones que preceden se desprende 
lógica y legalmente que el recibo de los billetes dellancoantes 
de ser convert idos en moneda por el decreto del Poder Ejecu- 
tivo solo era un acto voluntario que revestía un carácter de 
absoluta generalidad, debido ú su convertibilidad en el acto 
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de so presentación, sin que por esto miase so carácter de 
simple instrumento de comercio para facilitar la circulación 
de las especies por medio de un título representativo de ellas. 

9* Que de consiguiente, si al vencimiento de la obligación 
los Sres. Gnndolfi y Moss estaban obligados á entregar cierta 
cantidad de oro de los Estados Unidos ó su equivalente en 
oro de la República Argentina, no les es lícito desnaturali- 
zarla entregando valores que no sean el equivalente esacto de 
la especie estipulada, por actos posteriores, desde que por otra 
parte, la cuenta pasada con su correspondiente reducción á 
moneda nacional ni constituye una novación en el título de la 
obligación. 

O' Que sí bien es cierto que uno vez establecido legalmente 
el curso forzoso las obligaciones estipuladas en moneda sellada 
nacional pueden, según doctrina corriente, chancelarsc con la 
nuera especie de moneda creada por el curso forzoso, la equi- 
valencia que la ley atribuye ú U moneda de papel en esta 
circunstancia solo se Tefiere á los tipos monetarios que el 
mismo título bancarío indica; pero de ninguna manera alas 
monedas estrangeras, porque estas estiln fuera del alcance de 
las leyes del país, en cuanto no sea para fijar su valor con re- 
lación á las monedas de oro ó plata acuñadas en la Nncion, 
según se desprende del inciso fO, artículo 07 de la Constitu- 
ción Nacional. 

Por estos fundamentos: fallo, condenando a los Sres. Gan- 
dolli y Moss & pagar la cantidad de tre* mil doscientos sesenta 
y cuatro pesos veinte y cinco centavos en oro sellado y sus in- 
tereses moratorios, en el término de diez días. Notifíquese ori- 
ginal. Repóngase los sellos, sin mus trámites. 



Virgilio H. Tcdin, 
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Buenos Aires, Febrero 8 ilc 188B, 

Vistos y considerando: Primero: Que por el articulo ter- 
cero de la ley de quince de Octubre de mil ochocientos ochenta 
y cinco, estiín exceptuólas del pago en billetes de curso legal 
por su valor escrito, las obligaciones contraídas con designa- 
ción de moneda especial, las cuales pueden ser chauccladas en 
billetes de curso legal por su valor corriente en pinza el dia de 
su vencimiento. 

Seguíalo: Que la obligación cuyo cumplimiento se deman- 
da, se halla comprendida en esta excepción . pues ha sido con- 
traída a oro sellado de loa tetados Unidos, según consta de! 
documento de foja tres, y por consiguiente, su pago solo puede 
hacerse en la forma establecida en la última parte del articulo 
citado, ó en oro sellado de los Estados ruidos con arreglo á lo 
estipulado en el contrato. 

Por estos fundamentos y los concordantes espuestoá por el 
Juez a 7110, se con tirina la sentencia apelada de foja veinte y 
tres, eu cuanto manda pagar la cantidad reclamada y sus inte- 
reses, debiendo hacerse el pago en ta moneda convenida ó en 
su equivalente en billetes de curso legal ul cambio del oro en 
que aquel se efectúe, sin especial condenación eu costas. De- 
vuélvanse, previa reposición de sellos. Notifíquese con el ori- 
ginal. 

i. n GOltOSTlAGA. — J. DOMlNGlEZ. 
— FEDEIIICO IBARGCbeN. 
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II Jorge (ioioíawi á hijos, contra Im Sres, Mttl/nut/m y (\ por 
cobro de pesos ; sobre pago á oro. 



Sumario. — Las obligaciones contraídas á pcs< s fuertes, de- 
ben ser chanceladas con billetes do curso legal por su valor 
corriente en plaza. 



Caso. — Lo enuncia el 

t ullo riel Jure ft>«er»l 

Muchos Aires, Julio 10 de 1883. 

Vistos estos autos, do los que resulta: i° Que los Sres. D. 
Jorge Uowland é hijos se presentaron al Juzgado eou fecha 7 
de Mayo del corriente año, demandando A los Sres. Mallmann 
jOpor la suma de siete mil ciento cinco pesos moneda na- 
cional de oro, con cincuenta centavos, importe di? un carga- 
mento de sal de Cádiz» compuestu de cinco mil cuatrocientos 
cincuenta y siete fanegas con treinta y siete centesimos de otra, 
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recibido el 25 de Setiembre del nño próximo pasado, ú razón de 
diez y medio reales fuertes la fanega. 

2" Que sin desconocer los demandados ninguno de los hechos 
alegados por la parle actora, sostienen ojie no están obligados 
Apagar el precio en oro, como lü pretende la demanda, sínú en 
billetes de curso legal, fundándose en que al lijar el precio de 
la sal en reales fuertes, no han hecho sitió seguir una costum- 
bre comercial observada en las operaciones i on los saladeros, 
sin que ha ja sido tu mente de las partes con tratar á oro efec- 
tivo. 

V considerando; Vr 'tmem : Que no hay hechos controver- 
tidos que hagan necesario el trámite de la prueba, pues toda la 
cuestión versa sobre el derecho que pretenden tener los de- 
mandados pura pagar el precio de la cosa vendida eon los 
billetes declarados de curso legal por el decreto de 9 de Enero 
del corriente año, por su valor escrito. 

Segundo: Que ha quedado estable* ido por la contestación de 
la demanda que el precio de la sal fué convenido en reales fuer- 
tes, que no son otra cosa que submúltiplos del peso fuerte, que 
es una moneda de oro de un gramo y dea tercios de gramo en 
peso y novecientos milésimos de fino creado y declarado 
moneda nacional de la República por el artículo 1" de la lev de 
2'J de Setiembre do i 875. 

Tercero: Que ;i la ftelia en que aparece celebrado el con- 
trato, segur, lo afirmada por Ion actores sin contradicción de 
parte dolos demandados, todos los billetes emitidos por los 
Baíleos públicos oran convertibles al portador y á la vista en 
las monedas de oro declaradas de curso legal en la República, 
de manera que su valor de cambio era igual de la cantidad de 
oro á pagar indicada por su escritura, no existiendo ninguna 
moneda de papel con curso forzoso. 

Cuarto: Que de can sigo ieníe, en ningún ca^o puede admi- 
tirse legalmente ln interpretación de los demandados, de que 
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la intención de los contrayentes fué estipular ua precio en 
papel nominahuente igual U valor del peso fuerte de oro, pero 
en realidad de distinto valor ó sujeto a variaciones, puesto 
que entóuces no existía diferencia alguna entre las monedas 
metálicas y los títulos representativos de ellas. 

Quinto: Que es un priueípío establecido por el artículo 209 
del Código de Comercio, que las convenciones legalmente ce- 
lebradas son la ley que obliga á los contrayentes, debiendo eje- 
cutarse de buena fe" cualquiera que sea su denominación y les 
obliga, no solo a lu que se espresa en ellas sino* á todas las 
consecuencias que la equidad, la ley ó el uso les atribuyen 
según su nato raleza. 

Sesio: (¿ue según esta regla, no pueden los demandados pre- 
tender cliancelar una obligación que á la ¿poca en que se con- 
trajo representaba un determinado valor de esimbio entregando 
una cantidad que, si bien nominalmente es igual, representa un 
valor muy inferior al que es objeto de olla. 

Séptimo ; Que el decreto del Poder Ejecutivo de 9 de Enero 
del corriente uño, se ha limitado á declarar en su artículo I o 
que los billetes del Banco Nacional serán recibidos como mo- 
neda legal por los particulares y oficinas públicas, sin estable- 
cer empero que lo sean por su valor escrito, no significando 
otra cosa esa disposición que exonerar al Banco de la obligación 
de convertirlos á su presentación, para impedir su ejecución 
6 liquidación é imponerlos forzosamente como uno de tantos 
instrumentos de los cambios pam su completa depreciación , 
y que el país no se vea privado en críticos momentos de todo 
medio circulatorio. 

Octavo : Que por lo que respecta á la leyenda de los billetes, 
solo indica que el Banco emisor responderá siempre por )a can- 
tidad en oro que ellos espresan desde el instante que vuelva 
la conversión, y de ninguna manera que tal es su valor intrín- 
seco, pues este no depende de la voluntad de! legislador, como 
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no podría hacer que una moneda de cobre y una de oro de 
igual tamaño tengan el mismo valor de cambio, aunque so 
caño asi lo establezca. 

Noveno: Que siendo la obligación del deudor de pagar en 
una especie de moneda desmonetizada por la ley de 3 de Xo- 
riembre de 1881, debe considerarse "mno de dar cantidades de 
cosas, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 017 del Código 
Civil, en cuyo caso solo queda cumf lida entregándose igual 
cantidad de la misma especie ú su valor , según el que tenga 
en el lugar y Jia del vencimiento de la obligación ó su pago 
(artículo 608 del Código Civil), siendo el mismo principio apli- 
cable aún en el supuesto de que el peso fuerte fuese moneda 
corriente nacional, como lo prescribe el artículo GiO del Código 
Civil. 

Por estos fundamentos, y atento lo resuelto por la Corte 
Suprema en la causa que se registra en la página 35, tomo \ i, 
aérie % fallo condenando á los Sres. Hallmann y C* á pagar a 
los Sres. Jorge Gowland c bijos la cantidad de siete mil ciento 
sesenta y dos pesos con sesenta y nueve centavos fuertes oro, 
6 su equivalente en moneda de curso legal al cambio del dia del 
pago, con sus intereses moratorias y las costas del juicio. 



Virgilio N. Tedm. 



Buenos Aires, Febrero fi do 1886. 

Vistos y considerando : Primero : Que la obligación con- 
traída por los Señores Mallmann y Compañía á favor de los Se- 
ñores Gowland 6 bijos por la sal de Cádiz que estos les ven- 
dieron, es & pagarse en pesos fuertes, pues el precio convenido, 
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según lo reconocen los demandados, es el de diez y medio reales 
fuertes la fanega. 

Segundo: Que el fuerte, desmonetizado por ley de cinco de 
Noviembre de mil ochocientos ochenta y uno, no puede con- 
fundirse con el peso de oro moneda nacional corriente en la 
República; pues el primero es una moneda de oro con peso de 
un gramo y dos tercios y ley de novecientos milésimos de fino 
(artículo primero de la ley de veinte y nueve de Setimbro de 
mil ochocientos setenta y cinco), y el segundo solo contiene 
un gramo y seis mil ciento veinte y nueve diez milésimos du 
gramo de oro y título de novecientos milésimos de fino (artículo 
primeru de la ley do cinco de Noviembre citada). 

Tercero: Que por lo mismo, el fuerte viene á constituir ana 
clase de moneda especial que no existe en la República como 
moneda corriente, y que, pnr lo tanto, las obligaciones: ¡i pesos 
fuertes se bullan comprendidas on la últimi parte del artí- 
culo tercero de la ley de quince de Octubre de mil ochocien- 
tos ochenta y cinco, por la cual están exceptuadas de pagarse 
en billetes de curso legal, por su valor escrito, las obligaciones 
contraidas con designación de moneda especial, las cuales pue- 
den chancelarseen billetes de curso legal, por su valor corriente 
en plaza el dia de su vcuci miento. 

Cuarto: Que siendo esto asf f los Señores Mallmann y Com- 
pañía están obligados, ú á entregar a los Señores Gowland é 
hijos la cantidad que adeudan en la misma especie de moneda 
estipulada en el contrato, ú ú pagar su obligación en la ferina 
establecida en la última parte del artículo citado. 

Por estos fundamentos y los concordantes espucstos por el 
Juez a qüo, se confirma, con costas, la sentencia apelada de foja 
veinte y cuatro, y repuestos los sellos, devuélvanse. Notífíquesc 
con el original 

J. D. COftOSTJAGA. — J. DOMINGUEZ. 
— FEDEUICO IDAdGCHEN. 
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CAUSA XIII 



La Compañía fabricante ih- Sianer, contra ¡t. Juan Sftaw: 
sobre usurpación dñ marca tic fábrica. 



Sumario, — i" La marca de fábrica que puede producir con- 
fusión perjudicial á loa intereses del inventor, no puede usarse. 

"2' IC1 uso de ella verificado en virtud de haber sido autori- 
zado por la oficina correspondiente antes do ser registrada la 
marea del inventor, no constituye delito de falsificación* 

3' 1 No es aplicable ¡i las marcas eatrangerfts lo rlis puesto 
respecto del plazo pura su registro. 



Cüm. — He comprende leyendo el 

FmIIü riel Jurx Felml 

Buenos Aires, Julio 28 de 188-1. 

Vista esta causa, iniciada por 1), Juan OTumll, en repre- 
sentación de la Compañía Fabricante de Singer, contra D. 
Juan Shaw, por usurpación de nombre y marca de fábrica y 
de comercio. 
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Y considerando : t° Que la marca de Comercio cuyo nao ha 
sido acordado á D. Joan Shaw y á la cual se hace referencia en 
el espediente adjunto, remitido por la oficina de Ingenieros, ha 
sido debidamente registrada y con anterioridad á la de fá- 
brica que ae acordó á la empresa Singer. 

2? Que según el artículo 4 o de la ley de Í0de Agosto de 
{876 el titulo á la propiedad de una marca se futida en su 
registro en la oficina respectiva.no pudiendo, por lo tanto, los de- 
mandados que han registrado la suya posteriormente atacar los 
derechos de Shaw que estaba en posesión de su morca después 
de haber llenado los requisitos que prescribe la ley de la materia. 

3° Que el registro hecho por éste último, lo faa stdo en con- 
formidad á la ley, pues si bien no se faa hecho la designación 
detallada de los artículos á que la marca debía aplicarse, esta 
designación resulta de la expresión « los artículos de mi co- 
mercio », consignada en la solicitud presentada ante la OGcina 
de Ingenieros ; espresion que es suficiente, tratándose de ob- 
tener una marca de comercio con destino á una casa como la 
del demandado, en la que son muchos y diversos los artículos 
en que aquel se ejercita, y que pueden por la misma razón, 
variar periódicamente. 

4** Que las objeciones que se hacen a la solicitud presentada 
por D. Juan Shaw é hijo, sin acompañar el poder que á ello lo 
autoriza otorgado por su Señor padre, quedan desvanecidas 
por la ratificación por éste prestada, á lo cual debe agregarse, 
que en todo caso, el único habilitado para objetar los procedi- 
mientos seguidos con tal motivo eu la Oficina de Ingenieros, 
sería D. Juan Shaw y no los demandantes. 

5 o Que los demandantes no pretenden el privilegio de una 
patente de invención por las máquinas de Singer, á lo que no 
podría, por otra parte, accederse desde que es notorio que el 
término de la patente concedida al inventor Singer, ha espi- 
tado. 
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<V> Que on este concepto. Ja palabra Singer designa hoy sola- 
mente un mecanismo especial, y como todos tienen el derecho 
de fabricar una máquina semejante, la palabra Singer es pro- 
piedad pública y el uso exclusivo de ella no puede pretenderse 
ni por los demandantes ni por los demandados. 

7 o Que la confusión para el público no puede tener lugar 
entre los artículos del demandante y los del demandado, pues 
ninguna persona dotada de sentido común confundirá las dos 
marcas tales como se encuentran diseñadas ¡i foja 2 y foja 8 
de los espedientes agregados número i y 2. por cuanto la pri- 
mera de estas lleva escrito el nombre de Juan ShttW, con de- 
signación de su domicilio, calle y número en Buenos Aires, y 
cuando esta es una marca de comercio que deberán llevar no 
solo las máquinas de coser, sino los otros artículos de la casa, 
mientras que la de los demandantes es una mama de fabrica 
destinada únicamente á las máquinas de coser. 

8* Que por otra parte, el derecho de los demandantes para 
iniciar este juicio en la forma en que lo han promovido, ha 
desaparecido, desde míe. según el artículo 3G de la ley de mar- 
cas de fábrica y de comercio, no se puede intentar acción ni 
criminal ni civil después de tres años de cometido d repetido 
el delito, ó después de un año contado desde el día en que el 
propietario de la marca tuvo conocimiento del hecho por pri- 
mera vez, y aún suponiendo que el hecho de haberse presentado 
1). Juan Shaw solicitando la inscripción de su marea de comer- 
cio importase un delito, constando el tiempo transcurrido desde 
la fecha en que le fué acordado el uso de la marca de comercio, 
Diciembre 31 de 1877, hasta la presentación del escrito de 
demanda, 11 do Junio de mil ochocientos ochenta y uno* han 
pasado tres años y cinco meses, esto es, mas del tiempo seña- 
lado en el artículo recordado para que quede proscripta la 
acción que la ley acuerda al que se considera damnificado. 

Por estos fundamentos, fallo: absolviendo ú D. Juan Shaw 
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de U demanda que le ha sido promovida por D, Juan OTar- 
rell en representación de la Compauía Fabricante de Singer, 
podiendo aquel usar libremente su marca de comercio para los 
fines que le fué concedida por la Glicina de Ingenieros ; y declaro 
que las costas que este jtiido fia originado deben ser pagadas 
por c) demandante. Hágase saber notificándose con el original 
y repónganse tos sellos. 

ándrés Ugarriza. 
frull* *m I» »u|ift!Mi Carie 

Hílenos Aires. Febrero 9 Je 188fi. 

Vistos: resultando del escrito de foja tres que la demanda 
interpuesta por el representante de la Compañía Fabricante 
de Singcr se retiere principalmente ú ta marca que allí se des- 
cribe y cuyo dibujo se encuentra á Tojas cuatro y diez y ocho 
del espediente promovido ante la oficina demarcas de fabrica, 
que corre agregado. 

Considerando: Primera: Qp comparando esa descripción y 
dibujos con los do la marca registrada por Shrnv se nota desdo 
luego que liay perfecta identidad en lo principal, aunque en 
los accesorios de la de Sliaw se hayan hecho modiiieaeiones 
tendentes ú disimular la copia ó imitación. 

Segundo: Que si bien no puede decirse que se ha cometido 
el delito de falsificación, desde que el uso de esta última marca 
ha sido autorizada por la oficina .correspondiente, y ta de la 
Compañía fabricante no había sido aún registrada, es sin em- 
bargo indudable que la marca de Shaw puede producir confu- 
sión perjudicial á los intereses del inventor ú de sus Jejítinioa 
representantes y es, por lo tanto, de justa aplicación lo;dispuesto 
por el artículo cuarto de la ley de Marcas [de Fábrica y de 
Comercio. 
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Tercero: Que en virtud do la ley de trece de Setiembre de 
mil ochocientos setenta y siete, no es aplicable 4 las marcas 
estrungcras lo dispuesto en la ley de marcas de fabrica y de 
comercio respecto de plazos para su registro, y no es por lo 
tanto admisible la prescripción alegada por Shaw. Por estos 
fundamentos, se retoca la sentencia apelada y se declara que 
Shaw no debe continuar usando en las máquinas de coser que 
espende la marca descrita en la demanda ; quedando por lo 
tanto sin efecto la concesión que de ella se le hizo. Hágase 
saber, comoníqiiese á la oficina correspondiente y devuélvanse 
previa reposición de sellos. Notifíquese con el original. 

J, B. GOHO$TlACA. — J. DOMINGUEZ. 

— i; Ladislao FRIAS (en disiden- 
cia). 

DISIDENCIA 

El demandado Don Juan Shaw obtuvo, en veintiuno de Di- 
ciembre de mil ochocientos setenta y siete, la marca de comer- 
cio de foja tres, del espediente número primero, de los tres 
agregados., para distintivo general de los diversos productos 
vendidos en su casa. 

El actor funda su demanda en los derechos que pretende le 
acuerda la concesión de las dos marcas, una de fábrica, y otra 
de fábrica y de comercio, de foja nueve y foja diez y ocho, res- 
pectivamente, de los espedientes referidos números dosy'tres, 
marcas que obtuvo : la primera, en tres de Setiembre de mil 
ochocientos ochenta, y la segunda, en diez y siete de Mayo de 
mil ochocientos ochenta y uno, habiendo la última sido regis- 
trada también en la oüeina de patentes de los Estados Unidos 
de Norte Araírica. en ocho de Junio de mil ochientos setenta 
y cinco. 
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Esta* dos marcas se usan simultáneamente para distinguir 
las máquinas de coser en cuestión, esto es: Jas de Singer, for- 
mando la primera parte de la armazón ó pié de hierro en que 
descansan la mesa y el aparato para coser, y empleándose la 
segunda, que consiste en un pequeño medallón elíptico, en el 
brazo de dicho aparato. 

La primera de dichas marcas, la de foja nueve citada, y la 
del demandado, son completamente distintas y no pueden con- 
fundirse, lo que resalta á la primera mirada que se dirija á 
cualquiera de las máquinas de que se trata, y lo comprueba la 
demanda misma del actor, en la qui> conliesa se t¡ó obligado 
& soliutur la segunda marca para resguardar sus derecho», 
indudablemente porque la primera no llenaba esc objeto, por 
su manifiesta diferencia con la del demandado. 

En efecto, esa marca, por su tamaño, su inscripción, y sobre 
todo, por el lugar que ocupa en la máquina» haciendo parte 
del pié de hierro de ella, es materialmente imposible confun- 
dirla con la del demandado, que es también un pequeño meda- 
llón, para servir, como se ha espuesto, de distintivo general 
do los diversos productos vendidos en su casa. 

En cuanto ú la segunda marca, la de foja diez y ocho del 
espediente citado número tres, aunque ú primera vista es pa- 
recida ó semejante á la del demandado, por poca atención que 
se le preste, como debe suponerse que la presta así, cuando 
menos, quien desea adquirir una máquina de coser de marca 
determinada, se conocerá que es distinta también de la del 
demandado, especialmente por la inscripción, que dice : Trade 
mark. en ta parte superior, y en la inferior: Juan Shmv, Ve- 
nezuela MU, MiS, lluenos Aires, y que á nadie puede iuducir 
en error, cuando la del demandante, dice: The Singer M. /'. Éj¿ 
C A'. Y., arriba, y abajo: Trade mark. 

Pero aún suponiendo iguales estas dos últimas marcas y que 
las máquinas se adquiriesen sin hacer el comprador el mas 
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ligero eximen de ellas, la marca de Shaw, puesta en laa má- 
quinas de Singer, vendidas en la casa de aquel, no atacaría los 
derechos de éste, ni le perjudicaría, pues parecerían dos mar- 
cas del mismo fabricante, y nú de otro, distinguiéndose siem- 
pre, de ana manera indudable, las máquinas de Singer de 
cualquiera otras, por la primera marca antes mencionada» 
que forma parte del pié de la máquina. 

En consecuencia, si bien en esta materia es regla que el 
propietario de una marca tiene derecho de oponerse al uso de 
cualquiera otra que pueda producir directa 6 indirectamente 
confusión entre los productos, en el presente caso, no existe la 
razón de la ley para aplicar esa disposición, puesto que, con 6 
sin la marca de Shaw en las máquinas de Singer, estas, como 
se ha dicho, se distinguen de las otras por la marca inequivo- 
cafale de fábrica ; y si algunas han sido falsificadas, como es- 
pone el demandante, de ese hecho no es responsable, ni ha sido 
acusado el demandado. 

Por otru parte, habiendo el Señor Shaw obtenido, sin dolo 
ó fraude, su marca, antes que el demandante las suyas» está en 
su derecho para usarla del modo que se le ha concedido, esto 
es, como distintivo general de los productos que espende en su 
casa. 

La propiedad de una marca y los derechos que son su con- 
secuencia, ya se trate de marcas del país, ya de estrangeras, 
nacen desde el rejístro de la marca en la oficina correspon- 
diente, en la República (artículos cuatro, diez y cuarenta y 
dos de la ley de diez y nueve de Agosto de mil ochocientos 
setenta y seis), y por consiguiente, la concesión de cualquiera 
marca, no puede tener efecto retroactivo y atacar ó alterar 
derechos adquiridos. 

No obsta para esto, la disposición de la ley de trece de Se- 
tiembre de mü ochocientos setenta y siete, según la cual, las 
marcas extranjeras no están comprendidas en el plazo para el 
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TCgistro de las triarais de fábricas, establecido i*or el artículo 
treinta y ocho de la ley anterigr citada de rail ochocientos se- 
tenta y seis, por cuanto su propiedad, y derechos que esta 
cnerda» tienen origen, como se ha espuesto, desde su registro, 
porque, á no ser así, resultaría que aquella disposición im- 
porta aceptar como marcas del país, antes de estar registra- 
das, todas cuantas su hubiesen expedido en otras naciones, 
interpretación que bajo ningún aspecto es admisible. 

Estos motivos, los concordantes de la sentencia apelada de 
foja ... y aceptando los que ella aduce sobre la validez de la 
concesión de la marca al demandado y sobre la prescripción 
opuesta por éste, me decideu á opinar que debe confirmarse 
con costas dicha sentencia. 

«LADISLAO FRIAS. 



«ALNA XIV 



El Dr. D. Mamna Torre*, en recurso de hecha: sahre exclu- 
sión del ttfígisiro Electoral. 

Sumario. — Los fallos del Juez de Sección sobre reclamos 
de exclusión ú insciipcion indebidas, son inapelables. 
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ft IJÍ0 , _i; n un recurso de liccho sobre exclusión del Ilegis- 
tro Electoral, deducido por el Dr. D. 3iacnriu Turres, se espidió 
el Biguiento 

INFORME DEL JUEZ FEDERAL 

Exmo. Señor : 

El Dr. D. Angel Es Casares y varios otros vecinos de la Par- 
roquia Catedral al Sud apelaron ante este Juzgado de resolu- 
ciones de la Junta Calificadora de dicha Parroquia, y remitidos 
por esta los antecedentes relativos á las tachas opuestas por 
esos Señores, se citó i juicio verbal A los tacbantes y tachados 
para el 23 de. Enero pasado, bajo apercibimiento de juzgar en 
rebeldía 4 los inasistentes. 

Entre los citados que concurrieron ú esa audiencia como 
tachados se encontraba el Dr. Macario Torres, qnien se limitó 
áespresar que alegaba la incompetencia del Juzgado, fundado 
en que este solo puede conocer como Juez de apelación y que 
no había razón para que lo fuera en este caso, pues al espo- 
líente no lo habían tachado ante la Junta Calificadora; y los 
tachantes exhibieron comprobantes para justificar la ilegalidad 
de la inscripción di 1 Dr. Torres. 

Kl 26 del mismo mea se dictó sentencia, y para mejor clari- 
dad, transcribo el considerando pertinente y la parte disposi- 
tiva de la misma que dice así: « 2 o Que D, Antonio Márquez, 
1). Francisco Liendo y el Dr, D. Macario Torres, no han podido 
presentar documento alguno para justificar que su verdadero do- 
micilio es el que aparece en el Registro, debiendo observarse : en 
cuanto al primero, que las espiraciones dadas respecto al domi- 
cilio en que aparece inscripto, manifestando que es una casa 
do inquilinato, pero, que no conoce ni á la persona que le al- 
quila la habitación ni á ninguno de los habitantes de la iniá- 



á pesar de que asegura que vive en ella desde haré 
meses, confirma la tacha propuesta, á lo que se agrega 
que éste individuo no figura en el Registro de casas de inqui- 
linato que lleva la Policía correspondiente á dicha Parroquia; 
en enasto al segundo, que se le autorizó para presentar pruebas 
basta la conclusión de la audiencia, lo que no ha efectuado; 
«negándose el tercero á contestar nada sobre el fondo de la 
cuestión». 



•*•••■« 



■ • . ■ . 



....... 



« Por estos fundamentos, fallo declarando bien inscriptos á 
los ciudadanos determinados en los considerandos i a y3 a , y 
que sean borrados del Registro Cívico de la Parroquia Catedral 
at Sud» los nombrados en el 2*, lo mismo que los inasistentes 
que han incurrido en rebeldía, y cuyos nombres se comuni- 
caran á dicha Junta para su cumplimiento. Virgilio tf. Tedin ». 

Es cuanto tengo que informar á V. E. á quien Dios guarde. 

Virgilio M. Tedin. 



Buenos Airea, Febrero 11 de 1880. 

Vistos en el acuerdo ; por lo que resulta del informe que an- 
tecede, y disponiéndose por el artículo diez de la Ley de Elec- 
ciones vigente, que los fallos del Juez de Sección sobre recla- 
mos de exclusión ó inscripción indebidas, son inapelables, se 
declara bien denegado el recurso de apelación interpuesto para 
ante esta Corte, por el Dr. D. Macario Torres. Y remítanse 
estas actuaciones al Juez Federal para que las agregue á sus 
antecedentes. 

J. DOMINGUEZ, — ILADl&LAO FRIAS. 
— FEDERICO 1BARGÚREN. 
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< AINA XV 



D. Julio Várela, contra el Ge fe de Policía, Coronel Ü. Francisco 
lioseh, y el Comisario de l'olicia de la /" Sección, Sr. To- 
ranzo> por violación de domicilio tj sustracción de dinero ; 
sobre competencia. 



Sumario. — La violación de domicilio y ta sustracción de 
dinero, son delitos comunes que no caen bajo la jurisdicción 
de los Tribunales Federales. 



Caso. — D. Julio Várela pidió se instruyera uu sumario y se 
dictára orden de prisión contra el (Jefe de Policía, Coronel 
Bosch y el Comisario de fa Sección í% Sr. Toranzo, por haber 
ordenado aquel y ejecutado éste la violación de su domicilio en 
la calle Corrientes 199, donde dicho Comisario penetró, pren- 
diendo al portero, recorriendo las habitaciones, reduciendo á 
prisión varias personas que jugaban á la ruleta, y apoderán- 
dose de muebles y dinero existentes cu la casa, sin presentar 
órden de Juez competente. 
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VISTA DEL PROCURADO» FISCAL 

Buenos Aires, Agosto 10 de 1685. 

Señor Juez: 

En el estado en que se encuentra esta causa nada puedo 
decir sobre el fondo de ella, porque según la lejislacion Es- 
pañola invocada para el caso por el querellante D. Julio Várela, 
el rol del Fiscal empieza recieu después de terminado el su- 
mario. 

Debo entonces suponer que V. S. se ha servido darme vista 
para que dictamine sobre la competencia del Juzgado pura 
conocer en el juicio criminal que se ha promovido, y en ta! 
concepto, creo de mi deber manifestar que V. S. carece de 
jurisdicción para entender en el indicado juicio. 

La querella entablada por D. Julio Várela contra el Gefe de 
Policía, Sr. Bosch y el Comisario, Sr. Toranzo, y digo querella 
porque así debe denominarse, dados los términos del escrito 
de foja i y las prescripciones legales que le son aplicables, lta 
sido motivada por delitos comunes, cuyo juzgamiento compete 
á los jueces del crimen de la jurisdicción ordinaria según la 
Ley Orgánica de los Tribunales de ta Capital. 

No basta para que surta el fuero federal la sola circunstancia 
deque los derechos que se dicen violados por el Sr, Bosch v To- 
ranzo estén garantidos por la Constitución Nacional, pues así 
lo están todos los que se refieren á la propiedad, libertad y vida 
de los habitantes de la República. Lo contrario importaría 
atribuir el conocimiento de todas las cansas criminales á la 
justicia federal, absorbiendo así, por completo, la jurisdicción 
de los jueces de la Capital y de las provincias mismas. 

Es necesario y está así establecido, que para que una causa 
quede sujeta á los Jueces federales debe tila estar especial- 
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mente regida por la Constitución Nacional, las leyes sancio- 
nadas por el Congreso, los Tratados Públicos celebrados con 
las naciones estrangeras ó que esté comprendida en los artículos 
l° t 2? y 3° de la ley de U de Setiembre de 1863, lo que cierta- 
mente no ocurre en el caso de que me ocupo. 

i; se uso entrar en otras consideraciones porque hay ya sobre 
el particular jurisprudencia establecida por la Suprema Corte 
en varios de sus fallos, los que, sin duda, son perfectamente 
conocidos por V. S. 

Por lo expuesto, soy de opinión que V. 8. debe declararse in- 
competente para conocer en esta causa y mandar que el Señor 
Várela ocurra donde corresponde, 

Oavid '¿avalla. 

ral* del -Jmcx Federal 

Hucnos Aire*, Agoslo 20 Je J88Ó. 

Autos y vistos: en conformidad á las consideraciones adu- 
cidas por el Procurador Fiscal en el precedente dictamen, que 
el Juzgado estima perfectamente arregladas, se declara sin 
competencia para entender en el conocimiento de este asunto. 
En su consecuencia, ocurra el interesado donde corresponda. 

/ (¡arriza. 

VISTA DEL SESull PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Huero 21 de 1886, 

Suprema Corte: 

Los lieohos que motivaron la denuncia y sirven de base á la 
acción que se propone U. Julio Varolu coutra el Comisario Tu- 
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ran» y el Gefe de Policía, Coronel Bosch, no caen bajo la esfera 
de aquellos cojo conocimiento ha reservado la ley al Juzgado 
Federal del municipio. Basta recorrer los incisos 11, 13 y 13 
del artículo 101 de la ley que organizó los Tribunales de la 
Capital. 

La violación del domicilio, la sustracción de los diez mil 
pesos de que se queja y prometo pedir reparación, son delitos 
comunes, y no revisten el carácter de la violación de leyet de 
carácter general que el artículo citado requiere para atribuir 
jurisdicción al Juzgado Federal. 

Son t sin disputa, una violación de la libertad individual, del 
respeto i la propiedad y demás garantías que la Constitución 
consagra para todos, sin que por ello corresponda su represión 
y castigo á la Justicia Federal, sinó a la jurisdicción mas am- 
plia de los Tribunales locales, quede otra manera no tendrían 
otro objeto y desaparecerían totalmente. 

Sírvase V. K. confirmar la sentencia apelada. 

Eduardo Costa. 
Falto a> la Carta 

Buenos Aires, Febrero 16 de 1886. 

Vistos: por sus fundamentos, y de conformidad con lo es- 
pucsto y pedido por el Señor Procurador Gencrnl en su pre- 
cedente vista, se confirma la sentencia apelada de foja once ¡ 
y devuélvanse, previa reposición de sellos. 

J. 8. GORO&T1AGA. — L LADISLAO FRIAS. 
— FEDERICO l&ARtíÚHLS. 
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CAUSA XVI 



La Empresa del Ferro-Carril Central Argentino, contra Don 
Alanzon S. Hall y Uon Máximo Ámelong; sobre expropia- 
ción. 



Sumario. — Puedo cspropiarsc el subsuelo, para construir 
un túnel en prolongación de una vía férrea concedida por ley 
del Congreso, sin ser necesaria la espropiacion do todo el ter- 
reno basta la superficie. 



Caso. — Por ley de 25 de Octubre de 1884 se concedió á la 
empresa del Ferro-Carril Central Argentino ta facultad de pro- 
longar la ría férrea» desde su estación en el Rosario, basta el 
puerto, por medio de un túnel. 

Presentándose la Empresa á eapropiar el subsuelo, se sus* 
citó la cuestión con los señores Hall y Amelong, sobre si podía 
limitarse la espropiacion solo al subsuelo, ó si debia ampliarse 
á todo el terreno hasta su superficie. 

MI» M J«ei Mml 

Rosario, Setiembre 14 do 1885. 
Y vistos estos autos, en lo relativo al incidente promovido 
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por el demandado, oponiéndose ;í qnc se Heve a* cabo la expro- 
piación solicitada en el escrito de foja en la forma en que lo 
' a Bido, ú sea, de solo el subsuelo 6 capas interiores del terreno 
hade atravesar el tunel de que se trata, y no la superficie 
isma. Con Jo espuesto en contestación por la Empresa de- 
andante ; — 

Y considerando: Primero: Que la ley especial, N u 1535, 
de Octubre de 1884, que autorizó los trabajos de euloencion 
de la ría férrea, mencionada en la demanda, dispone que la 
Empresa constructora ocupará, por via de espropiacion y por 
los trámites señalados por la ley de Í3de Setiembre de 1800, 
los terrenos de propiedad particular, necesarios a la colocación 
de dicha vía. Segundo : Que es también como una espropiacion 
que se reputa en derecho la ocupación de terrenos de propiedad 
paitícular, cuando se hace de Una manera perpetua 6 indefini- 
da. Tercero: Que en igual sentido 6 sea con el carácter de una 
petición de espropiacion, ha sido deducida la demanda de foja 3, 
aunque limitada al subsuelo de toda la profundidad del terreno 
respectivo, según resulta de su contesto todo, y especialmente 
de su parte petitoria. Cuarto: Que es evidente así, que se trata 
en el caso de una verdadera espropiacion y de un traspaso en 
consecuencia, de la propiedad é incorporación a' dominio de la 
Empresa constructora, del terreno de su referencia. Quinto: 
Que en estos términos, la cuestión á decidir por el momento no 
es otra que la de sí en la espropiacion mencionada puede ó nú 
ser dividido el fondo, do la superficie del terreno á espropiarse, 
ó sea, si la espropiacion puede hucerse por fracciones ó capas 
horizontales, dejando al dueño la propiedad de la superficie y 
tomando la Empresa la del fondo que te sea necesario ocupar. 
Sexto: Que el artículo 2617 del Código Civil, prescribe que: 
« El propietario de edificios, no puede dividirlos horizontal- 
mente entre varios dueños, ni por contratos ni por actos de úl- 
tima voluntad ». Séptimo: Que esta disposición, unida á la del 
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artículo 2518, que declara parte necesariamente integrante del 
suelo, la (U'l subsuelo ó fondo, en toda su profundidad, hacen 
forzosamente indivisible é inseparable la propiedad del suelo de 
la de sus capas inferiores, ¿impiden considerar estas fracciones 
como cosas distintas entre sí y susceptibles de una enagena- 
ciou ú espropiaciou particular. Octaro : Que la ley citada de 
Octubre de J 8HÍ, limitándose á declarar de utilidad pública y 
espropiables como tales, los terrenos necesarios á la construc- 
ción de la vía férrea en ella mencionada, no contiene disposi- 
ción alguna que modilique ú altere aquellas reglas de carácter 
general y de orden público por su naturaleza. Noveno: Que 
tampoco la contienen las disposiciones de la ley general do es- 
propiaciou á que aquella ley especial se refiere. Décimo : Que 
por consiguiente y siendo una regla aceptada de interpretación 
de las leyes, que estas deben siempre ser construidas con refe- 
rencia a las prescripciones y principios generales de la lejisla- 
cion común, mientras claramente no innoven sobre ellos, ya por 
su precepto espreso, ya implícitamente porque sus disposicio- 
nes sean inconciliables ó incompatibles con aquellos (f t Keut's, 
Commcntaries, UH), se sigue que no deben interpretarse ni su- 
ponerse, las dos citadas, y mucho menos la última, anterior en 
fecba al Código Civil, como derogatorias ó en oposición con el 
sistema que este consagra. Undécimo : Que á parte do esto, el 
sentido propio de la « espropiacion ■» como ta ecomonía de la ley 
13 de Setiembre de 1860, á que se refiere la de Octubre de 1885, 
indican que ni una ni otra deben entenderse aplicables á sim- 
ples desmembraciones de la propiedad, como á una servidum- 
bre, por ejemplo, ú otra análoga, sino a la propiedad misma en 
toda la integridad de la porción del suelo necesaria á la ejecu- 
ción de los trabajos de utilidad pública. Duodécimo : Que por 
todo ello es evidente que el espropiante, que no obra sinó en 
virtud de una escepeion del derecho de propiedad, que debe ser 
interpretado restrictivamente, no puede, pretendiendo mayores 
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derechos, que los que son acordados al propietario mismo, sos- 
tener correctamente que lo sea dado obtener en espropiacion la 
superficie sola del suelo, sin su propiedad, ó vice-ver», esta 
con prescindencia de aquella, de la cual forma parte integran- 
, haciendo un todo inseparable. Décimo tercero: Que no es 
traria 4 estas conclusiones, la decisión de la Suprema Corte 
-íional, contenida en el tomo 8* g- Serie, pág. 47* de sus 
*os, declarando que el establecimiento de un caño de desa- 
á una profundidad tal que no afecte ni modifique en nada 
la superficie del suelo, no implica la adquisición total ni par- 
cial del inmueble que atraviesa, y no es. por tanto, un caso dt 
espropiacion, correspondiendo en su mérito solo i la antoridad 
administrativa, con esclusion de los Jueces, estatuir sobre la 
indemnización debida al propietario, en razón del perjuicio 
temporario ¿permanente que del hecho puede resultarle ; por- 
que, en el caso de esa decisión modelada vigorosamente en las 
conclusiones de una Corte de Francia, qae no ban tenido total- 
mente la sanción de la doctrina, ni de la jurisprudencia de 
aquel país, en el cual es de notar que los principios de la legis- 
lación civil vigente son contrarios á los de la nuestra, en lo re- 
lativo al fraccionamiento de la propiedad raíz ; faltaba la ley 
especial que existe al presente, definiendo el caso mh judiee 
como uno bien caracterizado de espropiacion, declarándolo en 
consecuencia, sometido á las formalidades é indemnizaciones 
inherentes á toda espropiacion j entregándolo finalmente, al 
conocimiento y decisión de los jueces. Décimo cuarto : Que se 
agrega aun, que en el caso en cuestión, la proximidad á la su- 
perficie del suelo de las obras que deben ejecutarse por la Em- 
presa demandante, es tai, que no puede pretenderse fundada- 
mente que ellas no afecten ni perjudiquen sensiblemente el 
ejercicio del derecho de propiedad del demandado, aun en lo 
que se refiere á Ja superficie misma del terreno. 
Por estos fundamentos, declaro que la expropiación en cues- 
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tion, no pi de hacerse aisladamente, ni de la superficie, ni del 
fundo solo, sino de la integridad det terreno del demandado, 
abonándosele una y otro, ó sea el suelo y su profundidad, en 
toda la es tensión que ocupen las obras del túnel mencionado 
en la demanda. 

En su consecuencia y á los objetos del correspondiente nom- 
bramiento de peritos, si la presente resolución quedase ejecu- 
tariada, comparezcan nuevamente los interesados á juicio ver- 
bal, en término de tercero dia. 

C. S. de la Torre. 
Falle 4e I* Suprema Vwte (i) 

Buenos Ai n-í, Febrero 18 de 1886. 

Vistos, resulta : 

Primero : Que la empresa del * Ferro-carril Central Argen- 
tino » solicitó la espropiacion de la parte subterránea de un 
terreno, perteneciente A los señores don Alanzon S. Hall y don 
Máximo Amelong, para prolongar la ría férrea desde la esta- 
ción Rosario basta el puerto, por medio de un túnel, según 
concesión hecha por ley de veinticinco do Octubre de mil ocho- 
cientos ochenta y cuatro. 

Segundo: Que convocadas las partes i juicio verbal para 
nombrar peritos en caso de no haber conformidad en la canti- 
dad ofrecida como precio de la cosa espropiada é indemniza- 
ción de perjuicios, loa demandados espusieron : que no creían 
del caso, ni se consideraban obligados á nacer dicho nombra- 
miento, por no proceder con arreglo á la ¡ejístacion civil vi- 
gente la espropiacion pedida del subsuelo ó parte subterráuea 
solamente. 

(I) Igual Kiolueioo le iliclii en la cauta de eipropiarion con la Sra. D> Jaciola V. 
de Vidria. 
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Tareero: Que en virtud de esto y de lo alegado por el de- 
mandante, el juez a quo declaró por su sentencia de foja diez 
vuelta : que la «apropiación en cuestión no portia hacerse aisla- 
damente, ni de la superficie, ni del fondo solo, sinú de la inte- 
gridad del terreno del demandado, abonándosele uno y otro, ó 
sea el suelo y su superficie en toda la ostensión que ocupan las 
obras del túnel mencionadas en la demanda. 
T, considerando : 

Primero: Que la única disposición legal invocada por el juez 
a oho, como fundamento de esta resolución, es el artículo dos 
mil seiscientos diez y siete del Código Civil. 

Segundo : Que este artículo* aplicable solo á los edificios, por 
referirse á ellos solamente, no lo es al caso, ¡tub judice en que se 
trata de espropiar la parte subterránea de un terreno, dejando 
intacta y cómodamente ulilizaule la parte superior ; pues por 
dicho artículo se prohibe á los propietarios de edificios dividir- 
los horizontal mente entre varios dueños, por las razones espo- 
cíalísimas que el codificador consigna en la nota respectiva, las 
cuales no militan en el caso de espropiacion de que so trata. 

Tercero: Que siendo esta disposición limitativa del ejer- 
cicio de un derecho, debe interpretarse restrictivamente y no 
cstenderse por analogía a otros casos que á los comprendidos 
espresamentc en ella. 

Cuarto : Que por el articulo dos mil quinientos veintiuno del 
Código Civil, se dispone terminantemente : que la propiedad de 
obras establecidas en el espacio aereo que se encuentra sobre 
el terreno, no causa la presunción de la propiedad del terreno; 
ni la propiedad de las obras bajo el subsuelo, como una can- 
tera» bodega, etc,, tampoco crea á favor del propietario de 
ellas una presunción de la propiedad del suelo, lo cual demues- 
tra que con arreglo á nuustra lejísíacion vigente, no hay in- 
compatibilidad alguna en que el subsuelo y la parte superior, 
puedan utilizarse separadamente por diversos propietarios. 
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Quinto i Que en el presente caso, la expropiación del subsue- 
lo está expresamente autorizada por la ley de veinticinco de 
Octubre de mil ochocientos ochenta y cuatro; pues, según el 
artículo primero, la prolongación de la vía desde la Estación 
Rosario haüta el Puerto, debe hacerse por medio de un túnel, 
y por el artículo tercero, se autoriza ú la Km presa para espro- 
piar de su cuenta los terrenos necesarios para la continuación 
de dicha vía. 

Sexto: Que no siendo necesario para ello la parte superior 
de los terrenas referidos» la cual puede utilizarse por el dueño 
de estos, siu mas i neo 11 ven i cu ti' que la restricción establecida 
por el túnel, no hay razón alguna para obligar á la Empresa á 
la espropiaeion de esa parte y de las construcciones existen- 
tes en ella; pues los demandados solo tienen derecho á exigir 
las indemnizaciones prescrita* por el artículo diez y seis de la 
ley general sobre expropiación de ble oes, por la limitación que 
pudiera resultar del uso de la parte no espropiada y por los 
perjuicio* que para ello se causaren. 

Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado do foja ca- 
torce vuelta, y se declara, en su consecuencia, que la espropia- 
cion solicitada por la empresa del «Ferro-carril Central Argen- 
tino)', de la ¡parte subterránea del terreno de los demandados, 
es arreglada á derecho, y debe hacerse previas las i ndem ila- 
ciones de que habla el artículo citado en el ultimo conside- 
rando. Notifíquese con el original, y repuestos los sellos, de- 
vuélvase. 

J. 11. GOhOSTlAGA. i. DOMINGUEZ, 
— CUDISLAO FUI AS. — FEDEItlCO 
MAncCElEN. 
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CAUSA XVII 



Criminal, contra Modesto Estrella y llamón Segundo 
Echevarrieta; por fahifitacion de moneda. 

Sumario: i* La coloración y plateado de monedas de cobre 
de curso legal y la alteración en su tipo con el propósito de 
hacerlas aparecer como monedas de plata t constituye el delito 
de falsificación do moneda de plata. 

2" De la pena impuesta, debe deducirse todo el tiempo de 
prisión sufrida que esceda de seis meses. 

3" Cuando la pena lijada por la ley como mínimun no esta 
en proporción con el tU'lito cometido, la Suprema Corte puede 
invitar al Poder Ejecutivo ¡í ejercer el derecho de indulto que 
le acuerda la Constitución, 



Caso. — Se. halla referido en el siguiente 

i'ftll* del Juta Federal 

Mendoza. Diciembre 5 de 188-1. 

Vistos estos autos seguidos A instancia Jiseal contra Mo- 
desto Estrella y Ramón Segundo Eclievarriela, por falsiücacion 
de moneda nacional, délos cuales resulta: 
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Primero: Que á mediados, aproximadamente, del mes de 
Marzo último, los procesados, por indicación del primero y en 
el taller de platería del segundo, colorearon de plata, con la 
mira de darles la apariencia de monedas de cincuenta centavos, 
cuatro piezas de cobre do dos centavos moneda nacional, su- 
merjiéndolas en un baño que ellos llaman de agua de plata. 

Segundo: Que antes y con el mismo propósito de igualarlas 
á las piezas de plata, canalizaron e] canto de aquellas monedas 
que, como el de todas las de cobre era liso. 

Tercero: Que estos hechos se llevaron á cabo con instru- 
mentos ó elementos que proporcionó Kchevarrieta y con su 
participación directa, pues aún cuando en sus declaraciones 
de fojas M y 2<J y confesión de foja 36 vuelta, sostiene que 
no tomó parte cu ellos limitándose á dejar que Kstrella loa eje- 
cutara, lo contrario resulta de las afirmaciones de éste y de la 
propia declaración, foja 1, de Echavorríeta, para enya retrac- 
tación no ha alegado motivo fundado. 

Cuarto: Que de las cuatro piezas plateadas recogió dos 
Kstrella, expendiendo luego una de ellas, en una noche, por 
sois reales y cuartillo, ó sea, cincuenta centavos moneda nacio- 
nal, y la otra, dias después, por solo dos centavos, en razón de 
haberse ya descolorido. 

fjuinto : Que las dos restantes quedaron en poder de Eche- 
vanieta, y de estas procuró espender una, su muger, incons- 
cientemente , según dice, por cincuenta centavos, y arrojó la 
otra en una oficina escusada, ima vez amenazada con la acción 
de la policía, por la persona á quieu procuró entregar la pri- 
mera. 

Sexto: Resulta, asimismo: Que examinadas las tres piezas 
de cobre remitidas con la indagación de fojas 1 a 3, por el 
Departamento de Policía, se lia encontrada que además de co- 
loreadas de plata y acordonadas en su canto, tienen borrada 
la línea circular de puntos que llevan las piezas rio cobre de 
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tíos centavos, entróla leyenda < líqníblica Argentina » roa el 
año de la acuñación y el escudo de armas nacional, y alterada, 
además Ja egresión de su valor, por la supresión, en una, de la 
letra ti y en otra, de las letras tí, y o de la palabra dos que 
precede á centavos, las cuales aparece habérselas borrado con 
el propósito, sin duda, de darles mayor semejanza á las piezas 
de plata de cine lienta cent aros. 

Séptimo : Que uo hay antecedentes, sin embargo, para creer 
que estas tres piezas sean de las adulteradas por los procesa- 
dos, á escepeion de la que dice os renfnvos t en el reverso, que el 
testigo 1>. Florindo (¿ticsada, fojas 2(¡y 27, Ha reconocido ser 
la que procuró espender y dejó en su ca-ade negocio la mujer 
de Eelievarrieta y quo él presentó, en seguida, ú la (fóticla* 
apareciendo ser las otras de procedencia desconocida. 

Octavo: Que con estos antecedentes, el Procurador Fiscal lia 
solicitado contra id primen» de los procesados, ú sea Estrella, 
á quien califica de autor principal del hecho, la aplicación 
de la pena de dos unos de trabajos forzados, y contra el se- 
gundo, ó sea Kchevarrklu, quo reputa cómplice de primer 
grado, la misma pena, reducida solo ¡í un año. 

Noveno: Que contestando la acusación, los Defensores de 
ambos procesados sostienen que ni hay en el cuso, por las cir- 
cunstancias en que ha sido llevado á cabo, verdadera falsifi- 
cación de moneda, en el sentido de la ley, ni es proporcionada 
tampoco la pena solicitada á la pequeña gravedad del hecho. 

i" Que los hechos y antecedentes relacionados, que demues- 
tran que á mas de la coloración ó plateado do las monedas 
enunciadas, ha habido en el caso alteración en su efijie ú tipo 
misino, por modificaciones tendentes á engañar sobre su verda- 
dero valor, pío mando darles con ellas la apariencia de mone- 
das de piala, constituyen por sí y con arreglo á la jurispruden- 
cia d*- los tribunales nacionales, el delito de falsificación de 
moneda de plata y nú, simplemente, de cobre, definido y penado 
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por el artículo 00 de la ley pemil nacional de llt de Setiembre 
de IHfKI, (fallos déla Suprema (orle tomo |", 2 4 serie, pá- 
gina iiO, y 5 de la misma série, página 32). 

2" Que la i ni perfección de la imitación, ile naturaleza á ser 
reconocida sin gran dificultad, como la pequeña ostensión y 
gravedad material del hecho, por el poco número y pequeño 




valor de los monedas adulteradas y mínimo perjuicio causado, 
si bien constituyen circunstancias atenuantes de la responsa- 
bilidad de los proc osados, que no pueden dejar de ser consi- 
deradas pura l.i graduación de la pena, no autorizan, sin em- 
bargo, al Juzgado» á salvar en la aplicación de ésta los límites 
señal .idos por l:i ley, ni á descender así del mínimiiu lijado por 
ella, pues es al poder lejíslativo, exclusivamente, que corres- 
ponde determinar en general la gravedad material de una iu- 
fracción cualquiera, la importancia tic la lesión de los deberes 
sociales y, por consiguiente, la represión ú ^éuer> de pena que 
por sí misma fila merezca ú sea del caso aplicarle. 

3" Que si de otra manera fuera y el Juzgado se entendiera 
autorizado ú franquear ó descender del mítiimun de la pena 
señalada por la ley, cuando como en el caso, encontrase esce- 
,<íivo aquel en relación á la exigüidad del delito maU-ria del 
proceso, la graduación establecí- cuidadosamente por la ley, 
fijando uu múxímtm y un mínirnun de castigo á las infraccio- 
nes que ella prevé, quedaría sin razón de ser y resollarían 
confundidas las funciones lejíslativas con las judiciales. 

4" Que esta es también la doctrina del artículo 100 del Có- 
digo Penal de la Provincia. 

5" Que el derecho de gracia acordado por la Constitución ni 
Poder Ejecutivo, puede venir solamente, en este caso, en justo 
y necesario auxilio de los procesados. 

Por tanto y de conformidad á lo resuelto por la SupTema 
Corte, en los casos que se registran en los tomos 2, serie 2", 
página 3tl7; ¡i, serie 1', paginas 87 y t!K): y !(», página 113 de 
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do sus fallos y lo dispuesto por el artículo 00 la Ley Na- 
cional Penal, citada en el considerando 1" ; definitivamente 
juzgando, declaro, que debo condenar y condeno á los acusa- 
dos Modesto Kstrella y Ramón Segundo Kchevarrieta, á la 
pena de cuatro años de trabajos forzados, con deducción de 
la mitad del tiempo de prisión que respectivamente han su- 
frido, y una multa, ¡í cada uno, de quinientos pesos fuertes, 
la que seré convertida, en caso de no hacerse efectiva, en tra- 
bajos forzados, según el cómputo del artículo 02 de la Ley 
Penal antes citada. Hágase saber con el original, repóngase 
el papel, y en oportunidad, remítanse á la Casa de Moneda, 
para su inutilización, lastres piezas de cobre remitidas por la 
policía. 

£?- S. de la Torre. 



VISTA DEL SEXOlt PHOCURAOOR GENERAL 

Suprema Corte: Aires, Agosto 12 du 1H8j. 

El hecho que d¡¡ Jugar sí este proceso cstií comprobado son- 
rientemente, y después de ia jurisprudencia establecida por 
V.E., no es tampoco materia de duda que él importa una ver- 
dadera falsificación. La única vacila* ion que asalta al espíritu, 
principia con respecta ú la aplicación de la pena, al pretender 
proporcionarla á la importancia del delito. 

Las declaraciones do los reos constituyen , puede bien decirse, 
toda la prueba. Fuera de ellas Bolo queda el hecho de haber 
intentado utilizar tina de las monedas falsificadas la mujer de 
Eehcvarrieta, inconscientemente, según diee, faja 71. 

Pero estas declaraciones so complementan, y son bastantes 
a dar por probada la existencia del de'ito. y dej ir establecida 
la culpabilidad de cada uno. 
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La declaración de Estrella es franca y lleva en sí toda la 
apariencia de .ser sincera. No niega su partid nación directa en 
Ja falsificación : fué él, dice, el que buscó ií Kchevarríeta, el 
que facilitó les cobres, propuso darles la apariencia de mone- 
das de plata, y puso en circulación las doa qin- guardó para sí. 

Kchevarríeta, que en su declaración ante ta Policía había 
reconocido sin embozo su participación en el delito, retrocede 
visiblemente ante el Juzgado de Sección, y no dice toda la 
verdad» 

Mientras que de lns declaraciones de Estrella se desprende 
que su relación con éste último era antigua y que se tiabian 
visto algunas veces en los últimos tiempos, el, Kchevarrieta, 
declara conocer apenas A Estrella, y no haberlo visto desde 
muchos uños. Visiblemente esto no es cierto, ni es verosímil 
siquiera. Lo natural es que, como dice Estrella, renovaron su 
relación antigua, y al encontrarse en la cuite algunos días antes» 
concertaron la coloración ó plateo de los cobres. De otra ma- 
nera, no se esplíca cómo Estrella cayera de improviso en el 
taller de Kchevarrieta, metido en el interior de una casa, cou 
un propósito que estaba muy lejos de ser inocente; ni que 
éste último se prestirá tan fácilmente í facilitar la ejecución 
de un acto cuya criminalidad no pedia serle desconocida. Y 
aún admitiendo por cierta la relación que hace Kchevarrieta 
de la manera cómo se llevó d cabo el ¡daU'o, su participación 
en él resulta siempre y su complicidad notoria, por haber faci- 
litado los medios sin los que no hubiera podido llevarse a 
cabo. 

El hecho está, pues, perfectamente comprobado, y la parti- 
cipación de cada uno definida con toda claridad y precisión. Y 
por otra parte, después de las declaraciones de esta Corte, el 
delito no puede ser calificado si nú como de una verdadera fal- 
silicacioude moneda dv ftlaía, nó de cobre, puesto que sise 
plateaba el cobre era para hacerlo circular cuino pía ta. nú 
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como cobre» en lo que ninguna ventaja habrian reportado los 
falsificadores. 

La dificultad principia aliora al tratar de la aplicación de la 
pena. 

El mfnimnn di* la ley son cuatro años de presidio; y es fuera 
de toda dudo que la falsificación no puede haber sido mas in- 
significante. Cuatro años de presidio por cuatro cobres coto* 
reados de plata, *e dice, no sin razón, es un rigor esccsívo. 

Esta es, empero, la ley, y no está en las atribuciones de los 
jueces reformarlo. La sentencia está arreglada ú ella, y no 
puede menos V. E. de confirmarla. 

En un caso análogo su dirigió, sin embargo. V, K, al Poder 
Ejecutivo, invitándole A hacer uso de la prerogaüva nj U i„ 
Constitución acuerda al Uefc del Estado, (tomo 3, séríe I" pá- 
ginas 87 y 400). 

Ai pedir la confirmac ión de la sentencia recurrida, me in- 
clino á pedir A V. E. adopte también este temperamento en el 
presente caso. Estrella, el principal eulpable, ba sufrido ya 
mas de un ano de prisión ; Eelievarrieta. cuya culpa ee sin duda 
un tanto menor, mas de seis meses. Uno y otro están suücien- 
temento castigados, considerando la ninguna importancia de 
la falsificación y un acto de justicia y «le Inmunidad, si se 
quiere, aconseja ¡í no llevar mas allá el rigor. 

Kdmrdo Cosía. 
Fallo ip |« «,.,„.«,•*» C«rf« 

míenos Aires. Febrero 1N de \tm. 

Vistos: por sus fundamentos, y de conformidad con loes- 
puesto y pedido por el Señor Procurador General, se confirma 
la sentencia apelada de foja setenta y oclio, con modificación 
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en cnanto ¡í la dura don de In pena impuesta, de la cual se dis- 
minuirá todo el tiempo de prisión que los reos lian sufrido y 
que escediese de los seis meses quu determina el artículo ciento 
setenta y uno del Código Penal que rige en esta Capital y en 
algunas Provincias, viniendo ;í formar asi el derecho común á 
que so refiere el artículo noventa y tres de la Ley penal nacio- 
nal de diez y seis de Setiembre de mil ochocientos sesenta y 
tres, según lo ha declarado ya esta Corte, pur sn fallo de dos 
de Agosto de mil ochocientos ochenta y tres, que se registra en 
el tomo diez y seis, página cuatrocientos veinte y nueve, se- 
gunda serie. 

Comuniqúese por oücio al Poder Ejecutivo. 

Y considerando en equidad y fuera del mí rito legal do esta 
causa, que la pena de cuatro anos de trabajos forzudas y qui- 
nientos pesos fuertes de multa, no está en proporción con el 
delito cometido de coloración de cuatro monedas de cobre, 
invítese a) Poder Ejecutivo de la República ú ejercer en el 
presente caso el derecho de indulto que le acuerda la Consti- 
tución Nacional. 

J. II, GOROSTIAGA. — J. OOHIXGl'EZ. 
— LLARISLAO FUI AS. — FEDERICO 
mAUCCllEN. 
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CAUSA XVIII 



Ifon ísmaei (¡alindes, contra Don Adoif» tesoí, por cobro de 
pesos; sobre inhibitoria para conocer. 



Suman**. — La acciin por cobro do pesos por cumplimiento 
de un contrato, debe deducirse arito el juez del lugar desig- 
nado ¡>fiff|la ejecución del mismo. 



Caso. — El caso está esplicado en el siguiente 

Córdoba, Seliomhre 12 de ltütaS. 

Visto este incidente, sobre competencia de jurisdicción, 
promovido por D. Manuel Oalindez, para que se inhiba áS. S. 
el St. Juez Seccional de la Capital, del conocimiento de la cau- 
sa promovida por D. Adolfo Massot, contra el enunciado Señor 
Oalindez; resulta de los antecedentes remitidos en cópiu por el 
espresado Kr. Juez Seccional: Que [na indicados Señores te- 
k- oraron en la ciudad de Buenos Aires un contrato de Bota- 
men to, por el cual debia entregar Galiudez en el puerto del lío- 
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sario la carga rio 10,000 durmientes, para que Massot los 
transportase al puerto de San Nicolás, mediante el precio de 
1 peso 80 cts. por tonelada; comprometiéndose Galiudcz á ¡ta- 
(jar el ¡Icio en ta Capital de ta Uepñbíim, en vista de los reci- 
boa que se otorgasen por el encargado de recibir las traviesas 
en el puerto de San Nicolás. 

El Kr. Massot se presentó con este contrato y protesta que 
hizo el -i de Marzo del 84, ante el Escribano de Marina, espo- 
nieiidoqu"' el Sr. «¡alunita uohnbia cumplido el contrato enun- 
ciado, íi pesar de sus instancias y concesiones, entablando en 
consecuencia formal demanda para que, de conformidad al artí- 
culo 1215 del Código de Comercio, se declarase rescindido el 
contrato de lletamento, ordenándose el pago de tres mil tres- 
cientos treinta ¡/ cuatro pesos euiétienta centavos moneda na- 
cional, importe «te ta tnitatt del ¡tete estipulado, asi como el 
pago de las estadías j sobre- estadías, y costas del juicio. 

Considerando ahora, y después de oido el dictamen fiscal, 
que la competencia que procede de la designación espresa ó tá- 
cita del lugar en que debe cumplirse la obligación, inviste el 
carácter de esclusiva y preferente, por la razou bien obvia de 
«alar patente la voluntad de los contrayentes, y cesar, por con- 
siguiente» la presunción en que se fundan las reglas sanciona- 
das por el legislador, para señalar otro fuero competente. (Ar- 
tículos 747 y 1212. Código Civih Caravantes, tomo 1% n" 281; 
Mantesa, tomo 1", pág. 12 y 13; Lib. t tít. 4°, libro 13, Di- 
gesto; Ley 32, tít. 2", part. 3"; «La sexta» y glosas 1G6 y 167» 
a dicha ley; Serie l\ tomo 2*\ pág. 280, Serie 2*, tomo 1°, pá- 
gina 20G y Tomo 4", pág. 359, Fallos do la Suprema Corte t y 
además la vista dil Señor Procurador General y la resolución 
(¡mu no publicada) de 21 de Noviembre del Si, en el asunto 
promovido por U. Manuel y D. Kliset riodriguoz, contra Don 
Kstevau Feirano). 

2° Que si las partes al hacer el contrato determinaron el lu- 
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gar en que debía cumplirse la obligación, tácitamente se com- 
prometieron á t¡ue tuviesen eferto en el mismo lugar todas sus 
incidencias: y siendo otro de ellas la del pleito que se suscite 
sobre su cumplimiento, validez, ote. ; es consiguiente que el 
Juez ile este lugar sea competente para conocer del mismo, y 
que lo sea con preferencia á cualquier alt o. (Mnnresa, tomo 1", 
páginas 12 y 13. Agregando el Sr, Iteus en su obra « Ley de 
Enjuiciamiento Civil labro l n , lít. 2", artículo 5tí, pág. 45, 
que el tribunal á que los contratantes se sometieron espresa ú 
tácitamente, será competente para conocer de los pleitos y ac- 
tos á que de origen el ejercicio de las acciones civiles), 

Y a este propósito, es muy recomendable la ductrina del Doc- 
tor Carava n tes, cu el n" 280, tomo i" citado, cuando enseña: 
«que es preciso inquirir el fuero á que se han sometido las 
■ partes por sti voluntad presunta, atendiendo á las circunstau- 
c eias qne motivan y preceden al contrato, y según lis cuales, 
« aparece el lugar en que las partes lian querido que se cum- 

* pliese la obligación, por la intención y expectativa que recia- 

< man de las mismas y qué implica una designación tácita del 
« tugar del cumplimiento, y en su ennsecuenria, la sumisión 
« voluntaria del demandado á la jurisdicción de este lugar. 
c Asi, por ejemplo, canudo se celebra un contrato debe investi- 

* gar se cuál ha sido el pensamiento verosímil de. las partes 

< relativamente á su ejecución . 

4° (fue designado espresa mente por los tires. Mussut y (ía- 
. liudez el lugar en que debía verilicarse el pago del Hete, se 
comprometieron tácitamente, en virtud de la misma conven- 
ción, ¿ que tuviesen efecto en el mismo tugar designado todas 
las incidencias sobre el pago indicado y por consiguiente, la del 
pleito que se suscitare al respecto; quedando reconocido también 
tácitamente y como juez competente, el del lugar mencionado, 
para conocer de los pleitos g actos á que diere origen el ejer- 
cicio de las acciones civiies; pero eu todo esto se interpreta el 
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pensamiento verosímil (trian fiarles :>r dativamente á tu ejecu- 
ción y efectos ó consecuencias del contrato. 

5" Que el Sr. Massot, en virtud de lo dispuesto en el artí- 
culo I215 t que dice ; « pasando el plazo para la carga, y el de 
« la* estadías y sobre-estadías que se hubiesen estipulado, y 

* en defecto de estipulación, las que fueren de uso, sin que el 
« íletadoT haya cargado efectos algunos, tiene él /leíante ry>- 
« r/uíi, caso de no haber indemnización pai tada por la demora, 
« en la póliza de llotamento: ú de rescindir et contrata exi- 
«jiendo ta mitad del flete es ti /miada, estadías tj sobre -esta- 
« dias ; <i de emprender el viaje sin canja y lina! izado que sea, 
« exijir el flete por entero y la nratijkacion, con tas arenas 

* que Se debiesen, estadías y sol} re- estadías > , se dtcidiú por lo 
primero, pidiendo la mitad del flete, estadías, etc., y la res- 
eicion del contrato, Que en consecuencia, no hay duda, que 
se trata de la ejecución y efectos de lo pactado en cuanto al 
pago, y que debió entrar en el pensamiento verosímil de los 
contratantes; puesto que se trata de la indemnización prevista 
en la misma ley para el etsO de incumplimiento por parto del 
tletador. Memas, es una incidencia enteramente conexa con el 
pago. Ks un pleito á que dá origen el ejercicio de las acciones 
tendentes á la indemnización legal, que sustituye al pago, da- 
llos é intereses ; y que tiende á colocar al acreedor en la misma 
condición rjue si hubiese recibido el pago, y el contrato estu- 
viese cumplido. 

O 1 Que el fallo que se cita en la precedente vista, y que so 
registra en la causa XV 111, tomo 0\ de la i" Serie, se refiero 
al caso general en que se entablan acciones personales, sin que 
espresa ni tácitamente se baya convenido en el lugar del cum- 
plimiento de Li obligación; en cuyo ca>o es obvio que debe se- 
guirse el fuero del demandado ; y por consiguiente, no puede 
aplicarse al caso en cuestión, por los motivos que quedan con- 
signados. 
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Y omitiendo otras consideraciones, declaro: que no es pro- 
cedente la inhibición que se solicita, por ser competente el Se- 
ñor Juez Secciona! de la Capital. Hágase saber con el original, 
reponiéndose los sellos. 

Rafael Oarcia. 

VISTA DEL 5E&OR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Febrero 12 de 1885. 

Suprema Corte: 

La sentencia recurrida abunda en fundamentos de toda exac- 
titud á que nada podría agregar. 

Muy oportunamente observa el Señor Juez que no se trata 
en este caso de una simple acción personal que llevaría la causa 
al domicilio del reo. Trátase del pngo de una cantidad en el la- 
yar estipulado en el contrato, pues, en realidad, el falso ílete 
se sustituye al tlete entero, cuando no se realizó el viaje, y es 
eligióle en las mismas condiciones. 

Pido la confirmación de la sentencia recurrida. 

Eduardo Costa 
Valí* úm la «wprtm* Vmwtr 

Unenos ¿Íre#¿ Febreru A> de 1885. 

Vistos : Por sus fundamentos, y de conformidad con lo es- 
puesto y pedido por el Señor Procurador General, so confirma el 
auto apelado de foja treinta y una; y devuélvanse, previa repo- 
sición de sellos. 

i. n, goroshaga. — j. domjkgiez. — 

ULADISLAO FltlAS. — FEDERICO IIJAH- 

CÚREH. 
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Contienda >U> competencia entre el Juez de r Instancia en Mer- 
cedes (Provincia de tíñenos Aires), tj ei de /* instancia de 
la Capital, para connatr en ta testamentaria de H. Damcí 
Campillo, 



Sumario, — La manifestación de la parto, hecha en instru- 
mento público, sobre el lugar de su tloni ¡cilio, debe ser prefe- 
rida á la declaración do testigos. 



C aso, — Don Daniel Campillo, fué vecino del Nuevo de Julio, 
donde tuvo casa de negocio han a 1883, en que se fué á Eu- 
ropa. A su vuelta se quedó en Buenos Aires, donde murió eu A 
de Diciembre de 1881, habiendo dado en 1883, á D. Eulogio 
fíirault, uu poder, manifestando ser vecino de Buenos Aires. 

En la contienda de competencia que se suscito entre el Juez 
de 1* Instancia de la Capital para conocer en el juicio de tes- 
tamentaría, y el de Mercedes, se espidió la siguiente 
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VISTA DEL SESOR PIIOLLHAUOR GENERAL 

Rueños Aires. Noviembre de 1885. 

Suprema Corte : 

Kl juicio testamentario ríe D. Daniel Campillo, lia sido abier- 
to á ¡a vez, por el Juzgado del Centro de la Provincia Jo líuc- 
nos Aires y por el Sr. Juez de la Capital ; uno y otro .Juez apo- 
ya su competencia en el último domicilio de «Helio finado, que 
cada uno alirma respectivamente haber sido eji su jurisdic- 
ción. 

Ks este, pues, el punto ií decidir. 

Kl Señor Juez de Buenos Aires, al aceptar como el último 
domicilio de Campillo el Nueve de Julio, se funda en el testi- 
monio de tres vecinos antiguos de aquella localidad, que declaran 
que en ella tuvo el tinado su residencia habitual, y el asiento 
principal de sus negocios, que abandonó ¡orzado por la grave 
enfermedad que terminó sus (lias en esta Capital 

Kl Juzgado de la Capital invoca en su favor la declaración 
del mismo Campillo, en un instrumento público, y la partida 
de defunción. 

Ku el poder de foja i, con fecha de ÍH8S, dice, en efecto, di- 
cho Campillo estar domiciliado en esta Capital, calle líivada- 
viaSGí, y la partida de defunción le atribuye también su do- 
micilio en la misma Capital, foja 4. 

Ka afirmación del poder decide, á mí juicio, la cuestión. 

Parece indudable que Campillo tuvo su residencia por mu- 
chos años y el asiento principal de sus negocios en el Nueve de 
Julio. El crecimiento de su giro le obligó á establecer un es- 
critorio en esta Capital, en la que hacia las compras para surtir 
sus casas, eu diferentes partidos, y verificaba ¿u* pagos. 

Sorprendióle la gran enfermedad (gnu obligó ¡í separarse 
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de la vida actira. Vino á esta Capital, para pasar á Europa, á 
principios del 83, y otorgó poder general á don E. türault, 
para que continuara sus negocios. Regresó á Jinc* del 8i y á los 
pocos dias falleció en esta Capital. 

Sentados estos antecedentes puede decirse que al separarse 
del Nueve de Julio fue su intención continuar ¡illí su domici- 
lio y no lijarlo en otra paite? Después de tíos años de ausen- 
cia ¿puede considerarse subsistente el domicilio primitivo? 

La declaración del poder es, sin disputa, una manifestación 
mas auténtica de la intención y voluntad del que lo otorgaba, 
que el juicio de los testigos basados solo en meras aposicio- 
nes. Al sentirse gravemente enfermo, ni abandonar la direc- 
ción de sus negocios, Campillo entendió, trido induce á creerlo, 
abandonar su domicilio en el Nueve de Julio y fijarlo en esta 
Capital, en la que, á su regreso de Kuropa, le sorprendió la 
muerte, cuando ya, por otra parte, sus negocios hablan lomado 
un giro desastroso, y el Nueve de Julio había dejado de ser su 
asiento principal. 

Preveo por esto, que esta competencia debe decidirse en fa- 
vor del Juzgado de la Capital. Ahora, en cuanto á la última 
petición de Cirault, relativa al concurso formado íí Campillo y 
Compañía, no siendo este concurso materia de la actual com- 
petencia, pienso que no es la oportunidad do abrir juicio a su 
respecto. 

Eduardo Cosía. 
F*llo de I* Suprema Carie 

Hnenos Aires, frbrera ÍO do 188ÍÍ. 

Vistos : de conformidad con lo espoesto y pedido por el Se- 
ñor Procurador Genera^ se declara que el Juez competente 
para conocer en el ub tntestato de 1). Daniel Campillo, es el de 
r. xi. 24 
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Primera Instancia de cata Capital. Remítansele, en consecuen- 
cia, los míos, prévia reposición de sollos, v comuniqúese al 
Juefc de Primera Instancia en lo Civil y Comercial del Depar- 
tamento del Centro de la Provincia de Unenos Airea. 

J . B. GOBOSTIAG A . — J- DOBINGL'EZ. — 
IXAÜISLAO FIIIAS. — FEDERICO llíAU- 

CfJRÉPt. 



*-»— -Tí**' 



4' ai: KA v\ 



//, Tomás Zerain, contra D. José Tiseyra. por ituiemnizacioti 
itc daños y perjuicios: sobre incompetencia. 



Sumario. — La demanda sobre indemnización de perjuicios, 
deducida por un c&trangero coutra ciudadanos argentinos, cor- 
responde á la Justicia Federal. 



Caso. — D. Tomás Zeraiu, estrangero, espuso ante el Juez 
Federal de Salta, que á fines de Setiembre de 1885, conduciendo 
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90 barriles tic aguardiente de Tucuinan, en tránsito para So- 
livia, entró a la ciudad por el puente de San Bernardo y pagó 
el derecho de piso; que ia carga pasó al camino de Holivia 
por la Quebrada del Toro, y él se quedo para solicitar la guía, 
que 110 pudo obtenerla por ausencia del rematador que debía 
dársela, y se, fué á atender á los carros, con ánimo de volver 
al día siguiente por la guía; que presentó al guarda de la 
Quebrada el recibo del derecho de piso que había pagado, y 
mientras dispouii la marcha de la tropa, esta le fue* embar- 
gada por el Comisario del Departamento del líosario, á peti- 
ción de 1). José Tiseyra, que lo había demandado por dobles 
derechos, cura demanda contestó alegando que los efectos en 
tránsito no pagaban derechos; que el Juez le ordenó presen- 
tara la guía, y Tiseyra, ú quien la pidió, se lo negó ilicieudu que 
era inoportuna. 

Pur estos hechos demandó ¡i Tiseyra, ciudadano argentino* 
por los danos y perjuicios que le causó con el embargo, moti- 
vado por un cobro contrario al artículo 11 de la Constitución 
Nacional, 

AUTO DEL JUEZ FEDERAL 

Salla, Agoslo 1? de 1885. 

Resultando, según los términos de este escrito, la incompe- 
tencia del Juzgado, con arregla al artículo 3 o de la Ley Na- 
cional de Procedimientos, se rechaza la presente demanda, y 
archívese. 



figucroa. 
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VISTA DEL SESOH PROCURA DOH GENERAL 

Dueños Aires. Febrero 12 Je 1880. 

Suprema Corte: 

La demanda de foja 5 está concebida en términos tan ((efi- 
cientes y confusos, que es difícil formar juicio á su respecto. 

Pide el demandante indemuizneion de danos y perjuicios 
contra Tiseyra y Piróla por embargo indebido á consecuencia 
de cobro indebido, con infracción del articulo 11 de la Consti- 
tución Nacional. Ni dice en virtud de qué ley se cobra estos 
derechos, ni se han pagado, ni a cuanto ascienden los danos 
y perjuicios reclamados. Solo por inducción se colige que el 
demandado Tiseyra es el rematador y el que los cobra. 

Agrégase, en seguida, que fué el demandante á contestar la 
demanda interpuesta por Tiseyra al Departamento del Rosario, 
y que, opuesta la cscepciou de que los efectos cu tránsito no 
pagan derechos, el Juez, sin especificar qué Juez, ni de que" 
jurisdicción, ordenó se presentara la guía; y por último, que 
habiendo pedido tal gufa á Tiseyra, la rehusé- diciendo que era 
inoportuna. Para que nada haya claro ni preciso no se dice, 
siquiera, si el Juez ordenó el pago de los derechos, ni si estos 
se pagaron ó rió. 

El Señor Juez de Sección se declara incompetente, refirién- 
dose á los términos de la demanda, sin manifestar, como hu- 
biera debido hacerlo, de qué consideración especial deriva su 
incompetencia. 

Lo natural me hubiera parecido que el Señor Juez de Sec- 
ción hubiera mandado ampliar y precisar los términos de la 
demanda. Sin embargo, el fundamenta de esta es el cobro in- 
debido de derechos prohibidos por la Constitución, y puesto 
que el Señor Zerain aceptó la jurisdicción del Señor Juez del 
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Rosario ú su respecto, siendo la indemnización de daños y per- 
juicio* mi accesorio de la acción principal, es el misino Juez 
del Rosario el competente para conocer Ue ella, 

Pienso por esto que debe V. E. conürmar la sentencia recur- 
rida. 

Eduardo Costa. 

Pullo de Ir auprenm Corte 

BuenOí Airi>s. Pel*roro ¿u de IWI 

Vistos: sin embargo de los términos oscuros y deficientes 
de lu dcmamlii, resultando que ella versa sobre indemnización 
de danos y perjuicios, y que son partes un estranjeroy ciu- 
dadanos argentinos, se revoca el auto apelado de foja seis, y se 
declara que el Juez de Sección es competente para conocer en 
esta cansa; y devuélvanse, previa reposición de sellos. 

J. n. GÜROSTlACA .— J. DOMÍNGUEZ. 
— I LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
IRARGLRXN. 
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Don Eugenio Tori, contra fh Ha fací Mveyro; sobre rendición 
de cuentas ¡/ cobro de pesos. 



Sumario. — f J Las cuentas justificad aa y no obsor radas, de- 
ben ser aprobadas. 

2' La ocupación do un campu, hecha con consentimiento del 
apoderado del propii-tario, sin mas obligación que la de cuidar 
los montes, no da derecho á este para cobrar arrendamientos 
una vez que no so pruebe no haberse cumplido la obligación 
impuesta. 



Caso. — El uaso se reliere cu el siguiente 

Fall» tita s*** Federal 

Corriente*, Agosto 11 Je 1881. 

Y vistos estos autos seguidos entre D. Juan Bautista Ca- 
DMfH, apoderado genera! de J>. Eugenio Tori, y Ü. Benito Sán- 
chez, apoderado do D. liafael Xirejro, ocupante de un c$mpo 
do la propiedad de aquel, sobre rendición de cuentas y cobro 
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de cantidad de pesos por arrendamiento de dicho campo, de los 
cuales resulta lo que sigue: i a Que Camoglí se presentó con el 
poder de Tori y varias cartas de Xiveyro, de las cuales aparece 
que éste había ocupado y administrado el campo de su poder- 
dante; que el apoderadu de Tori lo era de 1). Luis Kesoagli j 
éste sustituyó el poder en Xiveyro, y á pesar de haberlo instado 
para que le rinda cuenta no lo ha conseguido y pide, en conclu- 
sión, que se te obligue á rendirla de la administración que tuvo 
á au cargo. Citado Xiveyro se presentó por medio de su apode- 
rado D, licnito Sánchez, quien, después de manifestar que .Ca- 
moglí se había resistido á todo arreglo, pidió nn plazo para re- 
cabar las convenientes instrucciones y rendir la cuenta que se 
pedia, y en efecto presentó en oportunidad la que corre á 
foja ü, con los comprobantes corrientes desde fojas 3£ ú 4!J t 
manifestando que su poderdante había sido autorizado por el 
apoderado Kesoagli, para ocupar el campo sin pagar arrenda- 
miento y con solo la obligación de cuidar de los montes. Don 
Carlos N. Kosselli, apoderado sustituto de Camoglí, á quien se 
le corrió traslado de la cuenta, manifestó que la rechazaba y 
que su poderdante se había trasladado a* Ituzaingóá proveerse 
de los correspondientes documentos que presentaría cu opor- 
tunidad; y después de varios incidentes se le obligó al deman- 
dante á aprobar la cuenta rendida ó adiciouarla y entablar for- 
mal demanda, por el alcance que resultase, y en consecuencia 
el apoderado sustituto entabló la demanda que corre á foja 00, 
manifestando que Niveyro ha abusado del poder fine le díu Ke- 
soagli ; que éste se limitó á autorizarlo para representarlo en 
las diligencias de mensura y división del campo y ¿1 lo ocupó 
con gran cantidad de hacienda y no lia cobrado arriendo á va- 
rios ocupantes ; que en el supuesto de que Kesoagli lo hubiese 
autorizado para ocupar el campo con su poca hacienda, él no ha 
podido permitir á otros ocuparlo y dispensarles los arrenda- 
mientos ; que hace presciudencia de estos abusos y solo cobra á 
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Nireyro la cantidad de setecientos pesos fuertes, computando el 
tiempo que ha ocupado el anuyo tle sti poderdnute y con arre- 
glo á la cantidad de hacienda que ha tenido en él» y a razón de 
veinte y cuatro pesos fuertes por cada civu cabezas, como él ha 
cobrado á varios arrendatarios. Sánchez, contestando la de- 
manda, espone que Camogli prescinde del juicio de cuentas 
pendientes» pues, sin adicionar la menta presentada, entabla 
una nueva demanda Fundado en otros hechos; que no tenia ra- 
zón para cobrarle la cantidad demandada porque su poderdante 
ha ocupado el campo con permiso del apoderado Resoagli, sin 
obligación de pagar arrendamiento y con ta única condición de 
cuidar los montes; que debía por consiguiente rechazarse la 
demanda y aprobar las cuentas rendidas por su parte, conde- 
nándolo al alcance que de ellas resultaban, puesto que están 
comprobadas. Teniendo presento la* pruebas prod acidas por 
ambas partes. 
V Considerando : 

1° Que Sánchez lia justificado plenamente, con las declara- 
ciones de los testigos D. Francisco Zamora, foja i 10 vuelta, 
D. Santos Avelenda, foja 110 y I). Juan Resoagli, foja 121, 
que su poderdante, D. Rafael Niveyro, ha ocupado el campo de 
Tori con el permiso de l). I.uis Resoagli, apoderado de Tori, 
sin obligación do pagar arrendamiento y bajo la única condi- 
ción de cuidar de los montes; y esto se confirma, ademas, por 
el hecho do haber ocupado Niveyro el campo á la vista y pa- 
ciencia del apoderado liesoagli y sus herederos, después que 
falleció, sin que se le haya exijido desalojar ó se haya preten- 
dido cobrarle arrendamiento, yantes bien, resulta de las prue- 
bas hechas por Camogli, que los pobladores le reconocían como 
encargado de Reso.<gli para cuidar del campo; siendo, por otra 
parte, improcedentes las tachas que Roselli pretende oponer á 
los testigos por razón de haber sido dependiente de Resoagli, 
pues el pleito es cuiitra Niveyro y nú contra Resoagli ó sus he- 
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Taleros ¡ y Ja opuesta al testigo Afelenda, por ser compadre do 
Niveyro, no es tampoco atendible, pues por el artículo 124 déla 
ley de Procedimientos, el juez del>e admitir ó rechazar las ta- 
chas según la sima crítica, y el compadrazgo no es una tacha 
legal, ni segun las leves de Partida citadas por Camogli, que 
no establecen tal cosa. 

2" Que probado, como resulta, el hecho de haber Niveyro 
ocupado el campo con sus haciendas con permiso de líesoagli, 
sin obligación de pagar arrendamiento, y bajo la condición 
única de cuidar los montes, queda sin base la demanda y Ca- 
mogli lia procedido como litigante temerario, pues que contes- 
tando que Jiesoagli fin- apoderado de Tori, mal puede cobrar 
arrendamiento á Niveyro que ocupó el campn sin e>ta obliga- 
ción por voluntad de su apoderado, y mas arreglado habría 
sido que hiciese cargos á líesoagli ó sus herederos, si éste abusó 
del poder ó de las instrucciones que le dió, ó pudiendo arrendar 
el campn permitió que lo ocupasen sin tener motivos para pro- 
ceder de ese modo; y no puede escusarse por haber ignorado el 
permiso que le dió líesoagli, pues lo sabia por las cartas que le 
diú Niveyro y que él mismo presentó con su primer escrito 
eiijiendo cuentas á éste y debió informarse de los herederos 
de líesoagli, apoderado de Tnri, que lejos de negar el hecho 
lo han confesado, declarando uno de ellos como testigo en esta 
causa; y no obstante ha entrado un un juicio dispendioso, na- 
ciendo pruebas impertinentes, como aquellas que se refieren á 
la cantidad de hacienda que ha tenido Niveyro y demás pobla- 
dores en el campo, pues líesoagli lo autorizó para ocuparlo con 
su hacienda, sin espresar el número, 

3" Que la cuenta presentada por Sanche?., en representación 
de Niveyro, de la administración del campo de Tori, está justi- 
ficada en el debe con los respectivos comprobantes que no han 
sido negados por Camogli, sinó en la partida que refiere á los 
gastos de mensura, que Sánchez ha comprobado con la decía- 
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ración de Ave leuda, foja H9, la del agrimensor Anillaga, foja 
H8, y con el recibo de D. Pedro Fernandez, á foja 40, recono- 
cido á foja 125, que recibió de Xivejro la cantidad que el ta es- 
presa; y las del haber resultan conn robadas con las declaracio- 
nes de la* persouas que figuran en ella, recibidas por el Juez de 
Paz de itnzaingó á solicitud do Camogli, siendo de notar que 
de esa sumaria no aparece que Nivcyro luya cobrado algunas 
cantidades por arrieudo que no haya hecho figurar en la cuenta. 

4 o Que por el hecho de no haber cobrado arrendamiento á 
D" Bernarda Pérez, que tenia como cuatrocientas cabezas de 
ganado, según la declaración de su capataz, no puede formár- 
sele cargo á Xireyro, porque habiendo sido esta ocupante anti- 
gua del campo, que estuvo desde antes de su división, no cons- 
ta si Resoagli le permitió seguir ocupándolo, ni que Niveyro 
tuviese obligación estricta de cobrar arrendamiento u todos 
los ocupantes, ó simplemente una autorización para proceder en 
este sentido discrecional mente y como lo juzgase cunvenicnte, 
y por fin, no apareco de la carta que ella dirijió A Camogli que 
Niveyro la baya dispensado de pagar lu. sino que no le dijo 
uada al respecto, y en tal caso, si la deuda existe, puede ser 
cobrada por el nuevo apoderado. Tampoco puede hacerse res- 
ponsable a Nkeyro por haber autoriza lo ú algunos pobladores 
á ocupar el campo con la obligación de cuidar de los montes, 
pues constando que cHa fué la condición que se le impuso para 
permitirle ocupar el campo en cuestión sin pagar arrenda- 
miento, y no aparecieudo que so obligó también á no permitir 
otros pobladores sin pagar arrendamiento, sinó una simple au- 
torización para cobrar arrendamiento, para pagar la contribu- 
ción directa, podía proceder discrecionalmento y permitir á 
algunos pobladores que nu tenían hacienda ó la tenían en pe- 
queña cantidad, ocupar el campo sin otro gravamen que cuidar 
de los montes, con lo que cumplía mejor las condiciones que 
se le babian impuesto. 
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:> Y último : Que Camogli ha debido tachar las partidas do 
la cuenta que no estuviese» exactas y proponer aquellas que se 
hubiesen omitido, á fiu do que pudiesen discutirse en el juicio; 
pero pretirió formar cargos vagos sobre que Niveyro había abu- 
sado de sus facultades, sin determinar con precisión loque de- 
bía abonar aquel, y se decidió ú demandarlo por una cantidad 
determinada como que habia ocupado el campo sin autoriza- 
ción de Rcsoagli, con lo que queria en cierto modo prescindir 
del juicio de cuentas: y resultando infundado, según se ha de- 
mostrado ese cobro, debe ser aprobada la cuenta presentada, 
puesto que están justificadas sus partidas y no se han formu- 
lado otras en su contra. 

Por estos fundamentos, y de conformidad á la ley 8, título 22, 
partida 3*. definitivamente juzgando, fallo y declaro : que debo 
aprobar, como apruebo la ouenta presentada por I). Benito Sán- 
chez, en representación de 1J. Rafael Niveyro, debiendo Camo- 
gli abonarle la cantidad de ochenta y tres pesos fuertes con 
ochenta y seis centavos, á que asciende el saldo á su favor, y 
rechazar la demonda que Camogli interpuso contra Niveyro por 
cobro de cantidad de pesos por la acuñación del campo de Tori; 
debiendo además pagar las costas del juicio. Hágase saber y 
repónganse. 

i Virios Luna. 

tullo Av Ifi Supreaia Corle 

Buenos Aires, ¡febrero 23 de 1880. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma la sentencia ape- 
lada de foja CÍéntO ochenta, revocándose cu la parte en que con- 
dena á la parte de Don Juan B. Camogli en las costas del 
juicio, las que deberán ser pagadas en el orden que se han cau- 




FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



sado, por no considerarse temeraria la demanda entablada por 
II, Satisfechas las costas y repuestos loa sellos, devuélvase. 



J. B. COftOSTIAGA. — J. DOMIKGLE2. 
— LLAlllSLAO FUIAS. 



t>. Dario David, contra !>. Cayetano y ¡i* Sinforosn t tarraza y 
//. Bonifacio Quiroga ; sobre reivindicación <k un terreno. 



Sumario; i" Kn la reivindicación dé un terreno, es estremo 
indispensable probar la identidad del que se reclama con A que 
-e pretende ser propio. 

2' Xo probándose acuella y probándose por los demandados 
la posesión treintenaria, eu nombre propio, del que se les reivin- 
dica, la acción de reivindicación tiene que ser rechazada. 



Caso. — Se halla referido en el aiguiente 
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Falto del Summ Federal 

San Luis. Febrero 12 de 1H85. 

Y visto* estos autos iniciados por 1K Darío David contra 
I). Antonio Vidal y los sucesores de D. Caín ¡lo arraza, que lo 
snu D. Cayetano y D* Sinforosa Carraza y 1). Pascual U. Qui- 
roga, sobre propiedad de un terreno situado d la margen de- 
recha del rio denominado « Del llosario », segundo departa- 
mento de esta Provincia, resulta: 

i" Que con fecha siete de Julio di >1 año 1801 J). Antonio 
Kscudero vende ¡'t D, Bonifacio Quiroga una acción y derecho 
ijue tenia por herencia de su liuado padre V. Ramón Kscudero 
en un terreno situado en dicho paraje, eou mas una casa, 
huerta y corrales, por el precio de 51 pesos plata, según todo 
ello consta de escritura presentada por el demandante á fojas 
i y 2. 

2 IJ Que por el documento de foja 3 consta también por la 
cláusula testamentaria en él inserta, la donación hecha por 
D* María Concordia Quiroga de una estancia sita en la costa 
del Rosario y á la parte del Poniente, á D. Pedro Celestino 
Quiroga. 

3 o Que de la escritura de fojas 4 á 7, consta igualmente la 
enagenacion hecha por D. Amando Ordouez, en representación 
del espresado D. Pedro Celestino Quiroga, ú favor de D t Darío 
David, del mismo terreno á que se refiere la cláusula testa- 
mentaría ya citada, por el precio que en dicha escritura se 
indica, es presándose en la misma no designarse la ostensión 
del terreno ni sus linderos por no estar este deslindado, lo 
cual queda á cargo del Señor David. 

4" Que por la sumaria información testimonial presentada 
en cópia á fojas 8 y í), y producida por el demandante ante el 
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Señor Juez de i' Instancia en lo Civil de esta Provincia, so 
constata la ubicación del terreno mencionado. 

5° Que con los documentos referidos, él demandante Don 
iMrio David deduce acción reivindicatoría del campo enun- 
ciado, contra los espesados Antonio Vidal y sucesores de Ciar- 
raza, D. Pascual B. Quiroga, I). Cayetano y U* Sinforosa (Jar- 
raza, alegando el demandante aue estos so niegan ú recono- 
cerle sus derechos y hacerle entrega de la linca que demanda. 

6° Que acreditada la competencia del Juzgado para conocer 
del presento juicio y comunicada on traslado la demanda á los 
sucesores de Garraza, estos sostienen sus legítimos derechos de 
propiedad al terreno cuya entrega se les demanda y caponen: 
que este se halla ubicado en el lugar denomidado c Kl Salto» 
y «Jlolles», y no en los Cerros y estancia del -«Kosario*, 
que es la ubicación que inJican los documcutos del actor; 
agregan, que sus propiedades se hallan separadas por una dis- 
tancia de tros ó cuatro leguas al Sud de dichos Cerros ; es- 
tando, por consiguiente, la demanda en contradicción con los 
documentos mismos en que el actor se funda. 

Espresan, ünalmentc, que ¿ la legitimidad do sus derechos 
de propiedad agregan la posesión de 31 años, tiempo sufi- 
iente para adquirir por prescripción el dominio del inmueble 
demandado; é invocan al efecto lo dispuesto en el libro 4°, 
sección 3", título í\ capítulo 3", Código Civil, 

7 U Que por auto de fecha cuatro de Junio del año próximo 
pasado, después de haberse ordenado seguirse por cuerda se- 
parada el juicio promovido contra D. Antonio Vidal, se recibió 
la causa á prueba imponiéndose al actor la obligación de acre- 
ditar su dominio al terreno que demanda á los sucesores de 
Garraza, y á estos, la escepcion de prescripción opuesta á la 
demanda. 

% considerando: 1 u Que respecto de los documentos presen- 
tados por el actor, es de observarse que el primero de ellos ó 
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sea ta escritura de venta otorgada por 1), Antonio Escudero á 
1). Bonifacio Quirogu, no designa la ubicación, límites ni os- 
tensión del derecho vendido, ni loa del terreno ú que diclio 
dcrecho.se relierc. 

-' Que la cláusula testamentaria inserta en el documento 
de foja 3 por la cual consta la donación hecha por D" María 
Concordia Quiroga á D. Pedro Celestino Quiroga, espresa sola- 
mente que la estancia denuda se halla situada a la parte Po- 
niente de la costa del rio de « El liosa rio sin designarse la 
ubicación, límites ni ostensión de la misma; no pudiendo, por 
consiguiente, ni remotamente deducirse de ella el punto lijo 
en que aquella se hallaba situada. 

3" Que iguales deficiencias se notan en la escritura de venta 
de fojas A á 7. otorgada por I). Antonio Urdoñez, en represen- 
tación de 1). Pedro Celestino Qu i ruga, á favor del demandante; 
pues en ella simplemente se hace, á ese respecto, referencia a 
los documentos precitados, 

4° Que por lo que hace á la sumaria información de fojas 8 y 
9» sí bien en ella los testigos designan la ubicación del terreno 
que perteneció á I). Antonio Escudero, espresando que él se halla 
situado en el lu b ar de la clama», á la banda Poniente del 
rio t de lo de IK Camilo (¡arraza ¡toco mas arriba, es de ob- 
servarse, sin embargo, que por esta sola designación, vaga é 
indeterminada, en que tampoco se indican límites ni estension, 
no puede deducirse que él sea el mismo que poseen los suceso- 
res de Carraza; siendo mas bien de presumirse lo contrario, 
desde que se espresa hallarse aquel situado mas arriba de lo 
de IK Camilo dar raza, que es precisamente el que se pretende 
reivindicar. 

5 o Que, por otra parte, la espresada sumaria información 
no podría en ningún caso considerarse como una prueba eficaz 
en el juicio á los linos con que ha sido presentada, por cuanto 
las declaraciones da h misma han sido recibidas sin citación 
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délos demandados; omitiéndose también su ratificación ante 
este Juzgado, circunstancias que les quitan toda importancia 
legal. 

6 o Que seguu se ti*, do los títulos presentados por el deman- 
dante no Tcsulta comprobado el dominio que se alega en el 
terreno demandado, por cuanto de ellos no aparecí 1 constatado 
que este sea el mismo ú que dichos documentos se refieren ; no 
habiéndose, por otra parte, acreditado esto en los auto?, como 
debiú acreditarse, ante la negación de los demandados y lo dis- 
puesto por el citado auto dé prueba. 

7" Que en consecuencia, no podia en ningún caso declararse 
proct'dentc la demanda, ante la ausencia absoluta de una prueba 
eficaz que la funde, y que en el presente caso era de todo punto 
indispensable en vista de la oscuridad de los títulos en virtud 
de los cuales se alega tal dominio, tanto mas, resultando de 
autos comprobada la posesión de los demandados en el inmue- 
ble que se reivindica. 

8 a Que, además, por parte de los demandados se ba justi- 
ficado con las declaraciones eu atestes de los testigos D. Vi- 
cente y D. Plácido QrosOOj corrientes «le foja Si vuelta a* 50; 
i" que los terrenos denominados <■ El Salto * se hallan situa- 
dos, de los Cerros de * YA Rosario > y la margen derecha del 
rio del mismo nombre, como á tres leguas al Sud y liste ; 2" 
que dichos terrenos pertenecieron siempre á los Escuderos, y 
que por fallecimiento de estos se adjudicó á 1> liernarda y D" 
Agustina Escuderu la parte de terreno en que tenia sus pose- 
siones el finado O. Camilo (tarraza; y íl M que los espresados 
Escudero vivieron en quieta y pacífica posesión desde hace 
mas de (10 años, según lo espresa el primero de los citados tes- 
tigos, y mas de treinta y ocho, como lo afirma el segundo; cu- 
yas declaraciones no pueden ofrecer duda alguna de verdad, 
dadas las esplicacioiies y hechos quo contestemente espresan. 

9" Que por la escritura pública de fojas iü y 17, otorgada en 
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21 de Diciembre de ÍH1\K se ha constatado Ja fénin hecha por 
1». Julián Villegas, como heredero de su liñuda madre I>* Ber- 
narda Escudero, á D. Camilo Carraza, de un derecho de cainpit 
situado en el lugar del € Salto», al costado Poniente del rio 
de la t Toma », del mismo partido de « El Rosario 

10" Que igualmente, por la escritura de fojas 59 y 60, se ha 
comprobado la enagenacion hecha en 16 do Julio de 1870 por 
It J Silvestra ttrosco, suecsora cu los derechos do I>" Agustina 
Escudero, al citado I>. Camilo (¡arraza, de una suerte de ter- 
reno en el lugar ya espresadu; siendo su ostensión de cuatro 
cuadras y media. 

H" Que linalineute, se ha comprobado también con la es- 
critura pública de fojas 43 y 44, la venía hecha por D. líay- 
muudo Barmzo. en 10 de Abril de 1871», á tos Sres, I). Cayetano 
Carraza y \K Pascual I!. Quiroga, de un terreno situado en el 
lugar denominado c lm -Mol les partido del Saladillo, con la 
estensiou límites y colindantes designados en dicho docu- 
mento. 

Í 2' Que á los precitados titules de propiedad, producidos 
por los demandados sin observación alguna p»r parte del actor t 
se agrega la posesión de los mismos y su> cansantes en el ter- 
reno materia del presente juicio, por un lapso de tiempo ma- 
yor de treinta años, la cual per sí sola les hasta para adquirir 
por prescripción ti ti derecho perfecto do propiedad y dominio 
en el espresado t rreno (artículo- i\T¡ y 41 0, Código Civil y 
nota al último). 

13° Que por lo que hace al espediente original presentado 
por el actor ad efecto in n'dnidt\ con el iin do acreditar que los 
terrenos demandados se hallan comprendidos en los de sus 
títulos, según la mensura que se dice fué practicada por el 
agrimensor púhlico D. Germán A vé Lallcmaut, es de obser- 
varse que de dicho espediente no ermsta haberse practicado tal 
operación; y sí, por el contrario, aparece qin- -lu h>< junio !m 
té xs. j;í 



IAIXOS UY. LA SITUE» A í:011TE 



sido totalmente anulado por sen leticia ejecutoriada del Supe* 
rior Tribunal du Justicia de esta Provincia. 

Por los fundamentos espuestos y otros que se omiten, resul- 
tantes de autos, fallo de Unitivamente, absolviendo ú los Sres. 
D. Cayetano y D* Sinforosa Carraza y D. Pascual B. Quiroga, 
sucesores del finado 1). Camilo (tarraza, de la demanda coutra 
ellos interpuesta por 1). Darío David, Hágase saber original 
y repónganse los sellos. 

Juan del Cumplí fa. 

tallo de I* Suprema Corte 

Bueno* Aires, rcbrvio 27 Je 18I*V 

Vistos: por sus fundamentos, se coulirnia, con costas, la sen- 
tencia apelada de foja setenta y cuatro, y repuestos los sellos, 
devuélvase. 

J. |M)>IIMÍL'EZ. ■- — ■ (.LADISLAO FRIAS. 
— FEDERICO UlAtlUtREN. 
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IaUSA XXIII 



IK Alfredo, lí. Arturo y fr* Julia María fíemarchi, contra V, 
Ambrosio tilmos, por cobro de ¡tesos ; iofire com/ieleacia. 



Sumario: \ 9 Las causas civiles cutre reciñes déla Capital 
y vecinos de una Provincia, corresponden d la Justicia Federal. 

£' La designación del lugar pura el cumplimiento de Ja obli- 
gación, oq mudilica la vecindad de las partes para los efectos 
del fuero federal. 



Vaso. — Los Srcs. Demarchi, vecinos de la Capital, demanda- 
ron á D. Ambiosiu Olmos, v ce i tío dr Cúrdobj. por cumplimiento 
de un contrato. 

Olmos opuso eseepcion de incompetencia, alegando que el 
fuero federal no correspondía á las causas con vecinos de la 
capital,}' que debiendo el contrato cumplirse cu Hítenos Aires, 
tenia que considerársele también ú él como vecino de la ca- 
pital. 

Fnll» del Jurx Federal 

Hílenos Aires, Seii"ui]ir« Ifi du 1885. 

Y vistos; para resolver sobre la eseepcion dt- incompetencia 
propuesta por el ejecutado en el escrito de foja 30. 
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Con siil era u Jo : Primera: Que ella se funda en que «mías 
partes son argentinas y aunque el demandado Olmos es vecino 
de la Provincia de Córdoba, y los ejecutantes de la Capital, 
debe considerarse que pura éste se lia elegido domicilio en ésta, 
desde que se determinó que los pagos debían nacerse en el 
Banco de Italia; y por último, en que tu ley de Í5 de Diciembre 
de 1881 que enó este Juzgado, no le atribuye el conocimiento 
de causas entre vecinos de la Capital y otros de las Provin- 
cias. 

Segundo : Que la distinta vecindad de las partes que el Juz- 
gado ha tenido en vista para aceptar el conocimiento de esta 
causa, está plenamente justificada no solamente por el mismo 
documento que sirve de título ú la acción instaurada, sinó por 
el reconocimiento osplicito del ejecutado en el escrito que mo- 
tiva el presente auto. 

Tercero : Que el becbo de liaberse designado la riudad de 
Buenos Aires para el cumplimiento de las obligaciones conve- 
nidas, no modifica la vecindad de las partes al efecto de surtir 
el fuero Federal, pues ese acto no tiene mas alcance que la de- 
signación de un domicilio especial, que por cierto es muy dis- 
tinto de la vecindad, pura determinar la competencia de las 
autoridades de ese lugar para conocer en la caii¡>a. lo que no 
implica sustraer el caso del fueru nacional establecido por la 
ley de la misma localidad, en consideración á la naturaleza 
de la causa ó á la calidad de las personas. 

Cuarto: Que el artículo primero de la ley del Congreso de 
18 de Setiembre de 1884, establece que el fuero federal com- 
prende A los vecinos de la Capital de la liepública en los casos 
determinados por el inciso 1", artículo 1", y el inciso 2", artí- 
culo* 1 , de la ley de Ude Setiembre de I8u3 sobre jurisdic- 
ción y competencia de tos Tribunales Nacionales, llenando de 
ese modo el vacio que babia quedado en la de 15 de Diciembre 
de 1881 al res per lo, así es que desde su promulgación perte- 
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nceen iil fuL-ro f* doral, las cuidas rirílos cu qim son parte veci- 
nos de una Provincia con vecinos de la Capital, 

Por estos fundamentos, y ittinis concordantes del escrito de 
fuja .., Tallo no haciendo lugat a lo pedido por el csecptioiianle 
U. Ambrosio Olmos en el escrito de foja 36, con costas. 

Hrgüifi Jf. Tt'ttin. 

Fallo «le i* *itf»reiu» Corle 

ituetio* Ai ros, 1-Ybrero 27 di< lNSH 

Vistos: por sus fundamentos, se con li rma con costas, el auto 
de foja cincuenta y citie^ vuelta, y repuestos Io.s sellos devuél- 
vase. 

J. It. GOHOSTUGA. J. UOMISGLEZ. 
— ULADtSLAO rillAS. ■ — KEDEftiCO 
IIIAIlGCllEN. 
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CAUSA II1V 



El Dr. B. Joaquín M. Cuiten, contra el Presidente del Concejo 
Deliberante de tíñenos Aires, I). Gregorio Torres, por infrac- 
ción de la ley de elecciones ; sattre validez def recurso de 
apelación. 



Sumario: l" El recurso de apelación interpuesto «tempo- 
ráneamente, no tiene valor. 

2° Es estempornneo el recurso introducido el día siguiente 
do vencido el término legal. 

3" El cargo puesto por un escribano, de habérsele presentado 
el escrito de apelación el tlia del vencimiento del término, sin 
espresar los motivos por qué no lo fué á alguno de los Secre- 
tarios del Juzgado Federal, no tiene valor legal. 



t aso. — El 8 de Febrero de el Juez de Sección Dr. 
Tedin se dirigió oiicialmente al Presidente del Concejo Delibe- 
rante D. Gregorio Torres enviándole los registros formados 
por las Mesas Escrutadoras de las Parroquias de Monserrat, 
llalvanera y San Cristóbal en las elecciones del día anterior, 
comunicándole que habían sido depositadas en el Juzgado por 
hallarse cerrado el Concejo Deliberante. 
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Kl Sr. Torres los devolvió, diciendo que esos registros de- 
bieron serlo remitidos directamente el día 7, en que él per- 
maneció en la Municipalidad hasta las 8' t p. m., y quedaron 
otros empleados toda la noche. 

Por estos hechos, de los que decía resultar el rechazo de los 
registros por parte del que la ley designa como su depositario, 
y la relación inexacta de lo ocurrid^, hecha por notas oGciales, 
to que tenia pena de trabajos forzados, el Dr. I). Joaquín M. 
Cullcn, prescindiendo^ esto último, demandó al Sr. Torres por 
violación de la ley de elecciones, para que se le impusiera la 
pena correspondiente. 



ACTA HE ACUSACION V DltESSA ES JLICIO VERDAL 



En esta ciudad de lluenos Aires á 22 del mes de Febrero de 
f 88íj comparecieron al juicio verbal decretado, el Dr. D. Joa- 
quín M. Cullcn y el Sr. IX Uregorio Torres, patrocinado por el 
Dr. AV. Escalante y así reunidos, el primero reprodujo su es- 
crito de demanda, agregando que una consecuencia de ella era 
el que se subsanase la infracción cometida, condenándose al 
demandado ú recibir los registros que había rechazado, ijue 
debía rectificar uu error material cometido en la misma, pues 
relinéndose al Sr. Presidente del Concejo dice que se habia 
retirado a las 8 1 , de la noche, siendo así que según éste se 
retiró á las nueve; que esperaba conocer la forma en que se con- 
testase la demanda para ampliar sus argumentos y presentar las 
pruebas que fuesen del ca-,0. 

El Dr. Escalante manifestó, que deducía la excepción de 
incompetencia del Juzgado para entender en este asunto. 
Los miembros de la Junta ejercen funciones privativas perfec- 
tamente detiuidas por la Ley Electoral. 
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Pop el artículo 3\ forman las mesas inscriptoras un mes 
antes de la inscripción; por el 21 , forman las mesas receptoras 
y lo comunicnn al Congreso; por el artículo 36, las actas y 
registros electorales incluso el escrutinio, se remitirán en el 
acto directamente, un ejemplar al Presidente del Concejo Deli- 
berante (en la Capital) y él otro al Juez Nacional, 

Por el artículo SI \ un mes después de la elección se reúne 
la Junta para practicar el escrutinio conforme al artículo 30. 

De estas prescripciones se deduce que dichos funcionarios 
son ios que tienen jurisdicción exclusiva para determinar los 
registros que deben tomarse en consideración. 

No hay ningún artículo de Ja ley electoral que someta á los 
miembros de la Junta á otra autoridad que la de su mayoría 
y la del Congreso, conforme á los artículos 40 y 41. 

Por consiguiente, los actos de cada miembro de la Junta eii 
el ejercicio desús funciones políticas que no importan delitos 
comunes, no están sujetos á otra resolución que la de la Junta 
misma en su mayoría y la superior, del Congreso. 

Si el Juzgado tuviese alguna jurisdicción en este asunto, 
podría resultar que mandara se recibieran los registros ó pe- 
nara por no haberlos recibido, y que la Junta los rechazara por 
mayoría de votos, ó que aún cuando ésta los aceptara, el Con* 
greso los rechazara confirmando la conducta del Presidente del 
Concejo Deliberante. 

Tal contradicción no puede entrar en la mente de la ley. 

Si este easo tuviese lugar en una Provincia, el Juez Federal 
miembro de la Junta con un solo voto en ella, podría resolver 
como Juez que el Presidente de la Lejislatnra había violado la 
ley, no recibiendo los registros, mientras que en la Junta mis- 
ma podría ser vencida su opinión por niíiyoríadc votos y lo que 
es peor, por la resolución linul del í 'ongreso ó la Cámara cor- 
respondiente. 

Así, pues, desde que el fallo del Juzgado no puede teuer la 
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fiterza de cosa juzgada, es evidente que no tiene jurisdicción. 

Es la Junta misma, cuando se remiden virtud del artículo 37 
de la ley, la que tendrá atribuciones para resolver, si el Pre- 
sidente del Concejo Deliberante lia debido ú no recibirlos re- 
gistrón ó mejor dicho, si estos deben escrutarse. 

La Ley Electoral en su capítulo II, no se ha propuesto pe- 
nar los delitos comunes que pueden cometerse con motivo de 
elecciones, sinó las meras infracciones de la Ley Electoral 
cometidas por los ciudadanos y funcionarios inferiores que 
intervienen en el acto mismo de la elección. 

Se preocupa de penar al Juez de Paz que no entregara la urna 
y registro, a* los escrutadores que no asistiesen, que no diesen 
certilicado del escrutinio, á los que citaren mil irías, hicieren 
intervenir tropas ó que cuino jefes, comandantes ú oficiales 
superiores permanezcan en el recinto electoral mas tiempo del 
necesario, a* los que voten con nombre supuesto ó se presenten 
con armas. (Art. (¡3 al 69). 

Después de esta euumeracion de meras infracciones cometi- 
das por ciudadanos escrutadores ó el Juez de Paz en el acto 
mismo de la elección, viene inmediatamente el artículo GO es- 
tableciendo que las infracciones que mi tengan una pena espe- 
cial, serán penadas con una multa de 20 ú 500 pesos. 

Según esto, es claro que se trata de preveer infracciones 
análogas á las anteriores cometidas por ciudadanos ó funcio- 
narios inferiores, como el Juez de Paz, en el acto mismo de la 
elección. 

Pero las funciones de la Junta y cada uno do sus miembros, 
no son de esta naturaleza. Son altas funciones do escrutinio 
desempeñadas por altos funcionarios de una geTarquía superior 
u por lo menos igual á la del Juzgado Federal. 

Esas funciones no tienen mas Juez que la Junta misma o el 
Congreso en sus Cámaras respectivas. 

El Presidente de una Suprema Corte Provincial, el Presi- 
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dente dB la Lejislatura, el Juez Federal de lo Civil en la Capi- 
tal, no pueden ser traídos á la barra de V. S, paTa ser juzgados 
Á título de las infracciones a" la ley electora!, a" que se refiere el 
artículo 69, por sus actos en el ejercicio délas funciones que 
W atribuyo dicha ley. 

Si V. S. se declara competente para conocer en este asunto, 
cualquier ciudadano podría acusar ante V. S. al Juez, Dr. Te- 
din, por haber entendido en primera y única instancia de 
asuntos en que por la ley electoral, solo tendría jurisdicción de 
2 n instancia, 

No se puede, pues, a título de infracción ¡i la ley electoral., 
traer al juicio de V, S. actos ejercidos por funcionarios supe- 
riores sobre los cuales la ley no ha erigido mas autoridad que la 
del Congreso. 

Sí se tratara de graves delitos comunes estarían entonces 
sometidos á los jueces ordinarios. 

Pero aquí se trata de una alta función política, desempeñada 
según su criterio por un alto funcionario publico y miembro do 
una Junta Superior sometida al último fallo del Congreso. 

No hay, pues, caso de una leve infracción penable, con 20 & 
500 pesos de los referidos por el artículo 69. 

Al Presideute del Concejo Deliberante en el ejercicio de sus 
funciones solo puede juzgarlo el Concejo mismo ú el Congreso, 
según se trate de sus funciones comunales ú políticas. 

Considero, pues, evidente que V. S, no tiene jurisdicción 
para conocer en este asunto y si encaso inesperado así lo resol- 
viera, desde ya apelo para uut? la Kupicma Corte, en virtud del 
artículo (V de la ley do Setiembre 1 4 de 1803. 

Pero aun en la hipótesis de que V. H. fuera competente para 
entender en este asunto, debería absolver á mi cliente, porque 
su acto en cuestión no importa una infracción punible conforme 
al nrtículo tiO. 

VA hecho, base de este juicio, se reduce ¡i no haber recibido 
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el 8 de Febrero algunos registros que le remitió el Juez Fede- 
ral. Esto fué en virtud de las razones aducidas en la nota de 8 
de Febrero dirij ida al Juez ür. Tedin que se agrega por el 
espolíente. 

be Té entóneos claramente que en este caso no hay la culpa 
ó malicia que se necesita para que haya infracción 6 acto pu- 
nible. 

Se trata simplemente de la interpretación del artículo 36 en 
sus palabras * se remitirá en el acto directamente». En mi 
concepto esa interpretación no solo no importa un acto punible, 
ni siquiera un error, sinú la interpretación correcta de dicho 
articulo. 

La ley ha querido al decir en el ado directamente, que sean 
miembros de la mesa receptora ips que inmediatamente de 
concluido el escrutinio en el atrio donde funciona la mesa, con- 
duzcan las actas y registros y los entreguen al Juez Nacional 
y al Presidente del Concejo respectivamente. 

No es entregar en el acto, entregar al dia siguiente de una 
elección cerrada ¡í los cuatro de la tarde, bastando dos boros 
para el escrutinio mas laborioso. 

m es entregar directamente lierar los registros al Juez de 
Sección para que éste Ijs remita al Concejo Deliberante. 

Lejos de haber dolo, dicho funcionario, teniendo en cuenta 
esas circunstancias y la de haber recibido el dia 7 los registros 
de 13 parroquias, con escepcion de los de llalvanera, donde era 
notorio que no había habido elección, lijos de cometer una 
falta punible, interpretó correctamente el articulo 30. 

Por otra parte, no puede haber habido intención doloea, 
puesto que en nada se perjudican los interesados en que fueran 
recibidos los registros, Efectivamente, ellos han podido en- 
tregarlos directamente á la Junta cuando ósta se reuniera ó 
hacer lo que han hecho entregándolos al Juez Federal, el cual 
podrá presentarlos ala Junta; si no hay, pues, perjuicio al- 
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guno para los adversarios políticos del Sr. Torres quo pudiera 
hacer suponer la intención de perjudicarlos por parte de éste, 
es claro que no hay acto punible. 

Si V. S, fallara conforme ú la demanda y lo que es peor, A 
la ampliación que se acaba de hacer, pidiendo mande recibir 
los registros, se arrogaría las funciones que corresponden ex- 
clusivamente á la Junta y al Congreso. 

El Dr. Cutlen expuso que la excepción de incompetencia de- 
ducida por parte del acusado se fundaba cu la confusión que 
se hacía, entre la jurisdicción de la Junta Electoral y la del 
Juzgado. 

Aquella tiene una jurisdicción de carácter puramente elec- 
toral ó político y está concretada ¡í los casos especiales en que 
puede proceder de acuerdo con la ley de elecciones ú sea la in- 
saculación de las mesas cal i tirad oras, de las receptoras de votos 
y la formación del escrutinio. No tiene ninguna atribución 
coercitiva ó penal; siendo el Juzgado de V. el único encar- 
gado por la ley de elecciones de juzgar y penar los hechos que 
la violan. 

No invade, pues, el Juzgado jurisdicción de la Junta a] pe- 
nar hechos que aquella en ningún caso podría castigar. 

La circunstancia de que loa fallos de V, S. puedan produ- 
cir efectos políticos, no autorizaría al Juzgado ú inhibirse de 
entender en una causa que le corresponde por la naturaleza del 
hecho acusado. 

Muy al contrario, la ley lo autoriza y lo lia ejecutado el Sr. 
Juez de Sección Dr. Tedin al mandar borrar del Registro los 
inscriptos falsos ú incluir en el mismo á los ciudadanos inde- 
bidamente excluidos. 

Difícilmente podrú señalarse un hecho de mayor significa- 
ción política que la inclusión 6 exclusión délos ciudadanos del 
Registro Electoral. 

Si esto ha sucedido, ¿qué impide que el presento juicio dé 
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por result ido que el :iulor ,lt ' l * i»í"raccion que he acusado, se» 
compelido á cumplir la ley recibiendo los pliegos que ha re- 
chazado ? 

No es exacto que la ley de elecciones autorice únicamente el 
juzgamiento do las infraccione* cometidas por los funciona- 
rios subalternos; pues el ejercicio «leí derecho electoral puede 
peligrar por la* trnsgrcsioiies de estos, lo mismo que por las 
fallas ó los delitos de los funcionarios altamente colocados en 
la Administración. L i ley quiere que todo delito contra el de- 
recho electoral sea penado, cualesquiera que sean su natura- 
leza y su autor; por esto el artículo 09 «Atiéndese á todas las 
infracciones que puedan cometerse, dice que serán castigados 
con multa de íO á 500 pesos las que no tengan una pena espe- 
cial ni estén previstas por las leyes generales. Puede, pues, le- 
yüiiuauieitlc acusarse ante V. S. no solo las pequeñas infrac- 
ciones de los empleados subalternos, sinó también los graves 
delitos de los grandes funcionarios, que por las leyes de 
son penados con trabajos forzados. 

Bi se admitieran las conclusiones de la parte demandada, 
resultaría que el Sr. Presidente del Concejo Deliberante podría 
cometer impunemente los mas graves delitos sobre los actos 
electorales, porque no habría -Juez que lo penase, ya que ni 
la Junta Electoral niel Congreso tienen jurisdicción de ca- 
rácter criminal. 

Pasando á ocuparse de la contestación dada á la demanda, 
ya que el acusado agregaba copia do la nota que había pasado 
r1 Sr. Juez Federal, el Dr. Culleu expuso que, consecuente con 
las afirmaciones de su demanda, no aceptaba como cierta ta 
narración de los hechos de la noche del 7 al 8 de Febrero, he- 
cha eu la nota presentada por el demandado, Lo que por otra 
parte no reputaba pertinente al objeto de la demanda, y con- 
tinuó: 

Las funciones del Sr. Presidente del Concejo antes de la 
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reunión de la Junta electoral son las do tm mero depositario, 
obligado a recibir los documentos electorales que revistan 
formas legales. JJaju este punto de vista sus deberes son bien 
claros ante la ley y también unte los preced untes de las elec- 
ciones anteriores. El artículo 36 de la Ley de Elecciones no 
dice que los pliegos se entregarán, sinó que se remitirán en el 
acto y no es admisible suponer que una elección pueda anularse 
por la falta ó la mala fé del mas subalterno de los que inter- 
vienen en ella, el conductor de los pliegos, que demore algunas 
boras su entrega. 

No existe respecto al Presidente del Concejo limitación res- 
pecto al tiempo en que debe recibir los pliegos. Muy ul con- 
trario, como voy ú probarlo, la ley admite el caso de que le eean 
entregados mucho tiempo después. 

Por el artículo 37 la .Tunta se reúne para hacer el escruti- 
nio un mes después de practicada l;i elección; pero el artículo 
38 le prohibe abrir los pliegos mientras no tenga los corres- 
pondientes á dos terceras partes de ¡as secciones electorales 
sobre las que interviene, en esc caso debe esperar la llegada 
de los pliegos y abrirlos todos juntos para liacer el escru- 
tinio. 

Ksta espera de mas de treinta dias no se refiere ciertamente 
á que el Presidente de la Legislatura ú el del Concejo en el 
caso actual, sea el causante de la demora, pues ésta no es 
posible por tanto tiempo por funcionarios que residen en el 
mismo pnnto: se refiere claramente ú las diluciones ocurridas 
desde la remesa du los pliegos en el acto del escrutinio hasta 
su entrega al Presidente de la Lejislatura ú del Concejo cons- 
tituido en depositario de ellos. 

Torios artículos ihí, 211 y 231 de la ley de 18ti3, la distan- 
cia paru llevar las comunicaciones se estima a razón de 7 leguas 
por cada día, que en solo los primeros 30 dias importan 210 
leguas. No existe en la República punto alguno que se eu- 
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cuentrc tan alejado da la Capital» donde se hace el escrutinio, 
y sin embargo la ley «1c elecciones lejos de rechazar los pliegos 
que se demoren cinco y tal Tea quince veces el tiempo nece- 
sario para llegar según el computo expresado, ordena a la 
Junta que los espere mas tiempo aún y no proceda al escru- 
tinio sino después de tener dos terceras partes de ellos. 

En cuanto á Ioü precedentes de elecciones anteriores, es no- 
torio que cuai do esta Capital formaba un solo distrito electo- 
ral con la provincia de Huimos Aires, se recibían los pliegos 
de las parroquias de la Capital no solo en el mismo dia de la 
elección sinú en los siguientes, sin que jumas se hayan recha- 
zado como en el presente caso; pues el funcionario que los 
recibe salva su responsabilidad y cumple su deber consignando 
la fecha de la entrega para que sea apreciada por k Junta al 
formar juicio, y por el Congreso en su Cámara respectiva al 
resolver. 

El rechazo de los registros es punible, porque él impide n,uc 
estos vayan ala Junta Electoral por la vía y en la forma que la 
ley exige para garantir la regularidad de la elección. 

Esta falta resalta mas aún con el ejemplo de lo que ocurro 
en otros cuerpos colegiados, 

Supóngase que en la Corte Nacional un litigante no haya 
podido entregar una prueba decisiva 6 un alegato de interés 
dentro de un plazo fatal por haber encontrado cerrada la ofi- 
cina: que, comeen el caso presente, lo hubiese hecho poner 
cargo por un escribano autorizado y lo entregase al dia si- 
guiente al Presidente de la Corte, que es el encargado del 
despacho de trámite y de recibir las comunicaciones que se 
dirigen á aquel alto Tribunal. 

¿Podría aquel funcionario rechazarla prueba ó el alegato 
que se le entrega, no pava que él lo juzgue, sino* para que lo 
torneen consideración la Corte? Seguramente no, porque tal 
proceder importaría resolver aobre el fondo del asunto, atíro 
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gándose uno de los miembros de un cuerpo colegiado las atri- 
buciones que corresponden a todo él. 

Si esto sucede cu ta Corle, que tiene facultad para resolver 
doblemente debe suceder en la Junta electoral, que carece de 
tal fticultad sobre los registros de las elecciones, pues por el 
articulo 40 en ningún caso puedo desecliar las actas electo- 
rales; y si la Junta en en totalidad no puede hacerlo, mucho 
menos ha podido realizarlo uno solo de sus ,ícmbros t el 
Sr. Presidente del Concejil, 

Se ha dicho en la defensa, con referencia á los pliegos de 
Balvanera, que el acusado no podía tomar sobre sí la respon- 
sabilidad de recibirlos, porque es de pública notoriedad que cu 
esa parroquia no hubo elección y ojie los pliegos han sido por 
consiguiente fraguados. 

Debo rectificar esta inexactitud, pues precisamente, por no- 
toriedad pública y aun por documentos oficíales, consta que esa 
elección se milico en el atrio. Invoco como prueba el informe 
pasado por el señor Jefe de Policía al señor Ministro del In- 
terior : en él consta el hecho de la elección y hasta el número 
exacto de los rutantes que resultó del escrutinio formado eu 
el mismo atrio. 

Ni siquiera había caso para fraguar pliegos, porque según 
se ha reconocido, en esa parroquia votaron solólos miembros 
de un partido y estando el número de rotantes efectivos ano- 
tados ya por la autoridad pública, no era posible aumentar- 
los. 

Xo teniendo, en suma, escusa admisible la parte acusada, 
solicito se le aplique el máximum de la pena. 

El Dr. Escalante replicó que se felicitaba de la distinción 
hecha por el demandante sobre jurisdicción política y sobre 
jurisdicción criminal, pues que ello demostraba la contradL 
clon de la acusación : al pedir la pena se pide el ejercicio de la 
jurisdicción penal, pero al pedir que so reciban los registros se 



IJK JUSTICIA NACIONAL 



A" 



pide el ejercicio de la jurisdicción política. El Juez de Sección 
en este caso, según el pedido del acusador, tiene las dos juris- 
dicciones. Ahora bien ¿quién le ha dudo la jurisdicción política 
para mandar recibir registros ? 

No hay que confundir la jurisdicción penal conferida por la 
ley electoral con la de las leyes comunes. En el presente caso, 
aunque se trate de la misma persona del -Juez de Sección en 
lo criminal, no ejerce la jurisdicción ordinaria sobre delitos 
nacionales, sino la especial sobre infracciones electorales. La 
acusación se funda en el artículo (líí de l;i ley electoral, no en la 
ley sobre delitos de jurisdicción federal. No es cierto, piiUi 1 , 
que haya delito que quede sin Juez. Los del i los comunes de los 
miembros de la Junta, caen bajo la jurisdicción ordinaria ter- 
ritorial ó federal. Jas infracciones que eo metieren como ciuda- 
danos, rotando con nombre supuesto, por ejemplo, son pena- 
bles conforme ú ley electoral. Tero sus actos en el desempeño 
de las altas funciones de miembros de la Junta, si no importan 
delitos comunes, en ningún caso pueden implicar delitos de 
otro úrden y solo pueden ser juzgados como actos políticos por 
la Junta ó el Congreso en sus (amaras respectivas. SÍ hubiese 
delito político, está la Cámara de Diputados para acusar y el 
Senado para juzgar. Tampoco seria estraíio, pues es de orden 
constitucional, que los funcionarios superiores no tengan Juez 
superior de sus actos en el desempeño de sus funciones, 

De otro modo no terminarían nunca las cuestiones. Tero en 
este caso, sobre cada miembro de la Junta está ella y sobro 
ésta el Congreso para los delitos políticos. 

Para los detitos comunes están los jueces ordinarios y las 
leyes generales conforme al mismo articulo (i!) de la ley elec- 
toral» citada por el acusador. No se puede imaginar un delito 
de miembros de la Junta que no tenga un Juez que lo ju/gue. 
Xo hay delito grave que sea meramente electoral y el hecho de 
que la ley de elecciones no lo previ-a especialmente, no quiere 
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decir que quede sin Juez, licito que tiene los jueces ordina- 
rios ú el Congreso en su caso. 

Ahora, equiparar este caso con el de los juicios de luchas, 
es absurdo. Los juicios de tachas no importan prejuzgar sobre 
escrutinio, ni corregir rumiones que correspondan á una 
Junta de funcionarios superiores ú al Congreso. Los juicios de 
tachas como los por infracciones ante V. S. no afectan sí mí á 
individuos ó funcionarios superiores en su carácter individual, 
pero no á registros en general, ni menos ti un escrutinio ó á 
cualquiera otra función de la Junta escrutadora superior ú del 
Congreso. 

Esa Junta y sus funcionarios, sea cuando insaculan las mu- 
sas insetiptoras ú receptoras, sea cuando reciben los registros 
y hacen el escrutinio, no tienen más Juez que el Congreso. Si 
hacen mal la insaculación no pueden por esa ser acusados ante 
uno de sus miembros, es decir, ante Ú Juez. Federal, que solo 
tiene un vuto en esa Junta. Los Jueces Nueionales solo pue- 
den afectar con su fallo ú individuos en el ejercicio ó en el 
abuso de sus funciones cívicas; pueden tener el efecto de au- 
mentar 6 disminuir nombres en los registros de inscripción 
como superiores de las Juntas insci iptoras, pero no por eso 
pueden constituirse en superiores déla Junta de que forman 
parte ó de uno de sus miembros que tienen igual gerarquía. 

Kepito qne no se trata aquí de detitos comunes previstos por 
las leyes de 1863, que la acusación ha excluido expresamente. 

En cuanto al fondo del asunto, he demostrado que supuesta 
la jurisdicción de Y. K. no habría en este caso un acto cul- 
pable malicioso que fuera punible, sinó la interpretación de 
la ley hecha por el funcionario competente. Una prueba do 
que no ha de haber falta evidente, son los esfuerzos de ingenio 
del acusador que á pesar de su habilidad no ha logrado de- 
mostrar que hay delito. 

Nn e* cierto que el presidente del t 'oncejo sea un ciego y 
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mero depositario do Registros, ni siquiera la ley (art. 30) le 
manfla recibir; lo que; manda es que se le entreguen los re- 
gistros en el acto y directamente. El tiene, pues, la facultad 
de juzgar: I o -si lo que se le entregan son registros y no pa- 
peles farsáicos ; 2" si la entrega se le pretende hacer en el acto 
y directamente como la ley manda. 

La ley no le manda recibir todo lo que 1c traigan y en cual- 
quier tiempo con el nombre de registros. 

La Junta no puede rechazar actas, pero es preciso que estas 
revistan las formas determinada> por la ley, Entre esas formas 
está Ja entrega en vi acto y directamente á que se refiere el 
artículo 3t>. 

El artículo 37 no es aplicable al caso. Establece el termino 
de im mes t no para esperar registros, sino* para que todos los 
grandes actos electorales tengan amplia publicidad y puedan 
ser ampliamente discutidas. Él término de un mes es el tér- 
mino tipo de la ley, conforme al principio de lejisladou que no 
admite diversidad innecesaria en la aclaración de los términos. 

Un mes antes se convoca á inscripción (art 2'), un mes an- 
tes so insaculan las mesas inscriptoras (artículo 3 o ). 

Estas funcionan d -s meses jara inscribir y un mes para oír 
reclamos (art. 12 . 

L'n mes antes de cada elección se forman las mesas elec- 
toras (art. 21). Así. de acuerdo con este plazo típico se lija el 
mismo para el escrutinio (htL 37). 

Esto es para la publicidad, no para recibir Jos registros. Lo 
ha probado el mismo acusador al demostrar por el cómputo de 
los términos que no hay distancia que ú raz-jn de un día por 
cada siete leguas requiera un mes de término. 

El único artículo pertinente es el 3ü ; es el que se ocupa es- 
pecialmente de cuándo deben entregarse, los registros. Eu el 
acto y directamente dice la ley. Para interpretarla no son ne- 
farios precedentes ambiguos que no ni" consi iu y sobre Indo 
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cuando es la primera vez que los ciudadanos se ocupan de 
ejercer las acciones electorales. 

Lo que cvidentcnienlc quiere la ley, es que no haya inter- 
rupción entre el escrutinio y clausura de loa registros y su 
remisión al Juea Federal y al Presidente del Consejo Delibe- 
rante. Eso quiere decir en el acto; es decir, que todo sea con- 
tinuo, apertura y clausura de la elección, escrutinio y en- 
trega ■ . 

¿ Por qué no se entregaron en el acto los registros de Bal- 
vanera? Si no hubo oposición, él escrutinio pudo verificarse en 
un cuarto de hora. 

¿Dónde estuvieron los registros desdé las cuatro de la tardo 
del dia 7 hasta el (lia siguiente? 

¿Qué tenían quehacer con ellos durante ese tiempo? Un 
solo partido aparece sufragando. Por eso he dicho y repito que 
no hubo elección. La opiuion general y notoria el dia 7 era 
que no Labia habido elección. 

De esta opinión participó el Presidente del Concejo y no 
quiso incurrir en U responsabilidad de recibir pliegos contra 
lo dispuesto por la ley. 

Insisto, pues, en que no hay acto punible, si nú ta interpre- 
tación correcta fiel artículo 30 de la ley. En la Capital debe 
entregarse en el acfo 6 sea en seguida del escrutinio. En la 
campaña también debe remitirse en el acto, es decir dirijirse 
do las mrsas al Correo y allí dirijir los registros al Juez Fe- 
deral y al Presidente de la Lejislatura. 

Eso significa en el acto. La ley no quiere que las mesas 
guarden los registros ni un momento después de concluidos. 
La ley sabe lo que suele hacerse cuando hay demora. En 
cuanto al ejemplo de los cargos en la presentación de escritos, 
no hay paridad. Presentado fuera de término, todo escrito es 
inadmisible. 

Ino hay tampneü perjuicio en la no receur-ion de los re- 
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gistros. La Junta resolverá si fueron ó no mal rechaza Jos, 
desde que consta la forma en que lo fueron. 

Con lo que se diú por terminado el acto y en el cual leído 
que les fué, se ratificaron en su contenido y lo firmaron con el 
señor Juez, quien llamó autos para resolver, y de todo lo cual 
doy fé. 

Andrés t i/arriza. — Escalante. — 
Gregorio Torres. — J. Jf. Cittlen. 

Ante mi : 

Raimundo Muniia. 

fallo 4el Ju«i Federal 

Buenos Aires, Febrero 27 de I88fi. 

T vistos estos autos, iniciados por el l>r. D. Joaquín 
M. Cullen contra el Presidente del Concejo Deliberante 
D, Gregorio Torres, acusándolo de infracción de la Ley de 
Elecciones Nacionales de 1877, cometida al negarse esta 
último a recibir los pliegos que )e fueron remitidos poi el Juz- 
gado de Sección á cargo del Dr. Tedin, con manifestación ex- 
presa de haberse depositado eu ese Juzgado por haberse en- 
contrado cerradas las oficinas de la Municipalidad y de con- 
tener las actas electorales y de escrutinio de la elección 
practicada en las parroquias de Habanera, Monscrrat y San 
Cristóbal el dia 7 de Febrero último ; oídas las partes en juicio 
verbal y considerando: 

Primero; Con respecto á la declinatoria de jurisdicción que 
se deduce por el acusado — que siendo dirijida la demanda a 
obtener la aplicación de la pena por la infracción que se de- 
nuncia y como consecuencia de ésta, i la reparación del hecho 
que constituye la Infracción, ul conocimiento de e-te asunto, 
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corresponde á este Juzgado; no solo por atribuírselo expresa- 
mente el artículo 71 de la Ley de Elecciones Nacionales, sinó 
también porque tratándose de la aplicación de una ley dictada 
por el Congreso de la Nación en un caso contencioso, son de ri- 
gurosa aplicación los artículos 100 de la Constitución y 2 in- 
ciso 1 o do la ley sobre jurisdicción y competencia, etc.; 

Segundo: Que la consideración traida á juicio por 1u de- 
fensa, de que la demanda se dirijo contra el Presidente del 
Concejo Deliberante de la Capital en el ejercicio de una función 
política, en nada modifica la cuestión qne natural y lógica- 
mente Huye tle las disposiciones citadas, siendo un principio 
incontrovertible de nuestro sistema político que ningún fun- 
cionario es irresponsable, ni por razón del puesto que ocupa, 
ni por el urden de función que fuere llamado á ejercer ¡ 

Terceto : Que siendo el Presidente del Concejo Deliberante 
responsable como todos los demás funcionarios, solo quedaría 
á examinarse si por las leyes corresponde este cas» á otro Juez 
que á aquel ante quien ha sido llamado por la acusación del 
Dr. Cullcn. El artículo t)i de la Constitución dispone: e El 
Poder Judicial de la Nación será ejercido por una Corto Su- 
prema y por los demás tribunales inferiores que el Congreso 
estableciere en el territorio de la Nación * — y por el ar- 
tículo 100 se atribuye á este poder todos loa casos que Tersen 
sobre puntos regidos por la Constiucion y por las leyes del 
Congreso. Basta, por consiguiente, que el caso, sea judicial y 
sobre puntos regidos por las leyes nacionales, para que caiga 
dentro de la esfera de acción del Poder Judicial sin más ex- 
cepciones qua las que la misma Constitución ha puesto, desig- 
nando expresamente el Juez de excepción que debe conocer en 
estos casos. La defensa lia debido, pues, demostrar para declinar 
la jurisdicción de la justicia nacional ordinaria, ú que el caso no 
es judicial [6 que siéndolo, no corresponde al órden nacional ú 
tiene por la Constitución designado otro Juez de excepción; 
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Cuarto i Que en el cuso que nos ocupa, no encontramos en 
las disposiciones de la ley, otro que el de Sección para 
juzgar de las infracciones de la ley Electoral, pues el Presi- 
dente del Concejo Deliberante no está garantido por las in- 
munidades que el articulo 60 de la Con<titucion acuerda ú los 
miembros del Congreso, ni esta comprendido entre los funcio- 
narios sujetos al juicio político por los artículos 45 y 51 de la 
ley, ni existe la contradicción que lia tratado de establecer la 
defensa entre la decisión del Juez con respecto al punto sub 
jttdice y la del Congreso, respecto i la validez de las elec- 
ciones, pues esta última no puede tener mas alcance que la que 
expresamente le acuerda el artículo 56 de la Constitución : 
c Cada Cámara es Juez de las elecciones, derechos y títulos 
do sus miembros en cuanto á su validez «> : 

Quinto : Que con respecto a la infracción misma* siendo 
claro y terminante el artículo 3tí de la ley Electoral que cons- 
tituye al Presidente del Concejo Deliberante de la Capital, un 
mero depositario de los pliegos que deben remitirles las 
mesas electorales, desde que el artículo :18 señala con precisión 
el objeto y dilección que debe darse á estos pliego*, no es- 
tando encargado al juicio ni decisión de este funcionario el 
hecho de aceptarlos ó rechazarlos; 

Sexto: Que es tanto mas importante e-ta obligación, cuanto 
que la falla de cumplimiento constituiría á este funcionario 
en arbitro único de la elección, precisamente cuando la ley ha 
querido que ni la junta encargada del escrutinio pueda en 
ningún caso desechar las actas electorales, y si bien por ellas 
debe entenderse las que revistan las formas determinadas por 
esta ley, se ve claramente que no ha querido dejarse á otro 
juicio que al del Congreso las cuestiones de fondo, es decir, 
los hechos extraños á la misma redacción del acti, y que no 
afectan sus formas externas ; 

Séptimo ; Cualquiera que sea la interpretación que quiera 
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darse ú la disposición del artículo 3f» ya citado, en la parte que 
dispone que las act is sean remitidas un el acto y directamente 
iA Presidente de la Lejislatura Provincial, lo evidente es que 
esta cuestión no afecta la forma sinó el fondo de ta elección, 
pues por formas de un acto se entiende solamente el conjunto 
de las prescripciones do la ley, respecto de las solemnidades 
que deben observarse al tiempo de la formación del acto 
mismo, según lo defino el Código Civil y no los hechos poste- 
riores que pueden afectar su validez; 

Octavo : Que si la junta misma encargada del escrutinio no 
lia podido, válidamente, desechar la? actas que le hubiesen 
sido presentadas en la forma que se h;i hecho con el Presidente 
del Concejo Deliberante, menos puedo .suponerse que pueda 
hacerlo este funcionario por si solo, cuando la Ley no le ha en- 
comendado otro rol que el de recibir los pliegos, cuyo destino está 
lijado por la misma : < ser presentados ií la junta escrutadora »; 

Noveno: Que la falta de cumplimiento de esta obligación, 
clara y terminante de la Ley, constituye una infracción de- 
finida y penada por el articulo fi9 de la ley electoral : infrac- 
ción que no puede excusarse con el hecho alegado por la de- 
fensa de ser el resultado de una interpretación dada por el 
Presidente del Concejo Delibrante al artículo !16 de la ley 
electoral, pues la interpretación errónea de una ley no excusa 
de la falta cometida cuando los actos á que ha dado lugar ella 
infiere agravio á tos derechos de tercero; 

Décimo: En este caso, el resultado inmediato de la negativa 
del Presidente del Concejo Deliberante á recibir pliegos remi- 
tidos por las mesas escrutadoras de la Parroquia de Mooserrat, 
San Cristóbal y Halvanera, sería no solo poner obstrucciones 
á la libre emisión del sufragio, sino falvcz invertir el resul- 
tado de la elección haciendo que los verdaderos elegidos del 
pueblo no reciban sus diplomas que los habilita para defen- 
derlos aute la Cámara respectiva del Congrego, pasando 
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aquellos ¡í utros que no habían obtenido sufragio popular ; 

Undécimo : Que el hecho do que el juicio en último resorte 
del Congreso restablecería las cosas á su verdadero terreno, 
no puede servir tampoco para excusar la falta, pues bajo este 
pretexto quedarían cubiertas todas tas irregularidades de la 
elección y en todo caso los verdaderos elegidos habrían sido 
privados de su diploma, que produce efectos reales en favor 
de los elegidos, como es gozar fueros y otros expresados. 

Por estos fundamentos, fallo, declarando que el Presidente 
del Concejo Deliberante, D. Gregorio Torres, al resistirse á 
recibirlos pliegos remitidos por el Juzgado Federal, manifes- 
tándolo ser las actas electorales de las parroquias de lia Iva- 
ñera, Honserrat y Su ti Cristóbal ha infringido ta ley electoral 
en su artículo 3G incurriendo en la pena designada por el 
artículo 69 de la misma, habiendo en consecuencia, probado 
su acción el acusador Dr. D. Joaquín M. Cuiten y de 
acuerdo á lo dispuesto eu el citado artículo 09 y 91 de la Ley, 
designando los crímenes cuyo juzgamiento compete á los Tri- 
bunales Nacionales, etc., de 1863» se le condena al pago de una 
multa de quinientos pesos fuertes ó su equivalente en moneda 
nacional, cuyo importe será aplicado á las escuelas de la ca- 
pital, do acuerdo al artículo 71 de la Ley Electoral y á que en 
cumplimiento del artículo 30, reciba en cumplimiento de los 
objetos de la Ley, los pliegos resistidos, para cuyo efecto se 
remitirá el correspondiente oficio al Juzgado Federal á cargo 
del Dr. Tedin pidiéndole la remisión de dichos oficios y en 
atención a* la apelación en subsidio deducida en el juicio ver- 
bal por la parte acusada y á ta naturaleza sumaria de este 
asunto, concédese el recurso de apelación en relación y en 
ambos efectos, debiendo elevarse los autos en la forma de estilo. 

Repónganse lus sellos y notifíquese con el original. 

Andrés I ¡jarrita. 
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EleTados los autos á la Suprema Corto, el Sr. Torres n*cusó 
al St. Presidente de ella Dr. I). José B, Gorostiaga, por ser 
uno de los candidatos a la Presidencia, y al Ministro Sr. Doc- 
tor D. Uladislao Trias. 

Por auto de A de Marzo se hizo saber que el Sr. Presidente 
se babia cscusado en causas de igual naturaleza, y por auto de 
7 del mismo fué rechazada la recusación del Ministro Doctor 
Frías. 

Integrada la Suprema Corte cun el conjuez Dr. D. Salvador 
M. del Carril, el Juez Federal Dr. l'garriza le remitió el si- 
guiente escrito, recibido por su Secretaria el 6 de Marzo á la 
una p, m. con cargo firmado por el Escribano Lacasa, de ha- 
bérsele presentado á ¿1 la noche anterior. 

Buenos Aires. Marzo 5 de l8f*V 

Señor Juez de Sección; 

Gregorio Torres, en los autos contra mí seguidos por el Doc- 
tor D. Joaquín M, Cullen, sobre infracción de la ley Electo- 
ral, a V. S. como mejor proceda, digo : 

I o Que en el comparendo verbal que turo lugar, mi Letrado' 
no yo, manifestó que en el caso inesperado de que V. S. se de- 
clarara competente para conocer en este asunto, desdi» ya ape- 
laba para ante ta Suprema Corte, en virtud del artículo 6" de 
la ley de Setiembre U de 1863. 

2° Tal manifestación no pudo considerarse sinó como una 
frase oratoria ; pero en ningún caso como la interposición vá- 
lida de un recurso. 

En efecto, no es el abogado sino la parte, la tínica que puede 
apelar validamente. 

En segundo lugar no so puede dedurir el recurso de apelación 
respecto de una sentencia definitiva nu pronunciada. 
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No h;iy apela-iou ni siquiera subsidiaria de sentencia fu- 
tura. 

La única apelación en subsidio que se conocí 1 , es la que so 
dirige contra un auto interlocutorio ya pronunciado, cuando so 
pide su revocatoria por contrario imperio. 

También la apelación debe ser interpuesta por escrito (artí- 
culo 210, Le; de Procedimientos). 

3* Así, pues, la apelación sobre jurisdicción no ba sido in- 
terpuesta ni concedida en forma. 

Por lo tanto, con el fia de evitar nulidades, rengo en 
tiempo á deducir dicha apelación por escrito y conformo ala 
ley. 

4" Además, supuesto que hubiera sido bien deducida y cono- 
cida por V. ¡3. la apelación, no pudo serlo sinó respecto á la 
jurisdicción, único punto á que se refirió mi Letrado. 

Resulta entonces que basta la fecha, no hay apelación dedu- 
cida, ni concecida, en cuanto á lo principal y al fondo de la 
sentencia, por lo cual estando dentro del término legal t vengo 
á deducir dicho recurso contra toda la sentencia en su forma y 
fondo. 

A nadie puedo imponerse un término mas breve que el que 
la ley le señala para usar de un den cho. 

Asi, teniendo cinco dias para apelar, he resuelto recien inter- 
poner ese recurso; pues, he vacilado mucho antes de seguir so- 
metiendo la cu-.-stiuD a una jurisdicción, en mi concepto incom- 
petente. 

Por tanto : A V. S. pido, que habiendo por interpuesto el re- 
curso de apelación, se sirva para concederlo pedir por olicio los 
autos á la Suprema Corte, ¡i donde fueron indebidamente remi- 
tidos y elevarlos en seguida en la forma correspondiente. 

Es justicia, etc. 

Oregorio Torres, 
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Buenos Aires. Mario S de 1886. 

Vistos en el acuerdo : no siendo providencias puramente in- 
terlocutorias las que dan motivo á los recursos que se inter- 
ponen en los dos escritos presentados por esta parte: no lia 
lugar á diebos recursos, con arreglo á lo dispuesto en el ar- 
ticulo diez de la ley de diez y seis de Octubre de mil ochocien- 
tos seseota y dos, y el treinta y dos de la Ley de Procedimien- 
tos. Y siendo ofensivas á la dignidad de esta Corte las palabras 
subrayadas en los mencionados escritos, téstense tetas por 
Secretaría, haciéndose saber al abogado que las autoriza, que 
no basta protestar los respetos que se deben al Tribunal, sinó 
que deben guardársele efectivamente. Remítanse estas actua- 
ciones al juez de la causa para que las agregue á sus antece- 
dentes, pudiendo notificarse con el original. 

1. DOMINGUEZ. — U LADISLAO FRIAS. — 
FEDERICO IDARGCREN. — SALVADOR 
M Allí A DEL CARRIL. 
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FJ Dr. Ih Marlin Herrera, contra ti. Pedro Arias, D, Joné 
Manuel Ájalos ij li, Xicanor iiimenez, por infracción de la 
ley de elecciones. 



Sumario. —ha interrupción del acto de inscripción en el 
Registro Cívico, importa una infracción prevista y penada por 
la ley de 10 de Octubre de 1877. 



Caso. — El caso se comprende leyendo el 
rmitt m jmi reitrti 

Saiítiaüo, Noviembre A de 1885. 

Autos y vistos : La denuncia hecha por el ciudadano doctor 
U. Martin A, Herrera, contra la Junta Calificadora de esta Ca- 
pital por interrupción drl acto de la inscripción ; resulta que 
pedido informe á !a Junta sobre el becuo denunciado, espuso 
que aquel era cierto: que líbia interrumpido la inscripción 
con el objeto de que almorzaran sus miembros y que como no 
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podían hacer simultáneamente una y otra cosa, f.-sto es : nulificar 
A inscribir ciudadanos y almorzar, tenían qtie suspender la ins- 
cripción por el tiempo que les era necesario emplear en el acto 
del almuerzo; y considerando: Que el artículo 4* de la ley de 
Elecciones Nacionales de 10 de Octubre de 1877, dispone que 

las Juntas Calificadoras permanecerán funcionando en la 

calificación é inscripción de los ciudadanos, desde las diez de 
mañana hasta las tres de la tarde en todos los dias festivos, du- 
rante dos meses, debiendo los miembros de la Junta suscribir 
el Registro de cada dia al retirarse. Que si bien no hay pn»s- 
cripcion legal alguna que prohiba espesamente á los miembros 
de las Juntas Calificadoras, interrumpir el acto de ta inscrip- 
ción, para satisfacer las necesidades de la existencia; sin em- 
bargo, en atención ;í la importancia y naturaleza del acto, se 
desprende del espíritu de la ley, que aquel no debe interrum- 
pirse : 1" por la escasez del tiempo destinado á la inscripción, 
quü en el presente caso se reduce á cuarenta y cinco horas (5 
horas en nuevo días ; 2" por las distancias que tienen que recorrer 
muchos de los ciudadanos pura trasladarse al local donde fun- 
cionan las Juntas Calificadoras; y ¡l" porque si fuera facultativo 
de las juntas inscriptoras interrumpir cuando quisieran la ins- 
cripción, podría ésta hacerse ilusoria, Que debe también Ic- 
nerse presente que la ley electoral citada, en sus artículos y 
12, establece los recursos que tienen los ciudadanos, para re- 
clamar por falta de inscripción ó por inscripción indebida, en 
cuyos casos se ejerce la jurisdicción de este juzgado, por 
apelación. Que no puede considerarse estrictamente aplicable 
al acto de la inscripción, la disposición del artículo 23 de la ley 
Electoral, desde que d acto de ta Elección es único, mientras 
que el de la Inscripción, no lu os por cuanto se verifica en ac- 
tos sucesivos, dentro del término de dos meses (art. 5 Q de la 
ley Electoral ). Que no existe razón alguna que haga presumir 
intención criminal de parte de los miembros de la Junta, al ha- 



dk JUSTICIA saciosaL 



301 



ber interrumpido id acto de la inscripción. Por estas conside- 
raciones y otras que su omiten, no obstante lo espuesio en con- 
trario por el Fiscal, fallo que debo declarar como declaro, que 
las Juntas Culiíicadoras no deben interrumpir el acto de la ins- 
cripción, bajo apercibimiento de aplicársele las penas autori- 
zadas por la ley de la materia. Hágase saber con el original y 
archívese este espediente, caso de no ser recurrida esta sen- 
tencia. 

P. Oláechea y A Icaria. 

r»llo de I» iupreMM €«rle 

ihieiwa Aires, Mario li> de 1H»>- 

Vistos: resultando plenamente comprobado el hecho de ha- 
ber la Junta Calificadora del departamento de la Capital, in- 
terrumpido el acto de inscripción en el Registro Cívico, con 
infracción del artículo cuarto de la ley de Elecciones vigente; 
se revoca la sentencia apelada y de conformidad al articulo se- 
senta y nueve de ta cituda ley, se condena á los miembros de 
la ¿unta Calificadora, Don Podro Arias, Don José .Manuel Ava- 
los y Don Nicanor Jiménez, al pago de una mulla di cincuenta 
pesos nacionales, con destino al fondo de Escuelas do la Pro- 
vincia de Santiago del Estero, según lo prescribe el artículo se- 
tenta. Devuélvanle los autos. 

I. DOMINGUEZ. — U LADISLAO FltlAS. 
— FEDEtilCO IllAUGCltEN. 
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CAUSA XXVI 



El Doctor Do» Pedro C, Molina, contra Itoti Itamon J. Trigoyen, 
(¡efe Político del departamento Tercero Ahajo, de la Provin- 
cia de Córdoba, y los miembros de la Junta Calificadora de 
dicho departamento. Di Casiano Huevara, Ó. Itamon Carran- 
za y IK Miguel Casas ; sobre infracción de la ley de Elec- 
ciones, 



Sttmario. — i Q La intervención del «efe Político del depar- 
tamento en el momento de la inscripción cu el Kegistro Cívico, 
requiriendo á los ciudadanos por sus papeletas de enrolamien- 
to, é imponiendo multas ó mandando á la cárcel a los que no la 
llevaban consigo, constituye una infracción grave de la ley de 
K lecciones y debe ser penada. 

3? También constituye infracción de dicha ley, el hecho de 
haberse instalado la Junta CaliÜcadora en el Juzgado de Paz, 
en donde existe iglesia y atrio parroquial. 



Caso. — Se halla referido en el siguiente 
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Falla del Jiipi f>«l<ral 

Cúrdoh.i. H J»; Noviembre de 1K85. 

Vistos, cátUi antus; seguidos en juicio sumario, en virtud Je 
la acusación entablada por el hr. D. Pedro C, Molina, contra 
el Sr. Gofa Eolítico del departamento de Tercero Abajo, doctor 
1l llamón Irigoyi-u, y señores Ojue rormaban la junta pura Ja 
inseripciun nacional, á saber, Juez de t*nz I). Casiano Guevara, 
y con jueces IV Miguel Cusas y I), líamon Carranza, por las in- 
fracciones que se cspccilican en el escrito de foja I 1 , como vio- 
latorias de la ley de 1t> de Octubre de 1877 : recibidas las de- 
claraciones de los testigos presentados por una y otra parte; y 
oido el informe oml sobre su mérito, no solo de los interesa- 
dos, sinú también del Señor Procurador Fiscal, convocado al 
efecto. 

Y considerando: I ' Antes de descender á estimar la prueba 
producida sobre los cargos consignados en la acusación: que la 
Suprema Corte en la causa XCU, del tomo íí', de la i* serie de 
sus Fallos, tiene establecido : « que es de sustancial hnpor- 
« tancia mantener la pureza del mfmtjio, que sirve de base á 
(i la forma representativa de Gobierno, sancionada por la Cons- 

* lituciou Nacional, y reprimir Indo h ifite de cualquier ma- 

* ñera pudiera conlrihuir a alterarla* dando al pueblo repre- 
t sentantes que no sean los t¡ue él fia tenido ta voluntad dé 
« elegtr », 

Que los publicistas y jurisconsultos mas eminentes, de per- 
fecto acuerdo con la lejislaciou de los pueblos mas avanzados 
en el camino de las instituciones libres, sostienen: que la fun- 
ción de elejir las autoridades que lian de k-jislar y gobernar al 
pueblo, de las que dependen su felicidad ó su ruina y esclavi- 
tud, es la mas augusta, la mas delicada y mas Originaria de 
t. xx. 27 



3flí FAM.OS OR LA SÜPHEMA COI1TF, 

su soberanía, Que déte ser éii eonséeütítíéííi fá ífe y 
/líHi/áHCíi, Aya tfgfesÁa de ta pffó flo&fl^ta? S es por esto 
*y»c í/e&c ¡¿fié* una absoluta ftr&cM&im del poder, sin ipte. 
aparezca ni ta sombra de coartar la libertad, ai de infundir 
temor ni desaliento en los <¿uc concurren pacíficamente i resol- 
ver sobre los destinos, porvenir y grandeza de la Nación. (Li- 
vingston, « Informo presentado ala Asamblea flener»! del MgÚQ 
deLuisiana, sobre un sistema de tojislaciou penalty aprobado 
por unanimidad. Liebor, «Libertad Civil y el propiu tiobier- 
no>, cíipítulo 16, n" 30. Fcrrcira, .Uerecbo administrativo^, 
libró i", capitulo 215, i\? H08. Chanveau Adolphe, c Teoría del 
derecho penal», tomo 2», iV 417. Dalloz, *llcpcrtorio do Juris- 
prudencia Üeucwl», tomo 19, números 992 y 904 al tratar de la 
ingerencia de 1» autoridad en las elecciones)» 

Si lus ciudadam s, aynga Cliauveau Adolphe en la parte cita- 
da, deben ser protegidos por las leyes, es precisamente, cuando 
ejercen los dviechos une ta Constitución les asegura, y que les 
están delegados por ta Soberanía Nacional. Encadenar o des- 
truir esa prerogativa, es violentar ta Constitución y oprimir á 
la Saaon misina: la ley penal debe castigar un atentado se- 
mejante. 

2" Que aun ¡mando nuestra ley de elecciones no se detiene a 
detallar todos los hechos que pueden comprometer la libertad 
del sufragio, sea por el fraude, la violencia, la intimidación o 
la ingerencia do ía autoridad, como hizo Liviugston en el tí- 
tulo C" de su Sistema de Lejislaciou Penal, y se contiene en 
las leyes de lieorgia y del Brasil* y en las sancionadas en Fran- 
cia en 15 de Marzo do 1849, dos de Febrero del 52, dos do Agosto 
y íiO de Noviembre del 73: pero su ¡otra y espíritu clara- 
mente reveladnos el mismo fine el de las lej ilación es mas per- 
filas y doctrinas mas autorizadas : mantener incólume el de- 
recho sagrado del sufragio : evitar todo lo que pudiera coartar 
su libre manífwíarion; hacer ftub los funcionarios observen la 
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mas estricta neutralidad eu el momento solemne en que el [me* 
1>lo tu ú resolver el problema 'le sus destinos, á fin de que las 
autoridades que resulten elegidas sean la geuuina expresión de 
la razón pública; y por consiguiente, nuestra lev debe ser es* 
piteada á la luz de tus prineipius que umversalmente tiene ad- 
mitidos la jurisprudencia, siempre que no se hallen cu oposi- 
ción cou su sentido espreso. 

Así, pues, cuando por el artículo (¡Ose prohibe ú los gefes, 
comandantes y oficiales superiores d • línea ú guardia nacional 
permanecer en el recinto de las asambleas electorales mas tiem- 
po que el necesario para sufragar, encabezar grupos de ciuda- 
danos durante la elección, ij hacer valer en cualquier manera 
la ingerencia tlesn cargo para coartar la libertad ttcl sufragio, 
debe comprenderse que entraña en su espíritu todo acto abu- 
sivo ó ingerencia ilegal de la autoridad, directa ó disfrazada, 
que tienda á coartar lus previsores y patrióticos designios del 
lejislador, para mantener la pureza del sufragio, y reprimir 
todo lo que de cualquier manera pudiera contribuir á adulte- 
rarlo. 

Que descendiendo ahora al terreno clicicntc de los hechos, 
á la aplicación de los rriiieipius sentados, según el mérito de 
la prueba rendida, resulta en cuanto al Sr. '¡ufe Político lo 
siguiente : 1" tjuc hallándose los individuos Facundo Sánchez, 
Tomás Vasqucz, Nemesio Jtelsa, Kainon Toledo y Ramón Gige- 
ua, el dia 1° del corriente, al lado de la pieza donde funcionaba 
la Junta Calificadora Nacional, esperando inscribirse en el Re- 
gistro Cívico, el (Jefe Político les preguntó si tenian papeleta 
de eurolomiento y de conchuvo, y habiéndole contestado que no 
las .. .bian llevado consigo, les mandó presos al Cuartel cu dun- 
do les impuso una multa de 20 pesos ¡i cada uno, ó veinte días de 
detención. (Declaraciones de Sánchez, a foja 7, Tomás Vasqucz, 
ú fuja 10 vuelta, Nabar l'cdraza, ¡í foj j, 15,¡y José CebaH^s, á 
foja 19 vuelta). Agregando el Sr. FurLuuuto Dauiiani, á fuja ¡I, 
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ijutt aunque no estuvo presente en el momento en que acaeció 
el hecho, lo sabia poT numerosas personas del vecindario, ha- 
biéndoles visto ese mismo día á los presos en el Cuartel; y el 
Sr, Hamon Ortiz, A foja 13, n,ue tampoco presencio el sucoso; 
pero le informaron de él poco después, habiéndoles visto igual- 
mente en el Cuartel, y llevndolcs n las familias de dos de ellos, 
esa misma noche, cuarenta pesos nacionales para el pago de la 
multa. 

2" D. Manuel H. Molina, ú foja 10, 1>. Pió Cebnllos, á foja 17, 
D. Antonia Cebnllos- á foja 18, y D. Kicasto C i s ñeros, a" foja 18 
vuelta, deponen unánimemente, que el Gefo Político ordenó el 
arresto de varios individuos que se encontraban en estado de 
ebriedad, frente á la mesa ealilicadura {los Sres. Molina y An- 
tonio Mallos, dicen que fueron cuatro 6 cinco) ; habiendo oiHo 
posteriormente, que tampoco tenían papelota de enrolamiento* 
Débese advertir que el testigo Cisneros dice, que rió varios in- 
dividuos ebrios en la calle, pero que no estuvo presente cuando 
el (Jefe Político les constituyó en prisii n, si bien así lo oyó en 
seguida. 

3" l¿uo los detenidos no se hallaban ebrios, ni cometieron 
falta alguna que autorizara el arresto, lo afirman los testigos 
Ortiz, Pedraza y Ceballus (José) en los lugares citados. 

La mas flagrante contradicción existiría entre los testimo- 
nius de la acusación y la defensa» si los testigos de esta hubie- 
sen espresado el nombre de los ciudadanos arrestados por ebrie- 
dad, ó de otro modo les hubieran determinado. Todos ellos de- 
claran que no Ies conocian, sin enunciar circunstancia alguna 
que revele la identidad de dichos arrestado?, con los que lo fuc- 
Ton por no tener consigo las papeletas de enrolamiento ; pu- 
diendo de^de entonces ser tan cierto que el (¡efe PolíLico orde- 
nara la detención d<j los primeros en virtud de hallarse íbrios, 
como que arrestara á los últimos por el motivo aseverado en la 
acusación. 



DE JUSTICIA ISACIOKAL 



307 



Xnda se ha bocho por otra parto, en el sentido de acreditar 
dimita identidad. Si al menos, se hubiera justificado la hora y 
el sitio precisos en que la detención turo lugar; l.is personas 
que en ella intervinieron de un modo ó d¿ otro; ó* <iuc la filia- 
ción de los tinos coincidía con la de los otros, el Tribunal habría 
tenido un elemento nuevo en la 11 in iciación y estudio de este 
capítulo de la prueba; pero no habiendo nada en los autos so* 
bre el particular, forzoso es concluir que los testimonios de 
una y otra parte no son contradictorios y pueden esplicarse, 
haciendo referencia a personas distintas, detenidas a virtud de 
causas distintas también. 

Se ha tachado por la defensa el testimonio de los Srcs. Sán- 
chez y Vázquez, fundándose en que ambos fueron de los deteni- 
dos en el cuartel, y en que naturalmente se bailan singular- 
mente interesados en que se declare arbitrario el proceder del 
Gi fe Político. 

Conviene observar al respecto, que si bien pueden abrigar 
intereses cu la causa en razón del resentimiento que la conducta 
del Gofo Político pudiera haberles despertado, tal interés no 
es el de que habla la ley, sino de la participación civil que di- 
recta ó indirectamente puede corresponder al testigo según el 
resultado del juicio. 

Y bien : el caso sub jtuiirp, aparte de ser promovido por una 
persona que ninguna rolar-ion de derecho tiene con dichos se- 
ñores, el Dr. D. Pedro C. Molina, no versa sobre la ¡legalidad 
de la detención impuesta á dichos testigos, como quiera que in- 
cidentulmente deba ocuparse de ella este Juzgado, ni tiende a 
que se le restituya la multa pagada, sitió a que se le condene 
al Clcfe Político á la pena respectiva por infracción á la ley 
Electoral. 

Kn cuanto al resentimiento que pudieran abrigar dichos tes- 
tigos contra el (¡efe Político, por haber sido víctimas de una 
prisión arbitraria, si bien es él ¡mibíe, no se ha traducido en 
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hecho alguno que lo de" á conocer, habiendo prestado sus decla- 
raciones con tal sinceridad y calma, |iio alejan toda sospecha 
de prevención, ódío ú deseo de venganza. No es posible, pues, 
inhabilitar su testimonio por soto la posibilidad de (iuc se ha- 
llen resentidos con el Gefe Tolítico. 

Fuera de esto, y omitiendo, en obsequio á la brevedad, ma- 
yores consideraciones, basta tener presente que aun desechado 
el tcstunouio de los señores nombrados, subsistirían los de los 
demás testigos do la acusación, yuncientes para producir prueba 
legal. 

4" En tal virtud, el arresto ordenado por el Sr. <¡cfo Polí- 
tico & los cinco individuos que iban d penetrar en la oficina do 
inscripción, para ejercitar esta función verdaderamente cívica, 
privándoles del mas sagrado de sus derecho-; , á vista de tos 
ciudadanos allí reunidos, y sin que hubiese motivo alguno que 
pudiese justificar una úrden se.nejaute; importa una infracción 
manifiesta contra la previsión del lejistador evidentemente re- 
velada eu el artículo 60. 

Nada mas á propósito para intimidar y coartar aquella pre- 
ciosa libertad, que !a orden indicada, dictada en aquellos so- 
lemnes momentos, por el que ejerce la autoridad superior del 
Departamento, está encargado de la conservación del úrden pú- 
blico, y tiene bajo su dependencia á los Comandantes y Gefes 
de milicias, como también la polieía departamental ^Artí- 
culos 169 y 170 de la Constitución Provincial ; Ley de 14 
de Agosto del ano 71 de e ta Provincia). 

En efecto, la aparición del Sr. Oefe Político interrogando 
en aquel acto, en medio del concurso, si tenían papeletas de en- 
rolamiento ó conchavo, y ordenando arresto de veinte dias si no 
pagaban una multa de 20 pesos, porque contestaban que no las 
habían llevado, era una intromisión estraña que no se esplica; 
pues, ningún deber tenian los ciudadanos de llevar tales pape- 
letas para el acto déla inscripción, y menos correspondía al 
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(¡efe Político la exigencia de sn f l sentacion en el sitio y mo- 
mento en que lo verificaba. Kra una inferencia abusiva, por 
medio de U cual se abandonaba el rol augusto de una estricta 
neutralidad entre los partidos militantes ; y pordia la ocasión 
de constatar cuan grande y respetable os la autoridad colocada 
en esa eminencia de justicia y protección, y cuánto descien- 
de convertida en instrumento de opresiou. 

De Imlo lo que precede se deduce: que el Sr. Gefo Político 
ha iufi ingido el artículo GO de la ley, y que es responsable de 
la penalidad que la misma establece; pues, si haca- ntter en 
cualquiera manera la influencia de sus cargos ¡tara coartar la 
libertad del sufragio, es una grave infracción penal, con igual 
ú nnyor razón tiene que serlo en la inscripción, que es el acto 
preparatorio y absolutamente necesario para ul ejercicio de ese 
mismo sufragio que la ley resguarda y proteje con especial añ- 
ílelo. 

5" Respectivamente at cargo hecho ú los miembros do la 
Junta í'alilieadora por haber cerrado el Registro antes de las 
tres p. m., consta en el proceso lo siguiente: 

I o Los Séiiotes Tomás Yasquez, Xabur Pcdraza y José Ce- 
ballos afirman, que vieron que la mesa calilieadora se levantó 
antes de las doce m. ; y ul Sr, Uainiaui y el Sr, Ortiz dicen que 
oyeron lo mismo. 

2 1 Mientras tanto, los cuatro testigos de la defensa aseveran 
que fué levantada á las tres p. m. 

Siendo igual en número y calidad los testigos que deponen 
en pro y en contra del hecho acusado, imposible es acertar en 
la verdad de lo ocurrido; motivo por el cual el Tribunal absuel- 
ve de ese cargo á los Sres. de la Junta Calificadora (Ley 40 t 
título 10, Purt. 3" y tilosa de Gregorio López y últimos anota- 
dores. Caravuntes, tomo 2", nnm, 91)5). 

G" Por lo que respecta ahora al ter« cr cargo por no habers e 
instalado la Junta Calilieadora en la Iglesia Parroquial ; es 
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unánime la atestación de los declarantes y lo ha confesado ta 
misma parte acusada, si bien ésta y los testigos presentados 
aseveran que dicha Junta funcionó en el Juzgado de Paz. 

Cuando la ley ordena que la Junta se instale en la Parro* 
í/«i"«, tj en su defecto, en el Juzgado de Paz t \ mani tiesta de la 
manera mas formal su designio de precisar á la Junta para que 
funcione en la Parroquia ; y solo en su defecto, es decir, cuan- 
do no e\istc parroquia, ó sea esto impracticable, puede verifi- 
carse la reunión en el Juzgado de Paz. 

La designación precisa de la Parroquia afecta á la parte sus- 
tancial de la ley, porque aquella debe estar situada ordinaria- 
mente en un punto central del Departamento, y por consi- 
guiente accesible á Lodos sus vecinos; mientras que, si se 
dejase á voluntad de la J ti uta ó de cualquier otro funcionario, 
pu diera llevarse la mesa de inscripción A cualquier punto apar- 
tado, imposibilitando asi á gran número de ciudadanos para el 
ejercicio de si. derecho, por las enormes distancias que tendrían 
que recorrer. 

Es por este motivo que el artículo 4 ,J se ha interpretado uni- 
formemente en los diferentes fallos pronunciado-; por fas Jueces 
Federales de la Capital, algunos de Ijs cuales han sido yaconlir- 
mados por la Suprema Corte; y también por el decreto espedido 
por él Poder Ejecutivo de la Xncion en 3 de Octubre último. 

(¿ue en el caso especial que nos ocupa, hay que hacer notar 
que la habitación que sirve para el despacho del Juzgado do 
Paz, se halla contigua al Departamento de Policía; y por con- 
siguiente, adolece de un doble inconveniente; de colocar la mesa 
en un cuarto, en vez del local espacioso, accesible á todos, del 
¿trio de la Parroquia, como lo ordena la ley; y de estar dicha 
habitación en contacto inmediato con la fuerza de policía; in- 
convenientes y obstáculos que ha querido obviar el lejislador 
para evitar toda presioné ingerencia indebida de las autoridades 
del Departamento ejecutivo. 



1>£ JUSTICIA NACIONAL 



En su mí rito, jmr los fundamentos espuestos, resuelvo: 
1° Condenar al Sr. <¡ofe Político, Dr. J>. Kamon Irigoyen al 
maidmun de la pena establecida en el artículo 65, 6 sean dos- 
cientos pesos nacionales, que se destinan al fondo de escuelas 
de la Provincia ; 2" Se absuelve a* los Sres. de la Junta, Juez 
de Paz D. Casiano Guevara y Conjueces D. Miguel Casas y 
1). Kamon Carranza, del cargo que se les hacia por haber le- 
vantado la mesa de inscripción antes d*s la hora designada por 
a ley ; 3 o Se les declara ¡ncursos ú cada uno de dichos seño- 
res, en la multa de ciento cincuenta pesos nacionales, con arre- 
glo al artículo 09, eu virtud de h;iher instalado la junta fuera 
déla Parroquia; destinándose, asimismo, la espresada suma 
al fondo de escuelas; con custas. Hágase saber con el original. 

Itafael Harria. 

rail» de I» ftu|ir«*» C*rle 

Buenos Aires, Marzo lf» de 188B. 

Vistos : por sus fundamentos y de conformidad cou lo dis- 
puesto en el articulo sesenta y nueve de la ley de Elecciones, se 
confirma la sentencia apelada de foja veinte y nueve, y de- 
vuélvanse. 

J. liOMIV.rtX — I' LADISLAO FRIAS. 
— FEQBMCO IBARGtiltEN. 
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La Junta Calificadora de la t l tírro(¡üia de San Telmo. en ¡tue- 
nos Aires, en recurso de hecho contra el Juez Federal de la 
Capital; sobre depuración del Hegislro Chuco. 

Sumario: \° Las sentencias de los Jueces Federales sobre 
los reclamos por inscripción ú exclusión indebida en el Registro 
Cívico, son inapelables. 

2° Con mas Tazón lo son las providencias dictadas para el 
cumplimiento de aquellas. 

3" La Junta Calilicadora que es Juez inferior en dichos re- 
clamos, no puede recurrir de esas providencias. 



Cano. —So reliere en la siguiente 

VISTA DEL SESOr. MtÜClKAllOR &EXEIÍAL 

Buenos Aires, Marzo 1 de ltWl. 

Suprema Corle i 

Los Sres. Bradley, Avcleira y otros vecinos de la Parroquia 
de Han Tolmo se presentaron d la Junta de reclamos de esta 
Parroquia, á última /tora, se^uu ella dice, pidiendo laclinii- 
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nación en el Registro Cívico ilc un húmero considerable de 
personas indebidamente inscritas. 

Li Junta no se expidió, por falta de tiempo, declarando cer- 
rado el período que la ley lia lijado á sos funciones. 

Los interesados en la eliminación ocurrieron entóneos al 
Juzgado de Sección. 

Kl ür. Jtu'z Dr. ToJiu pidió informe á la Junta y, al eva- 
cuarlo, nególe esta jurisdicción para conocer ofigiü&rtatñerite 
de reclamos de que ella no había conocido. 

Kl Sr. Juez insistió en llevar adelante sus procedimientos, 
y ordenó se hiciera en el registro las alteraciones que encontró 
de justicia. 

í'omunicada la resolución ¡í la Junta, niigase ella á cum- 
plirla, y ocurre de hecho á Y. K. negando la competencia del 
Juzgado de Sección para conocer originariamente del juicio 
de taclias, y alegando, además, que el conocimiento de esta 
materia corresponde al Juez Dr. tgarriza, por ser el mas an- 
tiguo, y no al Dr. Tedin. 

Kxpucstos sucintamente los hechos, paso ¡í considerarlos 
con sujeción á la ley vigente. 

Las taclias opuestas it ultima /tora, lo l'ueron en tiempo, 
mucho mas si se considera que no ha habido regularidad en la 
publicación de los llegistros, según es notorio. La Junta debió 
tomarlas un consideración, pues la interpretación racional de 
la ley es que, el término de los treinta días es fatal para la 
presentación de las taclias, no para su resolución. Presentadas 
en tiempo hábil, ya la Junta ha adquirido jurisdicción sobre 
ellas, y es su deber resolverlas. 

La Junta puede, sin embargo, juzgar lo contrario, y asilo 
ha entendido en el presente caso. 

Pero, no puede negarse, entóneos, á los que presentaron las 
taclias el derecho de ocurrir al Superior, y esto es precisamente 
lo que hicieron los Sres, Dradley y Aveleyra 
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El conocimiento de estas tilias ha llegacló, por consigniente, 
al Juzgado de Sección por el camino legal, por vía de apelación, 
y no es exacto que haya conocido de ellas originariamente. 

Se observa que por este procedimiento, faltando la decisión 
de la Junta, el Juzgado de Sección vendría á constituirse en 
Juez único de la pureza del registro. 

Es fácil contestar que este Juez único vendría & serlo la 
Junta, sino hubiera medio de reparar su culpa, ó su omisión, 
en no resolver los reclamos presentados en tiempo. 

Después de lo expuesto, fácilmente se desprende que no hay 
en el presente caso materia de competencia. El Juez Superior 
conoce los actos del Inferior y resuelve á su respecto según 
entiende do justicia: he ahí todo. 

Ahora, en cuanto ú que sea el Juez Dr. tgarriza, y no el 
Dr. Tedin, el que deba entender en estos juicios, diré a V, E. 
que la Junta carece de persuuería para discutir los actos de su 
superior. 

Eduardo Costa, 

fallo de I» NwprcM» Orle 

Buctios Aires/ Mareo 16 de IBftfV 

Vistos, resulta: que con motivo del olicio de foja quince, di- 
rijido por el Juez Federal de la Capital, Dr. Tedin, ni Juez 
de Paz de la Parroquia de San Telmo, ordenándolo que en el 
perentorio término de ocho dius reui/aal Juzgado las copias del 
Rejistro Cívico de dicha Parroquia, depurado de acuerdo con 
- las resoluciones de la Junta de reclamos y sentencia* del -luz- 
gado Federal, >o pena de tenerlo como rebelde á los maudatos 
judiciales, la Junta Calificadora de la expresada Parroquia 
ha ocurrido á la Suprema Corte pidiendo se ordene al Juez 
Doctor Tedin suspenda todo procedimiento y remita los ante- 
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cocientes del caso pura que este Supremo Tribunal declare 
improcedentes c ilegales loa procedimientos de que la Junta 
reclama, dando por deducido á ese efecto el competente recurso 
de queja. 

Y .considerando : Primero: Que siendo inapelables las senten- 
cias pronunciadas por el Juez de Sección eu los reclamos sobre 
inscripción ó exclusión indebidas, según lo dispone el artículo 
diez de la ley de elecciones vigente, lo son con doble motivo 
las providencias que tienen uor objeto hacer efectivo el cum- 
plimiento de aquellas. 

Segundo: Que la Jnnta Calificadora no puede por consi- 
siguiente, recurrir de ellas, no solo por la razón expuesta en 
el anterior considerando, sinú porque no es parte en el juicio 
de tachas, y porque, siendo Juez inferior, lia debido acatar y 
cumplir las resoluciones de su superior, como lo prescribe en 
su última parte el artículo citado. 

Por estos fundamentos y los expuestos por el Señor Procu- 
rador (¡eneral en su precedente vista, se declara improcedente 
el recurso de queja interpuesto por dicha Junta contra los pro- 
cedimientos del Juez Federal. Remítanse á éste estas actua- 
ciones para que los agregue á sus antecedentes, y hágase saber 
esta resolución á la Junta mencionada. 

J. |iOMIM;1'EZ- — ÜLAP1SLAO FRIAS. 
— FEDERICO UlAhGÉREft. 
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C.MJft.t XXVIII 



f). Francisco />. Vi Has, contra /). Marcos A, Rivera y íi. Sa* 
muel l*erona, miembros titulares, y I). Manuel D. Homero, 
miembro sapiente de la Junta Calificadora de la tercera 
sección electoral de la pror»'-na de San Juan {Departa- 
menta de Concepción) , sobre iitfrarrion de la Ley de e/er- 
ciones. 



Sumario. — La inasistencia de los miembros do la Junta 
Cal íficadotal en el día designado para instalarla, importa una 
infracción prevista y penada por la ley nacional de elecciones. 



Caso. — Se refiere en el 

Falle del Jaez «le Seeeltn 

San Juan, Noviembre 7 de 1885, 

Vistos : y resultando que D. Francisco D. Viña» denuncia á 
los Señores MaTCO A. líivcros, Samuel Peronu y Manuel D. 
Homero, por infracción al artículo quinto de la Ley de Eluc- 
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ciones de diez y siete de Octubre de mil ochocientos setenta y 
siete, no concurriendo el Domingo once de Octubre próximo 
pasado á instalar la Junta ¡nscrintcira en el líegistro Cívico 
Nacional do la tercera Sección Electoral para cuyo acto habían 
sido nombrados. Los demandados, en juicio verbal, confiesan 
no haber concurrido el día indicado, excusándose : los dos pri- 
meros, en que toaian que hacer en otro departamento y lo man- 
daron avisar al Juez de Paz. ; y el último, porque ha estado 
enfermo, que también mando avisar, pero que no sabe si lo 
hicieron. Y considerando : i" Que el deber impuesto por la Ley 
¡í los ciudadanos que componen las juntas inscripioras es ine- 
ludible como es también el de concurrir los dias señalados 
para el aetc, al local desanudo para que la Junta funcione, 
sin que sea una excusa el aviso al .Tuez de Paz ; 2* que la falta 
i este deber solo se excusaría cuando la causa que la motiva 
fuera de tal naturaleza que impida cumplirla; ® que no se ha 
probado ni ofrecido probar que las causales alegadas hayan 
tenido esc carácter, pues que, el Sr. Kiveros dice que tenia que 
recibir unos útiles como Director de la Escuela de Angaco Snd 
remitidos por el Concejo Escolar; y el Señor Perona, que lo 
avisó alJuez de Paz que tenia que hacer una diligencia en 
Angaco Norte ; *" que por la sinceridad de la exposición de los 
demandados, se deduce que no ha habido en ellos la intención 
dolosa de no cumplir con la ley, sin embargo du haber faltado 
á su prescripción. Por estas consideraciones y lo dictaminado 
por el Procurador Fiscal : fallo declarando que los Señores 
Marco A. lliveros, Samuel Peroua y Manuel D. Homero, son 
culpables y han infringido el artículo quinto de la Ley Na- 
cional de Elecciones de diez y seis de Octubre de mil ocho- 
cientos setenta y siete, y en virtud de la facultad que acuerda 
el artículo sesenta y nueve de la misma, los condeno a la 
multa de «en pesos fmm ó su equivalente en moneda na- 
cional á cada uno, la cual será destinada al fondo de Kscuelas 
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de esta Provincia, de conformidad al articule setenta de la 
misma. Hágase sabur, cometió ndoselo la notificación al Juez 
de la tercera Sección para los acusados. Comuniqúese al Po- 
der Ejecutiva y al Concejo de Educación de la Provincia para 
su cumplimiento. Notifiquese original, 

Eckegaray* 

Ml« 4e I» ñnjvmmm Carie 

Rueño» Aires. Marzo IR Je 188fi. 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma con costas, la 
sentencia apelada de foja diez y seis, y de vuélvanse los autos. 



J. DOMINGUEZ. — l LADISLAO FRIAS. — 
FEDERICO IBARGtREK- 
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CAUSA XXIX 



Don Francisco Ocres, contra los miembros de la Junta Inscrip- 
tora del Departamento de Mobles, en la Provincia de Santia- 
go y el intendente de Policía IK Mariano Masa; por infrac- 
ción de la ley de Elecciones; sobre recusación. 



Sumario, — Contra el auto que no uace lugar á la recusa- 
ción por no ser de las especificadas por la ley la causa cu que 
se fundó, no procede el recurso de apelación. 



Caso. — Acusada la Junta y el Intendente de Policía señor 
Maza, este recusó al Juez Federal, j al Procurador Fiscal ad 
hoc Dr. D. Napoleón Taboada, por la causa que espresan los 
fallos dictados en tas dos recusaciones. 

* 

Ful!» M Smmm F«*¿cr*l 

Sanlingo, Octubre 29 Je 1885. 

Vistos : la recusación deducida por D. Mariano Maza, con- 
tra el infrascrito, fundado en que los parientes del Juez, asi 
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como el denunciante cu este juicio, militan en las filas de un 
partido de oposición, al cu que figura el recusante, razón por 
la cual, considera al Juez comprendido en lu disposición del 
inciso 8\ artículo 43 de la ley de Procedimientos Nacionales. 
Y considerando: que un el presente caso, se trata simplemente 
de una denuncia do hechos, que el denunciante conceptúa que 
infringe la ley de Elecciones Nacionales. Que como el infras- 
crito no milita en las lilas de partido alguno, observando com- 
pleta prescindencia en las cuestiones políticas, no tiene interés 
alguno en las resultas del juicio. Que adema* el mismo recu- 
sante reconoce que el infrascrito no está afiliado ú partido al- 
guno, desde que no funda su recusación en la diferencia de opi- 
niones políticas del Juez y de una de las partes, sino en la 
diferencia de opiniones políticas entre los parientes del Juez y 
el recusante. Que aun suponiendo que la recusaciou se fundara 
en la diferencia de opiniones políticas entre el Juez y el recu- 
sante, ella no seria causal bastante de recusación, pues no se 
halla comprendida entre las enumeradas por la ley. Que el in- 
ciso 8 o del artícelo 43, á que se reüere el recurrente, compren- 
de los casos en que el Juez tenga interés en las resultas del 
pleito, eosa que no sucede en el caso sub-judice, pues el infras- 
crito no tiene interés alguno en que se apliquen las penas con 
que la ley castiga los hechos denunciados en caso de ser ellos 
probados debidamente. Que el infrascrito se halla ageno á toda 
prevención y cou la imparcialidad de juicio necesaria para fa- 
llar, con arreglo á derecho. Que habiéndose presentado en la 
Provincia de Salta en 1878, un caso análogo al presente, pues 
se trataba de denuncias por infracción á la ley de Elecciones y se 
recusó al Juez de la causa porque sus opiniones y las de sus 
parientes eran contrarias á las de los denunciados» como infrac- 
tores de la ley Electoral, el Juzgado no hizo lugar á la recusa- 
ción, y apelado el auto respectivo, la Suprema Corte de Justi- 
cia Nacional lo confirmo, sentando asi la jurisprudencia para 
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casos idénticos, en cuya virtud quedó establecido, como puede 
verso en el tomo XI, serie 2», página 348, que la diferencia de 
opiniones políticas entre el Juez y las partes, no es causa do 
recusación, aun tratándose de ta aplicación do las penas quo 
sanciona la ley de Elecciones Nacionales, 

Por estos fundamentos y otros que so omiten, fallo no ha- 
ciendo lugar á la recusación deducida, y mandando se pongan 
estos autos á despacho para proveer lo que corresponda según 
su estado. Hágase saber con el original. 

f\ Olaechea y Aborta. 

t Mío 4el Jucx Federal 

SaiHiago, Octubre 30 de 1885. 

Autos y vistos : la recusación del Fiscal de turno Dr. Tabea- 
da, deducida por D. Mariano Maza, fundado en que el Doctor 
Tabeada milita en las filas de un partido político de oposición 
á aquel en que milita el recusante, en cuya virtud considera 
comprendido al Fiscal en la causal de recusación establecida 
por el inciso 8 o del artículo 43 de la ley de Procedimientos Na- 
cionales. Y considerando: Que como se ha establecido ya, tra- 
tándose do la recusación del Juez de la causa, no es admisible 
como causa de recusación la diferencia de opiniones políticas 
entre el Juez y el recusante 6 una de las partes del juicio. Quo 
si esto es así tratándose del Jnoz, con mas razón debe conside- 
rarse que no es aplicable al Fiscal tal causal de recusación, 
desde que el Fiscal no es Juez, sino un mero asesor é intér- 
prete del interés público. Que las mismas consideraciones quo 
han motivado el fallo de la Suprema Corte de Justicia Nacio- 
nal, que corre en el tomo XI, série 2 a , página 348, son aplica- 
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bles al presente caso, Por esta-; consideraciones y otras que ge 
omiten j fallo no haciendo lugar á lu recusación del Fiscal de 
turno Dr. Tabeada. En su mérito, pónganse los autos á despa- 
para proveer loque corresponda. Hágase saber con el ori- 

P. Olaechea y Aícoría. 



Bueno* Aires, Marzo ao cIp 1886. 

Vistos: Habiéndose desechado por el auto de foja treinta y 
una, la recusación deducida por Don Mariano Maza, por no ha- 
llarse comprendida la causa en que se funda, entre las especiG- 
cadasenel artículo cuarenta y tres de la ley de Procedimientos, 
y teniendo en consideración lo dispuesto por el artículo treinta y 
dos de la misma ley, se declara improcedente el recurro de ape- 
lación interpuesto contra el auto mencionado. Notifíquese con 
el original y devuélvanse. 



J IIOMINGLEZ. — {LADISLAO FMAS. 
— FEDERICO IBARGÍREN. 
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CAIftA XXX 



tí. francisco Vitlanueva, contra i). Antmino de la Fuente, 
Juez de Paz de Castro llanos, en la Provincia de la Moja; 
sobre infracción de ta ley de Elecciones. 



Sumario. — La instalación de la mesa de inscripción en el 
Registro Oivico, hecha en el Juzgado de Paz, en vez de serlo 
en el atrio de la Iglesia Parroquial, constituye una infracción 
prevista y penada por la Ley de Elecciones, 



Caso. — Re reRere en el 

fulla M Jiw* Mrnnl 

Rioja, Noviembre 2fi de 1885. 

Vista la causa seguida per D. Francisco Yillanueva y el Fis- 
cal ad hoc Dr. D. José A. Arguello contra el Juez de Paz del 
Di; par lamento Castro Barros Ü. Antoniuo de la Fuente, por in- 
fracción de la ley nacional de elecciones y de la que resulta: 
I o Que la d enian fia deducida por el actor se fundó en que el 
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referido Juez de Paz ha instalado y hecho funcionar la mesa 
de inscripción del Itegistro Cívico, en los tre*_primeroy do- 
mingos de Octubre, en la casa particular que sirve de Juzgado 
de Faz, en vez de hacerlo en el atrio de la Iglesia Parroquial, 
impidiendo por este medio la inscripción de numerosos ciuda- 
danos, y pide la aplicación de la multa de 500 nacionales; 3" 
Que el Sr. Fiscal se adhiere á la mencionada acusación soste- 
niendo que la instalación de la mesa en el Juzgado de Paz, 
importa una evidente transgresión de la ley de elecciones ; 3° 
Que el apoderado del acusado se escepeiona alegando: i* que 
la designación de la verdadera Parroquia en el expresado De- 
partamento era dudosa, haciéndose en años anteriores la ins- 
cripción unas veces en Aníllaco y otras en Anjullon ; 2" que 
hace pocos dias á que se ha 'Jado conocimiento oficial de la 
designación de la Parroquia en Auillaco; T en que el atrio 
de la Iglesia (no se espresa cual) no tiene techo y la mesa se 
encontraría expuesta á los rayos del sol; 4" en que el Juzgado 
de Paz dista pocas varas de la Iglesia. 

Y considerando: i° Que de la confesión del represe nía ote 
del acusado, de foja 8 vuelta, del informe de la Junta Califi- 
cadora, de fojas 23 ¿20, y do las declaraciones de fojas 28 á 32, 
resulta comprobado; que el Juez de PazD. Antoninoüe la 
Fuente instaló la mesa de inscripción del Registro Cívico en el 
Juzgado de Paz de Castro Barros, durante los tres primeros 
domingos de Octubre próximo pasado. 

2? Que consta, por resolución del Poder Ejecutivo de la Pro- 
vincia de foja 14, comunicada il este Juzgado á foja 10, ü so- 
licitud de la parte acusada; auto del llustrísimo Señor Obispo 
Diocesano de foja 10, informe de la mesa inscriptora de fojas 
15 a 23, que antes de la inscripción del primer domingo de 
Octubre, existía en dicho Departamento, la Iglesia Parroquial 
de Anjullon: cuya traslación á la Capilla de Aníllaco ha sido 
recién comunicada al Poder Ejecutivo de Ii Provincia con fe- 
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clia 24 de Octubre próximo pasado, según consta del dotu mentó 
de foja i i. 

3" Que el informo del Sr. Ministro del Culto de la Provincia, 
de foja 90 vuelta, no tiene mérito bastante para destruir el 
valor jurídico de los fundamentos que sirven de base á la reso- 
lución citada del Poder Ejecutivo de la Provincia, de foja 14, 
ordenando la traslación de la mesa inscriplora i\ la Iglesia de 
Aiiíllaco, á mérito de haberlo sido comunicado el auto del Sr. 
Obispo Diocesano, trasladando la Parroquia do Anjullon á 
A n iliaco. 

4" Que la existencia de la Parroquia eu la Iglesia de Anju- 
llon, antes de su traslación á Anijlaco ha sido reconocida por el 
Sr. Ministro del Culto de la Proviueia, en su nota de foja 10 
y por la mesa inscriptora en su informe de foja 23. 

5 o Que la ignorancia que alega el acusado, de que le era du- 
dosa la iglesia parroquial para la instalación de la mesa, no 
puede servirle de escusa para eximirse de responsabilidad ; por 
cuanto estaba en el dcbtr de conocer las disposiciones emana- 
das de las autoridades competentes, para dar cumplimiento 
í las prescripciones de la ley naeional de elecciones ; tanto 
mas, cuauto que pudú dirijirse con ó sin requisición de parte, 
al Poder Kjecutivo de la Provincia, como lo hizo su sucesor, 
ú á quien corresponda, para conocer oíicial mente, cuál era la 
parroquia donde debía instalarse la mesa. 

q« Q uc el articulo 4? de la ley nacional de elecciones, expre- 
samente prescribe que las mesas iuscriptoras del Itegistro Di- 
vino, deben instalarse en el atrio de la Iglesia parroquial y 
solo en defecto de ésta, eu los portales del Juzgado de Paz ; y 
que esta es la jurisprudencia sentada por la Suprema Corte de 
Justicia Xaciujial, en varios de sus fallos. 

7 o Que el hecho de haberse formado la inscripción en anos 
anteriores en el Juzgado de Paz ó en los itrios de las Iglesias 
de Anjullon ú Anillaco, comprobado con el informe del Sr. 



410 



FALLOS DE M SUPREMA COATE 



Ministro de Justicia, Culto, etc. de Toja 2U, y de la mesa ins- 
erí ptora de foja 23, no puede considerarse como una circuns- 
tancia atenuante en esta causa por cuanto la violación del testo 
expreso de la ley, al formar dichos Registros, no puede alegarse 
como un precedente legal, 

8" Que asimismo tampoco puede considerarse como una 
circunstancia ojie exima 6 atenúo la responsabilidad penal al 
acusado el hecho de estar descubierto el atrio de la iglesia par- 
roquial de Anjullon y expuesta la mesa á la acción de los rayos 
solares ; pues que la pu labra atrio se diferencia do portal en 
que la primera es el espacio descubierto que existe al frente 
de un templo; mientras que el segundo es el que se halla cer- 
rado por arcadas cubiertas; y que siendo, por otra parte, ci 
espíritu de la prescripción espresa de ley, la designación de 
un local despejado para dar fácil acceso á todos los ciudadanos 
que concurran a ejercer un derecho cívico, ella fué dictada por 
los representantes del pueblo argentino que tenían perfecto 
conocimiento de las condiciones aparentes en que se encontraba 
el local en sus respectivas provincias que designaban para la 
instalación de la mesa iuscriptora. 

9" Que debe tenerse presente para la resolución de esta 
causa las circunstancias de distar pocas varas el átrio de la 
iglesia parroquial de Anjullon del Juzgado de Paz donde se 
instaló la mesa y el no haberse impedido la inscripción á un 
solo ciudadano, comprobadas con el documento de foja 15 y 
declaraciones de fojas 20 á 32; pnes que la abstención de al- 
gunos ciudadanos i presentarse á inscribirse, justificada con 
las declaraciones de fojas 37 á 38, cualquiera que sea la causa 
que se alegue, no cao bajo la sanción de la ley penal, que solo 
castiga las obstrucciones que la mesa ejerciera paTa impedir 6 
burlar la inscripción de los que procurasen ejercer ese derecho. 

10" Que el artículo (19 de la ley nacional de elecciones pres- 
cribe que las infracciones do ella que no tengan uttu pena espe- 
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cial t como sucedo un el presente caso, serán penadas con una 
mulla de vvinte A quinientos pesos fuertes según la gravedad 
de la falta, Por estos í undnineiitos, definitivamente juzgando, 
fallo : que condeno al Juez de Paz D. Antonino de la Fuente 
al pago do una multa de ochenta pesos nacionales, que se apli- 
carán al fondo de escuelas de la Provincia, con costas ; y noti- 
fiques* con el original, 

NardoffUPO Molina. 

Fallo 4* la fliipreM Curte 

Uu«tio» Aires, SUrao SO de 1886. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma el auto apelado 
de foja treinta y ocho vuelta, y devuélvanse al Juzgado de su 
procedencia. 

j. dominguez. — u ladislao feias. 
— Federico ibaugcren. 



T. XX. 
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CAUSA XXXI 



Don Martin i. Herrera, contra Ih Anastasio llaez, Ih Juan 
Novillo y IK Bernardina liacz, miembros de la Junta Ins- 
cripto™ del Departamento Sumampa, distrito Ojo de Agua 
en la Provincia de Santiarp: sobre infracción de la Ley de 
Elecciones. 

Sumario; i° Cliíüíttticr ciudadano, aunque no sea vecino del 
distrito electoral de la Junta acusada, tiene personería para 
denunciar las infracciones de la ley de elecciones y pedir su 
castigo; 

2" La instalación de las mesas, hecha nó en el atrio par- 
roquial sinó en el Juzgado de l'az, constituye una infracción 
prevista y penada por la ley de elecciones. 



Vaso, — Se reüere en el 

Falla M Jim Federal 

Santiago, Noviembre fi de 1885. 

Autos y vistos: la denuncia hecha por el ciudadano Dr. D. 
Martin A. Herrera contra la Junta Inscriptora del departa* 
mentó Sumampa, sección Ojo de Agua, por haher verificado la 
inscripción eii el Juzgado de Paz y nn en la Parroquia como 



de ji sucia n ai:i un Al. 



lo prescribe el artículo i° de la ley electoral vigente tic 10 de 
Octubre tío Í877. Convocadas las partes á una audiencia ver- 
bal, espuso la demandada qur ante lodo deducía escepcion dila- 
toria de falta de personería del demandante, por no ser vecino 
del distrito electora! cuya Junta se abusaba por infracción a 
la ley electoral, pues pensaba que solo podía ejercitar la acción 
que crea el artículo 71 de la ley citada, quien fuera vecino del 
distrito respectivo; que en cuanto al fondo del asunto, mani- 
festaba que ta Junta no había funcionado en la Parroquia de- 
bido al mal estado en que se hallaba el templo, de tal manera 
que consumía una amenaza para los que se colocaran en el 
atrio. Considerando, en cuanto á la escepcion dilatoria dedu- 
cida : que el inciso final del artículo 71 de la ley de elecciones 
nacionales de 10 de Octubre de iK77, dispone que la imposición 
de las multas de que habla la ley, se ha de hacer á instancia 
ó requisición del Ministerio público, ú de cmtquier ciudadano ; 
que dada la generalidad de los termino» empleados pur la ley, 
na hay razón para hacer distinciones que ella no establece; 
que debe tenerse en cuenta, tratándose del ejercicio de esta 
acción, que ella reviste un carácter público por afectar intere- 
ses generales, como son los que se relacionan con el ejercicio 
libre de los derechos políticos del ciudadano, y es por esta 
ruzon, que la ley ha dispuesto que las denuncias sobre infrac- 
ciones de la misma pueden ser hechas, ya sea por el Ministerio 
Fiscal ó por cualquier ciudadano. Que además, no debe per- 
derse de vista que el legislador al crear esta acción lo ha hecho 
mas en vista del interés general que del individual, por cuanto 
su propósito no ha podido ser otro que garantir por medio 
del ejercicio de esta acción, la pureza en los actos electorales 
quesou la base de nuestras instituciones representativas. l'or 
estas consideraciones y las concordantes de la vista Fiscal de 
foja 20, se declara improcedente la escepcion dilatoria inter- 
puesta por los demandados. Considerando, en cuanto al fondo 



■Vil) FALLOS Mí LA SM-I1EMA ÜllItTK 

de la demanda, que el artículo 4* de la ky electoral de Ifl de 
Octubre de 1877. prescribe «iiit» las Juntas Calificadoras se reu- 
nirán en las Parroquias y en su defecto en el Juzgado de Paz ; 
que esta disposición, dados los términos caque está concebida, 
tiene carácter imperativo en el sentido de que las Juntas Ins- 
criptoras, deben funcionar en primer lugar en los atrios par- 
roquiales, donde los hubiese y solo en su defecto, esto es, donde 
no existiesen, podrían hacerlo en el Juzgado de Paz; qne, en 
consecuencia, mientras exista atrio parroquial, no es faculta- 
tivo de las Juntas funcionar discrecional mente en aquel ó en 
el Juzgado; que la. ley electoral de 25 do Setiembre de 1873, 
anterior ¡i la vigente, disponía que el acto electoral so hiciera 
en el atrio de ta iglesia Parroquial ú en los portales del Juz- 
gado; disposición que tuú modificada al tratarse de la reforma 
de esa ley, habiendo quedado en la forma antes espresada en 
los artículos 4 n y 20 de la ley vigente ya citada; que esta mo- 
dificación implica una diferencia sustancial en cuanto á las 
facultades de las Juutas Calificadoras para elejir uno ú otro 
punto; pues;, si hajo el imperio de la ley del 73, podía consi- 
derarse facultativo de las Juntas elejir el punto de su fun- 
cionamiento, no sucede lo propio con la presente ley. Consi- 
derando, por otra parte, que la razón aducida del mal estado del 
templo, no basido probada. Por estos fundamentos y loa con- 
cordantes de la vista Fiscal de foja SO, fallo que debo conde- 
nar como condeno á los miembros de la Junta Inscripto™ del 
Departamento Samampa. distrito Ojo de Agua, D. Anastasio 
Baez, 1). Juan Novillo y D. Bernardino liaez, a pagar la multa 
le cien pesos nacionales cada uno, con destino al fondo de 
escuelas de la Provincia, todo con arreglo á los artículos 60 y 
70 de la Ley de Elecciones ya citada. Hágase saber con el 
original y archívese este espediente en caso de no ser recur- 
rida esta sentencia. 

i'cdro Olaechea y Alcorta. 
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Falla de la Kuprrw» i trle 



Rueños Airé*, Mario -Mi Je 18W. 



Vistos : por sus fundamentos, se confirma el auto apelado do 
foja veinte y seis, y devuélvanse al Juzgado de bu procedencia. 



J. DOMINGUEZ. — ¿LADISLAO FRIAS. — 
FEDEIUCO IDAIIGChEN, 



Ü. Benedicto Ortiz. contra ti. Manuel S. A Imada. ÍK Pedro 
Maldonado y ÍK Juan L. Suarez, miembros de la Junta /ms- 
criptora del Departamento Silipica í?, en la Provincia de 
Santiago, por infracción de la Ley de Elecciones. 



Sumario. — La instalación de la Junta Inscripto» en el 
Juzgado de Faz, habiendo ¿trio parroquial, es una infracción 
prevista y penada poT la Ley de Ek-ccioncs. 



f 'o*o. — Se refiere por el 
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» «II* 4el Juc> I cderal 

Santiago, Noviembre U de 1885. 

Autos y vislos: ta denuncia hecha por el ciudadano I). 
Benedicto Ortiz, de que la Junta Calificadora del departa- 
mento Silipica 2" ha verificado la inscripción en el local del 
Juzgado de Taz y no en el atrio de la Iglesia Parroquial; con- 
vocadas las partes á juicio verbal, compareció solo el vocal 
D. Juan Leocadio Siiarcz por la p irte demandada, quien es- 
puso, una vez enterado de la acusación, que no había funcio- 
nado en el útrio de la Iglesia Parroquial por razo» de que el 
Juez de Paz íe habla dicho que debía funcionar en el Juzgado y 
porque habia escasez de agua en la Parroquia; y considerando, 
quu el artículo 4 d de la ley electoral de 10 de Octubre de 1877, 
prescribe que las Juntas calificadoras se reunirán en la Par- 
roquia y en su defecto en el Juzgado de Paz ¡ que esta dispo- 
sición, dados los términos en que está concebida, tiene carácter 
imperativo, en el sentido do que las Juntas lnscriptoras deben 
funcionar, en primer lugar, en los ¡itrios parroquiales, donde 
los hubiere, y solo en tu defecto, esto es, donde no existieran, 
podrán hacerlo en los Juzgados do Paz; que en consecuencia, 
mientra» exista atrio parroquial no es facultativo de las Jun- 
tas funcionar discredonalinente en aquel ó en el Juzgado; que 
la ley electoral de 25 de Setiembre de i 873, anterior á la vi- 
gente, disponía que el acto electoral se hiciera en el ütrw de la 
Iglesia Parroquial o en los portales del Juzgado; disposición 
que fué modificada al tratarse de la reforma de esa ley, ha- 
biendo quedado en la forma antes espresadü en los artículos 
4*' y 20 de la ley vigente ya citada; que esta modificación 
implica una diferencia sustancial en cuanto á las facultades 
de las Juntas Calilkadoras, para elegir uno ú otro punto ; pues 
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si bajo el imperio déla loy dul 73, podia considerarse faculta- 
tivo de las Juntas elegir el punto de su funcionamiento, no 
sucede lo propio con Ja presente ley. Considerando, por otra 
parte, que la razón aducida de lu practica, no es atendible, por 
cuanto es principio de lejialaoion que las leyes no pueden ser 
derogadas pur la práctica ó uso, si nú cuando las leyes así lo 
autoricen (arl. 17 del Código Civil) y en este caso, la Ley Elec- 
toral, única en la materia, nuda autoriza para derogar la dis- 
posición terminante del artículo i citado, concordante con el 
artículo 20; que la razón aducida de la escasez de agua en la 
Parroquia, no ha sido tampoco probada por los demandados. 
Por estos fundamentos y los concordantes de la vista Fiscal 
de foja fallo que debo condenar» como condeno, á los miem- 
bros de la Junta Inscriptora del Departamento SilipLca S\ 0, 
Manuel S. Almada, U. Pedro Maldonado, D. Juan L, Suarez, a 
pagar la multa de KJO pesos nacionales cada un », con destino al 
fondo de escuelas de la Provincia, toJo cen arreglo a los artí- 
culos 00 y 70 de la Ley de Elecciones ya citada, llágase saber 
con el original y archívese este espediente, en caso de no ser 
apelada esta sentencia. 

i*. (Marchen y Alcor tu, 

mil* 4 c I» tftuprem Carie 

Bunios Aires. Marzo 3t) de 188». 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma el auto apelado de 
foja veinte, y devuélvanse, 

J. DOMINGUEZ. — l LADISLAO FHUS. — 
FEDERICO IbAltCCREN. 



KAUOS 1>E LA SUMEHA COBTE 



CAUSA XXXIII 



Don Juan t Coronado, contra los Jueces de Paz de ta tfi*y Í8 M 
Sección de la Capital, />. Miguel Méndez y li, Juan Fran- 
cisco Ovarte y fas miembros de ta Junta Calificadora de 
la Parroquia de ta Concepción, IK José li. Patiño, D. José 
V. Fernandez y I). Joaquín Castellanos ; sobre infracción de 
la Ley de Elecciones. 



Sumario. — í» La inasistencia injustificada del Juez de Paz 
¡i la instalación de la Junta Calificadora, constituye una infrac- 
ción prevista y penada por la Ley de Alecciones. 

2 n Las pruebas de la defensa, una vez notificada la acusa- 
ción y sus fundamentos, deben presentarse en el comparendo 
ordenado. 



Cííío. — Se relien? en el 

Fallo «el Juea Wmémmml 

Un -nos Airea. Noviembre 33 du 1885. 

Vista esta causa iniciada por 1), Juan Coronado, en uso del 
derecbo que lt acuerda el artículo 71 de la k-y nacional de 
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elecciones, contra los Jueces de Paz de las Secciones 16 y 18 
y contra los miembros de la Junta Calificadora de la Parroquia 
de la Concepción, D. Jos* it. Patino, D. José V. Fernandez 
y D. Joaquín Castellanos, oídas las partes en juicio verbal j y 
Considerando : 

Primero i Que la acusación contra el Juez de Paz do la 
Sección, 10, D. Miguel Méndez, se funda en que este funcio- 
nario no concurrió, como era do su deber, a presidir la Junta 
Calificadora de la Parroquia de la Concepción, el día once de 
este mes, m> pudiendo por tal motivo los vecinos de esta Parro- 
quia ejercitar los derechos qne la ley Ies acuerda. 

Setjundo; Que D. Miguel Méndez ha alegado en su defensa 
quo Labia sido exonerado por el Poder Ejecutivo, ú causa del 
mal estado de su salud, del cargo de Presidente de la Junta 
Inscripto™, siendo nombrado para reemplazarlo el Juez de Paz 
de la Secciou 18, por euya razón no se habia creído obligado 
i concurrir al atrio, desde que no tenía alli función alguna, 
que cumplir. 

Tercera: Quede los testimonios de las notas dirigidas por 
el Sr. Ministro del Interior, con fecha (1 do Noviembre, á los 
citados Jueces do Paz, y del decreto del Poder Ejecutivo do 
la misma fecha, resulta sor cierto lo manifestado por el Sr. 
Méndez, de haber sido reemplazado por el Sr. Juez de Paz de 
la Sección 18, en el cargo de Presidente de la Junta Inscrip- 
tora de la citada parroquia. 

Cuarto : Que D. Juan Francisco Duartc, Juez de Paz de la 
Sección 18, ha pretendido escusar su inasistencia alegando 
haber estado enfermo el día 1t de Noviembre y obligado en 
consecuencia á permanecer en su domicilio, cumpliendo las 
prescripciones del mídico que lo asistía, sin presentar empero, 
como debía haberlo hecho, tos comprobantes legales de la ver- 
dad de esta aserción, ú lo que estaba obligado, pues fué citado 
al juicio cuu prevención que dubiu coucurrír á él munido do 
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todas sub pruebas; no siendo par ello admisible U causal in- 
Tocada para justificar la inasistencia. 

tjuintü : Que con respecto á los miembros de la Junta Culi- 
ücadora, contra los que desistida la acción criminal, el acusador 
pide simplemente un apercibimiento, consta de autos quo 
asistieron al átrioá la hora que la ley marca, resolviendo por 
ta ausencia del Juez de Paz no formar mesa, pues consideraron 
indispensable para la validez del acto la presencia de este fun- 
cionario. 

Por esto* fundamentos, de acuerdo con el artículo Wl de la 
ley de la materia y en conformidad á la jurisprudencia esta- 
blecida por la Suprema Corte, en la causa seguida contra el 
Juez de Paz de la Sección 13\ 1). Alejo Keboredo, fallo impo- 
niendo al Juez do Paz de la Sección 18, I). Juan Francisco Pil- 
arte, la multa de quinientos pesos moneda nacional, con des- 
tino al fondo de las Escuelas comunes de esta Capital ; y no 
baciendo lngar á la acción instaurada con el Juez de Paz de 
la Sección 16% D, Miguel Méndez, ni al apercibimiento soli- 
citado contra los miembros de la Junta Calificadora. SoÜ- 
fíquese cou el original y llágase saber al Consejo Nacional de 
Educación, a sus efectos. 

Andrés Ugarrisa, 

Falle 4e I» ««presa» Curte 

Bueno* Aires, Marzo ín de 1880, 

Vistos: por sus fundamentos, y considerando en cuanto al 
recurso de nulidad interpuesto por Don Juan Francisco Du- 
arte : que el contenido del oficio de foja nneve en que se es- 
presa claramente el motivo de la acusación y el nombre del 
acusador, le fue notificado personalmente en su domicilio ; 
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que no pudiendo ignorar la responsabilidad que pesaba sobre 
v\ por el hecho de no haber concurrido a formaT parte de la 
Junta Calificadora de la Parroquia déla Concepción el dia once 
de Noviembre, ha debido concurrir al juicio con los compro- 
bantes necesarios para justificar esta falta; pues las escusas 
de no haberlos presentado por ignorar que ello formara uno 
de los capítulos de la acusación, os de todo punto inadmisible: 
se declara no haber lugar sí recurso de nulidad, y en su con- 
secuencia, se confirma en todas sus partes la sentencia apelada 
de foja quince vuelta. Notifiques© con el original, y devuél- 
vanse. 

j. DOMINGUEZ. — l LADISLAO FRIAS. 
— FEDERICO IBARGCREN, 



caijma mmm 



Don Víctor M. Molina. f>. Árturo Mchard tj /J. Manuel F. Ha- 
mos, miembros de la Junta Calificadora de la l'arroffuia de 
la Catedral al Srnt de ftttcnos Mres r en recurso contra los 
procedimientos del Juez Federal lh\ Tedin: sobre inscripción 
jf exclusión indebidas en el flenistro Cívico. 

Sumario. — i° La Junta Calificadora no tiene personería 
para deducir recursos de las resoluciones del Juez Federal 
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sobra inscripción ó esclnsiou indebidas, que ella dele acatar 
y cumplir. 

2* La superintendencia de la Suprema Corte no la autoriza 
a rever los autos y procedimientos de los Jueces inferiores, 
que no sean llevados ú su conocimiento por los recursos estable- 
cidos por la ley, y deducidos en forma por quien tiene perso- 
nería para hacerlo. 



Caso, — He reliere en el fallo de la Suprema Corte y en lu 

VISTA DEL SESOR PftOCL'llAhOK GENERAL 

Rueños Aires. Mamo 10 di> imi. 

Suprema Corte: 

La posición que en este caso asume la Junta Calificadora de 
la Catedral al Sud, es inusitada. 

Con arreglo a la ley de la materia, es la Junta el Tribunal 
que conoce en primera instancia del juicio de tachas, y el Juz- 
gado de Sección, en apelación. Si el Dr. Tctlin no es el Juez 
competente, por los razonamientos que la Junta tan cstensa- 
mente hace valer, son los interesados los que ban debido opo- 
ner la escepetou de incompetencia, ante ¿1, ó ante el Dr. 
Ugarriza, incitándole á sostener su jurisdicción, y V. E, 
hubiera decidido en definitiva. 

La Junta no es parte en este juicio y debe serla indiferente 
sea uno ú otro Juez el competente. Su misión esta limitada 
á fallar en primera instancia y i dar cumplimiento á los man- 
datos de su superior, sean justos ú injustos, de lo que no es 
ella Juez. 

Lo mismo digo c*m respecto á la observación de que él Dr. 
Tcdin lia conocido originariamente. 



|»t: Jl'STIU.l nacional 



Son los que así hubieran sida eliminados del rejistro, loa 
que han debido deducir la acción d que entendieran haber lu- 
gar. La Junta nada tiene que ver en ello : su misión es pasiva, 
pues es bien sabido que la justicia, muy especialmente on el 
orden nacional, no procede de oficio, siendo su deber juzgar y 
nó asumir la representación y defensa de los interesados en el 
j u ido. 

Por eso he dicho, y repito ahora, que la Junta carece de 
personería para traer á juicio las resoluciones de su superior. 

Agrégase para terminar, que un procedimiento semejante 
echaría por tiesra los principios mas elementales en que reposa 
la organización de toda justicia, 

Eduardo ("osla. 

iludios Aires, llano 20 de 1886. 

Vistos, resulta : Que la Junta Calificadora de la Catedral al 
Sud ha apelado de hecho contra las providencias del Juez 
Federal Ductor Tedin, que reputa no arregladas á derecho, 
alegando que no es dicho Juez, sinú el Doctor Ugarriza, el 
competente para conocer en apelación de los reclamos sobre 
inscripción 6 esclusion indebidas, y pide, en su consecuencia, 
se le obligue á mantenerse dentro de los límites de su compe- 
tencia: se declare que los casos por él juzgados originaria- 
mente sou de la esclusiva competencia de la Junta, y en cuanto 
á los que ha conocido por Tía de Alzada, no es 61 Juez de Ape- 
lacion,|y, en fin, que se le ordene suspender todo procedimiento. 

Y considerando: 

Primero: Que la apelación directa ante la Suprema Corte 
solo procede, según lo dispuesto por el artículo doscientos 
veinte y nueve de la Ley de Procedimientos, en los casos 
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en que, debiendo concederse en primera instancia, lia sido 
denegada por el inferior. 

Segundo: Qtie no se halla en esto caso la interpuesta por la 
Junta Calificadora de ta Catedral al Sud ; pues no siendo parto 
en el juicio sobre inscripción ó esclusion indebidas, y debiendo, 
en su calidad de Juez inferior, acatar y cumplir las resolucio- 
nes de su superior, no ha podido apelar ante el mismo en pri- 
mera instancia y mucho menos deducir contra ellos el recurso 
directo de queja unte la Suprema Corte, que no ejerce juris- 
dicción en dichos juicios. 

Tercero: Que la superintendencia atribuida á la Corte, y de 
la cual se hace mérito en el escrito de foja primera, no autoriza 
¡i este Supremo Tribunal para rever los autos y procedimien- 
tos de los jueces inferiores, que no son llevados á su conoci- 
miento por alguno de los recorsos establecidos por la ley, y 
deducido en debida forma por quien tenga derecho y personería 
bastante pura hacerlo. 

Por estos fundamentos, y atento lo espuesto por el Señor 
Procurador General en su precedente vista, se declara no ha- 
ber lugar al recurso directo de apelación deducido por la Junta 
Calificadora de la Catedral al Sud. Itemftanse estas actuacio- 
nes al Jaez Federal Doctor Tediu para que las agregue ú m¡s 
antecedentes, y comuniqúese esta resolución á la espresada 
Junta. 

J. DOMINGUEZ. — l LADISLAO FRIAS. 

— f tüKiuco iharcChev 
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i ion Trifila Meyrr t f f\ contra tten J. Ilruneiujn y C\ jmr fai- 
sifu tieitm de Marca *U> fábrica : sobre pñrtonertü- 



Sumario. — Kl certificado de la oficina de patentes, de sel 
el actor el único agente del propietario de la marca cuya falsi- 
ficación se persigue» basta para acreditar su personería. 



frjso. — Demandados J. Hrunengo y G" por falsificación de 
marca de los vinos del Alto Douro, por I), Teófilo Meyer y C', 
se ordenó á estos, por fallo do la Suprema Corte, que debían 
acreditar su personería. 

Presentaron na certi fkado de la Oficina de Patentes, ha- 
ciendo constar que 1). Teófilo Meyer y C" eran los únicos 
agentes en esta República de los vinos de la Sociedad de Agri- 
cultura de las Tinas del Alto Douro. 

Falto «el Jn» FcAml 

Buenos Aires, ¡■ieliembro 3 de 1885. 

Y vistos: considerando que la personalidad de los Sres. Teó- 
filo Méndez y G\ como únicos agentes de la Compañía de Agri- 
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cultura de las Tifias del « Alto DourD > está comprobada por 
el certificado que consta al dorso del documento corriente á 
foja 49 v uelta, de que se dio copia al demandado, certificado 
espedido por un oficia! público, como es el Encargado de la 
Oficina Nacional de Patentes de Invención. 

Que idéntica declaración á la que precede fué hecha en el 
juicio promovido por D. Teófilo Mejer contra 1). Andrés -Miel i, 
en la sentencia que terminó ese juicio j que fué ron firmada en 
todas sus partes por la Suprema Corte, 

Por estas razones, se declara, con costar, que D, Teófilo Meji?r 
y C ha acreditado los estreñios ordenados en la resolución de 
la Suprema Corte corriente á foja 37 vuelta. Kn su consecuen- 
cia, conteste el demandado derechamente la demanda dentro 
del término de la ley. 

Ándrvs t (jtm izu. 

rali» de la Suarcata Carie 

Bueno* Aires, Marzo 30 de 1886, 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja setenta y nucTe. Repuestos los sellos, devuél- 
vase. 

J. B. GOROSTIAGA. — i. DOMINGUEZ. 
— ULAUISLAO FKIA8. — FEDERICO 
IBARGÚREN. 



I)E JUSTICIA NACIONAL 433 



C AUSA XXXVI 



Don Carlos Casado, contra la Municipalidad del ¡losaría, por 
interdicto de obra miera : sohrc incompetencia. 



Sumario: i° Parala competencia de loa Tribunales Fede- 
rales, por razón de las personas, es preciso que el derecho dis- 
putado pertenezca á las partes originariamente. 

2? No hay temeiidad en la parte que ha ocurrido á ellos con 
un derecho que le pertenece por título de cesión de acciones. 

Cojo, — Se refiere en el 

rail* del Jum Federal 

Rosario, Setiembre 18 de I8&I. 

T visto este espediente en que D. Juan Arrosagaraj, en re- 
presentación de D. Cárlos Casado, demanda á la Corporación 
Municipal de esta ciudad, deduciendo la acción de retener la 
posesión que dice habérsele turbado por construcciones hechas 
por esta última en su terreno y por impedimentos puestos para 
ejecutar otras que el demandante quiso verificar en el mismo. 

Y considerando: I o Que Inacción deducida se funda en la 
escritura de foja V otorgada por D, Ignacio Comas á favor de 
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D. Cirios Casado, de fecha 17 de Junio del corriente año, y 
por cuyo terreno, según el plano de foja 69 firmado por el Dr. 
D. Eugenio Pérez, »*ra la obra nuera del empedrado de la que 
se llama calle Córdoba y es en el mismo en el que se quiso 
también construir por Casado una palizada que fué destruida 
por la Municipalidad ; hechos principales en que se funda la 
perturbación de la posesión acusada; 

2" Que dicha e*er llura de foja 1" no lo es de compra-venta, 
sinó de cesión á faTor de D. Carlos Casado de los derechos y 
acciones que á dicho terreno tuviere el cedente D. Ignacio 
Comas ; 

3 o Que esto así, no procede la jurisdicción nacional, basada 
en el caso actual en la sola nacionalidad estrangera del de- 
mandante D, Cárlos Casado, en litigio con la Municipalidad 
demandada; pues la Suprema Corte, de acuerdo ton la pres- 
cripción espresa consignada en el artículo 8° de la ley de 14 
de Setiembre de 1863, tiene resuelto que para que los Tribu- 
nales Nacionales sean competentes por razón de las personas, 
es preciso que el derecho dUputado pertenezca originariamente 
y no por cesión ú mandato (causa XXXIV, tomo 14» sérieíí\ 
página 173); 

4" Que no obstante esto, la parte de la Municipalidad ha 
aceptado esplíciti. mente en esta causa la jurisdicción nacional, 
como se comprueba sí foja 95 vuelta, en la esposuion hucha en 
la única audiencia que según derecho tiene por toda tramita- 
ción esta causa sumarisíma, viniendo así hasta tratarse esta 
cuestión ante U Justicia federal por el mutuo consentimiento 
de las partes; 

5 D Que la jurisdicción de los Tribunales nacionales es es- 
cepcional, y ordinaria la de los de la Provincia, no pudiéndose 
en consecuencia hacer surtir voluntariamente el fuero federal 
(causa CXLIV y LUI, tomo 3\ serie i\ pág. 488 y tomo 0*. 
súric I', pág. 364}. 
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Por estas consideraciones y otras que siendo corroborantes 
podrían aún agregarse, declárase incompetente este Juzgado 
para conocer en esta causa, pudieTido ia parte de Casado re- 
currir donde corresponda, sin especial condenación en costas, 
por la razón espuesta en el considerando 4". Xotiííquesc ori- 
ginal y repónganse los sellos. 

G, Estafara Zuviría. 

tal!» d* I* Suprt» Cferte 

Buenos Aires, IPiirzo 30 de ItSJf». 

Vistos: no habiendo temeridad en la demanda interpuesta, 
y por sus fundamentos, se confirma con costas el auto de foja 
ciento treinta y cuatro, en la parte apelada, ltepucstos los se- 
llos, devuélvanse. 

J. 11. GOllOSTlAGA. — J. DOMINGUEZ. 
- I LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
IHAKGÍHES. 



m 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



CAUSA XXXVII 



El Dr. D. Manuel Argañaráz y D. Benedicto Orliz, contra Ü. 
Napoleón Suarez, t>. José I). Suarez y D. José A. Herrera, 
miembros de la Junta [nsórtptora del Departamento de lo- 
rcto en ta Provincia de Santiago : por infracción de ta ley 
de Elecciones. 



Sumario: 1* La acción por infracción de la Ley de Aleccio- 
nes, es pública y puede ejercerla cualquier ciudadano aunque 
no sea vecino del punto donde se lia cometido la infracción. 

El hecho de no haber la Junta Iuscriptora mandado reti- 
rar un grupo de gente armada que ha obstruida la inscripción, 
cae bajo la sanción penal de la Ley de Elecciones. 

3 U No es tacha admisible la de ser los testigos de opinión 
política contraria á la de los acusados. 



Caso. — Se refiere en el 

Santiago, Noviembre 5 de 1885. 

Autos y vistos: la acusación entablada por los ciudadanos 
Dr. D. Manuel Algaliar áz y D. Benedicto Ortiz contra la Junta 
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Calificadora del Departamento de Lotbío, fundada en que ésta 
se ha negado á inscribir á los ciudadanos que concurrieron al 
átrio de la Iglesia Parroquial en el dia 25 de Octubre último; 
convocadas las partes á una audiencia verbal en la que debian 
producir todas las pruebas que tuvieran respectivamente en 
pró de sus derechos, la parte acusadora produjo las declara- 
ciones testimoniales de foja 3 y la parte acidada se limitó pri- 
mero á deducir la escepcion dilatoria de falta de personería en 
los demandantes, por no ser vecinos del distrito electoral de 
Loreto, y á ncgaT los hechos denunciados, en cuanta al fondo 
de la demanda, aseverando que la inscripción se practicó con 
toda regularidad. Y considerando, por lo que respecta á la es- 
repcion dilatoria de falta de personería de los demandantes: 
que el inciso final del artículo 7! de la Ley de Elecciones Na- 
cionales de itide Octubre de 1877, dispone que la imposición 
de las multas de que habla la ley, se ha de haci-r á instancia 
ú á requisición del Ministerio Público ú de atalf/itier ciuda- 
daño; quedada la generalidad de los términos empleados por 
la ley, no hay razón para haoer distinciones que ella no esta- 
blece ; que debe tenerse en cuenta, tratándose del ejercicio de 
esta acción, que ella reviste un carácter público, por afectar 
intereses generales, como son los ipte se relacionan con el ejer- 
cicio libre de los derechos políticos de los ciudadanos, y es por 
esta razón, que la ley ha dispuesto que las denuncias sobre 
infracciones de la misma puedan ser hechas, ya sea por el Mi- 
nisterio Fiscal ó por cualquier ciudadano; que además, no debe 
perderse de vista que el lejislador al crear esta acción lo ha 
hecho mas en vista del interés genera) que del individual, por 
cnanto su propósito no ha podido ser otro que garantir, poT 
medio del ejercicio de esta acción, la pureza en los actos elec- 
torales, que son la hase de nuestras instituciones representati- 
vas. Por estas consideraciones y las concordantes espuestas 
por el demandante Argañaraz en la audiencia verbal y por el 
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Fiscal de turno, se declara ¡n competente la esccpcion dilato- 
ria interpuesta de contrario. 

Considerando, en cuanto al foudo de la demanda, que lo* 
denunciantes han aseverado que ul lado do la mesa ¡nscrip- 
tora Labia en el atrio de la Iglesia parroquial una fuerza 
pública compuesta de catorce ó quince individua amados á 
remingtons, Ins que impedían el acceso ú los ciudadanos á la 
mesa, negándose esta á aceptar úsenles de los partidos elec- 
torales, con escepcion de 1). Aparicio Islas que era represen- 
tante de) partido situacionista ; que para probar esos hechos 
han producido las declaraciones testimoniales de fojas 20 á 27 
vuelta, de las que resulta: 1" Que es verdad que existían esos 
hombres armados ii remingtons en el número espresado por 
los denunciante*; 2" Que la mesa se negó á aceptar los fiscales 
de los partidos; y 3" Que esa fuerza impedía que los ciuda- 
danos se hiciesen inscribir. 

Considerando que las Juntas son lus encargadas de tomar 
todas las medidas tendentes á garantir, al pTopio tiempo que 
el órden en el acto de la inscripción, que esta se verifique 
en libertad, para que puedan inscribirse los ciudadanos de 
los distintos partidos políticos; que las Juntas tienen las fa- 
cultades necesarias para mandar allanar todo obstáculo que 
se oponga á la regularidad y libertad en el acto de la ins- 
cripción, podiendo y debiendo en consecuencia haber man- 
dado retirar ese grupo de gente armada que obstruía la 
inscripción ; y que esto era así, resulta de las declaraciones 
contestes de los tres testigos presentados; que de las misma» 
declaraciones resulta también probado que nunca se acostum- 
bró en ese Departamento ta presencia de la fuerza pública, en 
actos semejantes al de que se trata, constituyendo por con- 
siguiente la presencia de esa gente armada una ostentación 
de fuerza, contraria á las disposiciones de la Ley Electoral 
que manda castigarla, por obstruir el ejercicio de un derecho 
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consagrado por nuestras instituciones políticas; que resulta 
también probado qué solo so inscribieron en el Registro los 
que componían el grupo fie gente armada que estaba contiguo 
á la mesa, t/ue todo estos hechos están también corroborados 
por la protesta que corroa foja ... de estos autos; que, por 
tanto, es la Junta la responsable de la obstrucción puesta al 
ejercicio del derecho de inscribirle. Considerando, en cuanto 
á las tachas puestas por el apoderado de los demandados, á 
los testigos presentados por el demandante : que esas tachas 
se fundan en que los testigos son de opiniones políticas con- 
trarías á las de los miembros de la Junta Inscriptora; que 
esta no es causal bastante para invalidar las declaraciones de 
aquellos, desde que, aún tratándose de Jueces y partes en un 
juicio, la diferencia de sus opiniones políticas no es causa de 
recusación de aquellos, autorizados por la ley, habiéndolo es- 
tablecido asi también la jurisprudencia sentada por la Corte 
Suprema, en los casos ocurrentes; que si se admitiera esa 
causal como suficiente para anular esas declaraciones, no ha- 
bría medio alguno de probar los hechos denunciados, ó por lo 
menos sería sumamente difícil encunlrarlos, por cuanto son los 
partidos de oposición al de la situación, al que pertenecen los 
miembros de la Juntu, los que se quejan de ésta. 

Por estos fundamentos y otros que se omiten, definitiva- 
mente juzgando, fallo que debo condenar, como condeno, al los 
miembros de la Junta Inscriptora del 1 lepar lamento de Loreto, 
1). Napoleón Suarez, I). José 1). Suarez y 1). José M. Herrera 
á pagar la multa de cincuenta pesos nacionales cada uno, con 
destino al fondo de escuelas de la Provincia : todo de acuerdo 
con las prescripciones de los artículos 69 y 70 de la Ley Elec- 
toral vigente. Déjase sin efecto el auto de foja 27 vuelta. Há- 
gase saber con el original y archívese este espediente, eso de 
no ser recorrida esta sentencia. 

P, Olaechea y Alearla. 



I 
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Bueno* Aires, Mar/o 20 de ]8Í*¡. 

Vistos: por sus fundamentos, se conlirma el auto apelado 
de foja veinte y nueve; y devuélvanse, 

J. DOMINGUEZ. - ULADISLAO FRIAS. — 
KEbEMCO ÍBAHOCHEN. 



cavna xwvm 



Don Mantón López, omita IK Daniel Lascano y li. Gregorio 
í)iaz, mtembros de la Junta cattficaílora de Atamisque, 
Provincia de Santiago; xobre infracción de la Ley de Elec- 
ciones. 

Sumario. — El hecho de abrirse la inscripción <V1 Registro 
por uno soto de los miembros de la Junta Calificadora, y de sus* 
cribirse por los demás en lugar distinto del de su reunión, y 
el de no concurrir n su instalación sin causa justificada, cons- 
tituyen infracciones de la Lev de Elecciones. 
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Caso. — Se indica en los fallos siguientes: 



Fallo del Jy«i federal 

Santifico, Noviembre 1 de 18H5, 

Autos y vistos: lu denuncia hecha jior el ciudadano I>. Ra- 
món López contra ta Junta Cftlilieadora del Departamento Ata- 
mifiqtie, por infracciones de la Ley Klcctoral de UNe Octubre 
d° 1877, en su articulo 8". Convocada* las partes á audiencia 
verbal, el demandante produjo para probar sos aseve raciones, 
las declaraciones de foja ... ; lea demandados negaron los Le- 
chos alegados por el acusador. 

Considerando: que de las declaraciones de foja no resul- 
tan, en manera alguna, probadas los hechos denunciados, en 
cuanto á que, alirmándosc por el demandantu que la inscripción 
en el Registro se había hecho solo por el mn juez Lasca no, 
resulta que también han tomado parte en su formación el con- 
juez Ledcsma y el Juez de Paz sustituto 1). Gregorio Díaz; Que 
tampoco se ha probado que se haya hecho uso ríe la fuerza para 
obligar á lHnz á que li rutara el Registro, desdi* que id mismo 
declara que lo firmó á petición del con juez Lasoane; i£ue, por 
tanto, resultan improbados los hechos denunciados, desde 
que, negándolos los demandados, correspondía al actor probar- 
loa, lo que no se ha hecho, pues la declaración del testigo 
singular D. José A. Díaz, que dice que sabía de oHas al- 
gunos de los hechos denunciados, no basta en manera alguna 
para dar aquellos por constatados ; Que, sin embargo, resulta 
que el Juez de Paz Díaz, suscribió el Registro en casa del 
conjuez Lascano, lo que importa una irregularidad, pues el 
Registro debe ser suscrito en el local donde se verilica la ins- 
cripción, pudiéndolo hacer también los ciudadanos que se hallen 
presentes y que quieran firmarlo. Por estas consideraciones 
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y las concordantes de la vista Fiscal do foja H, fallo decla- 
rando que el denunciante 1). llamón López, no ha probado, 
como probar debía» los hechos denunciados, con eseepcion de 
aquel i que se refiere el último considerando; y absolviendo, 
en consecuencia de la demanda interpuesta á los demandados, 
dejando á salvo sus der dios, para que los hagan valer en el 
tiempo j la forma que les convenga, so apercibe á los vocales de 
la Junta, Lascano y Díaz por la irregularidad á que se hace 
referencia en el último considerando. Hágase saber con el 
original y archívese este espediente, caso de no ser recurrida 
esta resolución. 

/'. Oiaeckea *j Aborta. 

Fallo é> l» Suprema C»rte 

Buenos Aires. Abril 1* u> ]HW¡. 

Vistos y considerando: que está justificado que el acusado 
Don Daniel Lascano, abrió la inscripción del Registro Cívico, 
en los dos primeros Domingos de Octubre último, sin la con- 
currencia de su njlega y co-arusado Don Venancio Ledesma y 
del Juez 'le Paz sustituto, Don Gregorio Dinz, llamado por 
ausencia del titular á integrar la Junta CalíÜcadora, quien sus- 
cribió el Hegistro, á petición de Lasrauo, en la casa de este, 
donde lo hizo también dicho Ledesma, según el testimonio del 
Juez de Paz, ó fuera indudablemente del lugnr de la reunión 
de la Junta, puesto que no asistió á la inscripción; confesando 
Lascano, que el Juez de Paz no estuvo presente a) cerrarse el 
Registro y lo firmó en *u casa; y ledesma, que el mismo Juez 
concurrió el primero y no el segundo Domingo (declaraciones 
de Don José A. Díaz y del citado Juez de Paz, y exposición 
de los acusados en el juicio verbal ante el Juzgado de Sección). 

Que los acusados, Lascano, abriendo la inscripción del Re- 
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gistro siil la concurrencia do lo* demás miembros de U Junta, 
y haciéndolo suscribir por estos en lugaT distinto del de la 
reunión de ella; y l.odesma, no asistiendo a la formación del 
Registro, sin causa justificada, j firmándolo como se ha ex- 
puesto, han infringido los artículos tercero y cuarto de la Ley 

de Elecciones vigente. 

<¿tie i*stas infracciones im tienen pena especial, determinada 
un ella, y deben por lo tanto, segnn el artículo sesenta y nueve, 
castigarse con multas, en proporción A la gravedad de la falta. 

<¿ue en cuanto al Juez de Paz sustituto, no habiendo sido 
acusado, no puede imponérsele pena alguna, conforme al artí- 
culo diez y ocho de la Constitución. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
foja diez y ocho, y se condena á cada uno do los acusados, al 
pago de la multa de cien pesos moneda nacional con destino al 
fondo de escuelas de la Provincia de Santiago del Estero, con 
arreglo á los artículos sesenta y nueve y setenta de la ley ci- 
tada; devuélvanse y notifícese con el original. 

I. DOMINGUEZ. - -- ! LADISLAO FRIAS. 
— FEDERICO IBARCÚREH. 
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Don Julio Pictórica y Don A . Hcboredo, en recurso de hecho ; 
por apelación denegada de auto de prisión. 

Sumario. — La apelación del auto de prisión interpuesta en 
el efecto devolutivo, no impide la prosecución del sumario, y 
no puede denegarse por tal causa. 



Caso. — Kn la causa seguida íi lo* Sres. Victorica y Reboredo 
por infracción de ta Ley do Elecciones, apelaron estos del auto 
de prisión, en el efecto devolutivo, y se les negó la apelación 
por hallarse la causa en estado de sumario. 

Interpuesto el recurso de hecho, so dictó el siguiente : 

Falle de la Kiaprem» Carie 

Buejion Aire», Abril 1" de 1886. 

Vistos en el acuerdo, y considerando : 

Que el recurso de apelación en el efect-i devolutivo, inter- 
puesto por los recurrentes del auto de prisión, les ha sido ne- 
gado por hallarse la causa en estado de sumario. 
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Que el otorgamiento de la apelación en aquella forma, no 
impide U prosecución del juicio en primera instancia, ni per- 
judica los fines que tiene por objeto, y debió por lo mismo 
concederse. 

Por estos fundamentos, estando ya terminado el sumario, y 
habiendo el Juez de Sección expedido el antecedente informe 
sobre el recurso de queja deducido por los solicitantes, se 
admite la apelación interpuesta en ei efecto devolutivo, y pasen 
estas actuaciones al relator. 

J. DOMINGUEZ. — FLADISLAO FRIAS. 
— FEDERICO IBARCCIIEN. 
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Don Juan Cruz Domínguez, contra />. Sorberlo Funes, D. Ma- 
nuel Acosta y D. Amadeo Segura, miembros de ta Junta Cali- 
ficadora de Santa liosa, Departamento de Jnnin en lu /Vo- 
viñeta de San Luis : por infracción de la Ley de Elecciones* 

Sumario. — El rechazo de Fiscales por la mesa calificadora, 
y la inscripción indebida, no constituye infracción de la Ley de 
Elecciones. 
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Caso. — Se halla referido en la siguiente í 

VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 

Señor Juez de Sección ; 

Pon Juan Cruz Domínguez, vecino de esta ciudad, joven que 
no representa la edad de la ley para estar en juicio, se ha pre- 
sentado ante V. S. si nombre propio, demandando ú la mesa 
Calificadora del Departamento de Junin por violaciones a" la 
Ley Nacional de Elecciones. 

Dos son los capítulos en que basa su acusación : 

1° N ti haber aceptado la mesa, los Fiscales nombrados para 
fiscalizar los actos de la inscripción, por el partido político que 
sostiene la candidatura del Dr. D. Dardo Rocha. 

2 o Haber inscripto la mesa, en «1 Üegistro, á menores de 
diez y siete anos. 

Como comprobantes de los hechos acusados, presenta el Sr. 
Domínguez un escrito firmado por nueve individuos de aquella 
localidad en que dicen que protestan solemnemente de los pro- 
cedimientos de la mesa de aquel Departamento, que la forma- 
ban, el Domingo último los Krcs. D. Norberto Funes, D. .Ma- 
nuel ¿COSta y D. Amadeo ¡Segura, expresando que los hechos 
que dan mérito á esa protesta, hecha ante ellcs mismos, y no 
ante la mesa, son el haber prohibido terminantemente no per- 
mitirá ningún representante de los partidos políticos, se acer- 
quen á la mesa á iiscalizar c) acto de la inscripción, y el de 
haber observado que los conjucces mencionados daban boletas 
de inscripción á menores de la edad que la ley acuerda para 
inscribirse. 

De la naturaleza de los hechos acusados, se desprende cla- 
rameute que se trata de actos de la Junta Cal i tica dora ejecu- 
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tados en su calidad de Juez de la inscripción, de los cuales 
Y. S. no puede conocer, si nú en' grado de apelación, y para los 
que no hay una sanción penal en la Ley de Elecciones. 

No es, pues, procedente la acción entablada, en la forma de 
acusación que el Sr. Domínguez le ha dado, y menos aun ejer- 
citando un derecho propio que solo tiene el ciudadano domi- 
ciliado en aquella sección electoral, cuando es damnificado en 
su derecho por las resoluciones de ta Junta. 

Asi lo establece el artículo 9 ' de la citada ley, que me voy 
ú permitir transcribir : « Los reclamos sobre inscripción 6 ex- 
clusión indebidas, se harán ante las mismas Juntas Califica- 
doras, la* cuales resolverán, oídas Us partes en juicio verbal, 
consignando el fallo y sus fundamentos en una acta. (Juieu se 
creyere damnificado por su resolución podrá apelar en el tér- 
mino de diez dias ante el Juzgado Nacional de la Provincia, 
presentándose con una * úpia del acta que le será otorgada en 
papel común «. 

De la lectura de este artículo de la ley se vé que la acusación 
es improcedente, porque en ella se acusa á la Junta Calificadora 
del Departamento de Juníu, de haber inscripto en el Registro 
de esa Sección electoral a menores de diez y siete anos. 

Seria pues esto, uua inscripción indebida, d" la cual, según 
el mencionado artículo debe reclamarse ante la misma Junta 
Calificadora, quien debe resolveren primera instancia, oyendo 
a las partes en juicio verbal, de cuya resolución puede ape- 
larse ante V. S. 

Kl artículo 12 de la referida ley (ija el tiempo y la forma 
en que deben hacerse los ret íamos de que habla el articulo !t\ 
y ese térmiiio no ha llegado aun porque está establecido que 
so hagan dentro de un mes después del dia en que se cierre el 
Iíegislro, y aún faltan tres Domingos para que este acto tenga 
lugar. 

La no admisión de los fiscales por la mesa calificadora, que 



448 



FALLOS DE LA SUMEtfA CORTE 



forma el otro capítulo déla acusación, el Fiscal cree que se en- 
cuentra en el mismo caso del anterior: no es procedente y 
debe ser desechado. 

Los artígalos 3 U y 6° de la Ley de Elecciones establecen la 
forma y modo cómo debe formarse el Registro Cívico ; y ante 
sus prescripciones terminantes y claras no se es plica ta acu- 
sación entablada por el jóven Domínguez 

c El Registro Cívico, dice el artículo 3°. sei a formado en 
cada sección electoral por una junta compuesta por el Juez de 
Paz ú Territorial Superior en calidad de Presidente y dos 
ciudadanos designados en esta forma, etc. * 

Esta junta pues, es la que representa la autoridud soberana 
del pueblo para formar el Registro Cívico : á ella sola está 
confiada la autoridad de calificar a los ciudadanos que deben 
inscribirse en él, bajo la forma y condiciones que la ley re- 
quiere. Son ellos los jueces que aplican esa ley observando las 
formas y procedimientos que ella establece para la inscripción. 

gl artículo 6" complementa el artículo 3* y establece que 
cada sección electoral tendrá un registro en el que se inscri- 
birán, numerándose, los nombres y domicilio de los ciudada- 
nos domiciliados en ella, que se presenten personalmente i 
solicitarlo, debiendo hacerse constar su liliicion, profesión, 
edad y si saben leer y escribir. El acta de cada día podrá ser 
suscrita por los ciudadanos presentes que quieran hacerlo. 

BÍ acto de la inscripción, es pues, esclusivamente coniiado á 
la junta y no tiene que ser lisfiaüzado por delegados de los 

partidos en lucha. 

Los preceptos de las leyes citadas no autorizan esa fiscali- 
zación y la razón es sencilla y comprensible. El acto de ins- 
cribirse es personal, el derecho á sur inscripto nace, no solo de 
la calidad de ciudadano sinú de la de ser domiciliado en la sección 
electoral donde va á inscribirse. La junta califica estas eondi- 
ciones y juzga con su autoridad propia si debe 6 no inscribir 
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al individuo que se presenta, y resuelve por sf y ante sí ins- 
cribirlo ó rechazarlo. 

Si esta resolución es injusta ó* arbitraria, la ley ha indicado 
el remedio que tiene el damnificado para enmendarla; ese re- 
medio es la apelación que le concede para ante V. S, en la 
forma y tiempo que ío determina el artículo Ude la ley. 

Los fiscales, pues, no tienen objeU en las mesas inscripto- 
ras y es por eso que la ley no los autoriza ni admite. Si la ley 
no impone pena alguna á la junta calilicadora por las inscrip- 
ciones indebidas, ni por los rechazos que baga, ¿ puede impo- 
nerla acaso, porque no admitan fiscales que presencien esas 
mismas resoluciones? Sería un disparate pretenderlo y sos- 
tenerlo. 

Pero dado el caso que asi fuera, que la ley admitiese los 
fiscales que nombren los partido* para presenciar la inscrip- 
ción ¿sería procedente la acusación entablada por el jóven Do- 
mínguez, tendría este la representación lenal para formular 
esa acusación contra la mesa de Junin? ¿quién podría ser 
fiscal de una mesa? ¿qué condiciones y requisitos serían ne- 
cesarios para ello, y quién les conferiría este carácter ? 

Si la ley autorizase ó permitiese el nombramiento de fiscales 
para las mesas calificadoras, el derecho de serlo y el de exigir 
su cumplimiento, no puede pertenecer a nadie mas que á los 
ciudadanos domiciliados en aquella sección y el jóven Domín- 
guez que, como he dicho antes, no está domiciliado alli, no 
puede ejercer su derecho político de inscribirse y votar sinó 
en la sección electoral donde tiene su domicilio. 

Las secciones electorales de la Provincia, son entre sí, como 
sou las provincias consideradas como secciones electorales de 
la República, y el ciudadano domiciliado en Mendoza no puedo 
inscribirse ni votar en San Luis» y no puede por consiguiente 
intervenir en nigun acto electoral de esta provincia; no podría 
ser fiscal ni representante de las personas perjudicadas en sus 

T. XX. 31 
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derechos políticos por una resolución de la Junta, sin poder 
especial de ellas. No hay pues, personería legal eu el jóven 
Domínguez. 

No se ha presentado con la demanda el acta en que consta 
el rechazo de los fiscales por la mesa, ni las razones de ese re- 
chazo. Tampoco se dice, quién ú quiénes han sido las personas 
que investían ose carácter, y por quién han sido investidos. 

En el escrito firmado por los nueve vecinos de Santa liosa» 
no se dice una palabra sobre estos puntos que son indispen- 
sables para establecer el alcance y gravedad de la resolución 
do la mesa, pues tratándose de derechos que nacen por el do- 
micilio de las personas, es necesario determinarlo pura saber 
si llenan ó no los requisitos exigidos por la ley. 

Así, por ejemplo, si el fiscal nombrado por aquellos nueve 
vecinos, y re:bazado por la mesa, ha sido el ei-Comaudante 
D. Rosario Suarez. como lo bu dicho la prensa de esta ciudad 
dando cuenta del hecho, el Fiscal cree que aquella Junta ha 
procedido bien, puesto que el Sr. Suarez no está domiciliado 
eu el Departamento de Junin sino en esta Capital. 

Por otra parte, para que un individuo pueda ser reconocido 
como Fiscal de una mesa, es necesario que sea investido con 
tal carácter por el Comité de la Sección electoral que va A 
representar. Dos, cuutro ó seis vecinos, no pueden acordar 
esa representación, porque el mismo derecho que tienen esos 
dos ó cuatro vecinos, la tendría uno y seria gracioso que eada 
ciudadano se presentase á la mesa con un Fiscal nombrado por 
él para inspeccionar y fiscalizar la inscripción de toda la Sec- 
ción electoral. 

El Fiscal por lo expuesto, pide á V. 8. se sirva rechazar la 
demanda interpuesta contra la mesa Calificadora de! Departa- 
mento de Junin. epü coatas. 



f hses /í, Lucem. 
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MI* d«l Ju«t Federal 

Téngase por resolución de este Juzgado la precedente vista 
Fiscal» Repónganse los sellos. 

i*. E. Migue:. 

VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GEKERAL 

Buenos Airi'5, Marzu 22 de I88R. 

Suprema Corte: 

La ley déla mate.ia, m bien admite y presupone la presen- 
cía de ciudadanos en el acto de la inscripción, no bíice men- 
ción de los Fiscales que los vecinos del Departamento de Ju— 
niu pretendían constituir. La üVaJizaeíou del Registro se 
ejercita, tina vez cerrado, por los medios que la misma ley 
bu establecido; y no se alcanza qué objeto tendría la presen- 
cia de los Fiscales, si no es recoger antecedentes para hacerlos 
valer después, y esto puede bacerto cualquier ciudadano, sin 
que sea necesario invista el carácter de Fiscal. No es pues, 
causa bastante para acusación, tú materia de pena, que la 
Junta baya resistido la presencia du tales Fiscales. 

No lo es tampoco la inscripción de menores de t7 años; 
admitiendo que sea cierta, nada es mas fácil que depurar el 
Registro, ocurriendo ¿ la misma Junta primero, y después al 
Juzgado de Sección, si fuere necesario. La simple inscripción 
indebida no constituye uu delito punible ante la ley. 

Kstoy por todo esto por la continuación de la sentencia recur- 
rida. 



Eduardo Costa. 
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F*U« ** I» S«pmM «ferie 

Buenos Aires, Abril 3 de 1886. 

Vistos : de conformidad con lo espuesto y puüido por el Señor 
Procurador tí ene ral en su precedente vista, se confirma el auto 
apelado de foja doie ; y devuélvase, 

J. DOMINGUEZ. — U LADISLAO FRIAS. 
- FEDERICO lUAKÜtUEN 



C- AUNA XL1 



Don Francisco Olivera, contra IK Pedro Anas tj 1). .hsé H. 
Aralos, por infracción de ta Ley de Elecciones ; sobre ape- 
lación. 



Sumario. — Lo* recursos no pueden interponerse por medio 
de telegramas; y no existiendo ninguno pendiente, no procede 
el de apelación contra un auto que no tra«- perjuicio. 
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Como, — Kn la acusación del Sr. Olivera contra los Sres. 
Arias y Aralos por infracción á la ley de Klecoiooes, el apode- 
rado de estos recusó al conjuez \k. 1). Manuel Argañaráz que 
conocía de la causa por impedimento del Juez Federal. 

Este desechó de plano la recusación y negó el recurso de 
apelación, protestando la parte acusada que iba a recurrir de 
hecho. 

VA Procurador Fiscal sostuvo que usa apelarion era proce- 
dente, y se dictó el siguiente : 

AUTO 

Santiago. Noviembre M de 1H85. 

Visto lo solicitado en la vista Fiscal que antecede y consi- 
derando: que 1» recusación ha sido desestimada en razón de 
que las causas en que se funda no son ninguna de las "nume- 
radas eu el artículo 43 de la Ley de Procedimientos, únicas 
por laA cuales pueden ser recusados los Jueces de Sección 
(art. 31 y 32, Código de Procedimientos ¡ Kirie 1*, Tomo 5", 
pág. 193 y Sírie 2', Tomo 10, pág. 118, Fallos de la Su- 
prema Corte Federal). Que la causal alegada de enemistad y 
juicio pendiente entre el Juez y representante de los acusados 
no está enumerada en el artículo 43 citado, ni puede ser nunca 
causa bastante de recusación, como se establece eu los consi- 
derandos de la resolución de foja en que se ha rechazado la 
recusación. Que ta segunda causa alegada, esto es, el interés 
en el éxito de la cansa por razón de las afecciones políticas 
tampoco es de las enumeradas por la Ley como lo reconoce el 
mismo Sr. Fiscal (Serie 2', Tomo 11, pág. 407, Fallos déla 
Suprema Corte Federal). Que la resolución, fundada en estas 
causas, desechando la recusación es inapelable, j así lo esta» 
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blece de una manera inequívoca el artículo 32 ya citado, 
diciendo «que hará cosa jusgada». Considerando: Que sola- 
mente pueden revocarse por contrario imperio las providen- 
cia* meramente interlocutores y que no se halla en esta 
categoría el auto denegatorio de apelación, cuya revocatoria 
se solicita (artículo 303 del t/údigQ de Procedimientos). Que 
habiendo la parte acusada declarado que recurre directa- 
mente pata ante ia Suprema Corto de Justicia, retirándose del 
juicio, foja 18 vuelta y 19 vuelta, no puede hacerse efectivo el 
traslado prescrito por el articulo 204 del mismo Código. 

Por estas consideraciones y otras tenidas en cuenta, declaro 
no hacer lugar á la revocatoria pedirla, y que se esté á lo re- 
suelto en el auto de foja ... , volviendo los autos al Fiscal para 
que se espida en la vista que se le ha conferido de las pruebas 
producidas; y hágase saber con el original. 

Jf. A rgañarúz. 

Vuelto el espediente al Fiscal este pidióse evacuáran algu- 
nas citas. 

Falle del &u+t, Federal <ui hoe 

s 

Santiago, Noviembre 17 de 1885. 

Como se pide, señalándole el dia de mañana 18 del corriente 
i las dos de la tard . Hágase saber con el original. 



M. ArgafiQráz. 
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Kl apoderado de los acusados sosteniendo que no pedia dic- 
tarse providencia alguna, pendiente el recurso de hecho ante 
la Suprema t urto, apeló del auto anterior. 

El Conjuez concedió la apelación. 

La Suprema Corte raandú informar ú la Secretaria. 

Ii FORME DE LA SECRKTAAIa 

Rueooa Airea. ÜAn<t ,K) de 1886, 

tono. Señor : 

No existe en Secretaría el recurso de hecho ú que se refiere 
el escrito de foja 33; Binó únicamente uu telegrama fechado 
en Santiago :i 8 de Noviembre de 1885, en que I), Atanasio Ito* 
driguez comunica á V. K. que deduce aquel recurso en este 
asunto ; á cuya comunicación no so dio curso por haber consi- 
derado V. É. que el telegrama no era la forma legal de dedu- 
cir recursos. Lo que informa a V, K. en cumplimiento de lo 
mandado en el auto üe foja 44. 

,/osí' E. Domínguez. 
Fallo ile la ««prema Carie 

Itui'iiuü Aires, Abril 3 ile 1886. 

Vistos: resultando del informe que antecede, que no eiisto 
¡inte la Suprema Corte ningún recurso de hecho contra el 
auto en que se desechó de plano la recusación iuterpuesta por 
Don Atanasio Kodriguez ; y no trayendo perjuicio ninguno el 
auto apelado de foja treinta vuelta, se declara improcedente, 
el recurso de apelación contra él interpuesto; y devuélvanse, 

J. DOMINGUEZ. — l' LADISLAO FRIAS- — 
FEDERICO IBARCCREH. 
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Doña Hoya ¡\uiies, en recurso t'e * /tabeas corpa» » ; á favor uV 

D. Nicasio Enrique. 



Sumario. — No corresponde ;t la Justicia Federal el recurso 
de /tabeas corpus. cuando se trata de detención hecha por la 
autoridad local y respecto «le personas que no son empleados 
nacionales. 



Caso. — Dona liova Nufiez esponiendo que I>. Nicasio Enri- 
que, amigo de ella, se hallaba detenido desde doce años en el 
piquete de gendarmes del Rosario, después de haber cumplido 
el servicio voluntario á que se coligo por dos años, pidió se le 
mu^dára poner en libertad. 

Pall* tfel Jmci Federal 

Ronri*. Noviembre 10 de 1885, 

Resultando de la esposiciou de la interesada que la persona 
en cuyo favor trae esta gestión no está sometida á autoridad 
alguna Nacional, siendo detenida en un cuerpo de policía ú 
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guarniciou puramente local y por autoridades también locales, 
en cuyo caso nu surge la jurisdicción Nacional ; ni es de apli- 
cación la disposiciou del artículo 20 de la ley do ft de Se- 
tiembre du 1803 que se reíiere puramente á individuos dete- 
nidos ó presos por una autoridad nacional 6 so color de una 
urden emitida por autoridad nacional ó á empleados naciona- 
les detenidos 6 presos por tina autoridad provincial: no ha 
lugar ¡i lo solicitado ; y repóngase el papel de todo lo actuado 
en el acto de la notilicacion. 

C. S. de l>t Tom* 



vista i>ei- seSok i'nocnunoit general 

Suprema Corte : 

La Señora Xuñez lia debido ocurrir d las autoridades de la 
Provincia do Santa Fé, que son las que, indebidamente según 
olla, retienen al amigo por cuya libertad so interesa. La Jus- 
ticia Federal carece de jurisdicción para traer á juicio el uso 
ó el abuso que las autoridades de Provincia puedan hacer de 
los poderes que la Constitución les confiere para su adminis- 
tración y gobierno. La sentencia recurrida es de toda exacti- 
tud, y ha de servirse V, K. confirmarla, 

f'jíuanfa Cosía. 



fAlls 1* *uprem» Corte 

Huellos Airea. Abril 3 de 188T». 

Vistos: por sus fundamentos, y de conformidad con lo pe- 
T. xx. 32 
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dido por el Beñor Procurador General en su precedente vista, 
se confirma el auto apelado do foja dos vuelta ; y devuélvanse. 

I. R. GOROSTIAGA, — J. DOMINGUEZ. 
— ULADISLAD FRIAS, — FEDERICO 
IRAlUlCREN. 



« AUNA XXIII 



El Ur. IK M A*. Lancinas, en recurso de « babeas corpus », 
á [m or del ¡ir, ÍK Moisés Utrero. 



Sumario. — i" ¥A haber sido nombrado en la lista de abo- 
gados c^tte deben ejercer las funciones de Jueces Federales ó 
Fiscales ad hoc por impedimento de estos funcionarios, no 
importa el caso del desempeño de una comisión del Gobierno 
Nacional, previsto por el artículo 20 de la Ley de Jurisdicción 
de los Tribunales Federales. 

2" La Justicia Federal carece de jurisdicción para traer á 
juicio los abusos de las autoridades locales. 



Caso. — Lo refiere el 
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r*llo d*f Jn« *Viler»l 

Mendoza, r.;brt*rcv l* i\c 188U. 

Visto el presente recurso de habcas cor¡m$ entablado por el 
Dr. D. .Tosí* X. Lencinas, solicitando la libertad del "Dr. D. 
Moisés Lucero, que día bailarse indebidamente preso en la 
cárcel publica de esta ciudad y sometido al juzgamiento del 
Superior Tribunal de Justicia de la Provincia en la actua- 
lidad. 

Y considerando : 

1" Que paTa fundar el recurso interpuesto se invoca las in- 
munidades de que el preso goza como conjuez de este Tribunal t 
observándose ademas que en tal carácter obra en comisión del 
(íobiemo Nacional y necesita, por consiguiente, su libertad 
para el desempeño de las funciones de su t. ;irgo. 

2' que solicitado el dktámcn del Procurador Fiscal y nom- 
brado como tal al designado en primera línea por la Suprema 
Corte, en razón de haberse escusado el titular, aquel funcio- 
nario se espide solicitando una resolución de conformidad 
i'i la demanda, sosteniendo que el cargo de conjuez que inviste 
el preso le coloca en idénticas condiciones que al Juez titular 
y se baila, por consiguiente f rodeado de las mismas inmuni- 
dades que las leyes acuerdan ¡i éste, por lo que no ha debido 
reducírsele á prisión sin privársele antes de ellas por resol u- 
eion espresa de autoridad competente. 

3* Que en dicho dictamen se invoca también como prece- 
dentes que establecen jurisprudencia al resperto f una resolu- 
ción del Juez Federal de San Luis, en recurso deducido por el 
Dr. D. Mauricio F. Daract, pidiendo se mandasen respetar sus 
inmunidades como conjuez en aquella Sección, y un acuerdo 
del Superior Tribunal de esta Provincia, en que se contiene 
una resolución análoga. 
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t" Que on tal estado del juicio el Dr. Lencinas se presenta 
nuevamente ampliando el recurso indicado, con los fundamen- 
tos siguientes: Primero: Quu su representado lia sido apre- 
hendido y se baila sufriendo una pena de mas de siete días de 
prisión y mantenido además casi en rigurosa Incomunicación ; 
Segundo : Que ella ha sido ordinaria a petición Fiscal» sin 
prueba, sin traslado y sin delito constatado, violándose así 
en la persona de aquel las garantías acordadas á todo habi- 
tante del Kstado por el artículo 18 de la Constitución Nacio- 
nal, y que importa propiamente una pena, porque la ley provin- 
cial ha establecido ya las correcciones que no merecen este 
ealiticativo, únicas que los jueces puedan imponer sin juicio 
previo; Tercero: Que no háy tampoco ninguna ley provincial 
que autorice la prisión en la forma que se ha hecho, siendo, por 
el contrario, una violación llagrante de la Ley de Knjuicia- 
micnto criminal de la Provincia y del procedimiento estable- 
cido por la de imprenta para las contravenciones ó detitos de 
esta naturaleza, según la cual el Juez no puede decretar la 
prisión sin traslado previo de la acusación que se hiciere ; y 
Cuarto : Que la ley en virtud de la cual el Sr. Juez del Cri- 
men se ha tomado la facultad de encarcelar y condenar ú pri- 
sión indefinida y sin juicio prévio á los editores de diarios 
contraría una disposición constitucional que establece y pres- 
cribe el juicio por jurados en la República y que una vez esta- 
blecido este, cu cumplimiento de tal mandato, no puede echarse 
por tierra esa institución sin violar abiertamente la contenida 
en el artículo 102. 

Considerando, en cuanto 4 los hechos aducidos como funda- 
mento del recurso : 

r»° Que la ley du jurisdicción y competencia de los Tribuna- 
les Nacionales determina claramente en su artículo '20 los 
casos únicos en que puede ocurrirse ú la Justicia federal re- 
clamando de detenciunes ú prisiones ilegales, estableciendo que 
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tnl recurso solo procede cuando el individuo se halle preso por 
una autoridad nacional, á disposición de esta ó so color de una 
órden emitida por ta misma ; ó cuando una autoridad provincial 
haya puesto preso i un miembro del Congreso ó cualquier 
otro individuo que obra en comisión del Gobierno Nacional. 

íi" Que según se lia visto, se aducen, por una parte, Ins vio- 
laciones de leyes provinciales y disposiciones constitucionales 
que se dicen cometidas por al Sr. Juez del ( rimen de esta 
l'rovincia ion el preso Dr. Lucero; y por otra, el hecho de 
hallarse éste designada como conjuc/. en esta Sección judicial, 
Que respecto ;í lo primero, es de observarse que tas pro- 
vincias son Estados independientes, que se hallan regidas por 
sus propias instituciones, en las que ninguna intervención cor- 
responde al Gobierno Nacional, según lo establece el artículo 
105 de la Constituci.in Nacional ; de donde evidentemente re- 
sulta que la -Justicia Federal en ningún caso t uede inmiscuirse 
para juzgar de los actos y procedimientos de las autoridades 
provinciales, aún en el supuesto que ellas procedan arbitra- 
riamente 6 violando los preceptos de la ley, pues que los abu- 
sos que estas cometan pueden reclamarle A las mismas aulo- 
Tiilades de provincia conforme á las leyes vigentes. 

8" Que la disposición contenida en el articulo 20 citado 
importa propiamente la consagración del principio de que las 
garantías constitucionales acordadas ú la vida, propiedad y 
libertad de los habitantes del Kstado deben respetarse y ha- 
cerse efectivas por las autoridades nacionales y provinciales, 
respectivamente, obrando siempre dentro de la esfera de sus 
propias facultades y con entera independencia unas de otras ; 
pues de lo contrario resultari-i que la autoridad nacional, 
juzgando de los actos emanados de la provincial, inutilizaría 
la acción de esta, haciendo ilusoria la autonomía propia de 
cada Kstado, esprcsamenle re» onocida por la Constitución Na- 
cional. 
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Que por esta razón, sin duda, la interpretación constante 
que se ha dado á las disposiciones constitucionales que consa- 
gran esas garantías es que ellas no constituyen á los Jueces 
Seccionales en autoridades superiores á las de Provincia para 
reparar cualquiera violación cometida por estas, estando limitada 
su jurisdicción a los casos en que dichas garantías sean violadas 
en la forma indicada en el precitado artículo 20 (Fallos de la 
Suprema Corte contenidos en el tomo 12, serie 2', pág, 73 y t°, 
pág. 170; tomo 2 o , pág. $*, y 1\ pág. 402, de la 1' série). 

10" Que respecto á la objeción que se hace de ineonstitu- 
cionalidad de la ley en que se dice haber el Sr. Juez del Cri- 
men fcomádosü la facultad de encarcelar y condenar ú prisión 
al Dr. Lucero» es también de observarse que eu el caso xub 
judicc y tratándose de actos cuyo juzgamiento no compete a 
lu jurisdicción nacional, tampoco corresponderían osle Tri- 
bunal competencia alguna para declarar tal inconstituciona- 
lidad, por las mismas razones indicadas eu el considerando 
precedente. 

U n Que en cuanto ú lo segundo, ó sea sobre el nombra- 
miento de conjuez de esta Sección, si bien es verdad que el 
Dr. Lucero se halla comprendido en la lista de abogados que 
en conformidad ¡i la ley de Setiembre 24 de 1878 forma anual- 

— 

mente la Suprema Corte para reemplazar al Juez de Sección 
legalmente impedido ó recusado y desempeñar a la vez por 
lurno las fuuciones de Fiscal ad hoc, consta al Juez suscrito 
que en la actualidad no existe causa alguna en este Juzgado 
que haya sido librada al conocimiento de aquel. 

12" Que por consiguiente, no puede decirse, sin violentar los 
términos de la ley, que el Dr. Lucero, por ol hecho solo de 
haber sido designado para aquellas funciones, se haya encon- 
trado ul tiempo de su prisión en ejercicio de una comisión del 
Gobierno Nacional é investido así de los fueros ó inmunidades 
que autorizarían un recurso de este carácter. 
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13- Que tampoco pueden autorizarlo los precedentes invo- 
cados: f porque en el caso del Dr. Daraet se trató pura- 
mente de una escepcion del servicio militar y la resolución 
dictada carece do la autoridad que revisten los fallos definiti- 
vos de la Suprema Corte, por no Haber sido ella llevada a su 
conocimiento por recurso alguno; y * porque cualesquiera 
resolución ó acuerdo del Poder Judicial de la PioTinaa, ver- 
sando sobre materias de otra natural*» y con efectos pura- 
mente provinciales, no pueden invocarse como jurisprudencia 
en asuntos del resorte osclusivo do la Justicia Nacional. 

Por tanto, so declara no haber lugar al recurso interpuesto. 
Hágase saber y prévia reposición de sellos, archívese estas dih- 



VISTA DEL SESOH PHOCUlAlHm GE3E1UL 

Iludios Aires, Mayu Ú de IW>. 

Suprema Vorlc: 

El auto del Si. Juez de Sección abunda en fundamentos do 
toda evidencia, y siendo el caso por demás sencillo, escuso ocu- 
par la atención do V. K. i su respecto. Hasta observar que s 
quimérico pretender que la simple designación en la lista de 
«bogados llamados a reemplazar cventua]mcntc i los J«e e, 
dé Sección, recusados ó impedidos, imprima á dichos abogados 
carácter nacional, como si en realidad estuvieron en el desem- 
peño de una comisión de la Nación, aunque ni una sola vez 
les hubiera tocado en turno ser tales conjueces, 
Sírvase V. E. confirmar ia sentencia recurrida. 



Eduardo luid*. 
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Falla 4e ln Bmpv+mm l'vtte 

Bucnoi Aires, Abril 3 de 188i>. 

Vistos : por sus fundamentos, y de conformidad con lo es- 
puesto y pedido por el Señor Procurador General, so conlirma 
el auto apelado de foja ocho vuelta ¡ y devuélvanse, debiendo 
reponerse ante é Juei de Sección to* sellos correspondientes 
á ambas instancias, de acuerdo con el artículo cuarenta y uno 
do la ley de la materia. 

J. B. GOR08T1ACA. — J. DOMINGUEZ.— 
U LADISLAO FRIAS.— FEDERICO IHAR- 
CCREN. 



CAUSA XUV 



ttrazzi y Pedroli, confia li. Manuel S. Várela, por falsifica- 
ción de marca de fábrica ; sobre defecto legal en el modo de 
proponer la demanda. 

Sumario, — No procede la escepcion de defecto legal en el 
modo do proponer la demanda, cuando esta contiene todos los 
roquisitosque la ley determina. 
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Caso. — Los Sres. Brazzi y Pedroli demandaron á D. Ma- 
nuel S. Várela por falsificación y circulación de la marca « Si- 
gari Virginia Brissago* de su propiedad, acto calibeado de 
delito y penado como tal. 

El demandado opuso la escepcion de defecto en el modo de 
proponer la demanda, por no esplicarse sí se entablaba la 
acción civil, ú la criminal. 

Les demandantes contestaron que era claro que babiao en- 
tablado la acción criminal, que en clescnto de demanda habían 
observado todos los requisitos que la ley determina, y pedian 
se dejasen á salvo sus derechos para la acción civil ulterior. 

Fulla del Juez Federal 

Buenos Aires, Setiembre 25 de 1885. 

Y vistos estos autos en lo relativo al incidente promovido 
por el demandado estableciendo la escepcion de defecto legal 
en el modo de promover la demanda; y considerando que esta 
ha sido entablada de acuerdo y en los lirmínos prescritos 
por el artículo 57 de la ley do Procedimientos, fallo no ha- 
ciendo lugar á la escepcion deducida, siendo á su cargo las 
costas del incidente. En su consecuencia, conteste el deman- 
dado lademaudn dentro del termino legal. 

Andrés I tjurriza. 

Pello 4c I» «Nprcnm Certe 

Itucnoa Aires, Abril fi de 1886. 
Vistos: por sus fundamentos, se confirma con costas, el 
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uto «pelado de foja diez j nueve ■ y repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

J, R, GOROSTIAGA, — J . DOfflflGUEI. 
— U LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
IBARGtiREfl. 



CALMA XLV 



Don Eduardo Tiffoineí, rontm ¡t, Abraham Leman; sobre in- 
terdicto de retener. 



Sumario. - El arrendatario no puede entablar contra el 
sucesor det propietario que le pide el inmueble por cesación 
del arriendo, el interdicto de retener, so pretesto de haber tra- 
tado con el propietario la venta de dicho inmueble. 



Cííjo. — Se bulla referido en ul 
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rail* 4*1 Jm» r«*«ral 

Mendoza, Julio 13 de 1883. 

Vistos estos autos, de los cuales resulta : 

Que D. Dduurdo Tiffoinet entabla contra el Dr. D. Abraham 
Lomos interdicto de retener la posesión de un sitio ubicado cq 
el departamento de Guaimallcn j en el cual tiene establecida 
hace tiempo una fábrica de curtiembre. 

Que en apoyo de su acción alega ser poseedor & título de 
propietario de dicho inmueble, porque si bien entró ;i tenerlo 
al principio como arrendatario de su dueño D. Augusto Calde- 
rón, vencido el contrato do locación y continuando en la ocu- 
pación del fundo, negoció su compra por medio de las dos cartas 
que obran en los autos traídos i la vista del Juzgado de Paz 
de Guaimallcn, 

Que para consumar el acto jurídico do la compra- venta el 
Sr. Calderón prometió estenderle el título correspondiente. 

Que en tal espectativa el Dr. D. Abrabam Lemos compró 
para sí, en 26 de Diciembre de 1884, la misma linca al propio 
Calderón, y con la escritura pública respectiva aquel pidió y 
obtuvo del Juzgado de Paz la órden de desalojo do que so 
queja el demandante Tiffoinet, negándole jurisdicción i dicha 
autoridad y solicitando, en consecuencia, amparo en bu pose- 
sión ante la Justicia Federal y la indemnización de daños y 
perjuicios y costas que e¿te juicio le origina. 

Que tratando el presente interdicto en la forma de lev, por 
su parte el Dr. Lemos alega ser el verdadero propietario y 
poseedor del inmueble en cuestión, lo primero, según la escri- 
tura ya citada, y lo segundo» por la tradición que ante los tes- 
tigos Bravo y Zamorano le fué hecha por el vendedor Calderón 
en presencia de Tiffoinet y su familia. 

Que éste no ha sido mas que un simple tenedor del inmueble 
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como arrendatario y carece por consiguiente de facultad legal 
para entallar acciones posesorias en contra del propietario. 
Y considerando : 

i* Que para que tenga lugar el interdicto de retener se Te- 
quiere esencialmente que el demandante se encuentre en actual 
posesión y se Laya tratado de inquietarlo por actos constitu- 
tivos de despojo (art. 327, L. deC. y 2487, Cúdigo Civil). 

2:' Que además, la posesión no debo ser precaria sinóa" título 
de propietario (art. 2480, Código Civil). 

3" Que en presencia de estas disposiciones terminantes de 
la ley y lo dispuesto, además, en los incisos 5 y del artículo 
2402, Cúdigo Civil, la acción deducida por el Sr. Tiffoinet es 
de todo punto inadmisible ó improcedente: primero, porquo 
como arrendatario de plazo vencido lia estado y esta obligado 
á restituir el pridio arrendado al propietario ó A quien legal- 
mente le sucedió en el derecho de propiedad (att. 1004, in- 
ciso Í°y iOOO, título 4", Ite la trasmisión de los derechas en 
general, Cúdigo Civil); segundo, porque cierta ó falsa la exis- 
tencia del pacto de promesa de venta, no lia adquirido por 
ello Tiffoinet el cambio de su titulo precario en la ocupación 
del fundo, desde que el acto de la compra-venta no fué con- 
sumado á su favor, quedando en la condición originaria con un 
mero dercclio personal en espeetntiva para ejercitarlo, en todo 
caso, contra el Sr. Calderón, si procediera ; tercero, porque 
revestida la escritura do compra-venta :i favor del Dr. Lomos 
do todos los requisitos legales y no batiendo sido argüida de 
falsa por Tiffoinet, lince plena fe* su contenido, no solo entre 
las partes sinó contra terceros (arts. 994 y 095, Código citado) 
y por lo tanto, el derecho de poseer el inmueble comprado per- 
teneció desde entonces al J)r. Lcmos como adquirentc de dicho 
título; cuarto, porque la sentencia del Jiiez de Paz decla- 
rándose competente y ordenando ¡í Tiffoinet el desalojo del 
fundo en término de ... días, pasó en autoridad de cosa juzgada 
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por la confirmación del jnri de apelaciones de la Justicia de Paz 
y la misma le niega así el derecho de poseer el inmueble ea 
cuestión ú le anula su Ululo posesorio; y quinto, porque final- 
mente los actos jurisdiccionales de los Jueces, no constituyen 
despojo ó turbación del derecho herido, ni es lícito á las par- 
tes atentar por medio de recursos cxtrnordinaiios y fuera do 
la ley, contra el poder de la cosa juzgada, una vez que tales 
actos han sido consentidos ó ejecutoriados en juicio, pues si 
asi no fuera la justicia sería ilusoria é impotente para llenar 
sus lines civiles y sociales. 

5* Que, do consiguiente, el demandante no ha probado los 
cstremos legales del artículo 2491- del Código yu citado. 

Por estos fundamentos, fallo : no haciendo lugar á la acción 
deducida, llágase saber con el original, repónganse los sellos 
por el demandante y devuélvase el espediente traído á la vista, 
con oficio y transcripción de Ja presente resolución, también á 
costa del demandante ; hecho lo cual, archívense los autos. 

Juan del Campillo. 

Falla úr \m Suprema l orie 

Buenos Aires, Abril (i lie I88fí, 

Vistos : por sus fundamentos, so confirma coa costas el auto 
apelado de foja diez vuelto, y repuestos los sellos, devuélvanse. 

J. It, GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. 
— U LADISLAO mUS. — FEDERICO 
IBARGCREK. 



